
Santo Domingo • Distrito Nacional • República Dominicana

Fundado el 31 de agosto de 1910

Suprema Corte de Justicia
PODER JUDICIAL

BOLETÍN JUDICIAL

1983
Noviembre

Año 74º

Boletín Judicial Núm. 876



AÑO LXXIV NOVIEMBItE 1983 N°876
República Dormnicana

SUPPEMACORTE DEJUSTICIA

Labor dela Suprema Cortede Justicia. durante el mesde Octubre
delaño 1983

A SABER:

Recursos de casación civiles conocidos 	
Recursos de casación civiles fallados 	
Rec ursos de casación pena les conocidos 	
Recursos de casación penales fallados 	
Causas disciplinarias conocidas 	
Causas disciplinarias falladas 	
Suspensiones de ejecución de sentencias 	
Defectos 	
Exclusiones 	
Recursos declarados caducos 	
Recursos declarados perimidos 	
Declinatorias 	
Desistimientos 	
Juramentación de Abogados 	
Nombramientos de Notarios 	
Resoluciones administrativas 	
Autosautorizadosemplazamientos
Autos pasandos expedientes para dictámen 	
Autos I ijandos causas 	
Sentencia sobre apelación de libertad bajo fianza 	
Sentencia ordena libertad por haber prestado fianza 	
Sentencia sobre solicitud de fianza 	

335

MIGUELJACOBO F.,
Secretario General de la

Suprema CortedeJusticia.
Santo Domingo, D. N.,
31de octubre de 1983 •

BOLETIN JUDICIAL
ORGANODE LA SUPREMA CORTE DEJUSTICIA

FUNDADO EL31 DE AGOSTODE 1910

DIRECTOR:

SECRETARIO GENERAL DE LA SUPREMA
- CORTE DEJUSTICIA.

Boi,ETIN .1 UDICIAL3896

14
46
36
33

1
1
4
1
1

5
1
7
3

24
40
62
54

1
1
0



111:A S 0 I,XXIII

?	 i

NOVIEMBRE, 1983	 N°876

nntl 

kno111• si .	 •

BOLETIN JUbICIAL9
ORGANODE LA SUPREMA CORTE DEJUSTICIA

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910

Dr. ManueID.Bergés Chupani,
Presidente.

Dr. Darío BaIcacer,
Segundo Sustituto de Pres dente;

JUECES:

Lic. Fernando E. Ravelo de Ia Fuente, Lic. Leonte RafaeI
Alburquerque Castillo, Dr. Luis Víctor García de Peña, Dr.
Hugo H. Goicochea, S., Dr. Abelardo Herrera Piña, Dr. Máximo
Puello RenviIle.

DR. ANTONIO ROSARIO,
Procurador General de la República.

Señor MIGUELJACOBOF.,
Secretario Generai y Director del Boletin Judicial.

‘si

Editora del Caribe, C. por A.. Santo Domingo, D. N.



NOVIEMIIRE, 1983 N° 876n NO LXXIII

BOLETIN JUDICIAL
ORGANO DE I.A SUPREMA CORTE DEJUSTICIA

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE 1910
DIRECTOR.

•
SECRETA1{10 GRAL. DE LASUPRENIA CORTE DEJUSTICIA

SUMARIO
RECURSODE CASACION INTERPUESTOPOR:

Págs
Ing Enrique M. Alfát, 	 3495
Francisco Sanchez y compartes 	 3411
Baldemiro Jiménez y compartes 	 3418
Enrique Díaz Cruz y compartes 	 3418
Jorge Antanio Tejeda Encarnación y compartes 	 3425
lván D. Acevedo Medina ycompartes 	 3437
Blasina Almonte de Gonzalez 	 3443
Relarrrinio Encarnación y compartes 	 3448
Luis Espejo y compartes.	 	 3455
Andrés García y García 	 3468
EMIT3 A. Aristy de Lara 	 3474
Gerino Matos, C. por A. 	 3480
Dr. Rafael T. Pérez lu na	 3485
Higinio Rodríguez y co.-npartes 	 3492
Gregorio A. Santana y compartes 	 3498
Jacinto Suriel 	 3506
Minerva Padilla de Taveras y compartes 	 3543
María M.Ruiz Vásquez 	 3520
José A. Hiche y compartes 	 3525
Universidad Nacional Pedro Henríquez Ureña 	 3529
Ayuntamiento del Distrito Nacional ycompartes 	 3595
Refrescos B. B., C. por a 	 3539
Rafael A. Rodríguez Verasy compartes 	 3544,
José Heredia 	 3552



Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito
Nacional, de fecha 22 de marzo de 1979.

Materia: Trabajc,.

Recurrente (s): Ing. Enrique M. Alfau.

Abogado (s): Dr. Lupo Hernandez Rueda.

Recurrido (s): Juan Hernández.

Abogado (s): Dr. José de Paula.

Dios, Patria y Liber-tad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por ios Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío • Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala doncIP celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 2 del mes de noviembre del aíio
1983, años 140' da la Independencic y 121' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación intérpuesto por Enrique M.
Alfau, dominicano, mayor de edad, ingeniero, casado, cédula
No. 45415, serie 1ra., domiciliado en la calle Altagracia Sa-
viñón No. 18, Los Prados, de esta ciudad; contra la sentencia
dictada el 22 de marzo de 1979, por la Cámara de Trabajo de/
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cw,irc
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José de Paula, cédula No. 106423, serie 1ra.,

abogado del recurrido, en la lectura de sus conclusiones;
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Abogado (s): Dr. Lupo Hernández Rueda.

Recurrido (s): Juan Hernández.

Abogado	 Dr. José de Paula.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío • Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 2 del mes de noviembre del año
1983, años 140' de la Independencie y 121' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación intérpuesto por Enrique M.
Alfau, dominicano, mayor de edad, ingeniero, casado, cédula
No. 45415, serie 1ra., domiciliado en la calle Altagracia Se-
viñón No. 18, Los Prados, de esta ciudad; contra la sentencia
dictada el 22 de marzo de 1979, por la Cámara de Trabajo de'
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José de Paula, cédula No. 106423, serie 1ra.,

abogado del recurrido, en la lectura de sus conclusiones;
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recurrido que es Juan Hernández, dominicano, mayor de
edad, soltero, pintor, cédula No. 4792, serie 26, domiciliado
en la casa No. 10 de la calle 27 del ensanche Espaillat, de esta
ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial del recurrente depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia, el 21 de mayo de 1979,
suscrito por su abogado Dr. lupo Hernández Rueda, cédula
No. 32000, serie ira., en el cual se proponen contra la sen-
tencia impugnada los medios de casación que luego se in-
dican;

Visto el memorial de defensa del recurrido, de fecha 19 de
junio de 1979, suscrito por su abogado Dr. José de Paula;

Visto el auto dictado en fecha lro. de noviembre del año
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad, dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García
de Peña, Hugo 14. Goicochea S., Máximo Fuello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que se mencionan más
adelante, y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo .
de una demanda en cobro de doscientos veinticinco pesos
oro (FID$225.00) por concepto de trabajos de pintura realiza-
dos y no pagados, intentada por Juan Hernández contra el
hoy recurrente, y previa infructuosa tentativa de conciliación,
el Juzgado de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó el 7
de septiembre de 1976, una sentencia cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se rechaza por falta de
pruebas, la demanda laboral intentada por el señor Juan
Hernández, contra el ingeniero Enrique Alfau hijo:
SEGUNDO: Se condena a la parte demandante al pago de
las costas, ordenando su distracción en favor del Dr. Lugo
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Guzmán Rodríguez, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad"; b) que sobre el recurso interpuesto contra ese fallo,
intervino 13 sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el
siguiente: "FALLA: PRIMERO: Dec:3ra regular y válido en 13
forma como en el fondo el recurso de apelación interpuesto
por el señor Juan Hernández, contra sentencia del Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 7 de sep-
tiembre de 1976, dictada en favor del ingeniero Enrique Alfau
y cuyo dispositivo h3 sido copiado en parte anterior de esta
misma sentencia y como consecuencia Revoca dicha sen-
tencia impugnada; SEGUNDO: Condena al ingeniero Enri-
que Alfau, a pagarle a Juan Hernández, la suma de dos-
cientos veinticinco pesos oro (RDS225.00) por concepto de
diferencia de salarios dejados de pagar; TERCERO: Condena
a la parte que sucumbe ingeniero Enrique Alfau, al pago de
las costas del procedimiento, de conformidad con los ar-
tículos 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691
del Código de Trabajo, ordenando su distracción en provecho
del Dr. José de Paula, abogado que afirma haberlas avanzado
en su totalidad";

Considerando, que en su memorial el recurrente propone
contra la sentencia impugnada, los siguientes medios de
casación: Primero medio: Desnaturalización de los hechos y
documentos de la causa. Violación de los artículos 1134, 1135
y 1179 párrafo 3, del Código Civil. viofación del artículo 1 del
Código de Trabajo; Segundo Medio: Falta da base legal.
Falta de motivos. Violación de1 arttcula 141 del Código de
Procedimiento Civil. Desconocimiento del papel activo del
Juez laboral. Violación de los artículos 57, 59 y 60 de 13 Ley
No. 637 de 1944 sobre Contratos de Trabajo;

Considerando, que en sus dos medios de casación, reuni-
dos, el recurrente alega en síntesis: a) que en 13 sentencia
impugnada se han desnaturalizado los hechos de 13 causa,
pues en ella se afirma la existencia do un contrato de trabajo
entre las partes, regido por las Leyes Laborales, no obstante
haberse establecido en la indicada sentencia que el
reclamante como pintor "contrató" con el hoy recurrente, 13
pintura de un edificio por la suma de RDS800.00 pesos; que
ese fue un ajuste que él hizo; que tal desnaturalización queda
reafirmada por el hecho de que es práctica constante la
contratación de un pintor para que pinte una casa, un edi-
ficio, a un precio determinado, sin que ese trabajador realice

111



3406	 BOLETIN JUDICIAL
	

BOLETIN JUDICIAL
	

3407

recurrido que es Juan Hernández, dominicano, mayor de
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo ,
de una demanda en cobro de doscientos veinticinco pesos
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pruebas, la demanda laboral intentada por el señor Juan
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SEGUNDO: Se condena a la parte demandante al pago de
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forma como en el fondo el recurso de apelación interpuesto
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tiembre de 1976, dictada en favor del ingeniero Enrique Alfau
y cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta
misma sentencia y como consecuencia Revoca dicha sen-
tencia impugnada; SEGUNDO: Condena al ingeniero Enri-
que Alfau, a pagarle a Juan Hernández, la suma de dos-
cientos veinticinco pesos oro 1RDS225.00) por concepto de
diferencia de salarios dejados de pagar; TERCERO: Condena
a la parte que sucumbe ingeniero Enrique Alfau, al pago de
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del Código de Trabajo, ordenando su distracción en provecho
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reclamante como pintor "contrató" con el hoy recurrente, la
pintura de un edificio por la suma de RDS300.00 pesos; que
ese fue un ajuste que él hizo; que tal desnaturalización queda
reafirmada por el hecho de que es práctica constante la
contratación de un pintor para que pinte una casa, un edi-
ficio, a un precio determinado, sin que ese trabajador realice
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•- rrafo no son obstáculo tampoco a la aplicación de los
drticules 31, 35 y 40";

Considerando, que como en la espeCie la excepción de
incompetencia de la jurisdicción laboral no fue propuesta por
ante los Jueces del fondo, es obvió, que por aplicación del
texto legal antes transcrito dicha excepción no puede ser
invocada por primera vez en casación; que, por tanto, los
alegatos relativos a ese punto carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Considerando, que, por otra parte, en el fallo impugnado
consta que el Juez de Segundo Grado dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio aportados
al debate, y sin desnaturalización alguna, que el trabajador
Juan Hernández realizó para el hoy recurrente, trabajos de
pintura que convinieron en la suma de ochocientos pesos oro
IRDS800.00), y que el ingeniero recurrente le quedó a deber la
suma de doscientos veinticinco pesos oro (RDS225.00); que
en esas condiciones el Juez a-quo pudo, como lo hizo,
acoger la demanda y condenar al hoy recurrente al pago de la
suma de doscientos veinticinco pesos oro (RD$225130)
adeudados, máxime cuando el recurrente como consta en la
sentencia impugnada no aportó la prueba por ante el Juez del
fondo, como era su deber, de que había pagado dicha suma;
que por tanto, los alegatos del recurrente contenidos en los
medios que se examinan, carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Por tales motives:" Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por el ingeniero Enrique 	 Alfau,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el día 22
del mes de marzo del año 1979, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del óresente fallo; Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas y las distrae en provecho del
doctor José de Paula, abogado del recurrido quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F.E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H. Goicochea 5.-
Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
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su labor bajo la suoordinación del dueño o contratista de la
obra, ya que el pintor hace su trabajo por su cuenta; que no
se puede deducir la existencia de un Contrato de Trabajo para
una obra determinada sin tomar en cuenta las condiciones de
ejecución del trabajo; b) que la sentencia impugnada carece
de motivos respecto de si en la especie existía un Contrato de
Trabajo o un ajuste; además, en la referida sentencia se violan
los artículos del Código de Trabajo relativos a la prueba, pues
el Juez laboral dentro de su papel activo debió ordenar las
medidas de lugar a fin de establecer, con motivos justificados
y pertinentes, que la obra encomendada no era un contrato
de ajuste sino un contrato de trabajo; que los Jueces están
obligados a motivar sus sentencias aun cuando no com-
parezca una de las partes; que en la especie el Juez debió dar
los motivos justificativos de su decisión y la parte deman-
dante debió aportar la prueba de sus alegatos, lo que a juicio
del recurrente, no hizo; que en esas condiciones sostiene el
recurrente que la sentencia impugnada debe ser casada por
los vicios y violaciones denunciados; pero,

Considerando, que como se advierte, los alegatos del
recurrente tienden a demostrar que en la especie el trabajador
demandante no estaba amparado por un Contrato de Trabajo
sometido a Leyes laborales, sino por un contrato de ajuste
regido por el Código Civil; que en definitiva, tales alegatos
van dirigidos a proponer, por primera vez, y en casación, la
incompetencia de la jurisdicción laboral apoderada; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que el hoy recurrente compareció por
ante el Juez del Primer Grado y concluyó solicitando primero
una comunicación de documentos y luego, que se rechazara
la demanda "por improcedente e infundada"; que además,
por ante el Tribunal de Segundo Grado, el indicado
recurrente no compareció y por tanto no propuso la in-
competencia del referido Tribunal;

Considerando, que de conformidad con el artículo 2 de la
Ley No. 834 de 1978. "Las excepciones deben a pena de
inadmisibilidad, ser presentadas simultáneamente y antes'
de toda defensa al fondo o fin de inadmisión. Se procederá
de igual forma cuando las reglas invocadas en apoyo de la
excepción sean de orden público. La demanda en
comunicación de documentos no constituye una causa de
inadmisión de las excepciones. Las disposiciones del primer
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párrafo no son obstáculo tampoco a la aplicación de los
artículos 31, 35 y 40";

Considerando, que como en la espebie la excepción de
incompetencia de la jurisdicción laboral no fue propuesta por
ante los Jueces del fondo, es obvió, que por aplicación del
texto legal antes transcrito dicha excepción no puede ser
invocada por primera vez en casación; que, por tanto, los
alegatos relativos a ese punto carecen de fundamento y de-
ben ser desestimados;

Considerando, que, por otra parte, en et fallo impugnado
consta que el Juez de Segundo Grado dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio aportados
al debate, y sin desnaturalización alguna, que el trabajador
Juan Hernández realizó para el hoy recurrente, trabajos de
pintura que convinieron en la suma de ochocientos pesos oro
(RDS800.00), y que el ingeniero recurrente le quedó a deber la
suma de doscientos veinticinco pesos oro (RD$225.00); que
en esas condiciones el Juez a-quo pudo, como lo hizo,
acoger la demanda y condenar al hoy recurrente al pago de la
suma de doscientos veinticinco pesos oro IRDS225 00)
adeudados, máxime cuando el recurrente como consta en la
sentencia impugnada no aportó la prueba por ante el Juez del
fondo, como era su deber, de que había pagado dicha suma;
que por tanto, los alegatos del recurrente contenidos en los
medios que se examinan, carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por el ingeniero Enrique M. Alfau,
contra la sentencia dictada por la Cámara de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el día 22
del mes de marzo del año 1979, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas y las distrae en provecho del
doctor José de Paula, abogado del recurrido quien afirma ha-berlas avanzado en su totalidad

(FI RMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F.E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H. Goicochea
Máximo Puelío Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1983 No.
2

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 4 de diciembre de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Francisco Sánchez, Consejo Estatal del
Azúcar (Ingenio Río Haina) y Cía. San Rafael, C. por A.

Interyiniente (s): Federico Camilo Valdez y Celeste Elvira
Núñez Taveras.

Abogado (s): Dres. Cesar Augusto Medina y Ramón Suberv
Pérez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 2 de noviembre del año 1983, años
140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Francisco
Sánchez, dominicano, mayor de edad, maquinista, cédula
No. 185136, serie 26, domiciliado en la calle Manuel de Js.
Galván No. 95, de esta ciudad, el Consejo Estatal del Azúcar,
(Ingenio Río HainaL Y la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., con domicilio social en esta ciudad contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo el 4 de diciembre de
1981, cuyo dispositivo se copia más adelante;

3410

Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
lirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaria de la

Corte a-qua el 15 de diciembre de 1981, a requerimiento del
abogado Dr. Miguel Angel Cedeño Jiménez, cédula No.
17700, serie 28, en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada ningún medio de casación; .

Visto el memorial de casación de los recurrentes de fecha
1ro. de diciembre de 1982 suscrito por su abogado Dr. Angel
Rafael Morón Auffant, en el cual se proponen contra la
sentencia impugnada los medios que luego se indican;

Visto el escrito de los intervinientes de fecha 3 de diciembre
de 1982, firmado por sus abogados, doctores César Augusto
Medina, cédula No. 8325, serie 22 y Ramón Suberví Pérez,
cédula No. 11851, serie 22, intervinientes que son Federico
Camilo Valdez y Celeste Elvira Núñez Taveras, dominicanos,
mayores de edad, domiciliados en esta ciudad, con cédulas
Nos. 45334 y 76686, series 31, respectivamente;

Visto el auto dictado en fecha 1° de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara,
Juez de este Tribunal, para integrar la Suprema Corte de
Justicia, en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
Icado y vistos los artículos 319 del Código Penal y 1, 62 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de ferrocarril en que resultó una persona
muerta, la Octava Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, apoderada del asunto dictó en
sus atribuciones correccionales el 23 de diciembre de 1980,
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre los recursos interpuestos contra dicho fallo, intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos,
en cuanto a la forma, los recursos de apelación interpuestos:
al por el Dr. José Julián Cedano, ayudante del magistrado

Procurador Fiscal del Distrito Nacional, en fecha 23 de
diciembre de 1980; y b) por los Dres. César A. Medina y
Nelson Omar Medina, en fecha 23 de diciembre de 1980, a
nombre y representación de Federico Camilo Valdez, Celeste
Elvira Núñez, contra sentencia de fecha 19 de diciembre de
1980, dictada en sus atribuciones correccionales por la Octa-
va Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
to Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se
varía la calificación de la prevención que pesa sobre el señor
Francisco Sánchez, por la del delito de homicidio, golpes y
heridas involuntarios, previsto y sancionado por el artículo
319 del Código Penal; Segundo: Se declara al prevenido
Francisco Sánchez de generales anotadas, no culpable del
delito de viol. al artículo 319 del Código Penal, y en
consecuencia se le descarga de toda responsabilidad penal
por no haber cometido el hecho puesto a su cargo, y se le
declaran las costas penales de oficio; Tercero: Se declara
buena y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte
civil hecha por los señores Federico Camilo Valdez y Celeste
Elvira Núñez Taveras, por intermedio de sus abogados
constituidos Dres. Nelson Omar Medina y César Augusto
Medina, contra Francisco Sánchez y el Consejo Estatal del
Azúcar y/o Central Río Haina, por haber sido hecha de
conformidad con la Ley; Cuarto: En cuanto al fondo, se
rechaza toda vez que este Tribunal no ha retenido falta al-
guna, ni penal ni civil al prevenido Francisco Sánchez, ni
tampoco ha retenido falta que comprometa la res-
ponsabilidad civil del Consejo Estatal del Azúcar y/o Central
Río Haina; Quinto: Se condena a la parte civil constituida al
pago de las costas con distracción de las mismas en provecho
del Dr. José Pérez Gómez, abogado que afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Se declara la presente sentencia
inoponible en su aspecto civil a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A." Por haber sido hechos de acuerdo a las
formalidades legales; SEGUNDO: Revoca la sentencia
recurrida en todas sus partes y la Corte obrando por propia
autoridad y contrario imperio varía la calificación de violación
a la Ley No. 241, por la de violación al art. 319 del Código
Penal y al declarar culpable al prevenido Francisco Sánchez,
de violar el referido artículo lo condena a pagar una multa de
Cincuenta Pesos Oro (RDS50.00) acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes y al pago de las costas penales;
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conformidad con la Ley; Cuarto: En cuanto al fondo, se
rechaza toda vez que este Tribunal no ha retenido falta al-
guna, ni penal ni civil al prevenido Francisco Sánchez, ni
tampoco ha retenido falta que comprometa la res-
ponsabilidad civil del Consejo Estatal del Azúcar y/o Central
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Cincuenta Pesos Oro (RDS50.00) acogiendo en su favor
circunstancias atenuantes y al pago de las costas penales;
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TERCERO: Se declara buena y válida, en cuanto a la forma,
la constitució n en parte civil hecha por los señores Federico
Camilo Valdez y Celeste Elvira Núñez Taveras, por intermedio
de sus abogados constituidos Dres. Nelson Omar Medina y
César Augusto Medina, contra Francisco Sánchez y el
Consejo Estatal del Azúcar y/o Central Río Haina por haber
sido hecha de conformidad eón la ley; CUARTO: En cuanto
al fondo de la constitución en parte civil, condena al pre-
venido Francisco Sánchez, por su hecho personal y al Conse-
jo Estatal del Azúcar y/o Central Río Haina, en su calidad de
persona civilmente responsable, al pago solidario en favor y
provecho de los señores Federico Camilo Valdez y Celeste
Elvira Núñez Taveras, la suma de Quince Mil Pesos Oro
(RDS15,000.00) como justa reparación por los daños morales
y materiales sufridos por éstos a consecuencia del accidente
en el cual perdió la vida su hija menor Roselyn de Jesús
Núñez Valdez, más los intereses legales de la suma acordada
a partir de la fecha de la demanda y hasta la total ejecución de
la presente sentencia a título de indemnizació n com-

plementa ria; QUINTO: Condena a Francisco Sánchez, y al
Consejo Estatal del Azúcar y/o Central Río Haina, al pago de
las costas civiles con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Nelson Omar Medina, abogado que afirma haberlas
avanzado en su totalidad; SEXTO: Declara la presente
sentencia común y oponible a la Compañía de Seguros San
Rafael, C. por A., en su condición de entidad asegurado ra del
vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que en su memorial de casación los
recurrentes proponen contra la sentencia impugnada los
siguientes medios de casación: Desnaturalizac ión de los
hechos de la causa y violación al artículo 319 del Código
Penal dominicano; homicidios, heridas y golpes involuntarios;

Considerando, que en sus dos medios reunidos, los
recurrentes alegan en síntesis, lo siguiente: a) que la Corte a-

gua desnaturalizó las declaraciones vertidas en audiencia,
pues en la sentencia impugnada afirmó que la locomotora
manejada por el prevenido recurrente iba a "gran velocidad"
cuando lo que dijo el prevenido fue que esa locomoto ra con
22 vagones no podía correr a más de 15 Km. por hora; b)
que en la sentencia impugnada se afirma que la locomotora
llevaba "un palo" en el último vagón y que esto fue la causa
del accidente, pero el testigo Cambero manifestó que no vio

•
"el palo, ni vio el accidente"; que sin embargo, la Corte a-qua
se basó en la declaración de ese testigo para atribuir im-
prudencia al prevenido; c) que las sentencias condenatorias
deben precisar los hechos constitutivos del delito; que la
imprudencia del prevenido no ha quedado establecida en la
especie, pues la locomotora tenía forzosamente que correr
por los rieles que es la vía delimitada y específica de ese tipo
de transpone y para confrontar un accidente con una
locomotora hay que penetrar en su área de acción, salvo que
la misma se salga de sus carriles, lo que no ha ocurrido en la
especie; d) que en el presente caso la imprudencia la cometió
el menor y las personas que no lo vigilaron, para evitar que se
acercara tanto a los vagones de la locomotora y pusiere en
peligro su vida, como lo hizo; que la Corte a-qua al revocar la
sentencia apelada y condenar al prevenido incurrió en la
sentencia impugnada, en los vicios y violaciones denun-
ciados;

Considerando, que en la especie, la Corte a-qua para
declarar la culpabilidad del prevenido se limitó a exponer en la
sentencia impugnada lo siguiente: Que del estudio de las
piezas, documentos y circunstancias que conforman el
presente expediente así como por las declaraciones ofrecidas
por ante el Tribunal a-quo, por los testigos Valentina Guzmán
y José Cambero Pérez, así como por las vertidas por ante este
Tribunal por el prevenido Francisco Sánchez, ha quedado
establecido que esto señor en la conducción o manejo de su
vehículo incurrió en las siguientes faltas: Primero: Que fue
imprudente y negligente, ya que transitaba en su locomotora
llevando sobre uno de los vagones insertados en éste, una
pieza de madera que sobresalía de dicho vagón, por lo que
éste debió haber desplazado dicha locomotra a una velocidad
que le permitiera salvar cualesquiera obstáculo por los la-
terales de dicho vagón surgieran, ya que es deber de todo
conductor de una locomotora cerciorarse si en la misma
existe alguna irregularidad que pueda producir un accidente,
cosa esta que no hizo y que fue una de las causas genera-
doras del accidente; Segundo: Que fue torpe y atolondrado,
ya que no tomó las medidas previsoras que el buen juicio y laprudencia aconsejan al llegar a un cruce donde el paso de
Peatones es constante, y donde no había ningún tipo de señai
ni de vigía que le anunciara cualesquiera tipo de obstáculo, ymás aún tratándose de un lugar por donde se desplazan los



3414	 BOLETIN JUDICIAL	BOLETIN JUDICIAL	 3415

Í.

TERCERO : Se declara buena y válida, en cuanto a la forma,
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al fondo de la constitución en parte civil, condena al pre-
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a partir de la fecha de la demanda y hasta la total ejecución de
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moradores de Los Alcarrizos, debió haber reducido la marcha
a una velocidad que le permitiera detener la marcha frente a
cualesquiera tipo de obstáculo, cosa ésta que no hizo y que
fue una de las causas del accidente; Tercero: Que fue des-
cuidado,-ya que éste admitió no haber visto a la víctima en
ningún momento; y Cuarto: Que violó el art. 319 del Código
Penal";

Considerando, que como se advierte los Jueces del fondo
no han expuesto en la sentencia impugnada, cómo ocurrió el
hecho en que perdió la vida la menor Roselyn de Jesús Núñez
Valdez; que en la referida sentencia no se precisa si la menor,
tratando de cruzar se introdujo voluntariamente a la vía férrea
por el paso de peatones, o si, estando muy cerca de dicha vía,
fue lanzado a la misma por una pieza de madera que se dice
llevaba el último vagón; que como en la sentencia impugnada
no se determinan con precisión cuáles fueron los hechos que
generaron el accidente, y cómo ocurrieron éstos, es obvio
que la Suprema Corte de Justicia dentro de sus facultades de
control, como Corte de Casación, no está en condiciones de
verificar si en la especie se ha hecho o no, una correcta
aplicación de la ley; que, en consecuencia, la sentencia
impugnada debe ser casada por falta de motivos y de base
legal;

Considerando, que cuando una sentencia es casada por
falta de motivos o de base legal, las costas pueden ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Federico Camilo Valdez y Celeste Elvira Núñez Taveras, en los
recursos de casación interpuestos por Francisco Sánchez, el
Consejo Estatal del Azúcar (Ingenio Río Haina) y la Compañía
de Seguros San Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo el 4 de diciembre de 1981, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Casa en todas sus partes la indicada sentencia y envía el
asunto por ante la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís en las mismas atribuciones; Tercero: Declara las
costas penales de oficio y compensa las civiles.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1983 No.
3
Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de fecha 11 de diciembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrete (s):	 Baldemiro Jiménez, TransPorte 	 luc,

C. por A., 
n y la Comercial Union Assurance Company LimDiuted.

- Abogado (s): Dr. Ariel Virgilio Báez Heredia.

Interviniente (s): Federico Altagracia Reyes.

Abogado (s): Dr. Sócrates 1. Veras Toribio.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2
del mes de noviembre del año 1983, años 140' de la In-
dependenc ia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Baldemiro
Jiménez, dominicano, mayor de edad, chofer, soltero, cédula
No. 33334, serie 26, domiciliado y residente en el kilómetro 28
No. 5 de la autopista Duarte; Transporte Duluc, C. por A., con
asiento social en esta ciudad en la avenida Lope de Vega No.
138 y la Comercia l Union Assurance Company Limited, con
su asiento social en esta ciudad en la avenida Máximo Gómez
No. 31; contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales, el 11 de diciembre de 1978, por la 	 Corte de
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Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más a-delante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Ariel Virgilio Báez Heredia, cédula No. 26380,

serie 23 en la lectura de sus conclusiones, en representaciónde los recurrentes;
Oído al Dr. César Darío Adames Figueroa, cédula No.

28204, serie 2da., por sí y por el doctor Sócrates I. Veras Tori-
in
bi

 te
o, en la lectura de sus conclusiones, en representación	 elrviniente Federico Altagracia Reyes, dominicano, mayor

de edad, casado, cédula No. 25492, serie 54, domiciliado y
residente en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de laRepública;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-que, el 22 de d iciembre de 1978, a re-querimiento del Dr. M. A. Báez Brito, cédula No. 31853, serie26, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone contra la sentencia impugnada ningún medio decasación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, del 4 deagosto de 1980, suscrito por su abogado en el cual seproponen contra la sentencia impugnada, los medios cle
casación que se indican más adelante;

Visto el escrito del in terviniente, del 4 de agosto de 1980suscrito por su abogado;
Visto el auto dictado en fecha 1° de noviembre de 1983, por

el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presidente de la
Suprema Corte de Justicia, por medio del cual integra en su
indicada calidad dicha Corte, conjuntamente con losMagistrados Darfo Balcácer, Fernando E. Ravelo de l
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctora
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, deconformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte después de haber deliberado y vistos losartículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito yVehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la Ley No.4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Mo-tor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito, en el cual resultó una persona con
lesiones ccrporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito	 de San Cristóbal, dictó el 5 de octubre de
1977, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;

b) que sobre 105 recursos interpuestos intervino el fallo ahora
impugnado con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos de
apelación interpuestos por el doctor Raymundo Cuevas
Sena, a nombre y representación de Baldemiro Jiménez,
Cía. de Transporte Duluc, C. por A., y de la Comercial Assu-
rance Company Limited, representada por la B. Freetz-
man Anggerholm y por el doctor César Darío Adames
Figueroa, a nombre y representación de la parte civil cons-
tituida, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal en fecha 5 del
mes de octubre del año 1977, cuyo dispositivo dice así: 'Falla:
Primero: Se declara buena y válida la constitución en parte
civil hecha por el señor Federico Altagracia Reyes, contra el
señor Baldemiro Jiménez y la Compañía de Transporte
Duluc, C. por A., por ser justa y reposar en pruebas legales;
Segundo: Se pronuncia el defecto contra el señor Baldemiro
Jiménez, por	 haber sido citado legalmente y no haber
comparecido a la audiencia del día 23 del mes de agosto del
año 1977, consecuentemente se le declara culpable de
violación a la Ley No. 241, en perjuicio de Tomás Anderson y
Federico Altagracia Reyes y en consecuencia se le condena a
RDS2,000.00 de multa, acogiendo a su favor circunstancias a-
tenuantes; Tercero: Se condenan al señor Baldemiro
Jiménez y la Compañía de Transporte Duluc, C. por A., a
pagar una indemnización de RDS2,000.00 (dos mil pesos oro)
a Federico Altagracia Reyes como justa reparación por los
daños sufridos como consecuencia del accidente; Cuarto:
Se condena a los señores Baldemiro Jiménez y la Compañía
de Transporte Duluc, C. por A., a pagar los intereses legales
de dicha suma acordada a partir de la fecha de la demanda a
título de indemnización supletoria; Quinto: Se declaran a los
nombrados Tomás Anderson y Federico Altagracia Reyes no
culpable de violación a la Ley No. 241, por no haber violado
ninguna disposición de la referida ley, consecuentemente se
le descarnan y se declaran las costas de oficio a su favor.
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Sexto: Se condena a Baldemiro Jiménez y a la Compañía de
Transporte Duluc, C. por A., al pago de las costas civiles y
penales, las civiles a favor del Dr. César Darío Adames
Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Séptimo: Se declara esta sentencia común y oponible en to-
das sus consecuencias a la Cía. Assurance Company Limited,
Rep. B. Freetzman Anggerholm, C. por A.; Octavo: Se
rechaza la solicitud de reapertura de debates hecha por la
Sociedad de Comercio de Transporte Duluc, C. por A,
representada por su presidente Ing. Raúl Eduardo Raquel, por
órgano de su abogado, Dr. M. A. Báez, de fecha 24 de agosto
de 1977, por improcedente y por falta de base legal por ha-
berlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las for-
malidades legales'; SEGUNDO: Declara que el prevenido
Baldemiro Jiménez, es culpable del delito de golpes y heridas
ocasionadas involuntariamente con un vehículo de motor, en
perjuicio de Federico Altagracia Reyes, 	 curables dichos
golpes y heridas después de veinte días (20 a 30 días), en
consecuencia, modifica la sentenica dictada por el Tribunal
de Primer Grado en el aspecto penal v condena al men-
cionado prevenido, a pagar una multa	 cien pesos oro
(RDS100.00), acogiendo en su favor circunstáncias atenuan-
tes; TERCERO: Declara regular la constitución en parte civil
del señor Federico Altagracia Reyes, en consecuencia conde-.
na a las personas civilmente responsables puestas en causa,
Baldemiro Jiménez y Transpone Duluc, C. por A., a pagar
conjuntamente la cantidad de dos mil pesos oro
IRD$2,000.00) a favor del agraviado y parte civil constituida,
por concepto de los daños y perjuicios morales. y materiales
que ha experimentado con motivo del aecidente,:mál los in-
tereses legales de dicha suma, a título de indemnización
suplementaria, a partir de la demanda; CUARTO: Condena al
prevenido Baldemiro Jiménez, al pago de las costas penales;
QUINTO: Condena a Baldemiro Jiménez y Transporte
Duluc, C. por A., al pago de las costas civiles y ordena la
distracción de dichas costas en provecho del Dr. César Darlo
Adames Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte; SEXTO: Declara la presente sentencia oponible
a la Comercial Union Assurance Company Limited, por ser la
entidad aseguradora del vehículo que originó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación;
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Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito, en el cual resultó una persona con
lesiones ccrporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judcial de San Cristóbal, dictó el 5 de octubre de
1977, una sertencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre 103 recursos interpuestos intervino el fallo ahora
impugnado con el siguiente dispositivo: "FALLA:

PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos de
apelación interpuestos por el doctor Raymundo Cuevas
Sena, a nombre y representació n de Baldemiro Jiménez,
Cía. de Transporte Duluc, C. por A., y de la Comercial Assu-
rance Company Limited, representada por la B. Freetz-
man Anggerholm y por el doctor César Darío Adames
Figueroa, a nombre y representación de la parte civil cons-
tituida, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal en fecha 5 del
mes de octubre del año 1977, cuyo dispositivo dice así: 'Falla:
Primero: Se declara buena y válida la constitución en parte
civil hecha por el señor Federico Altagracia Reyes, contra el
señor Baldemiro Jiménez y la Compañía de Transporte
Duluc, C. por A., por ser justa y reposar en pruebas legales;
Segundo: Se pronuncia el defecto contra el señor Baldemiro
Jiménez, por haber sido citado legalmente y no haber
comparecido a la audiencia del día 23 del mes de agosto del
año 1977, consecuentemente se le declara culpable de
violación a la Ley No. 241, en perjuicio de Tomás Anderson y
Federico Altagracia Reyes y en consecuencia se le condena a
RDS2,000.00 de multa, acogiendo a su favor circunstancias a-
tenuantes; Tercero: Se condenan al señor Baldemiro
Jiménez y la Compañía de Transporte Duluc, C. por A., a
pagar una indemnizac i ón de RDS2,000.00 Idos mil pesos oro)
a Federico Altagracia Reyes como justa reparación por los
daños sufridos como consecuencia del accidente; Cuarto:
Se condena a los señores Baldemiro Jiménez y la Compañía
de Transporte Duluc, C. por A., a pagar los intereses legales
de dicha suma acordada a partir de la fecha de la demanda a
título de indemnización supletoria; Quinto: Se declaran a los
nombrados Tomás Anderson y Federico Altagracia Reyes no
culpable de violación a la Ley No. 241, por no haber violado
ninguna disposición de la referida ley, consecuenteme nte se

le descargan v se declaran las costas de oficio a su favor,
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Sexto: Se condena a Baldemiro Jiménez y a la Compañía de
Transporte Duluc, C. por A., al pago de las costas civiles y
penales, las civiles a favor del Dr. César Darío Adames
Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
Séptimo: Se declara esta sentencia común y oponible en to-
das sus consecuencias a la Cfa. Assurance Company Limited,
Rep. B. Freetzman Anggerholm, C. por A.; Octavo: Se
rechaza la solicitud de reapertura de debates hecha por la
Sociedad de Comercio de Transporte Duluc, C. por A.,
representada por su presidente Ing. Raúl Eduardo Raquel, por
órgano de su abogado, Dr. M. A. Báez, de fecha 24 de agosto
de 1977, por improcedente y por falta de base legal por ha-
berlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las for-
malidades legales'; SEGUNDO: Declara que el prevenido
Baldemiro Jiménez, es culpable del delito de golpes y heridas
ocasionadas involuntariamente con un vehículo de motor, en
perjuicio de Federico Altagracia Reyes, curables dichos
golpes y heridas después de veinte días (20 a 30 días), en
consecuencia, modifica la sentenica dictada por el Tribunal
de Primer Grado en el aspecto penal v condena al men-
cionado prevenido, a pagar una multa . <1.,) cien pesos oro
IRDS100.00), acogiendo en su favor circunstancias atenuañ-
tes; TERCERO: Declara regular la constitución en parte civil
del señor Federico Altagracia Reyes, en consecuencia conde-.
na a las personas civilmente responsables puestas en causa,
Baldemiro Jiménez y Transporte Duluc, C. por A., a pagar
conjuntamente la cantidad de dos. Mil pesos oro
IRDS2,000.00) a favor del agraviado y parte civil constituida,
por concepto de los daños y perjuicios morales. y materiales
que ha experimentado con motivo del aecidente, fflás los in-
tereses legales de dicha suma, a título de indemnización
suplementaria, a partir de la demanda; CU ARTO: Condena al
prevenido Baldemiro Jiménez, al pago de las costas penales;
QUINTO: Condena a Baldemiro Jiménez y Transporte
Duluc, C. por A., al pago de las costas civiles y ordena la
distracción de dichas costas en provecho del Dr. César Darío
Adames Figueroa, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte; SEXTO: Declara la presente sentencia oponible
a la Comercial Union Assurance Company Limited, por ser la
entidad aseguradora del vehículo que originó el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación;

3421



3422 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL 3423  

Falta de motivos; Desnaturalización de los hechos; Falta de
base legal;

Considerando, que los recurrentes en sus medios de
casación alegan, en síntesis: a) que la Corte a-qua, no ha da-
do una motivación precisa que establezca falta alguna de
cargo del prevenido Baldemiro Jiménez; que la Corte a-qua
le ha dado un sentido y alcance distinto a las declaraciones
del prevenido incurriendo en su desnaturalización; b) que la
Corte a-qua, al no establecer falta alguna a cargo del pre-
venido, debió descargar de toda responsabilidad penal y civil,
que por todo ello la sentencia impugnada debe ser casada;
pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar a Bal-
demiro Jiménez, único culpable del accidente y fallar como lo
hizo, dio por establecido mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa lo siguiente: a) que el 2 de abril
de 1976, mientras el camión tanque placa No. 505-352,
propiedad de Transporte Duluc, C. por A., asegurado con
póliza No. 50F730284, de la Comercial Assurance Union
Company Limited, conducido por Baldemiro Jiménez, transi-
taba de Oeste a Este por la autopista Sánchez, al llegar al
kilómetro 14 chocó por detrás al camión volteo placa No.
03944, propiedad de la Marina de Guerra, el cual transitaba
delante y en la misma dirección conducido por Federico
Altagracia Reyes y este último chocó a su vez al vehículo
placa No. 700-020, conducido por Carlos Adames Anderson,
el cual transitaba delante de los dos primeros y en la misma
dirección; b) que como consecuencia del accidente Federico
Altagracia Reyes, resultó con lesiones curables después de 20
y antes de 30 días y los vehículos con desperfectos de consi-
deración; b) que el accidente se debió a la imprudencia y
negligencia de Baldemiro Jiménez, por tratar de rebasar el
vehículo que iba delante de él sin tomar las precauciones de
lugar y sin esperar que la vía estuviera despejada, para realizar
esa maniobra con razonable seguridad y a una distancia
prudente, para evitar el mismo; que como se advierte por lo
ante expuesto en la sentencia impugnada, se dio a los hechos
de la causa su verdadero sentido y alcance, sin incurrir en la
desnaturalización invocada y la misma contiene una relación
de los hechos y circunstancias de la causa y motivos
suficientes y pertinentes que justifican su dispositivo que han

permitido a la Suprema Corte de Justicia, verificar que en el
presente caso se ha hecho una correcta aplicación de la ley,
razón por la cual los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo de Baldemiro Jiménez el delito de golpes y
heridas por imprudencia previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y sancionado en
la letra (c) del mismo texto legal con las penas de seis meses a
dos años de prisión y multa de RDS100 00 a RDS500.00 pesos
cuando la enfermedad o la imposibilidad de la víctima para
dedicarse a su trabajo durare más de 20 días, como sucedió
en la especie; que al condenar al prevenido recurrente al pago
de una multa de RDS100.00 pesos, acogiendo circunstancias
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la
ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Federico
Altagracia Reyes, constituido en parte civil, daños y perjuicios
morales y materiales que evaluó en la suma de RDS2,000.00
pesus; que al condenar al prevenido conjuntamente con
Transporte Duluc, C. por A., puesta en causa como ci-
vilmente responsable al pago de esa suma más al de los in-
tereses legales a partir de la demanda a título de in-
demnizai.ión, la Corte 	 hizo una correcta aplicación de
los artículo.: 1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 da la Ley
No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor, al declarar oponibles dichas condenaciones a la
Comercial Union Assurance Company Limited;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del prevenido recurrente la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite coma intervinientes a
Federico Alt. Reyes, en los recursos de casación inter-
puestos por Baldemiro Jiménez, Transporte Duluc, C. por A.,
y la Compañía Union Assurance Company Limited, contra
la sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 11 de
diciembre de 1978 por la Corte de Apelación de San Cristóbal,
cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza los mencionados recursos;
Tercero: Condena al prevenido al pago do las costas penales
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Falta de motivos; Desnaturalización de los hechos; Falta de
base legal;

Considerando, que los recurrentes en sus medios de
casación alegan, en síntesis: a) que la Corte a-qua, no ha da-
do una motivación precisa que establezca falta alguna de
cargo del prevenido Baldemiro Jiménez; que la Corte a-qua
le ha dado un sentido y alcance distinto a las declaraciones
del prevenido incurriendo en su desnaturalización; b) que la
Corte a-qua, al no establecer falta alguna a cargo del pre-
venido, debió descargar de toda responsabilidad penal y civil,
que por todo ello la sentencia impugnada debe ser casada;
pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar a Bal-
demiro Jiménez, único culpable del accidente y fallar como lo
hizo, dio por establecido mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa lo siguiente: a) que el 2 de abril
de 1976, mientras el camión tanque placa No. 505-352,
propiedad de Transporte Duluc, C. por A., asegurado con
póliza No. 50F730284, de la Comercial Assurance Union
Company Limited, conducido por Baldemiro Jiménez, transi-
taba de Oeste a Este por la autopista Sánchez, al llegar al
kilómetro 14 chocó por detrás al camión volteo placa No.
03944, propiedad de la Marina de Guerra, el cual transitaba
delante y en la misma dirección conducido por Federico
Altagracia Reyes y este último chocó a su vez al vehículo
placa No. 700-020, conducido por Carlos Adames Anderson,
el cual transitaba delante de los dos primeros y en la misma
dirección; b) que como consecuencia del accidente Federico
Altagracia Reyes, resultó con lesiones curables después de 20
y antes de 30 días y los vehículos con desperfectos de consi-
deración; b) que el accidente se debió a la imprudencia y
negligencia de Baldemiro Jiménez, por tratar de rebasar el
vehículo que iba delante de él sin tomar las precauciones de
lugar y sin esperar que la vía estuviera despejada, para realizar
esa maniobra con razonable seguridad y a una distancia
prudente, para evitar el mismo; que como se advierte por lo
ante expuesto en la sentencia impugnada, se dio a los hechos
de la causa su verdadero sentido y alcance, sin incurrir en la
desnaturalización invocada y la misma contiene una relación
de los hechos y circunstancias de la causa y motivos
suficientes y pertinentes que iustifican su dispositivo que han

permitido a la Suprema Corte de Justicia, verificar que en el
presente caso se ha hecho una correcta aplicación de la ley,
razón por la cual los medios que se examinan carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo de Baldemiro Jiménez el delito de golpes y
heridas por imprudencia previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y sancionado en
la letra (c) del mismo texto legal con las penas de seis meses a
dos años de prisión y multa de RDS100 00 a RDS500.00 pesos
cuando la enfermedad o la imposibilidad de la víctima para
dedicarse a su trabajo durare más de 20 días, como sucedió
en la especie; que al condenar al prevenido recurrente al pago
de una multa de RDS100.00 pesos, acogiendo circunstancias
atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la
ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Federico
Altagracia Reyes, constituido en parte civil, daños y perjuicios
morales y materiales que evaluó en la suma de RDS2,000.00
pesos; que al condenar al prevenido conjuntamente con
Transporte Duluc, C. por A., puesta en causa como ci-
vilmente responsable al pago de esa suma más al de los in-
tereses legales a partir de la demanda a título de in-
demnizai:ión, la Corte a-qui hizo una correcta aplicación de
los artículo 1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley
No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor, al declarar oponibles dichas condenaciones a la
Comercial Union Assurance Company Limited;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del prevenido recurrente la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite come intervinientes a
Federico Alt. Reyes, en los recursos de casación inter-
puestos por Baldemiro Jiménez, Transporte Duluc, C. por A.,
y la Compañía Union Assurance Company Limitad, contra
la sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 11 de
diciembre de 1978 por la Cone de Apelación de San Cristóbal,
cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza los mencionados recursos;
Tercero: Condena al prevenido al pago de las costas penales



y a éste y a Transporte Duluc, C. por A., al pago de las costas
civiles, ordenando su distracción en favor de los doctores
César Darío Adames Figueroa y Sócrates I. Veras Toribio, a-
bogados del interviniente, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad y las hace oponibles a la Comercial Union
Assurance Company Limited dentro de los términos de la

Póliza.
IFIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-

cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que.
certifico (FD0.): Miquel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1983 No.
4

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 30 de abril de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Enrique Díaz Cruz, Carmen Hernández y la
Cía. de Seguros Pepín, S.A.

Abogado (s): Dr. Raúl Reyes Vásquez, Dra. Mélida Frómeta
Pereyra.

Interviniente (s): Dulce María Mercedes.

Abogado (s): Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 2 del mes de noviembre del año
1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Enrique
Díaz Cruz, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula No.
271794, serie 1ra., domiciliado y residente en esta ciudad en el
Respaldo Alma Rosa No. 103; Carmen Hernández,
dominicana, mayor de edad, domiciliada y residente en esta
ciudad, en la calle 6-A No. 103 del Respaldo Alma Rosa y la
Cía. Seguros Pepin, S.A., con asiento social en la calle
Mercedes esquina Palo Hincado de esta ciudad; contra la
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y a éste y a Transporte Duluc, C. por A., al pago de las costas
civiles, ordenando su distracció n en favor de los doctores
César Darío Adames Figueroa y Sócrates I. Veras Toribio, a-
bogados del interviniente, quienes afirman haberlas avanzado
en su totalidad y las hace oponibles a la Comerci al Union •

Assurance Company Limited dentro de los términos de la

Póliza.
(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-

cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que•
certifico (FD0.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1983 No.
4

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 30 de abril de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Enrique Díaz Cruz, Carmen Hernández y la
Cía. de Seguros Pepín, S.A.

Abogado (s): Dr. Raúl Reyes Vásquez, Dra. Mélida Frómeta
Pereyra.

Interviniente (s): Dulce María Mercedes.

Abogado (s): Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 2 del mes de noviembre del año
1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Enrique
Díaz Cruz, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula No.
271794, serie 1ra., domiciliado y residente en esta ciudad en el
Respaldo Alma Rosa No. 103; Carmen Hernández,
dominicana, mayor de edad, domiciliada y residente en esta
ciudad, en la calle 6-A No. 103 del Respaldo Alma Rosa y la
Cía. Seguros Pepín, S.A., con asiento social en la calle
Mercedes esquina Palo Hincado de esta ciudad; contra la
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sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 30 de a-
bril de 1981, por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la

Secretarla de la Corte a-qua el 23 de junio de 1981, a re-
querimiento del Dr. Chaín Tuma, cédula No. 10561, serié 25,
en representac ión de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningúrt medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 4 de a-
bril de 1983, suscrito por la Dra. Mélida Frómeta Pereyra, cé-
dula No. 24668, serie 1ra., en el cual se proponen los medios
de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 22 de
marzo de 1983, suscrito por el Dr. Raúl Reyes Vásquez, cé-
dula No. 6556, serie 5, en el cual se proponen los medios de
casación que se indican más adelante;

Visto el escrito de la interviniente, del 4 de abril de 1983, es
Dulce María Mercedes, dominicana, mayor de edad, viuda,
cédula No. 3567, serie 22, suscrito por el Dr. Ramón E. Suazo
Rodríguez, cédula No. 73679, serie 1ra.;

Visto el auto dictado en fecha 28 del mes de octubre del
corriente año 1983, por el Magistrado Presidente, Manuel D.
Bergés Chupani, por medio del cual llama a los Magistrados
Hugo H. Goicochea S., y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
esto Tribunal, para comp letar en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes que se indican más adelante y los artículos 49 y 52
de la Ley No. 241 de Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Có-
digo Civil, y 1, y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, 1, 62 y 65 sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en el que una persona
resultó con lesiones corporales, la Sexta Cámara de lo Penal

BOLETIN JUDICIAL	 3427

iihrir, I del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
el 5 de noviembre de 1979, una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivó dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como
regulares y válidos, en cuanto a la forma los recursos de
apelación interpuestos: a) por el Dr. Ramón E. Suazo Ro-
dríguez, en fecha 13 de noviembre de 1979, a nombre y
representación de Dulce María Mercedes y b) por el Dr. Raúl •
Reyes Vásquez, en fecha 3 de diciembre de 1979, a nombre y
representación de Enrique Díaz Cruz, Carmen Hernández y
Seguros Pepín, S.A., contra sentencia de fecha 5 de no-
viembre de 1979, dictada por la Sexta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
en contra del nombrado Enrique Díaz Cruz, por no haber sido
legalmente citado; Segundo: Se declara al nombrado Enri-
que Díaz Cruz, culpable de violar la Ley No. 241, en perjuicio
de Gerardo Antonio González, y en consecuencia se condena
al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro IRD$50.00) y
costas, acogiendo circunstancias atenuantes a su favor;
Tercero: Se declara buena y válida la constitución en parte
civil intentada por Dulce María Mercedes, en su calidad de
madre y tutora legal del menor agraviado, en contra de Enri-
que Díaz Cruz y Carmen Hernández, por haberla hecho de
acuerdo a las disposiciones legales, en consecuencia, se
condena solidariamente a Enrique Díaz Cruz y Carmen
Hernández, al pago de una indemnización do Dos Mil
Quinientos Pesos Oro (RD$2,500.00) a favor de dicha parte
civil como justa reparación por los daños morales y materiales
ocasionádole con el accidente, más al pago de los intereses
legales de la suma acordada a título de indemnización
complementaria y a partir de la fecha de la demanda en
justicia, así como al pago de las costas civiles, con distracción
de las mismas en provecho de los Dres. Nelson Eddy
Carrasco y Ramón E. Suazo Rodríguez quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Se declara que la
presente sentencia le sea común y oponible a la Cía. de
Seguros Pepín, S.A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el mencionado accidente';
SEG U NDO: En cuanto al fondo pronunciar el defecto contra
Enrique Cruz, por no haber comparecido no obstante haber
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sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 30 de a-
bril de 1981, por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 23 de junio de 1981, a re-

querimiento del Dr. Chafn Tuma, cédula No. 10561, serie 25,'

en representac ión de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 4 de a-
bril de 1983, suscrito por la Dra. Mélida Frómeta Pereyra, cé-
dula No. 24668, serie Ira., en el cual se proponen los medios
de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 22 de
marzo de 1983, suscrito por el Dr. Raúl Reyes Vásquez, cé-
dula No. 6556, serie 5, en el cual se proponen los medios de
casación que se indican más adelante;

Visto el escrito de la interviniente, del 4 de abril de 1983, es
Dulce María Mercedes, dominicana, mayor de edad, viuda,
cédula No. 3567, serie 22, suscrito por el Dr. Ramón E. Suazo
Rodríguez, cédula No. 73679, serie 1ra.;

Visto el auto dictado en fecha 28 del mes de octubre del
corriente año 1983, por el Magistrado Presidente, Manuel a
Bergés Chupani, por medio del cual llama a los Magistrados
Hugo H. Goicochea S., y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes que se indican más adelante y los artículos 49 y 52
de la Ley No. 241 de Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Có-
digo Civil, y 1, y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor, 1, 62 y 65 sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en el que una persona
resultó con lesiones corporales, la Sexta Cámara de lo Penal
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del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó
el 5 de noviembre de 1979, una sentencia cuyo dispositivo se
copia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
intervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite como
regulares y válidos, en cuanto a la forma los recursos de
apelación interpuestos: a) por el Dr. Ramón E. Stiazo Ro-
dríguez, en fecha 13 de noviembre de 1979, a nombre y
representación de Dulce María Mercedes y b) por el Dr. Raúl •
Reyes Vásquez, en fecha 3 de diciembre de 1979, a nombre y111,. 	-	 representación de Enrique Díaz Cruz, Carmen Hernández y
Seguros Pepín, S.A., contra sentencia de fecha 5 de no-
viembre de 1979, dictada por la Sexta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
en contra del nombrado Enrique Díaz Cruz, por no haber sido
legalmente citado; Segundo: Se declara al nombrado Enri-
que Díaz Cruz, culpable de violar la Ley No. 241, en perjuicio
de Gerardo Antonio González, y en consecuencia se condena
al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro (RDS50.00) y
costas, acogiendo circunstancias atenuantes 	 a su favor;
Tercero: Se declara buena y válida la constitución en parte
civil intentada por Dulce María Mercedes, en su calidad de
madre y tutora legal del menor agraviado, en contra de Enri-
que Díaz Cruz y Carmen Hernández, por haberla hecho de
acuerdo a las disposic iones legales, en consecuencia, se
condena solidariamente a Enrique Díaz Cruz y Carmen
Hernández, al pago de una indemnización de Dos Mil
Quinientos Pesos Oro (RD$2,500.00) a favor de dicha parte
civil como justa reparación por los daños morales y materiales
ocasionádole con el accidente, más al pago de los intereses
legales de la suma acordada a título de indemnización
complementaria y a partir de la fecha de la demanda en
justicia, así como al pago de las costas civiles, con distracción
de las mismas en provecho de los Dres. Nelson Eddy
Carrasco y Ramón E. Suazo Rodríguez quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad; Cuarto: Se declara que la
presente sentencia le sea común y oponible a la Cía. de
Seguros Pepín, S.A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el mencionado	 accidente';
SEGUNDO: En cuanto al fondo pronunciar el defecto contra
Enrique Cruz, por no haber comparecido no obstante haber
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sido legalmente citado; TERCERO: Confirma en todas sus
partes la sentencia apelada, por ser justa y reposar sobre
prueba legal; CUARTO: Condena a Enrique Díaz Cruz, al
pago de las costas penales de la alzada y a Enrique	 Díaz

Cruz y Carmen Hernández al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en provecho de los Dres. Nelson
Eddy Carrasco y Ramón E. Suazo Rodríguez quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara la
presente sentencia común y oponible a la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., en su condición de entidad aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes en sus memoriales ya
mencionados, proponen contra la sentencia impugnada los
siguientes medios de casación; Primero Medio: Violación
del artículo 8, letra (J) de la Constitución de la República y el
artículo 180 del Código de Procedimiento Criminal; Segundo
Medio: Falta de base legal y falta de motivos;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación que por su estrecha relación se reunen para su
examen, los recurrentes alegan en síntesis, a) que la Corte a-
qua en su sentencia violó el art. 8, letra (J) de la Cons-
titución de la República, ya que el prevenido Enrique Díaz
Cruz no pudo defenderse porque no fue citado de acuerdo
con la ley, ya que lo fue en una dirección que no era la suya,
sino en una dirección falsa; que en consecuencia fue violado
su derecho de defensa; b) que además la Corte a-qua no
realizó ningún tipo de instrucción del proceso, ya que no dio
lectura a ninguna pieza del expediente ni procedió a la
audición de las partes y los testigos, procediendo a condenar
penalmente al prevenido y fijar una indemnización irrazona-
ble, sin tomar en cuenta la conaucta del asegurado; c) que si
bien es cierto que los Jueces del fondo gozan de un poder so-
berano de apreciación y ponderación de los elementos de
juicio que se les sometan, no es menos cierto que incurren en
falta de base legal, cuando esos elementos no están de
acuerdo con los hechos del proceso; que en la sentencia
recurrida no se examina la conducta del menor y la misma, no
ofrece una motivación adecuada que permita verificar si la ley
ha sido bien aplicada; por todo ello la sentencia debe ser
casada; pero,

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra
(a) que del examen del fallo impugnado y de los documentos

del expediente se pone de manifiesto que el prevenido
recurrente fue citado por ante el Juez de Primer Grado en la
calle 5 No. 63 del barrio Invi de Los Mina, hablando con su
esposa Josefina Jiménez, por órgano del ministerial Tiburcio
Normas Montero, según acto del 25 de junio de 1979; que en
esa misma dirección y hablando con su hijo Cristian Disla, fue
citado a comparecer ante la Corte a-qua, el 13 de octubre de
1980, según se comprueba por acto del ministerial Felipe
García Hernández, Ordinario del Juzgado de Paz Especial de
Tránsito del Distrito Nacional; que como se dispone de ello, el
prevenido fue citado regularmente; que al pronunciar la Corte
a-qua el defecto del prevenido hoy recurrente Cristian Disla
procedió correctamente y el alegato de los recurrentes se
desestiman por carecer de fundamento;

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra
que el examen del fallo impugnado evidencia que con-

trariamente a lo sostenido por los recurrentes, en la audiencia
celebrada por la Corte a-qua se dio lectura a todas las piezas
y documentos del expediente y la indemnización concedida a
la parte civil constituida fue fijada de acuerdo a las lesiones
sufridas por el menor agraviado y sobre la base de que el pre-
venido recurrente fue el único culpable del accidente con lo
cual se examinó la conducta del agraviado, razón por la cual
se desestima también este alegato por carecer de fun-
damento;

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra
que la Corte a-qua para declarar único culpable del ac-

cidente al prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio por
establecido mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa lo siguiente: a1 que el 4 de agosto de
1978, mientras Cruz conduciendo el carro placa No. 206-322,
propiedad de Carmen Hernández, asegurado con póliza No.
A-70378 de la Cía. de Seguros Pepín, S.A., transitaba por la
avenida Venezuela al llegar a la intersección con la calle
Puerto Rico del ensanche Ozama, atropelló al menor Gerardo
Antonio González Mercedes ocasionándole lesiones curables
después de 20 y antes de 30 días; b) que el accidente se debió
a la imprudencia del prevenido recurrente ya que no obstante
haber visto al menor no tomó las precauciones de lugar para
evitar el accidente; que como se advierte por lo antes ex-
puesto, et fallo impugnado contiene una relación de los



sido legalmente citado; TERCERO: Confirma en todas sus
partes la sentencia apelada, por ser justa y reposar sobre
prueba legal; CUARTO: Condena a Enrique Díaz Cruz, al
pago de las costas penales de la alzada y a Enrique	 Díaz

Cruz y Carmen Hernández al pago de las costas civiles con
distracción de las mismas en provecho de los Dres. Nelson
Eddy Carrasco y Ramón E. Suazo Rodríguez quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO: Declara la
presente sentencia común y oponible a la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., en su condición de entidad aseguradora
del vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, que los recurrentes en sus memoriales ya
mencionados, proponen contra la sentencia impugnada los
siguientes medios de casación; Primero Medio: Violación
del artículo 8, letra (J) de la Constitución de la República y el
artículo 180 del Código de Procedimiento Criminal; Segundo
Medio: Falta de base legal y falta de motivos;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación que por su estrecha relación se reunen para su
examen, los recurrentes alegan en síntesis, a) que la Corte a-
qua en su sentencia violó el art. 8, letra (J) de la Cons-
titución de la República, ya que el prevenido Enrique Díaz
Cruz no pudo defenderse porque no fue citado de acuerdo
con la ley, ya que lo fue en una dirección que no era la suya,
sino en una dirección falsa; que en consecuencia fue violado
su derecho de defensa; b) que además la Corte a-qua no
realizó ningún tipo de instrucción del proceso, ya que no dio
lectura a ninguna pieza del expediente ni procedió a la
audición de las partes y los testigos, procediendo a condenar
penalmente al prevenido y fijar una indemnización irrazona-
ble, sin tomar en cuenta la conaucta del asegurado; c) que si
bien es cierto que los Jueces del fondo gozan de un poder so-
berano de apreciación y ponderación de los elementos de
juicio que se les sometan, no es menos cierto que incurren en
falta de base legal, cuando esos elementos no están de
acuerdo con los hechos del proceso; que en la sentencia
recurrida no se examina la conducta del menor y la misma, no
ofrece una motivación adecuada que permita verificar si la ley
ha sido bien aplicada; por todo ello la sentencia debe ser
casada; pero,

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra
(a) que del examen del fallo impugnado y de los documentos
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del expediente se pone de manifiesto que el prevenido
recurrente fue citado por ante el Juez de Primer Grado en la
calle 5 No. 63 del barrio Invi de Los Mina, hablando con su
esposa Josefina Jiménez, por órgano del ministerial Tiburcio
Normas Montero, según acto del 25 de junio de 1979; que en
esa misma dirección y hablando con su hijo Cristian Disla, fue
citado a comparecer ante la Corte a-qua, el 13 de octubre de
1980, según se comprueba por acto del ministerial Felipe
García Hernández, Ordinario del Juzgado de Paz Especial de
Tránsito del Distrito Nacional; que como se dispone de ello, el
prevenido fue citado regularmente; que al pronunciar la Corte
a-qua el defecto del prevenido hoy recurrente Cristian Disla
procedió correctamente y el alegato de los recurrentes se
desestiman por carecer de fundamento;

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra
que el examen del fallo impugnado evidencia que con-

trariamente a lo sostenido por los recurrentes, en la audiencia
celebrada por la Corte a-qua se dio lectura a Lodas las piezas
y documentos del expediente y la indemnización concedida a
la parte civil constituida fue fijada de acuerdo a las lesiones
sufridas por el menor agraviado y sobre la base de que el pre-
venido recurrente fue el único culpable del accidente con lo
cual se examinó la conducta del agraviado, razón por la cual
se desestima también este alegato por carecer de fun-
damento;

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra
que la Corte a-qua para declarar único culpable del ac-

cidente al prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio por
establecido mediante la ponderación de los elementos de
juicio que fueron regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa lo siguiente: a) que el 4 de agosto de
1978, mientras Cruz conduciendo el carro placa No. 206-322,
propiedad de Carmen Hernández, asegurado con póliza No.
A-70378 de la Cía. de Seguros Pepín, S.A., transitaba por la
avenida Venezuela al llegar a la intersección con la calle
Puerto Rico del ensanche Ozama, atropelló al menor Gerardo
Antonio González Mercedes ocasionándole lesiones curables
después de 20 y antes de 30 días; b) que el accidente se debió
a la imprudencia del prevenido recurrente ya que no obstante
haber visto al menor no tomó las precauciones de lugar para
evitar el accidente; que como se advierte por lo antes ex-
puesto, et fallo impugnado contiene una relación de los
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hechos de la causa y motivos suficientes y pertinentes que
justifican su dispositivo, que han permitido a la Suprema
Corte de Justicia, verificar que en el presente caso se ha
hecho una correcta aplicación de la ley, razón por la cual, el
alegato que se examina carece también de fundamento y de-
be ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo de Enrique Díaz Cruz, el delito de golpes y
heridas por imprudencia, previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y sancionado en
la letra (c) del mismo texto legal con las penas de seis meses a
dos años de prisión y multa de RD$100 00 a RD$5130.00
pesos, cuando la enfermedad o la imposibilidad de la víctima
para dedicarse a su trabajo durare 20 días o más como suce-
dió en la especie; que al condenar al prevenido recurrente al
pago de una multa de RDS50.00 pesos acogiendo cir-
cunstancias atenuantes la Corte a-qua le aplicó una sanción
ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Dulce María
Mercedes, constituida en parte civil, en su calidad de madre y
tutora legal del menor agraviado, daños y perjuicios ma-
teriales y morales que evaluó en la suma de RD$2,500.00
pesos; que al condenar al prevenido conjuntamente con
Carmen Hernández, puesta en causa como civilmente res-
ponsable al pago de esa suma mas al de los intereses legales
de la misma a partir de la demanda a título de indemnización
suplementaria, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de
los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley
No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor, al declarar oponibles dichas condenaciones a la Cía.
de Seguros Pepín, S.A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido recurrente la sen-
tencia impugnada, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Dulce María Mercedes, en los recursos de casación in-
terpuestos por Enrique Díaz Cruz, Carmen Hernández y la
Cia. de Seguros Pepín, S.A., contra sentencia dictada, en a
tribuciones correcciones, el 30 de abril de 1981, por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo aparece

copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los mencionados recursos; Tercero: Condena a
Enrique Dfaz Cruz al pago de las costas penales y a éste y a
Carmen Hernández al pago de las costas civiles, ordenando
su distracción en favor del Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez, a-
bogado de la i nterviniente, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad y las hace oponibles a la Cfa. de Seguros Pepín,
S.A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Hugo H. Goicochea S.- Luis Víctor
García de Peña.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera
Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobc
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hechos de la causa y motivos suficientes y pertinentes que
justifican su dispositivo, que han permitido a la Suprema
Corte de Justicia, verificar que en el presente caso se ha
hecho una correcta aplicación de la ley, razón por la cual, el
alegato que se examina carece también de fundamento y de-
be ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo de Enrique Díaz Cruz, el delito de golpes y
heridas por imprudencia, previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y sancionado en
la letra (c) del mismo texto legal con las penas de seis meses a
dos años de prisión y multa de RDS100.00 a RDS500.00
pesos, cuando la enfermedad o la imposibilidad de la víctima
para dedicarse a su trabajo durare 20 días o más como suce-
dió en la especie; que al condenar al prevenido recurrente al
pago de una multa de RDS50.00 pesos acogiendo cir-
cunstancias atenuantes la Corte a-qua le aplicó una sanción
ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Dulce María
Mercedes, constituida en parte civil, en su calidad de madre y
tutora legal del menor agraviado, daños y perjuicios ma-
teriales y morales que evaluó en la suma de RDS2,500.00
pesos; quo al condenar al prevenido conjuntamente con
Carmen Hernández, puesta en causa como civilmente res-
ponsable al pago de esa suma mas al de los intereses legales
de la misma a partir de la demanda a título de indemnización
suplementaria, la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de
los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley
No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor, al declarar oponibles dichas condenaciones a la Cía.
de Seguros Pepín, S.A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido recurrente la sen-
tencia impugnada, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Dulce María Mercedes, en los recursos de casación in-
terpuestos por Enrique Díaz Cruz, Carmen Hernández y la
Cía. de Seguros Pepín, S.A., contra sentencia dictada, en a.
tribuciones correcciones, el 30 de abril de 1981, por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo aparece

copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los mencionados recursos; Tercero: Condena a
Enrique Dfaz Cruz al pago de las costas penales y a éste y a
Carmen Hernández al pago de las costas civiles, ordenando
su distracción en favor del Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez, a-
bogado de la interviniente, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad y las hace oponibles a la Cfa. de Seguros Pepín,
S.A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darfo Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Hugo H. Goicochea S.- Luis Víctor
García de Peña.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera
Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dfa, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mf, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobc
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Materia: Correccional.

Recurrente (s): Jorge Antonio Tejeda Encarnación. c.s. Fca.
A. Neder Mateo,

Abogado (s): Dr. Elis Jiménez Moquete.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 2 de noviembre de 1983, años 140'
de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jorge An-
tonio Tejeda Encarnación, dominicano, mayor de edad,
soltero, estudiante, domiciliado y residente en la calle 4 No. 1
del ensanche Las Américas, de esta ciudad, cédula No. 8946,
serie 13, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, el 26 de septiembre de 1978, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Elis Jiménez Moquete, cédula No. 4656, serie

20, en la lectura de sus conclusiones, en representación de la
recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-que el 27 de octubre de 1978, a re-
querimiento del Dr. Elis Jiménez Moquete, en representación
de la recurrente, en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de la recurrente, del 5 de septiembre da
1380, suscrito por su abogado, en el cual se proponen contra
la sentencia impugnada, los medios de casación que se in-
dican más adelante;

Visto el auto dictado en fecha 28 de octubre del corrienta
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ravelo
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1335;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurrente
que se indican más adelante; y los artículos 1, 20 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito, en el cual resultó una persona con
lesiones corporales, la Quinta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 4 de no-
viembre de 1977, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; b) que sobre los recursos interpuestos, intervino el
fallo ahora impugnado en casación con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido
en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto en
fecha 4 de noviembre de 1977, por el Dr. Néstor Díaz Fer-
nández, a nombre y representación de Francisca A. Neder
Mateo, prevenida y persona civilmente responsable,
dominicana, mayor de edad, identificada por la cédula

.personal de identidad No. 106804, serie 1ra., residente en la
calle 3 casa No. 4 del sector de Miramar, de esta ciudad, y de

SENTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1983 No.
5

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 26 de septiembre de 1978.
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 27 de octubre de 1978, a re-
querimiento del Dr. Elis Jiménez Moquete, en representación
de la recurrente, en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de la recurrente, del 5 de septiembre de
1980, suscrito por su abogado, en el cual se proponen contra
la sentencia impugnada, los medios de casación que se in-
dican más adelante;

Visto el auto dictado en fecha 28 de octubre del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ravalo
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la moyoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1334 y 926 de 1335;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurrente
que se indican más adelante; y los artículos 1, 20 y 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito, en el cual resultó una persona con
lesiones corporales, la Quinta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 4 de no-
viembre de 1977, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; b) que sobre los recursos interpuestos, intervino el
fallo ahora impugnado en casación con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido
en cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto en
fecha 4 de noviembre de 1977, por el Dr. Néstor Díaz Fer-
nández, a nombre y representación de Francisca A. Neder
Mateo, prevenida y persona civilmente responsable,
dominicana, mayor de edad, identificada por la cédula

.personal de identidad No. 106804, serie 1ra., residente en la
calle 3 casa No. 4 del sector de Miramar, de esta ciudad, y de
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1983 No.
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 26 de septiembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Jorge Antonio Tejeda Encarnación. c.s. Fca.
A. Neder Mateo.

Abogado (s): Dr. Elis Jiménez Moquete.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 2 de noviembre de 1983, años 140'
de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jorge An-
tonio Tejeda Encarnación, dominicano, mayor de edad,
soltero, estudiante, domiciliado y residente en la calle 4 No. 1
del ensanche Las Américas, de esta ciudad, cédula No. 8946,
serie 13, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales, el 26 de septiembre de 1978, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Elis Jiménez Moquete, cédula No. 4656, serie

20, en la lectura de sus conclusiones, en representación de la
recurrente;



1

3434	 BOLETIN JUDICIAL

la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia
de fecha 4 de noviembre de 1977, dictada por la Quinta
Cámara Penal del Juzgado de Ira. Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declara
a la nombrada Francisca A. Neder Mateo, dominicana, mayor
de edad, cédula personal de identidad No. 106804, serie 1ra.,
domiciliada y residente en la casa No. 63 de la calle Con-
cepción Bona de esta ciudad, culpable del delito de golpes y
heridas involuntarios causados con el manejo o conducción
de vehículo de motor, en perjuicio del señor Jorge Antonio
Tejada Encarnación, curadas después de 60 y antes de 90
días, en violación a los artículos 49 letra (c) y 102 de la Ley No.
241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor y en consecuencia
se condena al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro
(RDS50.00) acogiendo circunstancias atenuantes a su favor y
el pago de las costas penales causadas; Segundo: Declara
regular y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte
civil hecha en audiencia por el señor Jorge Ant. Tejeda
Encarnación, por intermedio del Dr. Elis Jiménez Moquete, en
contra de la nombrada Francisca A. Nader Mateo, en su do-
ble calidad de prevenida y persona civilmente responsable, y
la declaración de la puesta en causa de la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora del
vehículo productor del accidente, por haber sido hecha de
acuerdo a la Ley; Tercero: En cuanto al fondo de dicha
constitución en parte civil, condena a la nombrada Francisca
A. Nader Mateo, en su doble calidad de prevenida y persona
civilmente responsable, al pago a) de una indemnización de
Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) a favor y provecho del se-
ñor Jorge Ant. Tejeda Encarnación como justa reparación por
los daños materiales y morales por éste sufridos a
consecuencia del accidente de que se trata,; b) de los in-

tereses legales de la suma acordada, computados a partir de
la fecha de la demanda y hasta la total ejecución de la
presente sentencia, a título de indemnización com-
plementaria, y c) de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Elis Jiménez Moquete, abogado
de la parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad; Cuarto: Declara la presente sentencia común
y oponible en el aspecto civil, a la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., por ser ésta la entidad aseguradora del
vehículo propiedad de la prevenida Francisca A. Nader Ma-
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teo, mediante póliza No. SD-31770, con vigencia del 3 de
agosto de 1977, de conformidad con la Ley No. 4117, sobre
Seguros Obligatorios de Vehículos de Motor (art. 10).- Por
haberlo hecho de conformidad con la ley; SEGUNDO: En
cuanto al fondo de dicho recurso, la Corte obrando por propia
autoridad y contrario imperio, revoca en todas sus partes la
sentencia recurrida, y en consecuencia declara a la nombrada
Francisca A. Nader Mateo, no culpable de violación a la Ley
No. 241, sobre Tránsito de Vehículo de Motor, en
consecuencia, la descarga de toda responsabilidad penal y ci-
vil, por deberse el accidente a falta exclusiva de la víctima,
declarando las costas penales de oficio; TERCERO: Admite
como regular y válida la constitución en parte civil hecha por
el nombrado Jorge Ant. Tejeda Encarnación contra la
nombrada Francisca A. Nader Mateo, en cuanto a la forma
por haberlo hecho conforme a la ley, y en cuanto al fondo, se
rechaza, por improcedente y mal fundada en derecho;
CUARTO: Condena a la parte civil constituida al pago de las
costas civiles, ordenando la distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Néstor Díaz Fernández, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada, los siguientes medios de casación: Primer
Medio: Violación arts. 195 del Código de Procedimiento
Criminal y 141 del Código de Procedimiento Civil, por falta de
motivos; Segundo Medio: Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación que se reunen para su examen, el recurrente alega
en síntesis: a) que la Corte a-que en el último considerando
de su sentencia no señala cuáles hechos contenidos en las
declaraciones de la prevenida y de la parte civil constituida se
fundamente para establecer las faltas de imprudencia de la
víctima, como causa única del accidente o sea falta exclusiva
de la víctima, que era necesario establecer un acontecimiento
imprevisible o inevitable que escapara al control de la pre-
venida ya que ésta en su propia declaración, reconoce haber
visto al prevenido antes del accidente y no tomó las
precauciones de lugar, que si examina la sentencia im-
pugnada se comprueba que la misma carece de motivos y de
base legal;

Considerando, que para revocar la sentencia de primer gra-
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la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra sentencia
de fecha 4 de noviembre de 1977, dictada por la Quinta
Cámara Penal del Juzgado de 1ra. Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declara
a la nombrada Francisca A. Neder Mateo, dominicana, mayor
de edad, cédula personal de identidad No. 106304, serie ira.,
domiciliada y residente en la casa No. 63 de la calle Con-
cepción Bona de esta ciudad, culpable del delito de golpes y
heridas involuntarios causados con el manejo o conducción
de vehículo de motor, en perjuicio del señor Jorge Antonio
Tejada Encarnación, curadas después de 60 y antes de 90
días, en violación a los artículos 49 letra (c) y 102 de la Ley No.
241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor y en consecuencia
se condena al pago de una multa de Cincuenta Pesos Oro
(RDS50.00) acogiendo circunstancias atenuantes a su favor y
al pago de las costas penales causadas; Segundo: Declara
regular y válida en cuanto a la forma, la constitución en parte
civil hecha en audiencia por el señor Jorge Ant. Tejeda
Encarnación, por intermedio del Dr. Elis Jiménez Moquete, en
contra de la nombrada Francisca A. Nader Mateo, en su do-
ble calidad de prevenida y persona civilmente responsable, y
la declaración de la puesta en causa de la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., en su calidad de entidad aseguradora del
vehículo productor del accidente, por haber sido hecha de
acuerdo a la Ley; Tercero: En cuanto al fondo de dicha
constitución en parte civil, condena a la nombrada Francisca
A. Nader Mateo, en su doble calidad de prevenida y persona
civilmente responsable, al pago a) de una indemnización de
Tres Mil Pesos Oro (RD$3,000.00) a favor y provecho del se-
ñor Jorge Ant. Tejeda Encarnación como justa reparación por
los daños materiales y morales por éste sufridos a
consecuencia del accidente de que se trata,; b) de los in-
tereses legales de la suma acordada, computados a partir de
la fecha de la demanda y hasta la total ejecución de la
presente sentencia, a título de indemnización com-
plementaria, y c) de las costas civiles con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Elis Jiménez Moquete, abogado
de la parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad; Cuarto: Declara la presente sentencia común
y oponible en el aspecto civil, a la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., por ser ésta la entidad aseguradora del
vehículo propiedad de la prevenida Francisca A. Nader Ma-
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teo, mediante póliza No. SD-31770, con vigencia del 3 de
agosto de 1977, de conformidad con la Ley No. 4117, sobre
Seguros Obligatorios de Vehículos de Motor (art. 10).- Por
haberlo hecho de conformidad con la ley; SEGUNDO: En
cuanto al fondo de dicho recurso, la Corte obrando por propia
autoridad y contrario imperio, revoca en todas sus partes la
sentencia recurrida, y en consecuencia declara a la nombrada
Francisca A. Nader Mateo, no culpable de violación a la Ley
No. 241, sobre Tránsito de Vehículo de Motor, en
consecuencia, la descarga de toda responsabilidad penal y ci-
vil, por deberse el accidente a falta exclusiva de la víctima,
declarando las costas penales de oficio; TERCERO: Admite
como regular y válida la constitución en parte civil hecha por
el nombrado Jorge Ant. Tejeda Encarnación contra la
nombrada Francisca A. Nader Mateo, en cuanto a la forma
por haberlo hecho conforme a la ley, y en cuanto al fondo, se
rechaza, por improcedente y mal fundada en derecho;
CUARTO: Condena a la parte civil constituida al pago de las
costas civiles, ordenando la distracción de las mismas en pro-
vecho del Dr. Néstor Díaz Fernández, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, que el recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada, los siguientes medios de casación: Primer
Medio: Violación arts. 195 del Código de Procedimiento
Criminal y 141 del Código de Procedimiento Civil, por falta de
motivos; Segundo Medio: Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación que se reunen para su examen, el recurrente alega
en síntesis: a) que la Corte a-qua en el último considerando
de su sentencia no señala cuáles hechos contenidos en las
declaraciones de la prevenida y de la parte civil constituida se
fundamente para establecer las faltas de imprudencia de la
víctima, como causa única del accidente o sea falta exclusiva
de la víctima, que era necesario establecer un acontecimiento
imprevisible o inevitable que escapara al control de la pre-
venida ya que ésta en su propia declaración, reconoce haber
visto al prevenido antes del accidente y no tomó las
precauciones de lugar, que si examina la sentencia im-
pugnada se comprueba que la misma carece de motivos y de
base legal;

Considerando, que para revocar la sentencia de primer gra-
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do y rechazar las conclusiones de la parte civil constituida, la

Corte a-qua se limitó a expresar: "Que de acuerdo a las
declaraciones de las partes se estableció que la causa única
del accidente fue las faltas de imprudencia y negligencia de la
víctima Jorge Antonio Tejeda Encarnación por lo que proce-
de revocar la sentencia a-quo en todas sus partes,
declarando no culpable a la prevenida Francisca A. Nader
Mateo, de violación a la Ley No. 241, (sobre Tránsito de
Vehículos) y en consecuencia su descargo de toda res-
ponsabilidad penal y civil y declarando las costas penales de
oficio"; que como se advierte por lo antes expuesto y tal
como sostiene el recurrente, la Corte a-que no dice en su
sentencia como ocurrieron los hechos que produjeron el acci-
dente ni da motivos para justificar que el accidente se debió a
la falta exclusiva de la víctima, ni si ésta por su carácter ex-
cluía o no falta por parte de la prevenida; que en esas con-
diciones la sentencia impugnada debe ser casada por falta de
base legal y de motivos;

Conisiderando, que cuando una sentencia es casada por
falta de base legal, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 26 de septiembre
de 1978, en atribuciones correccionales y envía el asunto por
ante la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en las
mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F.E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñnres Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo

SENTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1983 No.
.6

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 12 de diciembre de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Iván D. Acevedo Medina, Ramón Marfa
Arias Báez y Cía. de Seguros Pepín, S.A.

Abogado (s): Dr. Félix A. Brito Mata.

Interviniente (s): Olegario Ramírez y Compartes.

Abogado (s): Dr. Tomás Mejía Portes.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 2 de noviembre del 1983, años 140'
de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, corno Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Iván D.
Acevedo Medina, dominicano, mayor de edad, cédula No.
26975, serie 12, dominicano y residente en la calle Eusebio
Manzueta No. 42, barrio Mejoramiento Social; Ramón María
Arias Báez, dominicano, mayor de edad, residente en la calle
Frank Félix Miranda No. 55 de esta ciudad y la Cía. de Segu-
ros Pepín, S.A., con domicilio social en la calle Mercedes es-
quina Palo Hincado de esta ciudad, contra sentencia dictada
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do y rechazar las conclusiones de la parte civil constituida, la
Corte a-qua se limitó a expresar: "Que de acuerdo a las
declaraciones de las partes se estableció que la causa única
del accidente fue las faltas de imprudencia y negligencia de la
víctima Jorge Antonio Tejeda Encarnación por lo que proce-
de revocar la sentencia a-quo en todas sus partes,
declarando no culpable a la prevenida Francisca A. Nader
Mateo, de violación a la Ley No. 241, (sobre Tránsito dE
Vehículos) y en consecuencia su descargo de toda res-
ponsabilidad penal y civil y declarando las costas penales de
oficio"; que como se advierte por lo antes expuesto y tal
como sostiene el recurrente, la Corte a-qua no dice en su
sentencia como ocurrieron los hechos que produjeron el acci-
dente ni da motivos para justificar que el accidente se debió a
la falta exclusiva de la víctima, ni si ésta por su carácter ex-
cluía o no falta por parte de la prevenida; que en esas con-
diciones la sentencia impugnada debe ser casada por falta de
base legal y de motivos;

Conisiderando, que cuando una sentencia es casada por
falta de base legal, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 26 de septiembre
de 1978, en atribuciones correccionales y envía el asunto por
ante la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en las
mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F.E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñnres Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo
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SENTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1983 No.
6

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 12 de d iciembre de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Iván D. Acevedo Medina, Ramón María
Arias Báez y Cía. de Seguros Pepín, S.A.

Abogado (s): Dr. Félix A. Brito Mata.

Interviniente (s): Olegario Ramírez y Compartes.

Abogado (s): Dr. Tomás Mejía Portes.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy dia 2 de noviembre del 1983, años 140'
de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Iván D.
Acevedo Medina, dominicano, mayor de edad, cédula No.
26975, serie 12, dominicano y residente en. la calle Eusebio
Manzueta No. 42, barrio Mejoramiento Social; Ramón María
Arias Báez, dominicano, mayor de edad, residente en la calle
Frank Félix Miranda No. 5.5 .de esta ciudad y la Cía. de Segu-
ros Pepín, S.A., con domicilio social en la calle Mercedes es-
quina Palo Hincado de esta ciuciad, contra sentencia dictada
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en atribuciones correccionales, por la Ccrte de Apelación de
Santo Domingo, el 12 de diciembre de 1979, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación del 18 de enero de
1980 levantada en la Secretaría de la Corte a-gua a
requerimiento del Dr. Diógenes Amaro G., en representación
de los recurrentes, en la cual.no se propone ningún medio de
casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes deposi-
tado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el 12 de
diciembre de 1979, firmado por su abogado, en el cual se
propone el medio que se indica más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 1 ro. de agosto de
1983, firmado por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, para com-
pletar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta, lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido en la carre-
tera de Mendoza, en el que resultó una persona con lesiones
corporales y los vehículos con desperfectos, el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó una sentencia el
10 de julio de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante; b)
que sobre los recursos interpuestos intervino el fallo ahora
impugnado en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos en cuanto a
la forma, los recursos de apelación interpuestos en fechas 10
y 19 de julio de 1978, por los Dres. Tomás Mejía Portes y
Dagoberto Vargas Alonzo, a nombre de los señores
Olegario Ramirez, Patria María Hidalgo y Juan Dorville
Dicent, parte civil constituida, y por el Dr. Anaiboní Guerrero
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Báez, en representación del Ministerio Público del Distrito
Nacional, contra sentencia de fecha 10 de julio de 1978, dicta-
da por la Primera Cámara de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se
declara a los nombrados Iván A. Acevedo, Juan Dorville
Dicent y Olegario Ramírez Acosta, de generales que constan,
no culpables del delito de viol. a la Ley No. 241, (golpes y
heridas involuntarios, causados con el manejo o conducción
de vehículos de motor) previsto y sancionado por las dis-
posiciones del art. 49 de la Ley No. 241, y en consecuencia se
les descarga de toda responsabilidad penal por no haber
violado ninguna de las disposiciones de dicha ley y deberse el
accidente a la forma exclusiva de la víctima; Segundo: Se
declaran las costas penales causadas de oficio; Tercero: Se
declaran regular y válida en cuanto a la forma las cons-
tituciones de parte civil incoadas por los señores Olegario
Ramírez, Patria María Hidalgo y Juan Dorville Dicent, por
intermedio de sus abogados constituidos Dres. Tomás Portes
Mejía y Dagoberto Vargas Alonzo, en contra de Ramón María
Arias Báez, persona civilmente responsable y la puesta en
causa de la Compañía de Seguros Pepín, S.A., entidad
aseguradora del vehículo que ocasionó al accidente, por ha-
ber sido hechas conforme a la ley de la materia; Cuarto: En
cuanto al fondo, se rechazan dichas constituciones en parte
civil que sucumbe al pago de las costas con distracción da las
mismas en provecho del Dr. Diógenes Amaro, abogado,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad'; Por haber si-
do hecho conforme a las formalidades legales; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra el prevenido Iván D. Acevedo
Medina, por no haber comparecido a la audiencia no obstante
haber sido legalmente citado; TERCERO: En cuanto al
fondo, la Corte actuando por propia autoridad y contrario
imperio revoca en todas sus partes la sentencia recurrida y en
consecuencia, declara al nombrado Iván D. Acevedo Medina,
culpable de violación a los arts. 49 y 65 de la Ley No. 241, por
lo que se le condena al pago de una multa de cincuenta pesos
oro (RDS50.00) acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes y al pago de las costas penales; CUARTO:
Declara buena y válida en cuanto a la forma la constitución en
parte civil hecha por 105' Sres. Olegario Ramírez, Patria María
Hidalgo y Juan Dorville Dicent, por intermedio de sus aboga-
dos constituidos Dres. Tomás Mejía Portes y Dagoberto
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en atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, el 12 de diciembre de 1979, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación del 18 de enero de
1980 levantada en la Secretaría de la Corte a-que a
requerimiento del Dr. Diógenes Amaro G., en representación
de los recurrentes, en la cual.no se propone ningún medio de
casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes deposi-
tado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el 12 de
diciembre de 1979, firmado por su abogado, en el cual se
propone el medio que se indica más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes, del 1ro. de agosto de
1983, firmado por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, para com-
pletar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta, lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito, ocurrido en la carre-
tera de Mendoza, en el que resultó una persona con lesiones
corporales y los vehículos con desperfectos, el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó una sentencia el
10 de julio de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante; b)
que sobre los recursos interpuestos intervino el fallo ahora
impugnado en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara buenos y válidos en cuanto a
la forma, los recursos de apelación interpuestos en fechas 10
y 19 de julio de 1978, por los Dres. Tomás Mejía Portes
Dagoberto Vargas Alonzo, a nombre de los señores
Olegario Ramírez, Patria María Hidalgo y Juan Dorville
Dicent, parte civil constituida, y por el Dr. Anaibonl Guerrero

Báez, en representación del Ministerio Público del Distrito
Nacional, contra sentencia de fecha 10 de julio de 1978, dicta-
da por la Primera Cámara de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se
declara a los nombrados Iván A. Acevedo, Juan Dorville
Dicent y Olegario Ramírez Acosta, de generales que constan,
no culpables del delito de viol. a la Ley No. 241, (golpes y
heridas involuntarios, causados con el manejo o conducción
de vehículos de motor) previsto y sancionado por las dis-
posiciones del art. 49 de la Ley No. 241, y en consecuencia se
les descarga de toda responsabilidad penal por no haber
violado ninguna de las disposiciones de dicha ley y deberse el
accidente a la forma exclusiva de la víctima; Segundo: Se
declaran las costas penales causadas de oficio; Tercero: Se
declaran regular y válida en cuanto a la forma las cons-
tituciones de parte civil incoadas por los señores Olegario
Ramírez, Patria María Hidalgo y Juan Dorville Dicent, por
intermedio de sus abogados constituidos Dres. Tomás Portes
Mejía y Dagoberto Vargas Alonzo, en contra de Ramón María
Arias Báez, persona civilmente responsable y la puesta en
causa de la Compañía de Seguros Pepín, S.A., entidad
aseguradora del vehículo que ocasionó al accidente, por ha-
ber sido hechas conforme a la ley de la materia; Cuarto: En
cuanto al fondo, se rechazan dichas constituciones en parte
civil que sucumbe al pago de las costas con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Diógenes Amaro, abogado,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad'; Por haber si-
do hecho conforme a las formalidades legales; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra el prevenido Iván D. Acevedo
Medina, por no haber comparecido a la audiencia no obstante
haber sido legalmente citado; TERCERO: En cuanto al
fondo, la Corte actuando por propia autoridad y contrario
imperio revoca en todas sus partes la sentencia recurrida y en
consecuencia, declara al nombrado Iván D. Acevedo Medina,
culpable de violación a los arts. 49 y 65 de la Ley No. 241, por
lo que se le condena al pago de una multa de cincuenta pesos
oro (RDS50.00) acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes y al pago de las costas penales; CUARTO:
Declara buena y válida en cuanto a la forma la constitución en
parte civil hecha por los Sres. Olegario Ramírez, Patria María
Hidalgo y Juan Dorville Dicent, por intermedio de sus aboga-
dos constituidos Dres. Tomás Mejía Portes y Dagoberto
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Vargas Alonzo, en contra de Ramón Marfa Arias Báez,
persona civilmente responsable y la puesta en causa de la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente, por haber sido hecho
conforme a la ley; y en cuanto al fondo condena al Sr. Ramón
María Arias Báez, en su calidad de persona civilmente res-
ponsable y comitente del prevenido al pago de las siguientes
indemnizaciones: a) dos mil pesos oro (RD$2,000.00) a favor
del.Sr. Olegario Ramírez, como justa reparación por los daños
y perjuicios morales y materiales sufridos por él en el ac-
cidente; b) mil pesos oro (RDS1,000.00) a favor de la Sra. Pa-
tria María Hidalgo, por los daños materiales sufridos por su
vehículo y c) mil pesos oro (RDS1,000.00) a favor del Sr. Juan
Dorville Dicent, por los daños materiales sufridos por su
vehículo; al pago de los intereses legales de dichas sumas a
contar de la fecha de la demanda a título de indemnización
complementaria y al pago de las costas civiles del proce-
dimiento con distracción de las mismas en provecho de los
Cres. Tomás Mejía Pones y Dagoberto Vargas Alonzo,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Declara la presente sentencia común y oponible a
la Compañía de Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora del
vehículo causante del accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio de casación; Falta
de motivos y de base legal; violación de las reglas de la prue-
ba; violación al artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de su
medio de casación, alegan en síntesis, lo siguiente: que la
Corte a-qua, revocó la sentencia dictada por la Primera
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional sin dar los motivos de la revocación, ni
tampoco los que sirven de fundamento, para fijar el monto de
la indemnización; que no analiza las conclusiones presen-
tadas para verificar o descartar los alegatos de que el ac-
cidente fue originado por falta exclusiva de la víctima; que la
sentencia no está justificada ni en hecho ni en derecho y
carece de motivos en el aspecto penal y civil;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar único
culpable del accidente a Iván D. Acevedo Medina, dio por
establecidos los L.„, 'ientes hechos: a) oue el 25 de enero de
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1978, en horas de la tarde, mientras el prevenido recurrente,
conducía en dirección Sur a Norte, el camión placa No. 702-
664, propiedad de Ramón María Arias Báez, asegurado con la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., por la "calle carretera"
Mendoza, chocó el carro placa No. 202-105, propiedad de

María Hidalgo, así como la camioneta placa No. 515-818
propiedad de Juan Dorville Dicent, cuando éstos estaban
estacionados a su derecha en dicha vía; b) que en el ac-
cidente resultó Olegario Ramírez Acosta, quien se encontraba
en la referida calle con lesiones corporales curables después
de 45 y antes de 60 días, y los vehículos chocados con
desperfectos; c) que el accidente se debió a imprudencia del
prevenido Iván D. Acevedo Medina, por conducir a exceso de
velocidad, lo que no le permitió mantener el control de su
vehículo, cuando advirtió la presencia de una menor que iba a
cruzar la vía;

Considerandó, que como se advierte por lo antes expuesto,
es evidente, que la Corte a-qua al declarar único culpable del
accidente a Iván D. Acevedo Medina, lo hizo dentro de sus
poderes soberanos de apreciación, lo que significa que la
víctima fue excluida por no haber incurrido en falta que in-
cidiera en la ocurrencia del accidente; que además el fallo
impugnado contiene una relación de los hechos de la causa y
motivos suficientes que han permitido a la Suprema Corte de
Justicia, verificar que tanto los puntos de hecho como de
derecho alegados por los recurrentes fueron debidamente
ponderados; que por otra parte en cuanto al alegato relativo
al monto de la indemnización, esto es una cuestión también
de la soberana apreciación de los Jueces del fondo, que
escapa al control de la casación, salvo, cuando estas resulten
irrazonables, lo que no sucedió en la especie, por tanto, el
medio que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos puestos a
cargo del prevenido recurrente, constituyen el delito de
golpes y heridas por imprudencia, previsto por el artículo 49
de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y
sancionado por ese mismo texto legal en su letra (c) con las
penas de 6 meses a dos años de prisión y multa de RDS100.00
a RD$500.00 si la enfermedad o imposibilidad para el trabajo
durare 20 días o más, como sucedió en la especie; que la
Corte a-qua, al condenarlo al pago de una multa de

1
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Vargas Alonzo, en contra de Ramón María Arias Báez,
persona civilmente responsable y la puesta en causa de la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente, por haber sido hecho
conforme a la ley; y en cuanto al fondo condena al Sr. Ramón
María Arias Báez, en su calidad de persona civilmente res-
ponsahle y comitente del prevenido al pago de las siguientes
indemnizaciones: a) dos mil pesos oro IRDS2,000.00) a favor
del Sr. Olegario Ramírez, como justa reparación por los daños
y perjuicios morales y materiales sufridos por él en el ac-
cidente; b) mil pesos oro (RDS1,000.00) a favor de la Sra. Pa-
tria María Hidalgo, por los daños materiales sufridos por su
vehículo y c) mil pesos oro IRD$1,000.00) a favor del Sr. Juan
Dorville Dicent, por los daños materiales sufridos por su
vehículo; al pago de los intereses legales de dichas sumas a
contar de la fecha de la demanda a título de indemnización
complementaria y al pago de las costas civiles del proce-
dimiento con distracción de las mismas en provecho de los
Dres. Tomás Mejía Portes y Dagoberto Vargas Alonzo,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Declara la presente sentencia común y oponible a
la Compañía de Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora del
vehículo causante del accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio de casación; Falta
de motivos y de base legal; violación de las reglas de la prue-
ba; violación al artículo 141 del Código de Procedimiento Ci-
vil;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de su
medio de casación, alegan en síntesis, lo siguiente: que la
Corte a-qua, revocó la sentencia dictada por la Primera
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional sin dar los motivos de la revocación, ni
tampoco los que sirven de fundamento, para fijar el monto de
la indemnización; que no analiza las conclusiones presen-
tadas para verificar o descartar los alegatos de que el ac-
cidente fue originado por falta exclusiva de la víctima; que la
sentencia no está justificada ni en hecho ni en derecho y
carece de motivos en el aspecto penal y civil;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar único
culpable del accidente a Iván D. Acevedo Medina, dio por
establecidos loe,..,,'lentes hechos: a) Que el 25 de enero de
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1978, en horas de la tarde, mientras el prevenido recurrente,
conducía en dirección Sur a Norte, el camión placa No. 702-
664, propiedad de Ramón María Arias Báez, asegurado con la
Compañía de Seguros Pepfn, S.A., por la "calle carretera"
Mendoza, chocó el carro placa No. 202-105, propiedad de Pa-
tria Marfa Hidalgo, así como la camioneta placa No. 515-818
propiedad de Juan Dorville Dicent, cuando éstos estaban
estacionados a su derecha en dicha vía; b) que en el ac-
cidente resultó Olegario Ramírez Acosta, quien se encontraba
en la referida calle con lesiones corporales curables después
de 45 y antes de 60 días, y los vehículos chocados con
desperfectos; c) que el accidente se debió a imprudencia del
prevenido Iván D. Acevedo Medina, por conducir a exceso de
velocidad, lo que no le permitió mantener el control de su
vehículo, cuando advirtió la presencia de una menor que iba a
cruzar la vía;

Considerandci, quo como se advierte por lo antes expuesto,
es evidente, que la Corte a-qua al declarar único culpable del
accidente a Iván D. Acevedo Medina, lo hizo dentro de sus
poderes soberanos de apreciación, lo que significa que la
víctima fue excluida por no haber incurrido en falta que in-
cidiera en la ocurrencia del accidente; que además el fallo
impugnado contiene una relación de los hechos de la causa y
motivos suficientes que han permitido a la Suprema Corte de
Justicia, verificar que tanto los puntos de hecho como de
derecho alegados por los recurrentes fueron debidamente
ponderados; que por otra parte en cuanto al alegato relativo
al monto de la indemnización, esto es una cuestión también
de la soberana apreciación de los Jueces del fondo, que
escapa al control de la casación, salvo, cuando estas resulten
irrazonables, lo que no sucedió en la especie, por tanto, el
medio que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos puestos a
cargo del prevenido recurrente, constituyen el delito de
golpes y heridas por imprudencia, previsto por el artículo 49
de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y
sancionado por ese mismo texto legal en su letra (c) con las
penas de 6 meses a dos años de prisión y multa de RDS100.00
a RDS500.00 si la enfermedad o imposibilidad para el trabajo
durare 20 días o más, como sucedió en la especie; que la
Corte a-qua, al condenarlo al pago de una multa de
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endo circunstancias atenuantes, le aplicó
RD$50.00, acogi 
una sanción ajustad a a la Ley;

Considerando, que asimism o, la Corte a-qua, dio por esta-

blecido que el hecho del prevenido, había ocasiona
do a las

personas constituidas en parte civil, Olegr lo Ramírez, Patria

María Hidalg o y Juan Dorville Dicent, daños y perjuicio s ma-

teriales y morales, cuyo monto evaluó en las sumas que se

indican en el disposit ivo de la sentencia impugnada, en favor
de dichas personas constituidas en parte civil, más, los in-
tereses legales de esas sumas, a título de indemnización y al

hacer oponib les esas condenaciones a la compañía asegura-
dora puesta en causa, la Corte a-qua, hizo una correcta

aplicación de los artícu los 1384 del Código Civil y	 1 y 10 de

la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligator i o
del
de Vehículo

de Motor;Considerando, que examinado el fallo impugnado en sus

demás aspectos en lo que concier ne al interés del prevenido,

no contiene vicio alguno que justifique su casación;
Por tales motivos, Primero: Admite como intervinienteslle

a

Olegario Ramírez, Patria María Hidalgo y Juan Dorvi 
Dicent, en los recursos de casación interpuestos por Iván D.
Acevedo Medina, Ramón María Arias Báez y Seguros Pepín•

S.A., contra	 la sentenc ia dictada en sus atribuciones

correccionales el 12 de diciembre de 1979, cuyo dispositi vo se

ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:

Rechaza los indicad os recursos; Tercero: Condena al pre-
venido recurrente al pago de las costas penales; y a Ramón
María Arias Báez, al pago de las civiles y ordena que las úl-

timas sean distraídas en provec ho del Dr. Tomás Mejía

Portes, quien afirma haberlas avanzado en su t	
y las

hace oponib les a la Cía. de Seguros Pepín, S.A., denlo dede los

términos de la Póliza.
(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-

cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.

Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario

General.La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue

firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que

certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 2 DE NOVIEMBRE DEL 1983 No.
7

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 9 de septiembre de 1978.

Materia: Correccional

Recurrente (s): Blasina Almonte de González.

Abogado (s): Dr. Clyde Eugenio Rosario.

Dios, Patria y Libertad.
Re p ública Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 de no-
viembre de 1983, años 140' de la Independencia y 121' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Blasina Al-
monte de González, dominicana, mayor de edad, casada, de
quehaceres domésticos, domiciliada y residente en Puerto
Plata, en la calle No. 60, casa No. 19 del barrio el Aserradero,
contra sentencia dictada en atribuciones correccionales, el 9
de noviembre de 1978, por la Corte de Apelación de Santiago,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Clyde Eugenio Rosario, en la lectura de sus

Conclusiones, en representación de la recurrente;

R eOp úídboliceal 
;dictamen del Magistrado Procurador General de la

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qua el 10 de noviembre de 1978, a re-
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.

fr Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de

Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 2 de no-
viembre de 1983, años 140' de la Independencia y 121' de la

Casación, la siguiente sentencia:
Sobre el recurso de casación i nterpuesto por Blasina Al-

monte de González, dominicana, mayor de edad, casada, de, t•	 quehaceres domésticos, domiciliada y residente en Puerto
Plata, en la calle No. 60, casa No. 19 del barrio el Aserradero,
contra sentencia dictada en atribuciones co rreccionales, el 9de noviembre de 1978, por la Corte de Apelación de Santiago,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido al Dr. Clyde Eugenio Rosario, en la lectura de susconclusiones, en representación de la recurrente;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-taría de la Corte a-qua el 10 de noviembre de 1978, a re-
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RDS50.00, acogiendo circunstancias atenuante s , le aplicó

una sanción ajustada a la Ley;
Considerando, que asimism o, la Corte a-qua, dio por esta-

blecido que el hecho del prevenido, había ocasionado a las

personas constituid as en parte civil, Olegz in Ramírez, Patria
Maria Hidalgo y Juan Dorville Dicent, daños y perjuicios ma-
teriales y morales, cuyo monto evaluó eh las sumas que se
indican en el dispositivo de la sentencia impugnad a, en favor

de 
dichas personas constituidas en parte civil, más los in-

tereses legales de esas sumas, a título de indemnización y al
hacer oponibles esas condenaciones a la compañ ía asegura-

dora puesta en causa, la Corte a-qua, hizo una correcta

aplicac ión de los artícu l os 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de
la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligator i o de Vehículo

de Motor;Considerando, que examinado el fallo impugnad o en sus

demás aspectos en lo que concierne al interés del prevenido,
no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Olegario Ramírez, Patria María Hidalgo y Juan Dorville
Dicent, en los recursos de casació n interpuestos por Iván D.
Acevedo Medina, Ramón María Arias Báez y Seguros Pepín,
S.A., contra	 la sentenc ia dictada en sus atribuciones
correccionales el 12 de diciemb re de 1979, cuyo disposit ivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:

Rechaza los indicados recursos; Tercero: Condena al pre-

venido recurrente al pago de las costas penales; y a Ramón
María Arias Báez, al pago de las civiles y ordena que las úl-
timas sean distraídas en provecho del Dr. Tomás Mejía
Portes, quien afirma haberles avanzado en su totalidad y las
hace oponib les a la Cía. de Seguros Pepín, S.A., dentro de los
términos de la Póliza.(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bel-

,	 cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audienc ia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.) : Miguel Jacobo.
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Declara a la nombrada Martina Hiraldo de García, no culpable
del delito de Riña, en consecuencia se descarga de toda
responsabilidad penal, por haberse defendido legítimamente
frente a una agresión injusta, a su respecto se declaran las
costas de oficio; Tercero: Declara buena y válida en cuanto a
la forma la constitución en parte civil hecha por Blasina
Almonte de González, por medio de su abogado Dr.
Heliópoliz Chapuseaux Mejía, contra Martina Hiraldo de
García, en cuanto al fondo se rechaza por improcedente y mal
fundada; Cuarto: Declara buena y válida en cuanto a la
constitución en parte civil hecha por Martina Hiraldo de
García, por medio de su abogado Dr. Manuel María Muñiz
Hernández, contra B:asina Almonte de González, al pago de
una indemnización de Ochocientos Pesos Oro (RDS800.00),en provecho de Martina Hiraldo de García, por los daños
morales y materiales sufridos por ella; Quinto: Condena a
Blasina Almonte de González, al pago de las costas civiles
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel
María Muñiz H., quien afirma estarlas avanzando en su to-
talidad; SEGUNDO: Confirma la sentencia recurrida en todas
sus partes; TERCERO: Condena a la prevenida al pago de las
costas penales; CUARTO: Condena a la prevenida Blasina
Almonte de González, al pago de las costas civiles, or-
denando la distracción de las mismas, en provecho del 

Dr.
Gabriel Imbert, abogado que afirma estadas avanzando en su
mayor parte;

Considerando, que la recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada, el siguiente medio de casación: Medio
Unico: Falta de base legal. Motivos insuficientes. Falta deponderación de los hechos y circunstancias de la causa ydesnaturalización de los hechos de la causa. Violación de los
artículos 328 y 311 del Código Penal;

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de su me-
dio de casación, alega en síntesis: a) que la Corte a-qua, selimita a expresar que la señora Martina Hiraldo de García ac-
tuó en estado de legítima defensa, pero en su sentencia noprecisa si hubo ataque injusto, ni cuales fueron los hechos
que constituyen este último; b) que la Corte a-qua des-na

turalizó las declaraciones del testigo Carlos A. Pichardo, las
cuales evidencia que la provocación provino de la personadescargada y no de la recurrente, declaraciones que de habersido ponderadas, eventualmente pudiera haber conducido a
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querimien to del Dr. Clyde Eugenio Rosario, en representación
de la recurrente, en la cual no se propone contra la sentencia

impugna da ningún medio de casación;
Visto el memorial de la recurrente del 11 de agosto de 1980,

suscrito por su abogado, en el cual se propone contra la

sentenc ia impugnada, el medio de casación que se indica más

adelante;
Visto el auto dictado en fecha 28 de octubre del corriente

año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completa r la mayoría en

la deliberación y fallo de los recursos de casación de que se
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 Y 926

de 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 309, 311 y 403 del Código Penal
y 1 y 165 de la Ley sobre Procedim i ento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un sometimiento Judicial de la Policía Nacional por el deli-
to de riña contra Martina Hiraldo de García y Blasina Almonte
de González, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Puerto Plata, dictó el 1ro. de no-

viembre de 1977, una sentencia cuyo dispositivo se copia más

adelante; b) que sobre el recurso interpuesto intervino el fallo

ahora impugnado con el siguiente dispositivo: FALLA:

PRIMERO : Admite en la forma el recurso de Apelación
interpuesto por la Sra. Blasina Almonte de González, contra
sentencia de fecha 1ro. del mes de noviembre del año mil no-
vecientos setenta y siete (1977), dictada por la Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Puerto Plata, cuyo dispositivo es el siguiente: Falla: Primero:
Declara a la nombrada Blasina Almonte de González, de
generales anotadas, culpable del delito de Heridas Volun-
tarias, en perjuicio de Martina Hiraldo de García, y en

consecuencia se condena al pago de una multa de Sesenta
Pesos Oro (RDS60.00), y al pago de las costas; Segundo:
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querimiento del Dr. Clyde Eugenio Rosario, en representación
de la recurrente, en la cual no se propone contra la sentencia

impugna da ningún medio de casación;
Visto el memorial de la recurrente del 11 de agosto de 1980,

suscrito por su abogado, en el cual se propone contra la

sentenc ia impugnada, el medio de casación que se indica más

adelante;
Visto el auto dictado en fecha 28 de octubre del corriente

año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por modo del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribuna l , para completar la mayoría en

la deliberación y fallo de los recursos de casación de que se
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926

de 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 309, 311 Y 403 del Código Penal
y 1 y 165 de la Ley sobre Procedimie nto de Casación;

Considerand o, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo

de un sometimiento Judicial de la Policía Nacional por el deli-
to de riña contra Martina Hiraldo de García y Blasina Almonte
de González, la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Puerto Plata, dictó el 1ro. de no-
viembre de 1977, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
adelante; b) que sobre el recurso interpuesto intervino el fallo
ahora impugnado con el siguiente dispositivo: FALLA:

PRIMERO : Admite en la forma el recurso de Apelación

interpuesto por la Sra. Blasina Almonte de González, contra

sentenc ia de fecha 1ro. del mes de noviembre del año mil no-
vecientos setenta y siete 119771, dictada por la Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Puerto Plata, cuyo dispositivo es el siguiente: Falla: Primero:
Declara a la nombrada Blasina Almonte de González, de
generales anotadas, culpable del delito de Heridas Volun-
tarias, en perjuicio de Martina Hiraldo de García, y en

consecuenc ia se condena al pago de una multa de Sesenta
Pesos Oro (RDS60.00), y al pago de las costas; Segundo:

Declara a la nombrada Martina Hiraldo de García, no culpable
del delito de Riña, en consecuencia se descarga de toda
responsabilidad penal, por haberse defendido legítimamente
frente a una agresión injusta, a su respecto se declaran las
costas de oficio; Tercero: Declara buena y válida en cuanto a
la forma la constitución en parte civil hecha por Blasina
Almonte de González, por medio de su abogado Dr.
Heliópoliz Chapuseaux Mejía, contra Martina Hiraldo de
García, en cuanto al forido se rechaza por i mprocedente y mal
fundada; Cuarto: Declara buena y válida en cuanto a la
constitución en parte civil hecha por Martina Hiraldo de
García, por medio de su abogado Dr. Manuel María Muñiz
Hernández, contra Blasina Almonte de González, al pago de
una indemnización de Ochocientos Pesos Oro tRDS800.00),
en provecho de Martina Hiraldo de García, por los daños
morales y materiales sufridos por ella; Quinto: Condena a
Blasina Almonte de González, al pago de las costas civiles
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel
María Muñiz H., quien afirma estadas avanzando en su to-
talidad; SEGUNDO: Confirma la sentencia recurrida en todassus partes; TERCERO: Condena a la prevenida al pago de las
costas penales; CUARTO: Condena a la prevenida Blasina
Almonte do González, al pago de las costas civiles, or-
denando la distracción de las mismas, en provecho del Dr.
Gabriel lmbert, abogado que afirma estadas avanzando en su
mayor parte;

Considerando, que la recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada, el siguiente medio de casación: Medio
Unico: Falta de base legal. Motivos insuficientes. Falta deponderación de los hechos y c ircunstancias de la causa ydesnaturalización de los hechos de la causa. Violación de los
artículos 328 y 311 del Código Penal;

Considerando, que la recurrente en el desarrollo de su me-
dio de casación, alega en síntesis: a) que la Corte a-qua, se
l imita a expresar que la señora Martina Hiraldo de García ac-
tuó en estado de legítima defensa, pero en su sentencia noprecisa si hubo ataque injusto, ni cuales fueron los hechos
que constituyen este último; b) que la Corte a-qua des-na

turalizó las declaraciones del testigo Carlos A. Pichardo, lascuales evidencia que la provocación provino de la personades
cargada y no de la recurrente, declaraciones que de habersido ponderadas, eventualmente pudiera haber conducido a
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tulo de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1382 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés de la prevenida recurrente, la sen-
tencia impugnada, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Blasina Almonte de González,
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales, el
9 de noviembre de 1978, por la Corte de Apelación de
Santiago, cuyo dispositivo aparece copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago
de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública del día, mes y año, en él expresados, y fue firmada,
leida y publicada por mí, Secretario General, que certifico.
IFD0.): Miguel Jacobo.

i i
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una solución distinta; que la Corte a-qua incurre en des-
naturalización cuando afirma que la hoy recurrente persiguió
a la señora Martina Hiraldo de García, sin existir en el ex-
pediente hechos que avalen esa afirmació n; que por todo ello

la sentencia impugnada debe ser casada; pero,
Considerando, que la C rte a-a dearar culpablees-

a

la prevenida recurrente y fallar como

qua par lo hcl
izo, dio por

tablecido mediante la ponderació n de los elementos de juicio

que fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa lo siguiente: a) que el 14 de septiembre de 1977, en la
ciudad de Puerto Plata mientras Martina Hilario de García
pasaba por la acera de la calle donde vivía Blasina Almonte de
González, esta última persiguió a la primera y
heridas curables después de 10 y antes de 20 días;le ocasionó

Considerando, que los alegatos de la recurrente se refiere a
cuestiones de hecho que son de la soberana apreciació

n de

los Jueces del fondo, lo que escapa al control de la casación a
menos que se incurra en desnaturalización lo que no ha
ocurrido en el presente caso, que en la especie y como se ad-
vierte por lo ante expuesto, el fallo impugnado contiene una
relación de los hechos de la causa que han permitido a la
Suprema Corte de Justicia, verificar que en el presente casola

,

se ha hecho una correcta aplicación de la Ley, razón por 
cual el medio que se examina carece de fundamen

to y debe

ser desestimado;
Considerando, que los hechos así establecidos constituyen

a cargo de Blasina Almonte de González, el delito de heridas
voluntarias en perjuicio de Martina Hilario de García, previsto
por el artículo 309, del Código Penal y sancionado en el ar-
tículo 311 del mismo Código con las penas de 60 días a un
año de prisión y multa de RDS6.00 a RDS100.00, cuando la

	 j:

agraviada resultare enferma o imposibilitada para dedicarse a
su trabajo personal durante no menos de diez ni más de
veinte, como sucedió en la especie, que al condenar a la pre-
venida recurrente al pago de una multa de RDS60.00 pesos,
acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó

una sanción ajustada a la Ley;
Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-

tablecido que el hecho de la prevenida ocasionó a Martina
Hiraldo de García, constituida en parte civil, daños materiales
y morales que evaluó en la suma de RDS800.00 pesos, que al'

condena r a la prevenida recurrente al pago de esa suma a tí- .
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( FI RMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores que figuran en su encabezamiento, en la audiencia
pública del día, mes y año, en él expresados, y fue firmada,
eída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.
(FDOJ: Miguel Jacobo.
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una solución distinta; que la Corte a-qua incurre en des-

naturalización cuando afirma que la hoy recurrente persiguió

a la señora Martina Hiraldo de García, sin existir en el ex-
pediente hechos gue avalen esa afirmació n; que por todo ello

la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que la C rte a-qua para declarar culpable a

la prevenida recurrent e y fallar como lo hizo, dio por es-

tablecido mediante la ponderac ión de los elementos de juicio

que fueron regularmente administrados en la instrucc ión de la

causa lo siguiente : a) que el 14 de septiemb re de 1977, en la

ciudad de Puerto Plata mientras Martina Hilario de García
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González, esta última persigu ió a la primera y le ocasionó

heridas curables después de 10 y antes de 20 días;
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los Jueces del fondo, lo que escapa al control de la casación a
menos que se incurra en desnaturalización lo que no ha

lI	
ocurrido en el presente caso, que en la especie y como se ad-
vierte por lo ante expuesto, el fallo impugnado contie

ne una

relación de los hechos de la causa que han permit
ido a la

Suprema Corte de Justicia, verifica r que en el present e caso,

se ha hecho una correcta aplicación de la Ley, razón por la

cual el medio que se examina carece de fundame
nto y debe

ser desestimado;
Considerando, que los hechos así establecidos constituyen

a cargo de Blasina Almonte de González, el delito de heridas
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por el artículo 309, del Código Penal y sancionad
o en el ar-

tíu	
mismo Código con las penas de 60 días a un

añ ololo 311 delprisión y multa de RDS6.00 a RDS100.00, cuando la

agraviada resultare enferma o imposibilita da para dedicarse a

su trabajo persona l durante no menos de diez ni más de

veinte, como sucedió en la espec ie, que al condenar a la pre-

' venida recurrente al pago de una multa de RDS60.00 pesos,

acogiendo circunstancias atenuant es, la Corte a-qua le aplicó

una sanción ajustada a la Ley;
Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-

tablecido que el hecho de la prevenid a ocasionó a Martina

Hiraldo de García, constituida en parte civil, daños materiales
y morales que evaluó en la suma de RDS800. 00 pesos, que al

condena r a la prevenida recurrente al pago de esa suma a tí-
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Segismundo
C. Taveras Lucas, cédula No. 21677, serie 56, abogado de los
intervinientes Natan Pusten y Sutercia Yan, haitianos,
mayores de edad, obreros, solteros, domiciliados y residentes
en el batey Basca del ingenio Santa Fe, San Pedro de
Macorís, cédula No. 90721 y 25976, series 1ra., 27 res-
pectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación del 21 de abril de
1981, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a re-
querimiento del abogado Dr. Juan José Sánchez, cédula No.
13030, serie 10, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de la recurrente Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., del 4 de junio de 1982, firmado por su
abogado, en el cual se propone el medio de casación que se
indica más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes del 4 de junio de 1982,
firmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 3 del mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 203 del Código de Procedimiento
Criminal y 1 y 10 de la Ley No.4117 de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: al que con motivo
de un accidente de tránsito en el cual resultó muerto un
menor, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Azua, dictó el 24 de junio de 1980, en atribuciones
correccionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia más
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DEL 1983 No.

8

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de fecha 2 de abril de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Belarminio Encarnación y Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado (s): Juan J. Sánchez A.

Interviniente (s): Natan Pusten y Sutercia Yan.

Abogado (s): Segismundo C. Taveras Lucas.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de 13 República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Lconte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito t:acional, hoy día 4
del mes de noviembre del año 1983, z tos 140' de la In-
dependencia y 121' de la Restauraciór . , dicta en audiencia

pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuestos por Belarminio

Encarnación, dominicano, mayor de edad, casado, chofer,
residente en la calle Sánchez No. 70 de Elías Piña, cédula-
No.8916, serie 11 y la Cía.Dorninicana de Seguros, C.por A,
con su domicilio social en la Av. Independencia No. 55
de esta ciudad, contra la sentencia dictada el 2 de abril de
1981, en atribuciones correccionales, por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más a.

delante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Segismundo
C. Taveras Lucas, cédula No. 21677, serie 56, abogado de los
intervinientes Natan Pusten y Sutercia Yan, haitianos,
mayores de edad, obreros, solteros, domiciliados y residentes
en el batey Basca del ingenio Santa Fe, San Pedro de
Macorís, cédula No. 90721 y 25976, series 1ra., 27 res-
pectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación del 21 de abril de
1981, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a re-
querimiento del abogado Dr. Juan José Sánchez, cédula No.
13030, serie 10, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de la recurrente Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., del 4 de junio de 1982, firmado por su
abogado, en el cual se propone el medio de casación que se
indica más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes del 4 de junio de 1982,
firmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 3 del mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 203 del Código de Procedimiento
Criminal y 1 y 10 de la Ley No.4117 de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el cual resultó muerto un
menor, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Azua, dictó el 24 de junio de 1980, en atribuciones
correccionales, una sentencia cuyo dis positivo se copia más
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE NOVIEMBRE DEL 1983 No.

8

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de San Cris-

tóbal. de fecha 2 de abril de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Belarminio Encarnación y Compañía

Dominicana de Seguros, C. por A.

Abogado (s): Juan J. Sánchez A.

Interviniente (s): Natan Pusten y Sutercia Yan.

Abogado (s): Segismundo C. Taveras Lucas.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicoche a S., Abelardo

Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencia s, en la ciudad

de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Lacional, hoy día 4

del mes de noviemb re del año 1983, e 'íos 140' de la In-

dependenc ia y 121' de la Restaurac ió r. , dicta en audiencia

pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuestos por Belarminio

Encarnación, dominicano, mayor de edad, casado, chofer,
residente en la calle Sánchez No. 70 de Elías Piña, cédula
No.8916, serie 11 y la Cía.Dominicana de Seguros, C.por A,

con su domicil io social en la Av. Independencia No. 55
de esta ciudad, contra la sentencia dictada el 2 de abril de
1981, en atribuciones correccionales, por la Corte de

Apelación de San Cristóba l , cuyo disposit ivo se copia más a.

delante;
Oído al Alauaci l de turno en la lectura del rol;
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adelante; b) que sobre los recursos interpuestos , intervino el

fallo ahora impugnado en casación, cuyo dispositivo dice así:

"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de

apelación interpuesto por el doctor Juan J. Sánchez, a

nombre y representac ión de la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., ISedomca) contra la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instanc i a del Distrito Judicial de

Azua en fecha 24 de junio de 1980, cuyo disposit ivo dice así:

'Falla: Primero: Que debe declarar y declara al nombrado

alumin io Encarnació n, de generales anotadas, culpable del
delito de violación a la Ley No. 241 (golpes y heridas) que

ocasionaron la muerte del menor Riche Pusten y/o Riche
Pusten y/o Riches Yan Pusten; y en consecuencia se le

condena al pago de una multa de Seteciento s Pesos Oro

IRC$700 .00) acogiendo en su favor circunstancias a-
tenuantes, se condena además al pago de las costas;

Segundo: Que debe declarar y declara buena y válida la
constitución en parte civil incoada en audiencia por Natan
Pusten y Sutercia Yan, por mediación de su abogado consti-
tuido Dr. Segismundo C. Taveras, por haberse hecho de
acuerdo con la ley; y en cuanto al fondo, condena al señor

Belarminio Encarnació n Rosario, en su calidad de propietario
del vehículo con el cual se causó este accidente; a pagar una

indemnización de Diez Mil Pesos Oro (RD$10,000.0 0) en pro-

vecho de la parte civil constituida, como justa reparación de
los daños de todo género recibidos con motivo de este ac-

cidente; Tercero: Que debe condenar y condena al señor

Belarminio Encarnació n Rosario, al pago de las costas civiles,

con distracc ión de las mismas en provecho del Dr. Segis-
mundo C. Taveras Lucas, abogado que afirmó haberlas a-
vanzado en su mayor parte; Cuarto: Que debe ordenar y

ordena que la presente sentencia sea oponible a la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A. (Sedomca), en su con-
dición de entidad asegurado ra del vehículo que causó el acci-
dente; por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo

con las formalidade s legales'; SEGUNDO: Declara caduco el

recurso de apelación interpuesto por el prevenido y persona

civilmente responsab le , señor Belarminio Encarnació n , por

haber intentado dicho recurso, tardíamente; TERCERO:

Pronunc ia el defecto contra el nombrado Belarmin io En-

carnación, por no haber comparec ido a la audiencia, estando

legalmente citado; CUARTO: Confirma la sentencia apelada

en el aspecto penal y en el aspecto civil del asunto; QUINTO:
Condena al prevenido al pago de las costas penales; SEXTO:
Condena a la parte sucumbiente, al pago de las costas civiles
y ordena que estas costas sean distraídas en provecho del Dr.
Segismundo C. Taveras Lucas, quien afirma haberlas a-
vanzado en su totalidad; SEPTIMO: Declara oponible la
presente sentencia a la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A. (Sedomca), por ser la entidad aseguradora del
vehículo que originó el accidente";

En cuanto al recurso del prevenido:

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar caduco
por tardío el recurso de apelación del prevenido, mediante los
elementos de juicio regularmente administrados, dio por
establecido lo siguiente: que el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Azua, dictó en atribuciones correc-
cionales una sentencia cuyo dispositivo aparece copiado en
otra parte de la sentencia ahora impugnada; que la sentencia
del Tribunal del Primer Grado fue notificada al prevenido el 29
de julio de 1980, según acto del Ministerial Juan Durán Félix,
Alguacil de Estrados del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Elías Piña y que la sentencia indicada fue
recurrida en apelación el 9 de octubre de 1980, fuera del plazo
de diez días que indica el artículo 203 del Código de Proce-
dimiento Criminal; por lo que procede declarar dicho recurso
tarcío y sin ningún efecto jurídico;

Considerando, que tal como se advierte, por lo antes
expuesto la Corte a-qua en la sentencia impugnada dio mo-
tivos insuficientes y pertinentes, que justifican su dispositivo,
en lo que a la caducidad del recurso de apelación del pre-
venido concierne e hizo una correcta aplicación del articulo
203 del Código de Procedimiento Criminal, razón por la caul,
el recurso de casación del referido prevenido debe ser
rechazado;

En cuanto al recurso de la entidad aseguradora:

Considerando, que la recurrente, en su memorial propone
el siguiente medio de casación: "Violación del derecho de de-
fensa. Violación al artículo 1382 y siguientes del Código Civil.
Insuficiencia de motivos":

I'
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adelante ; b) que sobre los recursos interpuestos, intervino el
tallo ahora impugnado en casación, cuyo disposit ivo dice así:

"FALLA : PRIMERO : Declara regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por el doctor Juan J. Sánchez, a
nombre y representación de la Compañía Dominicana de
Seguros, C. por A., (Sedomca) contra la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Azua en fecha 24 de junio de 1980, cuyo dispositivo dice así:

'Falla: Primero : Que debe declarar y declara al nombrado

Belarmin i o Encarnació n , de generales anotadas, culpable del
delito de violación a la Ley No. 241 (golpes y heridas) que

ocasionaron la muerte del menor Riche Pusten y/o Riche
Pusten y/o Riches Yan Pusten; y en consecuen cia se le

condena al pago de una multa de Setecientos Pesos Oro
IRDS700.00) acogiendo en su favor circunstanc ias a-

tenuantes, se condena además al pago de las costas;

Segundo : Que debe declarar y declara buena y válida la

constitució n en parte civil incoada en audiencia por Natan
Pusten y Sutercia Yan, por mediación de su abogado consti-
tuido Dr. Segismundo C. Taveras, por haberse hecho de
acuerdo con la ley; y en cuanto al fondo, condena al señor

Bclarmin io Encarnación Rosario, en su calidad de propietario
del vehículo con el cual se causó este accidente; a pagar una

indemnización de Diez Mil Pesos Oro IRDS10,000.00) en pro-
vecho de la parte civil constituida, como justa reparación de
los daños de todo género recibidos con motivo de este ac-

cidente; Tercero: Que debe condenar y condena al señor

Belarminio Encarnació n Rosario, al pago de las costas civiles,

con distracció n de las mismas en provecho del Dr. Segis-
mundo C. Taveras Lucas, abogado que afirmó haberlas a-
vanzado en su mayor parte; Cuarto: Que debe ordenar y
ordena que la presente sentencia sea oponible a la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A. (Sedomcal, en su con-

dición de entidad asegurado ra del vehículo que causó el acci-
dente; por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo

con las formalidad es legales'; SEGUNDO: Declara caduco el

recurso de apelación interpuesto por el prevenid o y persona

civilmente responsab le , señor Belarmin i o Encarnació n , por

haber intentado dicho recurso, tardíamente; TERCERO:

Pronuncia el defecto contra el nombrado Belarminio En-

carnación, por no haber comparec ido a la audiencia, estando

legalmente citado; CUARTO: Confirma la sentencia apelada

en el aspecto penal y en el aspecto civil del asunto; QUINTO:
Condena al prevenido al pago de las costas penales; SEXTO:
Condena a la parte sucumbiente, al pago de las costas civiles
y ordena que estas costas sean distraídas en provecho del Dr.
Segismundo C. Taveras Lucas, quien afirma haberlas a-
vanzado en su totalidad; SEPTIMO: Declara oponible la
presente sentencia a la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A. (Sedomca), por ser la entidad aseguradora del
vehículo que originó el accidente";

En cuanto al recurso del prevenido:

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar caduco
por tardío el recurso de apelación del prevenido, mediante los
elementos de juicio regularmente administrados, dio por
establecido lo siguiente: que el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Azua, dictó en atribuciones correc-
cionales una sentencia cuyo dispositivo aparece copiado en
otra parte de la sentencia ahora impugnada; que la sentencia
del Tribunal del Primer Grado fue notificada al prevenido el 29
de julio de 1980, según acto del Ministerial Juan Durán Félix,
Alguacil de Estrados del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Elías Piña y que la sentencia indicada fue
recurrida en apelación el 9 de octubre de 1980, fuera del plazo
de diez días que indica el artículo 203 del Código de Proce-
dimiento Criminal; por lo que procede declarar dicho recurso
tardo y sin ningún efecto jurídico;

Considerando, que tal como se advierte, por lo antes
expuesto la Corte a-qua en la sentencia impugnada dio mo-
tivos insuficientes y pertinentes, que justifican su dispositivo,
en lo que a la caducidad del recurso de apelación del pre-
venido concierne e hizo una correcta aplicación del artículo
203 del Código de Procedimiento Criminal, razón por la caul,
el recurso de casación del referido prevenido debe ser
rechazado;

En cuanto al recurso de la entidad aseguradora:

Considerando, que la recurrente, en su memorial propone
el siguiente medio de casación: "Violación del derecho de de-
fensa. Violación al artículo 1382 y siguientes del Código Civil.
Insuficiencia de motivos":
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conforme al art. 10 de la Ley No. 4117 sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos que, la entidad aseguradora sólo esta-
rá obligada a hacer pagos con cargos a la póliza, cosa irre-
vocablemente juzgada, que condena al asegurado a una
indemnización por lesiones o daños causados por un vehículo
amparado, por una póliza de .seguros, y siempre que la en-
tidad haya sido puesta en causa en el proceso que hubiera
dado lugar a la sentencia, por el asegurado o por los
persiguientes de la indemnización. La entidad aseguradora
tendrá calidad para alegar en justicia, en ese caso, todo
cuando tienda a disminuir el quantum de la responsabilidad
civil, o la no existencia de la misma"; en este sentido cabe
admitir, y en efecto admitimos, que la presente sentencia
condenatoria debe ser declarada y en efecto declara,
oponible a la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A
(Sedomca), por ser la empresa aseguradora del vehículo en
cuestión, propiedad del asegurado";

Considerando, que como se advierte la Corte a-qua ha da-
do motivos suficientes y pertinentes que justifican su dis-
positivo y la misma contiene una relación de los hechos y
circunstancias que han permitido a la Suprema Corte de
Justicia verificar dentro de sus facultades de control, que en
la especie se ha hecho una correcta apreciación de la ley, que
por tanto el alegato que se examina carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Natan Pusten y Sutercia Yan, en los recursos de casación
interpuestos por Belarminio Encarnación y por la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dicta-
da el 2 de abril de 1981, en atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los recursos de casación indicados: Tercero:
Condena al prevenido y persona civilmente responsable al
pago de las costas penales y civiles, ordenando la distracción
de las últimas en provecho del Dr. Segismundo C rayeras
Lucas, abogado de los intervinientes, por afirmar haberlas a-
vanzado en su mayor parte y las declara mond:p ies .3 la

Compañía Dominicana de Seguros, C. por A iernr :e 'os
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chu pan.. Jan( 3ai•
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Considerando, que la recurrente en el desarrol l o de su me-

dio de casación alega, en síntesis, lo siguiente: a) que la Corte
a-qua realizó una instrucción insuficiente, al limitarse a la
lectura de "la sentencia objeto del recurso intervenido, no-
tificación de la aludida sentenc i a y el acta contentiva del

recurso de apelación intervenido"; b) que no habiéndose
sometido al debate oral público y contradicto rio las demás

piezas que integran el expediente provenientes del Tribunal
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua y en
ausencia de la audición de testigos ante la Corte a-qua,
se incurrió en la violación del derecho de defensa de la ex-
ponente"; y c) que en esta situación la Corte incurrió también
en la violación de los artículos 1382 y siguientes del Código
Civil al acordar una indemnizac ión en favor de la parte in-

terviniente apoyándose en documentos no sometidos al de-
bate oral, público y contradictorio; que lo que es lo mismo
incurrió en el vicio de falta de base legal; suficiente para que
el presente recurso de casación sea admitido"; pero,

Considerando, en cuanto a los alegatos señalados con las
letra (a) y (b) que en la sentencia impugnada consta que en la
audiencia se dio lectura a todos los documentos del ex-
pediente, lo que significa que se incluyeron en ella no sólo los
documentos antes indicados, sino también todos los demás
que fueron aportados por las partes y que componía n el

expediente penal de que se trata; que, en esas condiciones,
es obvio que los alegatos que se examinan carecen de

fundamento y deben ser desestimados;
Considerando, en lo que concierne al alegato de la letra (c)

que la Corte a-qua dio por establecido : "que para la fecha en

que se suscitó el aludido accidente, el vehículo involucrado,
era propiedad del prevenido Belarminio Encarnació n Rosario,

conforme al contenido de una certificac ión marcada con e:

número 116, expedida en fecha 2 del mes de agosto del año

1979, por el Sub-directo r General de Rentas Internas de la
República Dominicana, señor José A. Hernández Javier;

estando asegurad o con la Compañía Dominicana de Seguros,
C. por A. (Sedomca), con póliza vigente No. 42681, desde el
día 23 de enero de 1979 al 23 de enero del 1980, cubriendo los
riesgos del Seguro Obligatorio, conforme al contexto de una

certificación marcada con el No. 2387, expedida en fecha 27
del mes de julio del año 1979 por la Superintendencia de.
Seguros de la República Dominicana, por lo que es admisible,



3452	 BOLETIN JUDICIAL

Considerando , que la recurrente en el desarrollo de su me-
dio de casación alega, en síntesis, lo siguiente: a) que la Corte

a-qua realizó una instrucció n insuficiente , al limitarse a la

lectura de "la sentencia objeto del recurso interven ido , no-

tificación de la aludida sentencia y el acta contentiva del
recurso de apelación interven i do"; b) que no habiéndose

sometido al debate oral público y contradictor io las demás

piezas que integran el expediente provenientes del Tribunal
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua y en
ausencia de la audición de testigos ante la Corte a-qua,
se incurrió en la violación del derecho de defensa de la ex-
ponente"; y c) que en esta situació n la Corte incurrió también

en la violación de los artículos 1382 y siguientes del Código
Civil al acordar una indemnizac ión en favor de la parte in-

terviniente apoyándose en documento s no sometidos al de-

bate oral, público y contradictorio ; que lo que es lo mismo
incurrió en el vicio de falta de base legal; suficiente para que
el presente recurso de casación sea admitido"; pero,

Considerando, en cuanto a los alegatos señalados con las

letra (a) y (b) que en la sentenc i a impugnada consta que en la

audiencia se dio lectura a todos los documento s del ex-

pediente, lo que significa que se incluyeron en ella no sólo los
documentos antes indicados, sino también todos los demás
que fueron aportados por las partes y que componía n el

expediente penal de que se trata; que, en esas condiciones,
es obvio que los alegatos que se examinan carecen de

fundamento y deben ser desestimados;
Considera ndo, en lo que concierne al alegato de la letra (c)

que la Corte a-qua dio por establec i do : "que para la fecha en

que se suscitó el aludido accidente, el vehículo involucrado,
era propiedad del prevenido Belarminio Encarnació n Rosario,

conforme al contenido de una certificació n marcada con e:

número 116, expedida en fecha 2 del mes de agosto del año

1979, por el Sub-directo r General de Rentas Internas de la
República Dominicana, señor José A. Hernández Javier;

estando asegurado con la Compañía Dominicana de Seguros,

C. por A. (Sedomca), con póliza vigente No. 42681, desde el
día 23 de enero de 1979 al 23 de enero del 1980, cubriendo los

riesgos del Seguro Obligatori o, conforme al contexto de una

certificación marcada con el No. 2387, expedida en fecha 27
del mes de julio del año 1979 por la Superintendencia de.
Seguros de la República Dominica na, por lo que es admisible,
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conforme al art. 10 de la Ley No. 4117 sobre Seguro Obli-
gatorio de Vehículos que, la entidad aseguradora sólo esta-
rá obligada a hacer pagos con cargos a la póliza, cosa irre-
vocablemente juzgada, que condena al asegurado a una
indemnización por lesiones o daños causados por un vehículo
amparado, por una póliza de .seguros, y siempre que la en-
tidad haya sido puesta en causa en el proceso que hubiera
dado lugar a la sentencia, por el asegurado o por los
persiguientes de la indemnización. La entidad aseguradora
tendrá calidad para alegar en justicia, en ese caso, todo
cuando tienda a disminuir el quantum de la responsabilidad
civil, o la no existencia de la misma"; en este sentido cabe
admitir, y en efecto admitimos, que la presente sentencia
condenatoria debe ser declarada y en efecto declara,
oponible a la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A
(Sedomca), por ser la empresa aseguradora del vehículo en
cuestión, propiedad del asegurado";

Considerando, que como se advierte la Corte a-qua ha da-
do motivos suficientes y pertinentes que justifican su dis-
positivo y la misma contiene una relación de los hechos y
circunstancias que han permitido a la Suprema Corte de
Justicia verificar dentro de sus facultades de control, que en
la especie se ha hecho una correcta apreciación de la ley, que
por tanto el alegato que se examina carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Natan Pusten y Sutercia Yan, en los recursos de casación
interpuestos por Belarminio Encarnación y por la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., contra la sentencia dicta-
da el 2 de abril de 1981, en atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los recursos de casación indicados; Tercero:
Condena al prevenido y persona civilmente responsable al
pago de las costas penales y civiles, ordenando la distracción
de las últimas en provecho del Dr. Segismundo C. Taveras
Lucas, abogado de los intervinientes, por afirmar hacerlas a-
vanzado en su mayor parte y las declara 000nibieS .3 la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A ler:re :e 'os
términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupar». .Jar:r. Sal.
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cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

certifico. IFD0.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DEL 1383 No.
9

Sentencia impugnada: 2da. Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 21 de marzo
de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Luis Espejo, Eduardo Antonio García G.
Aníbal Segundo Márquez y la Compañía Dominicana de.
Seguros, C. por A.

Abogado (s): Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía.

Interviniente (s): Daniel Ramón Méndez Abréu, Valentít:
Contreras hijo, María G. Antonio de Hernández.

Abogado (s): Dres. Ulises Cabrera y Numitor S. Veras.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 4 de noviembre de 1983, años 140'
de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis Espe-
jo, dominicano, mayor de edad, chofer, domiciliado y resi-
dente en la Manzana F, edificio 8, Apto. 25, Cristo Rey, de
esta ciudad, cédula No. 21361, serie 12; Eduardo Antonio
García G., dominicano, mayor de edad, domiciliado y resi-
dente en esta ciudad, en la calle Peña Baffle No. 249, Anibal
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Abogado (s): Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía.

Interviniente (s): Daniel Ramón Méndez Abréu, Valentírl
Contreras hijo, María G. Antonio de Hernández.

Abogado (s): Dres. Ulises Cabrera y Numitor S. Veras.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 4 de noviembre de 1983, años 140'
de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis Espe-
jo, dominicano, mayor de edad, chofer, domiciliado y resi-
dente en la Manzana F, edificio 8, Apto. 25, Cristo Rey, de
esta ciudad, cédula No. 21361, serie 12; Eduardo Antonio
García G., dominicano, mayor de edad, domiciliado y resi-
dente en esta ciudad, en la calle Peña BatIle No 249, Aníbal
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cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. CEDO.): Miguel Jacobo.
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Seguros, C. por A.
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de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el cual sólo resultaron los
vehículos con desperfectos, el Juzgado Especial de Tránsito
dictó el 30 de mayo de 1978, una sentencia cuyo dispositivo
se copia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
intervino el fallo ahora impugnado en casación con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara bueno
y válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Carlos
H. Rodríguez Vidal, en fecha 30-5-78, a nombre y
representación del nombrado Luis Espejo y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia de esta
fecha dictada por el Tribunal Especial de Tránsito del D.N. la
cual copiada textualmente dice así: 'Primero: En el aspecto
penal se pronuncia el defecto contra los señores Luis Espejo y
Valentín Contreras hijo, por no haber comparecido no obs-
tante citación legal; Segundo: Que se declare culpable al
nombrado Luis Espejo, de viol. a los arts. 65 y 123 de la Ley
No. 241 y en consecuencia se le condena con una multa de
RD$50.00 y costas, no acogiendo el cúmulo de penas;
Tercero: Se descarga de toda responsabilidad penal a Daniel
Ramón Méndez Abréu y Valentín Contreras hijo, por no haber
violado en ninguna de sus partes la Ley No. 241; Cuarto: En
el aspecto civil, se declara buena y válida la constitución en
parte civil hecha por los Sres. María G. Antonio de Hernández
y Valentín Contreras hijo, por medio de su abogado Numitor
S. Veras, por estar de acuerdo a la Ley; Quinto: Se condena
de manera solidaria a los señores Eduardo Ant. García Gómez
y,'o Aníbal S. Márquez, al pago de una indemnización reparti-
da de la siguiente manera: RD$700.00 (Setecientos Pesos
Oro) en favor de la Sra. María G. Antonio de Hernández y de
R DS600.00 (Seiscientos Pesos Oro) en favor de Valentín
Contreras hijo, como justas reparaciones por los daños ma-
teriales sufridos por sus respectivos vehículos en el accidente
de que se trata; Sexto: Se condena al Sr. Eduardo A. García
y/o Aníbal S. Márquez, al pago de los intereses legales de la
suma precitada a partir de la fecha de la demanda in-
troductiva de instancia así como al pago de las costas civiles
con distracción de las mismas en provecho de los Dres.
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Segundo Márquez, dominicano, mayor de edad, domiciliado

y residente en la calle Sánchez No. 21, Villa Mella, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales, el 21 de marzo de 1979, por la Segunda Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Numitor S. Veras, cédula No. 48062, serie 31, en

la lectura de sus conclusiones, por sí y por el Dr. Ulises Ca-

brera, en representac ión de los intervinientes Daniel Ramón

Méndez Abréu, dominicano, mayor de edad, cédula No.
28480, serie 56, María G. Antonio de Hernández, dominicana,
mayor de edad, cédula No. 23269, serie 56 y Valentín Con-
treras hijo, cédula No. 18552, serie 26, domiciliados y resi-

dentes en esta ciudad;
Oído el dictame n del Magistrado Procurado r General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantad a en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el 23 de abril de 1979, a re-
querimiento del Dr. Luis R. Castillo Mejía, en representación
de los recurrentes, en la cual no se propone contra la sen-
tencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrente s del 23 de junio de 1980,

suscrito por el Dr. Luis Randolfo Castillo Mejía, cédula No.

18933, serie ira., en el cual se proponen contra la sentencia

impugnada el medio de casación que se indica más adelante;
Visto el escrito de los intervinientes, del 23 de junio de

1980, suscrito por sus abogados;
Visto el auto dictado en fecha 1° de noviembre del

corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés

Chupani , Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad, dicha Corte,

conjuntame nte con los Magistrados Darío Balcácer, F.E. Ra-
velo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis V.
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,

Jueces de este Tribuna l , para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de

conformida d con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 65 y 123 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1384 del Código Civil; 1 y 10 ,
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de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor; y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el cual sólo resultaron los
vehículos con desperfectos, el Juzgado Especial de Tránsito
dictó el 30 de mayo de 1978, una sentencia cuyo dispositivo
se copia más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos
intervino el fallo ahora impugnado en casación con	 el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se declara bueno
y válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Carlos
H. Rodríguez Vidal, en fecha 30-5-78, a nombre 	 y
representación del nombrado Luis Espejo y la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., contra sentencia de esta
fecha dictada por el Tribunal Especial de Tránsito del D.N. la
cual copiada textualmente dice así: 'Primero: En el aspecto
penal se pronuncia el defecto contra los señores Luis Espejo y
Valentín Contreras hijo, por no haber comparecido no obs-
tante citación legal; Segundo: Que se declare culpable al
nombrado Luis Espejo, de viol. a los arts. 65 y 123 de la Ley
No. 241 y en consecuencia se le condena con una multa de
RDS50.00 y costas, no acogiendo el cúmulo de penas;
Tercero: Se descarga de toda responsabilidad penal a Daniel
Ramón Méndez Abréu y Valentín Contreras hijo, por no haber
violado en ninguna de sus partes la Ley No. 241; Cuarto: En
el aspecto civil, se declara buena y válida la constitución en
parte civil hecha por los Sres. María G. Antonio de Hernández
y Valentín Contreras hijo, por medio de su abogado Numitor
S. Veras, por estar de acuerdo a la Ley; Quinto: Se condena
de manera solidaria a los señores Eduardo Ant. García Gómez
y/o Aníbal S. Márquez, al pago de una indemnización reparti-
da de la siguiente manera: RDS700.00 (Setecientos Pesos
Oro) en favor de la Sra. María G. Antonio de Hernández y de
R D6600.00 (Seiscientos Pesos Oro) en favor de Valentín
Contreras hijo, como justas reparaciones por los daños ma-
teriales sufridos por sus respectivos vehículos en el accidente
de que se trata; Sexto: Se condena al Sr. Eduardo A. García

0 y/o Aníbal S. Márquez, al pago de los intereses legales de la
suma precitada a partir de la fecha de la demanda in-
troductiva de instancia así como al pago de las costas civiles
Con distracción de las mismas en provecho de los Dres.
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Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela, que nos afirman estarlas
avanzando en su totalidad; Séptimo: Se declara la presente
sentencia común, oponible y ejecutable contra la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A. (Sedomca), entidad

aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente. Y por
esta nuestra sentencia, así se pronuncia, ordena, manda y
firma. Fdos.: Juan Fco. Fierra, Juez y Rafael A. Rivera, Secre-

tario'; SEGUNDO : Se pronunci a el defecto en contra del

nombrado Luis Espejo, por no comparece r a esta audiencia

para la cual estaba legalmente citado; TERCERO : Se con-

firma la sentencia apelada en todas sus partes; CUARTO: Se
condenan conjunta y solidariamente a los nombrado s Eduar-

do Ant. García	 y/o Aníbal S. Márquez al pago de las

costas civiles, con distracció n de las mismas en provecho de
los Dres. Numitor S. Veras y Ulises Cabrera, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerand o, que los recurrentes propone n contra la

sentencia impugnada, el siguiente medio único de casación:
Violación a los artículos 141 del Código de Procedimie nto Ci-

vil; 195 delCódigo de Procedim iento Criminal y 23, Ord. 5to.

Ley de Casación. (Falta de motivos y de base legal);
Considera ndo, que en el desarrollo de su medio único de

casación, los recurrentes alegan en síntesis: a) que la Cámara
a-qua no especifica en su sentenc ia a cuáles hechos se re-
fiere ni hace mención de la magnitud y alcance de los daños

indemnizad os; que la sentencia no contiene puntos de hecho
y por tanto debe ser casada por violación a los artículos 141
del Código de Procedimiento Civil, 195 del Código de Proce-
dimiento Criminal y 23 Ordinal Sto. de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; b) que la Cámara a-qua no justificó las
indemnizaciones concedidas ya que guardó silencio en
cuanto a los daños causados y a su magnitud, los cuales de-
bió establecer con precisión en su sentencia; pero,

Considerando, que la Cámara a-qua, para declarar cul-
pable del accidente al prevenido recurrente y fallar como lo
hizo, dio por establecido mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que el 7 de fe-
brero de 1977, mientras el vehículo placa No. 94-997, propie-
dad de Eduardo Antonio García Gómez, asegurado con Póliza
No. 36180 de la Cía. Dominicana de Seguros, C. por A,

era conducido por Luis Espejo. transitando de Este	 a
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Oeste por la avenida San Cristóbal de esta ciudad, al llegar a
la calle Pepillo Salcedo chocó por detrás al vehículo placa No.
130-984 propiedad de María G. Antonio de Hernández, el cual
a su vez chocó al vehículo placa No. 106-167, propiedad de
Valentín Contreras hijo, ocasionándole a los dos últimos
vehículos daños de consideración; b) que el accidente se de-
bió única y exclusivamente a las faltas cometidas por el pre-
venido recurrente, al conducir su vehículo de manera
temeraria y descuidada, por no mantener la distancia
prudente frente al vehículo que estaba delante de él, lo que
no le permitió detenerlo a tiempo para evitar el mismo; que
como se advierte por lo antes expuesto, contrariamente a lo
sostenido por los recurrentes el fallo impugnado contiene una
relación de los hechos de la causa y motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo, que han permitido a
la Suprema Corte de Justicia verificar que en el presente caso
se ha hecho una correcta aplicación de la ley, razón por la
cual el medio que se examina en el aspecto penal carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto al alegato realtivo a que 	 la
Cámara a-qua no establece con precisión de los daños
ocasionados y su magnitud, el examen del fallo impugnado y
los documentos del expediente ponen de manifiesto que en el
acta de la Policía se describen con claridad y detalle los daños
ocasionados a los vehículos pertenecientes a las panes civiles
constituidas y existen documentos y facturas donde se
describen los daños ocasionados a los vehículos y el costo de
reparación de los mismos, suficientes para que la Cámara a-
gua dentro de su poder soberano de apreciación, procediera
a fijar las indemnizaciones co rrespondientes, que por tanto el
referido alegato también se desestima por carecer de fun-
damento;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Luis Espejo los delitos de violación a los arts.95
y 123 de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos,
sancionados en su más alta expresión en el artículo 65 de la
misma ley, con multa no menor de RDS50.00 ni mayor de
RDS200.00, o prisión por un término no menor de un mes ni
mayor de tres meses o ambas penas a la vez; que al condenar
al prevenido recurrente a una multa de RDS50.00, la Cámara
a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Cámara a-aua dio por

•
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relación de los hechos de la causa y motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo, que han permitido a
la Suprema Corte de Justicia verificar que en el presente caso
se ha hecho una correcta aplicación de la ley, razón por la
cual el medio que se examina en el aspecto penal carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto al alegato realtivo a que la
Cámara a-qua no establece con precisión de los daños
ocasionados y su magnitud, el examen del fallo impugnado y
los documentos del expediente ponen de manifiesto que en el
acta de la Policía se describen con claridad y detalle los daños
ocasionados a los vehículos pertenecientes a las partes civiles
constituidas y existen documentos y facturas donde se
describen los daños ocasionados a los vehículos y el costo de
reparación de los mismos, suficientes para que la Cámara a-gua dentro de su poder soberano de apreciación, procediera
a fijar las indemnizaciones correspondientes, que por tanto el
referido alegato también se desestima por carecer de fun-
damento;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen *;a cargo de Luis Espejo los delitos de violación a los arts. 95
y 123 de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos,
sancionados en su más alta expresión en el artículo 65 de la
misma ley, con multa no menor de RDS50.00 ni mayor de
R DS200.00, o prisión por un término no menor de un mes ni
mayor de tres meses o ambas penas a la vez; que al condenar
al prevenido recurrente a una multa de RDS50.00, la Cámara
a-qua le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Cámara a-qua dio por

Ulises Cabrera y Freddy Zarzuela, que nos afirman estarlas
avanzando en su totalidad; Séptimo: Se declara la presente
sentencia común, oponible y ejecutable contra la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A. (Sedomcal, entidad
aseguradora del vehículo que ocasionó el accidente. Y por
esta nuestra sentencia, así se pronuncia, ordena, manda y
firma. Fdos.: Juan Fco. Herra, Juez y Rafael A. Rivera, Secre-

tario'; SEGUND O: Se pronunc ia el defecto en contra del
nombrado Luis Espejo, por no comparecer a esta audiencia
para la cual estaba legalmente citado; TERCERO : Se con-

firma la sentencia apelada en todas sus partes; CUARTO: Se

condenan conjunta y solidariame nte a los nombrado s Eduar-

do Ant. García y/o Anibal S. Már quez al pago de las

costas civiles, con distracción de las mismas en provecho de
los Dres. Numitor S. Veras y Ulises Cabrera, quienes afirman
haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio único de casación:
Violación a los artículos 141 del Código de Procedimiento Ci-

vil; 195 delCódigo de Procedim i ento Criminal y 23, Ord. 5to.

Ley de Casación. (Falta de motivos y de base legal);
Considerando, que en el desarrollo de su medio único de

casación, los recurrentes alegan en síntesis: a) que la Cámara

a-qua no especifica en su sentencia a cuáles hechos se re-
fiere ni hace mención de la magnitud y alcance de los daños

indemnizados; que la sentenc ia no contiene puntos de hecho
y por tanto debe ser casada por violación a los artículos 141

del Código de Procedimien to Civil, 195 del Código de Proce-
dimiento Criminal y 23 Ordinal 5to. de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; b) que la Cámara a-qua no justificó las

indemnizaciones concedidas ya que guardó silencio en
cuanto a los daños causados y a su magnitud, los cuales de-
bió establecer con precisión en su sentencia; pero,

Considerando, que la Cámara a-qua, para declarar cul-

pable del accidente al prevenido recurrente y fallar como lo
hizo, dio por establecido mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, lo siguiente: a) que el 7 de fe-
brero de 1977, mientras el vehículo placa No. 94-997, propie-
dad de Eduardo Antonio García Gómez, asegurado con Póliza
No. 36180 de la Cía. Dominicana de. Seguros, C. por A,
era conducido por Luis Espejo. transitando de Este a
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establecido que el hecho del prevenido ocasionó a los
vehículos propiedad de Maria G. Antonio de Hernández y
Valentín Contreras hijo, constituidos en parte civil, daños ma-
teriales que evaluó en las sumas que se consignan en el
dispositivo de la sentencia impugnada; que al condenar a
Eduardo Ant. García Gómez y Animal S. Márquez, puestos
en causa como civilmente responsables al pago de esas
sumas más al de los intereses legales de las mismas a partir de
la demanda a título de indemnización en favor de las personas
constituidas en parte civil, la Cámara a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor, al declarar oponibles dichas condenaciones a la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Daniel Ramón Méndez Abréu, Valentín Contreras hijo y María
G. Antonio de Hernández, en los recursos de casación in-
terpuestos por Luis Espejo, Eduardo García Gómez y/o Aníbal
S. Márquez y la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales, el
21 de marzo de 1979, por la Segunda Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza los mencionados recursos y Tercero:
Condena al prevenido al pago de las costas penales y a
Eduardo García Gómez y Aníbal S. Márquez, al pago de las
costas civiles, ordenando la distracción de estas últimas en
favor de los Dres. Ulises Cabrera y Numitor S. Veras, a-
bogados de los intervinientes quienes afirman haberlas a-
vanzado en su totalidad y las hace oponibles a la Compañía
Dominicana de Seguros, C. por A., dentro de los términos de
la Póliza.

F I RMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bel-
cácer	 E Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.•
1 . .:is v. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
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Puello Renville.- Abelardo Herrera 	 Gustavo GómezCeara.- Miguel Jacobo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-ñores Jueces que f iguran en su encabezamiento , en laaudiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

certifico. (FDOJ: Miguel Jacobo
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SENTENCI A DE FECHA 4 DE NOVIEMBR E DEL 1983 No.

10

Sentencia impugnada: Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Puerto Plata, de fecha 24 de agosto de 1981.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Dubeau & de los Santos, C. por A.

Abogado (s): Dr. Félix R. Castillo Plácido.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente,
Segundo Sustituto de Presidente; Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo 1-1. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 4 del mes de
noviembre del año 1983, años 140' de la Independe ncia y 121'

de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre eí recurso de casación interpuesto por la Dubeau &
de los Santos, C. por A., con domicilio social en la casa No.
90 de la avenida Circunvalació n Sur, de la ciudad de Puerto
Plata; contra la sentencia dictada por la Cámara Civil,
Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Puerto Plata, en atribuciones de Tribunal
de Trabajo, el 24 de agosto de 1981, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, al Dr. Félix R. Castillo Plácido, cédula No. 18850, serie

37, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con:

clusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
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Visto e l memorial de casación, del 16 de noviembre de
1981, y el escrito de ampliación del 8 de septiembre de 1982;
firmado poi el abogado de la recurrente, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de defensa, del 11 de enero de 1982, sus-
crito por el Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Luna, cédula No.
30288, serie 2, abogado de los recurridos Ernesto Calvo,
Dionisio • García, José Robinson, Heribeno de la Cruz
Reynoso y Fabio Antonio Cabrera, dominicanos, mayores de
edad, domiciliados y residentes en Puerto Plata;

Visto el auto dictado en fecha 28 del mes de octubre del
año 1983, por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte
de Justicia, por medio del cual, en su indicada calidad, llama a
los Magistrados Luis Víctor García de Peña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para integrar la Corte, en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos indicados por los recurrentes,
que se mencionan más adelante, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una querella laboral y la siguiente demanda, el Juzgado de
Paz del municipio de Puerto Plata, dictó las siguientes
sentencias, el 18 de abril de 1980, cuyos dispositivos dicen:
"FALLA: PRIMERO: Se declara el contrato que existió entre
el señor Ernesto Calvo y la Compañía Dubeau & de los •
Santos, C. por A., terminó por despido ejercido in-
just ificadamente por dicha compañía; SEGUNDO: Sea
condenada la Compañía Dubeau & de los Santos, C. por A., a
pagarle al demandante Ernesto Calvo, las siguientes in-
dem nizaciones: seiscientos pesos oro (RD S600.00) porconcepto de cesantia, de preaviso, vacaciones y regalíapascual; TERCERO: Se condena a la Compañía Dubeau &'de
los Santos, C. por A., al pago de las costas y procedimientos
coh distracción de las mismas en provecho de la Lic. Fran-.

ina D Orville, quien afirma estarlas avanzando en su ma-
yor parte"; FALLA: PRIMERO: Se declara que el contrato
que existió entre el señor José Robinson y la Dubeau & de los.. Santos, C. por A., terminó por despido injustificadamente por
dicha. compañía; SEGUNDO: Condena a la Compañía
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Visto e 1 memorial de casación, del 16 de noviembre de
1981, y el escrito de ampliación del 8 de septiembre de 1982;
firmado poi el abogado de la recurrente, en el cual se
proponen los. medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de defensa, del 11 de enero de 1982, sus-
crito por el Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Luna, cédula No.
30288, serie 2, abogado de los recurridos Ernesto Calvo,
Dionisio García, José Robinson, Heribeno de la Cruz
Reynoso y Fabio Antonio Cabrera, dominicanos, mayores de
edad, domiciliados y residentes en Puerto Plata;

Visto el auto dictado en fecha 28 del mes de octubre del
año 1983, por el Magistrado Presidente de la Suprema Corte
de Justicia, por medio del cual, en su indicada calidad, llama a
los Magistrados Luis Víctor García de Peña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para integrar la Corte, en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos indicados por los recurrentes,
que se mencionan más adelante, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documehtos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de una querella laboral y la siguiente demanda, el Juzgado de
Paz del municipio de Puerto Plata, dictó las siguientes
sentencias, el 18 de abril de 1980, cuyos dispositivos dicen:
"FALLA: PRIMERO: Se declara el contrato que existió entre
el señor Ernesto Calvo y la Compañía Dubeau & de los •
Santos, C. por A., terminó por despido ejercido in-
just i ficadamente por dicha compañía; SEGUNDO: Sea
condenada la Compañía Dubeau & de los Santos, C. por A., a
pagarle al demandante Ernesto Calvo, las siguientes in-
demnizaciones: seiscientos pesos oro ( R DS600.00) por
concepto de cesantía, de preaviso, vacaciones y regalía
pascual; TERCERO: Se condena a la Compañía Dubeau &de
los Santos, C. por A., al pago de las costas y procedimientos
coh distracción de las mismas en provecho de la Lic. Fran-
celina D'Orville, quien afirma estarlas avanzando en su ma-
yor parte"; FALLA: PRIMERO: Se declara que el contrato
que existió entre el señor José Robinson y la Dubeau & de los
Santos, C. por A., terminó por despido injustificadamente pordicha compañía; SEGUNDO: Condena a la Compañía
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Dubeau & de los Santos, C. por A., a pagarle al demandante,
señor José Robinson, la siguiente indemnización: cua-
trocientos setenta y seis pesos oro con veintinueve centavos
(RDS476.29) por concepto de cesantía, preaviso, vacaciones
y regalía pascual; TERCERO: Condena a la Compañía
Dubeau & de los Saptos, C. por A., al pago de las costas del
procedimiento, con distracción de las mismas en provecho de
la Lic. Francelina D'Orville, quien afirma estarlas avanzando
en su mayor parte"; FALLA: PRIMERO: Se declara que el
contrato qué existió entre el señor Fabio A. Cabrera y la
Compañía Dibeau & de los Santos, C. por A., terminó con el
despido ejercido injustificadamente por esta compañía;

SEGUNDO : Se condena a la Compañía Dubeau & de los
Santos, C. por A., a pagarle al demandante señor Fabio A.
Cabrera, las siguientes indemnizaciones: Mil treinta y seis
pesos oro con noventa centavos (RD$1,036.90) por concep-
to de cesantía, preaviso, vacaciones y regalía pascual; TER-
CERO: Se condena a la Compañía Dubeau & de los Santos,
C. por A., al pago de las costas del procedimiento, con
distracción de las mismas en provecho de la Lic. Francelina
D'Orville, quien afirma estarlas avanzando en su mayor

parte"; "FALLA: PRIMERO: Se declara que el contrato de
trabajo que existió entre el señor Juan Rafael Luciano o
Dionisio García y la Cía. Dubeau eie de los Santos, C. por A,
terminó por el despido injustificadamente por la Com-
pañía antes indicada; SEGUNDO: Se condena a la Compañía
Dubeau &de los Santos, C. por A., a pagarle al demandante
señor Juan Rafael Luciano o Dionisio García, las siguientes
indemnizaciones: cuatrocientos veinticinco pesos oro
(RD$425.00) por concepto de pago de cesantía, de preaviso,
vacaciones y regalía pascual; TERCERO: Se condena a la
Compañía Dubeau &de los Santos, C. por A., al pago de las
costas del procedimiento, con distracción de las mismas en
provecho de la Lic. Francelina D'Orville, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte"; "FALLA: PRIMERO: Se
declara que el contrato de trabajo que existió entre el señor
Heriberto de la Cruz Reynoso y la Compañía Dubeau &de los
Santos, C. por A., terminó por despido ejercido in-

justificadamente por dicha compañía; SEGUNDO: 'Se
condena a la Compañía Dubeau & de los Santos, C. por A., a
pagarle al demandante señor Heriberto de la Cruz Reynoso,
las siguientes indemnizaciones: trescientos veintiseis pesos
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oro con cuarenticuatro centavos (RD$326.44) por concepto
de cesantía, preaviso, vacaciones y regalía pascual; TER-
CERO: Se condena a la Dubeau & de los Santos, C. por A.,
al pago de las costas del procedimiento, con distracción
de las mismas en provecho de la Lic. Francelina D'Orville,
quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte"; b) que
sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora
impugnada en casación con el siguiente dispositivo:
"VALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma los
recursos de apelación interpuestos por la Compañía Dubeau
&de los Santos, y los señores Ernesto Calvo, Dionisio García,
José Robinson, Heriberto de la Cruz Reynoso y Fabio An-
tonio Cabrera, contra sentencias del Juzgado de 

Paz del
municipio de Puerto Plata, en atribuciones laborales, de fecha
13 de abril de 1980, por haber sido hechos en tiempo hábil y
de conformidad a las disposiciones legales sobre la materia;
SE GUNDO: Ordena la fusión de dichos expedientes;
TERCERO: En cuanto al fondo, rechaza los recursos in-
terpuestos por la Cía. Dubeau & de los Santos, C. por A.,
por improcedentes y mal fundados; CUARTO: En cuanto
al fondo, acoge el recurso interpuesto por los señores
Dionisio García, José Robinson, Ernesto Calvo, Heriberto de
la Cruz Reynoso y Fabio Antonio Cabrera; QUINTO: Con-
firma el Ordinal Primero de las sentencias recurridas; SEXTO:
ModiPca el Ordinal Segundo de las sentencias indicadas, en
lo' que respecta a las sumas acordadas para que rija como
sigue: Condenar a la Cía. Dubeau & de los Santos, C. por A,
a pagarle las prestaciones s iguientes: por concepto de
auxilio de cesantía, desahucio, vacaciones, regalía pascual y
salarios dejados de recibir desde el inicio de las demandas: a)
en favor del señor José Robinson, la suma de RD$979.79 (no-
vecientos setenta y nueve pesos oro con setenta y nuevo
centavos); b) en favor del señor Ernesto Calvo, la suma de
R

DS1,770.00 (mil setecientos setenta pesos oro); e) en favor
del señor Fabio Antonio Cabrera, la suma de RD$3,283.20
(tres mil: doscientos ochenta y tres pesos oro con veinte
centavos); d) ,en favor del señor Heriberto de la Cruz
Reynoso, la suma de RD$1,329.99 (mil trescientos vein-t i
nueve pesos oro con noventinueve centavos); e) en favor

del señor Dio, lisio García, la suma de RD$1,287.49	 ildoscientos ochenta y siete pesas oro con cuarenta y nueve
ce

ntavos); SEPTIMO: Condena a la Compañía Dubeau & de
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en su mayor parte"; FALLA: PRIMERO: Se declara que el
contrato qué existió entre el señor Fabio A. Cabrera y la
Compañía DJbeau & de los Santos, C. por A., terminó con el
despido ejercido injustificadamente por esta compañia;
SEGUNDO: Se condena a la Compañia Dubeau &'de los
Santos, C. por A., a pagarle al demandante señor Fabio A.
Cabrera, las siguientes indemnizaciones: Mil treinta y seis
pesos oro con noventa centavos (RDS1,036.90) por concep-
to de cesantía, preaviso, vacaciones y regalía pascual; TER-
CERO: Se condena a la Compañía Dubeau & de los Santos,
C. por A., al pago de las costas del procedimiento, con
distracción de las mismas en provecho de la Lic. Francelina
D'Orville, quien afirma estarlas avanzando en su mayor
parte"; "FALLA: PRIMERO: Se declara que el contrato de
trabajo que existió entre el señor Juan Rafael Luciano o
Dionisio García y la Cía. Dubeau & de los Santos, C. por A,
terminó por el despido injustificadamente por la Com-
pañía antes indicada; SEG U NDO: Se condena a la Compañía
Dubeau &de los Santos, C. por A., a pagarle al demandante
señor Juan Rafael Luciano o Dionisio García, las siguientes
indemnizaciones: cuatrocientos veinticinco pesos oro
(RDS425.00) por concepto de pago de cesantía, de preaviso,
vacaciones y regalía pascual; TERCERO: Se condena a la
Compañía Dubeau & de los Santos, C. por A., al pago de las
costas del procedimiento, con distracción de las mismas en
provecho de la Lic. Francelina D'Orville, quien afirma haberlas
avanzado en su mayor parte"; "FALLA: PRIMERO: Se
declara que el contrato de trabajo que existió entre el señor
Heriberto de la Cruz Reynoso y la Compañía Dubeau & de los
Santos, C. por A., terminó por despido ejercido in-
justificadamente por dicha compañía; SEGUNDO: -Se
condena a la Compañia Dubeau & de los Santos, C. por A., a
pagarle al demandante señor Heriberto de la Cruz Reynoso,
las siguientes indemnizaciones : trescientos veintiseis pesos
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oro con cuarenticuatro centavos (RD$326.44) por concepto
de cesantía, preaviso, vacaciones y regalía pascual; TER-
CERO: Se condena a la Dubeau & de los Santos, C. por A.,
al pago de las costas del procedimiento, con distracción
de las mismas en provecho de la Lic. Francelina D'Orville,
quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte"; b) que
sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora
impugnada en casación con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en la forma los
recursos de apelación interpuestos por la Compañía Dubeau
& de los Santos, y los señores Ernesto Calvo, Dionisio García,
José Robinson, Heriberto de la Cruz Reynoso y Fabio An-
tonio Cabrera, contra sentencias del Juzgado de Paz del
municipio de Puerto Plata, en atribuciones laborales, de fecha
13 de abril de 1380, por haber sido hechos en tiempo hábil yde conformidad a las disposiciones legales sobre la materia;
SEGUNDO: Ordena la fusión de dichos expedientes;
TERCERO: En cuanto al fondo, rechaza los recursos in-
terpuestos por la Cía. Dubeau & de los Santos, C. por A.,
por improcedentes y mal fundados; CUARTO: En cuanto
al fondo, acoge el recurso interpuesto por los señores
Dionisio García, José Robinson, Ernesto Calvo, Heriberto de
la Cruz Reynoso y Fabio Antonio Cabrera; QUINTO: Con-
firmo el Ordinal Primero de las sentencias recurridas; SEXTO:
Modifica el Ordinal Segundo de las sentencias indicadas, enlo • que respecta a las sumas acordadas para que rija como
sigue: Condenar a la Cía. Dubeau & de los Santos, C.por A,
a pagarle las prestaciones siguientes: por concepto de
auxilio de cesantía, desahucio, vacaciones, regalía pascual y
salarios dejados de recibir desde el inicio de las demandas: a)
en favor del señor José Robinson, la suma de RDS979.79 (no-
vecientos setenta y nueve pesos oro con setenta y nuevo
centavos); lo) en favor del señor Ernesto Calvo, la suma de
RDS1,770.00 (mil setecientos setenta pesos oro); c) en favor
del señor Fabio Antonio Cabrera, la suma de RDS3,233.20
(tres mil! doscientos ochenta y tres pesos oro con veinte
centavos); d) en favor del señor Heriberto de la Cruz
Reynoso, la suma de RD$1,329.99 (mil trescientos vein-
tinueve pesos oro con noventinueve centavos); e) en favor
del señor Dicmisio García, la suma de R DS1,287.49 (mil
doscientos ochenta y siete pesos oro con cuarenta y nueve
ce

ntavos); SEPTIMO: Condena a la Compañía Dubeau & de
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los Santos, C. por A., al pago de las costas, con distracción
de las mismas en favor del Dr. Manuel Antonio Sepúlveda
Luna, quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte";

ConSiderando, que la recurrente propone en su recurso los
siguientes medios: Primer Medio: Falta de base legal; no
ponderación de los documentos decisivos de la causa; mo-
tivos vagos, imprecisos y generales; Segundo Medio:
Violación del artículo 65 del Código de Trabajo;

Considerando, que la recurrente en el desarrollo del primer
medio de casación alega, en síntesis, que la sentencia im.
pugnada no indica los hechos en que se basó para concluí.
que se trataba de contratos de trabajo por tiempo indefinidc
ni ponderó la certificación expedida por el Representantl.
Local de Trabajo de Puerto Plata, el 6 de octubre de 1978, la
cual daba constancia de la terminación de la cuarta etapa de
la urbanización Gregorio Luperón, de Puerto Plata, donde
trabajaban los recurridos y que aunque en esta certificación
se hacía excepción de algunos trabajadores, que no estaban
dentro del artículo 65 del Código de Trabajo, los recurridos no
estaban entre éstos, por lo que no debieron ser considerados
trabajadores por tiempo indefinido y que además los motivos
de la sentencia son insuficientes e imprecisos y generales, no
permiten a la Suprema Corte de Justicia ejercer su poder de
control, por lo cual la misma debe ser casada;

Considerando, que el examen de la sentencia pone de
manifiesto que existía controversia entre las partes sobre la
naturaleza del contrato, pues mientras el patrono invocaba
que el que era para una obra determinada, los recurridos
sostienen que era por tiempo indefinido; que en esta si-
tuación es deber de los Jueces del fondo exponer en sus
sentencias los hechos y circunstancias que caracterizan el
contrato, para que la Suprema Corte de Justicia pueda
ejercer su facultad de control sobre la calificación del con-
trato, como cuestión de derecho;

Considerando, que la Cámara a-qua para decidir que el
contrato existente entre las partes era un contrato de trabajo
por tiempo indefinido expresa después de referirse a que el
patrono no había aportado la prueba de que los trabajadores
estuvieran incluidos en la solicitud de la reducción del
personal de la obra, "que esta circunstancia unida a la
característica de los servicios prestados por los trabajadores
determina que no se trataba de trabajadores para un obra de
terminada, sino por tiempo indefinido" y "que las
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decla raciones de los testigos confirman este carácter de loscontratos de trabajos, ya que quedó establecido en audienciaque trabajaron en di ferentes obras contratadas por la compa-ñía"; por lo que se advierte que la Cámara a-qua no 

describe,como era su deber, las características de los servicios presta-dos por cada uno de los trabajadores, en que se basó para,calificar los contratos de trabajo por tiempo 
indefinido, ni' demuestra por comprobaciones de hecho si las diferentesobras que realizaba la empresa las ejecutaba sucesivamente ysin in

terrupción o sin entre ellas mediaba algún período de
tiempo y si en esta última contingencia los tra bajadores per-manecían a su disposición y bajo la dependencia continuae inin terrumpida del patrón, como elemento 

característico deeste tipo de contrato; que en tales condiciones la SupremaCorte de Justicia no dispone de los elementos 
necesariospara verificar si al calificar la Cámara a-qua los aludidoscontratos por tiempo indefinido, hizo una correcta aplicaciónde la Ley, razón por la cual la sentencia impugnada debe sercasada por carecer'de base legal, sin necesidad de examinarel otro medio del recurso;

Considerando, que de conformidad con el artículo 65 de laLey sobre Procedimiento de Casación, cuando las sentenciassean casadas por falta de base legal, las costas pueden sercompensadas;
Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada porla Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado dePrimera In

stancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, el 24de agosto de 1981, en atribuciones de trabajo, cuyo dis-positivo se copia en parte anterior del presente fallo, y envía elasunto por ante la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de laSegunda Circunscripción del Distrito J udicial de Santiago, enlas mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas.(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Ch upani.- Darío Bal-c
ácer.- F.E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. 

AlburquerqueCa
stillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H. 

Goicochea S.-Máximo Puello	
Abelardo Herrera Piña.- GustavoG

ómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-ñores Jueces que figuran en su 

encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, quecertifico. (FD0).: Miguel Jacobo.



3466	 BOLETIN JUDICIAL 

los Santos, C. por A., al pago de las costas, con distracción
de las mismas en favor del Dr. Manuel Antonio Sepúlveda
Luna, quien afirma estarlas avanzando en su mayor parte";

Considerando, que la recurrente propone en su recurso los
siguientes medios: Primer Medio: Falta de base legal; no
ponderación de los documentos decisivos de la causa; mo-
tivos vagos, imprecisos y generales; Segundo Medio:
Violación del artículo 65 del Código de Trabajo;

Considerando, que la recurrente en el desarrollo del primer
medio de casación alega, en síntesis, que la sentencia im
pugnada no indica los hechos en que se basó para conclui.
que se trataba de contratos de trabajo por tiempo indo! inidc
ni ponderó la certificación expedida por el Representante
Local de Trabajo de Puerto Plata, el 6 de octubre de 1978, la
cual daba constancia de la terminación de la cuarta etapa de
la urbanización Gregorio Luperón, de Puerto Plata, donde
trabajaban los recurridos y que aunque en esta certificación
se hacía excepción de algunos trabajadores, que no estaban
dentro del artículo 65 del Código de Trabajo, los recurridos no
estaban entre éstos, por lo que no debieron ser considerados
trabajadores por tiempo indefinido y que además los motivos
de la sentencia son insuficientes e imprecisos y generales, no
permiten a la Suprema Corte de Justicia ejercer su poder de
control, por lo cual la misma debe ser casada;

Considerando, que el examen de la sentencia pone de
manifiesto que existía controversia entre las partes sobre la
naturaleza del contrato, pues mientras el patrono invocaba
que el que era para una obra determinada, los recurridos
sostienen que era por tiempo indefinido; que en esta si-
tuación es deber de los Jueces del fondo exponer en sus
sentencias los hechos y circunstancias que caracterizan el
contrato, para que la Suprema Corte de Justicia pueda
ejercer su facultad de control sobre la calificación del con-
trato, como cuestión de derecho;

Considerando, que la Cámara a-qua para decidir que el
contrato existente entre las partes era un contrato de trabajo
por tiempo indefinido expresa después de referirse a que el
patrono no habla aportado la prueba de que los trabajadores
estuvieran incluidos en la solicitud de la reducción del
personal de la obra, "que esta circunstancia unida a la
característica de los servicios prestados por los trabajadores
determina que no se trataba de trabajadores para un obra de
terminada, sino por tiempo indefinido" y "que las
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declaraciones de los testigos confirman este carácter cíe toscontratos de trabajos, ya que quedó establecido en audienciaque trabajaron en diferentes obras contratadas por la compa-ñía"; por lo que se advierte que la Cámara a-qua no describe,como era su deber, las características de los servicios presta-dos por cada uno de los trabajadores, en que se basó para,calificar los contratos de trabajo por tiempo indefinido, ni'demuestra por comprobaciones de hecho si las di ferentesobras que realizaba la empresa las ejecutaba sucesivamente ysin inte

rrupción o sin entre ellas mediaba algún período de
tiempo y si en esta última contingencia los trabajadores per-manecían a su disposición y bajo la dependencia continuae ininterrumpida del patrón, como elemento característico deeste tipo de contrato; que en tales condiciones la SupremaCorte de Justicia no dispone de los elementos necesariospara verificar si al calificar la Cámara a-qua los aludidoscontratos por tiempo indefinido, hizo una correcta aplicación'de la Ley, razón por la cual la sentencia impugnada debe sercasada por carecer‘de base legal, sin necesidad de examinarel otro medio del recurso;
Considerando, que de conformidad con el artículo 65 de laLey sobre Procedimiento de Casación, cuando las 

sentenciassean casadas por falta de base legal, las costas pueden ser
compensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada porla Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado dePrimera In
stancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, el 24de agosto de 1981, en atribuciones de trabajo, cuyo dis-positivo se copia en parte anterior del p resente fallo, y envía elasunto por ante la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de laSegunda Circu nscripción del Distrito Judicial de Santiago, enlas mismas atribuciones; Se g undo: Compensa las costas.(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Sal-cácer.- F.E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. AlburquerqueCastillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.-Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña- 

GustavoGó
mez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente se
ntencia ha sido dada y firmada por los se-ñores Jueces que figuran en su 

encabezamiento, en laaudi
encia pública del día, mes y año, en él expresados, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, quecertifico. ( FD0).: Miguel Jacobo.
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SENTENC IA DE FECHA 4 DE NOVIEMB RE DEL 1983 No.

11,

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santo

Domingo, de fecha 27 de marzo de 1978.

Materia: Civil

Recurrente (s): Andrés García y García.

Recurrido (s): Distribuido ra Escolar, S.A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,

regularme nte constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretado General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día de noviembre de 1983, años 140'

de la Independenc ia y 1
4
21' de la Restauració n, dicta en

audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente

sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés

García y García, español, mayor de edad, casado, industrial,
residente en la avenida Francia No. 50 de esta ciudad, cédula
No. 186545, serie tra., contra la sentencia del 27 de marzo de
1978, dictada en sus atribuciones civiles por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más

adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Servio A. Pérez Perdomo, en representación de'

Dr. A. Ballester Hernández, cédula No. 141, serie 48, abogado
del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurado r General de la

República;
Visto el memorial de casación del recurrente del 19 de junio
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de 1978, suscrito por su abogado en ef cual se proponen
contra la sentencia impugnada los medios de casación que se
indican más adelante;

Visto el escrito de ampliación del recurrente del 6 de no-
viembre de 1981, suscrito por su abogado;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia del 28
de julio de 1981, por la que se declara a la recurrida Dis-
tribuidora Escolar, S.A., excluida del derecho de presentarse
en audiencia a exponer sus medios de defensa;

Visto el auto dictado en fecha 3 de noviembre del corriente
.iio 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, F.E. Ravelo
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurrente;
y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
una demanda civil en cobro de dineros y validez de embargo
retentivo, la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, dictó el 11 de junio de 1974 una sentencia cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el
defecto pronunciado en audiencia contra el señor Andrés
García y García, parte demandada por no haber comparecido,
no obstante haber sido legalmente emplazado; SEGUNDO:
Acoge las conclusiones presentadas en audiencia por la
Distribuidora Escolar, S.A., parte demandante, por ser justas
y reposar en prueba legal, y en consecuencia, declara vencido
el plazo para la ejecución de la obligación que tiene el señor
Andrés García y García frente a la Distribuidora Escolar, S.A.,
haciendo exigible la totalidad de la deuda y sus intereses y
condena a dicha parte demandante a pagar al demandante lo
siguiente: a) la suma de RDS22,946.77 c o rrespondiente al
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11,

Sentencia impugnada : Curte de Apelación de Santo

Domingo, de fecha 27 de marzo de 1978.

Materia: Civil

Recurrente (s): Andrés García y García.

Recurrido (s): Distribuidora Escolar, S.A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darlo Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis

Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 4 de noviembre de 1983, años 140'
de la Independenc ia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente

sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés

García y García, español, mayor de edad, casado, industrial,
residente en la avenida Francia No. 50 de esta ciudad, cédula
No. 186545, serie 1ra., contra la sentencia del 27 de marzo de
1978, dictada en sus atribuciones civiles por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más

adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido al Dr. Servio A. Pérez Perdomo, en representación de'

Dr, A. Ballester Hernández, cédula No. 141, serie 48, abogado
del recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Visto el memorial de casación del recurrente del 19 de junio

de 1978, suscrito por su abogado en ef cual se proponen
contra la sentencia impugnada los medios de casación que se
indican más adelante;

Visto el escrito de ampliación del recurrente del 6 de no-
viembre de 1981, suscrito por su abogado;

Vista la Resolución de la Suprema Corte de Justicia del 28
de julio de 1981, por la que se declara a la recurrida Dis-
tribuidora Escolar, S.A., excluida del derecho de presentarse
en audiencia a exponer sus medios de defensa;

Visto el auto dictado en fecha 3 de noviembre del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, F.E. Ravelo
de la Fuente, Leonte R. Albuiquerque C., Luis V. García de
Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurrente;
y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
una demanda civil en cobro de dineros y validez de embargo
retentivo, la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera
Circunscripción del Juzgado do Primera Instancia del Distrito
Nacional, dictó el 11 de junio de 1974 una sentencia cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el
defecto pronunciado en audiencia contra el señor Andrés
García y García, parte demandada por no haber comparecido,
no obstante haber sido legalmente emplazado; SEGUNDO:
Acoge las conclusiones presentadas en audiencia por la
Distribuidora Escolar, S.A., parte demandante, por ser justas
y reposar en prueba legal, y en consecuencia, declara vencido
el plazo para la ejecución de la obligación que tiene el señor
Andrés García y García frente a la Distribuidora Escolar, S.A.,
haciendo exigible la totalidad de la deuda y sus intereses y
condena a dicha parte demandante a pagar al demandante lo
siguiente: a) la suma de RDS22,946.77 correspondiente al
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capital e intereses restantes de la suma de RDS28,800.00 de-
bida; b) la suma de RDS3,656 correspondiente a los pagarés
vencidos y no pagados; c) los intereses legales de ambas
sumas, a título de daños y perjuicios a partir de la fecha de la
demanda hasta la totalidad de la ejecución de la sentencia; d)
al pago de las costas causadas y por causarse en la presente
instancia con distracción de las mismas en favor de los Dres.
Wellington y J. Ramos Messina y Enmanuel T. Esquea G.,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; TER-
CERO: Valida el Embargo Retentivo Practicado en fecha 18
del mes de marzo de 1974, por la Distribuidora Escolar, S.A.,
parte demandante, en sus propias manos contra el señor
Andrés García y García, parte demandada, y en consecuencia
ordené la venta en pública subasta de las 228 acciones de
Industrias Unidas, C. por A., de a cien pesos oro IRDS100.00)
cada una, que le fueron embargadas mediante acto de Al-
guacil el 18 de marzo de 1974, a fin de que el producto de esta
venta sean • pagadas las anteriores sumas aducidas;
CUARTO: Comisiona al Ministerial Frank Patrocinio
Lluberes, Alguacil Ordinario de este Tribunal, para la no-
tificación de la presente sentencia"; b) que sobre el recurso
interpuesto la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó en
sus atribuciones civiles una sentencia el 5 de diciembre de
1975, en defecto con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia
contra el intimante Andrés García y García, por falta de
concluir; SEGUNDO: Descarga pura y simplemente a la
intimada Distribuidora Escolar, S.A., del recurso de apelación
interpuesto por Andrés García y García, contra sentencia de
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha
once (11) del mes de julio del año 1974, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en
audiencia Contra el señor Andrés García y García, parte
demandada por haber comparecido, no obstante haber sido
legalmente emplazado; Segundo: Acoge las conclusiones
presentadas en audiencia por la Distribuidora Escolar, S.A.,
parte demandante, por ser justa y reposar en prueba legal, y
en consecuencia, declara vencido, el plazo para la ejecución
de la obligación que tiene el señor Andrés García y García
frente a la Distribuidora Escolar, S.A., haciendo exigible la to-
talidad de la deuda y sus intereses y condena a dicha parte
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demandante a pagar al demandante lo siguiente: al la suma
de RDS22,94677, corres pondiente al capital e intereses res-
tantes de la suma de P.DS28,800.00, debida; b) la suma de
RDS3,656.00 correspondiente a los dos pagarés vencidos y no
pagados; c) los intereses legales de ambas sumas, a título de
daños y perjuicios a partir de la fehca de la demanda hasta la
totalidad ejecución de la sentencia; d) al pago de las costas
causadas y por causarse en la presente instancia con dis-
tracción de las mismas en favor de los Dres. Wellington y J.
Ramos Messina y Enmanuel T. Esquea Guerrero, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad; Tercero: Valida el
Embargo Retentivo practicado en fecha 19 del mes de marzo
de 1374, por la Distribuidora Escolar, S.A., parte demandante,
en sus propias manos contra el señor Andrés García y García,
parte demandada, y en consecuencia ordena la venta en
pública subasta de las 228 acciones de Industrias Unklas,
C. por A., de cien pesos oro (RD3100.00) cada una qua la
fueron embargadas mediante acto de Alguacil el 18 de marzo
de 1974, a fin de que el producto de esta venta sean pagadas
las anteriores sumas adeudadas; Cuarto: Comisiona al
Ministerial Frank Patrocinio Lluberes, Alguacil Ordinario de
este Tribunal, para la notificación de la presente sentencia';
TERCERO: Condena al apelante al pago de las costas, or-
denando su distracción en favor del abogado Dr. Enmanuel
T. Esquea Guerrero, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte"; c) que sobre el recurso de oposición in-
terpuesto contra la sentencia anterior intervino el fallo ahora
impugnado en casación y cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Rechaza las conclusiones formuladas por Andrés
García y García, por improcedentes y mal fundadas;
SEGUNDO: Acoge las conclusiones expuestas por Dis-
tribuidora Escolar S.A., y en consecuencia declara inad-
misible por tardío el recurso de oposición interpuesto en
fecha 16 de enero de 1376, por Andrés García y García, contra
sentencia dictada por esta Corte en fecha 5 de diciembre de
1975; TERCERO: Condena a Andrés García y García al pago
de las costas, con distracción en provecho de los Dres.
Wellington J. Ramos Messina y Enmanuel T. Esquea
Guerrero, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando, que el recurrcnte propone contra la sen-
tencia impugnada los siguientes medios de casación: Primer
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capital e intereses restantes de la suma de RDS28,800.00 de-
bida; b) la suma de RDS3,656 correspondiente a los pagarés
vencidos y no pagados; cl los intereses legales de ambas
sumas, a título de daños y perjuicios a partir de la fecha de la
demanda hasta la totalidad de la ejecución de la sentencia; d)
al pago de las costas causadas y por causarse en la presente
instancia con distracción de las mismas en favor de los Dres.
Wellington y J. Ramos Messina y Enmanuel T. Esquea G.,
quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad; TER-
CERO: Valida el Embargo Retentivo Practicado en fecha 18
del mes de marzo de 1974, por la Distribuidora Escolar, S.A.,
parte demandante, en sus propias manos contra el señor
Andrés García y García, parte demandada, y en consecuencia
ordena la venta en pública subasta de las 228 acciones de
Industrias Unidas, C. por A., de a cien pesos oro (RDS100.00)
cada una, que le fueron embargadas mediante acto de Al-
guacil el 18 de marzo de 1974, a fin de que el producto de esta
venta sean pagadas las anteriores sumas aducidas;
CUARTO: Comisiona al Ministerial Frank Patrocinio
Llube res, Alguacil Ordinario de este Tribunal, para la no-
tificación de la presente sentencia"; b) que sobre el recurso
interpuesto la Corte de Apelación de Santo Domingo dictó en
sus atribuciones civiles una sentencia el 5 de diciembre de
1975, en defecto con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en audiencia
contra el intimante Andrés García y García, por falta de
cóncluir; SEGUNDO: Descarga pura y simplemente a la
intimada Distribuidora Escolar, S.A., del recurso de apelación
interpuesto por Andrés García y García, contra sentencia de
la Cámara Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha
once (11) del mes de julio del año 1974, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla: Primero: Ratifica el defecto pronunciado en
audiencia contra el señor Andrés García y García, parte
demandada por haber comparecido, no obstante haber sido
legalmente emplazado; Segundo: Acoge las conclusiones
presentadas en audiencia por la Distribuidora Escolar, S.A.,
parte demandante, por ser justa y reposar en prueba legal, y
en consecuencia, declara vencido, el plazo para la ejecución
de la obligación que tiene el señor Andrés García y García
frente a la Distribuidora Escolar, S.A., haciendo exigible la to-
talidad de la deuda y sus intereses y condena a dicha parte
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demandante a pagar al demandante lo siguiente: a) la suma
de RDS22,94677, correspondiente al capital e intereses res-
tantes de la suma de RDS28,800.00, debida; b) la suma de
RDS3,656 00 correspondiente a los dos pagarés vencidos y no
pagados; c) los intereses legales de ambas sumas, a títuk) de
daños y perjuicios a partir de la fehca de la demanda hasta la
totalidad ejecución de la sentencia; d) al pago de las costas
causadas y por causarse en la presente instancia con dis-
tracción de las mismas en favor de los Dres. Wellington y J.
Ramos Messina y Enmanuel T. Esquea Guerrero, quienes
afirman haberlas avanzado en su totalidad; Tercero: Valida el
Embargo Retentivo practicado en fecha 13 del mes de marzo
de 1374, por la Distribuidora Escolar, S.A., parte demandante,
en sus propias manos contra el señor Andrés García y García,
parte demandada, y en consecuencia ordena la venta en
pública subasta de las 228 acciones de Industrias Unidas,
C. por A., de cien pesos oro IRD$100:00) cada una qua la
fueron embargadas mediante acto de Alguacil el 13 de marzo
de 1974, a fin de que el producto de esta venta sean pagadas
las anteriores sumas adeudadas; Cuarto: Comisiona al
Ministerial Frank Patrocinio Lluberes, Alguacil Ordinario de
este Tribunal, para la notificación de la presente sentencia.;
TERCERO: Condena al apelante al pago de las costas, or-
denando su distracción en favor del abogado Dr. Enmanuel
T. Esquea Guerrero, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte"; c) que sobre el recurso de oposición in-
terpuesto contra la sentencia anterior intervino el fallo ahora
impugnado en casación y cuyo d :spositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Rechaza las conclusiones formuladas por Andrés
García y García, por improcedentes y mal fundadas;
SEGUNDO: Acoge las conclusiones expuestas por Dis-
tribuidora Escolar S.A., y en consecuencia declara inad-
misible por tardío el recurso de oposición interpuesto en
fecha 16 de enero de 1376, por Andrés García y García, contra
sentencia dictada por esta Corto en fecha 5 de diciembre de
1975; TERCERO: Condena a Andrés García y García al pago
de las costas, con distracción en provecho de los Dres.
Wellington J. Ramos Messina y Enmanuel T. Esquea
Guerrero, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad";

Considerando, que el recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada los siguientes medios de casación: Primer
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Medio: Violación del artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil, falta de motivos. Falta de base legal; Segundo
Medio: Violación de los artículos 68 y 70 del mismo texto;

Considerando, que el recurrente en su segundo medio el
cual se examina en primer término por la solución que se dará
al asunto, alegan en síntesis lo siguiente: que la Corte a-qua
reconoce que el acto de fecha 12 de diciembre de 1975, fue
recibido por el señor Héctor Pimentel, quien según el Alguacil
actuante, dicha persona le dijo ser un vividor de dicha casa,
pero establece que "el Acta no debla ser firmada por el vi-
vidor del domicilio del Dr. Despradel Morillo en razón de que
dicho señor no es un vecino", que Héctor Pimentel no podía
válidamente recibir el acto por no ser una de las personas
indicadas en el artículo 68 del Código de Procedimiento Civil,
el cual exige que se establezcan nexos que ligan al notificado
con la persona a quien se le entrega el acto y sobre todo si esa
persona vive en el domicilio donde tiene su estudio el aboga-
do, puesto que otra persona pudo recibir el acto con las
mismas consecuencias, que conforme al citado texto legal
sólo tienen calidad para recibir válidamente un acto en el
domicilio del notificado los parientes, empleados o sirvientes
y en caso excepcional un vecino en las condiciones indicadas
por la ley, que la no observancia de esas formalidades en
dicha notificación conlleva la nulidad del acto de conformidad
con el artículo 70 del Código de Procedimiento Civil, por lo
que procede la casación de la sentencia por falta de base
legal;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar inad-
misible el recurso de oposición interpuesto por Andrés
García y García se basó en que "la notificación de la sen-
tencia fue hecha el día 12 de diciembre de 1975 y el recurso de
oposición fue intentado en fecha 16 de enero de 1976, que de
conformidad con el artículo 157 del Código de Procedimiento
Civil, la oposición interpuesta contra una sentencia en de-
fecto por falta de concluir no será admisible, sino durante la
octava, a contar del día de la notificación al abogado, en
consecuencia al haberse intentado la oposición el 16 de enero
de 1976, fuera del plazo indicado, procede declararla
inadmisible"; pero,

Considerando, que según consta en la sentencia im-
pugnada, la notificación del 13110 recurrido en oposición fue
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hecha al abogado en manos de Electo( Pimentel; quien según
el Alguacil actuante "dicha persona le dijo ser un vividor de la
casa", que no habiéndose consignado la relación existente
entre la persona que recibía la copia y el destinatario del acto
tal como lo requiere para su validez el artículo 68 del Código
de Procedimiento Civil, la Suprema Corte de Justicia no ha
sido puesta en condiciones de verificar si en la especie la ley
ha sido bien o mal aplicada, por lo cual procede la casación de
la sentencia impugnada por falta de base legal;Considerando, que cuando la sentencia es casada por faltade base legal, las costas podrán ser compensadas;Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada porla Corte de Apelación de Santo Domingo, en atr ibuciones ci-

viles, el 27 de marzo de 1978, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior del presente fallo y envía el asunto por ante la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en 

las mismasatribuciones; Segundo: Compensa las costas.
(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-

cácer.- F.E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (PDO.): Miguel Jacobo.

3473



BOLETIN JUDICIAL

Medio: Vio'ación del artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil, falta de motivos. Falta de base legal; Segundo
Medio: Violación de los artículos 68 y 70 del mismo texto;

Considerando, que el recurrente en su segundo medio el
cual se examina en primer término por la solución que se dará
al asunto alegan en síntesis lo siguiente: que la Corte a-qua
reconoce que el acto de fecha 12 de diciembre de 1975, fue
recibido por el señor Héctor Pimentel, quien según el Alguacil
actuante, dicha persona le dijo ser un vividor de dicha casa,
pero establece que "el Acta no debía ser firmada por el vi-
vidor del domicilio del Dr. Despradel Morillo en razón de que
dicho señor no es un vecino", que Héctor Pimentel no podía
válidamente recibir el acto por no ser una de las personas
indicadas en el artículo 68 del Código de Procedimiento Civil,
el cual exige que se establezcan nexos que ligan al notificado
con la persona a quien se le entrega el acto y sobre todo si esa
persona vive en el domicilio donde tiene su estudio el aboga-
do, puesto que otra persona pudo recibir el acto con las
mismas consecuencias, que conforme al citado texto legal
sólo tienen calidad para recibir válidamente un acto en el
domicilio del notificado los parientes, empleados o sirvientes
y en caso excepcional un vecino en las condiciones indicadas
por la ley, que la no observancia de esas formalidades en
dicha notificación conlleva la nulidad del acto de conformidad
con el artículo 70 del Código de Procedimiento Civil, por lo
que procede la casación de la sentencia por falta de base
legal;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar inad-
misible el recurso de oposición interpuesto por Andrés
García y García se basó en que "la notificación de la sen-
tencia fue hecha el día 12 de diciembre de 1975 y el recurso de
oposición fue intentado en fecha 16 de enero de 1976, que de
conformidad con el artículo 157 del Código de Procedimiento
Civil, la oposición interpuesta contra una sentencia en de-•

fecto por falta de concluir no será admisible, sino durante la
octava, a contar del día de la notificación al abogado, en
consecuencia al haberse intentado la oposición el 16 de enero
de 1976, fuera del plazo indicado, procede declararla
inadmisible"; pero,

Considerando, que según consta en la sentencia im-
pugnada, la notificación del fallo recurrido en oposición fue
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hecha al abogado en manos de Héctoi Pimentel; quien según
el Alguacil actuante "dicha persona le dijo ser un vividor de 

lacasa", que no habiéndose consignado la relación ex istenteentre la persona que recibía la copia y el destinatario del acto
tal como lo requiere para su validez el artículo 68 

del Códigode Procedimiento Civil, la Suprema Corte de Justicia no ha
sido puesta en condiciones de verificar si en la especie la ley
ha sido bien o mal aplicada, por lo cual procede la casación dela sentencia impugnada por falta de base legal;Considerando, que cuando la sentencia es casada por faltade base legal, las costas podrán ser compensadas;Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada porla Corte de A pelación de Santo Domingo, en atribuciones ci-

viles, el 27 de marzo de 1978, cuyo dispositivo se copia en
parte anterior del presente fallo y envía el asunto por ante laCorte de Apelación de San Pedro de Macorís, en las mismasatribuciones; Segundo: Compensa las costas.(FI RMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-cácer.- F.E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.Luis V. García de Peña.- Hugo H. G oicochea S.- Máximo

Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico. ( F IDO.): Miguel Jacobo.

3472

a



3474

SENTENCIA CE FECH A 7 OE NOVIEMBRE DEL 1983 No.

12

Sentencia impugnada: Corte de Apelació n de San Cris-

tóbal. de fecha 15 de agosto de 1980.

Materia: Civil.

Recurrente (s): EMMA ALTAGRACIA ARISTY DE LARA.

Abogado Is): Licda. Luz M. Duquela Canó y Dr. Julio E.

'Duquela Morales.

Recurrido (5): La AGRO-INDUSTRIAL. S.A.

Abogado (s): Dres. Julio C. Brache Cáceres, Juan A. Mores,
Miguel Angel Presto] González, y Altagrac ia Norma Bautista

Pujols

Dios, Patria y Libertao.
República Dominicana.

. En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

Chupani, Presiden te; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la

ciudad de Santo Doming o de Guzmán, Distrito Naciona l, hoy

día 7 del mes de noviembre del año 1983, años 140' de la
Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia

pública, como Corte de Casación , la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emma Al-

tagracia Aristy de Lara, dominicana, mayor de edad, de este

domici lio y residencia, cédula No.67884, serie 1ra; contra la
Por la Corte de

sentencia dictada el 15 de agosto de 1980, p 
Apelación de San Cristóba l , en sus atribuciones civiles y en

eferimiento, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oido al Alguaci l de turno en la lectura del rol;
Oído a la Licda. Luz M. Duquela Canó, cédula No. 138217,
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serie 1ra., por sí y por el Dr. Julio E. Duquela Morales, cédula
No. 28819, serie 47, abogados de la recurrente, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Julio C.
Brache Cáceres, cédula No. 21229 serie 47, por sí y por el Lic.
Juan A. Morel, cédula No. 58, serie 31, y los Dres. Miguel
Angel Presto! González, cédula No. 98906, serie 1ra., y Al-
tagracia Norma Bautista Pujols de Castillo, cédula No. 9012,
serie 13, abogados de la recurrida la Ag ro-Industrial, S.A.,
con su domicilio social en la sección Las Clavellinas, del
municipio de Azua;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscrito por
sus abogados, el 19 de enero de 1980, en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada, los medios que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito por
sus abogados, el 6 de abril de 1980;

Visto el auto dictado en fecha 4 del mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurrente,
y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda por la vía del referimiento in-
coada por la actual recurrida contra la recurrente, el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, dictó el 9
de junio de 1980, una sentencia con el siguiente dispositivo:
" FALLA: PRIMERO: Que debe rechazar y rechaza lasconclusiones principales, subsidiarias y más subsidiarias
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEMBRE DEL 1983 No.

12

Sentencia impugnada: Corte de Apelació n de San Cris-

tóbal, de fecha 15 de agosto de 1980.

Materia: Civil.

Recurrente
 (s): EMMA ALTAGRACIA ARISTY DE LARA.

Abogado (s): Licda. Luz M. Duquela Canó y Dr. Julio E.

Duquela Morales.

Recurrid o (s): La AGRO-INDUSTRIAL. S.A.

Abogado (s): Ores. Julio C. Brache Cáceres, Juan A. Mores,

Miguel Angel Prestol González, y Altagrac ia Norma Bautista

Puiols

Dios, Patria y Libertan.
República Dominicana.

. En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia,

regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de

Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicoche a S., Abelardo

Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencia

s, en la

ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio140'
nal, dho

yl
hoya

día 7 del mes de noviemb re del año 1983, años 
Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia

pública, como Corte de Casació n, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Emma Al-

tagracia Aristy de Lara, dominica na , mayor de eda
a

d, de raeste

domicil io y residencia, cédula No.67884, serie 1r; cont la
orlala Corte de

sentencia dictada el 15 de agosto de 1980, p 
Apelación de San Cristóba l , en sus atribuciones civiles y en

referimiento, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguaci l de turno en la lectura del rol;
Oído a la Licda. Luz M. Duquela Canó, cédula No. 138217,
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serie Ira., por sí y por el Dr. Julio E. Duquela Morales, cédula
No. 28819, serie 47, abogados de la recurrente, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Julio C.
Brache Cáceres, cédula No. 21229, serie 47, por sí y por el Lic.
Juan A. Morel, cédula No. 58, serie 31, y los Dres. Miguel
Angel Prestol González, cédula No. 98906, serie 1ra., y Al-
tagracia Norma Bautista Pujols de Castillo, cédula No. 9012,
serie 13, abogados de la recurrida la Ag ro-Industrial, S.A.,
con su domicilio social en la sección Las Clavellinas, del
municipio de Azua;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscrito por
sus abogados, el 19 de enero de 1980, en el cual se proponen
contra la sentencia impugnada, los medios que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito por
sus abogados, el 6 de abril de 1980;

Visto el auto dictado en fecha 4 del mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por la recurrente,
y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo s iguiente: a) que
con motivo de una demanda por la vía del referimiento in-
coada por la actual recurrida contra la recurrente, el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, dictó el 9
de junio de 1980, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Que debe rechazar y rechaza las
conclusiones principales, subsidiarias y más subsidiarias
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presentadas en esta audiencia por la señora Emma 

Andadas;
AristyAristy de Lara, por improcedentes Y fu 
SEGUNDO: Que debe acoger y acoge las conclusiones
presentadas por la Compañía Agro-Industrial, S.A.,
representada por su Consejo de Directores y por su Presi-
dente, señor César Raymundo de Lara Bencosme; y en
consecuencia: a) Dispone que los efectos embargados y
descritos en el proceso verbal de fecha 4 de junio de 1980, del
Alguacil Ramón Alberto Pérez S., de Estrados de este Juzga-
do de Primera Instancia, deben subsistir o permanecer, sin
desplazamiento, en el lugar donde se encuentran señalados
en el mencionado proceso verbal; bl Condenar a la señora
Emma Altagracia Aristy de Lara, parte demandada que
sucumbe, al pago de las costas de este procedimiento, con
distracción de las mismas en favor de los abogados Lic.Fred-
dy Prestol Castillo y Dr. Julio C. Brache Cáceres; TER-
CERO: Que debe declarar y declara que la presente sentencia
es ejecutoria provisionalmente, no obstante cualquier recurso
que contra la misma se interponga"; b) que sobre el recurso
interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: Acoge las con-
clusiones formuladas por el Lic. Freddy Prestol Castillo y Dr.
Julio César Brache Cáceres, en consecuencia, da acta a los
mencionados abogados de que se constituyeron en esta
audiencia como abogados de la parte intimada, en relación al
recurso de apelación interpuesto mediante declaración en
Secretaría por la Lic. Luz María Duquela Cenó, a nombre y
representación de Emma Altagracia Aristy de Lara;
SEGUNDO: Declara inadmisible, irregular el recurso de
apelación interpuesto por la señora Emma Altagracia Aristy
de Lara, por mediació n de la Licda. Luz María Duquela Caenóel,
por haberlo hecho en violación a la Ley, en la Secretarí d
Tribunal, contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, en funciones
de Juez de los Referimientos, de fecha 9 de junio de 1980;
TERCERO: Pronunc ia el defecto contra la señora

conc luir
Emma

Altagracia Aristy de Lara, parte apelante, por falta de 
sus abogados; CUARTO : Condena a la parte sucumbiente al
pago de las costas y ordena que sean distraídas en provecho
del Lic. Freddy Prestol Castillo y Dr. Julio César Brache
Cáceres, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor
parte";
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BOLETIN JUDICIAL Considerando, que en su memorial de casación la
recurrente propone contra la sentencia impugnada los
siguientes medios: Primer Medio: Violación al artículo 457
del Código de Procedimiento Civil; Segundo Medio:
Violación a la Ley de Divorcio, artículo 276, Ley No. 855 del
1978; Tercer Medio: Violación al derecho de defensa; en
cuanto a la urgencia;

Considerando, que el examen de los dos primeros medios y
la primera parte del tercer medio, propuesto por la recurrente
contra la sentencia impugnada, pone de relieve que los agra-
vios que los mismos contienen están dirigidos en realidad
contra la sentencia dictada el 9 de junio de 1980, por la
Jurisdicción de Primer Grado, tal como lo reconoce la propia
recurrente en la Pág. 15 de su memorial, la cual sentencia
no constituye el objeto del presente recurso de casación; que,
por lo tanto, tales medios carecen de pertinencia y deben ser
desestimados;

Considerando, que en la última parte de su tercer medio de
casación la recurrente alega, en síntesis, que su derecho de
defensa fue violado porque, si bien es cierto que interpuso su
recurso de apelación contra la sentencia del Tribunal de
Primer Grado, mediante declaración en la Secretaría de dicho
Tribunal, no es rn c.nos cierto que esa situación fue regulariza-
da en tiempo oportuno, ya que por acto del 18 de junio de
1980 instrumentado por el Ministerial Rafael Ferreira, in-
terpuso dicho recurso en la forma prescrita por la Ley; que a-
demás, la Corte a-qua conoció y falló el recurso de apelación
en cuestión, sin que la apelante fuese debidamente em-
plazada para exponer sus medios de defensa y formular
conclusiones en los términos de su interés; que, en fin, la
Corte a-qua pronunció la nulidad del recurso de apelación,
sin precisar si la inobservancia de las formalidades había
causado algún perjuicio a la empresa intimada; que, por otra
parte, la Corte a-qua violó la Ley No. 1015 de 1935 y el ar-
tículo 462 del Código de Procedimiento Civil, al concede!
audiencia a la parte intimada, sin que ésta previamente
hubiese notificado sus defensas contra el recurso de
apelación; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
Pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar inad-
misible el recurso de apelación de la actual recurrente,
ex presó q ue el mismo fue interpuesto mediante declaración
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presentadas en esta audiencia por la señora Emm fua Altagracia

Aristy de Lara, por improced entes Y mal Andadas;
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presentadas por la Compañía Agro-Industrial, S.A.,
representada por su Consejo de Directores y por su Presi-
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desplazamiento, en el lugar donde se encuentran señalados
en el mencionado proceso verbal; b) Condena r a la señora
Emma Altagracia Aristy de Lara, parte demandada que
sucumbe, al pago de las costas de este procedimiento, con
distracción de las mismas en favor de los abogados Lic.Fred-
dy Prestol Castillo y Dr. Julio C. Brache Cáceres; TER-
CERO : Que debe declara r y declara que la presente sentencia
es ejecutoria provisionalmente, no obstante cualqu ie r recurso
que contra la misma se interponga"; b) que sobre el recurso
interpuesto intervino la sentenc ia ahora impugnada, cuyo

disposi tivo dice así: 'FALLA: PRIMERO: Acoge as con-
clusiones formulada s por el Lic. Freddy Prestol Castillo y Dr.
Julio César Brache Cáceres, en consecuencia, da acta a los
mencionados abogados de que se constituyeron en esta
audiencia como abogados de la parte intimada, en relación al
recurso de apelación interpuesto mediante declarac i ón en
Secretaría por la Lic. Luz María Duquela Canó, a nombre Y
representación de Emma Altagracia Aristy de Lara;
SEGUNDO: Declara inadmisible, irregu la r el recurso de

apelació n interpuesto por la señora Emma Altagracia Aristy
de Lara, por mediación de la Licda. Luz María Duquela Canó,
por haberlo hecho en violació n a la Ley, en la Secretaría del

Tribunal , contra la sentenc ia dictada por el Juzgado de

Primera Instanc ia del Distrito Judicial de Azua, en funciones
de Juez de los Referimientos, de fecha 9 de junio de 1980;
TERCERO: Pronunc ia el defecto contra la señoraconcluEmma

Altagrac ia Aristy de Lara, parte apelante, por falta de 	 ir

sus abogados; CUARTO: Condena a la parte sucumbiente al
pago de las costas y ordena que sean distraídas en provecho
del Lic. FreddY Prestol Castillo y Dr. Julio César Brache
Cáceres, quienes afirman haberles avanzado en su mayor
parte";
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recurrente propone contra la sentencia impugnada los
siguientes medios: Primer Medio: Violación al artículo 457
del Código de Procedimiento Civil; Segundo Medio:
Violación a la Ley de Divorcio, artículo 276, Ley No. 855 del
1978; Tercer Medio: Violación al derecho de defensa; en
cuanto a la urgencia;

Considerando, que el examen de los dos primeros medios y
la primera parte del tercer medio, propuesto por la recurrente
contra la sentencia impugnada, pone de relieve que los agra-
vios que los mismos contienen están dirigidos en realidad
contra la sentencia dictada el 9 de junio de 1980, por la
Jurisdicción de Primer Grado, tal como lo reconoce la propia
recurrente en la Pág. 15 de su memorial, la cual sentencia
no constituye el objeto del presente recurso de casación; que,
por lo tanto, tales medios carecen de pertinencia y deben ser
desestimados;

Considerando, que en la última parte de su tercer medio de
casación la recurrente alega, en síntesis, que su derecho de
defensa fue violado porque, si bien es cierto que interpuso su
recurso de apelación contra la sentencia del Tribunal de
Primer Grado, mediante declaración en la Secretaría de dicho
Tribunal, no es mr.nos cierto que esa situación fue regulariza-
da en tiempo oportuno, ya que por acto del 18 de junio de
1980 instrumentado por el Ministerial Rafael Ferreira, in-
terpuso dicho recurso en la forma prescrita por la Ley; que a-
demás, la Corte a-qua conoció y falló el recurso de apelación
en cuestión, sin que la apelante fuese debidamente em-
plazada para exponer sus medios de defensa y formular
conclusiones en los términos de su interés; que, en fin, la
Corte a-qua pronunció la nulidad del recurso de apelación,
sin precisar si la inobservancia de las formalidades había
causado algún perjuicio a la empresa intimada; que, por otra
parte, la Corte a-qua violó la Ley No. 1015 de 1935 y el ar-
tículo 462 del Código de Procedimiento Civil, al concedes
audiencia a la parte intimada, sin que ésta previamente
hubiese notificado sus defensas contra el recurso de
apelación; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar inad-
misible el recurso de apelación de la actual recurrente,
expresó aue el mismo fue interpuesto mediante declaración
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en la Secretaría de la Jurisdicción de Primer Grado, en
contradicción a lo estatuido por el artículo 456 del Código de
Procedimiento Civil, que dispone que el recurso de apelación
-le interpondrá por acto notificado al intimado a su persona o
en su domicilio, con emplazamiento para comparecer en el
plazo legal; que esa forma de razonar de la Corte a-qua es
correcta y se ajusta estrictamente a las reglas legales que
rigen la interposición del recurso de apelación en materia civil
y comercial;

Considerando, que es verdad que en el expediente reposa
un acto de fecha 18 de junio de 1980, diligenciado por el
Ministerial Rafael S. Ferreira, Alguacil Ordinario del Tribunal
de Tránsito del Distrito Nacional, a requerimiento de la
recurrente, por medio del cual se interpone recurso de
apelación contra la sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Azua, de fecha 9 de junio de
1980, sin embargo, nada revela que dicho acto fuera some-
tido al debate y depositado para su ponderación ante la Corte
a-qua; que como la Corte de Casación debe conocer del caso
en las mismas condiciones que lo hizo el Tribunal de donde
procede la sentencia impugnada, es obvio que el referido acto
no puede ser tomado en consideración;

Considerando, que si también es verdad que en el proceso
no existe constancia de que la recurrente hubiese sido citada
para comparecer a la audiencia, no es menos cierto que en la
sentencia impugnada consta que a esa audiencia compareció
el Dr. Adriano A. Uribe Silva, en representación de los a-
bogados de la apelante, quien leyó allí un escrito de defensa y
concluyó, pero no hizo depósito de tal escrito, no obstante
habérsele requerido por telegrama del Presidente de la Corte
de Apelación, lo que evidencia que la actual recurrente tuvo.
conocimiento en tiempo oportuno de la celebración de esa
audiencia, compareció a ella y tuvo la oportunidad de de-
fenderse;

Considerando, que, por otra parte, las formalidades re-
queridas por la Ley para interponer los recursos son sus-
tanciales y no pueden ser sustituidas por otras; que la
inobservancia de esas formalidades conlleva la inadmisibili-
dad del recurso, independientemente de que la misma haya
causado o no agravio al derecho de defensa de la parte que la
invoca;

Considerando, que, por último, de conformidad con la nue-
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va redacción introducida al articulo 77 del Código de Proce-
dimiento Civil, por la Ley No. 845 del 1978, una vez vencido el
plazo de la c omparecencia cualquiera de las partes puede
promover la audiencia, sin necesidad de que previamente se
hayan notificado defensas y réplicas, como lo exigía la Ley
No. 1015 de 1955, la cual fue expresamente derogada por la
supradicha Ley No. 845;

Considerando, que por todo lo anteriormente expuesto se
evidencia que el medio que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando, que aún cuando los abogados de la recurri-
da han solicitado .-M-crondenación en costas de la recurrente,
con distracción a su favor, esa distracción no puede ser
ordenada por no haber dichos abogados afirmado que las han
avanzado en su mayor parte o totalidad;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso 	 de
casación interpuesto por Emma Altagracia Aristy de Lara,
contra la sentencia dictada el día 15 del mes de agosto del
año 1980, por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus
atribuciones civiles, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente
al pago de las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F.E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.-
Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Cear3.- Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces, que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.

I!
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,3e interpondrá por acto notificado al intimado a su persona o
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1980, sin embargo, nada revela que dicho acto fuera some-
tido al debate y depositado para su ponderación ante la Corte
a-qua; que como la Corte de Casación debe conocer del caso
en las mismas condiciones que lo hizo el Tribunal de donde
procede la sentencia impugnada, es obvio que el referido acto
no puede ser tomado en consideración;

Considerando, que si también es verdad que en el proceso
no existo constancia de que la recurrente hubiese sido citada
para comparecer a la audiencia, no es menos cierto que en la
sentencia impugnada consta que a esa audiencia compareció
el Dr. Adriano A. Uribe Silva, en representación de los a-
bogados de la apelante, quien leyó allí un escrito de defensa y
concluyó, pero no hizo depósito de tal escrito, no obstante
habérsele requerido por telegrama del Presidente de la Corte
de Apelación, lo que evidencia que la actual recurrente tuvo.
conocimiento en tiempo oportuno de la celebración de esa
audiencia, compareció a ella y tuvo la oportunidad de de-
fenderse;

Considerando, que, por otra parte, las formalidades re-
queridas por la Ley para interponer los recursos son sus-
tanciales y no pueden ser sustituidas por otras; que la
inobservancia de esas formalidades conlleva la inadmisibili-
dad del recurso, independientemente de que la misma haya
causado o no agravio al derecho de defensa de la parte que la
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Considerando, que, por último, de conformidad con la nue-
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va redacción introducida al artículo 77 del Código de Proce-
! miento Civil, por la Ley No. 845 del 1978, una vez vencido el

;AMO de la comparecencia cualquiera de las partes puede
promover la audiencia, sin necesidad de que previamente se
hayan notificado defensas y réplicas, como lo exigía la Ley
No. 1015 de 1955, la cual fue expresamente derogada por la
supradicha Ley No. 845;

Considerando, que por todo lo anteriormente expuesto se
evidencia que el medio que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando, que gún cuando los abogados de la recurri-
da han solicitado Wcrondenación en costas de la recurrente,
con distracción a su favor, esa distracción no puede ser
ordenada por no haber dichos abogados afirmado que las han
avanzado en su mayor parte o totalidad;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso 	 de
casación interpuesto por Emma Altagracia Aristy de Lara,
contra la sentencia dictada el día 15 del mes de agosto del
año 1980, por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus
atribuciones civiles, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente
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audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
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SENTENCIA DE FECHA 7 DE NOVIEM BRE DEL 1983 No.

13

Sentencia impugnada: Cámara Comercial y de Trabajo del
Distrito Judicial de La Vega, de fecha 11 de mayo de 1981.

Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Gerino Matos, C. por A.

Abogado (s): Lic. Duquela.

Recurrido (s): José Germán Rodr(guez.

Abogado (s): Dr. Ger6nimo Gilbeno Cordero.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis

Víctor Garcra de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy 7 de noviembre de 1983, años 140' de la

Independenc ia y 121' de la Restauración,..cl i cta en audiencia

púbbca, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por la Gerino Ma-

tos, C. por A., con su domicilio social en la calle 18 de Abril,
de la ciudad de La Vega, contra la sentencia dictada el 11 de
mayo de 1981, por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, en sus atribuciones laborales, cuyo dispositivo se copia

más adelante;
Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a la Licda. Luz Duquela, en representación del Dr.

Mario José Mariot Eró, abogado de la recurrente, en la lectura

de sus conclusiones;
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Oído en Ia lectura de sus conClusiones a la Dra. Sarah
Henríquez, en representación del Dr. Gerónimo Gilberto Ro-
dríguez, cédula No. 36, serie 12, abogado del recurrido José
Germán Rodríguez, dominicano, mayor de edad, soltero,
empleado privado, domiciliado y residente en la casa No. 51
de la calle Núñez de Cáceres, de la ciudad de La Vega, cédula
No. 35522, serie 47;

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscrito por
su abogado, en el cual se proponen contra la sentencia
impugnada los medios que se indican más adelante, deposi-
tado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el 6 de
julio de 1981;

Visto el auto dictado en'fecha 4 de noviembre del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidari, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera • Piña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoria en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la •
recurrente, y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda en cobro de prestaciones la-
borales, incoada por el actual recurrido contra el recurrente,
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito
Judicial de La Vega, dictó el 18 de diciembre de 1979, una
sentencia con el siguiente dispositivo: FALLA: PRIMERO:
Declara resuelto por despido injustificado el Contrato de Tra-
bajo que existió entre las partes en causa, por culpa del pa-
trono y con responsabilidad para el mismo y en consecuencia
se condena a la empresa Gerino Matos, C. por A., a pagarle al
señor José Germán Rodríguez, las prestaciones siguientes: 24
días de salarios por .concepto de preaviso, 240 días de salarios
Por concepto de auxilio de cesantía, 14 días de salarios por
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Materia: Trabajo.

Recurrente (s): Gerino Matos, C. por A.

Abogado	 Lic. Duquela.

Recurrido (s): José Germán Rodríguez.

Abogado Is): Dr. Gerónimo Gilberto Cordero.

Dios, Patria y Libertad.
República DOrtliftiCEID8.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,

regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
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Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy 7 de noviembre de 1983, años 140' de la

Independencia y 121' de la Restauración,•dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casaci6n interpuesto por la Gerino Ma-
tos, C. por A., con su domicillo social en la calle 18 de Abril,
de la ciudad de La Vega, contra la sentencia dictada el 11 de
mayo de 1981, por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, en sus atribuciones laborales, cuyo dispositivo se copia

más adelante;
Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a la Licda. Luz Duquela, en representa ción del Dr.

Mario José Mariot Eró, abogado de la recurrente, en la lectura

de sus conclusiones;
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Oído en la lectura de sus conClusiones a la Dra. Sarah
Henríquez, en representación del Dr. Gerónimo Gilberto Ro-
dríguez, cédula No. 36, serie 12, abogado del recurrido José
Germán Rodríguez, dominicano, mayor de edad, soltero,
cmpleado privado, domiciliado y residente en la casa No. 51
« le la calle Núñez de Cáceres, de la ciudad de La Vega, cédula
No. 35522, serie 47;

Visto el memorial de casación de la recurrente, suscrito por
su abogado, en el cual se proponen contra la sentencia
impugnada los medios que se indican más adelante, deposi-
tado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia el 6 de
julio de 1981;

Visto el auto dictado en'fecha 4 de noviembre del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los textos legales invocados por la •
recurrente, y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiente de Casación;

Considerando, que en Ia sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al que
con motivo de una demanda en cobro de prestaciones la-
borales, incoada por el actual recurrido contra el recurrente,
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción del Distrito
Judicial de La Vega, dictó el 18 de diciembre de 1979, una
sentencia con el siguiente dispositivo: FALLA: PRIMERO:
Declara resuelto por despido injustificado el Contrato de Tra-
bajo que existió entre las partes en causa, por culpa del pa-
trono y con responsabilidad para el mismo y en consecuencia
se condena a la empresa Gerino Matos, C. por A., a pagarle al
señor José Germán Rodriguez, las prestaciones siguientes: 24
días de salar ios por sconcepto de preaviso, 240 días de salarios
DOf concepto de auxilio de cesantia, 14 días de salarios por

---***11flni
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ccnceoto de vacaciones no disf-utadas ni pagadas, la
proporción de la regalía pascual correspondiente al año 1979,
la bcnificación o participación de las utilidades netas, de
acuerdo ccn la Ley No. 288 correspondiente al año comercial
1978-1979; SEGUNDO: Se condena además a Gerino Matos,
C. per A., a pagarle a José Germán Rodríguez tres meses de
salarios por apficación del Ordinal 3ro. del artículo 84 del Có-
digo de Trabajo todo a base de un salario de RDS28.84
semanales; TERCERO: Se ordena a Gerino Matos, C. por A.,
expedir en favor de José Gerrnán Rodríguez, el certificado a
que se refiere el artículo 63 del Código de Trabajo; CUARTO:
Se ccndena a la parte que sucumbe, Gerino Matos y Co.
C. por A, al pago de las costas del procedimiento, de
ccnformidad con los arts.6 y 16 de la Ley No.302 del 18 de
junio de 1964, y 691 del Código de Trabajo, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Gerónimo Gilberto Cordero,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; b) que sobre
el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo dice asf: FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido en cuar.to  a la forma el recurso de
epelación interpuesto por la Gerino Matos, C. por A., contra
sentencia laboral No. 7, del 18 do díciembre de 1979, dictada
por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de La
Vega, en funciones de Tribunal de Trabajo de Primer Grado y
cuyo dispositivo figura copiado en parte anterior de ésta
sentencia y en consecuencia confirma en todas sus partes
dicha sentencia que condenó a la Gerino Matos, C. por A., a
pagarle al señor José Germán Rodríguez las prestaciones
siquientes: a) 24 dfas de salarios por concepto do preaviso,
240 días de salarios por concepto de auxilio de cesantía, 14
días de salarios por concepto de vacaciones no disfrutadas ni
pagadas, la proporción de la regalía pascual y corres-
pondiente al año 1979, la bonificacier. de participación de la
utilidades netas, de acuerdo con la ley No. 288 corres-
pcndiente al año comercial 1978-1979; b) Condena además a
la Gerino Matos, C. por A., a pagarle a José Germán Ro-
dríguez tres meses de salarios por aplicación del Ordinal 3ro.
del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a base de un
szlzrio de RDS28.84 semanales; SEGUNDO: Condena a la
Gerino Matos, C. por A., al pago de las costas de ambas
instancias, ordenando su distracción en provecho del Dr.

Gerónimo Gilberto Cordero, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte;

Considerando, que en su memorial de casación la
recurrente propone contra la sentencia impugnada, los
siguientes medios: Falta de base legal. Insuficiencia de mo-
tivos. Desnaturalización de los hechos de la causa;

Considerando, que en sus tres medios de casación reuni-
dos por su estrecha relación la recurrente alega, en síntesis,
que en la sentencia impugnada no se exponen motivos
suficientes que justifiquen la decisión adoptada; que la
Cámara a - qua se limita a expresar que por las declaraciones
del testigo Antonio Suriel quedó probado el despido del tra-
bajador, y que el mismo fue injustificado porque el patrono no
había aportado la prueba en contrario, pero que hace esas a-
firmaciones sin exponer una relación de los hechos de la
causa y sin trascribir la deposición del testigo que le sirve de
base a su sentencia; que en semejantes condiciones la
Suprema Corte de Justicia está imposibilitada de verificar si
en el caso la Ley ha sido bien o mal aplicada, por lo cual
procede la casación de la sentencia impugnada;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada y
de los documentos que con ella se relacionan, pone de mani-
fiesto que la única cuestión contenciosa entre las partes se
refiere a la determinación de si el trabajador fue objeto de un
despido injustificado o si, por el contrario, el patrono se limitó
a denunciar al Departamento de Trabajo, el abonado de sus
labores por el empleado; que la Cámara a -qua para consi-
derar que se había operado un despido injustificado del tra-
bajador por parte del patrono expresó lo siguiente: "que este
Tribunal ordenó un comparecencia personal de las partes y
un informativo testimonial, de los cuales quedó demostredo
con las declaraciones del testigo Antonio Suriel, que el desoi-
do del señor José Germán Rodríguez fue injustificado, ya que
la Gerino Matos y Co., C. por A., en ningún momento probó
lo contrario y todo aquel que alega un hecho a su favor en
justicia debe probarlo"; pero,

Considerando, que según consta en el acta de audiencia
correspondiente, ante la Cámara a -qua el testigo Antonio
Suriel declaró lo siguiente: isucedió un viernes, Germán le
solicitó el sábado y Gerino le dijo que no, entonces el viejo le
pagó en la tarde y al otro día no volvió y el lunes el señor

'Gerino Matos le entregó una carta para que la Ilevara a le
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ccnceoto de vacaciones no disf -utadas ni pagadas, la
proporción de la regalía pascual correspondiento al año 1979,
la bcnificacién o participación de las utilidades netas, de
acuerdo ccn la Ley No. 288 correspondiente al año comercial
19713-1979; SEGUNDO: Se condena adernás a Gerino Matos,
C. por A., a pagarle a José Germán Rodríguez tres meses de
sE.larios por aplicacidn del Ordinal 3ro. del artículo 84 del Có-
digo de Trabajo todo a base de un salario de RDS28.84
semanales; TERCERO: Se ordena a Gerino Matos, C. por A.,
expedir en favor de José Germán Rodríguez, el certificado a
que se refiere el artículo 63 del Código de Trabajo; CUARTO:
Se ccndena a la parte que sucumbe, Gerino Matos y Co,
C. por A, al pago de las costas del procedimiento, de
ccnformidad con los arts.6 y 16 de la Ley No.302 del 18 de
junio de 1964, y 691 del Código de Trabajo, ordenando su
distracción en provecho del Dr. Gerónimo Gilberto Cordero,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; b) que sobre
el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora
pugnada, cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido en cuanto a la forma el recurso de
apelación interpuesto por la Gerino Matos, C. por A., contra
sentencia laboral No. 7, del 18 de diciembre de 1979, dictada
por el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de La
Vega, en funciones de Tribunal de Trabajo de Primer Grado y
cuyo dispositivo figura copiado en par-te anterior de ésta
sentencia y en consecuencia confirma en todas sus partes
dicha sentencia que condenó a la Gerino Matos, C. por A., a
pagarle al señor José Germán Rodríguez las prestaciones
siguientes: a) 24 días de salarios por concepto de preaviso,
240 días de salarios por concepto de auxilio de cesantía, 14
dfas de salarios por concepto de vacaciones no disfrutadas ni
pagadas, la proporción de la regalía pascual y corres-
pcndiente cl año 1979, la bonificaciEdi de participación de la
utdades netas, de acuerdo con la Ley No. 288 corres-
pcndiente al año comercial 1978-1979; b) Condena además a
la Gerino Matos, C. por A., a pagarle a José Germán Ro-
dríguez tres meses de salarios por aplicación del Ordinal 3ro.
del artículo 84 del Código de Trabajo, todo a baso de un
sclario de RDS28 84 ser-nanales; SEGUNDO: Condena a la
Gerino Matos, C. por A., al pago de las costas de ambas
instancias, ordenando su distracción en provecho del Dr.

Gerónimo Gilberto Cordero, quien afirma haberlas avanzado
en su mayor parte;

Considerando, que en su memorial de casación la
recurrente propone contra la sentencia impugnada, los
siguientes medios: Falta de base legal. Insuficiencia de mo-
tivos. Desnaturalización de los hechos de la causa;

Considerando, que en sus tres medios de casación reuni-
dos por su estrecha relación la recurrente alega, en síntesis,
que en la sentencia impugnada no se exponen motivos
suficientes que justifiquen la decisión adoptada; que la
Cámara a-qua se limita a expresar que por las declaraciones
del testigo Antonio Suriel quedó probado el despido del tra-
bajador, y que el mismo fue injustificado porque el patrono no
había aportado la prueba en contrario, pero que hace esas a-
firmaciones sin exponer una relación de los hechos de la
causa y sin trascribir la deposición del testigo que le sirve de
base a su sentencia; que en semejantes condiciones la
Suprema Corte de Justicia está imposibilitada de verificar si
en el caso la Ley ha sido bien o mal aplicada, por lo cual
procede la casación de la sentencia impugnada;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada y
de los documentos que con ella se relacionan, pone de mani-
fiesto que la única cuestión contenciosa entre las partes se
refiere a la determinación de si el trabajador fue objeto de un
despido injustificado o si, por el contrario, el patrono se limitó
a denunciar al Departamento do Trabajo, el abonado de sus
labores por el empleado; que la Cámara a-qua para consi-
derar que se había operado un despido injustificado del tra-
bajador por parte del patrono expresó lo siguiente: "que este
Tribunal ordenó un comparecencia personal de las partes y
un informativo testimonial, de los cuales quedó demostrado
con las declaraciones del testigo Antonio Suriel, que el des pi-
do del señor José Germán Rodríguez fue injustificado, ya que
la Gerino Matos y Co., C. por A., en ningún momento probó
lo contrario y todo aquel que alega un hecho a su favor en
justicia debe probarlo"; pero,

Considerando, que según consta en el acta de audiencia
correspondiente, ante la Cámara a-qua el testigo Antonio
Suriel declaró lo siguiente: 'sucedió un viernes, Germán le
solicitó el sábado y Gerino le dijo que no, entonces el viejo le
pagó en la tarde y al otro día no volvió y el lunes el señor

• Gerino Matos le entregó una carta para que la Ilevara a le
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Oficina de Trabajo, el tenía muchos años tra ;jando para él,
no se exactamente, él hacía trabajo de almacén; yo creo que
ganaba RDS108.00, pagaban semanal, yo no se si el solicitó el
día pero no se por qué le pagó ese día"; que más adelante al
ser interrogado directamer.te oyó al patrono despedir al tra-
bajador, el mismo testigo manifestó "no";

Considerando, que si bier es verdad que corresponde al
patrono demostrar la justif i Jación del despido, no es menos
cierto que está a cargo del trabajador probar antes el hecho
del despido; que, en la especie, el examen del testimonio de
Antonio Suriel, tal come ha sido transcrito, revela que del
mismo no se puede deducir en forma fehaciente que el tra-
bajador recurrido haya sido objeto de un despido de sus la-
bores; que al decidir lo contrario la Cámara le hizo producir a
ese testimonio efectos gue no le corresponden por su na-
turaleza, incurriendo asi en su desnaturalización, por lo cual
procede la casación de la sentencia impugnada;

Por tales motivos; Primero: Casa la sentencia dictada el 11
de mayo de 1981, por la Cárnara Civil, Comercial y de Trabajo
del Juzgado de Primeia Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, en sus atribuciones laborales, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto
por ante la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en las
mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de	 Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
Ficres Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del dia, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, quo
certifico. (FD0.): Miguel Jacob0

SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DEL 1983
NO. 14

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 4 de marzo de 1982.

Materia: Tierras.

Recurrente (s): Rafael Tomás Pérez Luna.

Abogado (s): Dr.Rafael Tomás Pérez Luna v Juan R.Grullón
C.

Recurrido (s): Ing. César Mena Alvarez.

Abogado (s): Dres. Víctor Manuel Mangual y Francisca
Leonor Tejada Vásquez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S, Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ccara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzman,
Distrito Nacional, hoy día 9 de noviembre de 1983, años 140'
de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Tomás
Pérez Luna, dominicano, mayor de edad, casado, abogado,
domiciliado y residente en la casa No. 468 de la avenida 27 de
Febrero, de esta ciudad, cédula No. 40394, serie 31, contra la
sentencia dictada el 4 de marzo de 1982, por el Tribunal
Superior de Tierra, en relación con la parcela No. 22-B del
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Oficina de Trabajo, el tenía muchos años tra ajando para él.
no se exactamente, él hacía trabajo de almacén; yo creo que
ganaba RDS108.00, pagaban semanal, yo no se si el solicitó el
día pero no se por qué le pagó ese día"; que más adelante al
ser interrogado directamrnte oyó al patrono despedir al tra-
bajador, el mismo test igo manifestó "no";

Considerando, que si bien es verdad que corresponde al
patrono demostrar la justif..:ación del despido, no es menos
cierto que está a cargo del trabajador probar antes el hecho
del despido; que, en la especie, el examen del testimonio de
Antonio Suriel, tal corno ha sido transcrito, revela que del
mismo no se puede deducir en forma fehaciente que el tra-
bajador recurrido haya sido objeto de un despido de sus la-
bores; que al decidir lo contrario la Cámara le hizo producir a
ese testimonio efectos que no le corresponden por su na-
turaleza, incurriendo as i en su desnaturalización, por lo cual
procede la casación de la sentencia impugnada;

Por tales motivos; Primero: Casa la sentencia dictada el 11
de mayo de 1981, por 1:1 Cámara Civit, Comercial y de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, en sus atribuciones laborales, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto
por ante la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, en las
mismas atribuciones; Segundo: Compensa las costas.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Victor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del dia, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S, Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzman,
Distrito Nacional, hoy día 9 de noviembre de 1983, años 140'
de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguientesentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Tomás
Pérez Luna, dominicano, mayor de edad, casado, abogado,
domiciliado y residente en la casa No. 468 de la avenida 27 de
Febrero, de esta ciudad, cédula No. 40394, serie 31, contra la
sentencia dictada el 4 de marzo de 1982, por el Tribunal
Superior de Tierra, en relación con la parcela No. 22-B del

SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DEL 1983
NO. 14

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras, de
fecha 4 de marzo de 1982.

Materia: Tierras.

Recurrente (s): Rafael Tomás Pérez Luna.

Abogado Is): Dr.Rafael Tomás Pérez Luna y Juan R.Grullón
C.

Recurrido (s): Ing. César Mena Alvarez.

Abogado (s): Dres. Víctor Manuel Mangual y Francisca
Leonor Tejada Vásquez.
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Distrito Catastral No. 21 del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Rafael Tomás Pérez Luna, cédula No. 40394,

serie 31, por sí y por el Dr. Juan Rafael Grullón Castañeda,
cédula No. 24100, serie 56, abogados del recurrente, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito por
sus abogados el 30 de abril de 1982, en el cual se propone
contra la sentencia impugnada el medio que se indica más
adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido César Mena
Alvarez, dominicano, mayor de edad, ingeniero, domiciliado y
residente en esta ciudad, cédula No.8756, serie 38, suscrito
por sus abogados Dr. Víctor Manuel Mangual, cédula No.
18900, serie 1ra. y Licda. Francisca Leonor Tejada Vásquez,
cédula NoM840, serie 47, el 10 de enero de 1983

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurrente
y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un proceso de replanteo en relación con la
parcela No. 22-B del Distrito Catastral No. 21 del Distrito
Nacional, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictó
el 19 de diciembre de 1978, una sentencia por medio de la
cual ordenó "el retiro inmediato de la cerca que existe en la
parcela, construida por el Dr. Rafael Pérez Luna, propietario
de la Parcela 22-A y que invade en una porción de 16 Hs., 34
As., 38 Cas., la parcela 22-B propiedad del Ing. César Mena
Alvarez"; "ordenó la transferencia de una porción de 1 Hs.,
00 As., 60 Cas., 02 Dms2., a favor del Ing. César Mena Al-
varez y ordenó al Registrador de Títulos del Distrito Nacional
anotar al pié del Certificado de Título que ampara la referida
Parcela No. 22-B la precisada transferencia, eliminando de
dicho Certificado de Título el nombre del señor Diego Mena
Mena"; b) que sobre el recurso interpuesto intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se acoge, en cuanto a la

1
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forma, y se recniza, por falta de fundamento, el recurso de
apelación interpuesto en fecha 11 de enero de 1979, por el Dr
Rubén Darío Objío Castro, a nombre y en representación del
Dr. Rafael Tomás Pérez Luna, contra la Decisión No. 19
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en
fecha 19 de diciembre de 1978, enrelación con la Parcela No.

22-B del D. C. No. 21 del Distrito Nacional; SEGUNDO: Se
confirma, con las modificaciones resultantes de los motivos
de esta sentencia, la Decisión No. 19 dictada por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 19 de diciembre
de 1978, en relación con la Parcela No. 22-B del Distrito Ca-
tastral No. 21 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo en lo
adelante regirá así: "P.	 Se aprueban, los trabajos de
replanteo realizados por el Agr. Manuel A. García Dubúa, en
la Parcela No. 22-B del D. C. No. 21 del Distrito Nacional, da
conformidad con Resolución del Tribunal Superior de Tierras,
de fecha 21 de octubre de 1976; Segundo: Se ordena, el
desalojo inmediato de la porción de terreno con ur área de 16
Has., 34 As., 38 Cas., con una cerca, que ocupa el Dr. Rafael
Pérez Luna, por sí y por mediación de su empleado Humberto
Beltré, dentro de la indicada Parcela No. 22-B del D. C. No. 21
del Distrito Nacional, en la extensión de terreno propiedad del
Ing. César Mena Alvarez; Tercero: Se acoge, la transferencia
otorgada por el señor Ciego Manuel Mena, de una porción
con un área de 1Ha., 00 As., 60 Cas., 02 Drns2., en favor del
Ing. César Mena Alvarez; Cuarto: Se ordena, al Registrador
de Título del Distrito Nacional, la cancelación del Ccrtificado
de Título No. 67-5051, que ampara la Parcela No. 22-B del
Distrito Catastral No. 21 del Distrito Nacional y la expedición
de uno nuevo que ampare la misma parcela, en la siguienta
forma y proporción; a) 72 Has., 31 As., 92 Cas., 98 D.-ns2., en
favor del señor Juan Arturo Biaggi Monzón, dominicano,
mayor de edad, empleado particular, casado con la señora
Misora Ileana Pumarol de Biaggi, portado: de la céduia No.
26663, serie 26, domiciliado y residente en el Batey Principal
del Ingenio Río Haina, Haina, Distrito Nacional; y b) el resto
de la parcela, o sean dos porciones con un área da 103 H33.,
76 As., 25 Cas., equivalentes a 1,650 tareas, y otra porc:ón de
1 Has., 00 As., 60 Cas., 02 Dms2., en favor del Ing. César
Mena Alvarez. dominicano, mayor de edad, ingeniero civil,
casado con la señora Carmen Mercedes J. Ornes dé Mena,
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Distrito Catastral No. 21 del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Rafael Tomás Pérez Luna, cédula No. 40394,

serie 31, por sí y por el Dr. Juan Rafael Grullón Castañeda,
cédula No. 24100, serie 56, abogados del recurrente, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del recurrente suscrito por
sus abogados el 30 de abril de 1982, en el cual se propone
contra la sentencia impugnada el medio que se indica más
adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido César Mena
Alvarez, dominicano, mayor de edad, ingeniero, domiciliado y
residente en esta ciudad, cédula No.8756, serie 38, suscrito
por sus abogados Dr. Víctor Manuel Mangual, cédula No.
18900, serie 1ra. y Licda. Francisca Leonor Tejada Vásquez,
cédula No.44840, serie 47, el 10 de enero de 1983

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por el recurrente
y los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un proceso de replanteo en relación con la
parcela No. 22-B del Distrito Catastral No. 21 del Distrito
Nacional, el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original dictó
el 19 de diciembre de 1978, una sentencia por medio de
cual ordenó "el retiro inmediato de la cerca que existe en la
parcela, construida por el Dr. Rafael Pérez Luna, propietario
de la Parcela 22-A y que invade en una porción de 16 Hs., 34
As., 38 Cas., la parcela 22-E3 propiedad del Ing. César Mena
Alvarez"; "ordenó la transferencia de una porción de 1 Hs.,
00 As., 60 Cas., 02 Dms2., a favor del Ing. César Mena Al-
varez y ordenó al Registrador de Títulos del Distrito Nacional
anotar al pié del Certificado de Título que ampara la referida
Parcela No. 22-B la precisada transferencia, eliminando de
dicho Certificado de Título el nombre del señor Diego Mena
Mena"; b) que sobre el recurso interpuesto intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se acoge, en cuanto a la

forma, y se recnáza, por falta de fundamento, el recurso de
apelación interpuesto en fecha 11 de enero de 1973, por el Dr
Rubén Darío Objío Castro, a nombre y en representación del
Dr. Rafael Tomás Pérez Luna, contra la Decisión No. 19
dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original en
fecha 19 de diciembre de 1978, enrelación con la Parcela No.

22-13 del D. C. No. 21 del Distrito Nacional; SEGUNDO: Se
confirma, con las modificaciones resultantes de los motivos
de esta sentencia, la Decisión No. 19 dictada por el Tribunal
de Tierras de Jurisdicción Original en fecha 19 de diciembre
de 1978, en relación con la Parcela No. 22-B del Distrito Ca-
tastral No. 21 del Distrito Nacional, cuyo dispositivo en lo
adelante regirá así: '13 .i«:aro: Se aprueban, los trabajos de
replanteo realizados por el Agr. Manuel A. García Dubúa, en
la Parcela No. 22-B del D. C. No. 21 del Distrito Nacional, da
conformidad con Resolución del Tribunal Superior da Tierras,
de fecha 21 de octubre de 1976; Segundo: Se ordena, el
desalojo inmediato de la porción de terreno con uri área de 16
Has., 34 As., 38 Cas., con una cerca, que ocupa el Dr. Rafael
Pérez Luna, por sí y por mediación de su empleado Humberto
Beltré, dentro de la indicada Parcela No. 22-B del D. C. No. 21
del Distrito Nacional, en la extensión de terreno propiedad dal
Ing. César Mena Alvarez; Tercero: Se acoge, la transferencia
otorgada por el señor Diego Manuel Mena, de una porción
con un área de 1Ha., 00 As., 60 Cas., 02 Dms2., en favor dal
Ing. César Mena Alvarez; Cuarto: Se ordena, al Ragistradar
de Título del Distrito Nacional, la cancelación del Certificada
de Título No. 67-5051, que ampara la Parcela No. 22-B dal
Distrito Catastral No. 21 del Distrito Nacional y la expedición
do uno nuevo que ampare la misma parcela, en la siguiente
forma y proporción; a) 72 Has., 31 As., 92 Cas., 98 D-ns2., en
favor del señor Juan Arturo Biaggi Monzón, dominicano,
mayor de edad, empleado particular, casado con la señora
Misora Ileana Pumarol de Biaggi, portado: de la cédula No.
26663, serie 26, domiciliado y residente en el Batey Principal
del Ingenio Río Haina, Haina, Distrito Nacional; y b) el resto
de la parcela, o sean dos porciones con un área da 103 Has.,
76 As., 25 Cas., equivalentes a 1,650 tareas, y otra porción de
1 Has., 00 As., 60 Cas., 02 Dms2., en favor del Ing. César
Mena Alvarez, dominicano, mayor de edad, ingeniero civil,
casado con la señora Carmen Merce.des J. Ornes dé Mona,
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protador de la cédula No. 8756, serie 38, domiciliado y resi-
dente en la ciudad de Santo Domingo';

Considerando, que en su memorial de casación el
'recurrente propone contra la sentencia impugnada el
siguiente medio: Único: Violación de los artículos 1, 7, 11, 15,
16, 82, 84, 120, 121, 125 y 271 de la Ley de Registro de
Tierras.- Violación del artículo 1315 del Código Civil.- Des-
naturalización de los hechos.- Violación al derecho de de-
fensa.- Falta de motivos.- Motivos contradictorios.- Falta de
base legál;

Considerando, que cn el desenvolvimiento de su único me-
dio de casación el recurrente alega, en síntesis: a) que él no
fue citado para presenciar los trabajos de replanteo que
efectuó en la parcela de que se trata el Agrimensor Manuel A.
García Dubús, lo que impidió que concurriera a los mismos y
articulara sus reparos a la forma en que se realizaron; que,
además, el Tribunal a-quo no tomó en cuenta la solicitud de
replanteo que a su vez él regularmente le formuló por ins-
tancia de fecha 4 de agosto de 1978, en relación con la
Parcela No. 22-A del Distrito Catastral No. 21 del Distrito
Nacional, pués no ordenó ni autorizó dicho replanteo; b) que
en la sentencia impugnada se incurre en la violación de los
artículos 1315 y 1351 del Código Civil, ya que una vez que el
Tribunal a-quo determinó que para formar su convicción era
necesario proceder al replanteo de la Parcela No. 22-A,
propiedad del recurrente y colindante con la 22-B, propiedad
del recurrido, esa medida de instrucción no podía dejarse sin
efecto con el único predicamento de que venció el plazo de
60 días concedido al recurrente para aportar el replanteo
ofrecido; c) que el Tribunal a-quo desnaturaliza los hechos de
la causa, al admitir la regularidad del replanteo practicado por
el Agrimensor García Dubús sobre la Parcela No. 22-B re-
ferida, sin que el recurrente hubiese sido citado para
presenciar esa operación, asi como cuando no atribuye
ningún efecto a la solicitud de replanteo formulada por él con
respecto a la Parcela de su propiedad, situación que
caracteriza, además, una violación a su derecho de defensa;
d) que la sentencia impugnada adolece del vicio de falta de
motivos, ya que no expone si con motivo de la aprobación del
replanteo indicado se ha despojado o no al Certificado de Tí-
tulo expedido a favor del recurrente, de los atributos y vir-

tuaiidad que le confiere la Ley y los principios apuntados;
pero,

Considerando, en cuanto a los alegatos señalados con la
letra a), que la cuestión de la falta de citación para presenciar
la operación de replanteo de la Parcela No. 22-B, no fue
suscitada por el recurrente ante los Jueces del Fondo, por la
cual constituve un medio nuevo inadmisible en casación; que
en lo que respecta al segundo alegato de la misma letra, rela-
tivo al hecho de que el Tribunal aquo no tomó en consi-
deración la solicitud de replanteo elevada por el recurrente
sobre la parcela de su propiedad, en la sentencia impugnada
se expresa lo siguiente: "que el estudio del expediente revela:
que tal como lo alega el apelante en fecha 4 (No. 8) de agosto
de 1978, el Dr. Rafael Tomás Pérez Luna y el Agrimensor
Aurelio A. Quezada elevaron una instancia al Tribunal
Superior de Tierras solicitando la autorización necesaria para
que el citado Agrimensor realizara el replanteo de la Parcela
de su propiedad, 22-A del D. C. No. 21 del Distrito Nacional,
"con el propósito de aclarar el lindero Sur de la referida
Parcela"; que, en fecha 11 de agosto de 1978, el Secretario
del Tribunal de Tierras dirigió un oficio al Agrimensor Aurelio
A. Quezada, en el cual acusaba recibo de la instancia —
contrato suscrita por el Dr. Rafael Tomás Pérez Luna, con la
información de que para darle curso a la misma era necesario
que remitiera el Certificado de Título Duplicado del Dueño;
que, como hasta la fecha ni el mencionado Agrimensor ni el
Dr. Pérez Luna han depositado el referido Certificado de Ti-
tulo, no se le ha podido dar curso a la mencionada instancia y,
por consiguiente el replanteo de la referida Parcela No. 22-A
no ha sido realizado legalmente-; que en la sentencia im-
pugnada consta también que el Juez de Jurisdicción Original
concedió al recurrente un plazo de 60 días para efectuar el
replanteo de la Parcela de su propiedad, plazo que venció
ampliamente sin que el recurrente realizara la aludida
operación;

Considerando, que como se advierte por Ii anteriormente
expuesto, los Jueces del fondo sí tuvieron en cuenta la solici-
tud de replanteo presentada por el recurrente ante el Tribunal
Superior de Tierras y hasta le concedieron un plazo amplio
para efectuar la indicada operación, pero la negligencia del
recurrente en depositar el Duplicado del Dueño del Cer-
tificado de Título que ampara su derechc de propiedad sobre

It
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tuandad que le confiere la Ley y los principios apuntados;
pero,

Considerando, en cuanto a los alegatos señalados con la
letra a), que la cuestión de la falta de citación para presenciar
la operación de replanteo de la Parcela No. 22-8, no fue
suscitada por el recurrente ante los Jueces del Fondo, por la
cual constituve un medio nuevo inadmisible en casación; que
en lo que respecta al segundo alegato de la misma letra, rela-
tivo al hecho de que el Tribunal aquo no tomó en consi-
deración la solicitud de replanteo elevada por el recurrente
sobre la parcela de su propiedad, en la sentencia impugnada
se expresa lo siguiente: "que el estudio del expediente revela:
que tal como lo alega el apelante en fecha 4 (No. 8) de agosto
de 1978, el Dr. Rafael Tomás Pérez Luna y el Agrimensor
Aurelio A. Quezada elevaron una instancia al Tribunal
Superior de Tierras solicitando la autorización necesaria para
que el citado Agrimensor realizara el replanteo de la Parcela
de su propiedad, 22-A del D. C. No. 21 del Distrito Nacional,
"con el propósito de aclarar el lindero Sur de la referida
Parcela"; que, en fecha 11 de agosto de 1978, el Secretario
del Tribunal de Tierras dirigió un oficio al Agrimensor Aurelio
A. Quezada, en el cual acusaba recibo de la instancia —
contrato suscrita por el Dr. Rafael Tomás Pérez Luna, con la
información de que para darle curso a la misma era necesario
que remitiera el Certificado de Título Duplicado del Dueño;
que, como hasta la fecha ni el mencionado Agrimensor ni el
Dr. Pérez Luna han depositado el referido Certificado de Tí-
tulo, no se le ha podido dar curso a la mencionada instancia y,
por consiguiente el replanteo de la referida Parcela No. 22-A
no ha sido realizado legalmente"; que en la sentencia im-
pugnada consta también que el Juez de Jurisdicción Original
concedió al recurrente un plazo de 60 días para efectuar el
replanteo de la Parcela de su propiedad, plazo que venció
ampliamente sin que el recurrente realizara la aludida
operación;

Considerando, que como se advierte por anteriormente
expuesto, los Jueces del fondo sí tuvieron en cuenta la solici-
tud de replanteo presentada por el recurrente ante el Tribunal
Superior de Tierras y hasta le concedieron un plazo amplio
para efectuar la indicada operación, pero la negligencia del
recurrente en depositar el Duplicado del Dueño del Cer-
tificado de Título que ampara su derechc de propiedad sobre
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protador de la cédula No. 8756, serie 38, domiciliado y resi-
dente en la ciudad de Santo Domingo";

Considerando, que en su memorial de casación el
tecurrente propone contra la sentencia impugnada el
siguiente medio: U nico: Violación de los artículos 1, 7, 11, 15,
16, 82, 84, 120, 121, 125 y 271 de la Ley de Registro de
Tierras.- Violación del artículo 1315 del Código Civil.- Des-
naturalización de los hechos.- Violación al derecho de de-
fensa.- Falta de motivos.- Motivos contradictorios.- Falta de
base legál;

Considerando, que en el desenvolvimiento de su único me-
dio de casación el recurrente alega, en síntesis: a) que él no
fue citado para presenciar los trabajos de replanteo que
efectuó en la parcela de que se trata el Agrimensor Manuel A.
García Dubús, lo que impidió que concurriera a los mismos y
articulara sus reparos a la forma en que se realizaron; que,
además, el Tribunal a-quo no tomó en cuenta la solicitud de
replanteo que a su vez él regularmente le formuló por ins-
tancia de fecha 4 de agosto de 1978, en relación con la
Parcela No. 22-A del Distrito Catastral No. 21 del Distrito
Nacional, pués no ordenó ni autorizó dicho replanteo; b) que
en la sentencia impugnada se incurre en la violación de los
artículos 1315 y 1351 del Código Civil, ya que una vez que el
Tribunal a-quo determinó que para formar su convicción era
necesario proceder al replanteo de la Parcela No. 22-A,
propiedad del recurrente y colindante con la 22-B, propiedad
del recurrido, esa medida de instrucción no podía dejarse sin
efecto con el único predicamento de que venció el plazo de
60 días concedido al recurrente para aportar el replanteo
ofrecido; c) que el Tribunal a-quo desnaturaliza los hechos de
la causa, al admitir la regularidad del replanteo practicado por
el Agrimensor García Dubús sobre la Parcela No. 22-B re-
ferida, sin que el recurrente hubiese sido citado para
presenciar esa operación, así como cuando no atribuye
ningún efecto a la solicitud de replanteo formulada por él con
respecto a la Parcela de su propiedad, situación que
caracteriza, además, una violación a su derecho de defensa;
d) que la sentencia impugnada adolece del vicio de falta de
motivos, ya que no expone si con motivo de la aprobación del
replanteo indicado se ha despojado o no al Certificado de Tí-
tulo expedido a favor del recurrente. de los atributos y vir-



3490	 ROLETIN JUDICIAL

la Parcela No. 22-A, impidió que el repetido replanteo se lle-
vara a cabo en tiempo oportuno; que el recurrente no puede
invocar su propia falta para deducir consecuencias favorables
a sus pretensiones;

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra
que, contrariamente a lo alegado por el recurrente, en la

sentencia impugnada ni en ningún otro documento del ex-
pediente consta que los jueces del fondo hayan considerado
la necesidad de un replanteo de la parcela No. 22-A, para
formar su convicción respecto del presente proceso, sino que
ordenaron dicha	 medida a fin do dar oportunidad al
recurrente de probar los hechos por él alegados en relación a
dicha parcela, ,concediéndole un plazo de 60 días para la
ejecución de la	 referida medida; que la negligencia del
recurrente en cumplir con la medida ordenada no puede tener
como consecuencia la suspensión indefinida de la solución
del litigo; que frente a esa negligencia los jueces del fondo
podían, como lo hicieron formar su convicción en el sentido
indicado sirviéndose de los demás elemer.tos de prueba
existentes en et	 expediente, al considerar éstos como
suficientes para la solución del asunto;

Considerando, en cuanto al alegato señalado como la letra
que este alegato no es más que la reiteración con otros

términos de los alegatos invocados en la letra a), los cuales ya
han sido examinados;

Considerando, en cuanto al alegato incluido en la letra d),
que el examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto
que la misma contiene una relación completa de los hechos
de la causa, así como motivos suficientes y pertinentes que
jt , flifican su dispositivo y han permitido a la Suprema Corte
de Justicia verificar que en la especie se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley; que, por otra parte, el Tribunal
a-quo no tema que dar motivo alguno en relación con la
cuestión planteada por el recurrente en el alegato que se
examinará, en razón de que la solución dada al presente litigio
no (leva atentado a los atributos y virtualidad del Certificado
de Título que ampara la parcela No. 22-A, el cual mantiene
todo su alcance y vigor respecto del área que conforme al
mismo corresponde a esa parcela;

Considerando, que como se evidencia por todo lo an-
teriormente expuesto, el medio propuesto por el recurrente
carece de fundamento y debe ser desestimado;
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso	 ae
casación interpuesto por Rafael Tomás Pérez Luna, contra la
sentencia dictada el 4 de marzo de 1982, por el Tribunal
Superior de Tierras, en relación con la parcela No. 22-13 del
distrito Catastral No. 21 del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas y
ordena su distracción a favor del Dr. Víctor Manuel Mangual
y de la Licda. Francisca Leonor Tejada Vásquez, abogados
del recurrido, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor
parte.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburqueque C.-
Luis V. Carcfa de Peña.- Hugo H. Coicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Custavo Cómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

	

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en 	 la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (FDO.): Miguel Jacobo.
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la Parcela No. 22-A, impidió que el repetido replanteo se lle-
vara a cabo en tiempo oportuno; que el recurrente no puede
invocar su propia falta para deducir consecuencias favorables
a sus pretensiones;

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra
que, contrariamente a lo alegado por el recurrente, en la

sentencia impugnada ni en ningún otro documento del ex-
pediente consta que los jueces del fondo hayan considerado
la necesidad de un replanteo de la parcela No. 22-A, para
formar su convicción respecto del presente proceso, sino quo
ordenaron dicha	 medida a fin de dar oportunidad al
recurrente de probar los hechos por él alegados en relación a
dicha parcela, ,concediéndole un plazo de 60 días para la
ejecución de la	 referida medida; que la negligencia del
recurrente en cumplir con la medida ordenada no puede tener
como consecuencia la suspensión indefinida de la solución
del litigio; que frente a esa negligencia los jueces del fondo
podían, como lo hicieron formar su convicción en el sentido
indicado sirviéndose de los demás elementos de prueba
existentes en et	 expediente, al considerar éstos como
suficientes para la solución del asunto;

Considerando, en cuanto al alegato señalado como la letra
que este alegato no es más que la reiteración con otros

términos do los alegatos invocados en la letra a), los cuales ya
han sido examinados;

Considerando, en cuanto al alegato incluido en la letra d),
que el examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto
que la misma contiene una relación completa de los hechos
de la causa, así como motivos suficientes y pertinentes que

su dispositivo y han permitido a la Suprema Corto
de Justicia verificar que en la especie se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley; que, per otra parte, el Tribunal
a-quo no tenia que dar motivo alguno en relación con la
cuestión planteada por el recurrente en el alegato que se
examinará, en razón de que la solución dada al presente litigio
no (leva atentado a los atributos y virtualidad del Certificado
de Título que ampara la parcela No. 22-A, el cual mantiene
todo su alcance y vigor respecto del área que conforme al
mismo corresponde a esa parcela;

Considerando, que como se evidencia por todo lo an-
teriormente expuesto, el medio propuesto por el recurrente
carece de fundamento y debe ser desestimado;
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Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso ae
casación interpuesto por Rafael Tomás Pérez Luna, contra la
sentencia dictada el 4 de marzo de 1982, por el Tribunal
Superior de Tierras, en relación con la parcela No. 22-B del
distrito Catastral No. 21 del Distrito Nacional, cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas y
ordena su distracción a favor del Dr. Víctor Manuel Mangual
y de la Licda. Francisca Leonor Tejada Vásquez, abogados
del recurrido, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor
parte.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburqueque C.-
Luis V. Carda de Peña.- Hugo H. Coicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (FD0.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 15

Sentencia impugnada: Corte de Apelació n de Santo

Domingo, de fecha 24 de abril de 1981.

Material: Correccional.

Recurrente (sI: Higinio Rodriguez, La Santo Domingo Mo-
tors, C. por A., y Unión de Seguros, C. por A.

Abogado (s): Dr. Rafael Astacio Hernández.

Interviniente (s): Ambrosio Vásque z Inoa y Colasa Antigua.

Abogado (s): Dr. Bienvenido Montero de los Santos.

Dios, Patria v Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,

regularmente constituid a por los Jueces Manue l D. Bergés

Chupani, Presidente; Darío Balcáce r , Primer Sustitu to de

Presidente; Fernand o E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castill

Mo, Lui
imo

s

Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
	 áx

Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, asistidos del Secretar io General , en la Sala donde

celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de

Guzmá n, Distrito Naciona l , hoy 9 del mes de noviemb re del

año 1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-

tauració n
, dicta en audiencia pública, como corte de

Casación, la siguiente sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuestos por Higinio

Rodriguez, dominicano, mayor de edad, chófer, cédula No.

215707, serie 1ra., residente en la calle Retiro No. 79 atrás, de
esta ciudad, La Santo Domingo Motors, C. por A., con

domicilio 
en la Plaza Máximo Gómez de esta ciudad Unión

de Seguros C. por A., con domicilio social en avenieJ 27 de
Febrero No. 263 de esta ciudad, contra sente 

la
ncia dictada por
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la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 24 de abril de
1981, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Rafael Astacio

Hernández cédula No. 61243 serie 1era., abogado de los
recurrentes;

Oído al Dr. Bienvenido Montero de los Santos, cédula No.
63744 serie 1era., abogado de los intervinientes en la lectura
de sus conclusiones, intervinientes que son Ambrosio
Vásquez Inoa, Colasa Antigua y Santo Domingo Motors, Co.,
C. por A., los dos primeros dominicanos, mayores de edad,
cédulas Nos. 26229 y 4323, serie 54 y 59, respectivamente;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-cua el 4 de mayo de 1981, a re
querimiento del Dr. Juan Francisco Monclús C., 	 en
representación de Higinio Rodriguez, La Santo Domingo Mo-
tors Co. C. por A., y Unión de Seguros C. por A., en la cual no
se indica ningún medio de casación;

Visto el escrito de los intervinientes, del 15 de noviembre de
1982, firmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 8 de noviembre del coriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Jues de este
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
Sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955 Sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad en el que
una persona resultó con lesiones corporales, la Cuarta
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, dictó el 15 de Febrero de 1980, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos, intervino el fallo ahora impugnado en ocasión
cuyo dispositivo es el siguiente: FALLA: PRIMERO: Admite
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SENTENCIA DE FECH A 9 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 15

Sentencia impugnada: Corte de Apelació n de Santo

Domingo, de fecha 24 de abril de 1981.

Material: Correccional.

Recurrente (s): Higinio Rodríguez, La Santo Domingo Mo-
tors, C. por A., y Unión de Seguros, C. por A.

Abogad o (s): Dr. Rafael Astacio Hernández.

Interviniente (s): Ambros io Vásquez Inoa y Colasa Antigua.

Abogado (s): Dr. Bienvenido Montero de los Santos.

Dios, Patria y Libertad

República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,

regularmente constitu ida por los Jueces Manuel D. Bergés

Chupani, Presidente; Darío Balcáce r , Primer Sustituto de

Presidente; Fernand o E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Naciona l , hoy 9 del mes de noviembre del

año 1983, años 140' de la Independencia y 121' d corte de

Casació n , la siguiente sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuestos por Higinio

Rodríguez, dominicano, mayor de edad, chófer, cédula No.

215707, serie 1 ra., residen te en la calle Retiro No. 79 atrás, de
esta ciudad, La Santo Domingo Motors, C. por A., con

domicil i
o en la Plaza Máximo Gómez de esta ciudad Unión

de Seguros C. por A., con domicil io social en la avenical 27 de

Febre ro No. 263 de esta ciudad, contra sentenc ia dictada por
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la Corte de Apelación de Santo Domingo, el 24 de abril de
1981, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Rafael Astacio

Hernández cédula No. 61243 serie 1era., abogado de los
recurrentes;

Oido al Dr. Bienvenido Montero de los Santos, cédula No.
63744 serie 1era., abogado de los intervinientes en la lectura
de sus conclusiones, intervinientes que son Ambrosio
Vásquez Inoa, Colasa Antigua y Santo Domingo Motors, Co.,
C. por A., los dos primeros dominicanos, mayores de edad,
cédulas Nos. 26229 y 4323, serie 54 y 59, respectivamente;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-cua el 4 de mayo de 1981, a re
querimiento del Dr. Juan Francisco Monclús C., en
representación de Higinio Rodríguez, La Santo Domingo Mo.
tors Co. C. por A., y Unión de Seguros C. por A., en la cual no
se indica ningún medio de casación;

Visto el escrito de los intervinientes, del 15 de noviembre de
1982, firmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 8 de noviembre del coriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Jues de este
Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
Sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955 Sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de
'Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad en el que
una persona resultó con lesiones corporales, la Cuarta
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, dictó el 15 de Febrero de 1980, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
i nterpuestos, intervino el fallo ahora impugnado en ocasión
cuyo dispositivo es el siguiente: FALLA: PRIMERO: Admite
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los ordinales 2do. y 3ro. de la sentencia recurrida en cuanto se
refiere a la Compañía Santo Domingo Motors, C. por A., y en
consecuencia revoca las condenaciones civiles pronunciadas
contra dicha Compañía por el Tribunal a-quo, por im-
procedente y mal fundada; CUARTO: Confirma en sus
demás aspectos la sentencia apelada; QUINTO: Condena a
Higinio Rodríguez, al pago de las costas penales y civiles con
distracción de las civiles en provecho del Dr. Bienvenido
Montero de los Santos, quién afirma haberlas avanzado en su
totalidad; SEXTO: Declara la presente sentencia común y
oponible a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en su
condición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente;

Considerando, que la Compañía Santo Domingo Motors,
C. por A., ni la Unión de Seguros, C. por A., han expuestos
los medios en que fundan sus recursos, como lo exige a pena
do nulidad el artículo 37 de la Ley Sobre Procedimiento de
Casación, por lo que estos, deben ser declarados nulos y por
tanto, se procederá a examinar el del prevenido:

En cuanto al recurso del prevenido
Considerando, que la Corte a-qua, para declarar a Higinio

Rodríguez, culpable del hecho puesto a su cargo, y fallar
como lo hizo, después de ponderar los elementos de juicio
regularmente administrados a la instrucción de la causa, dio
por establecido lo siguiente: a) que en horas de la tarde del
día 12 de febrero de 1978, mientras el prevenido Higinio Ro-
dríguez, conducía la motocicleta placa No. 36296 de su
propiedad, asegurada con la Cía. Unión de . Seguros, C.x A.,por la avenida de Los Martírez de esta ciudad, en dirección
oeste a este, al llegar a la esquina formada con la calle Retiro,
atropelló al menor Félix Antonio Antigua en el instante en que
el mencionado menor, trataba de cruzar la vía; b) que la
víctima resultó con lesiones corporales curables después de
30 y antes de 45 días; c) que el accidente se debió a im
prudencia del prevenido Higinio Rodríguez, por no detener ni
reducir la marcha de su motocicleta cuando vio al menor que
cruzaba la vía;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua, constituyen el delito de golpes y heridas por im-
prudencia, puesto a cargo del prevenido, previsto por el
artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, Sobre Tránsito y
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como regula r es y válidos, en cuanto a la forma los recursos
en fecha 20 de febrero de 1980, a nombre y reoresentación de
Higinio Rodríguez, Santo DomingoMotors, C. por A., Unión
de Seguros, C. por A., y b) por el Dr. Rafael Astacio Her-
nández, en fecha 18 de febrero de 1980, a nombre y
representación de la Cía Santo Domingo Motors, C. por A.,

	

contra sentenc i a de fecha 15 de febrero de	
1980, d 

por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia

del Distrito Nacional , cuyo dispositivo dice así: Falla:

Primero: Se declara al nombrado
dor

Hinginio R
cédula

odríguez,
No.

dominicano, mayor de edad, porta 	 de la 
215705, serie ira., domiciliado y residente en la calle El Retiro

No. 37 (atrás) del Ensanc he Las Flores, culpable de violar el

artículo 49 letra C de la Ley 241 (golpes y heridas causadas
involuntariamente con el manejo de un vehículo de motor)
curables después de 30 y antes de 45 días en perjuicio del

menor agraviado Félix Antonio Antigua, y en consecuencia

se condena a RDS50 . 00 (Cincuenta Pesos Oro), de multa y al

pago de las costas penales; Segundo: se declara regular y

válida en cuanto a la forma la constituc ión en parte civil,

hecha por Colasa Antigua, madre del menor accidentado
Félix Antonio Antigua, en contra de Higinio Rodríguez y
Santo Domingo Motors, C. por A., en cuanto al fondo se
condena a una indemnización de RDS2,000.00 (Dos Mil Pesos
Orol, en favor de la señora Colasa Antigua, por los daños y
perjuicios morales y materiales sufridos por su hijo menor de
edad Félix Antonio Antigua, en el	

presente accidente;

Tercero: Se condena a Higinio Rodríguez, y a Santo
Domingo Motors, C. por A., al pago de los interese s legales

de dicha suma a partir de la fecha de la demanda; 
Cuarto: Se

condena al pago de las costas civiles en favor del Dr. Bien-
venido Montero de los Santos, quien afirma haberlas avanza-

do en su totalidad; Quinto: Se declara dicha sentencia

común y oponible a la Compañía de Seguros Unión de
Seguros, C. por A., entidad asegurado ra del vehículo placa

No. 36296 póliza No. SD-34014, chasis No. G3-168044, y que
al momento del accidente era conducido por Higinio Ro-
dríguez, en virtud del artículo 10 de la ley 4117"; Por haber si-
do hechos de acuerdo con las 	

formalidades legales;

SEGUNDO : En cuanto al fondo pronunc ia el defecto contra

el prevenido Higinio Rodríguez, por no haber comparecid
o no

obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Modifica
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como regulares y válidos, en cuanto a la forma los recursos
en fecha 20 de febrero de 1980, a nombre y representación de
Higinio Rodríguez, Santo DomingoMotors, C. por A., Unión
de Seguros, C. por A., y b) por el Dr. Rafael Astacio Her-
nández, en fecha 1B de febrero de 1980, a nombre
representación de la Cía Santo Domingo Motors, C. por A.,

	

contra sentenci a de fecha 15 de febrero de	 1980, d 

por la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia

del Distrito Naciona l , cuyo dispositivo dice así: Falla:

Primero: 
Se declara al nombrado Hinginio Rodríguez,

dominicano, mayor de edad, portador de la cédula No.

215705, serie 1ra., domiciliad o y residente en la calle El Retiro

No. 37 (atrás) del Ensanche Las Flores, culpable de violar el
artículo 49 letra C de la Ley 241 (golpes y heridas causadas
involuntariamente con el manejo de un vehículo de motor)
curables después de 30 y antes de 45 días en perjuicio del

menor agravia do Félix Antonio Antigua, y en consecuencia
se condena a RD$50.00 (Cincuenta Pesos Oro), de multa y al

pago de las costas penales; Segundo: se declara regular y

válida en cuanto a la forma la constituc i ón
 en pcidentado

arte civil,

hecha por Colasa Antigua, madre del menor ac 
Félix Antonio Antigua, en contra de Higinio Rodrígue

z y

Santo Domingo Motors, C. por A., en cuanto al fondo se
condena a una indemnización de RD$2,000.0 0 (Dos Mil Pesos

Orol, en favor de la señora Colasa Antigua, por los daños y.
perjuicios morales y materiales sufridos por su hijo menor de
edad Félix Antonio Antigua, en el presente accidente;

Tercero: Se condena a Higinio Rodríguez, y a Santo
Domingo Motors, C. por A., al pago de los intereses legales
de dicha suma a partir de la fecha de la demanda; 

Cuarto: Se

condena al pago de las costas civiles en favor del Dr. Bien-
venido Montero de los Santos, quien afirma haberlas avanza-

do en su totalidad; Quinto: Se declara dicha sentencia

común y oponib le a la Compañía de Seguros Unión de

Seguros, C. por A., entidad asegurado ra del vehículo placa

No. 36296, póliza No. S D-34314, chasis No. G3-168044, y que

al momento del acciden te era conducid o por Higinio Ro-

dríguez, en virtud del artículo 10 de la ley 4117"; Por haber si-
do hechos de acuerdo con las formalidades legales;

SEGUNDO: En cuanto al fondo pronunc ia el defecto contra

el prevenido Higinio Rodríguez, por no haber comparec
ido no

obstante haber sido legalmente citado; TERCERO: Modifica
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los ordinales 2do. y aro. de la sentencia recurrida en cuanto se
refiere a la Compañía Santo Domingo Motors, C. por A., y en
consecuencia revoca las condenaciones civiles pronunciadas
contra dicha Compañía por el Tribunal a-quo, por im-
procedente y mal fundada; CUARTO: Confirma en sus
demás aspectos la sentencia apelada; QUINTO: Condena a
Higinio Rodríguez, al pago de las costas penales y civiles con
distracción de las civiles en provecho del Dr. Bienvenido
Montero de los Santos, quién afirma haberlas avanzado en su
totalidad; SEXTO: Declara la presente sentencia común y
oponible a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en su
condición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente;

Considerando, que la Compañía Santo Domingo Motors,
C. por A., ni la Unión de Seguros, C. por A., han expuestos
los medios en que fundan sus recursos, como lo exige a pena
de nulidad el artículo 37 de la Ley Sobre Procedimiento de
Casación, por lo que estos, deben ser declarados nulos y por
tanto, se procederá a examinar el del prevenido:

En cuanto al recurso del prevenido

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar a Higinio
Rodríguez, culpable del hecho puesto a su cargo, y fallar
como lo hizo, después de ponderar los elementos de juicio
regularmente administrados a la instrucción de la causa, dio
por establecido lo siguiente: a) que en horas de la tarde del
día 12 de febrero do 1978, mientras el prevenido Higinio Ro-
dríguez, conducía la motocicleta placa No. 36296 de su
propiedad, asegurada con la Cía. Unión dé Seguros, C.x A.,
por la avenida de Los Martírez de esta ciudad, en dirección
oeste a esto, al llegar a la esquina formada con la calle Retiro,
atropelló al menor Félix Antonio Antigua en el instante en que
el mencionado menor, trataba de cruzar la vía; b) que la
víctima resultó con lesiones corporales curables después de
30 y antes de 45 días; c) que el accidente se debió a im
prudencia del prevenido Higinio Rodríguez, por no detener ni
reducir la marcha de su motocicleta cuando vio al menor que
cruzaba la vía;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua, constituyen el delito de golpes y heridas por im-
prudencia, puesto a cargo del prevenido, previsto por el
artículo 49 de la Ley No. 247 de 1967, Sobre Tránsito y
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de la póliza, Cuarto; Compensa las costas entre la Santo
Domingo Motors, Co., C. por A., y Colasa Antigua.

!FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- y Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (FD0.1 Miguel Jacobo..

•

1
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Vehiculos y sancionado por el mismo texto legal en su letra c)
con las penas de seis meses a dos años de prisión y multa de
RDS100.00 a RDS 500.00 si la enfermedad o imposibilidad
para el trabajo durare 20 días o más, corno sucedió en el caso;

que en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente a
ROS50.00 de multa acogiendo circunstancias atenuantes, le
aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-que, dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido, había ocasionado a
Colasa Antigua, constituida en parte civil, daños y perjuicios
morales y materiales, con motivo de las lesiones recibidas por
su hijo, cuyo monto evaluó en la suma de RD$2,000.00; que al
condenar a Higinio Rodríguez, persona civilmente res-
ponsable puesta en causa al pago de esa suma, más los in-
tereses legales a partir de la fecha de la demanda a título de

indemnización, en favor de la parte civil constituida aplicó
correctamente el artículo 1383 del Código Civil y al hacer
oponibles estas condenaciones a la Unión de Seguros,
C. por A., hizo una correcta aplicación de los artículos 1 y 10
de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada, en
lo concerniente al prevenido recurrente, no contienen ningún
vicio que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero; Admite como intervinientes a
Colasa Antigua Cía. Santo Domingo Motors, Co. C. x A.,
Y Ambrosio Vásquez Inoa, en los recursos de casación in
terpuestos por Higinio Rodríguez, Cía. Santo Domingo Mo

tors. Co. C. x A., y Unión de Seguros, C. x	 A.,

contra sentencia dictada en sus atribuciones correc
cionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo el 24
de abril de 1981, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulos los
recursos de casación interpuestoUn s por la C

Segur
ía. Santo C.Domingo

Motors, Co. C. por A., yUnión de	
os, 	 A.,

contra la mencionada sentencia; Tercero: Rechaza el
recurso de casación del prevenido Higinio Rod ríguez y lo

condena al pago de las costas penales y civiles y distrae las
últinias en provecho del Dr. Bienvenido Montero de los
Sentos, abogado de la interviniente Colasa Antigua, por
attrmar haberlas avanzado en su totalidad y las hace oponi-
bles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de los términos



ROLETIN JUDICIAL 3497  

de la póliza, Cuarto; Com pensa las costas entre la Santo
Domingo Motors, Co., C. por A., y Colasa Antigua.

IFIRMADOSI: Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Harrera Pi-
ña.- y Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (FD0.1 Miguel Jacobo..
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Vehículos y sancionado por el mismo texto legal en su ietra c)
con las penas de seis meses a dos años de prisión y multa de
RD$100.00 a RDS 500.00 si la enfermedad o imposibilidad
para el trabajo durare 20 días o más, corno sucedió en el caso;

que en consecuencia, al condenar al prevenido recurrente a
RDS50.00 de multa acogiendo circunstancias atenuantes, le
aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua, dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido, había ocasionado a
Colasa Antigua, constituida en parte civil, daños y perjuicios
morales y materiales, con motivo de las lesiones recibidas por
su hijo, cuyo monto evaluó en la suma de RDS2,000.00; que al
condenar a Higinio Rodríguez, persona civilmente res-
ponsable puesta en causa al pago de esa suma, más los in-
tereses legales a partir de la fecha de la demanda a título de

indemnizació n , en favor de la parte civil constituida aplicó
correctamente el artículo 1383 del Código Civil y al hacer
oponibles estas condenaciones a la Unión de Seguros,
C. por A., hizo una correcta aplicación de los artículos 1 y 10
de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor;

Considerand o, que examinada la sentencia impugnada, en
lo concerniente al prevenido recurrente, no contienen ningún
vicio que justifique su casación;

Por tales motivos: Primero; Admite como intervinientes a
Colasa Antigua Cía. Santo Domingo Motors, Co. C. x A.,
Y Ambrosio Vásquez Inoa, en los recursos de casación in
terpuestos por Higinio Rodríguez, Cía. Santo Domingo Mo

tors. Co. C. x A.. y Unión de Seguros, C. x A.,
contra sentencia dictada en sus atribuciones correc
cionales, por la Corte de Apelación de Santo Domingo el 24
de abril de 1981, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Declara nulos los
recursos de casación interpuesto s por la Cía. Santo Domingo
Motors, Co. C. por A., y Unión de Seguros, C. x A.,
contra la mencionada sentencia; Tercero: Rechaza el
recurso de casación del prevenido Higinio Rod ríguez y lo

condena al pago de las costas penales y civiles y distrae las
últintas en provecho del Dr. Bienvenido Montero de los

abogado de la interviniente Colasa Antigua, por
attrmar haberlas avanzado en su totalidad y las hace oponi-
bles a la Unión de Seguros, C. por A., dentro de los términos
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMB RE DEL 1983 No.

16

Setencia impugnada : Corte de Apelac ió n de Santo

Domingo, de fecha 26 de marzo de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Gregorio A. Santana, Rafael Artiles.

Abogado (s): Dres. J. O. Viñas Bonnell y v Adalberto Mal-

donado Hernanoez.

Interviniente (s): Aliva Stumo Dominica na , C. por A.

Abogado (s): Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de
la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor García de

Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,

Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 9 del mes de noviemb re del año 1983, años

140' de la Independencia y 121' de la Restauració n, dicta en

audienc i a pública, como Corte de Casación, la siguiente

sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuesto s por Gregorio

A. Santana, domiciliado en la casa No. 22 de la calle El Sol, de
Herrera, ciudad; Rafael Artiles, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, cédula No. 164196, serie 1ra., domiciliado en
la casa No. 27 de la calle El Sol, de Herrera, ciudad, Minellis

Altagrac i a Santana, domiciliada en la casa No. 167 de la calle
Hnos. Pinzón, ciudad, y la Cía. de Seguros Pepín, S.A., con
su domicilio social en esta ciudad, contra la sentencia dictada

por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en sus atrf
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buciones correccionales, el 26 de marzo de 1980, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 1 ro. de abril de 1980, a re-
querimiento del Dr. Juan J. Chaín. Tuma, cédula No. 10561,
serie 25, por sí y por el Dr. Rafael Antonio Durán G., en
representación de los recurrentes, en la que se proponen
varios medios de casación;

Vistos los memoriales de los recurrentes del 20 y 21 de
agosto de 1981, suscritos por los Dres. J. O. Viñas Bonnelly,
cédula No. 18849, serie 56, y Adalberto Maldonado Her-
nández respectivamente, cédula No. 40939, serie 31, en los
cuales se proponen contra la sentencia impugnada, los me-
dios que se indican más adelante;

Vistos los escritos de los i ntervinientes Rafael Artiles,Minellis	 AltagraCia Santana, Gregorio Santana,
dominicanos, mayores de edad, solteros, domiciliados en esta
ciudad, cédulas Nos. 164196, 5758 y 16788, series 1ra., 58 y 2,
respectivamente, y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., con
su domicilio social en la calle Las Mercedes esquina Palo
Hincado, de esta ciudad, y suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 7 de noviembre del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
berado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Ci-
vil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor; 1, 62v 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
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buciones correccionales, el 26 de marzo de 1980, cuyo dis-
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Vistos los escritos de los intervinientes Rafael Artiles,
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ciudad, cédulas Nos. 164196, 5758 y 16788, series 1ra., 58 y 2,
respectivamente, y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., con
su domicilio social en la calle Las Mercedes esquina Palo
Hincado, de esta ciudad, y suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 7 de noviembre del corriente
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Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
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Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber
becado, y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Ci-
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Considerando, que en la sentencia i mpugnada y en los
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documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, en el que
una persona resultó con lesiones corporales, y los vehículos
con desperfectos, la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 13 de sep
tiembre de 1977, en sus atribuciones correccionales la
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice: "FALLA:

PRIMERO: Se declara buenos y válidos en cuanto a la
forma, los recursos de apelación interpuestos : a) por el Dr.

Luis E. Florentino Lorenzo, a nombre del coprevenido Ing.
Hans Rudolf Frei, parte civil constituida y Aliva Sump
Dominicana, C. por A., de fecha 20 de septiembre de 1977; b)
por el Dr. Francisco Cadena Moquete, a nombre del pre-
venido Rafael Artiles, Minellis Alt. Santana, Gregorio A.
Santana y Cía. de Seguros Pepín, S.A., de fecha 11 de oc-

tubre de 1977; y c) por el Dr. Esteban Ant. Jiménez Salcedo,
ayudante del Magistrado Procurado r Fiscal del Distrito
Nacional, de fecha 11 de octubre de 1977, contra sentencia
de la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, de fecha 13 de septiembre de
1977, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declara a los

nombrados Rafael Artiles, cédula personal de identidad No.

11641, serie 1ra., residente en la calle El Sol No. 27, Herrera,
D. N., y Hans Rudolf Frei, cédula personal de identidad No.
244580, serie 1ra., residente en la Av. Caonabo No. 2, Ens.
Los Restauradores, culpables de haber violado los arts. 91
inciso (a) y 61 inciso	 respectivamente , de la Ley No. 241,

en consecuenc i a se condenan a veinticinco pesos oro
(RDS25.001 de multa cada uno y al pago de las costas pena-

les; Segundo: Declara regular y válida en cuanto a la forma,

la constitució n en parte civil incoada por la Compañía Aliva
Stump Dominicana, C. por A., representada por el ingeniero
Hans Rudolf Frei, a través de su abogado Dr. Luis Ernesto
Florentino L., por haber sido hecha de acuerdo a la ley y en
cuanto al fondo, condena a los señores Rafael Artiles,
Minellis Alt. Santana y Gregorio A. Santana, el primero por su
hecho personal, a la segunda persona civilmente responsable
y la última como beneficiario del seguro del vehículo que
causó los daños, al	 pago de ochocientos pesos oro

(RDS800.001 de indemnizac ión para la reparación del vehículo
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propiedad de la Cía. demandante, más los intereses legales de
dicha suma a partir de la demanda y hasta la completa
ejecución de la sentencia a título de indemnización supletoria;Tercero: Condena a los señores Rafael Artiles, Minellis Alt.
Santana y Gregorio A. Santana, en sus calidades antes se-
ñaladas, al pago de las costas civiles con d istracción de las
mismas en favor del Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo,
abogado de la parte civil constituida, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Cuarto: Ordena que esta sentencia
le sea común, oponible y ejecutable en el aspecto civil, a la
Cia. de Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente, de conformidad con el
art. 10 Mod. de la Ley No. 4117'; SEGUNDO: En cuanto al
fondo pronuncia el defecto contra el prevenido Rafael Artiles,
por no haber comparecido no obstante haber sido legalmente
citado; TERCERO: Se modifica el Ordinal Primero de la
sentencia apelada en cuanto al nombrado Hans Rodolf Frei,
por no haber violado ningún artículo de la Ley No. 241, y se
descarga de toda responsabilidad penal; CUARTO: Se
declara culpable al nombrado Rafael Artiles, por haber viola-
do los artículos 91 inciso (a) y 61 inciso (b) de la Ley No. 241;
QUINTO: Se modifica el Ordinal Segundo de dicha sen-
tencia encuanto a la indemnización, y la Corte obrando por
propia autoridad y contrario imperio, aumenta la misma a la
suma de Mil Quinientos Pesos Oro (RDS1,500.001 por los da-
ños sufridos por Aliva Stump Dominicana, C. por A., propie-
taria del vehículo accidentado; SEXTO: Se confirma en sus
demás aspectos la sentencia apelada; SEPTIMO: Condena al
prevenido Rafael Artiles, al pago de las costas penales de la
alzada y a Rafael Artiles, Minellis Alt. Santana y/o Gregorio
Santana, persona civilmente responsable, al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en favor del Dr.
Luis Ernesto Florentino Lorenzo, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; OCTAVO: Se declara la presente
sentencia común y oponible a la Compañía de Seguros Pepín,
S.A., en su condición de entidad aseguradora del vehículo
que ocasionó el accidente";

Considerando, que la interviniente Aliva	 Stump
041	 Dominicana, C. por A., ha presentado conclusiones ten-

dentes a que se declaren nulos los recursos de casación
in terpuestos por los recurrentes, por los siguientes motivos:Primero: Porque según certificación que reposa en el ex-
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documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
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con desperfectos, la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 13 de sep-
tiembre de 1977,	 en sus atribuciones correccionales la
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo dice: "FALLA:
PRIMERO: Se declara buenos y válidos en cuanto a la
forma, los recursos de apelación interpuestos : a) por el Dr.

Luis E. Florentino Lorenzo, a nombre del coprevenido Ing.
Hans Rudolf Frei, parte civil constituida y Aliva Sump
Dominicana, C. por A., de fecha 20 de septiembre de 1977; b)
por el Dr. Francisco Cadena Moquete, a nombre del pre-
venido Rafael Artiles, Minellis Alt. Santana, Gregorio A.
Santana y Cía. de Seguros Pepín, S.A., de fecha 11 de oc-
tubre de 1977; y c) por el Dr. Esteban Ant. Jiménez Salcedo,
ayudante del Magistrado Procurador Fiscal del Distrito
Nacional, de fecha 11 de octubre de 1977, contra sentencia
de la Séptima Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, de fecha 13 de septiembre de
1977, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Declara a los
nombrados Rafael Artiles, cédula personal de identidad No.
11641, serie Ira., residente en la calle El Sol No. 27, Herrera,
D. N., y Hans Rudolf Frei, cédula personal de identidad No.
244580, serie 1ra., residente en la Av. Caonabo No. 2, Ens.
Los Restauradores, culpables de haber violado los arts. 91
inciso (a) y 61 inciso (b) respectivamente , de la Ley No. 241,

en consecuenc ia se condenan a veinticinco pesos oro
(RD$25.00) de multa cada uno y al pago de las costas pena-
les; Segundo: Declara regular y válida en cuanto a la forma,
la constitución en parte civil incoada por la Compañía Aliva
Stump Dominicana, C. por A., representada por el ingeniero
Hans Rudolf Frei, a través de su abogado Dr. Luis Ernesto
Florentino L., por haber sido hecha de acuerdo a la ley y en
cuanto al fondo, condena a los señores Rafael Artiles,
Minellis Alt. Santana y Gregorio A. Santana, el primero por su
hecho personal, a la segunda persona civilmente responsable
y la última como beneficiario del seguro del vehículo que
causó los daños, al pago de ochocientos pesos oro
(RD$800.00) de indemnizació n para la reparación del vehículo
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dicha suma a partir de la demanda y hasta la completa
ejecución de la sentencia a titulo de indemnización supletoria;
Tercero: Condena a los señores Rafael Artiles, Minellis Alt.
Santana y Gregorio A. Santana, en sus calidades antes se-
ñaladas, al pago de las costas civiles con distracción de las
mismas en favor del Dr. Luis Ernesto Florentino Lorenzo,
abogado de la parte civil constituida, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Cuarto: Ordena que esta sentencia
le sea común, oponible y ejecutable en el aspecto civil, a la
Cía. de Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente, de conformidad con el
art. 10 Mod. de la Ley No. 4117'; SE GUNDO: En cuanto al
fondo pronuncia el defecto contra el prevenido Rafael Artiles,
por no haber comparecido no obstante haber sido legalmente
citado; TERCERO: Se modifica el Ordinal Primero de la
sentencia apelada en cuanto al nombrado Hans Rodolf Frei,
por no haber violado ningún artículo de la Ley No. 241, y se
descarga de toda responsabilidad penal; CUARTO: Se
declara culpable al nombrado Rafael Artiles, por haber viola-
do los artículos 91 inciso (a) y 61 inciso (b) de la Ley No. 241;
QUINTO: Se modifica el Ordinal Segundo de dicha sen-
tencia encuanto a la i ndemnización, y la Corte obrando por
propia autoridad y contrario imperio, aumenta la misma a la
suma de Mil Quinientos Pesos Oro ( R D$1,500.00) por los da-
ños sufridos por Aliva Stump Dominicana, C. por A., p ropie-
taria del vehículo accidentado; SEXTO: Se confirma en sus
demás aspectos la sentencia apelada; SEPTIMO: Condena al
prevenido Rafael Artiles, al pago de las costas penales de la
alzada y a Rafael Artiles, Minellis Alt. Santana y/o Gregorio
Santana, persona civilmente responsable, al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en favor del Dr.
Luis Ernesto Florentino Lorenzo, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; OCTAVO: Se declara la presente
sentencia común y oponible a la Compañía de Seguros Pepín,
S.A., en su condición de entidad aseguradora del vehículo
que ocasionó el accidente-;

Considerando, que la interviniente Aliva	 Stump
Dominicana, C. por A., ha presentado conclusiones ten-
dentes a que se declaren nulos los recursos de casación
interpuestos por los recurrentes, por los siguientes motivos:
Primero: Porque según certificación que reposa en el ex-
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pediente, del Secretario de lo penal de la Corte a-qua, el acta
que contiene los mencionados recursos no fue firmada por
las partes; Segundo: Porque los referidos recursos fueron
interpuestos en una fecha comprendida en el período de las
vacaciones judiciales, o sea, en la Semana Santa, sin que
para interponerlos se habilitara ese día; pero,

Considerando, que en el expediente existe una certificación
del Secretario de lo Penal de la Corte a-qua, donde se ex-
presa que el "acta de casación marcada con el No. 94/80,
interpuesto por instancia dirigida a esta Secretaría, de fecha
1ro. de abril de 1980, contra sentencia dictada por esta Corte
en fecha 26 de marzo de 1980, por el Dr. Juan J. Chain
Tuma actuando por sí y por el Dr. Rafael Antonio Durán
Oviedo a nombre y representación de Gregorio A. Santana,
Rafael Artiles y/o Minellis Altagracia Santana, y Cía. de
Seguros Pepín, S.A., en sus respectivas calidades de pre-
venido, persona civilmente responsable, y compañía asegura-
dora, y hasta la fecha de hoy día 24 de agosto de 1981, dichas
recurrentes no se han presentado a esta Secretaría a firmar el
libro donde reposa el acta antes mencionada"; que la cer-
tificación que se ha transcrito arriba da constancia de que el
recurso fue interpuesto por el Dr. Juan J. Chain Tuma,
actuando a nombre y representación de las partes indicadas
en el mismo, por lo que, los mencionados recurrentes no
tenían que firmar el referido recurso de casación, pues lo
f irmó por ellos su esposo, según expresa el Secretario que lo
redactó; que asimismo, en lo referente al segundo punto de
las citadas conclusiones, contrario a lo asegurado por la in-
terviniente los recursos interpuestos contra las sentencias
dictadas en materia penal pueden ser hechos durante los días
comprendidos en las vacaciones judiciales, sin que ello en-
trañe su nulidad, sin necesidad de habilitar el día en que se
realicen; que, por lo expuesto, los medios de inadmisión de la
interviniente carecen de fundamento y deben ser rechazados;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación: Primero:
Violación del artículo 155 del Código de Procedimiento
Criminal; Segundo: Desnaturalización de los hechos de la
causa; Tercero: Falta de motivos; Cuarto: Falta de base
legal; Quinto: Violación por falsa aplicación del artículo 49 de
la Ley No. 241 sobre Tránsito y Vehículos;

Considerando, que, en síntesis, que en sus cinco medios de
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casu..on reunidos los recurrentes alegan: al que no se le
tomó el juramento de ley al testigo Antonio Hernández, cuyas
declaraciones ha tenido en cuenta para su fallo la Corte a-
qua; b) que al caso se le dio una solución contraria a los
hechos de la causa; y c) que no se dan motivos que expliquen
en que consistió la violación al artículo 91 de la citada Ley No
241; pero,

Considerando, que en cuanto al alegato de la letra (a). que
en el acta de audiencia de la Séptima Cámara Penal apo-
derada del caso consta que el testigo Antonio Hernández fue
juramentado, expresión que satisface la exigencia del
mencionado artículo 155 del Código de Procedimiento
Criminal, por lo que el alegato que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto a los alegatos señalados con las
le g as (d) y (c), que la Corte a-qua mediante la ponderación
de los elementos de juicio que fueron regularmente ad-
miniStradosen la instrucción de la causa, dio por establecidc
lo siguiente: a) que el 22 de octubre de 1976 mientras el co-
prevenido Hans Rudolf Frei, conducía a las 11 de la noche el
automóvil placa No. 119-006 propiedad de Aliva Stamp
Dominicana, C. por A., asegurada con la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., de Este a Oeste, por la avenida
27 de Febrero de esta ciudad, al llegar frente al Restaurant
Rancho La Campana, tuvo una colisión con el automóvil
placa No. 203-965 propiedad de Minellis Altagracia Santana,
asegurado a nombre de Gregorio A. Santana por Seguros
Pepín, S.A., y conducido por Rafael Artiles, vehículo que
estaba estacionado a su derecha; b) que el accidente se debió
a la imprudencia del prevenido Rafael Artiles, quien al es-
tacionar su vehículo por un desperfecto para ir a buscar un
mecánico para su arreglo, no obstante estar el sector a obs-
curas, no tomó las precauciones de que mand-un los ar-
tículos 91 inciso (a) y el 194 en el (d) de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, o sea que el prevenido recurrente
no debió estacionar de noche su vehículo como lo hizo en
una vía pública estando la misma a obscuras, sin encender las
luces de estacionamiento y sus luces posteriores y cuales-
quiera otras luces que exigiera para dicho fin la ley de la ma-
teria, así como tampoco colocó los dispositivos en forma de
triángulo equilátero con vandas de material reflectante de
color rojo en la forma y distancias que dicha ley señala,
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pediente, del Secretario de lo penal de la Corte a-qua, el acta
que contiene los mencionados recursos no fue firmada por
las partes; Segundo: Porque los referidos recursos fueron
interpuestos en una fecha comprendida en el período de las
vacaciones judiciales, o sea, en la Semana Santa, sin que
para interponerlos se habilitara ese día; pero,

Considerando, que en el expediente existe una certificación
del Secretario de lo Penal de la Corte a-qua, donde se ex-
presa que el "acta de casación marcada con el No. 94/80,
interpuesto por instancia dirigida a esta Secretaría, de fecha
1ro. de abril de 1980, contra sentencia dictada por esta Corte
en fecha 26 de marzo de 1980, por el Dr. Juan J. Chaín
Tuma actuando por sí y por el Dr. Rafael Antonio Durán
Oviedo a nombre y representación de Gregorio A. Santana,
Rafael Artiles y/o Minellis Altagracia Santana, y Cía. de
Seguros Pepín, S.A., en sus respectivas calidades de pre-
venido, persona civilmente responsable, y compañía asegura-
dora, y hasta la fecha de hoy día 24 de agosto de 1981, dichas
recurrentes no se han presentado a esta Secretaría a firmar el
libro donde reposa el acta antes mencionada"; que la cer-
tificación que se ha transcrito arriba da constancia de que el
recurso fue interpuesto por el Dr. Juan J. Chaín Tuma,  -
actuando a nombre y representación de las partes indicadas
en el mismo, por lo que, los mencionados recurrentes no
tenían que firmar el referido recurso de casación, pues lo
firmó por ellos su esposo, según expresa el Secretario que lo
redactó; que asimismo, en lo referente al segundo punto de
las citadas conclusiones, contrario a lo asegurado por la in-
terviniente los recursos interpuestos contra las sentencias
dictadas en materia penal pueden ser hechos durante los días
comprendidos en las vacaciones judiciales, sin que ello en-
trañe su nulidad, sin necesidad de habilitar el día en que se
realicen; que, por lo expuesto, los medios de inadmisión de la
interviniente carecen de fundamento y deben ser rechazados;

Considerando, que los recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación: Primero:
Violación del artículo 155 del Código de Procedimiento
Criminal; Segundo: Desnaturalización de los hechos de la
causa; Tercero: Falta de motivos; Cuarto: Falta de base
legal; Quinto: Violación por falsa aplicación del artículo 49 de
la Ley No. 241 sobre Tránsito y Vehículos;

Considerando, que, en síntesis, que en sus cinco medios de
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casación reunidos los recurrentes alegan: al que no se le
tomó el juramento de ley al testigo Antonio Hernández, cuyas
declaraciones ha tenido en cuenta para su fallo la Corte a-
qua; b) que al caso se le dio una solución contraria a los
hechos de la causa; y c) que no se dan motivos que expliquen
en que consistió la violación al artículo 91 de la citada Ley No
241; pero,

Considerando, que en cuanto al alegato de la letra (a), que
en el acta de audiencia de la Séptima Cámara Penal apo-
derada del caso consta que el testigo Antonio Hernández fue
juramentado, expresión que satisface la exigencia del
mencionado articulo 155 del Código de Procedimiento
Criminal, por lo que el alegato que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado; 	 • .

Considerando, en cuanto a los alegatos señalados con las
letras (d) y (c), que la Corte a-qua mediante la ponderación
de los elementos de juicio que fueron regularmente ad-
miniStradosen la instrucción de la causa, dio por establecidc
lo siguiente: a) que el 22 de octubre de 1976 mientras el co-
prevenido Hans Rudolf Frei, conducía a las 11 de la noche el
automóvil placa No. 119-006 propiedad de Aliva Stamp
Dominicana, C. por A., asegurada con la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., de Este a Oeste, por la avenida
27 de Febrero de esta ciudad, al llegar frente al Restaurant
Rancho La Campana, tuvo una colisión con el automóvil
placa No. 203-965 propiedad de Minellis Altagracia Santana,
asegurado a nombre de Gregorio A. Santana por Seguros
Pepín, S.A., y conducido por Rafael Artiles, vehículo que
estaba estacionado a su derecha; b) que el accidente se debió
a la imprudencia del prevenido Rafael Artiles, quien al es-
tacionar su vehículo por un desperfecto para ir a buscar un
mecánico para su arreglo, no obstante estar el sector a obs-
curas, no tomó las precauciones de que mandon los ar-
tículos 91 inciso (a) y el 194 en el (d) de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, o sea que el prevenido recurrente
no debió estacionar de noche su vehículo como lo hizo en
una vía pública estando la misma a obscuras, sin encender las
luces de estacionamiento y sus luces posteriores y cuales-
quiera otras luces que exigiera para dicho fin la ley de la ma-
teria, así como tampoco colocó los dispositivos en forma de
triángulo equilátero con vandas de material reflectante de
color rojo en la forma y distancias que dicha ley señala,

BOLETINI JUDICIAL.



1

BOLETIN JUDICIAL

disposiciones legales todas éstas que aunque no están
transcritas en el dispositivo de la sentencia impugnada, se
mencionan en cambio en él los referidos textos legales que
fueron violados por el prevenido, y los mismos se copian en el
cuerpo de dicha decisión, con lo que se cumple el voto de la
ley; que por lo expuesto, es evidente que la sentencia im-
pugnada tiene motivos suficientes y pertinentes, y una
relación de los hechos sin desnaturalizados que justifican su
dispositivo y que han permitido a la Suprema Corte de
Justicia verificar que en la especie, se hizo una correcta
aplicación de la ley, por lo que los alegatos que se examinan
carecen de fundamento y deben ser desestimados•

Considerardo, que los hechos así establecidos constituven
a cargo del prevenido el delito previsto en el artículo 49 de la
Ley No. 241 de 1976 sobre Tránsito y Vehículos, de golpes y
heridas por imprudencia sancionado por dicho texto legal en
su letra (b) de tres (3) meses a un (1) año de prisión y multa de
Cincuenta IRDS50.00) a Trescientos (RDS300.00) pesos si el
lesionado resultare enfermo o imposibilitado para dedicarse a
su trabajo por diez (10) días o más, pero menos de veinte 120/,
como sucedió en la especie; que al condenar al prevenido
recurrente a una multa de veinticinco IRDS25.00) pesos
acogiendo circunstancias atenuantes la Corte a-quo le aplicó
una pena ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-quo dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Aliva Stamp
Dcminicana, C. por A., constituida en parte civil, daños y
perjuicios materiales que evaluó en las sumas que indica el
dispositivo de la sentencia impugnada a cargo del prevenido
recurrente y de las personas civilmente responsables puestas
en causa, Minellis Altagracia Santana y Gregorio A. Santana,
haciéndolas oponibles a la Cía. de Seguros Pepín, S.A., que al
proceder así la Corte a-quo hizo una correcta aplicación de
los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y 1 y 10 de la Ley
No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Aliva Stump Dominicana, C. por A., en los recursos in-
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terpuestos por Rafael Artiles, Gregorio A. Santana, Minellis
Altagracia Santana y Cía. de Seguros Pepín, S.A., contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
domingo el 26 de marzo de 1980, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los referidos recursos y condena al prevenido Rafael
Artiles al pago de las costas penales y a éste, Gregorio
Santana y Minellis Altagracia Santana, al pago de las costas
civiles y se distraen en favor del Dr. Luis Ernesto Florentino
Lorenzo, abogado de los intervinientes quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad, las que hace oponibles a la Seguros
Pepín, S.A., dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.
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disposiciones legales todas éstas que aunque no están
transcritas en el dispositivo de la sentencia impugnada, se
mencionan en cambio en él los referidos textos legales que
fueron violados por el prevenido, y los mismos se copian en el
cuerpo de dicha decisión, con lo que se cumple el voto de la
ley; que por lo expuesto, es evidente que la sentencia im-
pugnada tiene motivos suficientes y pertinentes, y una
relación de los hechos sin desnaturalizarlos que justifican su
dispositivo y que han permitido a la Suprema Corte de
Justicia verificar que en la especie, se hizo una correcta
aplicación de la ley, por lo que los alegatos que se examinan
carecen de fundamento y deben ser desestimados.

Considerando, que los hechos así establecidos constituven
a cargo del prevenido el delito previsto en el artículo 49 de la
Ley No. 241 de 1976 sobre Tránsito y Vehículos, de golpes y
heridas por imprudencia sancionado por dicho texto legal en
su letra (b) de tres (3) meses a un (1) año de prisión y multa de
Cincuenta (RDS50.00) a Trescientos (RDS300.00) pesos si el
lesionado resultare enfermo o imposibilitado para dedicarse a
su trabajo por diez (10) días o más, pero menos de veinte (20),
como sucedió en la especie; que al condenar al prevenido
recurrente a una multa de veinticinco (RDS25.00) pesos
acogiendo circunstancias atenuantes la Corte a-qua le aplicó
una pena ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Aliva Stamp
Dcminicana, C. por A., constituida en parte civil, daños y
perjuicios materiales que evaluó en las sumas que indica el
dispositivo de la sentencia impugnada a cargo del prevenido
recurrente y de las personas civilmente responsables puestas
en causa, Minellis Altagracia Santana y Gregorio A. Santana,
haciéndolas oponibles a la Cía. de Seguros Pepín, S.A., que al
proceder así la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de
los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y 1 y 10 de la Ley
No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Aliva Stump Dominicana, C. por A., en los recursos in-
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terpuestos por Rafael Artiles, Gregorio A. Santana, Minellis
Altagracia Santana y Cía. de Seguros Pepín, S.A., contra la
sentencia dictada por la Corte de	 Apelación de Santo
domingo el 26 de marzo de 1980, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza los referidos recursos y condena al prevenido Rafael
Artiles al pago de las costas penales y a éste, Gregorio
Santana y Minellis Altagracia Santana, al pago de las costas
civiles y se distraen en favor del Dr. Luis Ernesto Florentino
Lorenzo, abogado de los intervinientes quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad, las que hace oponibles a la Seguros
Pepín, S.A., dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García	 de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DEL 1983 No.

17

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de fecha 23 do diciembre de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente ts): JACINTO SURIEL, ALIMENTOS
BALANCEADOS, C. POR A., y la COMPAÑIA DE SEGUROS
PEPIN, S.A.

Abogado (s): Dr. Félix Antonio Brito Mata.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de ra República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo s̀ usti-

tuto de Presidente; Leonto R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala dcnde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 9 del mes de noviembre del año 1983, años 140' de la
Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Jacinto
Suriel, dominicano, mayor de edad, cédula No. 84461, serie
1ra., domiciliado y residente en esta ciudad, en la calle Al
No. 5, del Ens. Los Mina; Alimentos Balanceados, C. por A.,
con asiento social en el kilómetro 12 do la carretera Mella,
de esta ciudad; y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., con
asiento social en la calle Mercedes esquina Palo Hincado, de
esta ciudad; contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales, el 23 de diciembre de 1982, por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República,

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 25 de enero de 1983, a re-
querimiento del Dr. Luis E. Norberto Rodríguez, cédula No.
21417, serie 2, en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone contra la sentencia impugnada, ningún medio
de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 5 de
agosto de 1983, suscrito por el Dr. Félix Antonio Brito Mata,
cédula No. 29194, serie 47, en el cual se propone contra la
sentencia impugnada el medio que se indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
berado y vistos los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta; a) que con motivo
de un accidente de tránsito, en el cual resultó muerta una
persona, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó el 3 de febrero de 1978,
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación de
Santo Domingo, dictó el 18 de noviembre de 1980, una
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Declara bueno y válido en cuanto a la forma, los recursos de
apelación interpuestos por: Al Dr. Rafael Veras Benítez, a
nombre y representación del prevenido Eustaquio Valdez
Butten, de la persona civilmente responsable Marcos E.
Martínez, y de la Compañía de Seguros Patria, S.A., en fecha
14 de febrero de 1978;	 Dr. Bernardo Vásquez, a nombre y
representación de Eustaquio Valdez Butten, Jacinto Suriel,
Alimentos Balanceados, C. por A., y Seguros Pepín, S.A., en
fecha 22 de abril de 1980; y C) Dr. César Pina Toribio, a
nombre y representación de José Ramón Valdez Lorenzo y
Mercedes Martes de Valdez, parte civil constituida, en fecha
25 de abril de 1980, contra la sentencia de fecha 3 de febrero
de 1978 dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla: Primero: Declara culpable a los nombrados
Eustaquio Valdez Butten y Jacinto Suriel, inculpados del deli-
to de golpes y heridas involuntarios en perjuicio de Luis
Valdez Martes (fallecido) en violación a los artículos 49 inciso
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República,

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 25 de enero de 1983, a re-
querimiento del Dr. Luis E. Norberto Rodríguez, cédula No.
21417, serie 2, en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone contra la sentencia impugnada, ningún medio
de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 5 de
agosto de 1983, suscrito por el Dr. Félix Antonio Brito Mata,
cédula No. 29194, serie 47, en el cual se propone contra la
sentencia impugnada el medio que se indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
berado y vistos los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta; a) que con motivo
de un accidente de tránsito, en el cual resultó muerta una
persona, la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, dictó el 3 de febrero de 1978,
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
sobre los recursos interpuestos, la Corte de Apelación de
Santo Domingo, dictó el 18 de noviembre de 1980, una
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Declara bueno y válido en cuanto a la forma, los recursos de
apelación interpuestos por: A) Dr. Rafael Veras Benítez, a
nombre y representación del prevenido Eustaquio Valdez
Butten, de la persona civilmente responsable Marcos E.
Martínez, y de la Compañía de Seguros Patria, S.A., en fecha
14 de febrero de 1978; B) Dr. Bernardo Vásquez, a nombre y
representación de Eustaquio Valdez Butten, Jacinto Suriel,
Alimentos Balanceados, C. por A., y Seguros Pepfn, S.A., en
fecha 22 de abril de 1980; y C) Dr. César Pina Toribio, a
nombre y representación de José Ramón Valdez Lorenzo y
Mercedes Martes de Valdez, parte civil constituida, en fecha
25 de abril de 1980, contra la sentencia de fecha 3 de febrero
de 1978 dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla: Primero: Declara culpable a los nombrados
Eustaquio Valdez Butten y Jacinto Suriel, inculpados del deli-
to de golpes y heridas involuntarios en perjuicio de Luis
Valdez Martes (fallecido) en violación a los artículos 49 inciso

SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBR E DEL 1983 No.

17

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbai, de fecha 23 de diciembre de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente ts): JACINTO SURIEL, ALIMENTOS
BALANCEADO S , C. POR A., y la COMPAÑIA DE SEGUROS
PEPIN, S.A.

Abogado (s): Dr. Félix Antonio Brito Mata.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de ta Re pública, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala dcnde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 9 del mes de noviembre del año 1983, años 140' de la
Independenc ia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corto de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Jacinto
Suriel, dominicano, mayor de edad, cédula No. 84461, serie
Ira., domiciliado y residente en esta ciudad, en la calle Al
No. 5, del Ens. Los Mina; Alimentos Balanceados, C. por A.,
con asiento social en el kilómetro 12 de la carretera Mella,
de esta ciudad; y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., con
asiento social en la calle Mercedes esquina Palo Hincado, de
esta ciudad; contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales, el 23 de diciembre de 1982, por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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1ro., y 65 de la Ley No. 241, de Tránsito y Vehículos y en
consecuencia se condena a doscientos pesos oro
IRDS200.00) de multa y al pago de las costas penales a c/u;
Segundo: Declara buena y válida la constitución en parte ci:
vil hecha por los Dres. José Ramón Valdez Lorenzo y Mer-
cedes Martes de Valdez, contra Eustaquio Valdez Butten,
Jacinto Suriel, Marcos E. Martínez y Alimentos Balanceados,
C. por A., en la forma y en cuanto al fondo, se condenan al
pago solidario de la suma de diez mil pesos oro
(RDS10,000.00) moneda de curso legal, en favor de dicha
parte civil como justa indemnización por los daños y per-
juicios morales y materiales sufridos a causa del referido acci-
dente, además, al pago de los intereses legales de esa suma a
partir de la fecha de la demanda; Tercero: Declaran oponi-
bles la presente sentencia a la Compañía de Seguros Pepin,
S.A., y Seguros Patria, S.A., en sus respectivas calidades de
entidades aseguradoras de los vehículos que causaron el
accidente en cuestión, dentro de la cuantía del seguro;
Cuarto: Condena a Eustaquio Valdez Butten, Jacinto Suriel,
Marcos E. Martínez y Alimentos Balanceados, C. por A., al
pago de las costas civiles en provecho de los Dres. César R.
Pina Toribio y Rolando de la Cruz Bello, abogados que afir-
man en sus conclusiones estarlas avanzando en su totalidad;
Quinto: Dispone la oponibilidad de la presente sentencia
contra las Compañías de Seguros Patria, S.A., y Seguros
Pepin, S.A., en aplicación de las disposiciones del artículo 10
de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor"; c) que sobre recurso de casación interpuesto, la
Suprema Corte de Justicia, dictó el 1ro. de septiembre de
1382, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Admite como intervinientes a José Ramón,
Valdez Lorenzo y Mercedes Marte de Valdez, en los recursos'
de casación interpuestos por Jacinto Suriel, Alimentos
Balanceados, C. por A., y la Compañía de Seguros Pepín,
S.A., contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en atribuciones correccionales, el 18 de no-
viembre de 1980, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; SEGUNDO: Casa, en el aspecto
civil, la indicada sentencia y envía el asunto, así delimitado, a
la Corte de Apelación de San Cristóbal, en las mismas atri-
buciones; TERCERO: Rechaza, en sus demás aspectos los
referidos recursos; CUARTO: Condena a Jacinto Suriel al

pago de las costas penales; QUINTO: Compensa las costas
civiles entre las partes"; d) que apoderada por envío la Corte
de Apelación de San Cristóbal, intervino el fallo ahora im-
pugnado con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara regulares los recursos de apelación interpuestos por
el Dr. Rafael Valera Benítez, a nombre y representación del
prevenido Eustaquio Valdez Butten, del señor Marcos E.
Martínez, persona civilmente responsable puesta en causa y
de la compañía aseguradora del vehículo Patria, S.A., por el
Dr. Bernardo Vásquez, a nombre y representación de Eus-
taquio Valdez Butten, Jacinto Suriel, Alimentos Balanceados,
C. por A. y Seguros Pepín, S.A.; por el Dr. César Pina Toribio,
a nombre y representación de los señores José Ramón
Valdez Lorenzo y Mercedes Martes de Valdez, en su calidad
de parte civil constituida; contra sentencia correccional dicta-
da por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 3 del mes de febrero
del año 1978; asunto del cual se encuentra apoderada esta
Corte por envío que hiciera la Suprema Corte de Justicia, por
su sentencia de fecha 1ro. de septiembre de 1982;
SEGUNDO: Declara buena y válida por ser regular en la
forma y justa en cuanto al fondo, la constitución en parte civil
incoada por los nombrados José Ramón Valdez Lorenzo y
Mercedes Martes de Valdez, por conducto de su abogado
constituido, Dr. César R. Pina Toribio, en su condición y cali-
dad de padre y tutor legal del occiso Luis Valdez Martes, en
contra de Jacinto Suriel y Eustaquio Valdez Butten, en cali-
dad de co-prevenidos, y contra Marcos E. Martínez y
Alimentos Balanceados, C. por A., en su calidad de personas
civilmente responsables puestas en causa; en cuanto al
fondo, condena a Jacinto Suriel y Alimentos Balanceados,
C. por A., como personas civilmente responsalbes puestas en
causa, al pago de una indemnización, en una proporción de
un cincuenta por ciento (50%) del quantum de la in-
demnización acordada por el Tribunal a-quo, que apreciara
dicho Tribunal en la suma de diez mil pesos oro
IRDS10,000.00), en favor y provecho de José Ramón Valdez y
Mercedes Martes de Valdez, como justa reparación por los
daños morales y materiales, por éstos sufridos, a
consecuencia del accidente de que se trata; confirmando esta
Corte, el aspecto civil de la sentencia recurrida; TERCERO:
Acoge las conclusiones vertidas por órgano de los Drel
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1ro., y 65 de la Ley No. 241, de Tránsito y Vehículos y en
consecuencia se condena a doscientos pesos oro
(RDS200.00) de multa y al pago de las costas penales a c/u;
Segundo: Declara buena y válida la constitución en parte
vil hecha por los Dres. José Ramón Valdez Lorenzo y Mer-
cedes Martes de Valdez, contra Eustaquio Valdez Butten,
Jacinto Suriel, Marcos E. Martínez y Alimentos Balanceados,
C. por A., en la forma y en cuanto al fondo, se condenan al
pago solidario de la suma de diez mil pesos oro
(RDS10,000.00) moneda de curso legal, en favor de dicha
parte civil como justa indemnización por los daños y per-
juicios morales y materiales sufridos a causa del referido acci-
dente, además, al pago de los intereses legales de esa suma a
partir de la fecha de la demanda; Tercero: Declaran oponi-
bles la presento sentencia a la Compañía de Seguros Pepín,
S.A., y Seguros Patria, S.A., en sus respectivas calidades de
entidades aseguradoras de los vehículos que causaron el
accidente en cuestión, dentro de la cuantía del seguro;
Cuarto: Condena a Eustaquio Valdez Butten, Jacinto Suriel,
Marcos E. Martínez y Alimentos Balanceados, C. por A., al
pago de las costas civiles en provecho de los Dres. César R.
Pina Toribio y Rolando de la Cruz Bello, abogados que afir-
man en sus conclusiones estarlas avanzando en su totalidad;
Quinto: Dispone la oponibilidad de la presente sentencia
contra las Compañías de Seguros Patria, S.A., y Seguros
Pepín, S.A., en aplicación de las disposiciones del artículo 10
de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor"; c) que sobre recurso de casación interpuesto, la
Suprema Corte de Justicia, dictó el 1ro. de septiembre de
1982, una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Admite como intervinientes a José Ramón,
Valdez Lorenzo y Mercedes Marte de Valdez, en los recursos'
de casación interpuestos por Jacinto Suriel, Alimentos
Balanceados, C. por A., y la Compañía de Seguros Pepín,
S.A., contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en atribuciones correccionales, el 18 de no-
viembre de 1980, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; SEGUNDO: Casa, en el aspecto
civil, la indicada sentencia y envía el asunto, asl delimitado, a
la Corte de Apelación de San Cristóbal, en las mismas atri-
buciones; TERCERO: Rechaza, en sus demás aspectos los
referidos recursos; CUARTO: Condena a Jacinto Suriel al

pago de las costas penales; QUINTO: Compensa las costas
civiles entre las partes"; d) que apoderada por envío la Corte
de Apelación de San Cristóbal, intervino el fallo ahora im-
pugnado con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara regulares los recursos de apelación interpuestos por
el Dr. Rafael Valera Benítez, a nombre y representación del
prevenido Eustaquio Valdez Butten, del señor Marcos E.
Martínez, persona civilmente responsable puesta en causa y
de la compañía aseguradora del vehículo Patria, S.A., por el
Dr. Bernardo Vásquez, a nombre y representación de Eus-
taquio Valdez Butten, Jacinto Suriel, Alimentos Balanceados,
C. por A. y Seguros Pepín, S.A.; por el Dr. César Pina Toribio,
a nombre y representación de los señores José Ramón
Valdez Lorenzo y Mercedes Martes de Valdez, en su calidad
de parte civil constituida; contra sentencia correccional dicta-
da por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 3 del mes de febrero
del año 1978; asunto del cual se encuentra apoderada esta
Corte por envío que hiciera la Suprema Corte de Justicia, por
su sentencia de fecha 1ro. de septiembre de 1982;
SEGUNDO: Declara buena y válida por ser regular en
forma y justa en cuanto al fondo, la constitución en parte civil
incoada por los nombrados José Ramón Valdez Lorenzo y
Mercedes Martes de Valdez, por conducto de su abogado
constituido, Dr. César R. Pina Toribio, en su condición y cali-
dad de padre y tutor legal del occiso Luis Valdez Martes, en
contra de Jacinto Suriel y Eustaquio Valdez Butten, en cali-
dad de co-prevenidos, y contra Marcos E. Martínez y
Alimentos Balanceados, C. por A., en su calidad de personas
civilmente responsables puestas en causa; en cuanto al
Fondo, condena a Jacinto Suriel y Alimentos Balanceados,
C. por A., como personas civilmente responsalbes puestas en
causa, al pago de una indemnización, en una proporción de
un cincuenta por ciento (50%) del quantum de la in-
demnización acordada por el Tribunal a-quo, que apreciara
dicho Tribunal en la suma de diez mil pesos oro
(RDS10,000.00), en favor y provecho de José Ramón Valdez y
Mercedes Martes de Valdez, como justa reparación por los
daños morales y materiales, por éstos sufridos, a
consecuencia del accidente de que se trata; confirmando esta
Corte, el aspecto civil de la sentencia recurrida; TERCERO:
Acoge las conclusiones vertidas por órgano de los Dres
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Rolando de la Cruz Bello, César Pina Toribio y Rafaela Es-
paillat Llenas, en su condición de abogados constituidos y
apoderados especiales de la parte civil constituida, por ser las

- mismas pertinentes y estar bien fundadas; CUARTO:
Declara la regularidad de la puesta en causa de la Compañía
de Seguros Pepín, S.A., en su calidad de entidad aseguradora
del vehículo propiedad de la empresa Alimentos Balan-
ceados, C. por A., que ocasionó el accidente, en
consecuencia, se declara la presente sentencia común,
oponible y ejecutable con todas sus consecuencias legales a
dicha entidad aseguradora; QUINTO: Condena al prevenido
Jacinto uriel y a la persona civilmente responsable puesta
en causa Alimentos Balanceados, C. por A., sucumbientes
en el pros so, al pago de las costas civiles, con distracción de
dichas co tas, en provecho de los Dres. Rolando de la Cruz
Bello, Ce ar Pina Toribio y Rafaela Espaillat Llenas, que
afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio de casación: Falta
de motivos y/o motivos insuficientes. Falta de base Legal;

Considerando, que en el desarrollo de su medio de
casación, los recurrentes alegan en síntesis: a) que la Corte a-
qua decide por su sentencia que tas partes están obligadas en
un cincuenta por ciento (50%) cada una en la indemnización
de RDS10,000.00 acordada a la parte civil constituida, que
ella no estaba en condiciones, a menos que quisiera favorecer
a una de las partes, de decidir como lo hizo, que las faltas
cometidas por los conductores, contribuyeron de igual
manera a la producción del accidente, ya que las juris-
dicciones ordinarias habían determinado de manera
fehaciente, que Eustaquio Valdez Butten, habla cometido la
falta que determinó el desgraciado accidente y resultaría
ilógico que ambas partes soportaran de igual manera la in-
demnización acordada a la parte civil, en un cincuenta por
ciento (50%) cada uno, ya que sería injusto que a los
recurrentes se les hiciera soportar en igual parte la in-
demnización, existiendo en la sentencia, elementos de juicio
suficientes para graduar la falta y no de manera tan simple o
por un errado criterio sobre sus funciones como Tribunal de
envío, pensar que estaban excluidos de examinar el grado de
culpabilidad de los co-prevenidos en las faltas cometidas,
para determinar la cuota parte de la indemnización a que

estaba cada uno obligado; b) que la Corte a -qua no ha
cumplido, como Corte de envío con el cometido de la sen-
tencia de la Suprema Corte de Justicia, que dio la opor-
tunidad de solucionar el asunto a base de equidad y no como
lo hizo, con una sentencia que no expresa nada dividiendo la
indemnización en dos partes iguales entre las personas ci-
vilmente responsables; que por todo ello la sentencia im-
pugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que la Corte a-qua para fallar en el sentido que lo
hie dividiendo en un 50%, a cargo de las personas civilmen-
te responsables, la indemnización de RDS10,000.00 concedi-
da a la parte civil constituida, dio los motivos siguientes: "que
en relación a la condenación solidaria de RDS10,000.00 que
impuso a Eustaquio Valdez Butten, Jacinto Suriel, Marcos A.
Martínez y Alimentos Balanceados, C. por A., a que se refiere
en su sentencia la Suprema Corte de Justicia, en favor de las
partes civiles constituidas, esta Corte para determinar la
proporción a la cual cada una de las personas civilmente
responsables deberán resarcir equitativamente los daños y
peroicios morales y materiales ocasionados, estima per-
tinente adoptar los motivos supra mencionados, que han
servido de base a la decisión tendiente para demostrar las
faltas respectivas en que incurrieron los prevenidos"; "que
estando esta Corte apoderada para decidir con respecto a los
intereses civiles solamente, procede modificar en cuanto la
reparación de los daños y perjuicios la sentencia dictada por
la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santo Domingo, ya referida, en la forma
que será determinada en el dispositivo de esta sentencia,
rechazando las pretensiones de las partes representadas por
el Dr. Norberto Rodríguez"; que por todo lo expuesto se evi-
dencia que la Corte a - qua al proceder de ese modo, procedió
correctamente, sin que en ningún momento, contrariamente
a lo sostenido por los recurrentes, los Tribunales apoderados
dc este proceso, en ninguiia de sus sentencias graduaron ni
fijaron porcentaje alguno en cuanto a la magnitud de las
faltas cometidas por los co-prevenidos, sino que se limitaron
a expresar que ambos concurrieron con sus faltas a la pro-
ducción del accidente, que por todo ello, la Corte a -qua al
apreciarlo en ese mismo sentido dentro de su poder soberano
de apreciación no incurrió en las violaciones denunciadas y



3510	 BOLETIN JUDICIAL
	

BOLETIN JUDICIAL	 3511,

Rolando de la Cruz Bello, César Pina Toribio y Rafaela Es-
paillat Llenas, en su condición de abogados constituidos y
apoderados especiales de la parte civil constituida, por ser las

- mismas pertinentes y estar bien fundadas; CUARTO:
Declara la regularidad de la puesta en causa de la Compañía
de Seguros Pepín, S.A., en su calidad de entidad aseguradora
del vehículo propiedad de la empresa Alimentos Balan-
ceados, C. por A., que ocasionó el accidente, en
consecuencia, se declara la presente sentencia común,
oponible y ejecutable con todas sus consecuencias legales a
dicha entidad aseguradora; QUINTO: Condena al prevenido
Jacinto uriel y a la persona civilmente responsable puesta
en causa Alimentos Balanceados, C. por A., sucumbientes
en el proc so, al pago de las costas civiles, con distracción de
dichas co tos, en provecho de los Dres. Rolando de la Cruz
Bello, Cé sar Pina Toribio y Rafaela Espaillat Llenas, que
afirman haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio de casación: Falta
de motivos y/o motivos insuficientes. Falta de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su medio de
casación, los recurrentes alegan en síntesis: a) que la Corte a-
qua decide por su sentencia que las partes están obligadas en
un cincuenta por ciento (50%) cada una en la indemnización
de R0S10,000.00 acordada a la parte civil constituida, que
ella no estaba en condiciones, a menos que quisiera favorecer
a una de las partes, de decidir como lo hizo, que las faltas
cometidas por los conductores, contribuyeron de igual
manera a la producción del accidente, ya que las juris-
dicciones ordinarias habían determinado de manera
fehaciente, que Eustaquio Valdez Butten, había cometido la
falta que determinó el desgraciado accidente y resultaría
ilógico que ambas partes soportaran de igual manera la in-
demnización acordada a la parte civil, en un cincuenta por
ciento (50%) cada uno, ya que sería injusto que a los
recurrentes se les hiciera soportar en igual parte la in-
demnización, existiendo en la sentencia, elementos de juicio
suficientes para graduar la falta y no de manera tan simple o
por un errado criterio sobre sus funciones como Tribunal de
envío, pensar que estaban excluidos de examinar el grado de
culpabilidad de los co-prevenidos en las faltas cometidas,
para determinar la cuota parte de la indemnización a que

estaba cada uno obligado; b) que la Corte a-qua no ha
cumplido, como Corte de envío con el cometido de la sen-
tencia de la Suprema Corte de Justicia, que dio la opor-
tunidad de solucionar el asunto a base de equidad y no como
lo hizo, con una sentencia que no expresa nada dividiendo la
indemnización en dos panes iguales entre las personas ci.
vilmente responsables; que por todo ello la sentencia im-
pugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que la Corte a-qua para fallar en el sentido que lo
hiz , dividiendo en un 50%, a cargo de las personas civilmen-
te responsables, la indemnización de RDS10,000.00 concedi-
da a la parte civil constituida, dio los motivos siguientes: "que
en relación a la condenación solidaria de RDS10,000.00 que
impuso a Eustaquio Valdez Butten, Jacinto Suriel, Marcos A.
Martínez y Alimentos Balanceados, C. por A., a que se refiere
en su sentencia la Suprema Corte de Justicia, en favor de las
nartes civiles constituidas, esta Corte para determinar la
p-oporción a la cual cada una de las personas civilmente
responsables deberán resarcir equitativamente los daños y
perjuicios morales y materiales ocasionados, estima per-
tinente adoptar los motivos supra mencionados, que han
servido de base a la decisión tendiente para demostrar las
faltas respectivas en que incurrieron los prevenidos"; "que
estando esta Corte apoderada para decidir con respecto a los
intereses civiles solamente, procede modificar en cuanto la
reparación de los daños y perjuicios la sentencia dictada por
la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santo Domingo, ya referida, en la forma
que será determinada en el dispositivo de esta sentencia,
rechazando las pretensiones de las partes representadas por
el Dr. Norberto Rodríguez"; que por todo lo expuesto se evi-
dencia que la Corte a-qua al proceder de ese modo, procedió
correctamente, sin que en ningún momento, contrariamente
a lo sostenido por los recurrentes, los Tribunales apoderados
du este proceso, en ninguna de sus sentencias graduaron ni
fijaron porcentaje alguno en cuarto a la magnitud de las
faltas cometidas por los co-prevenidos, sino que se limitaron
a expresar que ambos concurrieron con sus faltas a la pro-
ducción del accidente, que por todo ello, la Corte a-qua al
apreciarlo en ese mismo sentido dentro de su poder soberano
de apreciación no incurrió en las violaciones denunciadas y
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por tanto el medio que se examina carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando, que no ha lugar a decidir sobre las costas,
ya que la parte adversa no ha hecho pedimento alguno en
cuanto a las mismas;

Por tales motivos: UNICO: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Jacinto Suriel, Alimentos
Balanceados, C. por A., y la Compañía de Seguros Pepin,
S.A., contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales el día 23 del mes de diciembre de 1982, por la Corte
de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F.E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis Víctor García de	 Hugo H. Goicochea S.-
Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ño:es Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DEL 1983 No.
18

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 18 de febrero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente	 Minerva Padilla de Taveras, Colasa María
Reyes y Juan Ant. Padilla.

Abogado (s): Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani; Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 del mes de noviembre del año
1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Minerva
Padilla de Taveras, dominicana, mayor de edad, casada,
cosmetóloga, cédula No. 22112, serie 37, domiciliada en la
casa No. 16 de la calle Rafael Aguilar, de la ciudad de Puerto
Plata, Colasa María Reyes, dominicana, mayor de edad,
soltera, domiciliada en la casa No. 8 de la calle antes indicada
de la ciudad de Puerto Plata, y Juan Antonio Padilla,
dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 25731, serie
37, con domicilio en la calle Rafael Aguilar No. 16 de la ciudad
de Puerto Plata, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de A pelación de

1
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por tanto el medio que se examina carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando, que no ha lugar a decidir sobre las costas,
ya que la parte adversa no ha hecho pedimento alguno en
cuanto a las mismas;

Por tales motivos: UNICO: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Jacinto Suriel, Alimentos
Balanceados, C. por A., y la Compañía de Seguros Pepín,
S.A., contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales el día 23 del mes de diciembre de 1982, por la Corte
de Apelación de San Cristóbal, cuyo dispositivo se ha copia-
do en parte anterior del presente fallo.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F.E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis Víctor García de	 Hugo 1-1. Goicochea S.-
Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñoies Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (F DO.): Miguel Jacobo.
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18

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 18 de febrero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente	 Minerva Padilla de Taveras, Colasa María
Reyes y Juan Ant. Padilla.

Abogado (s): Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani; Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 9 del mes de noviembre del año
1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-
tauración, dicta	 en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Minerva
Padilla de Taveras, dominicana, mayor de edad, casada,
cosrnetóloqa, cédula No. 22112, serie 37, domiciliada en la
casa No. 16 de la calle Rafael Aguilar, de la ciudad de Puerto
Plata, Colasa María Reyes, dominicana, mayor de edad,
soltera, domiciliada en la casa No. 8 de la calle antes indicada
de la ciudad de	 Puerto Plata, y Juan Antonio Padilla,
dominicano, mayor de edad, casado, cédula No. 25731, serie
37, con domicilio en la calle Rafael Aguilar No. 16 de la ciudad
de Puerto Plata, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de
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Scntiago, el 18 de febrero de 1980, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido al Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna, cédula No. 30288,

serie 2, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casción, levantada en la
Secretaria de la Corte a-qua el 14 de marzo de 1980, a re-
querimiento del abogado Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el memorial de los -recurrentes del 6 de abril de 1981
suscrito por su abogado, en el cual se proponen contra
sentencia impugnada, los medios de casación que luego se
indican;

Visto el auto dictado en fecha 8 dei mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que se mencionan más
adelante, invocados por los recurrentes, y los artículos 1 y 62
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que resultaron varias personas
con lesiones corporales, la Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, dictó
en sus atribuciones correccionales, el 12 de septiembre de
1978, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos contra ese fallo, in-
tervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo

dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la
forma los recursos de apelación interpuestos por el Dr.
Manuel Alexis Reyes K., quien actúa a nombre y represen-
tación de Julio Arsenio Santana y Santana y al interpuesto
por el Dr. Cristóbal Gómez Saviñón, quien actúa a nombre y
representación de la Cia. de Seguros América, C. por A.,
contra sentencia de fecha 12 del mes de septiembre del
año 1978, dictada por la Cámara Pena! del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo
dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Pronuncia el de-
fecto contra la Compañía de Seguros America, C. por A., y
Francisco Javier Tejada M., por no haber comparecido a la
audiencia de esta fecha para la cual fue legalmente citada y
emplazada; Segundo: Declara al nombrado Julio Arsenio
Santana y Santana, de generales anotadas culpable del delito
de violación a los arts. 49 y 65 de la Ley No. 241, de 1967, en
perjuicio de Minerva Altagracia Padilla y Colasa Reyes, y en
conseeuencia se condena al pago de una multa de RDS20.00
(Veinte Pesos Oro), y al pago de las costas, acogiendo en su
favor amplias circunstancias atenuantes; Tercero: Declara
buena y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil hecha por Minerva Altagracia Padilla, Colasa María
Reyes y Juan Antonio Padilla, por medio de su abogado Dr.
Manuel Antonio Sepúlveda Luna, contra Julio Arsenio
Santana y Santana y/o Francisco Javier Tejada y la Com-
pañía de Seguros América, C. por A., en cuanto al fondo
condena a Julio Arsenio Santana y Santana y/o Francisco
Javier Tejada M., al pago de las siguientes indemnizaciones:
Cuatro Mil Pesos Oro IRDS4,000.00), en provecho de Colasa
María Reyes, Tres Mil Pesos Oro (RDS3,000.00), en provecho
de Minerva Altagracia Padilla de Taveras y Mil Pesos Oro
(RD$1,000.00), en provecho de Juan Antonio Padilla, por los
daños morales y materiales sufridos las dos primera y el
segundo por los daños ocasionados al vehículo de su propie-
dad; Cuarto: Condena a Julio Arsenio Santana y Santana
y/o Francisco Javier Tejada M., al pago de los intereses
legales de las sumas acordadas a partir del día de la demanda
en justicia a título de indemnización suplementaria; Quinto:
Condena a Julio Arsenio Santana y Santana y/o Francisco
Javier Tejada M., al pago de las costas civiles con distracción
de las mismas en provecho del Dr. Manuel Antonio Sepúl-
veda Luna, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad;
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Santiago, el 18 de febrero de 1980, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna, cédula No. 30288,

serie 2, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casción, levantada en la
Secretaria de la Corte a-qua el 14 de marzo de 1980, a re-
querimiento del abogado Dr. Manuel A. Sepúlveda Luna, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el memorial de los-recurrentes del 6 de abril de 1981
suscrito por su abogado, en el cual se proponen contra la
sentencia impugnada, los medios de casación que luego se
indican;

Visto el auto dictado en fecha 8 dei mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que se mencionan más
adelante, invocados por los recurrentes, y los artículos 1 y 62
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que resultaron varias personas
con lesiones corporales, la Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, dictó
en sus atribuciones correccionales, el 12 de septiembre de
1978, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos contra ese fallo, in-
tervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo

dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la
forma los recursos de apelación interpuestos por el Dr.
Manuel Alexis Reyes K., quien actúa a nombre y represen-
tación de Julio Arsenio Santana y Santana y al interpuesto
por el Dr. Cristóbal Gómez Saviñón, quien actúa a nombre y
representación de la Cia. de Seguros América, C. por A.,
contra sentencia de fecha 12 del mes de septiembre del
año 1978, dictada por la Cámara Pena! del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo
dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Pronuncia el de-
fecto contra la Compañía de Seguros America, C. por A., y
Francisco Javier Tejada M., por no haber comparecido a la
audiencia de esta fecha para la cual fue legalmente citada y
emplazada; Segundo: Declara al nombrado Julio Arsenio
Santana y Santana, de generales anotadas culpable del delito
de violación a los arts. 49 y 65 de la Ley No. 241, de 1967, en
perjuicio de Minerva Altagracia Padilla y Colasa Reyes, y en
consecuencia se condena al pago de una multa de RDS20.00
(Veinte Pesos Oro), y al pago de las costas, acogiendo en su
favor amplias circunstancias atenuantes; Tercero: Declara
buena y válida en cuanto a la forma la constitución en parte
civil hecha por Minerva Altagracia Padilla, Colasa Marta
Reyes y Juan Antonio Padilla, por medio de su abogado Dr.
Manuel Antonio Sepúlveda Luna, contra Julio Arsenio
Santana y Santana y/o Francisco Javier Tejada y la Com-
pañía de Seguros América, C. por A., en cuanto al fondo
condena a Julio Arsenio Santana y Santana y/o Francisco
Javier Tejada M., al pago de las siguientes indemnizaciones:
Cuatro Mil Pesos Oro IRDS4,000.00), en provecho de Colasa
María Reyes, Tres Mil Pesos Oro (RDS3,000.00), en provecho
de Minerva Altagracia Padilla de Taveras y Mil Pesos Oro
IRDS1,000.00), en provecho de Juan Antonio Padilla, por los
daños morales y materiales sufridos las dos primera y el
segundo por los daños ocasionados al vehículo de su propie-
dad; Cuarto: Condena a Julio Arsenio Santana y Santana
y/o Francisco Javier Tejada M., al pago de los intereses
legales de las sumas acordadas a partir del día de la demanda
en justicia a título de indemnización suplementaria; Quinto:
Condena a Julio Arsenio Santana y Santana y/o Francisco
Javier Tejada M., al pago de las costas civiles con distracción
de las mismas en provecho del Dr. Manuel Antonio Sepúl-
veda Luna, quien afirma estarlas avanzando en su totalidad;
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Sexto: Declara la presente sentenc i a común y oponible a la
Compañía de Seguros América, C. por A., por ser la asegura-
dora de la responsabilidad civil de Julio Arsenio Santana y
Santana yio Francisco Javier Tejada M.'; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra Julio Arsenio Santana y San-
tana, en su doble calidad de prevenido y persona civilmente
demandada; TERCERO: Modifica el Ordinal Tercero (3ro.) de
la sentencia recurrida en el sentido de reducir las indem-
nizaciones a las siguientes sumas: la de RDS4,000.00 (Cua-
tro Mil Pesos Oro) acordada en provecho de Colasa Reyes, a
RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro); la de RDS3,000.00 (Tres
Mil Pesos Oro) concedida en provecho de Minerva Altagracia
Padilla de Taveras, a RDS1,800.00 (Un Mil Ochocientos Pesos
Oro) y la de Un Mil Pesos Oro (RDS1,000.00), otorgada en
provecho de Juan Padilla a RDS800.00 (Ochocientos Pesos
Orol, por considerar esta Corte, que éstas son las sumas
justas, adecuadas y suficientes, para reparar los daños y
perjuicios morales y materiales experimentados por las partes
civiles constituidas a consecuenc i a del accidente de que se
trata; CUARTO: Revoca el Ordinal 6to. de la sentencia
recurrida en cuanto declaró dicha sentencia común y oponi-
ble a la Compañía de Seguros América, C. por A., con todas
sus consecuencias legales; QUINTO: Confirma la sentencia
recurrida en sus demás aspectos; SEXTO: Condena al pre-
venido Julio Arsenio Santana y Santana, al pago de las
costas penales; SEPTIMO: Condena a Juan Antonio Padilla,
Minerva Altagracia Padilla de Taveras y Colasa Reyes, partes
civiles constituidas, al pago de las costas civiles de esta
instancia, ordenando la distracción de las mismas en favor del
Dr. Federico Villamil y Lic. Eduardo M. Trueba, abogados que
afirman estarlas avanzando en su mayor parte; OCTAVO:
Rechaza las conclusiones presentadas por el Dr. Manuel
Antonio Sepúlveda Luna, en cuanto solicita la confirmación
de la sentencia recurrida, así como la condenación en costas
y honorarios a Seguros América, C. por A., por im-
procedente";

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Violación a los artículos 45
47 y 50 de la Ley No. 126 del 10 de mayo de 1971, artículos
1315 y 1328 del Código Civil, y también el 1134; Ley 4117;
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Segundo Medio: Exceso de Poder. Violación al artículo 63
de la Ley No. 3726 del año 1953;

Considerando, que en sus dos medios de casación, reuni-
dos, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: a) que la
Corte a -gua rechazó la oponibilidad de las condenaciónes ci-
viles pronunciadas en favor de los recurrentes en contra de la
Compañía de Seguros América, C. por A., sobre la base de
que dicha aseguradora había cancelado la póliza que protegía
la responsabilidad civil del prevenido propietario del vehículo
que causó el daño, siete meses antes del accidente de tránsi-
to, sin ponderar el hecho de que al prevenido asegurado se le
notificó la referida cancelación mediante acto de Alguacil,
sin tomar en cuenta que las certificaciones expedidas por la
Superintendencia de Seguros y por la Compañía de Seguros
América, C. por A., dando constancia de que se había
comunicado la cancelación, no son elementos de prueba
idóneos pues emanan de la propia compañía aseguradora;
que esas comunicaciones no pueden surtir efecto frente a los
recurrentes que son los terceros que sufrieron el daño causa-
do con el vehículo propiedad del asegurado; b) que la Corte
a -gua tampoco ponderó el hecho de que el pago de las
primas estaba financiado y sujeto a plazos y en el expediente
no hay constancia de que la Compañía lo pusiera en mora de
hacer pagos atrasados o le diera algún plazo para ponerse al
día; c) que la Corte a -gua hizo uso de documentos deposi-
tados después de celebrada la última audiencia, por lo que los
recurrentes no pudieron discutirlos, y sin que a estos se les
hubiese dado la oportunidad de conocerlo mediante una
reapertura de debates que no fue solicitada; d) que la Corte a-
gua se excedió al reducir el monto de las indemnizaciones
acordadas, sin que el prevenido civilmente responsable
hubiera concluido al fondo solicitando la reducción;

Considerando, en cuanto al alegato señalado con la letra d)
que frente al recurso de apelación interpuesto por el pre-
venido, la Corte a -gua pudo, como lo hizo, dentro de sus
facultades soberanas, fijar las indemnizaciones en un monto
inferior al acordado por el Juez del Primer Grado, aún cuando
el apelante no hubiera presentado conclusiones al fondo, en
ese sentido, pues la Corte a -gua, como se ha dicho, estaba
apoderada del asunto, como consecuencia del recurso de
apelación interpuesto por no estar conforme el apolante con
las condenaciones penales y civiles pronunciadas contra él;



Sexto: Declara la presente sentencia común y oponible a la
Compañía de Seguros América, C. por A., por ser la asegura-
dora de la responsabilida d civil de Julio Arsenio Santana y
Santana y/o Francisco Javier Tejada M.'; SEGUNDO:
Pronuncia el defecto contra Julio Arsenio Santana y San-
tana, en su doble calidad de prevenido y persona civilmente
demandada; TERCERO: Modifica el Ordinal Tercero (3ro.) de
la sentencia recurrida en el sentido de reducir las indem-
nizacicnes a las siguientes sumas: la de RD$4,000.00 (Cua-
tro M;) Pesos Oro) acordada en provecho de Colasa Reyes, a
RD$3.000.00 (Tres Mil Pesos Oro); la de RD$3,000.00 (Tres
Mil Pesos Oro) concedida en provecho de Minerva Altagracia
Padilla de Taveras, a RDS1,800.00 (Un Mil Ochocientos Pesos
Oro) y la de Un Mil Pesos Oro (RDS1,000.00), otorgada en
provecho de Juan Padilla a RDS800.00 (Ochocientos Pesos
Oro), por considerar esta Corte, que éstas son las sumas
justas, adecuadas y suficientes, para reparar los daños y
perjuicios morales y materiales experimentados por las partes
civiles constituidas a consecuencia del accidente de que se
trata; CUARTO: Revoca el Ordinal 6to. de la sentencia
recurrida en cuanto declaró dicha sentencia común y oponi-
ble a la Compañía de Seguros América, C. por A., con todas
sus cohsecuencias legales; QUINTO: Confirma la sentencia
recurrida en sus demás aspectos; SEXTO: Condena al pre-
venido Julio Arsenio Santana y Santana, al pago de las
costas penales; SEPTIMO: Condena a Juan Antonio Padilla,
Minerva Altagracia Padilla de Taveras y Colasa Reyes, partes
civiles constituidas, al pago de las costas civiles de esta
instancia, ordenando la distracción de las mismas en favor del
Dr. Federico Villamil y Lic. Eduardo M. Trueba, abogados que
afirman estarlas avanzando en su mayor parte; OCTAVO:
Rechaza las conclusiones presentadas por el Dr. Manuel
Antonio Sepúlveda Luna, en cuanto solicita la confirmación
de la sentencia recurrida, así como la condenación en costas
y honorarios a Seguros América, C. por A., por im-
procedente";

Ccnsiderando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Violación a los artículos 45
47 y 50 de la Ley No. 126 del 10 de mayo de 1971, artículos
1315 y 1328 del Código Civil, y también el 1134; Ley 4117;

Segundo Medio: Exceso de Poder. Violación al artículo 63
de la Ley No. 3726 del año 1953;

Considerando, que en sus dos medios de casación, reuni-
dos, los recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: a) que la
Corte a-qua rechazó la oponibilidad de las condenaciones ci-
viles pronunciadas en favor de los recurrentes en contra de la
Compañía de Seguros América, C. por A., sobre la base de
que dicha aseguradora había cancelado la póliza que protegía
la responsabilidad civil del prevenido propietario del vehículo
que causó el daño, siete meses antes del accidente de tránsi-
to, sin ponderar el hecho de que al prevenido asegurado se le
notificó la referida cancelación mediante acto de Alguacil,
sin tomar en cuenta que las certificaciones expedidas por la
Superintendencia de Seguros y por la Compañía de Seguros
América, C. por A., dando constancia de que se había
comunicado la cancelación, no son elementos de prueba
idóneos pues emanan de la propia compañía aseguradora;
que esas comunicaciones no pueden surtir efecto frente a los
recurrentes que son los terceros que sufrieron el daño causa-
do con el vehículo propiedad del asegurado; bl que la Corte
a-qua tampoco ponderó el hecho de que el pago de las
primas estaba financiado y sujeto a plazos y en el expediente
no hay constancia de que la Compañía lo pusiera en mora de
hacer pagos atrasados o le diera algún plazo para ponerse al
día; c) que la Corte a-qua hizo uso de documentos deposi-
tados después de celebrada la última audiencia, por lo que los
recurrentes no pudieron discutirlos, y sin que a estos se les
hubiese dado la oportunidad de conocerlo mediante una
reapertura de debates que no fue solicitada; d) que la Corte a-
gua se excedió al reducir el monto de las indemnizaciones
acordadas, sin que el prevenido civilmente responsable
hubiera concluido al fondo solicitando la reducción; 	 •

Considerando, en cuanto al alegato señalado con la letra d)
que frente al recurso de apelación interpuesto por el pre-
venido, la Corte a-qua pudo, como lo hizo, dentro de sus
facultades soberanas, fijar las indemnizaciones en un monto
inferior al acordado por el Juez del Primer Grado, aún cuando
el apelante no hubiera presentado conclusiones al fondo, en
ese sentido, pues la Corte a-qua, como se ha dicho, estaba
apoderada del asunto, como consecuencia del recurso de
apelación interpuesto pur no estar conforme el apelante con
las condenaciones penales y civiles pronunciadas contra él;
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que, por tanto, el alegato que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto a los alegatos señalados con las
letras (a), (b) y (c), que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar que las
condenaciones civiles acordadas a los recurrentes no eran
oponibles a la Compañía de Seguros América, C. por A., se
fundó en que el accidente de tránsito ocurrió el 24 de
diciembre de 1977 y la póliza había sido cancelada por falta de
pago de las primas, el 12 de agosto de 1977, según
comunicación por escrito dirigida por la Compañía de
Seguros Américas, C. por A., a la Dirección Genral de Rentas
Internas, a la Superintendencia de Seguros y al prevenido
asegurado, en fechas 26 y 27 de mayo de 1977;

Considerando, que la Corte a-qua para formar su con-
vicción respecto de que el prevenido tenía conocimiento de
que la póliza había sido cancelada desde el 12 de agosto de .
1977, ponderó no sólo las certificaciones antes indicadas,
sino también, las declaraciones del propio prevenido, quien a-
firmó por ante el Juez de Primer Grado que estaba atrasado
en el pago de las cuotas de primas, que "creía" que estaba
asegurado, y que no "recuerda" que Seguros América le no-
tificara la cancelación de la póliza, todo lo cual, (levó al ánimo
de los Jueces del fondo, dentro de sus facultades soberanas
de apreciación de los elementos de juicio del proceso, lo que
escapa al control de la casación, al convencimiento de que
dicho prevenido sabia que su vehículo no estaba asegurado
desde varios meses antes del accidente; que, por otra parte,
la comunicación de la cancelación de la póliza no tiene que
hacerse necesariamente por acto de Alguacil; basta que se
cumpla el voto de la ley que tal comunicación se haga por
escrito y que los interesados la hayan recibido en tiempo
oportuno, como ocurrió en la especie; que, en otro orden de
ideas, los recurrentes no podían ignorar que la Póliza del re-
ferido vehículo había sido cancelada por falta de pago a partir
del 12 de agosto de 1977, pues desde el 10 de abril de 1978,
esto es, desde antes de iniciarse la demanda, el abogado de
los recurrentes obtuvo una certificación de la Superin-
tendencia de Seguros en que se hacía constar esa cir-
cunstancia; que, en esas condiciones es claro que las con-
denaciones civiles pronunciadas contra el prevenido no po-
dían ser válidamente oponibles a la Compañía de Seguros
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América, C. por A., que, en consecuencia, los alegatos qua se
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que el presente caso no procede estatuir
acerca de las costas en razón de que la parte adversa no
hecho pedimento alguno al respecto;

Por tales motivos, Unico: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Minerva Altagracia Padilla, Colasa
María Reyes y Juan Antonio Padilla, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de Santiago, el 18 de febrero de 1980, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General. lue
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo
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que, por tanto, el alegato que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto a los alegatos señalados con las
letras	 (b) y (c), que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar que las
condenaciones civiles acordadas a los recurrentes no eran
oponibles a la Compañía de Seguros América, C. por A., se'
fundó en que el accidente de tránsito ocurrió el 24 de
diciembre de 1977 y la póliza había sido cancelada por falta de
pago de las primas, el 12 de agosto de 1977, según
comunicación por escrito dirigida por la Compañía de
Seguros Américas, C. por A., a la Dirección Genral de Rentas
Internas, a la Superintendencia de Seguros y al prevenido
asegurado, en fechas 26 y 27 de mayo de 1977;

Considerando, que la Corte a-qua para formar su con-
vicción respecto de que el prevenido tenía conocimiento de
que la póliza había sido cancelada desde el 12 de agosto de •
1977, ponderó no sólo las certificaciones antes indicadas,
sino también, las declaraciones del propio prevenido, qu ien a-
firmó por ante el Juez de Primer Grado que estaba atrasado
en el pago de las cuotas de primas, que "creía" que estaba
asegurado, y que no "recuerda" que Seguros América le no-
tificara la cancelación de la póliza, todo lo cual, llevó al ánimo
de los Jueces del fondo, dentro de sus facultades soberanas
de apreciación de los elementos de juicio del proceso, lo que
escapa al control de la casación, al convencimiento de que
dicho prevenido sabía que su vehículo no estaba asegurado
desde varios meses antes del accidente; que, por otra parte,
la comunicación de la cancelación de la póliza no tiene que
hacerse necesariamente por acto de Alguacil; basta que se
cumpla el voto de la ley que tal comunicación se haga por
escrito y que los interesados la hayan recibido en tiempo
oportuno, como ocurrió en la especie; que, en otro orden de
ideas, los recurrentes no podían ignorar que la Póliza del re-
ferido vehículo había sido cancelada por falta de pago a partir
del 12 de agosto de 1977, pues desde el 10 de abril de 1978,
esto es, desde antes de iniciarse la demanda, el abogado de
los recurrentes obtuvo una certificación de la Superin-
tendencia de Seguros en que se hacía constar esa cir-
cunstancia; que, en esas condiciones es claro que las con-
denaciones civiles pronunciadas contra el prevenido no po-
dían ser válidamente oponibles a la Compañía de Seguros
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América, C. por A., que, en consecuencia, los alegatos que se
examinan carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que el presente caso no procede estatuir
acerca de las costas en razón de que la parte adversa no
hecho pedimento alguno al respecto;

Por tales motivos, Unico: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Minerva Altagracia Padilla, Colasa
María Reyes y Juan Antonio Padilla, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de Santiago, el 18 de febrero de 1980, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. nue
certifico. IFD0.); Miguel Jacobo
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SENTENCI A DE FECHA 9 DE NOVIEMBR E DEL 1983

No. 19

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, en fecha 1C de febrero de 1978.

Material: Correccionales.

Recurrehte (s): María Margarita Ruiz Vásquez

Abogado 15): Dr. Julio César Gil Alfau.

Intervinient e (s): Rafael Guerrero.

Abogado (s): Dr. Otto Goico.

Dios, Patria y Libertaa.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Cupani, Presidente; Darlo Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea 5., Máximo.
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de noviembre del 1983,
año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por María
Margarita Ruíz Vásquez, dominicana, mayor de edad, soltera,
empleada privada, cédula No. 21684, serie 26, domiciliada y
residente en la ciudad de la Romana, en la calle B, casa No. 13
del Barrio de Villa Pereyra, contra sentencia dictada, en a-
tribuciones correccionales, el 10 de febrero de 1978, por la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído al Dr. Julio Gil Alfau, cédula No. 30599, serie 26, en la
lectura de sus conclusiones en representación de la
recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento.

Visto el memorial de casación de la recurrente del 5 de
septiembre de 1980, suscrito por el Dr. Julio César Gil Alfau,
en el cual se proponen contra la sentencia impugnada, los
medios de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente Rafael Guerrero,
dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula No.
234, serie 85, domiciliado y residente en la ciudad de la
Romana, del 5 de septiembre de 1980, suscrito por el Dr. Otto
B. Goico, cédula No. 15284, serie 26;

Visto el auto dictado en fecha 8 de noviembre del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, juntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Ren-
ville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berano y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el cualresultó una persona con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de la Romana, dictó el 1ro. de abril de 1975,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Descarga, al nombrado Rafael Guerrero, inculpado del delito
de golpes y heridas involuntarios, en violación a la Ley No.
241, de Tránsito de Vehículos en perjuicio de María Margarita
Vásquez, por estimarse que la falta ha sido única y ex-
clusivamente de la agraviada; y se declaran las costas de ofi-
cio;- Segundo: Declara, buena y válida la constitución en
parte civil hecha por María Margarita Ruíz Vásquez, en contra
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SENTENCI A DE FECHA 9 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No.  19

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, en fecha 10 de febrero de 1978.

Material: Correccionales.

Recurrehte (s): María Margarita Ruiz Vásquez

Abogado (s): Dr. Julio César Gil Alfau.

Interviniente (s): Rafael Guerrero.

Abogado (s): Dr. Otto Goico.

Dios, Patria y Libertan.

República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Cupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 9 de noviembre del 1983,
año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por María
Margarita Ruíz Vásquez, dominicana, mayor de edad, soltera,
empleada privada, cédula No. 21684, serie 26, domiciliada y
residente en la ciudad de la Romana, en la calle B, casa No. 13
del Barrio de Villa Pereyra, contra sentencia dictada, en a-
tribuciones correccionales, el 10 de febrero de 1978, por la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Julio Gil Alfau, cédula No. 30599, serie 26, en la
lectura de sus conclusiones en representación de la
recurrente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento.

Visto el memorial de casación de la recurrente del b de
septiembre de 1980, suscrito por el Dr. Julio César Gil Alfau,
en el cual se proponen contra la sentencia impugnada, los
medios de casación que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente Rafael Guerrero,
dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula No.
234, serie 85, domiciliado y residente en la ciudad de la
Romana, del 5 de septiembre de 1980, suscrito por el Dr. Otto
8. Goico, cédula No. 15284, serie 26;

Visto el auto dictado en fecha 8 de noviembre del corriente
año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, juntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Luis Víctor García de Pe-
ña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Ren-
ville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, jueces
de este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación
y fallo del recurso de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berano y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el cual resultó una persona con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de la Romana, dictó el 1ro. de abril de 1975,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Descarga, al nombrado Rafael Guerrero, inculpado del delito
de golpes y heridas involuntarios, en violación a la Ley No.
241, de Tránsito de Vehículos en perjuicio de María Margarita
Vásquez, por estimarse que la falta ha sido única y ex-
clusivamente de la agraviada; y se declaran las costas de ofi-
cio;- Segundo: Declara, buena y válida la constitución en
parte civil hecha por María Margarita Ruíz Vásquez, en contra
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del inculpado y de la Costa Sur Dominicana, S.A., persona
civilmente responsable, en la forma y en cuanto al fondo, se
rechaza dicha constitución, por improcedente;" b) que sobre
el recurso interpuesto intervino el fallo ahora impugnado en
casación con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Admite como regular y válido, en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto por María Margarita Ruíz
Vásquez, parte civil constituida, contra sentencia dictada, en
atribuciones correccioneles y en fecha primero de abril de
1975, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de La Romana, que rechazó en cuanto al fondo, por im-
procedente, su constitución en parte civil formulada contra
Rafael Guerrero, inculpado del delito de violación a la LesiNo.
241 de tránsito de vehículo de motor, en su perjuicio,
Costa Sur Dominicana, S.A., en su condición de parte ci-

vilmente responsable y Seguros América International
Linderwriters, S. A., en su calidad de entidad aseguradora
puesta en causa; SEGUNDO: Confirma en el aspecto civil,
del cual se encuentra apoderada esta Corte, la mencionada
sentencia recurrida.- TERCERO: Condena a la apelante
María Margarita Ruíz Vásquez, al pago de las costas civiles";

Considerando, que la recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Desnaturaiizac ión de los hechos y falta de
base legal.— Segundo Medio: Insuficiencia de la ins-
trucción realizada y falta de base legal en otro aspecto;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación la recurrente alega en síntesis: a) que la Corte a-
qua, al igual que el Tribunal de primer grado, fundamenta su
decisión en los testimonios de la causa y en especial en el de
Pedro Benítez, pero estos testimonios no han expresado que
la agraviada obró sin precauciones y sólo señalan que ésta se
disponía a cruzar la calle cuando el accidente sucedió; que la
Corte a-qua no determinó o investigó la causa que originó el
accidente y al afirmar que los testigos afirmaron eso, des-
naturaliza los hechos de la causa e incurre en el vicio de falta
de base legal y b) que tratándose de una vía suficientemente
amplia y donde se montan y desmontan pasajeros, el pre-
renido tenía que prever la posibilidad de que alguien pre-
tendiera cruzar la calle y no tomó las precauciones de lugar,
que además la Corte a-qua no realizó una instrucción
comoleta aue oara una buena administración de justicia, que
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por todo ello la sentencia impugnaaa debe ser casada; pero,
Considerando, que la Corte a-qua, para fallar en el sentido

que lo hizo, rechazando las conclusiones de la parte civil
constituida dio el motivo siguiente: "que es constante en el
proceso, que el testigo Pedro Benítez, declaró: 	 agraviada
se disponía a crusar por el lado trasero de la guagua que se
desmontó, aunque el. prevenido aplicó los frenos de su
vehículo no pudo evitar el hecho, apesar de que transitaba
alpaso, además se detuvo y también tomó precauciones', lo
que al criterio de esta Corte y según se desprende de los
documentos que informan el expediente determina como
concluyente que el accidente ocurrió por la falta exclusiva de
la agraviada, que, al intentar crusar de un lado hacia el otro de
la vía, no se percató de las condiciones al momento actual en
que lo hacía, actuación ésta, que ciertamente motivó que el
prevenido le causara las lesiones con el vehículo que en ese
instante conducía, el cual aunque trató inútilmente de evitar
el hecho que nos ocupa, éste fue inminente, por lo que, en
cuanto al fondo de la demanda incoada y de la cual se en-
cuentra apoderada esta Corte, procede en este aspecto, en
consecuencia, la confirmación de la sentencia recurrida por
las razones expuestas precedentemente • ; que como se ad-
vierte por lo antes expuesto, la Corte a-qua dio a los tes-
timonios del proceso su verdadero sentido y alcance y de
manera especial al de Pedro Benítez, no incurriendo por tanto
en la desnaturalización invocada; que el examen del tallo
impugnado revela, que en el mismo se realizó una instrucción
completa del proceso, en la cual se oyeron las partes y tes-
tigos del proceso y se dio lectura a todos los documentos del
mismo; que por último su examen pone de manifiesto que
contiene una relación de los hechos y circunstancias de la
causa que han permitido a la Suprema Corte de Justicia veri-
ficar que en el presen te caso se ha hecho una correcta
aplicación de la ley, razón por la cual los medios que se
examinan carecen de fundamento y deben•ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Admite ccmo interviniente a
Rafael Guerrero, en el recurso de casación interpuesto por
María Margarita Ruíz Vásquez, contra la sentencia dictada, en
atribuciones correccionales, el 10 de febrero de 1978, por la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza el mencionado recurso; y Tercero:
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del inculpado y de la Costa Sur Dominicana, S.A., persona
civilmente responsable, en la forma y en cuanto al fondo, se
rechaza dicha constitución, por improcedente;" b) que sobre
el recurso interpuesto intervino el fallo ahora impugnado en
casación con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Admite como regular y válido, en cuanto a la forma, el
recurso de apelación interpuesto por María Margarita Ruíz
Vásquez, parte civil constituida, contra sentencia dictada, en
atribuciones correccioneles y en fecha primero de abril de
1975, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de La Romana, que rechazó en cuanto al fondo, por im-
procedente, su constitución en parte civil formulada contra
Rafael Guerrero, inculpado del delito de violación a la Ley No.
241 de tránsito de vehículo de motor, en su perjuicio,
Costa Sur Dominicana, S.A., en su condición de parte ci-
vilmente responsable y Seguros América International
Underwriters, S. A., en su calidad de entidad aseguradora
puesta en causa; SEGUNDO: Confirma en el aspecto civil,
del cual se encuentra apoderada esta Corte, la mencionada
sentencia recurrida.- TERCERO: Condena a la apelante
María Margarita Ruíz Vásquez, al pago de las costas civiles";

Considerando, que la recurrente propone contra la sen-
tencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Desnaturaiizac ión de los hechos y falta de
base legal.— Segundo Medio: Insuficiencia de la ins-
trucción realizada y falta de base legal en otro aspecto;

Consideran8o, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación la recurrente alega en síntesis: a) que la Corte a-
qua, al igual que el Tribunal de primer grado, fundamenta su
decisión en los testimonios de la causa y en especial en el de
Pedro Benítez, pero estos testimonios no han expresado que
la agraviada obró sin precauciones y sólo señalan que ésta se
disponía a cruzar la calle cuando el accidente sucedió; que la
Corte a-qua no determinó o investigó la causa que originó el
accidente y al afirmar que los testigos afirmaron eso, des-
naturaliza los hechos de la causa e incurre en el vicio de falta
de base legal y b) que tratándose de una vía suficientemente
amplia y donde se montan y desmontan pasajeros, el pre-
ienido tenía que prever la posibilidad de que alguien pre-
tendiera cruzar la calle y no tomó las precauciones de lugar,
que además la Corte a-qua no realizó una instrucción
comoleta aue para una buena administración de justicia, que
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por todo ello la sentencia impugnada debe ser casada; pero,
Considerando, que la Corte a-qua, para fallar en el sentido

que lo hizo, rechazando las conclusiones de la parte civil
constituida dio el motivo siguiente: "que es constante en el
proceso, que el testigo Pedro Benítez, declaró: 	 agraviada
se disponía a crusar por el lado trasero de la guagua que se
desmontó, aunque el. prevenido aplicó los frenos de su
vehículo no pudo evitar el hecho, apesar de que transitaba
alpaso, además se detuvo y también tomó precausiones', lo
que al criterio de esta Corte y según se desprende de los
documentos que informan el expediente determina como
concluyente que el accidente ocurrió por la falta exclusiva de
la agraviada, que, al intentar crusar de un lado hacia el otro de
la vía, no se percató de las condiciones al momento actual en
que lo hacía, actuación ésta, que ciertamente motivó que el
prevenido le causara las lesiones con el vehículo que en ese
instante conducía, el cual aunque trató inútilmente de evitar
el hecho que nos ocupa, éste fue inminente, por lo que, en
cuanto al fondo de la demanda incoada y de la cual se en-
cuentra apoderada esta Corte, procede en este aspecto, en
consecuencia, la confirmación de la sentencia recurrida por
las razones expuestas precedentemente"; que como se ad-
vierte por lo antes expuesto, la Corte a-qua dio a los tes-
timonios del proceso su verdadero sentido y alcance y de
manera especial al de Pedro Benítez, no incurriendo por tanto
en la desnaturalización invocada; que el examen del fallo
impugnado revela, que en el mismo se realizó una instrucción
completa del proceso, en la cual se oyeron las partes y tes-
tigos del proceso y se dio lectura a todos los documentos del
mismo; que por último su examen pone de manifiesto que
contiene una relación de los hechos y c i rcunstancias de la
causa que han permitido a la Suprema Corte de Justicia veri-
ficar que en el presen te caso se ha hecho una correcta
aplicación de la ley, razón por la cual los medios que se
examinan carecen de fundamento y deben-ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Rafael Guerrero, en el recurso de casación interpuesto por
María Margarita Ruíz Vásquez, contra la sentencia dictada, en
atribuciones correccionales, el 10 de febrero de 1978, por la
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza el mencionado recurso; y Tercero:
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Condena a la recurrente al pago de las costas civiles y ordena
su distracción en favor del Doctor Otto B. Goico, abogado del
interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOSI; — Manuel D. Bergés Chupani.— Darío
Balcácer.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Leonte Ra-
fael Alburquerque Castillo.— Luis Víctor García de Peña. —
Hugo H. Goicochea S.— Máximo Puello Renville.— Abelardo
Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara.— Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 11 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 20

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San
Cristóbal de fecha 19 de abril de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): José A. Hiche, Subero C. por A. y la San
Rafael, C. por A.

Dios Patria y Libertad

República Dominicana.

El nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11
de noviembre del 1983, año 140' de la Independencia y 121'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José A
Hiche, dominicano, mayor de edad, chofer, Cédula 533, serie
93 residente en la Carretera Sánchez No. 98, Piedra Blanca,
del Distrito Municipal de Los Bajos de Haina, Provincia de
San Cristóbal; Subero, C. por A., con su domicilio social en la
casa No. 128 de la Prolongación de la calle México de esta
ciudad y la San Rafael, C. por A., con su domicilio social en la
calle Leopoldo Navarro a esquina San Francisco de Macorís,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales, por la Corte de Apelación de San Cristóbal, el
19 de abril de 1982, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Manuel



3525BOLETIN JUDICIAL
3524	 BOLETIN JUDICIAL

Condena a la recurrente al pago de las costas civiles y ordena

su distracción en favor del Doctor Otto B. Goico, abogado del
interviniente, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS);— Manuel D. Bergés Chupani. — Darío

Balcácer. — Fernando E. Ravelo de la Fuente. — Leonte Ra-

fael Alburquerque Castillo. — Luis Víctor García de Peña. —
Hugo H. Goicochea S.— Máximo Puello Renville.— Abelardo
Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara. — Miguel Jacobo,

Secreta rio General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamie nto, en la

audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 11 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 20

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San
Cristóbal de fecha 19 de abril de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): José A. Hiche, Subero C. por A. y la San
Rafael, C. por A.

Dios Patria y Libertad

República Dominicana.

El nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 11
de noviembre del 1983, año 140' de la Independencia y 121'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José A
Hiche, dominicano, mayor de edad, chofer, Cédula 533, serie
93 residente en la Carretera Sánchez No. 98, Piedra Blanca,
del Distrito Municipal de Los Bajos de Haina, Provincia de
San Cristóbal; Subero, C. por A., con su domicilio social en la
casa No. 128 de la Prolongación de la calle México de esta
ciudad y la San Rafael, C. por A., con su domicilio social en la
calle Leopoldo Navarro a esquina San Francisco de Macorís,
de esta ciudad, contra la sentencia dictada en atribuciones
correccionales, por la Corte de Apelación de San Cristóbal, el
19 de abril de 1982, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Manuel
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Puello Ruíz, cédula 33627, serie 2, en representación de los
recurrentbs, en la cual no se propone ningún medio de
casación;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito
y Vehículos; 1, 37 v 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el que resultaron con lesiones
corporales tres personas, la Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, el 10
de marzo de 1982, dictó, en atribuciones correcciona les, una

sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino el fallo ahora im-
pugnado en casación, cuyo dispositivo dice: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válida el recurso de apelación
interpuesto por la parte civil constituida, contra la sentencia
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Cristóbal (Cámara Penal), de fecha 10 del mes
de marzo del año 1982, cuyo dispositivo dice así: 'Falla:

Primero: Se pronuncia el defecto contra José A. Hiche, por
no haber comparecido, no obstante estar legálmente citado;
Segundo: Se declara al nombrado José A. Hiche, de
generales que constan, culpable de violación de los artículos
49 Y 65 de la Ley 241, en consecuencia, se condena a 3 meses
de prisión correccional y costas; Tercero: Se declara buena y
válida en la forma la constitución en parte civil incoada por los
nombrados Luis Enrique Mota de la Cruz y Eloisa Altagracia
Henry Peña, en representación de la menor Santa Germania
Mota Henry, Eloisa Alt. Henry Peña, quien actúa por sí y
Daysi Carrión Campusano, a traves de su abogado el Dr.
Orígenes D'Oleo Encarnación, contra el prevenido José H.
Hiche, la Firma Construtora Suberro, C. por A., en cuanto al
fondo se condena a José A. Hiche, al pago de una in-
demnización de la siguiente forma: $2,000.00 Idos mil pesos;
en favor de la constitución en parte civil a nombre de Luis
Enrique de la Cruz y Eloisa Altagracia Henry Peña por los da-
ños y perjuicios corporales, morales y materiales por las
lesiones recibidas por su hija Santa Germania Mota Henry;
$3,000.00 (tres mil pesos) en favor de la constitución a

nombre de Daysi Maria Carrión Campusano, por los daños v.

perjuicios corporales, morales y materiales recibidos; y
$10,000.00 (diez mil pesos), en favor de la constitución a
nombre de Eloisa Altagracia Henry Peña; y al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Orígenes D'Oleo Encarnación, quien afirma avanzarlas en
su totalidad; Cuarto: Se rechaza la constitución en parte civil
contra Constructora Subero, C. por A., por no haber sido
emplazada dentro de los plazos legales; Quinto: Se declara la
presente sentencia no oponible a la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., por no haber sido emplazada dentro de
los plazos legales; por haber sido interpuesto en cum-
plimiento de los requisitos establecidos por la Ley;
SEGUNDO: Confirma la sentencia apelada en cuanto se re-
fiere a las indemnizaciones acordadas a las personas cons-
tituidas en parte civil;- TERCERO: Revoca la referida sen-
tencia, respecto del rechazamiento de la constitución en
parte civil contra la persona civilmente responsable, Cons-
tructora Subero, C. por A., y obrando por contrario imperio,
admite la constitución en parte civil contra las personas ci-
vilmente responsables puestas en causa y condena soli-
dariamente, a Constructora Subero, C. por A., y a José A
Hiche, al pago de las cantidades, especificadas en la sen
tencia recurrida en cuanto declara la no oponibilidad de la
sentencia recurrida en cuanto declara la no oponibilidad de la
sentencia a la Cía. de Seguros San Rabel, C. por A.; y declara
la presente sentencia, oponible a la indicada entidad asegura-
dora;- CUARTO: Se da acta de que en fecha 3 de febrero de
1982, mediante acto No. 6 del Ministerial Juan Pérez, le fue
notificada al señor José A. Hiche, la sentencia penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal, de fecha 10 de marzo de 1981, y asimismo, se da
acta de que al señor José A. Hiche no interpuso ningún
recurso contra dicha sentencia, en el plazo establecido por la
Ley y que' esta ha adquirido la autoridad de la cosa irre-
vocablemente juzgada respecto de Jose A. Hiche; QUINTO;
Condena al prevenido José A. Hiche al pago de las costas
penales;- SEXTO: Condena a José A. Hiche y Constructora
Subero, C. por A., al pago de las costas civiles y ordena que
estas costas sean distraidas en provecho del Dr. Origenes
D'Oleo, quien ha afirmado que las ha avanzado en su to-
talidad;- SEPTIMO: Declara la presente sentencia oponible a
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.";
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Puello Ruiz, cédula 33627, serie 2, en representació n de los

recurrentbs, en la cual no se propone ningún medio de
casación;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 49 de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito
y Vehículos; 1, 37 v 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en el que resultaron con lesiones
corporales tres personas, la Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, el 10
de marzo de 1982, dictó, en atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino el fallo ahora im-
pugnado en casación, cuyo dispositivo dice: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válida el recurso de apelación
interpuesto por la parte civil constituida, contra la sentencia
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Cristóbal (Cámara Penall, de fecha 10 del mes
de marzo del año 1982, cuyo dispositivo dice así: 'Falla:
Primero: Se pronuncia el defecto contra José A. Hiche, por
no haber comparecido, no obstante estar legalmente citado;
Segundo: Se declara al nombrado José A. Hiche, de
generales que constan, culpable de violación de los artículos
49 Y 65 de la Ley 241, en consecuencia, se condena a 3 meses
de prisión correccional y costas; Tercero: Se declara buena y
válida en la forma la constitución en parte civil incoada por los
nombrados Luis Enrique Mota de la Cruz y Eloisa Altagracia
Henry Peña, en representació n de la menor Santa Germania
Mota Henry, Eloisa Alt. Henry Peña, quien actúa por sí y
Daysi Carrión Campusano, a traves de su abogado el Dr.
Orígenes D'Oleo Encarnación, contra el prevenido José H.
Hiche, la Firma Construtora Suberro, C. por A., en cuanto al
fondo se condena a José A. Hiche, al pago de una in-
demnización de la siguiente forma: $2,000.00 (dos mil pesos;
en favor de la constitución en parte civil a nombre de Luis
Enrique de la Cruz y Eloisa Altagracia Henry Peña por los da-
ños y perjuicios corporales, morales y materiales por las
lesiones recibidas por su hija Santa Germania Mota Henry;
$3,000.00 (tres mil pesos) en favor de la constitución a

nombre de Daysi María Carrión Campusano, por los daños V

perjuicios corporales, morales y materiales recibidos; y
$10,000.00 (diez mil pesos), en favor de la constitución a
nombre de Eloisa Altagracia Henry Peña; y al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Orígenes D'Oleo Encarnación, quien afirma avanzarlas en
su totalidad; Cuarto: Se rechaza la constitución en parte civil
contra Constructora Subero, C. por A., por no haber sido
emplazada dentro de los plazos legales; Quinto: Se declara la
presente sentencia no oponible a la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., por no haber sido emplazada dentro de
los plazos legales; por haber sido interpuesto en cum-
plimiento de los requisitos establecidos por la Ley;
SEGUNDO: Confirma la sentencia apelada en cuanto se re-
fiere a las indemnizaciones acordadas a las personas cons-
tituidas en parte civil;- TERCERO: Revoca la referida sen-
tencia, respecto del rechazamiento de la constitución en
parte civil contra la persona civilmente responsable, Cons-
tructora Subero, C. por A., y obrando por contrario imperio,
admite la constitución en parte civil contra las personas ci-
vilmente responsables puestas en causa y condena soli-
dariamente, a Constructora Subero, C. por A., y a José A
Hiche, al pago de las cantidades, especificadas en la sen
tencia recurrida en cuanto declara la no oponibilidad de la
sentencia recurrida en cuanto declara la no oponibilidad de la
sentencia a la Cía. de Seguros San Rafzel, C. por A.; y declara
la presente sentencia, oponible a la indicada entidad asegura-
dora;- CUARTO: Se da acta de que en fecha 3 de febrero de
1982, mediante acto No. 6 del Ministerial Juan Pérez, le fue
notificada al señor José A. Hiche, la sentencia penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Cristóbal, de fecha 10 de marzo de 1981, y asimismo, se da
acta de que al señor José A. Hiche no interpuso ningún
recurso contra dicha sentencia, en el plazo establecido por la
Ley y que' esta ha adquirido la autoridad de la cosa irre-
vocablemente juzgada respecto de Jose A. Hiche; QUINTO;
Condena al prevenido José A. Hiche al pago de las costas
penales;- SEXTO: Condena a José A. Hiche y Constructora
Subero, C. por A., al pago de las costas civiles y ordena que
estas costas sean distraidas en provecho del Dr. Orígenes
D'Oleo, quien ha afirmado que las ha avanzado en su to-
talidad;- SEPTIMO: Declara la presente sentencia o ponible a
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A.";
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Considerando, en lo que concierne al recurso de José A.

Hiche, que por el exame n de la sentenc ia impugnada se pone

de manifiesto que el mismo no apeló contra la sentenc
ia del

Juez del primer grado, por lo cual no fue parte por ante la
Corte a-qua, y que además la sentenc ia impugnada no le ha

causado otros agravios, por lo que el recurso de casación por
él interpuesto debe ser deciarado inadmisible; más f ue
confirmado en su aspecto civil, en lo que a José A. Hiche

Por tales motivos, Pri mero: Declara nulos los recursos deconcierne;

casación
 interpuestos por la Constructora Subero, C. por A. y

por la San Rafael, C.por A. contra la sentenc ia dictada por la

Corte de Apelació n de San Cristóba l , en sus atribuciones

correccionales el 19 de marzo de 1982, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo:

declara inadmis ible el recursó de José A. Hiche y lo condena

al pago de las costas penales.
(FIRMADOS)— Manuel D. Bergés Chupani.— Darlo

Balcácer.— Fernando E. Ravelo de la Fuente. — Leonte Ra-

fael Alburquerque Castillo. — Luis Víctor García de Peña. —

Hugo H. Goicochea S.— Abelardo Herrera Piña. — Gustavo

Gómez Ceara. — Miguel Jacobo, Secretar io General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audienc ia pública, de día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretar io General, que

certifico. (F00.1 Miguel Jacobo.

Materia: Trabajo

Recurrente (s): Universidad Pedro Henríquez Ureña.

Abogado (s): Dr. Manuel R. Sosa Pichardo.

Recurrido (s): Ramón C. Ogando Solano.

Abogado (s): Lic. Miguel Jacobo Azuar.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario Generat, en la Sala donde celebra sus
audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de noviembre del año
1983, año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración,
dicta en audiencia pública como Corte de Casación la
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación, interpuesto por la Uni-
versidad Nacional Pedro Henríquez Ureña, domiciliada en
esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara de
Trabajo del Distrito Nacional, el 3 de marzo de 1983, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Aguacil de turno en la lectura del rol;
Oído. en la lectura de sus conclusiones al Dr. Manuel R.
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Recurrido (s): Ramón C. Ogando Solano.

Abogado (s): Lic. Miguel Jacobo Azuar.
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Considerando, en lo que concier ne al recurso de José A.•

Hiche, que por el examen de la sentencia impugnada se pone
de manifiesto que el mismo no apeló contra la sentenc i a del

Juez del primer grado, por lo cual no fue parte por ante la
Corte a-qua, y que además la sentenc ia impugna da no le ha

causado otros agravios, por lo que el recurso de casación por

él interpuesto debe ser declarado inadmisible; más fue
confirmado en su aspecto civil, en lo que a José A. Hiche

concierne;
Por tales motivos, Primero : Declara nulos los recursos de

casación interpuestos por la Constructo ra Subero, C. por A. y

por la San Rafael, C.por A. contra la sentenc i a dictada por la

Corte de Apelació n de San Cristóbal, en sus atribuciones

correccionales el 19 de marzo de 1982, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo:

declara inadmisible el recursd de José A. Hiche y lo condena

al pago de las costas penales.
(FIRMADO S) — Manuel D. Bergés Chupani. — Darío

Balcácer. — Fernando E. Ravelo de la Fuente. — Leonte Ra-

fael Alburquerque Castillo. — Luis Víctor García de Peña. —

Hugo H. Goicoche a S.— Abelardo Herrera Piña.— Gustavo
Gómez Ceara.— Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (F D0.1 Miguel Jacobo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 11 del mes de noviembre del año
1983, año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración,
dicta en audiencia pública como Corte de Casación la
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación, interpuesto por la Uni-
versidad Nacional Pedro Henríquez Ureña, domiciliada en
esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Cámara de
Trabajo del Distrito Nacional, el 3 de marzo de 1983, cuvo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Aguacil de turno en la lectura del rol;
Oído. en la lectura de sus conclusiones al Dr. Manuel R.
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Sosa Pichardo, cédula No. 15773, serie Ira., abogado de la
recurrente;

Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Angel Pérez,
en representación del Lic. Miguel Jacobo Azuar, cédula No.
179014, serie 1ra; abogado del recurrido Ramón C. Ogando
Solano, dominicano, mayor de edad, cédula No. 1940, serie 3
domiciliado en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;	 •

Visto el memorial de casación, depositado en la Secretaría
de la Suprema Corte de Justicia el 9 de mayo de 1983, suscri-
to por el abogado del recurrente, en el cual se proponen los%
medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, del 20 de mayo de 1983,
suscrito por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli
berado y vistos los textos legales invocados por la recurrente
en su memorial, que se mencionan más adelante, y los ar-
tículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: lo siguiente: al que
con motivo de una demanda laboral, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó el 13 de diciembre de 1982
una sentencia con el siguiente dispositivo: 'Falla: Primero:
Se rechaza la solicitud de reapertura de debates por im-
procedente y mal fundada; Segundo: Se declara 	 in-

justificado el despido y resuelto el contrato de Trabajo que
ligaba a las partes, por culpa del patrono y con	 res
ponsabilidad para el mismo; Tercero: Se condena a la
empresa Universidad Nacional Pedro Henríquez Ureña
(UNPHUI, a pagarle al señor Ramón C. Ogando Solano, 24
días de preaviso, 45 días de Aux. de Cesantía, 14 días de
vacaciones, Regalía Pascual Prop. Bonificación prop. más
tres (3) meses de salarios por aplicación del ordinal 3ro del
Art. 84-3 del Código de Trabajo, todo a base de un Salario de
RDS200.00 mensuales; Cuarto: Se condena al deman;
dado al pago de las costas y se ordena la distrae
ción de las mismas en favor del Lic. Miguel Jacobo A.,
por haberlas avanzado en su totalidad": b) que sobre el
recurso interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada
cuvo dispositivo dice asi :FALLA: PRIMERO : Declara

regula r y válido en cuanto a la torma el recurso de apeiacion

interpuesto por la Universidad Nacional Pedro Henríquez
Ureña (UNPHUI, contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 13 de diciembre de
1982, dictada en favor del señor. Ramón C. Ogando Solano,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta
misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo
Rechaza dicho recurso de alzada y como consecuencia
Confirma en todas sus partes dicha sentencia impugnada;
TERCERO: Condena a la Universidad Nacional Pedro Hend-
quez Ureña (UNPHU), al pago de las costas del proce-
dimiento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley
No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo,
ordenándo su distracción en provecho del Lic. Miguel Jacobo
A., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Errada
aplicación de los artículos 81 y 82 del Código de Trabajo.-
Segundo Medio: Falta de base legal;

Considerando, que en los dos medios de casación, reuni-
dos, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: a) que en la
sentencia impugnada se expresa que el despido del tra-
bajador, Ramón C. Ogando, no fue comunicado al Depar-
tamento de Trabajo del Distrito Nacional, ni se depositó en la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional la comunicación del mismo a dicho
Departamento; que esa aseveración carece de fundamento,
pues, con los documentos 1 y 2, anexos al memorial de
casación, queda ampliamente demostrado que si fue
comunicado el despido al Departamento de Trabajo, y que
copia del mismo fue depositada en la Cámara a-qua el 16 de
febrero de 1983, por lo cual dicha Cámara hizo una mala
i nterpretación de los artículos 81 y 82 del Código de Trabajo;
b) que en la sentencia impugnada se consigna que la
recurrente no probó la justa causa del despido del trabajador
Ramón C. Ogando Solano, pues, había que establecer si ésta
era la persona que conducía el tractor Ford No. B-266841, y
que la Universidad Nacional Pedro Henríquez Ureña renunció
a hacer esa prueba; que en su escrito de ampliación de
conclusiones la recurrente solicitó al Juez a-quo que si las
pruebas que hablan sido aportadas no eran suficientes or-
denara un informativo testimonial, por lo que la sentencia
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Sosa Pichardo, cédula No. 15773, serie Ira., abogado de la

recurrente;
Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Angel Pérez,

en representación del Lic. Miguel Jacobo Azuar, cédula No.
179014, serie 1ra; abogado del recurrido Ramón C. Ogando
Solano, dominicano, mayor de edad, cédula No. 1940, serie 3
domiciliado en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;	

•
Visto el memorial de casación, depositado en la Secretaría

de la Suprema Corte de Justicia el 9 de mayo de 1983, suscri-
to por el abogado del recurrente, en el cual se proponen los
medios de casación que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, del 20 de mayo de 1983,
suscrito por el abogado del recurrido;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli
berado y vistos los textos legales invocados por la recurrente
en su memorial, que se mencionan más adelante, y los ar-
tículos 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: lo siguiente: al que
con motivo de una demanda laboral, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó el 13 de diciembre de 1982
una sentencia con el siguiente dispositivo: 'Falla: Primero:
Se rechaza la solicitud de reapertura de debates por im-
procedente y mal fundada; Segundo: Se declara 	 in-

justificado el despido y resuelto el contrato de Trabajo que
ligaba a las partes, por culpa del patrono y con	 res

ponsabilidad para el mismo; Tercero: Se condena a la
empresa Universidad Nacional Pedro Henríquez Ureña
(UNPHU), a pagarle al señor Ramón C. Ogando Solano, 24
días de preaviso, 45 días de Aux. de Cesantía, 14 días de
vacaciones, Regalía Pascual Prop. Bonificación prop. más
tres (3) meses de salarios por aplicación del ordinal 3ro del
Art. 84-3 del Código de Trabajo, todo a base de un Salario de
RDS200.00 mensuales; Cuarto: Se condena al deman.:
dado al pago de las costas y se ordena la distrae
ción de las mismas en favor del Lic. Miguel Jacobo A.,
por haberlas avanzado en su totalidad": b) que sobre el
recurso interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada
cuvo dispositivo dice así :FALLA: PRIMERO: Declara

regula r y válido en cuanto a la torma el recurso de apelacion

interpuesto por la Universidad Nacional Pedro Henríquez
Ureña (UNPHU), contra sentencia del Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional, de fecha 13 de diciembre de
1982, dictada en favor del señor Ramón C. Ogando Solano,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior de esta
misma sentencia; SEGUNDO: Relativamente al fondo
Rechaza dicho recurso de alzada y como consecuencia
Confirma en todas sus partes dicha sentencia impugnada;
TERCERO: Condena a la Universidad Nacional Pedro Henrí-
quez Ureña (UNPHU), al pago de las costas del proce-
dimiento, de conformidad con los artículos 5 y 16 de la Ley
No. 302 del 18 de junio de 1964 y 691 del Código de Trabajo,
ordenándo su distracción en provecho del Lic. Miguel Jacobo
A., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que la recurrente propone en su memorial
los siguientes medios de casación: Primer Medio: Errada
aplicación de los artículos 81 y 82 del Código de Trabajo.-
Segundo Medio: Falta de base legal;

Considerando, que en los dos medios de casación, reuni-
dos, la recurrente alega, en síntesis, lo siguiente: a) que en la
sentencia impugnada se expresa que el despido del tra-
bajador, Ramón C. Ogando, no fue comunicado al Depar-
tamento de Trabajo del Distrito Nacional, ni se depositó en la
Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional la comunicación del mismo a dicho
Departamento; que esa aseveración carece de fundamento,
pues, con los documentos 1 y 2, anexos al memorial de
casación, queda ampliamente demostrado que si fue
comunicado el despido al Departamento de Trabajo, y que
copia del mismo fue depositada en la Cámara a-qua el 16 de
febrero de 1983, por lo cual dicha Cámara hizo una mala
interpretación de los artículos 81 y 82 del Código de Trabajo;
b) que en la sentencia impugnada se consigna que la
recurrente no probó la justa causa del despido del trabajador
Ramón C. Ogando Solano, pues, había que establecer si ésta
era la persona que conducía el tractor Ford No. B-266841, y
que la Universidad Nacional Pedro Henríquez Ureña renunció
a hacer esa prueba; que en su escrito de ampliación de
conclusiones la recurrente solicitó al Juez a-quo que si las
pruebas que habían sido aportadas no eran suficientes or-
denara un informativo testimonial, por lo que la sentencia
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impugnada se halla viciada de una exposición incompleta de
los hechos; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se expresa
al respecto lo siguiente: que el trabajador demandante,
Ramón C. Ogando Solano fue despedido por su patrono por
haber causado daños a un tractor que manejaba en la finca
experimental de la Universidad; que ésta depositó, para pro-
bar la justificación del despido, una factura de la Compañía
Santiesteban, C. por A., de compra de piezas para reparar un
tractor de la Universidad, por un valor de RDS1,225.80, ha-
biéndose pagado por mano de obra la suma de RDS1,375.80,
que también fue depositado el cheque No. 30729, del 5 de
octubre de 1982 expedido por la Universidad en favor de la
referida compañ a Santiesteban por el valor total antes se-
ñalado; que la Cámara a-qua estimó que de dichos
documentos no se puede establecer la justa causa del des-
pido del mencionado trabajador, ya que no se ha probado si el
tractor reparado era el que manejaba el reclamante, ni que
éste fuera el autor del daño causado al referido tractor; que
ante al Juez del Primer Grado la Empresa concluyó al fondo y
no hizo ningún pedimento tendente a probar la justa causa
del despido; que, asimismo, en apelación también concluyó al
fondo y declaró que no renunciaba a aportar los medios de
prueba necesarios, sin presentar una solicitud formal para
hacer la prueba de la justa causa alegada, sino que lo hace
después de haberse el Juez reservado el fallo sobre las
conclusiones al fondo; que la sola afirmación del patrono de
que despidió al trabajador reclamante por haber cometido
una falta, no basta para declarar justificado su despido; que,
se expresa también en la sentencia impugnada que el patronQ
no comunico el despido dentro de las 48 horas al Depar-
tamento de Trabajo como lo exige la Ley;

Considerando, que en cuanto a la falta de comunicación
del despido 31 Departamento de Trabajo alegada por la
recurrente; que ésta depositó junto con su memorial una
comunicación que dirigió al Director General de Trabajo de la
Secretaría de Estado del ramo de fecha 25 de agosto de 1982,
por medio de la cual le comunica que en esa misma fecha
"fue despedido de la Universidad, el señor Ramón C. Ogando
Solano tractorista ele la hacienda Nigua por violación al ar-
tículo 78, ordinales 2, 6, 7, 14, y 21 del Código de Trabajo- ; y
en ella fue fijado el sello de la secretaría de Estado del Trabajo

en el que consta que dicha carta fue recibida el 25 de agosto
de 1982; que en la sentencia impugnada consta que dicha
comunicación fue depositada en el expediente; lo que
demuestra que, contrariamente, a lo que expresa en la
sentencia impugnada, la comunicación del despido se hizo
dentro de las 48 horas exigidas por la Ley;

Considerando, que tal como se expresa en la sentencia
impugnada la Universidad Pedro Henríquez Ureña presentó
las siguientes conclusiones ante la Cámara a-qua: "que
obrando por propia autoridad y contrario imperio renvoqueis
la sentencia recurrida, por improcedente y mal fundada que
no renunciamos de presentar todos los medios de pruebax	 .
necesarios; que se le otorgue un plazo de 15 días para ampliar
su escrito de conclusiones y depositar los documentos que a-
valan sus pretensiones"; que en escrito sometido pos-
teriormente la recurrente pidió a la Cámara a-qua que si no
bastaban o no eran suficientes las pruebas documentales
aportadas se ordenará, al amparo del artículo 57 de la Ley No.
637 cualquier medida de instrucción que considerara per-
tinente, tal como un informativo testimonial, para fun
damentar, aún más, su pedimento;

Considerando, que por lo expuesto precedentemente es e-
vidente que la recurrente no presentó a la Cámara a-qua un
pedimento formal con el fin de que se celebrara un in-
formativo para probar su alegato de despido justificado del
trabajador demandante, sino que dejó a discresión de dicha
Cámara la libertad de disponer tal medida de instrucción, o
cualquiera otra; que, por tanto, el Juez a-quo pudo, como lo
hizo, fallar el fondo de la causa al estimar que los elementos
de juicio existente en el expediente eran suficientes para de-
terminar que el patrono no habla probado la justa causa del
despido; que en tales condiciones en la sentencia impugnada
no se ha incurrido en los vicios y violaciones de la Ley alega-
dos por la recurrente, y, en consecuencia, los medios del
recurso carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Universidad Pedro Henríquez
Ureña contra sentencia dictada por la Cámara de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 3 de
marzo de 1983, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente
al pago de las costas, y ordena su distracción en provecho del
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impugnada se halla viciada de una exposición incompleta de
los hechos; pero,

Considerando, que en la sentencia impugnada se expresa
al respecto lo siguiente: que el trabajador demandante,
Ramón C. Ogando Solano fue despedido por su patrono por
haber causado daños a un tractor que manejaba en la finca
experimental de la Universidad; que ésta depositó, para pro-
bar la justificación. del despido, una factura de la Compañía
Santiesteban, C. por A., de compra de piezas para reparar un
tractor de la Universidad, por un valor de RD$1,225.80, ha-
biéndose pagado por mano de obra la suma de RDS1,375.80,
que también fue depositado el cheque No. 30729, del 5 de
octubre de 1982 expedido por la Universidad en favor de la
referida compañ a Santiesteban por el valor total antes se-
ñalado; que la Cámara a-qua estimó que de dichos
documentos no se puede establecer la justa causa del des-
pido del mencionado trabajador, ya que no se ha probado si el
tractor reparado era el que manejaba el reclamante, ni que
éste fuera el autor del daño causado al referido tractor; que
ante al Juez del Primer Grado la Empresa concluyó al fondo y
no hizo ningún pedimento tendente a probar la justa causa
del despido; que, asimismo, en apelación también concluyó al
fondo y declaró que no renunciaba a aportar los medios de
prueba necesarios, sin presentar una solicitud formal para
hacer la prueba de la justa causa alegada, sino que lo hace
después de haberse el Juez reservado el fallo sobre las
conclusiones al fondo; que la sola afirmación del patrono de
que despidió al trabajador reclamante por haber cometido
una falta, no basta para declarar justificado su despido; que,
se expresa •ambién en la sentencia impugnada que el patronQ
no comunico el despido dentro de las 48 horas al Depar-
tamento de Trabajo como lo exige la Ley;

Considerando, que en cuanto a la falta de comunicación
del despido 31 Departamento de Trabajo alegada por la
recurrente; que ésta depositó junto con su memorial una
comunicación que dirigió al Director General de Trabajo de la
Secretaría de Estado del ramo de fecha 25 de agosto de 1982,
por medio de la cual le comunica que en esa misma fecha
"fue despedido de la Universidad, el señor Ramón C. Ogando
Solano tractorista.de la hacienda Nigua por violación al ar-
tículo-78, ordinales 2, 6, 7, 14, y 21 del Código de Trabajo"; y
en ella fue fijado el sello de la secretaría de Estado del Trabajo
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en el que consta que dicha carta fue recibida el 25 de agosto
de 1982; que en la sentencia impugnada consta que dicha
comunicación fue depositada en el expediente; lo que
demuestra que, contrariamente, a lo que expresa en la
sentencia impugnada, la comunicación del despido se hizo
dentro de las 48 horas exigidas por la Ley;

Considerando, que tal como se expresa en la sentencia
impugnada la Universidad Pedro Henríquez Ureña presentó
las siguientes conclusiones ante la Cámara a-qua: "que
obrando por propia autoridad y contrario imperio renvoqueis
la sentencia recurrida, por improcedente y mal fundada que
no renunciamos de presentar todos los medios de prueba
necesarios; que se le otorgue un plazo de 15 días para ampliar
su escrito de conclusiones y depositar los documentos que a-
valan su, pretensiones"; que en escrito sometido pos-
teriormente la recurrente pidió a la Cámara a-qua que si no
bastaban o no eran suficientes las pruebas documentales
aportadas se ordenará, al amparo del artículo 57 de la Ley No.
637 cualquier medida de instrucción que considerara per-
tinente, tal como un informativo testimonial, para fun-
damentar, aún más, su pedimento;

Considerando, que por lo expuesto precedentemente es e-
vidente que la recurrente no presentó a la Cámara a-qua un
pedimento formal con el fin de que se celebrara un in-
formativo para probar su alegato de despido justificado del
trabajador demandante, sino que dejó a discresión de dicha
Cámara la libertad de disponer tal medida de instrucción, o
cualquiera otra; que, por tanto, el Juez a-quo pudo, como lo
hizo, fallar el fondo de la causa al estimar que los elementos
de juicio existente en el expediente eran suficientes para de-
terminar que el patrono no había probado la justa causa del
despido; que en tales condiciones en la sentencia impugnada
no se ha incurrido en los vicios y violaciones de la Ley alega-
dos por la recurrente, y, en consecpencia, los medios del
recurso carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por la Universidad Pedro Henríquez
Ureña contra sentencia dictada por la Cámara de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, el 3 de
marzo de 1983, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente
al pago de las costas, y ordena su distracción en provecho del
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Lic. Miguel Jacobo Azuar, abogado del recurrido, Ramón C.
Ogando Solano, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani. — Darío Bal- '

cácer.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.— Luis Víctor García de Peña.— Hugo
H. Goicochea S.— Máximo Puello Renville.— Abelardo
Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara. — Miguel Jacobo F.,

Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE
No. 22

Sentencia impugnada; Corte de Apelación
Domingo, de fecha 20 de junio de 1980.

Materia: Civil.

Recurrente(s): Ayuntamiento del Dto. Nacional, y San Ra-
fael, C. por A.

Abogado(s): Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez.

Recurrido (s): Erasmo Peña Paniagua.

Abogado (s): Dr. Crispiniano Vargas.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nzmbre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy dia 14 del mes de noviembre del año
1983, año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la
siguiente Sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el
Ayuntamiento	 Distrito Nacional, con su domicilio legal en
la calle Fray Cipriano -Ie Utrera, Centro de los Héroes de
Constanza, Maimón y Estero Hondo, de esta ciudad; y
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con su domicilio
social en la calle Leopoldo Navarro esquina San Francisco de
Macoris, de esta ciudad; contra la sentencia dictada el 20 de

DEL 1383

de Santo
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Lic. Miguel Jacobo Azuar, abogado del recurrido, Ramón C.
Ogando Solano, quien afirma haberlas avanzad o en su to-

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.— Darío 
Bal-talidad.

cácer. — Fernand o E. Ravelo de la Fuente.— Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.— Luis Víctor García de Peña.— Hugo
H. Goicochea S.— Máximo Puello Renville.— Abelardo

Herrera Piña. — Gustavo Góme z Ceara. — Miguel Jacobo F.,

Secretario General.
La presente sentenci a ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado s y fue

firmada, leída y publicada por mí, Secretar i o General, que

certifico. (FDO : ) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 14 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 22

Sentencia impugnada; Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 20 de junio de 1980.

Materia: Civil.

Recurrente(s): Ayuntamiento del Dto. Nacional, y San Ra-
fael, C. por A.

Abogado(s): Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez.

Recurrido (s): Erasmo Peña Paniagua.

Abogado	 Dr. Crispiniano Vargas.

t

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En N:mbre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

(le	 Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 14 del mes de noviembre del año
1983, año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la
siguiente Sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por el
Ayuntamiento '!el Distrito Nacional, con su domicilio legal en
la calle Fray Cipriano le Utrera, Centro de los Héroes de
Constanza, Maimón y Estero Hondo, de esta ciudad; y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con su domicilio
social en la calle Leopoldo Navarro esquina San Francisco de
Macorís, de esta ciudad; contra la sentencia dictada el 20 de
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junio de 1980, por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido, el
recurso de apelación interpuesto por el Ayuntamiento :!el
Distrito Nacional, institución autónoma del Estado y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra sentencia
de fecha 14 de octubre de 1977, dictada por la Cámara Civil y
Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, por haber sido hecho
de acuerdo con las formalidades legales; Segundo: Acoge en
todas sus partes las conclusiones formuladas por la parte
intimada, rechaza las de la parte intimante y en consecuencia
confirma en todas sus partes la sentencia apelada a que se
contrae el presente expediente; Tercero: Condena al
Ayuntamiento del Distrito Nacional y a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., al pago de las costas, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel B.
Montes de Oca Santana, abogado que afirma haberlas
avanzado en su mayor parte-;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Crispiniano

Vargas, en representación del Dr. Manuel B. Montes de Oca,
cédula No. 102, serie 76, abogado del recurrido Erasmo Peña
Paniagua, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No.
3966, serie 68, domiciliado y residente en esta ciudad;

Oído el aictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, suscrito
por sus abogado Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, cédula
No. 49307, serie 1ra., el 1ro. de agosto de 1980, en el cual se
propone contra la sentencia impugnada el medio que se
indicará más adelante; así como el de ampliación de fecha 27
de noviembre de 1980:

Visto el memorial de defensa del recurrido suscrito por su
abogado el 27 de octubre de 1980, así como el de ampliación
de fecha 23 de diciembre de 1980;

Visto el Auto Dictado en fecha 11 del mes de Noviembre
del año 1983. por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cua l íntegra. en su indicada calidad dicha Corte, con-
junta r bena- („on los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo Or la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis

Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría, en la deli-
beración y fallo de los recursos de apelación de que se trata,

tius de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de1,0,911" 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 1, 7 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en su memorial de casación los
recurrentes proponen contra la sentencia impugnada el
siguiente medio: Unico: Falta de base legal;

Considerando, que a su vez el recurrido ha propuesto que
se declare la caducidad del recurso de casación, en base a
que el acto de emplazamiento le fue notificado después de
haber transcurrido el plazo de treinta (30) días a partir de la
fecha en que fue dictado el auto de admisión por el Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, prescrito por el ar-
tículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, a pena de
caducidad del recurso;

Considerando, que el examen de los documentos del
expediente revela que el auto del Presidente de la Suprema
Corte de Justicia autorizando a los recurrentes a emplazar al
recurrido, fue dictado el 4 de agosto de 1980, y que el acto de
emplazamiento fue notificado al recurrido el día 14 de octubre
de 1980, esto es, cuando ya habían transcurrido más de
treinta (301 días de la fecha del auto que autorizó el em-

. plazamiento; que conforme al artículo 7 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, "habrá caducidad del recurso,
cuando el recurrente no emplazare al recurrido en el término
de treinta (30) días, a contar de la fecha en que fue proveído
por el Presidente el auto en que se autoriza el em-
plazamiento";

Considerando, que como se advierte por lo anteriormente
expuesto, tal como lo alega el recurrido, los recursos de
casación de que se trata están viciados de caducidad por la
razón expresada;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara la caducidad de los
recursos de casación interpuestos por el Ayuntamiento del
Distrito Nacional, y la Cía. de Seguros San Rafael. C por A.,
contra la sentencia dictada el día 20 aei mes de Junio
del año 1980, por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
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junio de 1980, por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido, el
recurso de apelación interpuesto por el Ayuntamiento :el
Distrito Nacional, institución autónoma del Estado y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra sentencia
de fecha 14 de octubre de 1977, dictada por la Cámara Civil y
Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, por haber sido hecho
de acuerdo con las formalidades legales; Segundo: Acoge en
todas sus partes las conclusiones formuladas por la parte
intimada, rechaza las de la parte intimante y en consecuencia
confirma en todas sus partes la sentencia apelada a que se
contrae el presente expediente; Tercero: Condena al
Ayuntamiento del Distrito Nacional y a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., al pago de las costas, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel B.
Montes de Oca Santana, abogado que afirma haberlas
avanzado en su mayor parte";

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Crispiniano

Vargas, en representación del Dr. Manuel B. Montes de Oca,
cédula No. 102, serie 76, abogado del recurrido Erasmo Peña
Paniagua, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula No.
3966, serie 68, domiciliado y residente en esta ciudad;

Oído el aictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, suscrito
por sus abogado Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, cédula
No. 49307, serie 1ra., el 1ro. de agosto de 1980, en el cual se
propone contra la sentencia impugnada el medio que se
indicará más adelante; así como el de ampliación de fecha 27
de noviembre de 1980:

Visto el memorial de defensa del recurrido suscrito por su
abogado el 27 de octubre de 1980, así como el de ampliación
de fecha 23 de diciembre de 1980;

Visto el Auto Dictado en fecha 11 del mes de Noviembre
del año 1983. por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cua l integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntarriente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Frente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Lui2

Víctor Garcia de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría, en la deli-
beración y fallo de los recursos de apelación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en su memorial de casación los
recurrentes proponen contra la sentencia impugnada el
siguiente medio: Unico: Falta de base legal;

Considerando, que a su vez el recurrido ha propuesto que
se declare la caducidad del recurso de casación, en base a
que el acto de emplazamiento le fue notificado después de
haber transcurrido el plazo de treinta (30) días a partir de la
fecha en que fue dictado el auto de admisión por el Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, prescrito por el ar-
tículo 7 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, a pena de
caducidad del recurso;

Considerando, que el examen de los documentos del
expediente revela que el auto del Presidente de la Suprema
Corte de Justicia autorizandoa los recurrentes a emplazar al
recurrido, fue dictado el 4 de agosto de 1980, y que el acto de
emplazamiento fue notificado al recurrido el día 14 de octubre
de 1980, esto es, cuando ya habían transcurrido más de
treinta (30) días de la fecha del auto que autorizó el em-
plazamiento; que conforme al artículo 7 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación, "habrá caducidad del recurso,
cuando el recurrente no emplazare al recurrido en el término
de treinta (30) días, a contar de la fecha en que fue proveído
por el Presidente el auto en que se autoriza el em-
plaza miento";

Considerando, que como se advierte por lo anteriormente
expuesto, tal como lo alega el recurrido, los recursos de
casación de que se trata están viciados de caducidad por la
razón expresada;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara la caducidad de los
recursos de casación interpuestos por el Ayuntamiento del
Distrito Nacional, y la Cía. de Seguros San Rafael. C. por A.,
contra la sentencia dictada el dia 20 dei mes de Junio
del año 1980, por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
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en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a
los recurrentes al pago de las costas, y las distrae a favor del
Dr. Manuel Bienvenido Montes de Oca Santana, abogado del
recurrido, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS);.- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.,- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (FDO.I Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 14 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 23

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 3 de septiembre de 1981.

Materia: Civil.

Recurrente (s): REFRESCOS B. D., C. por A. y la COM-
PANIA DE SEGUROS SAN RAFAEL, C. por A.

Abogado (s): Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez.

Recurrido (s): LASKI MANOY DE JESUS GENAO SAN-
CHEZ.

Abogado (s): Dres. Apolinar Cepeda Romano y Boris An-
tonio de León Reyes.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 14 del mes de noviembre del año
1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Refrescos,
B.D., C. por A., con domicilio social social en la casa No 107
de la calle Ernesto Gómez, de esta ciudad, y la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., con su domicilio social en la
calle Leopoldo Navarro esquina San Francisco de Macorís, de
esta ciudad; contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el día 3 de septiembre de 1981,
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en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo ha sido copiado
en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO: Condena a
los recurrentes al pago de las costas, y las distrae a favor del
Dr. Manuel Bienvenido Montes de Oca Santana, abogado del
recurrido, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS);.- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.,- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (F00.1 Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 14 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 23

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 3 de septiembre de 1981.

Materia: Civil.

Recurrente (s): REFRESCOS B. D., C. por A. y la COM-
PAMA DE SEGUROS SAN RAFAEL, C. por A.

Abogado (s): Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez.

Recurrido (s): LASKI MANOY DE JESUS GENAO SAN-
CHEZ.

Abogado (s): Dres. Apolinar Cepeda Romano y Boris An-
tonio de León Reyes.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 14 del mes de noviembre del año
1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Refrescos,'
B.D., C. por A., con domicilio social social en la casa No. 107
de la calle Ernesto Gómez, de esta ciudad, y la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., con su domicilio social en la
calle Leopoldo Navarro esquina San Francisco de Macorís, de
esta ciudad; contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, el día 3 de septiembre de 1981,
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en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Alberto Fernández, en representació n de los

Dres. Apolinar Cepeda Rosario y Boris Antonio de León
Reyes, cédulas Nos. 50939, serie 1ra., y 9393, serie 8, res-
pectivamente, en la lectura de sus conclusiones, como a-
bogados del recurrido Laski Manoy de Jesús Genao Sánchez,
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante,
do y residente en esta ciudad, cédula No. 41260, serie 47;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del 13 de noviembre de 1981,
suscrito por el Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, abogado
de los recurrentes, en el cual se proponen los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, del 26 de noviembre de 1981,
suscrito por los abogados del recurrido;

Visto el auto dictado en fecha 11 del mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos indicados por

65 d
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currentes
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,

que se indican más adelante, y 	 2 y	 e	 sob

Procedimiento de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere consta: al que con motivo de
una demanda en daños y perjuicios, originada en un ac-
cidente de tránsito, la Cámara	 Civil y Comercial	 de la

Segunda Circunscripció n del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, dictó el 29 de enero de 1980, una
sentencia cuyo dispositivo dice: "FALLA: PRIMERO:
Rechaza las conclusiones presentadas de manera incidental
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por la parte demandada Refrescos B.D., C. por A., y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por las razones
señaladas antes; SEGUNDO: Acoge, con la modificación se-
ñalada antes, las conclusiones presentadas por la parte
demandante Laski Manoy de Jesús Genao Sánchez, por ser
justas, y reposar sobre prueba legal, y en consecuencia
condena a los co-prevenidos Refrescos B.D., C. por A., y
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., a pagarle a
dicha parte demandante: a) la suma de dos mil pesos oro
I R DS2,000.001, a título de indemnización por los daños y
perjuicios materiales sufridos por dicho demandante, a causa
del accidente automovilístico mencionado en los hechos de
esta causa; b) los intereses legales correspondientes a esa
suma a partir del día de la demanda, a título de indemnización
supletoria; c) todas las costas causadas en la presente ins-
tancia, distraídas en provecho de los Dres. Apolinar Cepeda
Romano y Boris Antonio de León Reyes, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad; TERCERO: Declara que la
presente sentencia es oponible a la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo de
motor propiedad del demandado Refrescos B.D., C. por A.,
en la fecha en que ocurrió el accidente"; b) que sobre los
recursos interpuestos intervino la sentencia ahora im-
pugnada, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido el recurso de apelación interpuesto
por Refrescos B.D., C. por A., y la Cfa. de Seguros San
Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara
de lo Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha
29 de enero de 1980, cuyo dispositivo figura copiado an-
teriormente, por haber sido hecho dentro del plazo y demás
formalidades legales; SEGUNDO: Acoge las conclusiones
presentadas por el intimado Laski Manoy de Jesús Genao
Sánchez, por ser justas y reposar en prueba legal, y en
consecuencia confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida; TERCERO: Condena a Refrescos B.D., C. por A.,
y a la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., al pago de
las costas, distrayéndolas en provecho de los Dres. Apolinar
Cepeda R mano y Boris Antonio de León Reyes, quienes a-
firman estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su recurso
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en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Alberto Fernández, en representació n de los

Dres. Apolinar Cepeda Rosario y Boris Antonio de León
Reyes, cédulas Nos. 50939, serie 1ra., y 9393, serie 8, res-
pectivamente, en la lectura de sus conclusiones, como a-
bogados del recurrido Laski Manoy de Jesús Genao Sánchez,
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, domicilia-
do y residente en esta ciudad, cédula No. 41260, serie 47;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del 13 de noviembre de 1981,
suscrito por el Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez, abogado
de los recurrentes, en el cual se proponen los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, del 26 de noviembre de 1981,
suscrito por los abogados del recurrido;

Visto el auto dictado en fecha 11 del mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos indicados por los recurrentes,
que se indican más adelante, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
una demanda en daños y perjuicios, originada en un ac-
cidente de tránsito, la Cámara Civil y Comercial de la
Segunda Circunscri pc ión del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, dictó el 29 de enero de 1980, una
sentencia cuyo dispositivo dice: "FALLA: PRIMERO:
Rechaza las conclusiones presentadas de manera incidental

por la parte demandada Refrescos B.D., C. por A., y la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., por las razones
señaladas antes; SEGUNDO: Acoge, con la modificación se-
ñalada antes, las conclusiones presentadas por la parte
demandante Laski Manoy de Jesús Genao Sánchez, por ser
justas, y reposar sobre prueba legal, y en consecuencia
condena a los co-prevenidos Refrescos B.D., C. por A., y
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., a pagarle a
dicha parte demandante: a) la suma de dos mil pesos oro
IRDS2,000.00), a título de indemnización por los daños y
perjuicios materiales sufridos por dicho demandante, a causa
del accidente automovilístico mencionado en los hechos de
esta causa; b) los intereses legales correspondientes a esa
suma a partir del día de la demanda, a título de indemnización
supletoria; c) todas las costas causadas en la presente ins-
tancia, distraídas en provecho de los Dres. Apolinar Cepeda
Romano y Boris Antonio de León Reyes, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad; TERCERO: Declara que la
presente sentencia es oponible a la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo de
motor propiedad del demandado Refrescos B.D., C. por A.,
en la fecha en que ocurrió el accidente"; b) que sobre los
recursos interpuestos intervino la sentencia ahora im-
pugnada, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Declara regular y válido el recurso de apelación interpuesto
por Refrescos B.D., C. por A., y la Cía. de Seguros San
Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada por la Cámara
de lo Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha
29 de enero de 1980, cuyo dispositivo figura copiado an-
teriormente, por haber sido hecho dentro del plazo y demás
formalidades legales; SEGUNDO: Acoge las conclusiones
presentadas por el intimado Laski Manoy de Jesús Genao
Sánchez, por ser justas y reposar en prueba legal, y en
consecuencia confirma en todas sus partes la sentencia
recurrida; TERCERO: Condena a Refrescos B.D., C. por A.,
y a la Cía. de Seguros San Rafael, C. por A., al pago de
las costas, distrayéndolas en provecho de los Dres. Apolinar
Cepeda R mano y Boris Antonio de León Reyes, quienes a-
firman estarlas avanzando en su totalidad";

Considerando, que los recurrentes proponen en su recurso
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de casación el siguiente medio: Violación al artículo 1315 del
Código Civil. Falta de prueba. Falta de base legal;

Considerando, que los recurrentes en su único medio de
casación alegan, en síntesis, que el Tribunal de Primera
Instancia los condenó por los daños y perjuicios sufridos por
el recurrido, en ausencia de prueba de los hechos y magnitud
de los mismos y que la sentencia apelada fue confirmada por
la Corte a-qua con las mismás ausencia de prueba, pues el
recurrido no aportó ningún documento, ni prueba por otros
medios, la cuestión de los daños y perjuicios, ni siquiera que
los hubiera experimentado;

Considerando, que por el examen de la sentencia im-
pugnada se advierte que la Corte a-qua confirmando la de la
Cámara Civil, y Comercial de la Segunda Circunscripc i ón del

Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, del 29 de
enero de 1980, condenó a Refrescos B.D., C. por A., a pagar
al recurrido una suma de dos mil pesos oro (RDS2,000 . 00) a

título de reparación por los daños ocasionados a un vehículo
de su propiedad por otro de dicha Compañía, a consecuencia
de un accidente de tránsito, por el cual José Antonio Sal-
vador había sido condenado penalmente, por sentencia del
Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripc i ón del Distrito

Nacional, del 23 de junio de 1975, por lo que en lo que res-
pecto a la ocurrencia del accidente, es un hecho cierto; pero
que en cuanto a la indemnizac ión solicitada por el recurrido
para reparar los daños que le había ocasionado este ac-
cidente, por concepto de la reparación de su vehículo, su

depreciación y lucro cesante, la Corte a-qua se limitó a fijar
su monto en la suma de RD$2,000.00, exponiendo como
único motivo para justificar su evaluación que "del estudio de
los pormenores y consecue nc ias que rodean el presente caso
se desprende que Laski Manoy de Jesús Genao Sánchez
sufrió daños y perjuicios materiales a consecuencia del ac-
cidente de que se trata, según se detalla en el acto de em-
plazamiento copiado antes, los cuales a juicio soberano del
Tribunal deben ser estimados en la cantidad que se indicará
en el dispositivo de esta sentencia"; por lo que se advierte
que el fallo impugnado no contiene los elementos cons-
titutivo del perjuicio, que le sirvieron de fundamento para de-
terminar su cuantía, pues aunque los Jueces del fondo fijan

soberana mente el monto de los daños y perjuicios. tienen la
obligación de expresar los motivos en que basan sus con

clusiones; que, en tal virtud, la Suprema Corte de Justicia
como Corte de Casación, no dispone de los medios
necesarios para verificar si la Ley ha sido correctamente
aplicada en el presente caso, por lo cual la sentencia debe ser
casada por falta de base legal, en el punto que se examina;

Considerando, que cuando una sentencia se casa por falta
de base legal, las costas deben ser compensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, el día 3 de sep-
tiembre del año 1981, en atribuciones civiles, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo, en cuanto
al monto de los daños y envía el asunto así delimitado a la
Corte de Apelación de San Cristóbal, en las mismas a-
tribuciones; Segundo: Compensa las costas.

IFIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F.E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis víctor García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.-
Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera 	 Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico. IFD0.): Miguel Jacobo.
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de casación el siguiente medio: Violación al artículo 1315 del
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medios, la cuestión de los daños y perjuicios, ni siquiera que
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Considerando, que por el examen de la sentencia im-
pugnada se advierte que la Corte a-qua confirmando la de la
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titulo de reparación por los daños ocasionados a un vehículo
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de un accidente de tránsito, por el cual José Antonio Sal-
vador había sido condenado penalmente, por sentencia del
Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripc ión del Distrito
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pecta a la ocurrencia del accidente, es un hecho cierto; pero
que en cuanto a la indemnizac i ón solicitada por el recurrido
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obligación de expresar los motivos en que basan sus con
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clusiones; que, en tal virtud, la Suprema Corte de Justicia
como Corte de Casación, no dispone de los medios
necesarios para verificar si la Ley ha sido correctamente
aplicada en el presente caso, por lo cual la sentencia debe ser
casada por falta de base legal, en el punto que se examina;

Considerando, que cuando una sentencia se casa por falta
de base legal, las costas deben ser compensadas;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, el día 3 de sep-
tiembre del año 1981, en atribuciones civiles, cuyo dispositivo
se ha copiado en parte anterior del presente fallo, en cuanto
al monto de los daños y envía el asunto así delimitado a la
Corte de Apelación de San Cristóbal, en las mismas a-
tribuciones; Segundo: Compensa las costas.

IFIRMADOSI: Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F.E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis víctor García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.-
Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que
certifico. IED0.1: Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 24

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de

fecha 5 de noviemb re de 1981.

Materia : Correccional.

Recurrente (s): Rafael A. Rodríguez Veras. Milagros

Vda. Grullón y Cía Embotelladora Dominicana, C. por A. Lora

Abogado (s): Dr. Eladio Lozada Grullón.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcáce r , Primer Sustituto de

Presidente ; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello

Renville, Abelardo Herrera Peña y Gustavo Gómez Ceara,

asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus

audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmá140'
n,

Distrito Naciona l , hoy día 16 de noviemb re del 1983, año 

de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente

sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael

sado
A

Rodríguez Veras, dominicano, mayor de edad, ca,
empleado privado, chófer, cédula No. 35371, serie 47,

domiciliado y residente en esta ciudad, Milagros Lora Vda.
Grullón, dominicana, mayor de edad, Tecnóloga-Médico, cé-
dula No. 4409 serie 41, resident e en la calle "D" No. 6

Ensanche Serrallé de esta ciudad; Compañía Embotelladora

Dominicana ,	
C. por A., con domicilio social, en Santo

Domingo, Distrito Naciona l , contra la sentenc ia dictada el 5

de noviembre de 1981 por la Corte de Apelació n de La Vega,

en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositiv o se copia

más adelante;
Oído al Aguacil de turno en la lectura del rol;
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DiCIO al Dr. Etadio Lozada Grullón, abogado de la recurrente
Milagros Lora Vda. Grullón, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Licdo., Constantino Benoit, cédula No. 4404 serie
37, en representación del Dr. Rafael A. Rodríguez Veras, la
Compañía Intercontinental de Seguros, S. A. y la Compañía
Embotelladora C. por A., en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 5 de noviembre de
1981, a requerimiento del Dr. Ramón A. González Hardy y del
Lic. Constantino Benoit, actuando en representación de Ra-
fael A. Rodríguez Vera, Compañía Embotelladora C. por A., y
la Intercontinental de Seguros, S. A., en la que no se propone
ningún medio de casación;

Vista el acta de casación de fecha 5 de noviembre de 1981,
levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento
del Lic., Diógenes A. Santos Morel, actuando en
representación de Milagros Lora Vda. Grullón, en la que no
se propone ningún medio de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 sobre
Tránsito y Vehículo; 1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la
Ley No. 4117 del 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor; 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que resultó muerta una persona,
el Juzgado de Primera Instancia de Monseñor Nouei, dictó el
23 de junio de 1980, una sentencia con el dispositivo que se
copia en el de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos'
interpuestos intervino la sentencia impugnada en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara
regulares y válidos, en la forma, los recursos de apelación
interpuestos por el prevenido Rafael A. Rodríguez Veras, la
persona civilmente responsable la Compañía Embotelladora,
C. por A., y la Compañía Intercontinental de Seguros S. A.,
contra la sentencia correccional numero 421, de fecha 23 de
,unio de 1980, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Monseñor Nouel la cual tiene el dis-
Dositivo siquiente 'Falla. Primero: Se declara ouena v vaiiaa
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 24

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de

fecha 5 de noviemb re de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (5): Rafael A. Rodríguez Veras. Milagros
Vda. Grullón y Cía Embotelladora Dominicana, C. por A. Lora

Abogad o (s): Dr. Eladio Lozada Grullón.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Mánuel D. Bergés

Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello

Renville, Abelardo Herrera Peña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario Genera l , en la Sala donde celebra sus

audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,

Distrito Naciona l , hoy día 16 de noviembre del 1983, año 140'
de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casació n, la siguiente

sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael A

Rodríguez Veras, dominicano, mayor de edad, casado,,
empleado privado, chófer, cédula No. 35371, serie 47
domiciliado y residente en esta ciudad, Milagros Lora Vda.

Grullón, dominica na , mayor de edad, Tecnóloga-Médico, cé-

dula No. 4409 serie 41, residente
 en la calle "D" No. 6

Ensanch e Serrallé de esta ciudad; Compañía Embotelladora

Dominicana,	
C. por A., con domicilio social, en Santo

Domingo, Distrito Nacional, contra la sentencia dictada el 5

de noviembre de 1981 por la Corte de Apelació n de La Vega,

en sus atribuciones correccionales, cuyo dispositi vo se copia

más adelante;
Oído al Aguacil de turno en la lectura del rol;

I;OLETIN JUDI('IA I, 1545

Oído al Dr. Eladio Lozada Grullón, abogado de la recurrente
Milagros Lora Vda. Grullón, en la lectura de sus conclusiones;

Oído al Licdo., Constantino Benoit, cédula No. 4404 serie
37, en representación del Dr. Rafael A. Rodríguez Veras, la
Compañía Intercontinental de Seguros, S. A. y la Compañía
Embotelladora C. por A., en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaria de la Corte a-qua, de fecha 5 de noviembre de
1981, a requerimiento del Dr. Ramón A. González Hardy y del
Lic. Constantino Benoit, actuando en representación de Ra-
fael A. Rodríguez Vera, Compañía Embotelladora C. por A., y
la Intercontinental de Seguros, S. A., en la que no se propone
ningún medio de casación;

Vista el acta de casación de fecha 5 de noviembre de 1981,
levantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento
del Lic., Diógenes A. Santos Morel, actuando en
representación de Milagros Lora Vda. Grullón, en la que no
se propone ningún medio de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 sobre
Tránsito y Vehículo; 1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10 de la
Ley No. 4117 del 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor; 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que resultó muerta una persona,
el Juzgado de Primera Instancia de Monseñor Nouei, dictó el
23 de junio de 1980, una sentencia con el dispositivo que se
copia en el de la ahora impugnada; b) que sobre los recursos
interpuestos intervino la sentencia impugnada en casación,
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara
regulares y válidos, en la forma, los recursos de apelación
interpuestos por el prevenido Rafael A. Rodríguez Veras, la
persona civilmente responsable la Compañía Embotelladora,
C. por A., y la Compañía Intercontinental de Seguros S. A.,
contra la sentencia correccional numero 421, de fecha 23 de
,unjo de 1980, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Monseñor Nouel la cual tiene el dis-
oosievo siquiente 'Falla. Primero: Se declara ouena v valiaa
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la constitución en	 civil hecha por la señora Milagros
Lora Vda. Grullón, en su doble calidad de cónyuge super-
viviente y tutora legal de los menores Antonio Cervantes,
Sheribel Milagros, Elisa Elena y Anabal Indhira Grullón Lora,
la cual hizo a través de los Dres. Eladio Lozada Crullón y José
Miguel Pereyra Goico, por reunir la misma todos los re-
quisitos exigidos por la Ley, tanto en el f ondo; —Segundo:
Se condena al prevenido Rafael A. Rodríguez Veras, al pago
de una multa de RDS100.00 (cien pesos Oro) y las costas, por
haber violado los artículos 20, 21 (apartados a, b y c) y 49, de
la Ley 241, en perjuicio del que en vida se llamó Antonio
Cervantes Grullón Suárez; — Tercero: Se acogen en todas
sus partes las conoclusione s de la parte civil constituida, en

su doble calidad supraindicad a , en perjuicio de Rafael A. Ro-

dríguez Veras y solidariamente con la Compañía Em-
botelladora, C. por A., como persona civilmente responsable,
ordenando su oponibilidad a la Compañía de Seguros 'In-

tercontine ntal ' de Seguros, S. A., Compañía asegurado ra del

vehículo que ocasionó el accidente, propiedad de la Com-
pañía Embotellado ra, C. por A.; Cuarto: Se condena al pago
de la suma de RD$500,000.00 (quinientos mil pesos oro
doms.) al señor Rafael A. Rodrígue z Veras, solidariamente

con la Compañía Embotellado ra , C. por A., con oponibilidad a

la Compañía, asegurado ra Intercontine ntal de Seguros, S. A.,

en su aspecto civil, como justa reparación de los daños y
perjuicios morales y materiales ocasionándo les a la parte civil

legalmente constituida, supraindicada y en virtud de los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil; Quinto: Se condena a-
demás al pago de los intereses legales, a partir de la demanda
en justicia y a un astreinte de RDS100.00 lun ciento de pesos
oro doms.), diarios, por la falta de ejecució n de la sentencia, a

partir de su notificació n; Sexto: Se condena al prevenido Ra-
fael A. Rodríguez Veras, así como a la Compañía Em-
botelladora, C. por A., al pago solidario de las costas civiles,
siendo oponible a la Cía. Intercontinental, S.A., con dis-
tracción de las mismas en provecho de los abogados Licdo.,
José Miguel Pereyra Goico y Dr. Eladio Lozada Grullón, por
manifestar los mismo haberlas avanzado en su totalidad'; por
haber sido hechos de conformidad a la Ley;- SEGUNDO:
Anula la sentencia correcciona l número 421, de techa 23 de
junio de 1980, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Monseñor Nouel, por violació n no repara-
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da de fprmas prescritas por la Ley a pena de nulidad, como lo
son los considerando Primero y Segundo de la supra dicha
sentencia donde se basa el Juez a-quo para formar su
convicción por comprobaciones personales de él y del
representante del Ministerio Público; y en consecuencia a-
voca el fondo del asunto y decide: a) Declara culpable al pre-
venido Rafael A. Rodríguez Veras, de violar la Ley número
241, en perjuicio de Antonio Cervantes Grullón Suárez y en
consecuencia lo condena al pago de una multa de RDS100.00
(cien pesos oro), acogiendo en su favor c ircunstancias a-
tenuantes y faltas reciprocas del prevenido y la víctima; b)
declara regular y válida, en la forma, la constitución en parte
civil hecha por Milagros Lora Vda. Grullón, en su calidad de
cónyuge su perviviente y tutora legal de los menores Antonio
Cervantes, Sheribel Milagros, Elias Elena y Anabel Indhira
Grullón Lora, por órgano de sus abogados Dr. Rafael Lozada
Grullón, Lic., José Miguel Pereyra Goico y Dr. Rafael A. Ro-
dríguez Lara, contra el prevenido Rafael A. Rodríguez Veras,
la persona civilmente responsable la Compañía Em-
botelladora C. por A. y la Compañía In tercontinental de
Seguros S.A., por llenar los requisitos de Ley; cl En cuanto al
fondo condena al prevenido Rafael A. Rodríguez Veras y a la
persona civilmente responsable la Compañía Embotelladora
C. por A., al pago solidario de una indemnización de
RDS8,000.00 (ocho mil pesos), suma que esta Corte estima le
ajustada para reparar los daños sufridos por la dicha parte ci-
vil constituida, al acogerse como se ha dicho faltas
reciprocas; d) Condena al prevenido Rafael A. Rodriguez
Veras y la persona civilmente responsable la Compañía
Embotelladora C. por A., al pago de los intereses legales de la
suma impuesta como indemnización a partir de la demanda
en justicia; e) Declara, la presente sentencia oponible a la
Compañía I ntercontinental de Seguros, S.A.; f) Condena al
prevenido Rafael A. Rodríguez Veras, al pago de las costas
penales de esta alzada y condena a éste juntamente con la
persona civilmente responsable la Compañía Embotelladora
C. por A., a las civiles, ordenando su distracción en favor del
Dr. Eladio Lozada Grullón, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad;"	 •

Considerando, que los recurrentes Rafael Rodríguez Veras,
Compañía Embotelladora Dominicana C. por A., y Compañía
Intercontinental de Seguros S.A., proponen contra la sen-
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la constitució n en	 civil hecha por la señora Milagros
Lora Vda. Grullón, en su doble calidad de cónyuge super-
viviente y tutora legal de los menores Antonio Cervantes,
Sheribel Milagros, Elisa Elena y Anabal Indhira Grullón Lora,
la cual hizo a través de los Dres. Eladio Lozada Crullón y José
Miguel Pereyra Goico, por reunir la misma todos los re-
quisitos exigidos por la Ley, tanto en el fondo; — Segundo:
Se condena al prevenido Rafael A. Rodríguez Veras, al pago
de una multa de RDS100.00 (cien pesos Oro) y las costas, por
haber violado los artículos 20, 21 (apartados a, b y c) y 49, de
la Ley 241, en perjuicio del que en vida se llamó Antonio
Cervantes Grullón Suárez; — Tercero: Se acogen en todas
sus partes las conoclusio nes de la parte civil constituida, en
su doble calidad supraindicada, en perjuicio de Rafael A. Ro-
dríguez Veras y solidariame nte con la Compañía Em-
botelladora, C. por A., como persona civilmente responsable,
ordenando su oponibilidad a la Compañía de Seguros 'In-

tercontinenta l ' de Seguros, S. A., Compañía asegurado ra del

vehículo que ocasionó el accidente, propiedad de la Com-

pañía Embotellado ra, C. por A.; Cuarto: Se condena al pago

de la suma de RD$500,000 .00 (quinientos mil pesos oro

doms.) al señor Rafael A. Rodrígu ez Veras, solidariamente

con la Compañía Embotellado ra, C. por A., con oponibilida d a

la Compañía, aseguradora Intercontine ntal de Seguros, S. A.,

en su aspecto civil, como justa reparación de los daños y
perjuicios morales y materiales ocasionándo les a la parte civil

legalmente constituida, supraindicad a y en virtud de los

artículos 1383 y 1384 del Código Civil; Quinto: Se condena a-
demás al pago de los intereses legales, a partir de la demanda
en justicia y a un astreinte de RDS100.00 (un ciento de pesos
oro doms.), diarios, por la falta de ejecució n de la sentencia, a

partir de su notificació n; Sexto: Se condena al prevenido Ra-
fael A. Rodríguez Veras, así como a la Compañía Em-
botelladora, C. por A., al pago solidario de las costas civiles,
siendo oponible a la	 Cía. Intercontine ntal , S.A., con dis-

tracció n de las mismas en provecho de los abogados Licdo.,
José Miguel Pereyra Goico y Dr. Eladio Lozada Grullón, por
manifestar los mismo haberlas avanzado en su totalidad'; por
haber sido hechos de conformidad a la ley;- SEGUNDO:
Anula la sentencia correcciona l número 421, de fecha 23 de

junio de 1980, dictada por el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Monseñor Nouel, por violación no repara-
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da de fprmas prescritas por la Ley a pena de nulidad, como lo
son los considerando Primero y Segundo de la supra dicha
sentencia donde se basa el Juez a-quo para formar su
convicción por comprobaciones personales de él y delrepresentante del Ministerio Público; y en consecuencia a-
voca el fondo del asunto y decide: a) Declara culpable al pre-
venido Rafael A. Rodríguez Veras, de violar la Ley número241, en perjuicio de Antonio Cervantes Grullón Suárez y en
consecuencia lo condena al pago de una multa de RDS100.00
(cien pesos oro), acogiendo en su favor circunstancias a-
tenuantes y faltas recíprocas del prevenido y la víctima; b)
declara regular y válida, en la forma, la constitución en parte
civil hecha por Milagros Lora Vda. Grullón, en su calidad de
cónyuge superviviente y tutora legal de los menores Antonio
Cervantes, Sheribel Milagros, Elias Elena y Anabel Indhira
Grullón Lora, por órgano de sus abogados Dr. Rafael Lozada
Grullón, Lic., José Miguel Pereyra Goico y Dr. Rafael A. Ro-
dríguez Lara, contra el prevenido Rafael A. Rodríguez Veras,
la persona civilmente responsable la Compañía Em-
botelladora C. por A. y la Compañía In tercontinental de
Seguros S.A., por llenar los requisitos de Ley; c) En cuanto al
fondo condena al prevenido Rafael A. Rodríguez Veras y a la
persona civilmente responsable la Compañía Embotelladora
C. por A., al pago solidario de una indemnización de
RDS8,000.00 (ocho mil pesosl, suma que esta Corte estima la
ajustada para reparar los daños sufridos por la dicha parte ci,
vil constituida, al acogerse como se ha dicho faltas
recíprocas; d) Condena al prevenido Rafael A. Rodríguez
Veras y la persona civilmente responsable la CompañíaEmbotelladora C. por A., al pago de los intereses legales de la
suma impuesta como i ndemnización a partir de la demanda
en justicia; e) Declara, la presente sentencia oponible a la
Compañía I ntercontinental de Seguros, S.A.; f I Condena al
prevenido Rafael A. Rodríguez Veras, al pago de las costas
penales de esta alzada y condena a éste juntamente con la
persona civilmente responsable la Compañía Embotelladora
C. por A., a las civiles, ordenando su distracción en favor del
Dr. Eladio Lozada Grullón, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad;"	 •

Considerando, que los recurrentes Rafael Rodríguez Veras,
Compañía Embotelladora Dominicana C. por A., y Compañía
Intercontinental de Seguros S.A., proponen contra la sen-
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tencia impugnada los siguientes medios de casación: Primer

Medio: Insuficienc ia de motivos: Segundo Medio Falta de

base legal;
Considera ndo, que en el desarrollo de los medios de

casación , estos recurrentes, alegan en síntesis, lo siguiente:
que los motivos dados por la Corte, no justifican el fallo
impugnado porque refleja insuficiencia de motivos, lo cual no
pone a la Corte de Casación en condiciones de examina r si

hubo o no falta; que no se comprobó, que el prevenido, le
ocupó la derecha al vehículo que transitaba en sentido
contrario, no condujo con torpesa e imprudencia, como se a-
firma, sin ningún hecho que sirva de base, por lo que el fallo
impugnado carece de base legal;

Considerando, que la recurrente Milagro Lora Vda. Grullón,
por sí y por sus hijos menores, Sheridel Milagros, Antonio
Cervantes, Anabel Indhira y Elisa Elena Grullón Lora, parte ci-
vil constituida, propone contra la sentencia impugnada los
siguientes medios de casación: Primer Medio: Falsa
aplicación penal, la prueba de la confesión; Segundo Medio:
Falsa aplicación y desnaturalización de los hechos de la
causa; Tercer Medio: Daños y perjuicios irrisorios; Cuarto
Medio: Falta de motivos;

Considerando, que esta última recurrente en el desarrollo
de sus medios de casación, reunidos, alega en síntesis: que la
confesión del prevenido no puede servir de prueba fehaciente
para producir una condenación, sino cuando esté corro-
borada por otros hechos de la causa; que el principio de la
prueba de la confesión ha sido desnaturalizado y se ha viola-
do las reglas de la administración de las pruebas en material
delictual; que el monto de la indemnizac i ó n , que fija la

sentencia, es irrisorio, porque no se toma en cuenta, las
condiciones personales del señor Antonio Grullón Suárez, y
que su esposa e hijos, ya no recibieron los recursos

económicos y afectos que éste, les proveía; que la sentencia
recurrida no tiene motivos para justificar su dispdsitivo, por lo
que la sentencia debe set casada; pero.

Considerando, que el exámen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte 	 mediante la pon-

deración de los elementos de iwcia aue fueron aportados a la
instrucción de la causa. para oeciara r ta culoaMfidad de Rafae:

A. Rodríguez veras v lanar como razri. cno por establecidos

los siguientes neenn 4 a! que ••nn ne-els	 Tarne riel dia 23 ne

octubre de 1977, mientras Rafael A. Rodríguez Veras,
conducía el camión placa No. 503 . 844, de Norte a Sur por la
Autopista Duarte, próximo al kilómetro 87, se originó un cho-
que con el carro conducido en dirección contraria por su
propietario Antonio A. Grullón Suárez: b) que el primero de
los vehículos, es propiedad de Embotelladora C. por A.; y
estaba asegurado con la Compañía Intercontinental de
Seguros S.A.; c) que con motivo del accidente, Antonio A.
Grullón, resultó con golpes y heridas, que le ocasionaron la
muerte; d) que dicho accidente, se debió a la imprudencia del
prevenido Rafael A. Rodríguez Veras, por desviar el vehículo
que conducía hacia el carril por donde transitaba la víctima,
sip tomar las precauciones necesarias en el momento en qué
manejaba una grúa remolcando un camión y por im-
prudencia de la víctima, por tratar de rebasar a otro vehículo
que iba en su misma dirección, cuando se aproximaba en
sentido contrario a la de la referida grúa;

Considerando, que por el exámen del fallo impugnado y de
los documentos a que el se refiere, se revela, que la Corte a-
qua, para dictarlo ponderó los elementos de juicio sobre los
cuales formó su convicción en el sentido de que hubo falta del
prevenido y de la víctima, en base del estudio de las piezas del
expediente especialmente, de las dec!araciones de testigos,
como fueron las de Ana Virginia Polanco, quien manifestó:
"el camión le ocupó la vía al cepillo", y I.is de Juan A. Custo-
dio, cuando afirmó: "en el momento en que nosotros es-
tábamos para Santiago en el camión con Rafael, en ese
comento el cepillo le iba a rebasar a otro vehículo, y se es-
trelló con el camión remolcado; lo que evidencia que la Corte
a-qua no basó su fallo solamente en la confesión del pre-
Afenido recurrente, como ha sido alegado; que por otra parte,

alegato relativo con el monto de la indemnización, es una
cuestión de hecho, de la soberana apreciación de los jueces
de, fondo, que escapa al control de la casación, salvo cuando
estos resulten irrazonables, lo que no sucedió en la especie'

Considerando, que por lo anteriormente expuesto, resulta
que la sentencia impugnada contiene motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo, así como una
relación de los hechos do la causa, que han permitido veri-
ficar, que la Corte a-qua, hizo en la especie, una correcta
aplicación	 la Ley, sin desnaturalización alguna; que por
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tencia impugnada los siguientes medios de casación: Primer

Medio: Insuficienc ia de motivos: Segundo Medio- Falta de

base legal;
Considerando, que en el desarrollo de los medios de

casación, estos recurrentes, alegan en síntesis, lo siguiente:
que los motivos dados por la Corte, no justifican el fallo
impugnado porque refleja insuficienc ia de motivos, lo cual no
pone a la Corte de Casación en condiciones de examinar si
hubo o no falta; que no se comprobó, que el prevenido, le
ocupó la derecha al vehículo que transitaba en sentido
contrario, no condujo con torpesa e imprudencia, como se a-
firma, sin ningún hecho que sirva de base, por lo que el fallo
impugnado carece de base legal;

Considerando, que la recurrente Milagro Lora Vda. Grullón,
por sí y por sus hijos menores, Sheridel Milagros, Antonio
Cervantes, Anabel Indhira y Elisa Elena Grullón Lora, parte ci-
vil constituida, propone contra la sentencia impugnada los
siguientes medios de casación: Primer Medio: Falsa
aplicación penal, la prueba de la confesión; Segundo Medio:
Falsa aplicación y desnaturalizac ión de los hechos de la
causa; Tercer Medio: Daños y perjuicios irrisorios; Cuarto
Medio: Falta de motivos;

Considera ndo, que esta última recurrente en el desarrollo
de sus medios de casación, reunidos, alega en síntesis: que la
confesión del prevenido no puede servir de prueba fehaciente
para producir una condenació n, sino cuando esté corro-
borada por otros hechos de la causa; que el principio de la
prueba de la confesión ha sido desnaturalizado y sc ha viola-
do las reglas de la administrac i ón de las pruebas en material

delictual; que el monto de la indemnizac ión, que fija la

sentencia, es irrisorio, porque no se toma en cuenta, las
condiciones personales del señor Antonio Grullón Suárez, y
que su esposa e hijos, ya no recibieron los recursos
económicos y afectos que éste, les proveía; que la sentencia
recurrida no tiene motivos para justificar su dispo'sitivo, por lo
que la sentencia debe se r casada; pero,

Considerando, que el exámen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua. mediante la pon
deración de los elementos de juicio aue fueron aportados a la
instrucción de la causa. para oeciarar ta cuitaabildad de Rafael
A. Rodriguez veras y lana r arme 10 hatt. aro p or establecidos

los SiguleolPi, nee00 4 a, que ••11	
lame nei dta 23 rie

octubre de 1977, mientras Rafael A. Rodríguez Veras,
conducía el camión placa No. 503-844, de Norte a Sur por la
Autopista Duarte, próximo al kilómetro 87, se originó un cho-
que con el carro conducido en dirección contraria por su
propietario Antonio A. Grullón Suárez: b) que el primero de
los vehículos, es propiedad de Embotelladora C. por A.; y
estaba asegurado con la Compañía Intercontinental de
Seguros S.A.; c) que con motivo del accidente, Antonio A.
Grullón, resultó con golpes y heridas, que le ocasionaron la
muerte; d) que dicho accidente, se debió a la imprudencia del
prevenido Rafael A. Rodríguez Veras, por desviar el vehículo
que conducía hacia el carril por donde transitaba la víctima,
sip tomar las precauciones necesarias en el momento en que
manejaba una grúa remolcando un camión y por im-
prudencia de la víctima, por tratar de rebasar a otro vehículo
que iba en su misma dirección, cuando se aproximaba en
sentido contrario a la de la referida grúa;

Considerando, que por el exámen del fallo impugnado y de
los documentos a que el se refiere, se revela, que la Corte a-
gua, para dictarlo ponderó los elementos de juicio sobre los
cuales formó su convicción en el sentido de que hubo falta del
prevenido y de la víctima, en base del estudio de las piezas del
expediente especialmente, de las declaraciones de testigos,
como fueron las de Ana Virginia Polanco, quien manifestó:
"el camión le ocupó la vía al cepillo", y las de Juan A. Custo-
dio, cuando afirmó: "en el momento en que nosotros es-
tábamos para Santiago en el camión con Rafael, en ese
comento el cepillo le iba a rebasar a otro vehículo, y se es-
trelló con el camión remolcado; lo que evidencia que la Corte
a-qua no basó su fallo solamente en la confesión del pre-
Irenido recurrente, como ha sido alegado; que por otra parte,
e' alegato relativo con el monto de la indemnización, es una
cuestión de hecho, de la soberana apreciación de los jueces
de. fondo, que escapa al control de la casación, salvo cuando
estos resulten irrazonables, lo que no sucedió en la especie'

Considerando, que por lo anteriormente expuesto, resulta
que la sentencia impugnada contiene motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo, así como una
relación de los hechos de la causa, que .han permitido veri-
ficar, que 13 Corte a-qua, hizo en la especie, una correcta
aplicación Ce la Ley, sin desnaturalización alguna; que por
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tanto, los medios propuestos que se examinan, carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido Rafael A. Rodríguez Veras, el delito de
golpes v heridas por imprudencia que ocasionaron la muerte,
previsto y sancionado en el inciso primero del artículo 49 de la
Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos con penas de
2 a 5 años y multas de RDS500.00 a RDS2,000.00 si el ac-
cidente ocasionare la muerte a una o más personas, como
ocurrió en la especie; que al condenar a Rafael A. Rodríguez
Veras, a pagar una multa de RDS100.00 acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua, le aplicó una sanción
ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua, crio por esta-
blecido, que el hecho del prevenido recurrente, había causa-
do a la parte civil constituida, daños materiales y morales, que
evaluó en la suma de RDS8,000.00; que al condenar a Rafael
A. Rodríguez Veras y Compañía Embotelladora C. por A.,
solidariamente, al pago de esa suma, en favor de Milagros
Lora Vda. Grullón, en su calidad de cónyuge superviviente y
tutora legal de los menores Antonio Cervantes, Sheribel
Milagros, Eliza Elena y Anabel Indhira, hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1
y 10 de la Ley 4117, de 1955 Sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor, al declarar oponibles esas con-
denaciones a la Aseguradora puesta en causa;

Consideran 'o, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, no contiene en lo que concierne al
interés del prevenido, ningún vicio, que justifique su
casación;

Considerando, que cuando las partes sucumben res-
pectivamente, en algunos aspectos de sus conclusiones
como sucedió en el caso, las costas civiles podrán ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Rafael A. Rodríguez Veras, Mi-
lagros Lora Vda. Grullón, Compañía Embotelladora C. por A.,
y Compañía Intercontinental de Seguros S.A., contra
sentencia dictada el 5 de noviembre de 1981, por la Corte de
Apelación de La Vega, en sus atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al prevenido recurrente,
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Rafael A. Rodríguez Veras, al pago de las costas penales; y
Tercero: Compensa las costas civiles entre las partes.

( F irmados).- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Balcácer.-
Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville. Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
iores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IFD0.) Miguel Jacobo.
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tanto, los medios propuestos que se examinan, carecen de
fundamento y deben ser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido Rafael A. Rodríguez Veras, el delito de
golpes v heridas por imprudencia que ocasionaron la muerte,
previsto y sancionado en el inciso primero del artículo 49 de la
Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos con penas de
2 a 5 años y multas de RD$500.00 a RDS2,000.00 si el ac-
cidente ocasionare la muerte a una o más personas, como
ocurrió en la especie; que al condenar a Rafael A. Rodríguez
Veras, a pagar una multa de RDS100.00 acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua, le aplicó una sanción
ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua, dio por esta-
blecido, que el hecho del prevenido recurrente, había causa-
do a la parte civil constituida, daños materiales y morales, que
evaluó en la suma de RDS8,000.00; que al condenar a Rafael
A. Rodríguez Veras y Compañía Embotelladora C. por A.,
solidariamente, al pago de esa suma, en favor de Milagros
Lora Vda. Grullón, en su calidad de cónyuge superviviente y
tutora legal de los menores Antonio Cervantes, Sheribel
Milagros, Eliza Elena y Anabel Indhira, hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1
y 10 de la Ley 4117, de 1955 Sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor, al declarar oponibles esas con-
denaciones a la Aseguradora puesta en causa;

Consideran !o, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, no contiene en lo que concierne al
interés del prevenido, ningún vicio, que justifique su
casación;

Considerando, quo cuando las partes sucumben res-
pectivamente, en algunos aspectos de sus conclusiones
como sucedió en el caso, las costas civiles podrán ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Rafael A. Rodríguez Veras, Mi-
lagros Lora Vda. Grullón, Compañía Embotelladora C. por A.,
y Compañía Intercontinental de Seguros S.A., contra
sentencia dictada el 5 de noviembre de 1981, por la Corte de
Apelación de La Vega, en sus atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al prevenido recurrente,
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Rafael A. Rodríguez Veras, al pago de las costas penales; y
Tercero: Compensa las costas civiles entre las partes.

(Firmados).- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Balcácer.-
Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
3ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IFD0.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE NOVIEMBR E DEL 1983

No. 25

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de lecha 24 de junio de 1980.

Materia: Criminal

Recurrente (S): José Heredia.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto do Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 16 de noviembre de 1983, años 140'
de la Independenc ia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, conmo Corte de Casación, la siguiente

sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por José Heredia,

dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domiciliado y
residente en el paraje La Mina, del Municipio de Yamasá cé-
dula No. 13426, serie 5, contra la sentencia dictada en atri-
buciones criminales, por la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, en fecha 24 de junio de 1980, cuyo dispositivo es el
siguiente: FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el
recurso de apelación interpuesto por el acusado José Here-
dia, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Monte Plata de fecha 1ro. de
febrero de 1979, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se declara culpable al prevenido de haber violado el artículo
295 y 296 del Código Penal y acogiendo circunstancias a
ter,uantes; Segundo: Se condena a 20 años de Trabajos
Públicos; Tercero: Se condena además al pago de las
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costas'; por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo
con las formalidades legales; SEGUNDO: Varía la cali-
ficación dada al hecho crimen de asesinato por la de homici-
dio voluntario; TERCERO: Declara que el procesado José
Heredia, es culpable del crimen de homicidio voluntario en la
persona de quien en vida respondía al nombre de Isabel
Mercedes Mueses, en consecuencia, modifica la sentencia y
le condena a diez años de trabajos públicos; CUARTO:
Condena además al procesado al pago de las costas de su
recurso de alzada";

Oído al Alguacil de turno en la elctura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de fa

República;
Vista en acta del recurso de casación levantada en ra

Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 4 de julio de 1980 a
nombre del Dr. Antonio Languasco, cédula No. 6579, serie
66, en representación del recurrente, en la cual no se propone
ningún medio de casación;

Visto el acta notarial de fecha 24 de octubre de 1983, en el
que consta que el recurrente José Heredia ha desistido pura y
simplemente del recurso de casación que había interpuesto
contra la sentencia impugnada;

Visto el auto dictado en fecha 15 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual (lama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara,
Juez de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935.

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli
berado;

Considerando, que por haber desistido de su recurso de
casación José Heredia, procede darle acta de su desis-
timiento;

Por tales motivos, Unico: Da acta a José Heredia de su
desistimiento del recurso de casación por él interpuesto,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, en sus atribuciones criminales, en fecha 24 de junio
de 1980, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Balcácer.-
Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 25

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de lecha 24 de junio de 1980.

Materia: Criminal

Recurrente 51: José Heredia.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 16 de noviembre de 1983, años 140'
de la Independenc ia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, conmo Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Heredia,
dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domiciliado y
residente en el paraje La Mina, del Municipio de Yamasá cé-
dula No. 13426, serie 5, contra la sentencia dictada en atri-
buciones criminales, por la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, en fecha 24 de junio de 1980, cuyo dispositivo es el
siguiente: FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el
recurso de apelación interpuesto por el acusado José Here-
dia, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Monte Plata de fecha 1ro. de
febrero de 1979, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se declara culpable al prevenido de haber violado el artículo
295 y 296 del Código Penal y acogiendo circunstanc ias a

tenuantes; Segundo: Se condena a 20 años de Trabajos
Públicos; Tercero: Se condena además al pago de las
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costas'; por haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo
con las formalidades legales;	 SEGUNDO: Varía la cali-
ficación dada al hecho crimen de asesinato por la de homici-
dio voluntario; TERCERO: Declara que el procesado José
Heredia, es culpable del crimen de homicidio voluntario en la
persona de quien en vida respondía al nombre de Isabel
Mercedes Mueses, en consecuencia, modifica la sentencia y
le condena a diez años de trabajos públicos; CUARTO:
Condena además al procesado al pago de las costas de su
recurso de alzada";

Oído al Alguacil de turno en la elctura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de fa

República;
Vista en acta del recurso de casación levantada en fa

Secretaría de la Corte a -qua, en fecha 4 de julio de 1980 a
nombre del Dr. Antonio Languasco, cédula No. 6579, serie
66, en representación del recurrente, en la cual no se propone
ningún medio de casación;

Visto el acta notarial de fecha 24 de octubre de 1983, en el
que consta que el recurrente José Heredia ha desistido pura y
simplemente del recurso de casación que había interpuesto
contra la sentencia impugnada;

Visto el auto dictado en fecha 15 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara,
Juez de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 do 1935,

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli
berado;

Considerando, que por haber desistido de su recurso de
casación José Heredia, procede darle acta de su desis-
timiento;

Por tales motivos, Unico: Da acta a José Heredia de su
desistimiento del recurso de casación por él interpuesto,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San
Cristóbal, en sus atribuciones criminales, en fecha 24 de junio
de 1980, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior
del presente fallo.

(Firmados): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Balcácer.-
Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
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Castillo.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.-
Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (FD0.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 26

Sentencia impugnada: Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del D.J. de Santiago, de fecha 4 de mayo
de 1982.

Materia: Correccional.

14.

Recurrente (s): Rafael Caraballo, Negociado de Vehículos y
Seguros Pepín, S.A.

Abogado Is): Dr. Luis A. Bircann Rojas.

Interviniente (s): Radhamés Peña, Plácida Henríquez, Ra.
fael Vélez A.

Abogado (s): Dr. Héctor Valenzuela.

Interviniente (s): Luis E. Rodríguez, Numidia Collado, Iris
María González y Rafael Fernández Curiel.

Abogado (s): Dr. Jaime Cruz Tejada.

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sust
Luto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de noviembre de 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de Casación, la siguiente
Sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael A.
Caraballo, dominicano, mayor de edad, comerciante, casado.
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Castillo.- Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.-
Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo
Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General. los se-

por en la

-

La presente sentenc ia ha sido dada y firmada

ñores Jueces que figura n en su encabezamiento,

audiencia pública del dia, mes y año en él expresa
dos, y fue

firmada , leída y publicada por mí, Secretario Genera l , que

certifico.- (FD0.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 16 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 26

Sentencia impugnada: Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del D.J. de Santiago, de fecha 4 de mayo
de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Rafael Caraballo, Negociado de Vehículos y
Seguros Pepin, S.A.

Abogado (s): Dr. Luis A. Bircann Rojas.

Interviniente (s): Radhamés Peña, Plácida Henríquez, Ra-
fael Vélez A.

Abogado (s): Dr. Héctor Valenzuela.

Interviniente (s): Luis E. Rodríguez, Numidia Collado, Iris
Marfa González y Rafael Fernández Curiel.

4bogado (s): Dr. Jaime Cruz Tejada.

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana,

En Nombre co la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo SustI
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de noviembre de 1983,
años 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael A.
Caraballo, dominicano, mayor de edad, comerciante, casado.
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cédula No. 14263. serie 32. residente en la sección Canca La
Piedra, de Tamboril; el Negociado de Vehículos S.A.,
Compañía de Comerci con domicilio social en el edificio 152
de la calle Real del municipio de Tamboril, y la Seguros Pepín,
S.A., compañía de seguros con domicilio social en la casa No.
122 de la calle Restauración de la ciudad de Tamboril, contra

la sentencia !♦ IS No. 755 bis dictada en sus atribuciones
correccionales por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, como Tri
bunal de Segundo Grado, el 4 de mayo de 1982, cuyo dis
positivo se copia más adelante;

Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Jaime Cruz

T., cédula No. 6101, serie 45, abogado de los intervinientes
Luis E. Rodríguez, Numidia Collado, Iris María González y Ra
fael Fernández	 Curiel, dominicanos, mayores de edad,
domiciliados en la dudad de Santiago;

Oido en la lectura de sus conclusiones al Dr. Jaime Cruz T.,
en representación del Dr. Héctor Valenzuela, cédula No.
68516, serie 1ra., abogado de los intervinientes Radhamés
Peña, Plácida Henríquez y Rafael Vélez Almonte,
dominicanos, mayores de edad, domiciliados en la ciudad de
Santiago;

Oido el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua el día 28 de junio de 1982, a
requerimiento del abogado Dr. Eduardo Ramírez, en repre-
sentación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 9 de mayo de 1983
suscrito por su abogado Dr. Luis A. Bircann Rojas, cédula No:
43324, serie 31, en el cual se proponen contra la sentencia
impugnada los medios de casación que luego se indican;

Visto el escrito del 9 de mayo de 1983 de los intervinientes
Luis E. Rodríguez, Numidia Collado, Iris Maria González y Ra
fael Fernández Curiel, firmado por su abogado Dr. Jaime Cruz
Tejada;

Visto el escrito del 9 de mayo de 1983 de los intervinientes
Radhamés Peña, Plácida Henriquez y Rafael Vélez Almonte
firmado por su abogado Dr. Héctor Valenzuela;

Visto el auto dictado en fecha 15 de noviembre del

corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara,
Juez de este Tribunal, para integrar la Suprema Corte de
Justicia, en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que se mencionan más
adelante, invocados por los recurrentes, y los artículos 49 y 65
de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y 20, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en lo
documentos a que ella se refiere, c nsta lo siguiente: al que
con motivo de un accidente de tránsito en que resultaron
varias personas con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de
la Segunda Circunscripción del municipio de Santiago, dictó
en sus atribuciones correccionales el 7 de julio de 1981, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so
bre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente.
FALLA: PRIMERO: Debe declarar como al efecto declara
buenos y válidos en cuanto a la forma los recursos do
apelación in terpuestos por el Dr. Héctor Valenzuela a nombre
de Radhamés Peña, Plácida Henríquez y Rafael Vélez Al-
monte, por el Dr. Jaime Cruz Tejada a nombre y represen-
tación de los Sres. Luis E. Rodríguez, Numict Collado, Iris
María González, Rafael Fernández Curiel y por el Dr. Jesús
Hernández a nombre de Rafael Caraballo, inculpado,
Negociados de Vehículos, S.A., persona puesta en causa
como civilmente responsable y Compañía de Seguros Pepín,
S.A., por haberlo hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las
normas y exigencias procesales y contra sentencia correc-
cional No. 1232 de fecha 7 de julio de 1981, dictada por el
Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito
Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: Falla: Primero: Declarar, como al efecto declara al
nombrado Rafael A. Caraballo Henríquez, culpable de violar
a Lev No. 241 en sus articulos 49 (al, 61 la) párrafo 1 ro., 71 y

y lo condena en su as pecto penal a RDS10.00 pesos de
--tata y costas y Descargar a! nombraoc Radh prnés Peña. DO,
^e saber violado la Lev No 241 en este caso: Segundo
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cédula No. 14263. serie 32, residente en la sección Canca La
Piedra, de Tamboril; el Negociado de Vehículos S.A.,
Compañía de Comerci con domicilio social en el edificio 152
de la calle Real del municipio de Tamboril, y la Seguros Pepín,
S.A., compañía de seguros con domicilio social en la casa No.
122 de la calle Restauración de la ciudad de Tamboril, contra
la sentencia Sed, No. 755 bis dictada en sus atribuciones
correccionales por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, como Tri
bunal de Segundo Grado, el 4 de mayo de 1982, cuyo dis
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Jaime Cruz

T., cédula No. 6101, serie 45, abogado de los intervinientes
Luis E. Rodríguez, Numidia Collado, Iris María González y Ra
tael Fernández Curiel, dominicanos, mayores de edad,
domiciliados en la ciudad de Santiago;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Jaime Cruz T.,
en representación del Dr. Héctor Valenzuela, cédula No.
68516, serie 1ra., abogado de los intervinientes Radhamés
Peña, Plácida Henríquez y Rafael Vélez Almonte,
dominicanos, mayores de edad, domiciliados en la ciudad de
Santiago;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaria de la Cámara a-qua el día 28 de junio de 1982, a
requerimiento del abogado Dr. Eduardo Ramírez, en repre-
sentación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 9 de mayo de 1983
suscrito por su abogado Dr. Luis A. Bircann Rojas, cédula No:
43324, serie 31, en el cual se proponen contra la sentencia
impugnada los medios de casación que luego se indican;

Visto el escrito del 9 de mayo de 1983 de los intervinientes
Luis E. Rodríguez, Numidia Collado, Iris María González y Ra
tael Fernández Curiel, firmado por su abogado Dr. Jaime Cruz
Tejada;

Visto el escrito del 9 de mayo de 1983 de los intervinientes
Radhamés Peña, Plácida Henríquez y Rafael Vélez Almonte
firmado por su abogado Dr. Héctor Valenzuela;

Visto el auto dictado en fecha 15 de noviembre del

corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara,
Juez de este Tribunal, para integrar la Suprema Corte de
Justicia, en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que se mencionan más
adelante, invocados por los recurrentes, y los artículos 49 y 65
de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y 20, 62
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en lo
documentos a que ella se refiere, c nsta lo siguiente: al que
con motivo de un accidente de tránsito en que resultaron
varias personas con lesiones corporales, el Juzgado de Paz de
la Segunda Circunscripción del municipio de Santiago, dictó
en sus atribuciones correccionales el 7 de julio de 1981, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so
bre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente.
FALLA: PRIMERO: Debe declarar como al efecto declara
buenos y válidos en cuanto a la forma los recursos de
apelación i nterpuestos por el Dr. Héctor Valenzuela a nombre
de Radhamés Peña, Plácida Henríquez y Rafael Vélez Al-
monte, por el Dr. Jaime Cruz Tejada a nombre y represen-
tación de los Sres. Luis E. Rodríguez, Numidb Collado, Iris
María González, Rafael Fernández Curiel y por el Dr. Jesús
Hernández a nombre de Rafael Caraballo, inculpado,
Negociados de Vehículos, S.A., persona puesta en causa
como civilmente responsable y Compañía de Seguros Pepín,
S.A., por haberlo hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las
normas y exigencias procesales y contra sentencia correc-
cional No. 1232, de fecha 7 de julio de 1981, dictada por el
Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del Distrito
Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: Falla: Primero: Declarar, como al efecto declara al
nombrado Rafael A. Caraballo Henriquez, culpable de violar
:a Lev No. 241 en sus artrculos 49 (a), 61 (a) párrafo 1 ro., 71 y
73 y lo condena en su as pecto penal a RDS10.00 pesos de
—surta v costas y Descargar al nombraos Racl hproés Peña. no,
^c, saber violado la Lev No 241 en este caso: Segundo
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Declarar, como buena y válida en cuanto a la forma la consti-
tución en parte civil interpuesta por los señores Luis E. Ro-
dríguez, Numidia Collado, Iris María González y Rafael
Fernández Curiel a través de su abogado constituido y apo-
derado especial el Dr. Jaime Cruz Tejada y los señores
también parte civil constituida Radhamés Peña, Plácida

5 
Henríquez y Rafael Vélez Almonte a través de su abogado
constituido y apoderado especial Dr. Héctor Valenzuela y en
cuanto al fondo condena a Rafael Caraballo Henríquez
Negociado de Vehículos, S.A., al pago de una indemnización
de RD$400.00 (Cuatrocientos Pesos Oro) en favor de Luis E.
Rodríguez, RDS400.00 (Cuatrocientos Pesos Oro) en favor de
Iris María González, RD$400.00 (Cuatrocientos Pesos Oro) en
favor de Numidia Collado, RD$400.00 (Cuatrocientos Pesos
Oro) en favor de Rafael Fernández, RDS400.00 (Cua-
trocientos Pesos Oro) en favor de Plácida Henríquez y
RD$70013 (Setecientos Pesos Oro) en favor de Rafael Vélez
Almonte por los daños y perjuicios experimentados por ellos
con motivo del accidente; Tercero: Declarar los intereses
legales de las sumas acordadas como principal de la demanda
a titulo de indemnización suplementaria; Cuarto: Declarar la
presente sentencia común, oponible y ejecutable a la Compa-
ñia de Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora de la res-
ponsabilidad civil del propietario del vehículo; Quinto:
Declarar las costas civiles del procedimiento ordenando su
distracción en provecho de los Dres. Héctor Valenzuela y
Jaime Cruz Tejada quienes afirman estarlas avanzando en su
totalidad; SEGUNDO: Debe condenar y condena a Rafael
Caraballo Henríquez y/o Negociado de Vehículos, S.A., al
pago de las siguientes indemnizaciones: RDS800.00
(Ochocientos Pesos Oro) en favor de Luis E. Rodríguez,
RD$800.00 (Ochocientos Pesos Oro) en favor de Numidia
Collado, RD$800.00 (Ochocientos Pesos Oro) en favor de Iris
María González, RD$800.00 (Ochocientos Pesos Oro) en fa-
vor de Rafael Fernández, RD$800.00 (Ochocientos Pesos
Oro) en favor de Radhamés Peña, RDS800.00 (Ochocientos
Pesos Oro) en favor de Plácida Herníquez y la suma de
RD$1,827.72 (Un Mil Ochocientos Veintisiete Pesos Oro con
72/100) en favor de Rafael Vélez Almonte, incluyendo en la
suma la depreciación y lucro cesante, por los daños y per-
juicios experimentados por ellos como consecuencia del acci-
dente de que se trata; CUARTO: Debe ,confirmar y confirma

la sentencia recurrida en todos sus demás aspectos;
QUINTO: Debe condenar y condena a Rafael Caraballo
Henríquez ylo Negociado de Vehículos, S.A., al pago de las
costas civiles de la presente instancia ordenando su dis-
tracción en favor de los Dres. Héctor Valenzuela y Jaime Cruz
Tejada, quienes afirman estarlas avanzando en su totalidad;
SEXTO: Debe condenar y condena a Rafael A. Caraballo
Henriquez al pago de las costas penales del procedimiento;

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Violación al artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil, al no consignarse las con-
clusiones de las partes. Segundo Medio: Violación de las
reglas de la prueba; motivos contradictorios en este aspecto.
Tercer Medio: Desnaturalización de la gravedad de las
lesiones al acordarse indemnizaciones desproporcionadas a
los lesionados. Flagrante estimación adivinatoria;

Considerando, que en sus dos primeros medios de
casación reunidos, los recurrentes alegan, en síntesis, lo
siguiente: a) que en la sentencia impugnada no se consignan
las conclusiones de las partes, mención esencial exigida a
pena de nulidad; que esa anomalía no puede ser subsanada
por el acta de audiencia, pues toda sentencia debe ser un
instrumento autosuficiente; b) que en la sentencia im-
pugnada no consta que Rafael Vélez Almonte, el reclamante
de las reparaciones civiles haya probado que el vehículo
chocado era de su propiedad, como tenía que hacerlo; que
tampoco se prueba la existencia del seguro del vehículo que
se afirma causó el choque y que se dice pertenece a Negocia-
dos de Vehículos, S.A., que el reclamante Rafael Vélez Al-
monte no probó fehacientemente los daños que dice recibió
su vehículo; tampoco consta en la sentencia impugnada que
el presupuesto de los daños fuera aceptado o discutido por
los hoy recurrentes, que dicho documento no fue aceptado
porque ese instrumento fue agenciado unilateralmente por el
reclamante y en él se pone usualmente lo que éste pide para
obtener una indemnización superior a la que corresponde;
además, en la página 8 de la sentencia impugnada en el
primer "Atenticlo" se enuncian varios hechos y al comienzo
del párrafo se dice "lo cual fue punto de discusión", y al final
se expresa "lo que además no fue discutido"; que ante esa
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Declarar, como buena y válida en cuanto a la forma la consti-
tución en parte civil interpuesta por los señores Luis E. Ro-
dríguez, Numidia Collado, Iris María González y Rafael
Fernández Curiel a través de su abogado constituido y apo-
derado especial el Dr. Jaime Cruz Tejada y los señores
también parte civil constituida Radhamés Peña, Plácida
Henríquez y Rafael Vélez Almonte a través de su abogado
constituido y apoderado especial Dr. Héctor Valenzuela y en
cuanto al fondo condena a Rafael Caraballo Henríquez y/o
Negociado de Vehículos, S.A., al pago de una indemnización
de R05400.00 (Cuatrocientos Pesos Oro) en favor de Luis E.
Rodríguez, RDS400.00 (Cuatrocientos Pesos Oro) en favor de
Iris María González, RDS400.00 (Cuatrocientos Pesos Oro) en
favor de Numidia Collado, RD5400.00 (Cuatrocientos Pesos
Oro) en favor de Rafael Fernández, RDS400.00 (Cua-
trocientos Pesos Oro) en favor de Plácida Henríquez y
R05700.63 (Setecientos Pesos Oro) en favor de Rafael Vélez
Almonte por los daños y perjuicios experimentados por ellos
con motivo del accidente; Tercero: Declarar los intereses
legales de las sumas acordadas como principal de la demanda
a título de indemnización suplementaria; Cuarto: Declarar la
presente sentencia común, oponible y ejecutable a la Compa-
ñía de Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora de la res-
ponsabilidad civil del propietario del vehículo; Quinto:
Declarar las costas civiles del procedimiento ordenando su
distracción en provecho de los Dres. Héctor Valenzuela y
Jaime Cruz Tejada quienes afirman estarlas avanzando en su
totalidad; SEGUNDO: Debe condenar y condena a Rafael
Caraballo. Henríquez y/o Negociado de Vehículos, S.A., al
pago de las siguientes indemnizaciones: RDS800.00
(Ochocientos Pesos Oro) en favor de Luis E. Rodríguez,
RD5800.00 (Ochocientos Pesos Oro) en favor de Numidia
Collado, RD5800.00 (Ochocientos Pesos Oro) en favor de Iris
María González, RD5800.00 (Ochocientos Pesos Oro) en fa-
vor de Rafael Fernández, RDS800.00 (Ochocientos Pesos
Oro) en favor de Radhamés Peña, ROS800.00 (Ochocientos
Pesos Oro) en favor de Plácida Herníquez y la suma de
RDS1,827.72 (Un Mil Ochocientos Veintisiete Pesos Oro con
72/100) en favor de Rafael Vélez Almonte, incluyendo en la
suma la depreciación y lucro cesante, por los daños y per-
juicios experimentados por ellos como consecuencia del acci-
dente de que se trata; CUARTO: Debe confirmar y confirma

la sentencia recurrida en todos sus demás aspectos;
QUINTO: Debe condenar y condena a Rafael Caraballo
Henríquez y/o Negociado de Vehículos, S.A., al pago de las
costas civiles de la presente instancia ordenando su dis-
tracción en favor de los Dres. Héctor Valenzuela y Jaime Cruz
Tejada, quienes afirman estarlas avanzando en su totalidad;
SEXTO: Debe condenar y condena a Rafael A. Caraballo
Henríquez al pago de las costas penales del procedimiento;

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Violación al artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil, al no consignarse las con-
clusiones de las partes. Segundo Medio: Violación de las
reglas de la prueba; motivos contradictorios en este aspecto.
Tercer Medio: Desnaturalización de la gravedad de las
lesiones al acordarse indemnizaciones desproporcionadas a
los lesionados. Flagrante estimación adivinatoria;

Considerando, que en sus dos primeros medios de
casación reunidos, los recurrentes alegan, en síntesis, lo
siguiente: a) que en la sentencia impugnada no se consignan
las conclusiones de las partes, mención esencial exigida a
pena de nulidad; que esa anomalía no puede ser subsanada
por el acta de audiencia, pues toda sentencia debe ser un
instrumento autosuficiente; b) que en la sentencia im-
pugnada no consta que Rafael Vélez Almonte, el reclamante
de las reparaciones civiles haya probado que el vehículo
chocado era de su propiedad, como tenía que hacerlo; que
tampoco se prueba la existencia del seguro del vehículo que
se afirma causó el choque y que se dice pertenece a Negocia-
dos de Vehículos, S.A., que el reclamante Rafael Vélez Al-
monte no probó fehacientemente los daños que dice recibió
su vehículo; tampoco consta en la sentencia impugnada que
el presupuesto de los daños fuera aceptado o discutido por
los hoy recurrentes, que dicho documento no fue aceptado
porque ese instrumento fue agenciado unilateralmente por el
reclamante y en él se pone usualmente lo que éste pide para
obtener una indemnización superior a la que corresponde;
además, en la página 8 de la sentencia impugnada en el
primer "Mentido" se enuncian varios hechos y al comienzo
del párrafo se dice "lo cual fue punto de discusión", y al final
se ex presa "lo que además no fue discutido"; que ante esa
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forma contradictoria de expresarse, la indicada sentencia de-
be ser casada; pero,

Considerando, en cuanto al alegato señalado en la letra (a),
que el examen de la sentencia impugnada pone de manifiesto
que la Cámara a-qua para declarar al prevenido recurrente
Rafael Caraballo, culpable del accidente y fallar como lo hizo
dio por establecido mediante la ponderación de los elementos
de juicio regularmente aportados en la instrucción de la
causa, los siguientes hechos: a) que en horas de la ma-
drugada del 25 de julio de 1980, mientras el automóvil placa
No. 211 .213, propiedad de Rafael Vélez Almonte y conducido
por Radhamés Peña, se encontraba estacionado a su derecha
en dirección Este-Oeste en la avenida Central de la ciudad de
Santiago, frente a la discoteca "El Triángulo", fue chocado
por al automóvil placa No. 172-084, propiedad de Negociado
de Vehículos, S.A., y conducido por Rafael A. Caraballo
Henríquez, que transitaba por la misma avenida en dirección
Deste-Este; b) que a consecuencia de ese choque, resultaron
:en lesiones corporales que curaron después de cinco días y
antes de diez, las siguientes personas: Luis E. Rodríguez,
Numidia Collado, Plácida Henríquez, Radhamés Peña e Iris
González, y con lesiones corporales que curaron antes de 5'
días, Rafael Fernández, todos pasajeros del vehículo choca-
do; que además, el vehículo conducido por Radhamés Peña,
sufrió abolladuras y otros desperfectos; c) que el accidente se
debió a la imprudencia del prevenido Rafael Caraballo quien
condujo su vehículo de manera torpe y atolondrada al ex-
tremo de que fue a estrellarse contra el vehículo conducido
por Radhamés Peña, que, como se ha dicho, se encontraba
estacionado;	 •

Considerando, que si bien es verdad que en la sentencia
impugnada no se trascriben las conclusiones de los hoy
recurrentes, no menos cierto es que en el expediente penal de
que se trata consta que el Dr. Eduardo Ramírez, abogado de
los hoy recurrentes presentó por ante el Juzgado de Paz de la
Segunda Circunscripción del municipio de Santiago, las
siguientes conclusiones: "Que sean acogidas circunstancias
atenuantes en el aspecto penal y en cuanto a	 las in-
demnizaciones a establecer a favor de las partes civiAs
constituidas sean éstas fijadas en orden a una cualidad de
f alta"; que, además, en el acta de audiencia de la Camara a-

gua consta cale el indicado abogado. en reoresentacio n of,

los hoy recurrentes presentó las siguientes conclusiones"; En
el aspecto civil que se confirme en todos sus aspectos la
sentencia anterior;

Considerando, que como se advierte los hoy recurrentes
por ante los Jueces del fondo, no discutieron la culpabilidad
del prevenido, ni el derecho de propiedad de los vehículos
envueltos en el accidente, ni la existencia de los seguros, sino
que se limitaron a pedir acogimiento de circunstancias
atenuantes en el aspecto penal y a que se confirmaran las
indemnizaciones civiles que se habían acordado en el primer
grado; que en esas condiciones es evidente que la irregulari-
dad denunciada no amerita la casación, máxime cuando los
hoy recurrentes no han probado, ni aún alegado, que en la
sentencia impugnada se haya dejado de contestar algún pe-
dimento específico de sus conclusiones; que, por tanto, el
alegato que se examina carece de fundamento y debe ser
desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes por
imprudencia previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967, y sancionado por la letra (a) de dicho texto legal, con
prisión de 6 días a 6 meses y multa de 6 a 180 pesos si del
accidente resultare el lesionado con una enfermedad o im-
posibilidad de dedicarse a su trabajo por un tiempo menor de
10 días, como ocurrió en la especie; que la Cámara a-qua al
condenar al prevenido recurrente a 10 pesos de multa le
aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que en cuanto a los alegatos señalados con
la letra (b), que como ya se ha dicho, los hoy recurrentes no
discutieron por ante los Jueces del fondo, la calidad de
propietario del vehículo chocado que invocó el reclamante
Rafael Vélez Almonte, ni el monto a que ascendió el
presupuesto de reparaciones del vehículo, ni la existencia del
seguro, es obvio, que en esas condiciones, tales alegatos
presentados por primera vez en casación, constituyen un me-
dio nuevo, inadmisible en esta jurisdicción;

Considerando, que en su tercer medio de casación, los
recurrentes alegan en síntesis, que en la sentencia impugnada
se desnaturalizaron los hechos de la causa, pues las carac-
terísticas de las lesiones que se consignan en los certificados
médicos son laceraciones y contusiones que curaron, unas
antes de cinco días y otras después de 5 y antes de 10 días,
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forma contradictoria de expresarse, la indicada sentencia de-
be ser casada; pero,
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contusiones totalmente insignificantes y de mínimas
molestias; que, sin embargo, la Cámara a -qua evaluó la
magnitud de los daños de cada lesionado en RDS800.00, sin
dar ninguna explicación, y sin tomar en cuenta que las
lesiones recibidas por Rafael Fernández curaron antes de 5
días, y las de los demás curaron después de 5 y antes de 10;
que, en esas condiciones, sostienen los recurrentes que en
ese punto, la sentencia debe ser casada;

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Cámara a -qua para aumentar la
indemnización de 400 pesos que había acordado el Juez del
Primer Grado a cada una de las personas constituidas en
parte civil, que habían sufrido lesiones corporales, y fijar dicha
indemnización en 800 pesos para cada una de las indicadas
personas, se limitó a expresar en el fallo, "que el daño se de
duce por las lesiones recibidas por dichas partes", sin dar,
como era su deber los motivos especiales para tal aumento;
que, además, en el indicado fallo no se precisa tampoco si las
lesiones corporales sufridas por las víctimas causaron la
misma magnitud de perjuicio, no obstante haberse es-
tablecido que las laceraciones y contusiones curaron, unas en
un lapso de menos de cinco días y otras en un período de más
de cinco días pero menos de diez; que en esas condiciones es
claro que la sentencia impugnada debe ser casada en ese
punto, por falta de motivos y de base legal, ya que la
Suprema Corte de Justicia no está en condiciones de veri-
ficar, dentro de sus facultades de Control de la Casación si en
la especie se hizo o no una correcta aplicación de la ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al in-
terés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique su
casación;

Considerando, que las costas pueden ser compensadas
cuando la sentencia es casada por falta de motivos o de base
legal;

Por tales motivos: Primero: Admite como intervinientes a
Luis E. Rodríguez, Numidia Collado, Iris María González, Ra-
fael Fernández Curiel, Radhamés Peña, Plácida Henríquez y
Rafael Vélez Almonte, en los recursos de casación in-
terpuestos por Rafael A. Caraballo Henríquez, Negociado de
Vehículos, S.A., Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia No.
755-bis dictada en sus atribuciones correccionales, y como

Tribunal de Segundo Grado por la 3ra. Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, el 4 de mayo de 1982 cuyo dispositivo se ha copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa la indicada
sentencia en cuanto al monto de las indemnizaciones acorda-das a Luis E. Rodríguez, Numidia Collado, Iris MaríaGonzález, Rafael Fernández Curiel, Radhamés Peña y Plácida
Henríquez, y envía el asunto así delimitado, por ante la
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santiago en las mismas atribuciones;
Tercero: Rechaza en sus demás aspectos los indicados
recursos de casación; Cuarto: Condena al prevenidorecurrente Rafael A. Caraballo H., al pago de las costas
penales y a éste y a Negociado de Vehículos, S.A., al pago de
las costas civiles y distrae estas últimas en favor del Dr.Héctor Valenzuela, abogado del interviniente Rafael Vélez
Almonte, quien afirma estarles avanzando en su totalidad, y
las declara oponibles a la Seguros Per:ki t S.A., dentro de lostérminos de la póliza; Quinto: Compensa las costas civilesentre los recurrentes y las personas constituidas en parte ci-vil, intervinientes, señalados en el Ordinal 2do. de la presente.sentencia.

(FIR MADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-:.ácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-he-11es Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
aidiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí. Secretario General, quecertifico I FD0.1: Miguel Jacobo.
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cionales, el 3 de agosto de 1981, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones, al Dr. Manuel A.

Sepúlveda Luna, cédula No. 30288, serie 2, abogado de los
intervinientes Rafael Cristino Morel Díaz, dominicano, mayor
de edad, domiciliado en la calle Albert Thomas No. 155, de
esta ciudad, cédula No. 14224, serie 56; Miguel Amparo,
dominicano, mayor de edad, cédula No. 37670, serie Ira.,
domiciliado en la calle Baltazara de los Reyes No. 149, de esta
ciudad; Petronila Robles de Maríñez, dominicana, mayor de
edad, casada; Juan José García y Rafael A. Miranda, ambos
dominicanos, mayores de edad y domiciliados en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 21 de septiembre de 1981, arequerimiento del Dr. Francisco Gutiérrez Guillén, cédula No.
64820, serie 31, en representación de los recurrentes, en la
cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 3 de agosto de
1981, suscrito por su abogado Dr. Fernando Gutiérrez G.;

Visto el escrito de los intervinientes, del 2 de agosto de
1982, suscrito por su abogado Dr. Manuel A. Sepúlveda
Luna;

Visto el auto dictado en fecha 15 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés ,
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte,
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ravelo
de la Fuente, Luis V. García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto los artículos 49 de la Ley No. 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos; 1383 y 1384 del Código Civil; 1 y 10
de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de

Dios, Patria y Libertad.

República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Hugo 1-1. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 16 de noviembre de 1983, año 140'
de la Independenc ia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente

sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuestos por Arturo Peña,
dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, residente en la
calle Osvaldo Bazil No. 79, cédula No. 1605, serie 1ra.; Ramón
A. Rojas, residente en la calle Mauricio Báez No. 138, de esta
ciudad, y la Seguros Pepín, S.A., con su domicilio social en
esta ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, en atribuciones correo.
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Vehículos de Motor; y 1, 20, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: al que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 14 de diciembre de
1978, en esta ciudad, a las cuatro (4) de la tarde, en el que
varias personas resultaron con lesiones corporales y los
vehículos con desperfectos, la Octava Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó en
atribuciones correccionales, el 18 de marzo de 1980, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el
Dr. Fernando Gutiérrez, en fecha 29 de abril de 1980, a
nombre y representación de Arturo Peña, prevenido, Ramón
Antonio Rojas, persona civilmente responsable, y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S.A., contra sentencia de fecha 18
de marzo de 1980, dictada por la Octava Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
contra el prevenido Arturo Peña, dominicano, mayor de edad,
portador de la cédula de identidad personal No. 16055, serie
ira., domiciliado y residente en la calle Osvaldo Bazil No. 79
ciudad, por no haber comparecido a la audiencia no obstante
haber sido legalmente citado; Segundo: Se declara el pre-
vendio Arturo Peña, de generales que constan, culpable de
violación al artículo 49 de la Ley 241, sobre tránsito de
vehículos en perjuicio de Rafael C. Morel Díaz, Miguel
Amparo, Petronila Robles de Maríñez y José Silié García, y
en consecuencia se le condena a sufrir tres (3) meses de
prisión correccional, y al pago de RDS50.00 (Cincuenta pesos
oro) de multa y al pago de las costas penales; Tercero: Se
declara al co-prevenido Rafael C. Morel Díaz, dominicano,
mayor de edad, portador de la cédula de identidad personal
No. 14224, serie 55, domiciliado y residente en la calle Albert
Thomas No. 155, ciudad, no culpable de violación a las dis-
posiciones de la Ley 241, y en consecuencia se le descarga de
toda responsabilidad penal y se le declaran las costas de
oficio; Cuarto: Se declara buena y válida, en cuanto a la
forma, la constitución en parte civil hecha en audiencia por
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los señores Arturo Peña, Miguel Amparo, Rafael C. Morel
Díaz, Juan José Silié García, Petronila Robles de Maríñez y
Rafael C. Morel y/o Rafael Miranda, por mediación de su
abogado constituido Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Luna,
contra Ramón Antonio Rojas, persona civilmente res-
ponsable, por haber sido hecha de conformidad con la Ley, y
en cuanto al fondo, se condena a Ramón Antonio Rojas, en
su ya indicada calidad al pago de las indemnizaciones
siguientes: a) RDS800.00 (Ochocientos pesos oro) a favor de
Arturo Peña; b} RDS800.00 (Ochocientos pesos oro), a favor
de Miguel Amparo; c) RDS800.00 (Ochocientos pesos oro) a
favor de Rafael C. Morel Díaz; d) RDS2,000.00 (Dos mil pesos
oro) a favor de Juan José Silié García; e) RDS2,000.00 (Dos
mil pesos oro) a favor de la señora Petronila Robles de
Maríñez, como justa reparación por los daños y perjuicios
morales, materiales y corporales sufridos por ellos en el acci-
dente; y f) RD$1,500.00 (Un mil quinientos pesos oro) a favor
de Rafael C. Morel Díaz, y/o Rafael Miranda, como justa
reparación por los daños materiales recibidos por el carro de
su propiedad en el accidente de que se trata, al pago de los
intereses legales de dichas sumas a contar de la fecha de la
demanda, a título de indemnización complementaria, y al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Luna, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; y Quinto: Se
declara la presente sentencia común y oponible en su aspecto
:ivil a la Compañía de Seguros Pepín, S.A, entidad asegura-
dora del vehículo causante del accidente, de conformidad
con el art. 10 mod. de la Ley 4117, sobre seguro obligatorio de
vehículos de motor.- Por haber sido hecho de acuerdo con las
formalidades legales'; SEGUNDO: En cuanto al fondo
pronuncia el defecto contra el prevenido Arturo Peña, por no
haber comparecido no obstante haber sido legalmente ci-
tado; TERCERO: Modifica el ordinal Cuarto de la sentencia
apelada y la Corte obrando por autoridad propia y contrario
imperio rechaza la constitución en parte civil hecha por el
nombrado Arturo Peña, por improcedente y mal fundada;
CUARTO: Se confirma en sus demás aspectos la sentencia
apelada, por ser justa en el fondo y reposar sobre base legal;
QUINTO: Condena a Arturo Peña, y Ramón Antonio Rojas,
en sus calidades respectivas al pago de las costas penales y
civiles de la alzada con distracción de las mismas en provecho
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Vehículos de Motor; y 1, 20, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 14 de diciembre de
1978, en esta ciudad, a las cuatro (4) de la tarde, en el que
varias personas resultaron con lesiones corporales y los
vehículos con desperfectos, la Octava Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó en
atribuciones correccionales, el 18 de marzo de 1980, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-
bre los recursos interpuestos intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Admite como regular y válido, en
cuanto a la forma, el recurso de apelación interpuesto por el
Dr. Fernando Gutiérrez, en fecha 29 de abril de 1980, a
nombre y representación de Arturo Peña, prevenido, Ramón
Antonio Rojas, persona civilmente responsable, y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S.A., contra sentencia de fecha 18
de marzo de 1980, dictada por la Octava Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se pronuncia el defecto
contra el prevenido Arturo Peña, dominicano, mayor de edad,
portador de la cédula de identidad personal No. 16055, serie
ira., domiciliado y residente en la calle Osvaldo Bazil No. 79
ciudad, por no haber comparecido a la audiencia no obstante
haber sido legalmente citado; Segundo: Se declara el ere-
vendio Arturo Peña, de generales que constan, culpable de
violación al artículo 49 de la Ley 241, sobre tránsito de
vehículos en perjuicio de Rafael C. Morel Díaz, Miguel
Amparo, Petronila Robles de Maríñez y José Silié García, y
en consecuencia se le condena a sufrir tres (3) meses de
prisión correccional, y al pago de RDS50.00 (Cincuenta pesos
oro) de multa y al pago de las costas penales; Tercero: Se
declara al co-prevenido Rafael C. Morel Díaz, dominicano,
mayor de edad, portador de la cédula de identidad personal
No, 14224, serie 55, domiciliado y residente en la calle Albert
Thomas No. 155, ciudad, no culpable de violación a las dis-
posiciones de la Ley 241, y en consecuencia se le descarga de
toda responsabilidad penal y se le declaran las costas de
oficio; Cuarto: Se declara buena y válida, en cuanto a la
forma, la constitución en parte civil hecha en audiencia por

ROLETIN JUDICIAL	 356 7

'os señores Arturo Peña, Miguel Amparo, Rafael C. Morel
Díaz, Juan José Silié García, Petronila Robles de Marifiez y
aafael C. Morel y/o Rafael Miranda, por mediación de su
ahogado constituido Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Luna,
,ontra Ramón Antonio Rojas, persona civilmente res-
ponsable, por haber sido hecha de conformidad con la Ley, y

cuanto al fondo, se condena a Ramón Antonio Rojas, en
<.r ya indicada calidad al pago de las indemnizaciones

guientes: a) RDS800.00 (Ochocientos pesos oro) a favor de
, rtur0 Peña; b) RDS800.00 (Ochocientos pesos oro), a favor

Miguel Amparo; c) R DS800.00 (Ochocientos pesos oro) a
avor de Rafael C. Morel Díaz; d) RDS2,000.00 (Dos mil pesos
-o) a favor de Juan José Silié García; el RDS2,000.00 (Dos
il pesos oro) a favor de la señora Petronila Robles de

',Iaríñez , como justa reparación por los daños y perjuicios
orales, materiales y corporales sufridos por ellos en el acci-

ente; y fi RDS1,500.00 (Un mil quinientos pesos oro) a favor
Rafael C. Morel Díaz, y/o Rafael Miranda, como justa

••aparación por los daños materiales recibidos por el carro de
su propiedad en el accidente de que se trata, al pago de los
intereses legales de dichas sumas a contar de la fecha de la
demanda, a título de indemnización complementaria, y al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Manuel Antonio Sepúlveda Luna, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; y Quinto: Se
declara la presente sentencia común y oponible en su aspecto

a la Compañía de Seguros Pepín, S.A, entidad asegura-
dora del vehículo causante del accidente, de conformidad
con el art. 10 mod. de la Ley 4117, sobre seguro obligatorio de
vehículos de motor.- Por haber sido hecho de acuerdo con las
formalidades legales'; SEGUNDO: En cuanto al fondo
pronuncia el defecto contra el prevenido Arturo Peña, por no
haber comparecido no obstante haber sido legalmente ci-
tado; TERCERO: Modifica el ordinal Cuarto de la sentencia
apelada y la Corte obrando por autoridad propia y contrario
imperio rechaza la constitución en parte civil hecha por el
nombrado Arturo Peña, por improcedente y mal fundada;
CUARTO: Se confirma en sus demás aspectos la sentencia
apelada, por ser justa en el fondo y reposar sobre base legal;
QUINTO: Condena a Arturo Peña, y Ramón Antonio Rojas,
en sus calidades respectivas al pago de las costas penales y
Civiles de la alzada con distracción de las mismas en provecho
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de los Dres. Pedro Julio Morla y Manuel Antonio Sepúlveda
Luna, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
SEXTO: Declara la presente sentencia común, oponible y
ejecutable a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., en su
condición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación;
Violación del artículo 49 de la Ley No. 241, sobre Tránsito y
Vehículos; Desnaturalización de los hechos; Falta de motivos;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo de sus
medios de casación, alegan en síntesis: al que la Corte a-qua
violó el artículo 49 de la Ley No. 241 sobre Tránsito y
Vehículos, porque al declarar culpable y condenar al pre-
venido Arturo Peña, "ni especifica cuál de los acápites del
supraindicado artículo 49 es el aplicable", error en que in-
currió también el Tribunal del Primer Grado; que a Juan José
Silié "se le acordaron dos mil pesos oro de indemnización sin
presentar pruebas de su lesión física como sería el certificado
médic del legista correspondiente"; cl que asimismo la
Corte a-qua acordó una indemnización en favor de Rafael C.
Morel Díaz y/o Rafael Miranda, por los daños causados al
vehículo que se dice es suyo, sin probar que fueran sus
propietarios; pero,

Considerando, en cuanto al alegato señalado en la letra a),
que la Corte a-qua, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, dio por establecido lo sigueinte:
a) que el 14 de diciembre de 1978, a las cuatro (4) de la tarde,
mientras el automóvil placa No. 91-625, propiedad de
Ramón Antonio Rojas, conducido por Arturo Peña, transi-
taba de Sur a Norte por la calle Juan de Moda, al llegar a la
intersección de esta calle con la Bartolomé Colón, se produjo
una colisión entre dicho vehículo y el automóvil placa No. 94-
245, conducido de Sur a Norte por esta última calle, por Ra-
fael C. Morel Díaz, vehículo éste asegurado con Seguros
Pepín, S.A., accidente del cual resultaron con lesiones
corporales Petronila Robles de Maríñez, curables después de
diez (10) y antes de veinte (20) días; Arturo Peña; Miguel
Amparo y Rafael C. Morel Díaz, que curan antes de los 10
días; y Juan José Silié García, con Trauma o Férula de Yeso
Rodilla izquierda, Pendiente de radiografía"; b) que el ac-
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cidente se debió a la imprudencia del prevenido Arturo Peña,
quien "no obstante llegar a la intersección de la calle Bar-
tolomé Colón, vía esta de preferencia, no detuvo la marcha ni
se cercioró si podía penetrar libremente en dicha vía";

Considerando, que por lo expuesto es evidente que la
sentencia i mpugnada tiene motivos suficientes y pertinentes,y una relación de los hechos de la causa que justifican
su dispositivo y que han permitido a la Suprema Corte de
Justicia, verificar que en la especie, se hizo una correcta
aplicación de la Ley, pues aunque en el dispositivo de dicha
sentencia no se señala el acápite del artículo 49 de la Ley No.241, al que correspondería la sanción impuesta al prevenido,
en el cuerpo de la sentencia se copián los acápites a), b) y c)
del mencionado texto legal, y al sancionar al prevenido contres (3) meses de prisión y c i ncuenta pesos ( RDS50.00) de
multa, es claro que la Corte a-qua aplicó la pena corres-
pondiente al acápite b), que es la que concierne al culpable de
golpes y heridas por imprudencia que curan después de diez
(10) y antes de veinte días, como sucedió en el presente caso;
que, por tanto el alegato que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido el delito de golpes y heridas por im-
prudencia, previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado en su letra b),
de tres (3) meses a un año de prisión, y multa de c incuentapesos oro ( R DS50.00) a trescientos pesos (RDS300.00), si ellesionado resultare enfermo o imposibilitado de dedicarse a
su trabajo por diez (10) días o más, pero por menos de veinte
(20); que, al condenar la Corte a-qua al prevenido Arturo Pe-
ña a tres (3) meses de prisión y c incuenta pesos (RD S50.00)de multa, procedió correctamente sin desnaturalizar los
hechos, y le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, en cuanto a los a legatos señalados con la
letra c) que como los recurrentes no discutieron por ante los
jueces del fondo, el derecho de propiedad del automóvil cuya
pertenencia se atribuye a Rafael C. More! Díaz y/o Rafael
Miranda es evidente que tales alegatos presentados por
primera vez en casación constituyen un medio nuevo, inad-
misible en esta jurisdicción;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Miguel
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de los Dres. Pedro Julio Moda y Manuel Antonio Sepúlveda
Luna, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
SEXTO: Declara la presente sentencia común, oponible y
ejecutable a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., en su
condición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada los siguientes medios de casación;
Violación del articulo 49 de la Ley No. 241, sobre Tránsito y
Vehículos; Desnaturalización de los hechos; Falta de motivos;

Considerando, que los recurrentes, en el desarrollo de sus
medios de casación, alegan en síntesis: a) que la Corte a-qua
violó el artículo 49 de la Ley No. 241 sobre Tránsito y
Vehículos, porque al declarar culpable y condenar al pre-
venido Arturo Peña, "ni especifica cuál de los acápites del
supraindicado artículo 49 es el aplicable", error en que in-
currió también el Tribunal del Primer Grado; que a Juan José
Silié "se le acordaron dos mil pesos oro de indemnización sin
presentar pruebas de su lesión física como sería el certificado
médic del legista correspondiente"; e) que asimismo la
Corle a-qua acordó una indemnización en favor de Rafael C.
Morel Díaz y/o Rafael Miranda, por los daños causados al
vehículo que se dice es suyo, sin probar que fueran sus
propietarios; pero,

Considerando, en cuanto al alegato señalado en la letra a),
que la Corte a-qua, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente administrados
en la instrucción de la causa, dio por establecido lo sigueinte:
al que el 14 de diciembre de 1978, a las cuatro (4) de la tarde,
mientras el automóvil placa No. 91-625, propiedad de
Ramón Antonio Rojas, conducido por Arturo Peña, transi-
taba de Sur a Norte per la calle Juan de Morfa, al llegar a la
intersección de esta calle con la Bartolomé Colón, se produjo
una colisión entre dicho vehículo y el automóvil placa No. 94-
245, conducido de Sur a Norte por esta última calle, por Ra-
fael C. Morel Díaz, vehículo éste asegurado con Seguros
Pepín, S.A., accidente del cual resultaron con lesiones
corporales Petronila Robles de Maríñez, curables después de
diez (10) y antes de veinte (20) días; Arturo Peña; Miguel
Amparo y Rafael C. Morel Díaz, que curan antes de los 10
días; y Juan José Silié García, con Trauma o Férula de Yeso
Rodilla izquierda, Pendiente de radiografía"; b) que el ac-
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cidente se debió a la i mprudencia del prevenido Arturo Peña,
quien "no obstante llegar a la in tersección de la calle Bar-
tolomé Colón, vía esta de preferencia, no detuvo la marcha ni
se cercioró si podía penetrar libremente en dicha vía";

Considerando, que por lo expuesto es evidente que la
sentencia impugnada tiene motivos suficientes y pertinentes,
y tina relación de los hechos de la causa que justifican
su dispositivo y que han permitido a la Suprema Corte de
Justicia, verificar que en la especie, se hizo una correcta
aplicación de la Ley, pues aunque en el dispositivo de dicha
sentencia no se señala el acápite del artículo 49 de la Ley No.
241, al que co rrespondería la sanción impuesta al prevenido,
en el cuerpo de la sentencia se copión los acápites a), b) y c)
del mencionado texto legal, y al sancionar al prevenido con
tres (3) meses de prisión y cincuenta pesos I RDS50.00) de
multa, es claro que la Corte a-qua aplicó la pena corres-
pondiente al acápite bl, que es la que concierne al culpable de
golpes y heridas por imprudencia que curan después de diez
(10) y antes de veinte días, como sucedió en el p resente caso;
que, por tanto el alegato que se examina carece de fun-
damento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido el delito de golpes y heridas por im-prudencia, previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado en su letra 

bl,de tres (3) meses a un año de prisión, y multa de c i ncuentapesos oro (RDS50.00) a trescientos pesos (RDS300.00), si ellesionado resultare enfermo o imposibilitado de dedicarse a
su trabajo por diez (10) días o más, pero por menos de veinte
(20); que, al condenar la Corte a-qua al p revenido Arturo Pe-ña a tres (3) meses de prisión y cincuenta pesos ( R DS50.00)de multa, procedió correctamente sin desnaturalizar los
hechos, y le aplicó una sanción ajustada a la ley;

Considerando, en cuanto a los alegatos señalados con la
letra e) que como los recurrentes no d iscutieron por ante los
jueces del fondo, el derecho de propiedad del automóvil cuya
pertenencia se atribuye a Rafael C. Morel Díaz y/o Rafael
Miranda es evidente que tales alegatos presentados por
primera vez en casación constituyen un medio nuevo, inad-
misible en esta jurisdicción;

C onsiderando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-tablecido q ue el hecho del prevenido ocasionó a Miguel
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recursos de casación interpuestos por el prevenido Anuro
Peña, Ramón A. Rojas y Seguros Pepín, S.A., contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, el 3 de agosto de 1981, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Casa la sentencia
impugnada en cuanto al monto de las indemnizaciones
acordadas a Juan José Silié García, y la envía, así delimitada,
por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; Tercero:
Rechaza los recursos de casación mencionados en sus demás
aspectos; Cuarto: Condena al prevenido recurrente al pago
de las costas penales y a éste y a Ramón A. Rojas, al pago de
las costas civiles y se distraen en provecho del Dr. Manuel A.
Sepúlveda Luna, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad, y las hace oponibles a la Seguro Pepín, S.A., dentro
de los términos de la Póliza; Cuarto: Compensa las costas ci-
viles entre José Silié García, el prevenido y Ramón A. Rojas.

(FIRMADOS):- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
:enifico.- (FD0.): Miguel Jacobo
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Amparo, Rafael C. Morel Díaz y Petronila Robles de Maríñez ,
constituidos en parte civil, daños materiales y morales que
evaluó en las sumas que se consignan en el disposit ivo de la

sentencia impugnada, más loe,
 ntereses legales de las mismas

a titulo de indemnización: qu, al condenar solidariamente al
prevenido Arturo Peña y a Ramón Antonio Rojas, este último
puesto en causa como persona civilmente responsable, al
pago de las referidas sumas, y hacerlas oponib

les a	 la

Compañ ía de Seguros Pepín, S.A., tambié n puesta en causa

como aseguradora, la mencionada Corte hizouna cuorrecta

aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y del 1
al 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehícutos de Motor;Considerando, en cuanto al alegato señalado dó

con l
una

a letra

la}, que en la sentencia impugnada se 	
	 in-

demnización  de dos mil pesos oro a favo r de José Silié García

sin que en el indicad o fallo se hiciera constar cuáles aciónlesion
de
es

corporales recibió dicha persona, ni el tiem po de cur 
las mismas, ya que en el expediente no existe un certificado
Médico Legal definitivo, relacionado con las lesiones cor-
porales sufridas por él o sea, que no hay pruebas de l

	 magni-
o,

tud de las lesiones sufridas por dicho agraviado, y, por tanto,
no se ha determinado el tiemp o que pudo permanece r en-

fermo y sin poderse dedica r a su trabajo habi	 com-

probaciones necesarias para poder evalua r el monto de
do lo

una

indemnización ajustada al daño recibido; que, por
	

cuanto
to

expuesto, se advier te que la sentencia impugnada, en 
al monto de las indemnizaciones acordadas a Juan José Silié
García, no contiene motivos suficien tes y pertinentes que

permita n a la Suprema Corte de Justicia verifica r si en el caso

se hizo o no una correcta aplicación de la Le
cuanto al

y, por lospectoque,

procede casar la sentencia impugnada en 	
a 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en loseñalado;

qu concierne 
11

nterés del prevenido recurrente, la sentencia

pu
impugnada no contiene vicio alguno que justifiqu

e su

Considerando, que cuando se casa una sentencia por faltacasación;

de base legal las costas puede n ser compensadas;
Por talesmotivos, Primero: Admite como intervinientes a

Miguel Amparo, 
Rafael Cristino Morel Díaz, Juan José Silié

García, Petronila Robles de Maríñez y Rafael Miranda, en los



recursos de casación interpuestos por el prevenido Arturo
Peña, Ramón A. Rojas y Seguros Pepín, S.A., contra la
sentencia dictada por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, el 3 de agosto de 1981, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Casa la sentencia
impugnada en cuanto al monto de las indemnizaciones
acordadas a Juan José Sitié García, y la envía, así delimitada,
por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; Tercero:
Rechaza los recursos de casación mencionados en sus demás
aspectos; Cuarto: Condena al prevenido recurrente al pago
de las costas penales y a éste y a Ramón A. Rojas, al pago de
las costas civiles y se distraen en provecho del Dr. Manuel A.
Sepúlveda Luna, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad, y las hace oponibles a la Seguro Pepín, S.A., dentro
de los términos de la Póliza; Cuarto: Compensa las costas ci-
viles entre José Silié García, el prevenido y Ramón A. Rojas.

(FIRMADOS):- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- E E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque C.-
Luis V. García de Peña.- Hugo H. Goicochea S.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
:enifico.- (FD0.): Miguel Jacobo

11
1101.1.711 JUDICIAL

3570
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constituidos en parte civil, daños materiales y morales que
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ivo de la
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in-
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tud de las lesiones sufridas por dicho agraviado, y, por tanto,
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lo
indemnización ajustada al daño recibido; que, por todocuanto
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Considerando, que cuando se casa una sentencia por faltacasación;
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cionales, el 19 de febrero de 1982, por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, el 28 de junio de 1982, a re-
querimiento del abogado Eduardo Ramírez, en represen-
tación de los recurrentes, en la cual no se propone contra la
sentencia impugnada ningún medio determinado de
casación;

Vista el memorial de los recurrentes de fecha 8 de abril de
1983, suscrito por su abogado Dr. Luis A. Bircán Rojas, cé-
dula No. 43324, serie 31, en el cual se proponen contra la
sentencia impugnada, los medios de casación que luego se
indican;

Visto el escrito del interviniente del 8 de abril de 1983,
firmado por su abogado Dr. Héctor Valenzuela, cédula No.
68516, serie ira., intervinientes que es Domiciano Díaz Pocio,
dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula No.
90519, serie 1ra., domiciliado en la casa No. 44 de la calle
Máximo Gómez de la ciudad de Santiago;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que se indican más
adelante, invocados por los recurrentes y los artículos 65 de la
Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384
del Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955 sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la
Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: al que
con motivo de un accidente de tránsito en que no resultó
ninguna persona con lesiones corporales, el Juzgado de Paz
de la Tercera Circunscripción del Municipio de Santiago,
dictó en sus atribuciones correccionales, el 24 de mayo de
1980, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
I)) que sobre los recursos interpuestos contra ese fallo, in-
tervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo-
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Debepronunciar como el efecto pronuncia el defecto contra el
nombrado Luis R. Raposo, de generales ignoradas, por no
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SENTENCIA DE FECH A 16 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No . 28

Sentencia impugnada: 3ra Cámara Penal del J. Ira. Inst.

del Dto. J. de Santiago, en fecha 19 de febrero de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Luis R. Raposo, Juan A. Raposo y Seguros

Pepin, S.A.,

Abogado (s): Luis A. Bircann Rojas.

IntervinientelsI: Domiciano Díaz Podio.

Abogado(s): Dr. Héctor Valenzuela.

Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Darío

	 Balcácer,

Primer Sustituto en funcio nes de Presidente; Fernando E. Ra-

velo de la Fuente, Segundo Sustitu to de Presidente; Leonte

R. Alburquerque Castillo, Luis Victor García dode Herrera
Peña, Hugo

H. Goicochea S., Máximo Renville, y Abelar 	
Piña,

asistidos del Secretario Genera l , en la Sala donde celebra sus

audiencias, en la ciudad de Santo Doming
o de Guzmán,

Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de Novimb
re del año

1983, año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casació

n, la

siguiente sentencia:
Sobre los rcursos de casación interpuestos por Luis R.

Raposo, domienicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula
No. 76734, serie 31, domiciliado en la casa No. 76, de la calle

Vicente Estrella, de la ciudad de Santia g , J el Juan A. Raposo,
antes

dominicano, mayor de edad, domiciliado en
	 lugar 

indicado
, Y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., compañía

de comercio, con domicilio social en la ciudad de Santiago;
contra la sentencia dictada en sus atribuciones

	 correc-



cionales, el 19 de febrero de 1982, por la Tercera Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial
de Santiago, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
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dula No. 43324, serie 31, en el cual se proponen contra la
sentencia i mpugnada, los medios de casación que luego se
indican;

Visto el escrito del interviniente del 8 de abril de 1983,
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dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula No.
90519, serie Ira., domiciliado en la casa No. 44 de la calle
Máximo Gómez de la ciudad de Santiago;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que se indican más
adelante, invocados por los recurrentes y los artículos 65 de la
Ley No. 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384
del Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955 sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la
Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito en que no resultó
ninguna persona con lesiones corporales, el Juzgado de Paz
de la Tercera C i rcunscripción del Municipio de Santiago,
dictó en sus atribuciones correccionales, el 24 de mayo de
1980, una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos contra ese fallo, in-
tervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo-
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Debe
pronunciar como el efecto pronuncia el defecto contra el
nombrado Luis R. Raposo, de generales ignoradas, por no
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del Dto. J. de Santiago, en fecha 19 de febrero de 1982.
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Recurrente
 (s): Luis R. Raposo, Juan A. Raposo y Seguros

Pepfn, S.A.,

Abogado (s): Luis A. Bircann Rojas.

Intervinientels): Domiciano Díaz Pocio.
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Dios, Patria y Libertad
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
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H. Goicochea S., Máximo Renville, y Abelardo Herrera Piña,

asistidos del Secretario Genera l , en la Sala donde celebra sus

audiencias, en la ciudad de Santo Doming
o de Guzmán,

Distrito Nacional , hoy día 16 del mes de Novimbre del año

1983, año 140' de la Independencia y 121' de la Restauraciónla
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dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, 

siguiente sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuestos por Luis R.

Raposo, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cédula

No. 76734, serie 31, domiciliado en la casa No.an76, de la calle

Vicente Estrella, de la ciudad de Santiag , Ju
	 A. Raposo,

S.A.,
dominicano, mayor de edad, domiciliado en el l ugar antes
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 social en la ciudad de Santiago;

contra la sentencia dictada en sus atribuciones correo-
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haber comparecido a la audiencia estando legalmente citado;
SEGUNDO: Debe declarar como al efecto declara bueno y
válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Elías We-
ber, a nombre y representación de Luis R. Raposo, Juan A.
Raposo y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., por haberlo
hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas y exigencias
procesales en cuanto a la forma; TERCERO: En cuanto al
fondo debe confirmar y confirma la sentencia correccional No.
530 de fecha 24 del mes de mayo del año 1980, dictada por el
Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito
Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: Resolvemos: Pronunciar el defecto contra Luis R.
Raposo, por no haber comparecido no obstante estar
legalmente citado. Que se declare culpable de violar el ar-
tículo 65 de la Ley No. 241, y en consecuencia se condene a
30 dias de prisión y al pago de las costas; En cuanto al señor
Domiciano Díaz Pocio, se descarga de toda responsabilidad
penal por no haber violado la Ley en este caso. Que se
declaran las costas de oficio; En cuanto al aspecto civil;

Primero : Que se declara bueno y válido en cuanto a la forma
la constitución en parte civil por haber sido hecha en tiempo
hábil; Segundo: Se condena a los nombrados Luis R.
Raposo y Juan A. Raposo, al pago de una indemnización de
RDS1,000.00 a favor del señor Domiciano Díaz Pocio, por los
daños morales y materiales experimentados por este a
consecuencia del accidente; Tercero; Se condena a los
nombrados Luis R. Raposo y Juan A. Raposo, al pago de los
intereses a partir de la fecha de la demanda en justicia, a título
de indemnización suplementaria; Cuarto: Se declara la
presente sentencia común, oponible y ejecutable contra la
Compañía de Seguros Pepin, S.A., en calidad de aseguradora
de la responsabilidad civil del señor Juan A. Raposo; Quiéto:
Se condena a los señores Luis R. Raposo y Juan A. Raposo y
a la compañía de Seguros Pepín, S.A., al pago solidario de las
costas, ordenando su distracción en provecho del Dr. Héctor
Valenzuela, por afirmar este estarlas avanzando en su to-
talidad; Sexto: Debe condenar y condena a Luis R. Repose
y Juan A. Raposo, al pago de las costas civiles de la presente
instancia, declarándo l as oponibles y ejecutables a la Cía
de Seguros Pepín, S.A., con distracción de las mismas en fa
vor del Dr. Héctor Valenzuela, abogado que afirma estarlas a
vanzando en su totalidad; Séptimo: debe condena r y

condena a Luis R. Raposo, al pago de las costas penales del
procedimiento y en cuanto a Domiciano Pocio, las declara de
oficio";

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Violación a los artículos 141
del Código de Procedimiento Civil y 195 del Código de Proce-
dimiento Criminal; Segundo Medio: Falta de motivos para
justificar las indemnizaciones acordadas; Falta de base legal
por parte de las indemnizaciones; Tercer Medio: Violación a
la Ley No. 4117;

Considerando, que en sus tres medios de casación, reuni-
dos, los recurrentes alegan en síntesis, lo siguiente: a) que
en la sentencia impugnada no se da una relación de los
procedimientos cumplidos por ante la Cámara a-qua, ni se
indican las calidades de los abogados postulantes en el
proceso, ni sus conclusiones, que las sentencias deben

uir	 bastarse a si mismas, deben ser instrumentos autosuficientes
y sus lagunas no pueden ser salvadas recurriendo a las actas
de audiencia; y b) que en la sentencia del primer grado se
acordó a la parte civil constituida, una indemnización de mil
pesos ( R DS1,000.00) sin comprobarse que el vehículo que
sufrió los daños era de supropiedad; que además, en la
sentencia del primer grado se dijo que esos mil pesos eran
para indemnizar los daños "materiales y morales", y como
esa sentencia fue confirmada por la Cámara a-qua, es evi-
dente que en la especie se ha concedido una reparación por
daños morales que no han podido sufrirse como
consecuencia de los desperfectos de un vehículo; que,
asimismo se ha incluido en la indicada suma indemnizatoria la
reparación del lucro cesante, de la depreciación del vehículo y
de los gastos ocasionados para repararlo, sin que en la
sentencia impugnada so desglosara el monto de cada partida,
como si se tratara de una apreciación soberana, máximo
cuando, como se ha dicho se acordaron daños morales
improcedentes, y cuyo monto se ignora; y c) que en la
sentencia impugnada se condenó a la Compañía de Seguros
Pepín, S.A., al pago de las costas civiles solidariamente con
los otros recurrentes, cuando tales condenaciones sólo pue-
den ser pronunciadas contra el asegurado; que contra la
Compañía Aseguradora lo que procede es declarar oponibles
a ella las referidas condenaciones; que, en esas condiciones,
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haber comparecido a la audiencia estando legalmente citado;
SEGUNDO: Debe declarar como al efecto declara bueno y
válido el recurso de apelación interpuesto por el Dr. Elías We-
ber, a nombre y representación de Luis R. Raposo, Juan A.
Raposo y la Compañía de Seguros Pepfn, S.A., por haberlo
hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normas y exigencias
procesales en cuanto a la forma; TERCERO: En cuanto al
fondo debe confirmar y confirma la sentencia correccional No.
530 de fecha 24 del mes de mayo del año 1980, dictada por el
Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción del Distrito
Judicial de Santiago, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: Resolvemos: Pronunciar el defecto contra Luis R.
Raposo, por no haber comparecido no obstante estar
legalmente citado. Que se declare culpable de violar el ar-
tículo 65 de la Ley No. 241, y en consecuencia se condene a
30 días de prisión y al pago de las costas; En cuanto al señor
Domiciano Díaz Pocio, se descarga de toda responsabilidad
penal por no haber violado la Ley en este caso. Que se
declaran las costas de oficio; En cuanto al aspecto civil;
Primero: Que se declara bueno y válido en cuanto a la forma
la constitución en parte civil por haber sido hecha en tiempo
hábil; Segundo: Se condena a los nombrados Luis R.
Raposo y Juan A. Raposo, al pago de una indemnización de
RDS1,000.00 a favor del señor Domiciano Díaz Pocio, por los
daños morales y materiales experimentados por este a
consecuencia del accidente; Tercero; Se condena a los
nombrados Luis R. Raposo y Juan A. Raposo, al pago de los
intereses a partir de la fecha de la demanda en justicia, a título
de indemnización suplementaria; Cuarto: Se declara la
presente sentencia común, oponible y ejecutable contra la
Compañia de Seguros Pepfn, S.A., en calidad de aseguradora
de la responsabilidad civil del señor Juan A. Raposo; Quinto:
Se condena a los señores Luis R. Raposo y Juan A. Raposo y
a la compañía de Seguros Pepín, S.A., al pago solidario de las
costas, ordenando su distracción en provecho del Dr. Héctor
Valenzuela, por afirmar este estarlas avanzando en su to-
talidad; Sexto: Debe condenar y condena a Luis R. Repos('
y Juan A. Raposo, al pago de las costas civiles de la presente
instancia, declarándolas oponibles y ejecutables a la Cía
de Seguros Pepín, S.A., con distracción de las mismas en fa
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condena a Luis R. Raposo, al pago de las costas penales del
procedimiento y en cuanto a Domiciano Pocio, las declara de
oficio";

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada, los siguientes me-
dios de casación: Primer Medio: Violación a los artículos 141
del Código de Procedimiento Civil y 195 del Código de Proce-
dimiento Criminal; Segundo Medio: Falta de motivos para
justificar las indemnizaciones acordadas; Falta de base legal
por parte de las indemnizaciones; Tercer Medio: Violación a
la Ley No. 4117;

Considerando, que en sus tres medios de casación, reuni-
dos, los recurrentes alegan en síntesis, lo siguiente: a) que
en la sentencia impugnada no se da una relación de los
procedimientos cumplidos por ante la Cámara a-qua, ni se
indican las calidades de los abogados postulantes en el
proceso, ni sus conclusiones, que las sentencias deben
bastarse a si mismas, deben ser instrumentos autosuficientes
y sus lagunas no pueden ser salvadas recurriendo a las actas
de audiencia; y b) que en la sentencia del primer grado se
acordó a la parte civil constituida, una indemnización de mil
pesos (RD$1,000.00) sin comprobarse que el vehículo que
sufrió los daños era de supropiedad; que además, en la
sentencia del primer grado se dijo que esos mil pesos eran
para indemnizar los daños "materiales y morales", y como
esa sentencia fue confirmada por la Cámara a-qua, es evi-
dente que en la especie se ha concedido una reparación por
daños morales que no han podido sufrirse como
consecuencia de los desperfectos de un vehículo; que,
asimismo se ha incluido en la indicada suma indemnizatoria la
reparación del lucro cesante, de la depreciación del vehículo y
de los gastos ocasionados para repararlo, sin que en la
sentencia impugnada se desglosara el monto de cada partida,
como si se tratara de una apreciación soberana, máximo
cuando, como se ha dicho se acordaron daños morales
improcedentes, y cuyo monto se ignora; y c) que en la
sentencia impugnada se condenó a la Compañía de Seguros
Pepín, S.A., al pago de las costas civiles solidariamente con
los otros recurrentes, cuando tales condenaciones sólo pue-
den ser pronunciadas contra el asegurado; que contra la
Compañía Aseguradora lo que procede es declarar oponibles
a ella las referidas condenaciones; que, en esas condiciones,
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sostienen los recurrentes, que la sentencia impugnada debe
ser casada por los vicios y violaciones denunciados; pero,

Considerando, en cuanto a los alegatos señalados en la le-
tra a) que el examen de la sentencia impugnada pone de
manififiesto que la Cámara a-qua para declarar la cul-
pabilidad del prevenido recurrente Luis R. Raposo, y con-
firmar la sentencia apelada, dio por establecido mediante la
ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente aportados en la instrucción de la causa, los
siguientes hechos: a) que en horas de la mañana del día 31 de
julio de 1976, mientras el automóvil placa No. 209-797,
conducido por Domiciano Díaz Pocio, se encontraba es-
tacionado en su derecha en la calle Máximo Gómez, en
dirección Este-Oeste, de la ciudad de Santiago, fue chocado
por el automóvil placa No. 138-369 propiedad de Juan A.
Raposo y conducido por Luis R. Raposo, que transitaba en
dirección Sur-Norte por la calle General López, en el
momento en que este último vehículo, dobló hacia su
derecha para entrar a la calle Máximo Gómez; b) que el ac-
cidente se debió a la imprudencia del prevenido Luis R.
Raposo quien al doblar la esquina de una manera tan torpe no
advirtió la presencia del automóvil estacionado yéndose a
estrellar contra el referido vehículo; c) que a consecuencia de
esa colisión el automóvil de Juan A. Raposo sufrió a-
bolladuras y otros desperfectos;

Considerando, que si bien es verdad que en la sentencia
impugnada no se transcribian las conclusiones del abogado
de los hoy recurrentes, sino que el Juez a-quo se limitó a
expresar que tales conclusiones figuran en el acta de
audiencia correspondiente, no menos cierto es que tal
irregularidad en la especie, no conduce a la casación de la
sentencia impugnada en razón de que, como ya se ha dicho,
los Jueces del fondo, en el aspecto penal han dado motivos
suficientes y pertinentes que justifican lo que en ese sentido
ha sido decidido; que, además, en lo concerniente a las
condenaciones civiles, las concluciones de los recurrentes se
limitaron a solicitar la modificación de la sentencia apelada y a
dejar el monto de la indemnización a la apreciación del Juez;
que en esas condiciones y por todo lo anteriormente ex-
puesto, es evidente que la sentencia impugnada contiene una
relación de los hechos y de los procedimientos empleados en
la instrucción del caso, que ha permitido a la Suprema Corte

3577

de Justicia verificar como Corte de Casación, que contra loshoy recurrentes no se ha violado ninguna disposición de la
Ley que haya lesionado de manera esencial su derecho de de-
fensa; que, por tanto, el alegato que se examina carece defundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos consituyena cargo del prevenido recurrente el delito de conducción
temeraria o descuidada de vehículos de motor, previsto por 

el
artículo 65 de la Lye No. 241, de 1967, sobre Tránsito y
Vehículo y sancionado por ese mismo texto legal, con multano menor de cincuenta pesos oro (RDS50.00) ni mayor dedoscientos pesos oro (RDS200.00) o prisión no menor de un
mes ni mayor de tres meses o ambas penas a la vez; que la
Cámara a-qua al confirmar la sentencia del primer grado quehabía condenado al prevenido recurrente a 30 días de prisión
le aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, en cuanto al alegato señalado con la letra b)
que si bien es cierto que en el dispositivo de la sentencia del
primer grado se afirma que la indemnización de mil pesos oro(RD S 1 ,000.00) acordada a la parte civil constituida fue para lar
eparación de los daños morales y materiales, también es

verdad que en los motivos de la sentencia se hace constar
que "el daño se deduce de los desperfectos recibidos por elvehículo", daños que consistieron en las abolladuras en el
guardalado delantero izquierdo, bonete, parrilla y rotura de la
mica de la luz del mismo lado y "silimin", y que fueron a-
justados por peritos en un presupuesto cuyo monto no fue
discutido por ante los Jueces del fondo; que, además, en la
sentencia impugnada consta que se oyeron las conclusionesde los recurrentes y en ellas no sólo no se le discutió alreclamante el derecho de propiedad del vehículo chocado, ni
se hizo objeción alguna a los conceptos de " depreciación","lucro cesante" y "gastos de reparación", que motivaron laindemnización global de mil pesos que fue acordada, sino quese dejó a la apreciación del Juez la fijación del monto de dichaindemnización; que en esas condiciones es evidente que en lasentencia impugnada no se ha incurrido en los vicios y

violaciones denunciados en el alegato que se examina el cual
carece de fu ndamentos y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto al alegato señalado con la letra e)que evidentemente en la sentencia i mpugnada se condenó a
la Compañía de Seguros al pago solidario de las costas
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sostienen los recurrentes, que la sentencia impugnada debe
ser casada por los vicios y violaciones denunciados; pero,
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dirección Este-Oeste, de la ciudad de Santiago, fue chocado
por el automóvil placa No. 138-369 propiedad de Juan A.
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momento en que este último vehículo, dobló hacia su
derecha para entrar a la calle Máximo Gómez; b) que el ac-
cidente se debió a la imprudencia del prevenido Luis R.
Raposo quien al doblar la esquina de una manera tan torpe no
advirtió la presencia del automóvil estacionado yéndose a
estrellar contra el referido vehículo; c) que a consecuencia de
esa colisión el automóvil de Juan A. Raposo sufrió a-
bolladuras y otros desperfectos;

Considerando, que si bien es verdad que en la sentencia
impugnada no se transcribian las conclusiones del abogado
de los hoy recurrentes, sino que el Juez a-quo se limitó a
expresar que tales conclusiones figuran en el acta de
audiencia correspondiente, no menos cieno es que tal
irregularidad en la especie, no conduce a la casación de la
sentencia impugnada en razón de que, como ya se ha dicho,
los Jueces del fondo, en el aspecto penal han dado motivos
suficientes y pertinentes que justifican lo que en ese sentido
ha sido decidido; que, además, en lo concerniente a las
condenaciones civiles, las concluciones de los recurrentes se
limitaron a solicitar la modificación de la sentencia apelada y a
dejar el monto de la indemnización a la apreciación del Juez;
que en esas condiciones y por todo lo anteriormente ex-
puesto, es evidente que la sentencia impugnada contiene una
relación de los hechos y de los procedimientos empleados en
la instrucción del caso, que ha permitido a la Suprema Corte

cie 
Justicia verificar como Corte de Casación, que contra loshoy recurrentes no se ha violado ninguna disposición de la

Ley que haya lesionado de manera esencial su derecho de de-
fensa; que, por tanto, el alegato que se examina carece defundamento y debe ser desestimado;
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artículo 65 de la Lye No. 241, de 1967, sobre Tránsito y
Vehículo y sancionado por ese mismo texto legal, con multano menor de cincuenta pesos oro (RDS50.00) ni mayor dedoscientos pesos oro (RD S200.00) o prisión no menor de un
mes ni mayor de tres meses o ambas penas a la vez; que la
Cámara a-qua al confirmar la sentencia del primer grado que
había condenado al prevenido recurrente a 30 días de prisiónle aplicó una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, en cuanto al alegato señalado con la letra b)
que si bien es cieno que en el dispositivo de la sentencia del
primer grado se afirma que la indemnización de mil pesos oro(RD

S1,000.00) acordada a la parte civil constituida fue para la
reparación de los daños morales y materiales, también es
verdad que en los motivos de la sentencia se hace constar
que "el daño se deduce de los desperfectos recibidos por el
vehículo", daños que consistieron en las abolladuras en el
guardalodo delantero izquierdo, bonete, parrilla y rotura de la
mica de la luz del mismo lado y "silimin", y que fueron a-
justados por peritos en un presupuesto cuyo monto no fue
discutido por ante los Jueces del fondo; que, además, en la
sentencia i mpugnada consta que se oyeron las conclusionesde los recurrentes y en ellas no sólo no se le discutió al
reclamante el derecho de propiedad del vehículo chocado, ni
se hizo objeción alguna a los conceptos de "depreciación","lucro cesante" y "gastos de reparación", que motivaron laindemnización global de mil pesos que fue acordada, sino que
se dejó a la apreciación del Juez la fijación del monto de dichaindemnización; que en esas condiciones es evidente que en lasentencia i mpugnada no se ha incurrido en los vicios yviolaciones denunciados en el alegato que se examina el cualcarece de fundamentos y debe ser desestimado;

Considerando, en cuanto al alegato señalado con la letra c)que evidentemente en la sentencia impugnada se condenó a
la Compañía de Seguros al pago solidario de las costas
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justamente con los otros recurrentes cuando lo que procedía
era declarar oponibles a dicha Compañía tales con-
denaciones; que en esas condiciones es evidente que la
sentencia impugnada debe ser casada en ese punto, por vía
de supresión y sin envío por no quedar nada que juzgar al
respecto;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, no contiene en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite a Domiciano Díaz
Pocio como interviniente en los recursos de casación in-
terpuestos por Luis R. Raposo, Juan A. Raposo y la Com-
pañía de Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales y como Tribunal de Segundo
Grado por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, el 19 de febrero de
1982, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; SEGUNDO: Casa por vía de supresión y sin
envío la indicada sentencia en lo concerniente a la con-
denación solidaria en costas contra la Compañía de Seguros
Pepín, S.A.,; TERCERO: Rechaza en los demás aspectos los
indicados recursos; CUARTO: Condena al prevenido
recurrente Luis R. Raposo al pago de las costas penales y a
éste y a Juan A. Raposo, al pago de las costas civiles, y
distrae estas últimas en provecho del Dr. Héctor Valenzuela,
abogado del interviniente, quien afirma estarlas avanzando en
su totalidad, y las declara oponibles a la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., dentro de los términos de la Poliza.-

(FIRMADOS);— Manuel D. Bergés Chupani.— Dario
Balcácer.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Leonte Ra-
fael Alburquerque Castillo.— Luis Víctor García de Peña. —
Hugo H. Goicochea S.— Máximo Puello Renville.— Abelardo
Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara.— Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (FDO) Miguel Jacobo.

Se ntencia imp ugnada: Cámara Civil, Comercial y de Tra-
bajo de la 2da. Circs. del Distrito Judicial de Santiago, en
fecha 12 de febrero de 1981.

Materia: Trabajo.

Recurrentels): Barceló Industrial C. oor A..

Abogado (5): Dr. Pablo Rodríguez

Recurrido (si: Robustiano Antonio Tejada

Abogado (s): Dr. Rafael S. Ovalle.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer S ustituto dePresidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-tituto de Presi dente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo,Hugo H. G

oicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias en 

laciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoydía 16 del mes de n oviembre del año 1983, año 140' de laIndependencia y 121' de la Restauración dicta en audienciap
ública como Corte de Casación la siguiente sentencia:
Sobre el recurso de casación in terpuesto por BarcelóI ndustrial, C. por A., Compañía organizada y existente deconformidad con las leyes de la República, con su domiciliosocial en la 

ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada
por la Cámara Civil Comercial y de Trabajo de la SegundaCircunscripción del Juzgado de Primera Instancia del DistritoJ
udicial de Santiago, en fecha 13 de febrero de 1981, cuyodispositivó se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Recurrentels): Barceló Industrial C. oor A..

Abogado (s): Dr. Pablo Rodríguez

Recurrido Isl: Robustiano Antonio Tejada

Abogado (s): Dr. Rafael S. Ovalle.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 16 del mes de noviembre del año 1983, año 140' de la
Independencia y 121' de la Restauración dicta en audiencia
pública como Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Barceló
Industrial, C. por A., Compañía organizada y existente de
conformidad con las leyes de la República, con su domicilio
social en la ciudad de Santiago, contra la sentencia dictada
por la Cámara Civil Comercial y de Trabajo de la Segunda
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Santiago, en fecha 13 de febrero de 1981, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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justamente con los otros recurrente s cuando lo que procedía
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denaciones; que en esas condicio nes es evidente que la

sentencia impugnada debe ser casada en ese punto, por vía
de supresión y sin envío por no quedar nada que juzgar al
respecto;Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, no contiene en lo concerniente al
interés del prevenido recurrent e, vicio alguno que justifique

su casación;
Por tales motivos: PRIMERO : Admite a Domiciano Díaz
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terpuestos por Luis R. Raposo, Juan A. Raposo y la Com-
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Grado por la Tercera Cámara Penal del Juzgado e Primera
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1982, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
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fael Alburquerque Castillo.— Luis Víctor García de Peña. —
Hugo 1-1. Goicochea S.— Máximo Puello Renville. — Abelardo
Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara. — Miguel Jacobo,

Secretario General.
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firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera l , que
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HDLETIN JUDICIAL3580

3581no obstante estar legalmente citado; 
Segundo: Que debecon

denar como al efecto condena al señor 
RobustianoAntonio Tejada, al pago inmediato en favor de la BarcelóIndustrial, C. por A., de la suma de RD S45.00 que le adeudapor el concepto indicado, más los intereses legales de dichasuma c

ontados a partir de la fecha de la demanda en justicia;Tercero: Que debe condenar y condena al señor 
RobustianoAntonio Tejada al pago de las costas con distracción en pro-vecho del Dr. Porfirio A. Mejía de Peña, quien afirma estarlasavanzando en su totalidad; Cuarto: Que debe comisionarcomo al efecto comisiona al Ministerial Bocho de JesúsAníco Báez para la not i ficación de la presente sentencia'; b)que sobre el recurso de apelación interpuesto in tervino enfecha 11 de agosto de 1980, una sentencia con el siguientedispositivo: Falla: Primero: Reitera el defecto 

pronunciadocontra la Barceló Industrial C. por A., Segundo: Acoge en suforma y fondo el recurso de Alzada in terpuesto por Ro-bustiano Antonio Tejada Espinal contra la 
sentencia Nc. 15preindicada, y la Revoca en todas sus disposiciones por sernula y dictarse sin citación legal; Tercero: 

Condena a laBarceló I
ndustrial, C. por A., al pago de las costas, ordenandosu distracción en provecho del licenciado Rafael SalvadorI Ovalle P., a bogado que afirma estarlas avanzando en sumayor parte; Cuarto: Comisiona al Ministerial AbrahamLópez Salbonette, alguacil Ordinario 

de la Suprema Corte deJusticia, para la no tificación de la presente sentencia'; c) quesobre el recurso de oposición interpuesto contra 
dichasen

tencia del 11 de agosto de 1980 dictada por 
la Cámara Ci-vil, Comercial y de Trabajo de la Segunda Circunscripción delJuzgado de Primera Instancia del Distrito Judiciai de San-tiago, in tervino la sentencia ahora impugnada en casacióncon el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 

Declararegular en la forma el recurso de oposición de la BarcelóIndustrial, C. por A., y lo Rechaza, por improcedente y malfundado, en cuanto al fondo; SEG UNDO: En suconsecuencia, se confirma en todas sus partes la sentenciaCivil de ésta Cámara No. 1046 de agosto 10 
de 1980: TER-CERO: Condena a la Barceló Industrial, C. por A., al pago delas costas, ordenando su distracción en favor del licenciadoRafael Salvador Ovalle, abogado que afirma estaríasavanzando en su mayor parte";

Considerando, que en su memorial el recurrente propone

ROLETIN JUDROído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Pablo Ro-
dríguez, en representación del Dr. Porfirio A. Mejía de Peña,
cédula No. 63981, serie 31, abogado de la recurrente;

Oído en sus conclusiones al Dr. Rafael S. Ovalle, cédula
No. 83129, serie 19, abogado del recurrido Robustiano An-
tonio Tejada, dominicano, mayor de edad, comerciante,
casado, domiciliado en el 210 de Humesot St. apt. 7,
Brooklyn, 11206, New. York, EE.UU., cédula No. 10723, sede
35;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de la recurrente depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 7 de abril del 1981, en
el cual se propone contra la sentencia impugnada el medio da
casación que luego se indica;

Visto el memorial de defensa del recurrido de fecha 3 de
julio de 1981, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 15 del mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad dicha Corte,
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto los textos legales invocados por el recurrente
que se mencionan más adelante, y los artículos 1, 20 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) Que con motivo
de una demanda en cobro de pesos intentaba por el hoy
recurrente contra el hoy recurrido, el Juzgado de Paz de la
Primera Circunscripción del Municipio de Santiago, dictó en
fecha 8 de Febrero del 1980, una sentencia cuyo dispositivo
es el siguiente: 'Falla: Primero: que debe reiterar como al
efecto reitera el defecto pronunciado en audiencia contra el
señor Robustiano Antonio Tejada, por no haber comparecido
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fecha 11 de agosto de 1980, una sentencia con el siguientedispositivo: Falla: Primero: Reitera el defecto pronunciadocontra la Barceló Industrial C. por A., Segundo: Acoge en suforma y fondo el recurso de Alzada interpuesto por Ro-
bustiano Antonio Tejada Espinal contra la sentencia Nc. 15preindicada, y la Revoca en todas sus disposiciones por ser
nula y dictarse sin citación legal; Tercero: Condena a la
Barceló Industrial, C. por A., al pago de las costas, ordenandosu distracción en provecho del licenciado Rafael Salvador
Ovalle P., abogado que afirma estarlas avanzando en su
mayor parte; Cuarto: Comisiona al Ministerial Abraharr
López Salbonette, alguacil Ordinario de la Suprema Corte da
Justicia, para la notificación de la presente sentencia'; c) quesobre el recurso de oposición in terpuesto contra dicha
sentencia del 11 de agosto de 1980 dictada por la Cámara Ci-
vil, Comercial y de Trabajo de la Segunda Circunscripción del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago, intervino la sentencia ahora impugnada en casacióncon el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declararegular en la forma el recurso de oposición de la Barceló
Industrial, C. por A., y lo Rechaza, por improcedente y malfundado, en cuanto al fondo; SEGUNDO: En suconsecuencia, se confirma en todas sus partes la sen tenciaCivil de ésta Cámara No. 1046 de agosto 10 de 1980: TER-
CERO: Condena a la Barceló Industrial, C. por A., al pago de
las costas, ordenando su distracción en favor del licenciado
Rafael Salvador Ovalle, abogado que afirma estarlas
avanzando en su mayor parte";

Considerando, que en su memorial el recurrente propone
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35;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Visto el memorial de la recurrente depositado en la Secre-

taría de la Suprema Corte de Justicia el 7 de abril del 1981, en
el cual se propone contra la sentencia impugnada el medio de
casación que luego se indica;

Visto el memorial de defensa del recurrido de fecha 3 de
julio de 1981, suscrito por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 15 del mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad dicha Corte,
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en

la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de

1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y visto los textos legales invocados por el recurrente
que se mencionan más adelante, y los artículos 1, 20 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerand o, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: al Que con motivo
de una demanda en cobro de pesos intentaba por el hoy
recurrente contra el hoy recurrido, el Juzgado de Paz de la
Primera Circunscripción del Municipio de Santiago, dictó en
fecha 8 de Febrero del 1980, una sentencia cuyo dispositivo
es el siguiente: 'Falla: Primero: que debe reiterar como al
efecto reitera el defecto pronunciado en audiencia contra el
señor Robustiano Antonio Tejada, por no haber comparecido
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contra la sentencia impugnada el siguiente único medio de
casación: Violación del párrafo 7 del art. 69, del Código de
Procedimiento Civil como consecuenc ia de la des-

naturalización de los hechos de la causa;
Considerando, que en el desarrollo de su único medio de

casación la recurrente alega, en síntesis, que el fallo im-
pugnado se fundamenta en que la sentencia rendida en
primer grado fue dictada sin que el demandado estuviera de-

bidamente citado, afirmación que es inexacta puesto que el
acto de fecha 17 de septiembre de 1979 del Alguacil Bocho de
Jesús Aníco Báez, evidencia que el actual recurrido fue
legalmente citado para comparece r al juicio de la primera

instancia;
Considerando, que el examen de la sentencia impugnada

pone de manifiesto que la Cámara a-qua para fallar como lo
hizo expresó lo siguiente: que la sentencia del Tribunal del
primer grado fue dicta 'a sin que el demandado hubiese sido
debidamente citado, según consta en acto del 17 de sep-
tiembre de 1979 del alguacil Bocho de Jesús Aníco Báez; que
en este acto la demandante se limitó a decir pura y sim-
plemente que el demandad o reside en la ciudad de Nueva
York, Estados Unidos de América, por lo que esa notificación
no podía ser recibida vía Consulado de la República
Dominicana, con sede en Nueva York; que tal omisión de-
terminó la imposibilidad de que el demandad o recibiera dicho

acto, con lo que se violó su derecho de defensa; pero,
Considerando, que el examen del acto en cuestión revela

que el alguacil actuante se trasladó, en primer lugar, a un edi-
ficio ubicado en la calle Primera, Reparto del Este, de la
ciudad de Santiago de los Caballeros, donde comprobó

personalmente que tenía su domicilio el demandado y allí le
notificó en la persona de su esposa, Juanita Taveras de Te-
jada, el referido acto, citándolo para comparecer ante el
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripció n del Municipio

de Santiago, a las nueve horas de la mañana del día 12 de
diciembre de 1979, a los fines de la demanda de que se trata;
que la realidad de esas afirmaciones no han sido destruidas
mediante el procedimie nto de la inscripción en falsedad,
único admitido por la ley para despojar de su valor probatorio
a los actos auténticos; que una vez citado en su domicilio real
resultaba sin pertinencia el segundo traslado al Magistrado
Procurador Fiscal, para cumplir la formalidad del art. 69 del
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Código de Procedimiento Civil respecto ae ras personas
domiciliadas en el extranjero, por la sola circunstancia de queel demandado se encontraba accidentalmente en la ciudad de
Nueva York;

C onsiderando, que como se advierte por lo anteriormente
expuesto, contrariamente a lo afirmado por la Cámara a-qua,
el demandado, hoy recurrido, fue legalmente citado para losfines de la demanda de que se trata, por lo que al decidir lo
contrario la Cámara a-qua desnaturalizó el acto del 17 de
septiembre de 1979, por lo cual procede la casación de la
sentencia impugnada;

Considerando, que cuando la casación se pronuncia pordesnaturalización de los hechos, las costas pueden ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada el 13
de febrero de 1981, por la Cámara de lo Civil, Comercial y de
Trabajo de la Segunda Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en sus a-
tribuciones civiles, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante la
Cámara de lo Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Santiago, en las mismas at ribuciones; Segundo:Compensa las costas.

(FIR MADOS);— Manuel D. 	 Bergés Chupani.— Darío
Balcácer.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Leonte Ra-
fael A l burquerque Castillo.— Luis Víctor García de Peña. —
Hugo H. Goicochea S.— Máximo Puello Renville.— Abelardo
Herrera Piña. — Gustavo Gómez Ceara. — Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- IFD0.) Miguel Jacobo.
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contra la sentenc ia impugnada el siguiente único medio de
casación: Violación del párrafo 7 del art. 69, del Código de

Procedimie nto Civil como consecuenc ia de la des-

naturalización de los hechos de la causa;
Considerando, que en el desarrollo de su único medio de

casación la recurrente alega, en síntesis, que el fallo im-
pugnado se fundamenta en que la sentencia rendida en
primer grado fue dictada sin que el demanda do estuviera de-

bidamente citado, afirmación que es inexacta puesto que el
acto de fecha 17 de septiembre de 1979 del Alguacil Bocho de
Jesús Aníco Báez, evidencia que el actual recurrido fue
legalmente citado para comparecer al juicio de la primera

instancia;
Considerando, que el examen de la sentencia impugnada

pone de manifiesto que la Cámara a-qua para fallar como lo
hizo expresó lo siguiente: que la sentencia del Tribunal del
primer grado fue dicta 'a sin que el demandado hubiese sido
debidamente citado, según consta en acto del 17 de sep-
tiembre de 1979 del alguacil Bocho de Jesús Mico Báez; que
en este acto la demandante se limitó a decir pura y sim-
plemente que el demandado reside en la ciudad de Nueva
York, Estados Unidos de América, por lo que esa notificación
no podía ser recibida vía Consulado de la República
Dominicana, con sede en Nueva York; que tal omisión de-
terminó la imposibilidad de que el demandado recibiera dicho
acto, con lo que se violó su derecho de defensa; pero,

Considerando, que el examen del acto en cuestión revela
que el alguacil actuante se trasladó, en primer lugar, a un edi-
ficio ubicado en la calle Primera, Reparto del Este, de la
ciudad de Santiago de los Caballeros, donde comprobó

personalmente que tenía su domicilio el demandado y allí le
notificó en la persona de su esposa, Juanita Taveras de Te-
jada, el referido acto, citándolo para comparecer ante el
Juzgado de Paz de la Primera Circunscripc ión del Municipio

de Santiago, a las nueve horas de la mañana del día 12 de
diciembre de 1979, a los fines de la demanda de que se trata;
que la realidad de esas afirmaciones no han sido destruidas

mediante el procedimiento de la inscripción en falsedad,
único admitido por la ley para despojar de su valor probatorio
a los actos auténticos; que una vez citado en su domicilio real
resultaba sin pertinencia el segundo traslado al Magistrado
Procurador Fiscal, para cumplir la formalidad del art. 69 del
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Código de Procedimiento Civil respecto ae las personas
domiciliadas en el estranjero, por la sola circunstancia de queel demandado se encontraba acc identalmente en la ciudad deNueva York;

Considerando, que como se advierte por lo anteriormente
expuesto, contrariamente a lo afirmado por la Cámara a-qua,
el demandado, hoy recurrido, fue legalmente citado para los
fines de la demanda de que se trata, por lo que al decidir lo
contrario la Cámara a-qua desnaturalizó el acto del 17 de
septiembre de 1979, por lo cual procede la casación de 

lasentencia impugnada;
Consi derando, que cuando la casación se pronuncia pordesnaturalización de los hechos, las costas pueden ser

compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada el 13
de febrero de 1981, por la Cámara de lo Civil, Comercial y de
Trabajo de la Segunda Circunscripción del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en sus a-
tribuciones civiles, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante la
Cámara de lo Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Santiago, en las mismas at r ibuciones; Segundo:Compensa las costas.

(FI RMADOS); — Manuel D. Bergés Chupani.— Darío
Balcácer.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Leonte Ra-
fael Alburquerque Castillo.— Luis Víctor García de Peña. —
Hugo H. Goicochea S.— Máximo Puello Renville.— Abelardo
Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara.— Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario Genera!, que
certifico.- (FDO.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 16 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 30

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de fecha 18 de
diciembre de 1980.

Materia: Civil.

Recurrente (s): Pedro Fabio Cabrera y Compartes.

Abogado (s): Dra. Vicenta Dámaso Jorge Jorb.

Recurrida (s): Aida Altagracia Fernández.

Abogado (s) • Lic. Blas E. Santana y Dr. José Rafael Reyes

Evertz.

Dios. Patria y Libertad.

. República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquer q ue Castillo, Luis

Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 16 del mes de noviemb re del año

1983, año 140' de la Independenc i a y 121' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Fabio
Cabrera Cabrera, Juana Francisca Cabrera Cabrera de Ce-
bellos, Hilda Bernardita Cabrera Cabrera de Pereyra, Luz
Minerva Cabrera Cabrera de Rodríguez, Ambiorix Bienvenido
Cabrera Cabrera, Estela Antonia Cabrera Cabrera de Cabrera,
María Paciencia Cabrera Cabrera de Santana, Digna fsabel
Cabrera Cabrera de Paulino y Norma Altagracia Cabrera Ca-
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brera de Fernández, casadas y de oficios domésticos lasmujeres, agricultores y casados los hombres, y todos,dominicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes en
el Distrito Municipal de Licey al Medio, Provincia de San-
tiago, cédulas respectivamente Nos. 11696, serie 95; 838,
serie 95; 6993, serie 32; 1884, serie 95; 91 serie 95; 622, serie
95; y 1886, serie 95;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Vicente Dámaso Jorge Jorb, cédula No. 43377,

serie 31, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Blas E.
Santana, cédula No. 60359, serie 31, por sí y por el Dr. José
Rafael Reyes Evertz, cédula No. 67160, serie 31, abogados de
la recurrida Aida Altagracia Fernández, dominicana, mayor de
edad, soltera, de oficios domésticos, domiciliada y residente
en la casa No. 13 de la calle No. 13 del Ensueño, de la ciudad
de Santiago de los Caballeros, cédula No. 1017, serie 95;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, suscritos
por sus abogados el 16 de enero de 1981, en el cual se
propone contra la sentencia i mpugnada el medio que se
indica más adelante; así como el de ampliación del 22 de abril
de 1981;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito por
sus abogados, el 23 de febrero de 1981;

Visto el Auto dictado por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, que se indican más adelante, y los artículos 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
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SENTENCIA DE FECHA 16 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL ANO 1983 No. 30

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de techa 18 de
diciembre de 1980.

Materia: Civil.

Recurrente (s): Pedro Fabio Cabrera y Compartes.

Abogado (s): Dra. Vicente Dámaso Jorge Jorb.

Recurrida (s): Aida Altagracia Fernández.

Abogado (s) • Lic. Blas E. Santana y Dr. José Rafael Reyes

Evertz.

Dios. Patria y Libertad.

. República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy dia 16 del mes de noviembre del año

1983, año 140' de la Independenc ia y 121' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Fabio
Cabrera Cabrera, Juana Francisca Cabrera Cabrera de Ce-
ballos, Nilda Bernardita Cabrera Cabrera de Pereyra, Luz
Minerva Cabrera Cabrera de Rodríguez, Ambiorix Bienvenido
Cabrera Cabrera, Estela Antonia Cabrera Cabrera de Cabrera,
María Paciencia Cabrera Cabrera de Santana, Digna Isabel
Cabrera Cabrera de Paulino y Norma Altagracia Cabrera Ca-
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brera de Fernández, casadas y de oficios domésticos lasmujeres, agricultores y casados los hombres, y todos,
dominicanos, mayores de edad, domiciliados y residentes en
el Distrito Municipal de Licey al Medio, Provincia de San-
tiago, cédulas respectivamente Nos. 11696, serie 95; 838,
serie 95; 6993, serie 32; 1884, serie 95; 91 serie 95; 622 serie
95; y 1886, serie 95;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Vicente Dámaso Jorge Jorb, cédula No. 43377,

serie 31, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído en la lectura de sus conclusiones al Lic. Blas E.
Santana, cédula No. 60359, serie 31, por sí y por el Dr. José
Rafael Reyes Evertz, cédula No. 67160, serie 31, abogados de
la recurrida Aida Altagracia Fernández, dominicana, mayor de
edad, soltera, de oficios domésticos, domiciliada y residente
en la casa No. 13 de la calle No. 13 del Ensueño, de la ciudad
de Santiago de los Caballeros, cédula No. 1017, serie 95;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, suscritos
por sus abogados el 16 de enero de 1981, en el cual se
propone contra la sentencia impugnada el medio que se
indica más adelante; así como el de ampliación del 22 de abril
de 1981;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito por
sus abogados, el 23 de febrero de 1981;

Visto el Auto dictado por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales invocados por los
recurrentes, que se indican más adelante, y los artículos 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
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Considerando, que en la sentenc ia impugnada y en los do-

cumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda en cobro de pesos intentada por
Pedro María Cabrera Cabrera contra Le y! Alfonso Cabrera y

Aida Altagracia Fernández, en su condició n de madre y tutora

legal de sus hijos menores Levi Miguel y Elvin Rafael Cabrera
Fernández, la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la
Primera Circunscripc ión del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santiago, dictó el 12 de abril de 1978, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Se ratifica el defecto que fue pronunciado en • audiencia
contra las partes demandadas, Corina Luz Mercedes Ro-
dríguez Vda. Cabrera, en su calidad de cónyuge super-
viviente, común en bienes respecto de su finado esposo Levf
Alfonso Cabrera Cabrera y Aida Altagracia Ornelina Fer-
nández, en su condición y calidad de madre y tutora legal de
sus hijos menores legítimos Leví Miguel y Elvin Rafael Ca-
brera Fernández, y del padre de estos, el difunto Leví Alfonso
Cabrera Cabrera, por no haber constituido abogados;

SEGUNDO: Condena a las partes demandadas, la cónyuge
Superviviente Corina Luz Mercedes Rodríguez y los hijos
menores ya indicados, a pagar al acreedor Pedro María Ca-
brera, la suma de cuarente y ocho mil pesos oro

IRDS48,000.00), más los intereses legales de la referida suma
a partir de la fecha de la demanda en justicia; TERCERO:
Condena a la parte que sucumbe al pago de las costas or-
denando su distracción en provecho del Dr. José Miguel
Díaz Pichardo y Lic. Ramón A. Jorge Rivas, abogados que

afirman " estadas avanzando en su totalidad; CUARTO: Se

comisiona al Ministerial Marcelino Núñez, de Estrado de la
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera Cir-

cunscripció n de Santiago, para la notificació n de la presente

sentencia"; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto
por la hoy recurrida, la Corte de Apelación de Santiago dictó
el 10 de julio de 1980, una sentencia en defecto que contiene
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el de-

fecto pronunciado en audiencia contra la parte recurrida, por

falta de concluir de su abogado; SEGUNDO: Declara buena

y regular y válida la obtención de la fijación de la audiencia
celebrada por esta Corte en fecha 18 de enero de 1980, para
conocer del fondo del recurso de apelación de que se trata•

TERCERO: Revoca en todas sus partes la sentencia apelad'
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CUARTO: Condena a la parte recurrida, Pedro Fabio Cabrera
Cabrera y Compartes, al pago de las costas del proce-
dimiento, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Juan Rafael Reyes Evertz y del Licdo. Blas E. Santana G.,
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte;
QUINTO: Comisiona al Ministerial Bienvenido Pérez, Al-
guacil de Estrados de esta Corte de Apelación, para la no-
tificación de la presente sentencia"; c) que sobre el recurso
de oposición interpuesto, intervino la sentencia ahora im-
pugnada en casación cuyo dispositivo dice así: "FALLA:PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, el presente
recurso de oposición, por haber sido interpuesto en tiempo
hábil y con sujeción a las demás reglas de procedimiento;
SEGUNDO: Rechaza las conclusiones de la parte recurrente,
acoge las de la parte recurrida, y confirma en todas sus partes
la sentencia impugnada en oposición; TERCERO: Condena a
los recurrentes Pedro Fabio Cabrera Cabrera y Compartes, al
pago de las costas del procedimiento, con distracción de las
mismas en provecho del Lic. Blas E. Santana G., y del Dr.
José Rafael Reyes Evertz, abogados, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su mayor parte";

Considerando, que en su memorial de casación los
recurrentes proponen contra la sentencia impugnada, el
siguiente medio: U nico: Violación del artículo 480, inciso
3ro., del Código de Procedimiento Civil, combinado con el
artículo 1324 del Código Civil. Violación del sagrado derecho
de defensa. Falta de base legal en cuanto sin disponer la veri-
ficación de los pagareses, la Corte a-qua proclama que no
son oponibles a la contra parte, y los artículos 1116 y 1315,
2da. parte del Código Civil;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación los recurrentes alegan, en síntesis, que la Corte a-gua frente a la negativa de los causahabientes de Leví Al-
fonso Cabrera a reconocer la sinceridad de las firmas de su
causante que figuran en los pagares que sirven de fun-damentos a la acción de los actuales recurridos, debió or-
denar una verificación de dichas firmas por expertos ,caligra-
fos, para establecer si las mismas eran o no sinceras, pero no
proceder por sí misma a esa verificación sin los suficientes
elementos de juicio, para concluir aceptando el alegato de los
demandantes en base a supuestas diferencias en las letras y
forma de poner las firmas; que al no proceder de la manera
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Considerand o, que en la sentencia impugnada y en los do-
cumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda en cobro de pesos intentad a por

Pedro María Cabrera Cabrera contra Leví Alfonso Cabrera y
Aida Altagracia Fernández, en su condición de madre y tutora
legal de sus hijos menores Leví Miguel y Elvin Rafael Cabrera
Fernández, la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la
Primera Circunscripc ión del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Santiago, dictó el 12 de abril de 1978, una
sentencia con el siguiente dispositivo : "FALLA: PRIMERO:
Se ratifica el defecto que fue pronunciado en • audiencia
contra las partes demandadas, Corina Luz Mercedes Ro-
dríguez Vda. Cabrera, en su calidad de cónyuge super-
viviente, común en bienes respecto de su finado esposo Leví
Alfonso Cabrera Cabrera y Aida Altagracia Ornelina Fer-
nández, en su condición y calidad de madre y tutora legal de
sus hijos menores legítimos Leví Miguel y Elvin Rafael Ca-
brera Fernández, y del padre de estos, el difunto Leví Alfonso
Cabrera Cabrera, por no haber constituido abogados;

SEGUNDO : Condena a las partes demandadas, la cónyuge
Superviviente Corina Luz Mercedes Rodríguez y los hijos
menores ya indicados, a pagar al acreedor Pedro María Ca-
brera, la suma de cuarente y ocho mil pesos oro
(RD$48,000 00), más los intereses legales de la referida suma
a partir de la fecha de la demanda en justicio; TERCERO:
Condena a la parte que sucumbe al pago de las costas or-
denando su distracción en provecho del Dr. José Miguel
Díaz Pichardo y Lic. Ramón A. Jorge Rivas, abogados que
afirman estadas avanzando en su totalidad; CUARTO: Se
comisiona al Ministerial Marcelino Núñez, de Estrado de la
Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de la Primera Cir-

cunscripció n de Santiago, para la notificación de la presente
sentencia"; b) que sobre el recurso de apelación interpuesto
por la hoy recurrida, la Corte de Apelación de Santiago dictó
el 10 de julio de 1980, una sentencia en defecto que contiene
el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO : Ratifica el de-

fecto pronunciado en audiencia contra la parte recurrida, por
falta de concluir de su abogado; SEGUNDO : Declara buena

y regular y válida la obtención de la fijación de la audiencia
celebrada por esta Corte en fecha 18 de enero de 1980, para
conocer del fondo del recurso de apelación de que se trata.

TERCERO : Revoca en todas sus Darles la sentencia apelad,"
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CUARTO: Condena a la parte recurrida, Pedro Fabio Cabrera
Cabrera y Compartes, al pago de las costas del proce-
dimiento, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Juan Rafael Reyes Evertz y del Licdo. Blas E. Santana G.,
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte;
QUINTO: Comisiona al Ministerial Bienvenido Pérez, Al-
guacil de Estrados de esta Corte de Apelación, para la no-
tificación de la presente sentencia"; c) que sobre el recurso
de oposición interpuesto, intervino la sentencia ahora im-
pugnada en casación cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, el presente
recurso de oposición, por haber sido interpuesto en tiempo
hábil y con sujeción a las demás reglas de procedimiento;
SEGUNDO: Rechaza las conclusiones de la parte recurrente,
acoge las de la parte recurrida, y confirma en todas sus partes
la sentencia impugnada en oposición; TERCERO: Condena a
los recurrentes Pedro Fabio Cabrera Cabrera y Compartes, al
pago de las costas del procedimiento, con distracción de las
mismas en provecho del Lic. Blas E. Santana G., y del Dr.
José Rafael Reyes Evertz, abogados, quienes afirman ha-
berlas avanzado en su mayor parte";

Considerando, que en su memorial de casación los
recurrentes proponen contra la sentencia impugnada, el
siguiente medio: Unico: Violación del artículo 480, inciso
3ro., del Código de Procedimiento Civil, combinado con el
artículo 1324 del Código Civil. Violación del sagrado derecho
de defensa. Falta de base legal en cuanto sin disponer la veri-
ficación de los pagareses, la Corte a-qua proclama que no
son oponibles a la contra parte, y los artículos 1116 y 1315,
2da. parte del Código Civil;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación los recurrentes alegan, en síntesis, que la Corte a-
gua frente a la negativa de los causahabientes de Leví Al-
fonso Cabrera a reconocer la sinceridad de las firmas de su
causante que figuran en los pagares que sirven de fun-
damentos a la acción de los actuales recurridos, debió or-
denar una verificación de dichas firmas por expertos .calígra-
fos, para establecer si las mismas eran o no sinceras, pero no
proceder por sí misma a esa verificación sin los suficientes
elementos de juicio, para concluir aceptando el alegato de los
demandantes en base a supuestas diferencias en las letras y
forma de poner las firmas; que al no proceder de la manera
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señalada la Corte a-qua incurrió en los vicios que se
denuncian en el presente medio; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar que las
firmas que presentan los aludidos pagareses no fueron
puestas por Ley( Alfonso Cabrera y en consecuencia,
rechazar la demanda de los actuales recurrentes, expresó lo
siguiente: "que no es necesario ser experto en caligrafía para
advertir, con el más ligero examen que se haga de los
mencionados pagareses y de los otros citados documentos,
lo siguiente: a) que en l os pagareses aparece la firma del
supuesto deudor así 'Leví Alfonso Cabrera' y en los otros dos
documentos, en los que consta la verdadera firma del sus-
criptor, de esta manera: 'Levi A. Cabrera', o sea con sólo la
inicial de Alfonso, y puesta esa inicial con letra tipo imprenta,
distinta a la "a" del Alfonso de los pagareses; b) que cn los
cinco pagareses la "ele" de Leví es perpendicular mientras en
las tres firma, verdaderas, de los otros dos documentos esa
letra tiene, en su parte superior, una pronunciada inclinación
hacia la derecha, y sin ninguna redondez ni en su parte
superior ni en su parte inferior; c) que los rasgos de la sílaba
"vi" del nombre Leví, puesto en los pagareses, son no-
toriamente distintos a los rasgos de esa sílaba en los otros dos
documentos; d) que la "ce" del apellido Cabrera en los
pagareses es radicalmente distinta a la "ce" puesta en el Ca-
brera de los otros documentos; en los pagareses esa letra
tiene una excesiva curvatura, que tiende a la redondez,
completamente diferente a la muy ligera curvatura de la de
los otros documentos; e) que la última "ere" del apellido Ca-
brera puesto en los pagareses es claramente diferente, de la
puesta en los otros dos documentos: en los pagareses tiene
en su parte inferior cierta perpendicu l a ri dad o una inclinación
hacia la derecha; 1) que mientras en casi todos los pagareses
el nombre, la firma parece haber sido colocada a retazos, ello
no ocurre en los otros documentos, en los cuales la firma fue
puesta con toda fluidez";

Considerando, que como se advierte por lo anteriormente
transcrito, la Corte a-qua para fallar como lo hizo se basó
esencialmente en las diferencias existentes entre las firmas
puestas en los pagareses y aquellas que figuran en los
documentos de comparación, en cuanto a la forma de poner
la firma y a la estructura de las letras que respectivam ente las

componen;
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Considerando, que los Jueces del fondo tienen poder, sinincurrir en violación al artículo 1324 del Código Civil, para

proceder por sí mismos a la verificación de un escrito privado
o de su firma, cuando estimen que en el proceso existen
elementos de juicio suficientes que le permitan formar su
convicción en un sentido determinado; que en ese orden deidea, la Corte a-qua pudo, como lo hizo, considerar que las
firmas atribuidas a Leví Alfonso Cabrera en los pagareses en
cuestión, no emanaban de éste, en base a las diferencias
existentes entre tales firmas y las que puestas por él en losdocumentos de comparación no han sido objeto de ningunai m pugnación por la parte adversa; que, por otra parte, la
apreciación de esas diferencias es una cuestión de hecho que
escapa al control de la Corte de Casación; que, en tales
condiciones, es evidente que la sentencia impugnada no
adolece de los vicios que se denuncian en el medio que
se examina, por lo cual p rocede desestimarlo;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso decasación i nterpuesto por Pedro Fabio Cabrera Cabrera, Juana
Francisca Cabrera Cabrera de Caballos, Hilda Bernardita Ca-
brera de Pereyra, Luz Minerva Cabrera Cabrera de Rodríguez,
Ambiorix Bienvenido Cabrera Cabrera, Estela Antonia Ca-
brera Cabrera de Cabrera, María Paciencia Cabrera Cabrera
de Santana, Digna Isabel Cabrera Cabrera de Paulino y
Norma Altagracia Cabrera Cabrera de Fernández, contra la
sentencia dictada el día 18 del mes de diciembre del año 1980,
por la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones ci-
viles, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior delpresente fallo; SEGU NDO: Compensa las costas por tratarse
de una litis originada entre ascendientes y descendientes.-( F IRMADOS); — Manuel D. Bergés Chupani.— Darío
Balcácer.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Leonte Ra-fael Alburquerque Castillo.— Luis Víctor García de Peña. —
Hugo H. Goicochea S.— Máximo Puello Renville.— Abelardo
Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara.— Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-/4' ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (PDO.) Miguel Jacobo.
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señalada la Corte a-qua incurrió en los vicios que se
denuncian en cl presente medio; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar que las
firmas que presentan los aludidos pagareses no fueron
puestas por Ley( Alfonso Cabrera y en consecuencia,
rechazar la demanda de los actuales recurrentes, expresó lo
siguiente : "que no es necesario ser experto en caligrafía para
advertir, con el más ligero exámen que se haga de los
mencionados pagareses y de los otros citados documentos,
lo siguiente: al que en l os pagareses aparece la firma del
supuesto deudor así 'Le y( Alfonso Cabrera' y en los otros dos
documentos, en los que consta la verdadera firma del sus-
criptor, de esta manera: 'Lev( A. Cabrera', o sea con sólo la
inicial de Alfonso, y puesta esa inicial con letra tipo imprenta,
distinta a la "a" del Alfonso de los pagareses; b) que en los
cinco pagareses la "ele" de Levi es perpendicular mientras en
las tres firma, verdaderas, de los otros dos documentos esa
letra tiene, en su parte superior, una pronunciada inclinación
hacia la derecha, y sin ninguna redondez ni en su parte
superior ni en su parte inferior; c) que los rasgos de la sílaba
"vi" del nombre Leví, puesto en los pagareses, son no-
toriamente distintos a los rasgos de esa sílaba en los otros dos
documentos; d) que la "ce" del apellido Cabrera en los
pagareses es radicalmente distinta a la "ce" puesta en el Ca-
brera de los otros documentos; en los pagareses esa letra
tiene una excesiva curvatura, que tiende a la redondez,
completame nte diferente a la muy ligera curvatura de la de
los otros documentos; e) que la última "ere" del apellido Ca-
brera puesto en los pagareses es claramente diferente, de la
puesta en los otros dos documentos: en los pagareses tiene
en su parte inferior cierta perpendicular i dad o una inclinación
hacia la derecha; 1) que mientras en casi todos los pagareses
el nombre, la firma parece haber sido colocada a retazos, ello
no ocurre en los otros documentos, en los cuales la firma fue
puesta con toda fluidez";

Considerando, que como se advierte por lo anteriormente
transcrito, la Corte a-qua para fallar como lo hizo se basó
esencialme nte en las diferencias existentes entre las firmas
puestas en los pagareses y aquellas que figuran en los
documentos de comparación, en cuanto a la forma de poner
la firma y a la estructura de las letras que respectivame nte las

componen;
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Con siderando, que los Jueces del fondo tienen poder, sinincurrir en violación al artículo 1324 del Código Civil, para

proceder por sí mismos a la verificación de un escrito privadoo de su firma, cuando estimen que en el proceso existene lementos de juicio suficientes que le permitan formar su
convicción en un sentido determinado; que en ese orden deidea, la Corte a-qua pudo, como lo hizo, considerar que las
firmas atribuidas a Leví Alfonso Cabrera en los pagareses encuestión, no emanaban de éste, en base a las diferencias
existentes entre tales firmas y las que puestas por él en los
documentos de comparación no han sido objeto de ningunai mpugnación por la parte adversa; que, por otra parte, la
apreciación de esas diferencias es una cuestión de hecho que
escapa al control de la Corte de Casación; que, en tales
condiciones, es evidente que la sentencia impugnada noadolece de los vicios que se denuncian en el medio que
se examina, por lo cual p rocede desestimarlo;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza el recurso decasación interpuesto por Pedro Fabio Cabrera Cabrera, Juana
Francisca Cabrera Cabrera de Caballos, Hilda Bernardita Ca-
brera de Pereyra, Luz Minerva Cabrera Cabrera de Rodríguez,
Ambiorix Bienvenido Cabrera Cabrera, Estela Antonia Ca-brera Cabrera de Cabrera, María Paciencia Cabrera Cabrera
de Santana, Digna Isabel Cabrera Cabrera de Paulino y
Norma Altagracia Cabrera Cabrera de Fernández, contra la
sentencia dictada el día 18 del mes de diciembre del año 1980,
por la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones ci-viles, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior delpresente fallo; S EGUNDO: Compensa las costas por tratarse
de una litis originada entre ascendientes y descendientes.-

( FI RMADOS); — Manuel D. Bergós Chupani.— Darío
Balcácer.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Leonte Ra-fael Alburquerque Castilla — Luis Víctor García de Peña. —
Hugo H. Goicochea S.— Máximo Puello Renville.— Abelardo
Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara.— Miguel Jacobo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
* ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

certifico.- (FDO.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 31

Sentencia impugnada : Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha
28 de enero de 1983.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Pedro Liriano Sánchez, Ramón A. Inoa
Bonilla vio Ramón A. Bobadilla.

Abogado (s): Dr. Luis A. Bircann Rojas.

Intervinie nte (s): Hermanas Dominicas.

Abogado (s): Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Femando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Fuello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de no-
viembre de 1983, años 140' de la Independenc ia y 121' de la

Restaurac ión , dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuesto s por Pedro
Liriano Sánchez, dominicano, mayor de edad, chofer, adula
No. 5307, serie . 87, residente en la sección La Cana, del
municipio de Cotuí; Ramón A. lima Bonilla, dominicano,
mayor de edad, cédula No. 9724, serie 34, domiciliado en la
calle José Juan No. 12, municipio de Fantino, provincia
Sánchez Ramírez, y/o Ramón A. Bobadilla, residente en el
munici pio de Fantino, Cotuí, y la Compañía de Seguros Pa-
tria, S.A., con domicilio social en la ciudad de Santiago,

3591
contra la sentencia dictada por la Primera Cámara Penal delJuzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de La
Vega, en sus atribuciones correccionales, el 28 de enero de1983, cuyo d ispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de laRepública;
Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de laCámara a-qua, el 28 de enero de 1983, a requerimiento delLic. José Rafael Abreu Castillo, cédula No. 45175, serie 47, enrepresentación de los recurrentes, en la cual no se proponeningún medio de casación;
Visto el memorial de los recurrentes del 14 de octubre de

1983, suscrito por el Dr. Luis A. Bircann Rojas, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito de las in tervinientes, las HermanasDominicas, institución misionero-religiosa, representada porla hermana Margarita Ruiz, O.P., con domicilio en la casa No.17 de la calle José Adames Canela, de la ciudad de Jara-
bacoa, del 14 de octubre de 1983, suscrito por su abogado Dr.
Ramón E. Suazo Rodríguez, cédula No. 73679, serie ira.;Visto el auto dictado en fecha 17 de noviembre delcorriente año 1 983, por el Magistrado Manuel D. BergésChupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,conjuntamente con los Magistrados Fernando E. Ravelo de laF uente, Hugo H. Goicochea S., y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, deconformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que se indican más adelanteinvocados or los recurrentes y los art ículos 65 y 67 de l LeyNo. 241 del967, sobre Tránsito y Vehículos; de 1383, ya 1384del Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobreSeguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de laLey sobre Procedimiento de Casación;Considerando, que en la sentencia impugnada y en losdocumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivode un accidente de tránsito ocurrido el 7 de enero de 1980, enla au topista Duarte, sección de Pontón del municipio de LaVega, en el que no hubo personas con lesiones corporales,
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Sentencia impugnada : Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, de fecha

28 de enero de 1983.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Pedro Liriano Sánchez, Ramón A. Inoa

Bonilla ylo Ramón A. Bobadilla.

Abogado (s): Dr. Luis A. Bircann Rojas.

Interviniente (s): Hermanas Dominicas.

Abogado (s): Dr. Ramón E. Suazo Rodríguez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
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Presidente; Femando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael
Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H.
Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña
y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en
la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 18 de no-
viembre de 1983, años 140' de la Independencia y 121' de la

Restaurac ión, dicta en audiencia pública, como Corte de

Casació n , la siguiente sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuestos por Pedro

Liviano Sánchez, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula

No. 5307, serie . 87, residente en la sección La Cana, del
municipio de Cotuí; "Ramón A. Inoa Bonilla, dominicano,
mayor de edad, cédula No. 9724, serie 34, domiciliado en la
calle José Juan No. 12, municipio de Fantino, provincia
Sánchez Ramírez, y/o Ramón A. Bobadilla, residente en el

municipio de Fantino, Cotuí, y la Compañía de Seguros Pa-
tria, S.A., con domicilio social en la ciudad de Santiago,
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contra la sentencia dictada por la Primera Cámara Penal del
Juzgado de Primera I nstancia del Distrito Judicial de La
Vega, en sus atribuciones correccionales, el 28 de enero de1983, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de laRepública;
Vista el acta de casación levantada en la Secretaría de la

Cámara a-qua, el 28 de enero de 1983, a req uerimiento del
Lic. José Rafael Abréu Castillo, cédula No. 45175, serie 47, enrepresentación de los recurrentes, en la cual no se propone
ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes del 14 de octubre de
1983, suscrito por el Dr. Luis A. Bircann Rojas, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;Visto el escrito de las intervinientes, las HermanasDominicas, institución misionero-religiosa, representada porla hermana Margarita Ruiz, O.P., con domicilio en la casa No.
17 de la calle José Adames Canela, de la ciudad de Jara-
bacoa, del 14 de octubre de 1983, suscrito por su abogado Dr.
Ramón E. Suazo Rodríguez, cédula No. 73679, serie ira.;

Visto el auto dictado en fecha 17 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Cone de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,conjuntamente con los Magistrados Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Hugo H. Goicochea S., y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-beración y fallo del recurso de casación de que se trata, deco

nformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los textos legales que se indican más adelanteinvocados por los recurrentes y los artículos 65 y 67 de l Ley
No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos; de 1383, ya 1384del Código Civil, 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de laLey sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en losdocumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 7 de enero de 1980, enla au topista Duarte, sección de Pontón del municipio de LaVega, en el que no hubo personas con lesiones corporales,
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pero si con desperfectos los vehículos envueltos en el mismo,
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripc ión de La Vega,
dictó el 3 de julio de 1981, en sus atribuciones correccionales
una sentencia cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO:
Se descarga de toda responsabilidad penal a Rosario M.
Martín Sanabia por no haber violado ninguna disposición de
la Ley No. 241. Se declaran las costas de oficio; SEGUNDO:
Se declara culpable de violar los artículos 65 y 67 de la Ley
No. 241 sobre Tránsito de Vehículos a Pedro Liriano Sánchez,
de acuerdo al principio del no cúmulo de penas y acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes se condena al pago de
una multa de RDS10.00 y al pago de las costas penales del
procedimiento; TERCERO: Se declaran buena y válida en la
forma y en el fondo la constitución en parte civil hecha por las
Hermanas Dominicas por órgano de su abogado el Dr.
Ramón E. Suazo Rodríguez y en contra de Pedro Liriano
Sánchez, Ramón Antonio Bobadilla y Ramón Antonio Inoa
Bonilla con oponibilidad a la Compañía de Seguros Patria,
S.A., CUARTO: Se condena n solidariamente a Pedro
Liriano Sánchez, Ramón Antonio Bobadilla y Ramón Antonio
lnoa Bonilla a pagar en favor de Las Hermanas Dominicas por
concepto de los daños materiales sufridos por éstas a causa
del accidente la suma de RDS1,033.54 (Mil Treinta y Tres
Pesos con Cincuenta y Cuatro Centavos) distribuidos de la
siguiente manera: a) RD$433.54 por concepto al año
emergente; b) RDS300.00 por concepto de depreciación del
vehículo; Quinto: Se condenan a Pedro Liriano Sánchez,
Ramón Antonio Bobadilla y Ramón Antonio Irme Bobadilla al
pago solidario en favor de las Hermanas Dominicas de los
intereses legales de la precedente suma a partir del día de
accidente; SEXTO: Se condena a Pedro Liriano Sánchez,l
Ramón Antonio Bobadilla y Ramón Antonio Bonilla al pago
solidario de las costas del procedimiento ordenando la dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Ramón E. Suazo
Rodríguez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
SEPTIMO: Se declara la presente sentencia (en el aspecto
civil), común, oponible y ejecutable a la Compañía de
Seguros Patria, S.A., de acuerdo a los términos de la Póliza;
b) que sobre los recursos interpuestos intervino el fallo ahora
impugnado en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por las Hermanas Dominicas en fecha
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31 de julio de 1981 contra sentencia No. 961 de fecha 3 de
julio de 1981, que descargó a Rosario M. Martín, S.A., y
condenó a Pedro Liriano Sánchez a una multa de RDS10.00
(Diez Pesos Oro) acogiendo el principio de no cúmulo de
penas y cic. attes. en la forma; SEGUNDO: En cuanto al
fondo confirma en todas sus partes la sentencia recurrida;
TERCERO: Rechaza el recurso de apelación interpuesto por
Pedro Liriano Sánchez contra la sentencia indicada el párrafo
primero por improcedente y mal fundada; CUARTO: Se
condena a los Sres. Pedro Liriano Sánchez y Ramón Antonio
lnoa Bobadilla solidariamente al pago de las costas civiles del
procedimiento con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Ramón E. Sauzo Rodríguez, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad;

Considerando, que los recurrentes proponen los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Violación al artículo 141
del Código de Procedimiento Civil: Carencia de relación de los
procedimientos y no consignación de las conclusiones de las
partes; Segundo Medio: Motivos contradictorios con
declaraciones de las partes en la comprobación de la causa
de! accidente; Tercer Medio: Falta de pruebas y de motivos
sobre los diversos elementos de la responsabilidad civil y la
estimación de los daños;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de sus
tres medios de casación reunidos alegan en síntesis: que la
sentencia impugnada no contiene una completa relación de
los hechos y de los procedimientos, ni las conclusiones de las
partes y del ministerio público, como tampoco señala si las
panes comparecieron; contradicción en las declaraciones de
la coprevenida Rosario M. Martín Sanabia; que la sentencia
ahora impugnada en casación no expresa las calidades en las
que condena a los recurretes, ni si las mismas fueron pro-
badas, ni como estableció el monto de la indemnización
acordada; por lo que debe ser casada; pero,

Considerando, que la Cámara a-que, mediante la pon-
deración de los elementos de jucio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dio por es-
tablecido lo siguiente: a) que el 7 de enero de 1980, en horas
de la tarde, en la sección Pontón, del municipio de La Vega,
se produjo una colisión entre los automóviles placa No. 153-
524, propiedad de las Hermanas Dominicas, conducido por
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pero si con desperfectos los vehículos envueltos en el mismo,
el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de La Vega,
dictó el 3 de julio de 1981, en sus atribuciones correccionales
una sentencia cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMERO:
Se descarga de toda responsabilidad penal a Rosario M.
Martín Sanabia por no haber violado ninguna disposición de
la Ley No. 241. Se declaran las costas de oficio; SEGUNDO:
Se declara culpable de violar los artículos 65 y 67 de la Ley
No. 241 sobre Tránsito de Vehículos a Pedro Liriano Sánchez,
de acuerdo al principio del no cúmulo de penas y acogiendo
en su favor circunstancias atenuantes se condena al pago de
una multa de RDS10.00 y al pago de las costas penales del
procedimiento; TERCERO: Se declaran buena y válida en la
forma y en el fondo la constitución en parte civil hecha por las
Hermanas Dominicas por órgano de su abogado el Dr.

Ramón E. Suazo Rodríguez y en contra de Pedro Liriano
Sánchez, Ramón Antonio Bobadilla y Ramón Antonio Inoa
Bonilla con oponibilidad a la Compañía de Seguros Patria,
S.A., CUARTO: Se condenan solidariamente a Pedro
Liriano Sánchez, Ramón Antonio Bobadilla y Ramón Antonio
Inoa Bonilla a pagar en favor de Las Hermanas Dominicas por
concepto de los daños materiales sufridos por éstas a causa
del accidente la suma de RDS1 ,033.54 (Mil Treinta y Tres
Pesos con Cincuenta y Cuatro Centavos) distribuidos de la
siguiente manera: a) RD$433.54 por concepto al año
emergente; b) RDS300.00 por concepto de depreciación del
vehículo; Quinto: Se condenan a Pedro Liriano Sánchez,
Ramón Antonio Bobadilla y Ramón Antonio Irme Bobadilla al
pago solidario en favor de las Hermanas Dominicas de los
intereses legales de la precedente suma a partir del día del
accidente; SEXTO: Se condena a Pedro Liriano Sánchez,
Ramón Antonio Bobadilla y Ramón Antonio Bonilla al pago
solidario de las costas del procedimiento ordenando la dis-
tracción de las mismas en provecho del Dr. Ramón E. Suazo
Rodríguez, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad;
SEPTIMO: Se declara la presente sentencia (en el aspecto
civil), común, oponible y ejecutable a la Compañía de
Seguros Patria, S.A., de acuerdo a los términos de la Póliza;
b) que sobre los recursos interpuestos intervino el fallo ahora
impugnado en casación, cuyo dispositivo es el siguiente:
FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por las Hermanas Dominicas en fecha
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31 de julio de 1981 contra sentencia No. 961 de fecha 3 de
julio de 1981, que descargó a Rosario M. Martín, S.A., y
condenó a Pedro Liriano Sánchez a una multa de RDS10.00
(Diez Pesos Oro) acogiendo el principio de no cúmulo de
penas y cic. artes. en la forma; SEGUNDO: En cuanto al
fondo confirma en todas sus partes la sentencia recurrida;
TERCERO: Rechaza el recurso de apelación interpuesto por
Pedro Liriano Sánchez contra la sentencia indicada el párrafo
primero por improcedente y mal fundada; CUARTO: Se
condena a los Sres. Pedro Liriano Sánchez y Ramón Antonio
Inoa Bobadilla solidariamente al pago de las costas civiles del
procedimiento con distracción de las mismas en provecho del
Dr. Ramón E. Sauzo Rodríguez, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad;

Considerando, que los recurrentes proponen los siguientes
medios de casación: Primer Medio: Violación al artículo 141
del Código de Procedimiento Civil: Carencia de relación de los
procedimientos y no consignación de las conclusiones de las
panes; Segundo Medio: Motivos contradictorios con
declaraciones de las partes en la comprobación de la causa
del accidente; Tercer Medio: Falta de pruebas y de motivos
sobre los diversos elementos de la responsabilidad civil y la
estimación de los daños;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de sus
tres medios de casación reunidos alegan en síntesis: que la
sentencia impugnada no contiene una completa relación de
los hechos y de los procedimientos, ni las conclusiones de las
partes y del ministerio público, como tampoco señala si las
panes comparecieron; contradicción en las declaraciones de
la coprevenida Rosario M. Martín Sanabia; que la sentencia
ahora impugnada en casación no expresa las calidades en las
que condena a los recurretes, ni si las mismas fueron pro-
badas, ni como estableció el monto de la indemnización
acordada; por lo que debe ser casada; pero,

Considerando, que la Cámara a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de jucio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dio por es-
tablecido lo siguiente: a) que el 7 de enero de 1980, en horas
de la tarde, en la sección Pontón, del municipio de La Vega,
se produjo una colisión entre los automóviles placa No. 153-
524, propiedad de las Hermanas Dominicas, conducido por
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Rosario NI. Martín Sanabia, y el placa No. 213-896, propiedad
de Ramón Antonio Bonilla, conducido por Pedro Liviano
Sánchez, asegurado por la Cía. de Seguros Patria, S.A.,
vehículos que transitaban de Norte a Sur por la autopista
Duarte; b) que el accidente se debió a la imprudencia del pre-
venido Pedro Liriano Sánchez, quien al ir a rebasar al vehículo
conducido por Rosario Martín Sanabia, el que llevaba puesta
la luz direccional trasera. indicando que iba a girar hacia su
izquierda para entrar al Seminario Santo Cura de Ars, no re-
dujo la velocidad, ignorando !as mencionadas señales que
hacía la coprevenida. de advertencia para que tomara las
precauciones de lugar; que, por lo expuesto, es evidente que
la sentencia impugnada tiene motivos suficientes y per-
tinentes y una relación de los hechos de la causa que jus-
tifican su dispositivo, sobre todo porque además, al confirmar
la sentencia recurrida en apelación ha sido adoptado los mo-
tivos de la misma, y por tanto, la Suprema Corte de Justicia
ha verificado que en la especie, se hizo una correcta
aplicación de la Ley; que en consecuencia, los alegatos de los
recurrentes, en cuanto a lo penal, deben ser desestimados
por improcedentes;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido, el delito previsto por el artículo 65 de la
Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, de conducir
un vehículo de motor de manera temeraria y descuidada,
castigado por dicho texto legal con multa no menor de
cincuenta pesos IRDS50.00) ni mayor de doscientos pesos
(RDS200.001 o prisión por un término no menor de un (1) mes
ni mayor de tres 13) meses o ambas penas a la vez; que al
confirmar la sanción a que fue condenado el prevenido, de
una multa de diez pesos (RD$10.00) por el Juzgado de Paz de
la Primera Circunscripción de La Vega, fijada en franca
violación al referido artículo 65 de !a Ley de la materia, el que
trae como mínimo de la murta aplicable en el caso cincuenta
pesos (RD$50.00), y no pudiéndose acoger circunstancias
atenuantes en el mínimo la Cámara a-qua procedió
correctamente, porque en ausencia de un recurso de
apelación del representante del Ministerio Público, la suerte
del prevenido no podía ser agravada:

Considerando, que asimismo la Cámara a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido ocasionó a las Her-
manas Dominicas, daños materiales a causa de los des-
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perfectos sufridos por su vehículo, los que están consignados
en un presupuesto anexo al expediente, ponderado cn la;
instrucción de la causa y evaluados en las sumas que señala
el dispositivo del fallo impugnado, las que a juicio de la
Suprema Corte de Justicia, no resultan irrazonables; que, al
condenar solidariamente a Pedro Liriano Sánchez, en su cali-
dad de prevenido, Ramón Antonio Inoa Bonilla, como propie-
tario del vehículo que produjo !os daños, según documentos
o certificación de la Dirección General de Rentas Internas
anexo al expediente debidamente puesto en causa como
persona civilmente responsable y Ramón Antonio Bobadilla,
a nombre de quien está asegurado el mencionado vehículo
conducido por el prevenido según certificación de la
Superintendencia de Seguros, al pago de las referidas sumas,
en favor de las Hermanas Dominicas, constituidas en parte
civil y al hacer dichas indemnizaciones oponibles a la Compa-
ñía de Seguros Patria, S.A., la Cámara a-qua hizo una
correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Ci-
vil, y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que, examinado el expediente se ha
comprobado que en el acta de audiencia de la Cámara a-qua,
del 12 de enero del 1983, páginas 53 a 54 del proceso, constan
la comparencia de las partes y sus conclusiones y las del
representante del Ministerio Público, y, aunque las mismas no
fueron transcritas en el fallo ahora impugnado, el hecho de
que el las estén consignadas en el acta referida, y de que el
Juez las haya respondido en todos sus puntos, revela que
dichas conclusiones fueron tomadas en cuenta, y, en
consecuencia, los alegatos de los recurrentes en los medios
que se examinan, carecen de fundamento, y deben ser
desestimados;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: PrimL. o: Admite como intervinientes a
las Hermanas Dominicas, en los recursos de casación in-
terpuestos por Pedro Liriano Sánchez, Ramón A. Inoa Bonilla
y/o Ramón A. Bobadilla y la Compañía de Seguros Patria,
S.A., contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Primera Cámara Penal del Juzgado de
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Rosario M. Martín Sanabia, y el placa No. 213-896, propiedad
de Ramón Antonio Bonilla, conducido por Pedro Liriano
Sánchez, asegurado por la Cía. de Seguros Patria, S.A.,
vehículos que transitaban de Norte a Sur por la autopista
Duarte; b) que el accidente se debió a la imprudencia del pre-
venido Pedro Liriano Sánchez, quien al ir a rebasar al vehículo
conducido por Rosario Martín Sanabia, el que llevaba puesta
la luz direccional trasera, indicando que iba a girar hacia su
izquierda para entrar al Seminario Santo Cura de Ars, no re-
dujo la velocidad, ignorando !as mencionadas señales que
hacía la coprevenida. de advertencia para que tomara las
precauciones de lugar; que, por lo expuesto, es evidente que
la sentencia impugnada tiene motivos suficientes y per-
tinentes y una relación de los hechos de la causa que jus-
tifican su dispositivo, sobre todo porque además, al confirmar
la sentencia recurrida en apelación ha sido adoptado los mo-
tivos de la misma, y por tanto, la Suprema Corte de Justicia
ha verificado que en la especie, se hizo una correcta
aplicación de la Ley; que en consecuencia, los alegatos de los
recurrentes, en cuanto a lo penal, deben ser desestimados
por improcedentes;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido, el delito previsto por el artículo 65 de la
Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, de conducir
un vehículo de motor de manera temeraria y descuidada,
castigado por dicho texto legal con multa no menor de
cincuenta pesos IRDS50.00) ni mayor de doscientos pesos
(RDS200.00) o prisión por un término no menor de un (1) mes
ni mayor de tres (3) meses o ambas penas a la vez; que al
confirmar la sanción a que fue condenado el prevenido, de
una multa de .diez pesos IRDS10.00) por el Juzgado de Paz de
la Primera Circunscripción de La Vega, fijada en franca
violación al referido artículo 65 de !a Ley de la materia, el que
trae como mínimo de la multa aplicable en el caso cincuenta
pesos (RD:50.00), y no pudiéndose acoger circunstancias
atenuantes en el mínimo la Cámara a-qua procedió
correctamente, porque en ausencia de un recurso de
apelación del representante del Ministerio Público, la suerte
del prevenido no podía ser agravada:

Considerando, que asimismo la Cámara a-qua dio por
establecido que el hecho del prevenido ocasionó a las Her-
manas Dominicas, daños materiales a causa de los des-

perfectos sufridos por su vehículo, los que están consignados
en un presupuesto anexo al expediente, ponderado en la;
instrucción de la causa y evaluados en las sumas que señala
el dispositivo del fallo impugnado, las que a juicio de la
Suprema Corte de Justicia, no resultan irrazonables; que, al
condenar solidariamente a Pedro Liriano Sánchez, en su cali-
dad de prevenido, Ramón Antonio Inda Bonilla, como propie-
tario del vehículo que produjo los daños, según documentos
o certificación de la Dirección General de Rentas Internas
anexo al expediente debidamente puesto en causa como
persona civilmente responsable y Ramón Antonio Bobadilla,
a nombre de quien está asegurado el mencionado vehículo
conducido por el prevenido según certificación de la
Superintendencia de Seguros, al pago de las referidas sumas,
en favor de las Hermanas Dominicas, constituidas en parte
civil y al hacer dichas indemnizaciones oponibles a la Compa-
ñía de Seguros Patria, S.A., la Cámara a-qua hizo una
correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Ci-
vil, y 1 y 10 de la Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que, examinado el expediente se ha
comprobado que en el acta de audiencia de la Cámara a-qua,
del 12 de enero del 1983, páginas 53 a 54 del proceso, constan
la comparencia de las partes y sus conclusiones y las del
representante del Ministerio Público, y, aunque las mismas no
fueron transcritas en el fallo ahora impugnado, el hecho de
que ellas estén consignadas en el acta referida, y de que el
Juez las haya respondido en todos sus puntos, revela que
dichas conclusiones fueron tomadas en cuenta, y, en
consecuencia, los alegatos de los recurrentes en los medios
que se examinan, carecen de fundamento, y deben ser
desestimados;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, no presenta vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: Primt., q : Admite como intervinientes a
las Hermanas Dominicas, en los recursos de casación in-
terpuestos por Pedro Liriano Sánchez, Ramón A. Inoa Bonilla
y/o Ramón A. Bobadilla y la Compañía de Seguros Patria,
S.A., contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Primera Cámara Penal del Juzgado de
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Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, el 28 de
enero de 1983, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los men-
cionados recursos; Tercero: Condena al prevenido
recurrente al pago de las costas penales y a éste y a Ramón
A. Inoa Bonilla y/o Ramón A. Bobadilla, al pago de las costas
civiles y las distrae en provecho del Dr. Ramón E. Suazo Ro-
dríguez, abogado de las intervinientes, quien afirma haberles
avanzado en su totalidad, y las hace oponibles a la Compañía
de Seguros Patria, S.A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael

Albur querque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicocnea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario

General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezam iento, en la

audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.

RÚLETIN	 I,	 3597

SENTENCIA DE FECHA 18 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 32.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, de fecha 15 de diciembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (si Paulino Herrera Guzmán, Antonio Lagual y la
Compañía de Seguros Patria, S. A.,

Abogado: (s) Dr. Juan Francisco Monclús

Dios, Patria y Libertad.

República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de noviembre del año
1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-
tauración, dicta, en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Paulino
Herrera Guzmán, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, cédula No. 49083, serie 23, domiciliado y residente en el
Batey Central del Ingenio Porvenir de San Pedro de Macorís,
Antonio Lagual, dominicano, mayor de edad, cédula No. 3013
serie 72, domiciliado y residente en el Ingenio Santa Fé, y la
Compañía de Seguros Patria, S.A., con domicilio principal en
la casa No. 10 de la Avenida "27 de Febrero", de esta ciudad;
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales, el
15 de diciembre de 1977, por la Corte de Apelación de San
Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

G
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Primera Instancia del Distrito Judicial de La Vega, el 28 de
enero de 1983, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los men-
cionados recursos; Tercero: Condena al prevenido
recurrente al pago de las costas penales y a éste y a Ramón
A. Inoa Bonilla y/o Ramón A. Bobadilla, al pago de las costas
civiles y las distrae en provecho del Dr. Ramón E. Suazo Ro-
d ríguez, abogado de las intervinientes, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad, y las hace oponibles a la Compañía
de Seguros Patria, S.A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
deen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicocnea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 18 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 32.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, de fecha 15 de diciembre de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s) Paulino Herrera Guzmán, Antonio Lagual y la
Compañía de Seguros Patria, S. A.,

Abogado: (s) Dr. Juan Francisco Monclúa

Dios, Patria y Libertad.

República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de noviembre del año
1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-
tauración, dicta, en audiencia pública, como Corte 	 de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Paulino
Herrera Guzmán, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, cédula No. 49083, serie 23, domiciliado y residente en el
Batey Central del Ingenio Porvenir de San Pedro de Macorís,
Antonio Lagual, dominicano, mayor de edad, cédula No. 3013
serie 72, domiciliado y residente en el Ingenio Santa Fé, y la
Compañía de Seguros Patria, S.A., con domicilio principal en
la casa No. 10 de la Avenida "27 de Febrero", de esta ciudad;
contra la sentencia dictada en atribuciones correccionales, el
15 de diciembre de 1977, por la Corte de Apelación de San
Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 27 de marzo de 1978, a re-
querimiento del Dr. Carlos José Duluc Alemany, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 23 de junio de
1980, suscrito por el Dr. Juan Francisco Monclús, en el cual
se propone el medio de casación que se indica más adelante;

Visto el Auto dictado en fecha 17 del mes de noviembre
del año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani
Presidente de la Su prema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría de la deli-
beración y fallo de los recursos de casación de que se trata,
de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de 1967,
sobre tránsito y Vehículo, 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: al que con motivo
de un accidente de tránsito en el cual una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial, de San Pedro de Macorís, dictó el 19 de
agosto de 1977, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Se declara culpable al prevenido
Paulino Herrera Guzmán, del delito de golpes y heridas
ocasionados con el manejo de vehículos de Motor, previsto
en el articulo 49 inciso, de la Ley No. 241; SEGUNDO: Se le
condena a RDS25.00 de multa, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Se declara regular y
válida la constitución en parte civil realizada por Ricardo E.
García, en cuanto a la forma, y en cuanto al fondo, se con-

dena a Antonio Lagual, persona civilmente responsable al
pago de una indemnización de RDS3,000.00 (tres mil pesos
oro), en favor del señor Ricardo E. García; CUARTO:
Condena a Antonio Lagual, y a Paulino Herrera G., al pago de
las costas penales y civiles, distrayéndose estas en favor del.
Dr Mauricio E. Acevedo S.; QUINTO: Se declara la presente
sentencia oponible a la Compañía de Seguros Patria, S.A., en
su calidad de entidad aseguradora"; bl que sobre los recursos
interpuestos, intervino el fallo ahora impugnado, con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como
regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recurcos de
apelación interpuestos por Paulino Guzmán, Antonio Lagual
y la Cia. de Seguros Patria, S.A., inculpado, persona ci-
vilmente responsable y entidad aseguradora, puesta en
causa, respectivamente, contra sentencia dictada en atri-
buciones correccionales y en fecha 19 de agosto de 1977, por
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Pedro de Macorís, que condenó al referido inculpado Paulino
Herrera Guzmán, a pagar una multa de veinticinco pesos oro
(RDS25.00) Y las costas penales, acogiendo en su favor cin
cunstancias atenuantes, por el delito de violación de la Ley
No. 241, de tránsito de vehículos de motor, en perjuicio de
Ricardo Emilio García Pérez; condenó además al señor
Antonio Lagual, a pagar una indemnización de tres mil pesos
oro IRDS3,000.001 en beneficio de Ricardo Emilio García
Pérez, parte civilmente constituida, como justa reparación
por los daños y perjucios morales y materiales ex-
perimentados con motivo del accidente ocurrido, así como
las costas civiles, distraidas en provecho del Dr. Mauricio E.
Acevedo Salomón, por afirmar haberlas avanzado en su to-
talidad; y declaró dicha sentencia oponible a la Compañía de
Seguros Patria, S.A.; SEGUNDO: Confirma penalmente la
mencionada sentencia recurrida; TERCERO: Condena a
Paulino Herrera Guzmán, al pago de las costas penales,
CUARTO: Modifica la aludida sentencia apelada en cuanto al
monto de la inoemnización acordada y, en consecuencia la fi-
ja en la suma de ochocientos pesos oro (RDS800.00), en
beneficio de Ricardo Emilio García Pérez, parte civilmente
constituida, apreciación que en el hecho de que se trata hubo
falta común entre el prevenido y el agraviado; QUINTO:
Confirma en sus demás aspectos civiles la indicada sentencia
objeto de los presentes recursos de alzada; SEXTO: Condena
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 27 de marzo de 1978, a re-
querimiento del Dr. Carlos José Duluc Alemany, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 23 de junio de
1980, suscrito por el Dr. Juan Francisco Monclús, en el cual
se propone el medio de casación que se indica más adelante;

Visto el Auto dictado en fecha 17 del mes de noviembre
del año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría de la deli-
beración y fallo de los recursos de casación de que se trata,
de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y visto los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241, de 1967,
sobre tránsito y Vehículo, 1384 del Código Civil, 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: al que con motivo
de un accidente de tránsito en el cual una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial, de San Pedro de Macorís, dictó el 19 de
agosto de 1977, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Se declara culpable al prevenido
Paulino Herrera Guzmán, del delito de golpes y heridas
ocasionados con el manejo de vehículos de Motor, previsto
en el artículo 49 inciso, de la Ley No, 241; SEGUNDO: Se le
condena a RDS25.00 de multa, acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; TERCERO: Se declara regular y
válida la constitución en parte civil realizada por Ricardo E.
García, en cuanto a la forma, y en cuanto al fondo, se con-

dena a Antonio Lagual, persona civilmente responsable a,
pago de una indemnización de RDS3,000.00 (tres mil pesos
oro), en favor del señor Ricardo E. García; CUARTO:
Condena a Antonio Lagual, y a Paulino Herrera G., al pago de
las costas penales y civiles, distrayéndose estas en favor del,
Dr Mauricio E. Acevedo S.; QUINTO: Se declara la presente
sentencia oponible a la Compañía de Seguros Patria, S.A., en
su calidad de entidad aseguradora"; b) que sobre los recursos
interpuestos, intervino el fallo ahora impugnado, con el
siguiente dspositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como
regulares y válidos, en cuanto a la forma, los recursos de
apelación interpuestos por Paulino Guzmán, Antonio Lagual
y la Cía. de Seguros Patria, S.A., inculpado, persona ci-
vilmente responsable y entidad aseguradora, puesta en
causa, respectivamente, contra sentencia dictada en atri-
buciones correccionales y en fecha 19 de agosto de 1977, por
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San
Pedro de Macorís, que condenó al referido inculpado Paulino
Herrera Guzmán, a pagar una multa de veinticinco pesos oro
(PDS25.00) y las costas penales, acogiendo en su favor cir
cunstancias atenuantes, por el delito de violación de la Ley
No. 241, de tránsito de vehículos de motor, en perjuicio de
Ricardo Emilio García Pérez; condenó además al señor
Antonio Lagual, a pagar una indemnización de tres mil pesos
oro 1RDS3,000.00) en beneficio de Ricardo Emilio García
Pérez, parte civilmente constituida, como justa reparación
por los daños y perjucios morales y materiales ex-
perimentados con motivo del accidente ocurrido, así como
las costas civiles, distraidas en provecho del Dr. Mauricio E.
Acevedo Salomón, por afirmar haberlas avanzado en su to-
talidad; y declaró dicha sentencia oponible a la Compañía de
Seguros Patria, S.A.; SEGUNDO: Confirma penalmente la
mencionada sentencia recurrida; TERCERO: Condena a
Paulino Herrera Guzmán, al pago de las costas penales,
CUARTO: Modifica la aludida sentencia apelada en cuanto al
monto de la indemnización acordada y, en consecuencia la fi-
ja en la suma de ochocientos pesos oro (RDS800.00), en
beneficio de Ricardo Emilio García Pérez, parte civilmente
constituida, apreciación que en el hecho de que se trata hubo
falta común entre el prevenido y el agraviado; QUINTO:
Confirma en sus demás aspectos civiles la indicada sentencia
objeto de los presentes recursos de alzada; SEXTO: Condena
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al señor Antonio Lagual, al pago de las costas civiles, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Mauricio Enri-
quillo Acevedo Salomón, por afirmar haberlas avanzado en
su totalidad; SEPTIMO: Declara común y oponible la
presente sentencia a la Compañía de Seguros Patria, S.A., en
su calidad de Compañía Aseguradora del vehículo propiedad
del señor Antonio Lagual, con el cual el inculpado Paulino
Herrera Guzmán, causó el accidente aludido, hasta límite de
sus obligaciones contractuales";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio de casación: Falta
de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación, los recurrentes alegan en síntesis: a) que el ac-
cidente se debió a la falta exclusiva de la víctima por lanzarse
al cruce de la vía sin percatarse si ésta ofrecía o nó peligro
alguno, que la Corte a-qua se ha limitado a indicar que el
prevenido recurrente cometió falta, sin tomar en cuenta la
conducta de la víctima, después de haber expresado la
misma sentencia que el peatón cruzó la vía sin percatarse si
estaba libre de peligros; que la sentencia impugnada no
contiene una relación de los hechos de la causa que permita
apreciar como se desarrollaron los mismos, que por todo ello
la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua para declarar que el
accidente se debió a las faltas concurrentes del preve-
venido y del agraviado dio por establecido, mediante la
ponderación de los elementos de jucio que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, lo
siguientre: a) que el 12 de octubre de 1976, mientras Paulino
Herrera conduciendo el autobús placa No. 303-674, propie-
dad de Antonio Lagual, asegurado con Póliza No. A-10435 de
la Compañía de Seguros Patria, S.A., transitaba de Este a
Oeste por la calle Sánchez de la ciudad de San Pedro de
Macorís, al llegar a las proximidades del Hospital Teodorg
Georg, atropelló a Ricardo García Pérez, ocasionándole
lesiones curables después de 30 y antes de 40 días; b) que el
accidente se debió a la falta común del prevenido recurrente y
el agraviado, el primero por transitar a una velocidad excesiva
en una calle transitada por muchos peatones, lo que no le
permitió detener su vehículo para evitar el accidente y el
segundo por cruzar la vía sin cerciorarse si la misma estaba li-

bre de peligro; que como se advierte por lo antes expuesto, la
Corte a-qua ponderó, contrariamente a lo sostenido por los
recurrentes la conducta de la víctima, reduciendo además el
monto 'de la indemnización de RDS3,000.00 a RDS800.00
pesos, y el fallo impugnado contiene una relación de los
hechos de la causa que han permitido a la Suprema Corte de
Justicia verificar que en el presente caso se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley, razón por la cual el medio que
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos cons-
tituyen a cargo de Paulino Herrera Guzmán , el delito de
golpes y heridas por imprudencia, previsto por el artículo 49
de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y
sancionado en la letra C del mismo texto legal con las penas
de seis meses a dos años de prisión y multa de RDS100.00 a
RDS500.00 pesos, cuando la enfermedad o la imposibilidad de
la víctima para dedicarse a su trabajo, durante más de 20 días
como sucedió en la especie; que al condenar al prevenido
recurrente a una multa de RDS25.00 pesos, acogiendo cir-
cunstancia atenuantes la Corte a-qua le aplicó una sanción
ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Ricardo
García Pérez, daños materiales y morales que evaluó en la
suma de RDS800.00 pesos; que al condenar a Antonio
Lagual, puesto en causa como civilmente responsable, al
pago de esa suma a título de indemnización, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación del artículo 1384 del Código Civil
y del 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor, al declarar oponibles dichas
condenaciones a la Compañia de Seguros Patria, S.A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido recurrente, la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Paulino Herrera Guzmán, Antonio
Lagual y la Compañía de Seguros Patria, S.A., contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales, el día 15 de
diciembre de 1977, por la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
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al señor Antonio Lagual, al pago de las costas civiles, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. Mauricio Enri-
quillo Acevedo Salomón, por afirmar haberlas avanzado en
su totalidad; SEPTIMO: Declara común y oponible la
presente sentencia a la Compañía de Seguros Patria, S.A., en
su calidad de Compañía Aseguradora del vehículo propiedad
del señor Antonio Lagual, con el cual el inculpado Paulino
Herrera Guzmán, causó el accidente aludido, hasta límite de
sus obligaciones contractuales";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, el siguiente medio de casación: Falta
de base legal;

Considerando, que en el desarrollo de su único medio de
casación, los recurrentes alegan en síntesis: a) que el ac-
cidente se debió a la falta exclusiva de la víctima por lanzarse
al cruce de la vía sin percatarse si ésta ofrecía o nó peligro
alguno, que la Corte a-qua se ha limitado a indicar que el
prevenido recurrente cometió falta, sin tomar en cuenta la
conducta de la víctima, después de haber expresado la
misma sentencia que el peatón cruzó la vía sin percatarse si
estaba libre de peligros; que la sentencia impugnada no
contiene una relación de los hechos de la causa que permita
apreciar como se desarrollaron los mismos, que por todo ello
la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua para declarar que el
accidente se debió a las faltas concurrentes del preve-
venido y del agraviado dio por establecido, mediante la
ponderación de los elementos de judo que fueron regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, lo
siguientre: a) que el 12 de octubre de 1976, mientras Paulino
Herrera conduciendo el autobús placa No. 303-674, propie-
dad de Antonio Lagual, asegurado con Póliza No. A-10435 de
la Compañía de Seguros Patria, S.A., transitaba de Este a
Oeste por la calle Sánchez de la ciudad de San Pedro de
Macorís, al llegar a las proximidades del Hospital Teodorg
Georg, atropelló a Ricardo García Pérez, ocasionándole
lesiones curables después de 30 y antes de 40 días; b) que el
accidente se debió a la falta común del prevenido recurrente y
el agraviado, el primero por transitar a una velocidad excesiva
en una calle transitada por muchos peatones, lo que no le
permitió detener su vehículo para evitar el accidente y el
segundo por cruzar la vía sin cerciorarse si la misma estaba li-
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bre de peligro; que como se advierte por lo antes expuesto, la
Corte a-qua ponderó, contrariamente a lo sostenido por los
recurrentes la conducta de la víctima, reduciendo además el
monto * de la indemnización de RD$3,000.00 a RDS800.00
pesos, y el fallo impugnado contiene una relación de los
hechos de la causa que han permitido a la Suprema Corte de
Justicia verificar que en el presente caso se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley, razón por la cual el medio que
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos cons-
tituyen a cargo de Paulino Herrera Guzmán , el delito de
golpes y heridas por imprudencia, previsto por el artículo 49
de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y
sancionado en la letra C del mismo texto legal con las penas
de seis meses a dos años de prisión y multa de RDS100.00 a
RDS500.00 pesos, cuando la enfermedad o la imposibilidad de
la víctima para dedicarse a su trabajo, durante más de 20 días
como sucedió en la especie; que al condenar al prevenido
recurrente a una multa de RDS25.00 pesos, acogiendo cir-
cunstancia atenuantes la Corte a-qua le aplicó una sanción
ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Ricardo
García Pérez, daños materiales y morales que evaluó en la
suma de RDS800.00 pesos; que al condenar a Antonio
Lagual, puesto en causa como civilmente responsable, al
pago de esa suma a título de indemnización, la Corte a-qua
hizo una correcta aplicación del artículo 1384 del Código Civil
y del 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor, al declarar oponibles dichas
condenaciones a la Compañía de Seguros Patria, S.A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido recurrente, la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Rechaza los recursos de
casación interpuestos por Paulino Herrera Guzmán, Antonio
Lagual y la Compañía de Seguros Patria, S.A., contra la
sentencia dictada en atribuciones correccionales, el día 15 de
diciembre de 1977, por la Corte de Apelación de San Pedro de
Macorís, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
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presente fallo; SEGUND O: Condena a Paulino Herrera

Guzmán, al pago de las costas penales.-
(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-

cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo Secretario

Genera'.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamie nto, en la

audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (FD0.1 Miguel Jacobo
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SENTENCIA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 33

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Justicia
Policial, en fecha 8 de junio de 1979.

Materia: Criminal.

Recurrente (s): Silvestre Caba Abréu.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis.
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de noviembre del año
1983, año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración,
dicta en audiencia pública como Corte de Casación la
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de Casación interpuesto por Silvestre Ca-
ba Abréu, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No.
32063, serie 47, domiciliado y residente en Yamasá en la calle
Juan Pablo Duarte No. 95, contra sentencia dictada en a-
tribuciones criminales el 8 de junio de 1979 por la Corte de
Apelación de Justicia Policial cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 8 de junio de 1979, a re
querimiento del Dr. Rafael Duarte Pepín, cédula No. 24776,
serie 31, en representación del recurrente, en la cual no se
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presente fallo; SEGUNDO: Condena a Paulino Herrera
Guzmán, al pago de las costas penales.-

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupan i .- Darío Bel-

cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo Secretario

Genera'.
La presente sentenc i a ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresado, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- CEDO.) Miguel Jacobo

SENTENCIA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 33

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Justicia
Policial, en fecha 8 de junio de 1979.

Materia: Criminal.

Recurrente (s): Silvestre Caba Abréu.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de

, Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis.
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy dia 18 del mes de noviembre del año
1983, año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración,
dicta en audiencia pública como Corte de Casación la
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de Casación interpuesto por Silvestre Ca-
ba Abréu, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No.
32063, serie 47, domiciliado y residente en Yamasá en la calle
Juan Pablo Duarte No. 95, contra sentencia dictada en a-
tribuciones criminales el 8 de junio de 1979 por la Corte de
Apelación de Justicia Policial cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la

Secretada de la Corte a-qua, el 8 de junio de 1979, a re
querimiento del Dr. Rafael Duarte Pepín, cédula No. 24776,
serie 31, en representación del recurrente, en la cual no se
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propone contra la sentencia impugnada, ningún medio de
casación;

Visto el auto dictado en fecha 17 del mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad dicha Corte,
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Victor García de Peña, Hugo H. Goicochea S. Máximo
Fuello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 27 del Código de Justicia Policial
y la Ley 867 de fecha 27 de junio de 1978 y 1965 de la Ley So-

III 	 Procedimiento de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere consta: a) que el Raso P.N.
Silvestre Caba Abréu debidamente uniformado, penetró al
local de la Emisora Radio Guarachita, después de mantenei
como rehenes a las personas que se encontraban allí, hizo
uso de los micrófonos de la Emisora para incetar a las
Fuerzas Armadas, La Policía Nacional y la Población civil a
Sublevarse contra el gobierno legalmente establecido; bl que
sometido a la Justicia por tales hechos, o el 5 de febrero de
1979, intervino una Providencia Calificativa con el siguiente
dispositivo: Resolvemos: Unico; Declarar, como al efecto
declaramos, que existen pruebas, indicios graves, precisos y
concordantes, para considerar al Raso Silvestre Antonio Ca-
ba Abréu, Cía. de Patrullas, P.N. como presunto autor de los
crimenes de Asalto a la Emisora H-1-A-W	 (Radio
Guarachita); detención a 7 personas que se encontraban en la
misma, a quién mantuvo como Rehenes durante varias horas
bajo la amenaza de matarlos con la Carabina Cristóbal que
portaba y exhortar e incitar por los micrófonos de dicha
emisora, a las Fuerzas Armadas, La Policía Nacional y a la po-
blación civil a sublevarse contra el Superior Gobierno, in-
citándole a que le respaldaran para derrocarlo; además por
haber abandonado el servicio que tenla asignado como pa-
trullero. en el sector de Los Mina, hechos ocurridos en horas
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de la tarde del día 17-1-79; Mandamos y Ordenamos.
Primero: Que el Raso Silvestre Antonio Caba Abréu, Cía. de
Patrullas, P.N. sea traducido por ante el Tribunal de Primera
Instancia de Justicia Policial con asiento en Santo Domingo,
a fin de ser juzgado por los hechos puestos a su cargo;
Segundo: Que el Secretario del Juzgado de Instrucción de
Justicia Policial proceda a la notificación de la presente Pro-
videncia Calificativo tanto al Magistrado Procurador Fiscal del
Tribunal de Primera Instancia de Justicia Policial, así como al
acusado, para sus respectivos conocimiento; Tercero: Que
vencido el plazo de la apelación que establece el artículo 13
del Código de Justicia Policial, el presente expediente
contentivo de la instrucción y un estado de todos los
documentos que hayan de obrar como piezas de convicción,
sean transmitidos de inmediato al Fiscal, para los fines de ley
correspondiente; c) que apoderado el Tribunal de Primera
Instancia de Justicia Policial; dictó el 14 de febrero de 1979,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:
Declarar, como al efecto declaramos, al Raso Silvestre Caba
Abréu, Cia. de Patrulla, P.N. culpable de violación a los ar-
tículos 87, 307, y 344, en parte final del Código Penal; 122 del
Código de Justicia Policial y 24, 25 y 27 de la Ley 6132, sobre
Expreción y Difución del Pensamiento y en consecuencia lo
condena a sufrir la pena de 15 años de trabajos públicos, para
ser cumplidos en la Penitenciaría Nacional de la Víctima,
acogiendo el principio del No. Cúmulo a dicho alistado, al
pago de las costas, de conformidad con el artíuclo 67 del Có-
digo de Justicia Policial"; d) que sobre el recurso interpuesto,
intervino el fallo ahora impugnado con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por improcedente y
mal fundada, la Excepción de Incompetencia propuesta por el
Abogado de la defensa y en consecuencia se declara com-
petente para conocer el presente recurso de apelación, por
tanto se ordena el conocimiento del fondo de la causa;
SEGUNDO: Se reserva las costas";

Considerando, que la Corte a-qua para rechazar la ex-
cepción de incompetencia propuesta por el preven:do
recurrente, dio los motivos siguientes. Que la excepción de
incompetencia constituye un verdadero incidente del proceso
penal y de conformidad a lo establecido en el artículo 172 del
Código de Procedimiento Civil, aplicable en materia penal, los
Tribunales deben estatuir por sentencias distintas sobre,la
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propone contra la sentencia impugnada, ningún medio de
casación;

Visto el auto dictado en fecha 17 del mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad dicha Corte,
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Victor García de Peña, Hugo H. Goicochea S. Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 27 del Código de Justicia Policial
y la Ley 867 de fecha 27 de junio de 1978 y 1965 de la Ley So-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que el Raso P.N.
Silvestre Caba Abréu debidamente uniformado, penetró al
local de la Emisora Radio Guarachita, después de mantener
como rehenes a las personas que se encontraban allí, hizo
uso de los micrófonos de la Emisora para incetar a las
Fuerzas Armadas, La Policía Nacional y la Población civil a
Sublevarse contra el gobierno legalmente establecido; b) que
sometido a la Justicia por tales hechos, o el 5 de febrero de

LII	
1979, intervino una Providencia Calificativa con el siguiente
dispositivo: Resolvemos: (inico; Declarar, como al efecto
declaramos, que existen pruebas, indicios graves, precisos y
concordantes, para considerar al Raso Silvestre Antonio Ca-
ba Abréu, Cía. de Patrullas, P.N. como presunto autor de los
crimenes de Asalto a la Emisora H-1-A-W	 (Radio
Guarachita); detención a 7 personas que se encontraban en la
misma, a quién mantuvo como Rehenes durante varias horas
bajo la amenaza de matarlos con la Carabina Cristóbal que
portaba y exhortar e incitar por los micrófonos de dicha
emisora, a las Fuerzas Armadas, La Policía Nacional y a la po-
blación civil a sublevarse contra el Superior Gobierno, in-
citándole a que le respaldaran para derrocarlo; además por
haber abandonado el servicio que tenía asignado como pa-
trullero. en el sector de Los Mina, hechos ocurridos en horas
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de la tarde del día 17-1-79; Mandamos y Ordenamos.
Primero: Que el Raso Silvestre Antonio Caba Abréu, Cía. de
Patrullas, P.N. sea traducido por ante el Tribunal de Primera
Instancia de Justicia Policial con asiento en Santo Domingo,
a fin de ser juzgado por los hechos puestos a su cargo;
Segundo: Que el Secretario del Juzgado de Instrucción de
Justicia Policial proceda a la notificación de la presente Pro.
videncia Calificativo tanto al Magistrado Procurador Fiscal del
Tribunal de Primera Instancia de Justicia Policial, así como al
acusado, para sus respectivos conocimiento; Tercero: Que
vencido el plazo de la apelación que establece el artículo 13
del Código de Justicia Policial, el presente expediente
contentivo de la instrucción y un estado de todos los
documentos que hayan de obrar como piezas de convicción,
sean transmitidos de inmediato al Fiscal, para los fines de ley
correspondiente; c) que apoderado el Tribunal de Primera
Instancia de Justicia Policial; dictó el 14 de febrero de 1979,
una sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla: Primero:
Declarar, como al efecto declaramos, al Raso Silvestre Caba
Abréu, Cia. de Patrulla, P.N. culpable de violación a los ar-
tículos 87, 307, y 344, en parte final del Código Penal; 122 del
Código de Justicia Policial y 24, 25 y 27 de la Ley 6132, sobre
Expreción y Difución del Pensamiento y en consecuencia lo
condena a sufrir la pena de 15 años de trabajos públicos, para
ser cumplidos en la Penitenciaría Nacional de la Víctima,
acogiendo el principio del No. Cúmulo a dicho alistado, al
pago de las costas, de conformidad con el artíuclo 67 del Có-
digo de Justicia Policial"; d) que sobre el recurso interpuesto,
intervino el fallo ahora impugnado con el siguiente dis-
positivo: "FALLA: PRIMERO: Rechaza, por improcedente y
mal fundada, la Excepción de Incompetencia propuesta por el
Abogado de la defensa y en consecuencia se declara com-
petente para conocer el presente recurso de apelación, por
tanto se ordena el conocimiento del fondo de la causa;
SEGUNDO: Se reserva las costas";

Considerando, que la Corte a-qua para rechazar la ex-
cepción de incompetencia propuesta por el prevenido
recurrente, dio los motivos siguientes: Que la excepción de
incompetencia constituye un verdadero incidente del proceso
penal y de conformidad a lo establecido en el artículo 172 del
Código de Procedimiento Civil, aplicable en materia penal, los
Tribunales deben estatuir por sentencias distintas sobreila



BOLETIN JUDICIAL	 3607

SENTENCIA DE FECHA 18 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 34,

3606
	

ROLETIN

excepción de incompetencia y sobre el fondo del proceso, a
menos que la apreciación de los medios de incompentecia
sean indivisibles con el examen del fondo; que el artículo 27
del Código de Justicia Policial establece que los Tribunales de
Primera Instancia de Justicia Policial serán competentes para
el conocimiento de los siguientes casos; Insfracciones come-
tidas en el ejercicio o en ocasión del ejercicio de sus funciones
sea cual fuera el lugar donde ocurran; que la Ley 867 de fecha
22-7-78, da competencia a los Tribunales policiales para
conocer las infracciones puestas a cargo de sus ex-miembros
Siempre que cuando cometieron las mismas estuvieron en
servicio activo y en el ejercicio de sus funciones, que con
mayor razón conocerá y tiene competencia plena para
conocer las cometidas por los miembros de la P.N., en ser-
vicio activo; que la Corte de Apelación de Justicia Policial
conocerá de los recursos de apelación interpuestos contra
sentencias de los Tribunales de Primera Instancia de Justicia
Policial; que como se advierte por lo antes expuesto, la Corte
a-qua al fallar en el sentido antes indicado rechazando la
excepción de incompetencia propuesta, hizo una correcta
aplicación de la ley razón por la cual el recurso del prevenido
debe ser rechazado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por el Raso P.N. Silvestre Caba Abréu,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Justicia Policial el 8 de junio de 1979, cuyo dispositivo
aparece copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena al prevenido recurrente al pago de las
costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo Secretario
General, que certifico.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. aue
certifico. (FD0.). Miguel Jacobo.

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, de fecha 9 de febre•
de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Neftalí Núñez Gonzalez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Pirmer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de noviembre del año.
1983, año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Neftalí Núñez
González, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer,
domiciliado y residente en la calle 16 de Agosto No. 112, de
Bonao, cédula No. 14545, serie 55; contra la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Sánchez Ramírez, el 9 de febrero de 1979, en atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre

tarta del Juzgado a-quo, el 27 de marzo de 1979, a re
querimiento del Dr. José Antonio Aouino Varga, cédula No.
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excepción de incompetencia y sobre el fondo del proceso, a
menos que la apreciación de los medios de incompentecia
sean indivisibles con el exámen del fondo; que el artículo 27
del Código de Justicia Policial establece que los Tribunales de
Primera Instancia de Justicia Policial serán competentes para
el conocimiento de los siguientes casos; Insfracciones come-
tidas en el ejercicio o en ocasión del ejercicio de sus funciones
sea cual fuera el lugar donde ocurran; que la Ley 867 de fecha
22-7-78, da competencia a los Tribunales policiales para
conocer las infracciones puestas a cargo de sus ex-miembros •
siempre que cuando cometieron las mismas estuvieron en
servicio activo y en el ejercicio de sus funciones, que con
mayor razón conocerá y tiene competencia plena para
conocer las cometidas por los miembros de la P.N., en ser-
vicio activo; que la Corte de Apelación de Justicia Policial
conocerá de los recursos de apelación interpuestos contra
sentencias de los Tribunales de Primera Instancia de Justicia
Policial; que como se advierte por lo antes expuesto, la Corte
a-qua al fallar en el sentido antes indicado rechazando la
excepción de incompetenc ia propuesta, hizo una correcta
aplicación de la ley razón por la cual el recurso del prevenido
debe ser rechazado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por el Raso P.N. Silvestre Caba Abréu,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de
Justicia Policial el 8 de junio de 1979, cuyo dispositivo
aparece copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Condena al prevenido recurrente al pago de las
costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo Secretario
General, que certifico.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresado y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General. aue
certifico. IFD0.1. Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 18 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 34,

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, de fecha 9 de febre•
de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Neftalí Núñez Gonzalez.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Pirmer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de noviembre del año.1983, año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación, la
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Neftalí Núñez
González, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer,
domiciliado y residente en la calle 16 de Agosto No. 112, de
Bonao, cédula No. 14545, serie 55; contra la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Sánchez Ramírez, el 9 de febrero de 1979, en atribuciones
co rreccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre.

taría del Juzgado a-quo, el 27 de marzo de 1979, a re
querimiento del Dr. José Antonio Aouino Varga, cédula No.
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64970, serie 1ra., en representación del recurrente, en la cual
no se propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 17 del mes de noviembre de
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Dario Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Victor García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedimiento
Criminal, y 1, 20 y 23 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos que ella se refiere, consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito, en el cual no hubo persona lesiona-
da corporalmente, sino los vehículos con desperfectos, el
Juzgado de Paz del Municipio de Cotuí, dictó una sentencia,
el 20 de octubre de 1977, cuyo dispositivo dice: FALLA:
PRIMERO: Se condena a Neftalí Núñez González o Andrés,
a RDS5.00 de multa y costas, por haber violado los artículos
141 y 65 de la Ley No. 241, y en cuanto a Elpidio del Orbe, se
descarga por no haber violado la Ley"; b) que sobre recurso
de apelación interpuesto contra esta decisión el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez,
dictó una sentencia, el 27 de abril de 1978, cuyo dispogitivo
es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto
contra el nombrado Neftalí Núñez González, por no haber
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado:SEGU NDO: Declara bueno y válido el presen-
te recurso de apelación interpuesto por el Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Sánchez Ramirez. por
haberlo hecho en tiempo oportuno; TERCERO: Confirma en
todas sus partes la sentencia recurrida del Juzgado de Paz del
Municipio de Cotuí, que condenó al nombrado Neftalí Núñez
González, al pago de una multa de RDS5.00 y costas, así
como también que descargó al nombrado Elpidio del Orbe
Peña, ambos prevenidos del delito de violación a la Ley No.

1(01,1-:1 IN .1( DICIAL	 3609

241; CUARTO: Condena al prevenido Neftalí Núñez
González, al pago de las costas de la presente alzada,
declarándola de oficio en cuanto al prevenido Elpidio del Orbe
Peña"; c) que sobre el recurso de oposición contra esta
sentencia intervino la ahora impugnada con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el
recurso de oposición interpuesto por el nombrado Neftalf
Núñez González, prevenido del delito de violación a la Ley
No. 241, por haberlo hecho en tiempo oportuno; SEGUNDO:
Declara nulo dicho recurso, por no haber comparecido a la
audiencia no obstante haber sido legalmente citado; TER-CERO: Confirma en todas su partes la sentencia recurrida de
este mismo Tribunal, de fecha 27 de abril de 1978, que le
confirmó la sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de
Cotuí, que lo condenó a una multa de RD$5.00, y descargó al
nombrado Elpidio del Orbe Peña; CUARTO: Condena al pre-
venido Neftalí Núñez González, al pago de las costas de la
presente alzada";

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que el mismo fue dictado en dispositivo, por lo
cual carece de motivos y de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están obligados a
motivar sus sentencias y en materia represiva deben decribir
los hechos que resulten de la instrucción y además, calificar
esos hechos en relación con el texto de la Ley represiva; que
al no precisar la sentencia impugnada los hechos y carecer de
motivos, la Suprma Corte de Justicia, no está en condiciones
de ejercer su poder de control y verificar si la Ley ha sido bien
o mal aplicada, por lo cual procede casar el fallo impugnado;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Sánchez Ramírez, el día 9 del mes de Febrero de 1979, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Vega; SEGUNDO: Declara las costas
de oficio.-

(FIRMADOS);— Manuel D. Bergés Chupani.— Darío
Balcácer.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Leonte Ra-
fael Alburquerque Castillo.— Luis Víctor García de Peña.-
Hugo H. Goicochea S.— Máximo Puello Renville.— Abelardo
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54970. serie 1ra., en representación del recurrente, en la cual
no se propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 17 del mes de noviembre de
1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García
de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 195 del Código de Procedimiento
Criminal, y 1, 20 y 23 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos que ella se refiere, consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito, en el cual no hubo persona lesiona-
da corporalmente, sino los vehículos con desperfectos, el
Juzgado de Paz del Municipio de Cotul, dictó una sentencia,
el 20 de octubre de 1977, cuyo dispositivo dice: FALLA:
PRIMERO: Se condena a Neftalí Núñez González o Andrés,
a RDS5.00 de multa y costas, por haber violado los artículos
141 y 65 de la Ley No. 241, y en cuanto a Elpidio del Orbe, se
descarga por no haber violado la Ley"; b) que sobre recurso
de apelación interpuesto contra esta decisión el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez,
dictó una sentencia, el 27 de abril de 1978, cuyo dispositivo
es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto
contra el nombrado Neftalí Núñez González, por no haber
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado;SEGU NDO: Declara bueno y válido el presen-
te recurso de apelación interpuesto por el Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez. por
haberlo hecho en tiempo oportuno; TERCERO: Confirma en
todas sus partes la sentencia recurrida del Juzgado de Paz del
Municipio de Cotuí, que condenó al nombrado Neftalí Núñez
González, al pago de una multa de RDS5.00 y costas, así
como también que descargó al nombrado Elpidio del Orbe
Peña, ambos prevenidos del delito de violación a la Ley No.
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241; CUARTO: Condena al prevenido Neftalí Núñez
González, al pago de las costas de la presente alzada,
declarándola de oficio en cuanto al prevenido Elpidio del Orbe
Peña"; c) que sobre el recurso de oposición contra esta
sentencia intervino la ahora impugnada con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara buenc y válido el
recurso de oposición interpuesto por el nombrado Neftalí
Núñez González, prevenido del delito de violación a la Ley
No. 241, por haberlo hecho en tiempo oportuno; SEGUNDO:
Declara nulo dicho recurso, por no haber comparecido a la
audiencia no obstante haber sido legalmente citado; TER-
CERO: Confirma en todas su partes la sentencia recurrida de
este mismo Tribunal, de fecha 27 de abril de 1978, que le
confirmó la sentencia del Juzgado de Paz del Municipio de
Cotuí, que lo condenó a una multa de RDS5.00, y descargó al
nombrado Elpidio del Orbe Peña; CUARTO: Condena al pre-
venido Neftalí Núñez González, al pago de las costas de la
presente alzada";

Considerando, que el examen del fallo impugnado pone de
manifiesto que el mismo fue dictado en dispositivo, por lo
cual carece de motivos y de toda relación de hechos;

Considerando, que los Jueces del fondo están obligados a
motivar sus sentencias y en materia represiva deben decribir
los hechos que resulten de la instrucción y además, calificar
esos hechos en relación con el texto de la Ley represiva; que
al no precisar la sentencia impugnada los hechos y carecer de
motivos, la Suprma Corte de Justicia, no está en condiciones
de ejercer su poder de control y verificar si la Ley ha sido bien
o mal aplicada, por lo cual procede casar el fallo impugnado;

Por tales motivos: PRIMERO: Casa la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Sánchez Ramírez, el día 9 del mes de Febrero de 1979, en sus
atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante
la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de La Vega; SEGUNDO: Declara las costas
de oficio.-

(FIRMADOS); — Manuel D. Bergés Chupani.— Darío
Balcácer.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Leonte Ra-
fael Alburquerque Castillo.— Luis Víctor García de Peña. -
Hugo H. Goicochea S.— Máximo Puello Renville.— Abelardo
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Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara.— Miguel Jacobo,

Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamie nto, en la

audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

certifico.- IFD0.) Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 18 DE NOVIEMBRE DEL 1983.
No. 35

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 8 de julio de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): María Guridy de Vásquez, Teodoro Vásquez
y la Cía. de Seguros Patria, S.A.

Abogado (s): Dr. Gilberto Pérez Matos.

Interviniente (s): Eligio Marcial Reynoso Santos.

Abogado (s): Dra. Fca. C. García de los Santos.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de noviembre del año
1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos interpuestos por María Guridy de
Vásquez, dominicana, mayor de edad, casada, domiciliada y
residente en esta ciudad en la calle Danae No. 31; Teodoro
Vásquez, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado y
residente en esta ciudad, en la calle Danae No. 31 y la Cía. de
Seguros Patria, S.A., con su asiento social en esta ciudad en
la casa No. 10 de la avenida 27 de Febrero; contra sentencia
dictada, en atribuciones correccionales, el 8 de iulio de 1982.
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Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara. — Miguel Jacobo,

Secretario General.
La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- CEDO.) Miguel Jacobo.
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Domingo, de fecha 8 de julio de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): María Guridy de Vásquez, Teodoro Vásquez
y la Cía. de Seguros Patria, S.A.

Abogado (s): Dr. Gilberto Pérez Matos.

Interviniente (s): Eligio Marcial Reynoso Santos.

Abogado (s): Dra. Fca. C. García de los Santos.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de noviembre del año
1983, años 140' de la Independencia y 121' de la Res-
tauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos interpuestos por María Guridy de
Vásquez, dominicana, mayor de edad, casada, domiciliada y
residente en esta ciudad en la calle Danae No. 31; Teodoro
Vásquez, dominicano, mayor de edad, casado, domiciliado y
residente en esta ciudad, en la calle Danae No. 31 y la Cía. de
Seguros Patria, S.A., con su asiento social en esta ciudad en
la casa No. 10 de la avenida 27 de Febrero; contra sentencia
dictada, en atribuciones correccionales, el 8 de iulio de 1982,
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por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a la Dra. Francisca C. García de los Santos, cédula

No. 94873, serie 1ra., en la lectura de sus conclusiones en
representación del interviniente Eligio Marcial Reynoso
Santos, dominicano, mayor de edad, cédula No. 17415, serie
17, domiciliado y residente en esta ciudad, en la calle Ana
Valverde No. 67;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 4 de agosto de 1982, a re-
querimiento del Dr. Gilberto Pérez Matos, cédula No. 12015,
serie 10, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone contra la sentencia impugnada, ningún medio de
casación;

Visto el escrito del interviniente, del 19 de agosto de 1983,
suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivos
de un accidente de tránsito, en el cual dos personas resul-
taron con lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 6
de marzo de 1981, una sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos, in-
tervino la sentencia ahora impugnada en casación con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación de fecha
10 de abril de 1981, interpuesto por el Dr. Gilberto Pérez Ma
tos, a nombre y representación del prevenido María Guridy de
Vásquez, de la persona civilmente responsable Teodoro
Vásquez y de la Compañía de Seguros Patria, S.A., contra la
sentencia de fecha seis (6) de marzo de 1981, dictada en sus
atribuciones correccionales por la Sexta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
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dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declaran a los
nombrados María Guridy de Vásquez y Eligio Reynoso
Santos, culpables de violar la Ley No. 241 y en consecuenciase condenan al existir concurrencia de faltas a ambos pre-
venidos al pago de una multa de veinticinco pesos(RDS25.00) y costas, acogiendo en su favor circunstanciasate nuantes; Segundo: Se declaran buenas y válidas lasconstituciones en partes civiles hechas por Eligio ReynosoSantos, por i ntermedio de la Dra. Francisca C. García de los
Santos, contra María Guridy de Vásquez, y Teodoro Vásquez;
y la de Teodoro Vásquez y María Guridy de Vásquez, por
órgano de los Dres. Bienvenido Figuereo Méndez y Silvani
Gómez Herrera, contra Eligio Reynoso Santos, por haber sido
hechas de acuerdo a las d i sposiciones legales; Tercero: Sepronuncia el defecto contra Teodoro Vásquez, María Guridy
de Vásquez, parte civil constituida, por falta de concluir;Cuarto: Se condena a Teodoro Vásquez y María Guridy de
Vásquez, en sus calidades de prevenida y persona civilmenteresponsable, al pago solidario de una indemnización de CincoMil Pesos Oro (RDS5,000.00), a favor de Eligio Reynoso
Santos, parte civil constituida como justa reparación por losdaños morales y materiales ocasionádoles con el accidente;
más al pago de los intereses legales de dicha suma a partir de
la fecha de la demanda en justicia; Quinto: Se condena a
Teodoro Vásquez y María Guridy de Vásquez, al pago soli-
dario de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho de la Dra. Francisca C. García de los Santos, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; y Sexto: Sedeclara que la presente sentencia le sea común y oponible a la
Compañía de Seguros Patria, S.A., en virtud del artículo 10
de la Ley No. 4117, sobre Seguro de Vehículos de Motor'•
SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia
apelada por ser justa y reposar sobre base legal; TERCERO:Condena a la prevenida María Guridy de Vásquez, al pago delas costas penales, y conjuntamente con Teodoro Vásquez,persona civilmente responsable, al pago de las costas civiles,
con distracción de estas últimas en provecho de la Dra.
Francisca C. García de los Santos, quien afirma haberlasavanzado 7, su totalidad";

Consid,. —ido, que los recurrentes proponen contra la
/IP	

sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:,	 Primer Medio: Falsa interpretación de los artículos 49 letra
•
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por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo dis-
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído a la Dra. Francisca C. García de los Santos, cédula
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representación del interviniente Eligio Marcial Reynoso
Santos, dominicano, mayor de edad, cédula No. 17415, serie
17, domiciliado y residente en esta ciudad, en la calle Ana
Valverde No. 67;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, el 4 de agosto de 1982, a re-
querimiento del Dr. Gilberto Pérez Matos, cédula No. 12015,
serie 10, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone contra la sentencia impugnada, ningún medio de
casación;

Visto el escrito del interviniente, del 19 de agosto de 1983,
suscrito por su abogado;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivos
de un accidente de tránsito, en el cual dos personas resul-
taron con lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 6
de marzo de 1981, una sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos, in-
tervino la sentencia ahora impugnada en casación con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y
válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación de fecha
10 de abril de 1981, interpuesto por el Dr. Gilberto Pérez Ma
tos, a nombre y representación del prevenido María Guridy de
Vásquez, de la persona civilmente responsable Teodoro
Vásquez y de la Compañía de Seguros Patria, S.A., contra la
sentencia de fecha seis (6) de marzo de 1981, dictada en sus
atribuciones correccionales por la Sexta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
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dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declaran a 	 losnombrados María Guridy de Vásquez y Eligio Reynoso
Santos, culpables de violar la Ley No. 241 y en consecuencia
se condenan al existir concurrencia de faltas a ambos pre-
venidos al pago de una multa de veinticinco pesos
IRDS25.00) y costas, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; Segundo: Se declaran buenas y válidas lasconstituciones en partes civiles hechas por Eligio Reynoso
Santos, por intermedio de la Dra. Francisca C. García de los
Santos, contra María Guridy de Vásquez, y Teodoro Vásquez;
y la de Teodoro Vásquez y María Guridy de Vásquez, por
órgano de los Dres. Bienvenido Figuereo Méndez y Silvani
Gómez Herrera, contra Eligio Reynoso Santos, por haber sido
hechas de acuerdo a las disposiciones legales; Tercero: Se
pronuncia el defecto contra Teodoro Vásquez, María Guridy
de Vásquez, parte civil constituida, por falta de concluir;
Cuarto: Se condena a Teodoro Vásquez y María Guridy de
Vásquez, en sus calidades de prevenida y persona civilmenteresponsable, al pago solidario de una indemnización de CincoMil Pesos Oro (RDS5,000.00), a favor de Eligio Reynoso
Santos, parte civil constituida como justa reparación por los
daños morales y materiales ocasionádoles con el accidente;más al pago de los intereses legales de dicha suma a partir de
la fecha de la demanda en justicia; Quinto: Se condena a
Teodoro Vásquez y María Guridy de Vásquez, al pago soli-
dario de las costas civiles con distracción de las mismas en
provecho de la Dra. Francisca C. García de los Santos, quien
afirma haberlas avanzado en su totalidad; y Sexto: Se
declara que la presente sentencia le sea común y oponible a la
Compañía de Seguros Patria, S.A., en virtud del artículo 10
de la Ley No. 4117, sobre Seguro de Vehículos de Motor'•
SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia
apelada por ser justa y reposar sobre base legal; TERCERO:
Condena a la prevenida María Guridy de Vásquez, al pago de
las costas penales, y conjuntamente con Teodoro Vásquez,
persona civilmente responsable, al pago de las costas civiles,
con distracción de estas últimas en provecho de la Dra.
Francisca C. García de los Santos, quien afirma haberlas
avanzado C1 su totalidad";

Consick. ando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falsa in terpretación de los artículos 49 letra

•
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B, 65 y 52 de la Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehículos de
Motor; Segundo Medio: Falta de base legal; Tercer Medio:
Falta de motivos y violación al artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de sus
medios de casación, alegan en síntesis: a) que la Corte a-qua,
interpretó y aplicó de manera errónea los artículos 49 letra (b)
65 y 52 de la Ley No. 241, ya que en la instrucción de la causa
no pudo comprobarse que la prevenida cometiera falta al-
guna, que la Corte a-qua para dictar su sentencia, se fun-
damentó solamente en las declaraciones de la parte civil y no
analizó la conducta de ambos conductores como era su de-
ber; b) que la sentencia, en sus motivos no establece las faltas
cometidas por la recurrente ni hace una relación de hechos
claros y precisos que permitan a la Suprema Corte verificar
como ocurrieron los mismos; c) que la Corte a-qua fun-
damenta las condenaciones en las declaraciones de la parte
civil constituida, los cuales se reputan como interesados; que
por todo ello la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpable a
la prevenida recurrente y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido mediante la ponderación de los elementos de juicio
que fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 30 de octubre de 1979, mientras
el automóvil placa No. 116-535, conducido por María Guridy
de Vásquez, propiedad de Teodoro Vásquez, asegurado con
Póliza No. A-42415, de la Compañía de Seguros Patria, S.A..

•transitaba de Este a Oeste por la calle Lea de Castro, al llegar
a la calle Cervantes chocó con lo motoneta placa No. 80366,
conducida por su propietario Eligio Reynoso Santos, quien
transitaba de Norte a Sur por la calle Cervantes al llegar
ambos a la intersección de las dos vías; b) que con motivo de
la colisión, resultó Eligio Reynoso Santos con fractura de!
fémur, curables después de 8 meses y María Guridy de
Vásquez con lesiones curables después de 10 días y antes de
20 días; c) que el accidente se debió además de la falta come-
tida por el coprevenido a la imprudencia y falta de precaución
de María Guridy de Vásquez, ya que no tomó ninguna medida
de precaución al llegar a la intersección de la calle Lea de
Castro con la Cervantes y se lanzó a cruzar la misma sin de-
tenerse ni cerciorarse que otro vehículo venía en esa direc-
ción y había ganado la intersección; que como se advierte por
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lo ante expuesto, la Corte a-qua para fallar en el sentido de
que lo hizo no se basó solamente en las declaraciones de la
parte civil constituida sino también en la de la co-prevenida
recurrente y en los demás hechos y circunstancias de la
causa, examinando la conducta de ambos co- prevenidos, queademás la sentencia impugnada contiene una relación de loshechos y c ircunstancias de la causa y motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo, que han permitido ala Suprema Corte de Justicia verificar, que en la especie, se
ha hecho una correcta aplicación de la Ley, razón por la cual
los medios que se examinan carecen de fundamento y debenser desestimados;

Co nsiderando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de María Guridy de Vásquez, el delito de golpes y
heridas por imprudencia previsto por el artículo 49 de la ley
No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y sancionado por
la letra C de ese mismo texto legal con las penas de Seis
Meses a Dos Años de prisión y multa de RDS100.00 a
RD$500.00 pesos, cuando la enfermedad o la imposibilidad de
la víctima para dedicarse a su trabajo durare 20 días o más
como sucedió en la especie; que al condenar a la prevenida
recurrente a una multa de RDS25.00 pesos, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción
ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua, dio por es-
tablecido que el hecho de la prevenida ocasionó a Eligio
Reynoso Santos, constituido en parte civil daños materiales y
morales que evaluó en la suma de R DS5,000.00 pesos, que al
condenar a María Guridy de Vásquez, conjuntamente con
Teodoro Vásquez, puesto en causa como civilmente res-
ponsable, al pago de esa suma más al de los intereses legales
de la misma a partir de la demanda a titula de indemnización
la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos
1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley No. 4117 de
1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al
declarar oponibles dichas condenaciones a la Seguros Patria,S.A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés de la prevenida recurrente la sen-
tencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a



B, 65 y 52 de la Ley No. 241, sobre Tránsito de Vehículos de
Motor; Segundo Medio: Falta de base legal; Tercer Medio:
Falta de motivos y violación al artículo 141 del Código de
Procedimiento Civil;

Considerando, que los recurrentes en el desarrollo de sus
medios de casación, alegan en síntesis: a) que la Corte a-qua,
interpretó y aplicó de manera errónea los artículos 49 letra lb)
65 y 52 de la Ley No. 241, ya que en la instrucción de la causa
no pudo comprobarse que la prevenida cometiera falta al-
guna, que la Corte a-qua para dictar su sentencia, se fun-
damentó solamente en las declaraciones de la parte civil y no
analizó la conducta de ambos conductores como era su de-
ber; b) que la sentencia, en sus motivos no establece las faltas
cometidas por la recurrente ni hace una relación de hechos
claros y precisos que permitan a la Suprema Corte verificar
como ocurrieron los mismos; c) que la Corte a-qua fun-
damenta las condenaciones en las declaraciones de la parte
civil constituida, los cuales se reputan como interesados; que
por todo ello la sentencia impugnada debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpable a
la prevenida recurrente y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido mediante la ponderación de los elementos de juicio
que fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 30 de octubre de 1979, mientras
el automóvil placa No. 116-535, conducido por María Guridy
de Vásquez, propiedad de Teodoro Vásquez, asegurado con
Póliza No. A-42415, de la Compañía de Seguros Patria, S.A.,

*transitaba de Este a Oeste por la calle Lea de Castro, al llegar
a la calle Cervantes chocó con lo motoneta placa No. 80366,
conducida por su propietario Eligio Reynoso Santos, quien
transitaba de Norte a Sur por la calle Cervantes al llegar
ambos a la intersección de las dos vías; b) que con motivo de
la colisión, resultó Eligio Reynoso Santos con fractura de!
fémur, curables después de 8 meses y María Guridy de
Vásquez con lesiones curables después de 10 días y antes de
20 días; c) que el accidente se debió además de la falta come-
tida por el coprevenido a la imprudencia y falta de precaución
de María Guridy de Vásquez, ya que no tomó ninguna medida
de precaución al llegar a la intersección de la calle Lea de
Castro con la Cervantes y se lanzó a cruzar la misma sin de-
tenerse ni cerciorarse que otro vehículo venía en esa direc-
ción y había ganado la intersección; que como se advierte por
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lo ante expuesto, la Corte a-qua para fallar en el sentido de
que lo hizo no se basó solamente en las dec laraciones de la
parte civil constituida sino también en la de la co-prevenidarecurrente y en los demás hechos y circunstancias de lacausa, examinando la conducta de ambos co- prevenidos, queademás la sentencia impugnada contiene una relación de loshechos y circunstancias de la causa y motivos suficientes y
pertinentes que justifican su dispositivo, que han permitido a
la Suprema Corte de Justicia verificar, que en la especie, se
ha hecho una correcta aplicación de la Ley, razón por la cual
los medios que se examinan carecen de fundamento y debenser desestimados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de María Guridy de Vásquez, el delito de golpes yheridas por imprudencia previsto por el artículo 49 de la ley
No. 241 de 1967 sobre Tránsito y Vehículos y sancionado por
la letra C de ese mismo texto legal con las penas de Seis
Meses a Dos Años de prisión y multa de RD$100.00 a
R DS500.00 pesos, cuando la enfermedad o la imposibilidad de
la víctima para dedicarse a su trabajo durare 20 días o más
como sucedió en la especie; que al condenar a la prevenida
recurrente a una multa de RDS25.00 pesos, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción
ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua, dio por es-tablecido que el hecho de la prevenida ocasionó a Eligio
Reynoso Santos, constituido en parte civil daños materiales y
morales que evaluó en la suma de R DS5,000.00 pesos, que al
condenar a María Guridy de Vásquez, conjuntamente con
Teodoro Vásquez, puesto en causa como civilmente res-
ponsable, al pago de esa suma más al de los intereses legales
de la misma a partir de la demanda a titula de indemnización
la Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos
1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley No. 4117 de
1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, al
declarar oponibles dichas condenaciones a la Seguros Patria,S.A.;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés de la prevenida recurrente la sen-
tencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
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Eligio Reynoso Santos, en los recursos de casación in-
terpuestos por María Curidy de Vásquez, Teodoro Vásquez y
la Seguros Patria, S.A., contra la sentencia dictada en atri-
buciones correccionales el 8 de julio de 1982, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Rechaza los
mencionados recursos; Tercero: Condena a María Guridy de
Vásquez al pago de las costas penales y a ésta y a Teodoro
Vásquez al pago de las costas civiles, ordenando su dis-
tracción en favor de la Dra. Francisca C. García de los Santos,
abogado del interviniente, quien afirma haberlas avanzado en
su totalidad y las hace oponibles a la Cía. de Seguros, Patria,
S.A., dentro de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Coicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FEHCA 18 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 36

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 1ro. de junio de 1977.

Materia: Correccional

Recurrente (s): Cirilo Ramirez y compartes.

Abogado (s): Dr. José María Acosta Torres.

Interviniente (s): Teresa A. Pérez de Figuereo y Pedro
Figuerec.

Abogado (s): Dr. Jacobo Guilliani Matos.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 18 de noviembre del 1983, años 140'
de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Cirilo
Ramírez, dominicano, mayor de edad, soltero, mecánico, cé-
dula No. 16140, serie 1ra., domiciliado y residente en esta
ciudad, en la calle Club de Leones No. 69 del ensanche
Ozama, Juana Calderón, dominicana, mayor de edad, cédula
No. 81235, domiciliada y residente en esta ciudad, en la calle
N, No. 5 del ensanche Agustina de esta ciudad; Teresa A.
Pérez de Figuereo, dominicana, mayor de edad, casada, cé-
dula No. 1200, serie 18 y Pedro Figuereo, dominicano, mayor
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agio Reynoso Santos, en los recursos de casación in-
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SENTENCIA CE FEHCA 18 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 36

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 1ro. de junio de 1977.

Materia: Correccional

Recurrente (s): Cirilo Ramírez y compartes.

Abogado (s): Dr. José María Acosta Torres.

interviniente 1s): Teresa A. Pérez de Figuereo y Pedro
Figuerec.

Abogado (si: Dr. Jacobo Guilliani Matos.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 18 de noviembre del 1983, años 140'
de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como Corte de Casación, la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Cirilo
Ramírez, dominicano, mayor de edad, soltero, mecánico, cé-
dula No. 16140, serie 1ra., domiciliado y residente en esta
ciudad, en la calle Club de Leones No. 69 del ensanche
Ozama, Juana Calderón, dominicana, mayor de edad, cédula
No. 81235, domiciliada y residente en esta ciudad, en la calle
N, No. 5 del ensanche Agustina de esta ciudad; Teresa A.
Pérez de Figuereo, dominicana, mayor de edad, casada, cé-
dula No. 1200, serie 18 y Pedro Figuereo, dominicano, mayor
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de edad, contra sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales el 1 ro. de junio de 1977, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación de Cirilo Ramírez y

Juana Calderón, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua,
el 4 de octubre de 1977, a requerimiento del Dr. José María
Acosta Torres, en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada ningún medio de casación;

Vista el acta de los recursos de casación de Teresa A. Pérez
de Figuereo y Pedro Figuereo levantada en la Secretaría de la
Corte a-qua, el 26 de septiembre de 1977, a requerimiento del
Dr. Jacobo Guilliani, en la cual no se propone ningún medio
de casación;

Vista el acta de Desistimiento del 23 de mayo del 1979, le-
vantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento
de los recurrentes Teresa A. Pérez de Figuereo, Pedro
Figuereo y Jacobo Guilliani Matos, en la cual desisten for-
malmente del recurso de casación interpuesto por los dos
primeros el 26 de septiembre de 1977;

Visto el escrito de los intervinientes Teresa Pérez de
Figuereo y Pedro Figuereo, dominicanos, mayores de edad,
casados, domiciliados y residentes en esta ciudad, en la calle
Palo Hincado No. 24, del 19 de agosto de 1980, suscrito por el
Dr. Jacobo Guilliani Matos;

Visto el auto dictado en fecha 17 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1384 del Código Civil, 402 del Có-
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digo de `Procedimiento Civil y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en el cual cuatro personas resultaron
con lesiones corporales, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó . el 23 de
septiembre de 1975, una sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos, in-
tervino el fallo ahora impugnado en casación con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válido en la forma el recurso de apelación interpuesto por: a)
el Dr. Abraham Bautista Alcántara a nombre de Cirilo
Ramírez, b) por el Dr. Jacobo Guilliani Matos, a nombre de
Teresa A. Pérez de Figuereo, en su doble calidad de pre-
venido y de la parte civil constituida y de Pedro Figuereo,
persona civilmente constituida, contra sentencia dictada por
la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 23 de septiembre de
1975, cuya parte dispositiva dice así: 'Falla: Primero: Se
declara a los nombrados Cirilo Ramírez y Teresa A. Pérez de
Figuereo, de generales que constan en el expediente, cul-
pables de villar la Ley No. 241; en consecuencia se le condena
a pagar una multa de veinticinco pesos oro IRDS25.001 y diez
pesos oro (RDS10.00) respectivamente; Segundo: Condena
a cada uno de ellos al pago de las costas penales; Tercero:
Declara regular y válida en cuanto a la forma la constitución
en parte civil hecha por la señora Teresa Pérez de Figuereo,
por sí y por sus hijos menores Wenceslao, Roberto Rafael,
Alberto Orlando Figuereo y de Pedro Figuereo, por conducto
de su abogado constituido Dr. Jacobo Guilliani Matos, en
contra de la señora Juana Calderón en su calidad de persona
civilmente responsable y oponibilidad a la Compañía de
Seguros Dominicana de Seguros, C. por A. (Sedomca), en su
calidad de aseguradora en cuanto al fondo rechaza dicha
constitución por improcedente y mal fundada; Cuarto:
Condena a la parte civil al pago de las costas con distracción
de las mismas en favor del Dr. José María Acosta Torres,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto:
Declara la presente sentencia inoponible a la Compañía de
Seguros la Dominicana de Seguros, C. por A. (Sedomca), ya
que no fue condenada su aseguradora la señora Juana
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de edad, contra sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales el 1 ro. de junio de 1977, por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación de Cirilo Ramírez y

Juana Calderón, levantada en la Secretaría de la Corte a-qua,
el 4 de octubre de 1977, a requerimiento del Dr. José María
Acosta Torres, en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada ningún medio de casación;

Vista el acta de los recursos de casación de Teresa A. Pérez
de Figuereo y Pedro Figuereo levantada en la Secretaría de la
Corte a-qua, el 26 de septiembre de 1977, a requerimiento del
Dr. Jacobo Guilliani, en la cual no se propone ningún medio
de casación;

Vista el acta de Desistimiento del 23 de mayo del 1979, le-
vantada en la Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento
de los recurrentes Teresa A. Pérez de Figuereo, Pedro
Figuereo y Jacobo Guilliani Matos, en la cual desisten for-
malmente del recurso de casación interpuesto por los dos
primeros el 26 de septiembre de 1977;

Visto el escrito de los intervinientes Teresa Pérez de
Figuereo y Pedro Figuereo, dominicanos, mayores de edad,
casados, domiciliados y residentes en esta ciudad, en la calle
Palo Hincado No. 24, del 19 de agosto de 1980, suscrito por el
Dr. Jacobo Guilliani Matos;

Visto el auto dictado en fecha 17 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S.,
Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la
mayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1384 del Código Civil, 402 del Có-
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digo de'Procedimiento Civil y 1, 62 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en el cual cuatro personas resultaron
con lesiones corporales, la Cuarta Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 23 de
septiembre de 1975, una sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos, in-
tervino el fallo ahora impugnado en casación con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válido en la forma el recurso de apelación interpuesto por: a)
el Dr. Abraham Bautista Alcántara a nombre de Cirilo
Ramírez, bl por el Dr. Jacobo Guilliani Matos, a nombre de
Teresa A. Pérez de Figuereo, en su doble calidad de pre-
venido y de la parte civil constituida y de Pedro Figuereo,
persona civilmente constituida, contra sentencia dictada por
la Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha 23 de septiembre de
1975, cuya parte dispositiva dice así: 'Falla: Primero: Se
declara a los nombrados Cirilo Ramírez y Teresa A. Pérez de
Figuereo, de generales que constan en el expediente, cul-
pables de villar la Ley No. 241; en consecuencia se le condena
a pagar una multa de veinticinco pesos oro (RDS25.00) y diez
pesos oro (RDS10.00) respectivamente; Segundo: Condena
a cada uno de ellos al pago de las costas penales; Tercero:
Declara regular y válida en cuanto a la forma la constitución
en parte civil hecha por la señora Teresa Pérez de Figuereo,
por sí y por sus hijos menores Wenceslao, Roberto Rafael,
Alberto Orlando Figuereo y de Pedro Figuereo, por conducto
de su abogado constituido Dr. Jacobo Guilliani Matos, en
contra de la señora Juana Calderón en su calidad de persona
civilmente responsable y oponibilidad a la Compañía de
Seguros Dominicana de Seguros, C. por A. (Sedomca), en su
calidad de aseguradora en cuanto al fondo rechaza dicha
constitución por improcedente y mal fundada; Cuarto:
Condena a la parte civil al pago de las costas con distracción
de las mismas en favor del Dr. José María Acosta Torres,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad; Quinto:
Declara la presente sentencia inoponible a la Compañía de
Seguros la Dominicana de Seguros, C. por A. (Sedomca), ya
que no fue condenada su aseguradora la señora Juana
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Calderón'.- Por haber sido hecho dentro del plazo y demás
formalidades legales.- SEGUNDO: Modifica la sentencia
apelada en cuanto rechazó el fondo de la constitución en
parte civil formulada por Teresa A. Pérez de Figuereo, por ella
y sus hijos menores Wenceslao, Roberto Rafael, Alberto
Orlando, Figuereo y Pedro Figuereo; en consecuencia la
Corte obrando por contrario imperio condena a Juana
Calderón, persona civilmente responsable, propietaria del
vehículo conduc i do el día de autos por Cirilo Ramírez, al pago
de las indemnizaciones siguientes: Tres Mil Pesos Oro -
(RDS3,000.001, en favor de Teresa Pérez de Figuereo; Un Mil
Pesos Oro (RD$1,000.00) por los daños sufridos por el
vehículo de su propiedad; y la suma de Un Mil Pesos Oro
(RDS1,000.00) por las lesiones corporales sufridas por su hijo
menor, Wenceslao Figuereo Pérez, y al Sr. Pedro Figuereo, se
le acuerda la suma do Dos Mil Pesos Oro IRDS2,000.001, por
las lesiones corporales sufridas por sus hijos menores Ro-
berto Rafael y Alberto Orlando Figuereo; a razón do Un Mil
Pesos Oro (RDS1,000.00), cada uno; TERCERO: Confirma en
sus demás aspectos la sentencia apelada, por haber sido
dictada conforme a derecho; CUARTO: Condena a Juana
Caldeión, en su calidad señalada, al pago de los intereses
legales de dichas sumas a partir de la fecha de la demanda
como indemnización supletoria; QUINTO: Condena a la re-
ferida persona civilmente responsable, al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Jacobo Guilliani Matos, abogado que afirma haberlas
avanzado en su mayor parte";

Considerando, que los recurrentes Teresa A. Pérez de
Figuereo y Pedro Figuereo según consta en acta levantada a
su reglamento en la Secretaría de la Corte a-qua, el 23 de
mayo de 1977, desistieron formalmente del recurso de
casación por ellos interpuestos el 26 de septiembre de 1977,
según consta en acta de la misma fecha; que por tanto proce-
de dar por la presente acta de su Desistimiento;

Considerando, que los recurrentes, Cirilo Ramírez y Juana
Calderón, proponen contra la - ntencia impugnada los
siguientes medios de casación: Pi imer Medio: Falta ex-
clusiva de la víctima; Segundo Medio: Falta de base legal,
falta de motivos, etc.;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación que se reúnen para su examen, los recurrentes
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alegan en síntesis: a) que el accidente se debió a la faltaexclusiva de la co - prevenida ya que ésta se presentó demanera intempestiva, lo que hizo el accidente inevitable parael prevenido recurrente; b) que la sentencia impugnada nocontiene una relación de los hechos decisivos de la causa quele p

ermitan a la Suprema Corte de Justicia, verificar si se ha
hecho en la especie una correcta a plicación de la ley; que por
tanto la misma carece de base legal y de motivos; que por to-
do ello la sentencia debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte a-qua para declarar únicoculpable del accidente al prevenido recurrente y fallar como lohizo, dio por establecido mediante la ponderación de loselementos de juicio que fueron regularmente administradosen la instrucción de la causa lo s iguiente: a) que el 8 deseptiembre de 1974, mientras Cirilo Ramírez, conduciendo elvehículo plat'a No. 118-475, propiedad de Juana Calderón,
transitaba de Norte a Sur por la calle Estrelleta al llegar a laesquina Arzobispo Portes, se produjo una colisión con elvehículo placa No. 108-00 conducido por su propietaria
Teresa A. Pérez de Figuereo, quien transitaba por la misma
vía y dirección, resultando esta última con lesiones
curables, después de 60 y antes de 90 días, Thelma Figue-
reo Feliz con lesiones curables después de 40 y antes de 60
días, Wenceslao Figuereo, después de GO y antes de 90 días,
Roberto Rafael Figuereo curables después de 90 y antes de
120 días y Alberto Orlando Figuereo, curables después de 20
y antes de 30 días; b) que el accidente se debió a la falta de
ambos cond

uctores, consistiendo la de Cirilo Ramírez, en notomar las precauciones de lugar al llegar a la intersección delas vías ya mencionadas, al rebasar a la co-prevenida en elmomento en que esta iba a doblar a la izquierda, ya que si se
hubiera detenido no se hubiese ocurrido el accidente;

Considerando, que como se advierte por lo antes expuesto,contrariamente a los sostenido por los recurrentes, el ac-cidente se debió a la falta de ambos conductores y el falloimp
ugnado contiene una relación completa de los hechos ycircunstancias de la causa y motivos suficientes y pertinentesque justifican su dispositivo y que han permitido a la SupremaCorte de Justicia verificar que en el presente caso se hahecho una correcta aplicación de la ley, razón por la cual !osmedios que se examinan carecen de fundamento y deben serdesestimados.
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alegan en síntesis: a) que el accidente se debió a la falta
exclusiva de la co- prevenida ya que ésta se presentó demanera intempestiva, lo que hizo el accidente inevitable parael prevenido recurrente; b) que la sentencia impugnada no
contiene una relación de los hechos decisivos de la causa quele permitan a la S uprema Corte de Justicia, verificar si se ha
hecho en la especie una correcta aplicación de la ley; que por
tanto la misma carece de base legal y de motivos; que por to-
do ello la sentencia debe ser casada; pero,

Considerando, que la Corte 
a-qua para declarar únicoculpable del accidente al prevenido recurrente y fallar como lohizo, dio por establecido mediante la ponderación de loselementos de juicio que fueron regularmente administrados• en la instrucción de la causa lo siguiente: a) que 

el 8 deseptiembre de 1974, mientras Cirilo Ramírez, conduciendo el
r vehículo plata No. 118-475, propiedad de Juana Calderón,

transitaba de Norte a Sur por la calle Estrelleta al llegar 
a laesquina A rzobispo Portes, se produjo una colisión con elvehículo placa No. 108-00 conducido por su propietariaTeresa A. Pérez de Figuereo, quien transitaba por la misma

vía y di rección, resultando esta última con lesiones
curables, después de 60 y antes de 90 días, Thelma Figue-reo Feliz con lesiones curables después de 40 y antes de 60
días, Wenceslao Figuereo, después de GO y antes de 90 días,
Roberto Rafael Figuereo curables después de 90 y antes de
120 días y Alberto Orlando Figuereo, curables después de 20
y antes de 30 días; b) que el accidente se debió a la falta de
ambos conductores, consistiendo la de Cirilo Ramírez, en notomar las precauciones de lugar al llegar a la intersección delas vías ya mencionadas, al rebasar a la co-prevenida en elmomento en que esta iba a doblar a la izquierda, ya que si se
hubiera detenido no se hubiese ocurrido el accidente;

Con
siderando, que como se advierte por lo antes expuesto,con t rariamente a los sostenido por los recurrentes, el ac-cidente se debió a la falta de ambos conductores y el falloimp

ugnado contiene una relación completa de los hechos ycircunstancias de la causa y motivos suficientes y pertinentesque justifican su dispositivo y que han permitido a la Suprema
Corte de Justicia verificar que en el presente caso se hahecho una correcta aplicación de la ley, razón por la cual losmedios que se examinan carecen de fundamento y deben serdesestimados.
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Calderón'.- Por haber sido hecho dentro del plazo y demás
formalidades legales.- SEGUNDO: Modifica la sentencia
apelada en cuanto rechazó el fondo de la constitución en
parte civil formulada por Teresa A. Pérez de Figuereo, por ella
y sus hijos menores Wenceslao, Roberto Rafael, Alberto
Orlando, Figuereo y Pedro Figuereo; en consecuencia la
Corte obrando por contrario imperio condena a Juana
Calderón, persona civilmente responsable, propietaria del
vehículo conducido el día de autos por Cirilo Ramírez, al pago
de las indemnizaciones siguientes: Tres Mil Pesos Oro
(RDS3,000.00), en favor de Teresa Pérez de Figuereo; Un Mil
Pesos Oro IRDS1,000.00) por los daños sufridos por el

	
'

vehículo de su propiedad; y la suma de Un Mil Pesos Oro
(RDS1,000.00) por las lesiones corporales sufridas por su hijo
menor, Wenceslao Figuereo Pérez, y al Sr. Pedro Figuereo, se
le acuerda la suma da Dos Mil Pesos Oro (RDS2,000.00), por
las lesiones corporales sufridas por sus hijos menores Ro-
berto Rafael y Alberto Orlando Figuereo; a razón de Un Mil
Pesos Oro (RDS1,000.00), cada uno; TERCERO: Confirma en
sus demás aspectos la sentencia apelada, por haber sido
dictada conforme a derecho; CUARTO: Condena a Juana
Calderón, en su calidad señalada, al pago de los intereses
legales de dichas sumas a partir de la fecha de la demanaa
como indemnización supletoria; QUINTO: Condena a la re-
ferida persona civilmente responsable, al pago de las costas
civiles, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Jacobo Guilliani Matos, abogado que afirma haberlas
avanzado en su mayor parte";

Considerando, que los recurrentes Teresa A. Pérez de
Figuereo y Pedro Figuereo según consta en acta levantada a
su reglamento en la Secretaría de la Corte a-qua, el 23 de
mayo de 1977, desistieron formalmente del recurso de
casación por ellos interpuestos el 26 de septiembre de 1977,
según consta en acta de la misma fecha; que por tanto proce-
de dar por la presente acta de su Desistimiento;

Considerando, que los recurrentes, Cirilo Ramírez y Juana
Calderón, proponen contra la ' fl tencia impugnada los
siguientes medios de casación: Pi irner Medio: Falta ex-
clusiva de la víctima; Segundo Medio: Falta de base legal,
falta de motivos, etc.;

Considerando, que en el desarrollo de sus dos medios de
casación que se reúnen para su examen, los recurrentes
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Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de Cirilo Ramírez, el delito de golpes y heridas por
imprudencia, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado en la letra (c)
del mencionado texto legal, con las penas de seis meses a dos
años de prisión y multa de RDS100.00 a RDS500.00 pesos,
cuando la enfermedad o la imposibilidad de la víctima para
dedicarse a su trabajo, durare 20 días o más, como sucedió en
la especie; que al condenar al prevenido recurrente, al pago
de una multa de RDS25.00 pesos, acogiendo circunstancias
atenuantes la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la
Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido, que el hecho del prevenido ocasionó a Teresa
Pérez de Figuereo y Pedro Figuereo, constituidos en parte ci-
vil, la primera por si y por sus hijos menores Wenceslao, Ro-
berto Rafael, Alberto y Orlando, daños materiales y morales
que evaluó en las sumas que se consignan en el dispositivo de
la sentencia impugnada; que al condenar a Juana Calderón,
puesta en causa como civilmente responsable al pago de esas
sumas, más al de los intereses legales de las mismas a título
de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1384 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido recurrente, la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Teresa A. Pérez de Figuereo y Pedro Figuereo, en los
recursos de casación interpuestos por Cirilo Ramírez y Juana
Osorio de Calderón o Juana Calderón, contra la sentencia
dictada, en atribuciones correccionales el 1ro. de junio de
1977 por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Da acta a Teresa A. Pérez de Figuereo y Pedro
Figuereo, del desistimiento de su recurso de casación contra
la indicada sentencia; Tercero: Rechaza los recursos de CHI°
Ramírez y Juana Calderón contra la mencionada sentencia; y
Cuarto: Condena al prevenido recurrente al pago de las
costas penales y a Juana Calderón al pago de las Costas ci-
viles, ordenando la distracción de lasrúltimas en favor del Dr.
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Jacobo Guilliani Matos, abogado de los intervinientes, quienafirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Ch u pani.- Darío Bel-cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte RafaelAlLurquerque Castillo.- Luis Víctor García de 
Peña.- Hugo H.Go icochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, 

S ecretarioGenerar.
La presente se

ntencia ha sido dada y firmada por los se-ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pi blica, del día, mes y año, en él expresados, y fuefirmada, leída y p
ublicada por mí, Secretario General, quecertifico. (FDO.): Miguel Jacobo.
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Considerando, que los hechos así establecidos constituyen

a cargo de Cirilo Ramírez, el delito de golpes y heridas por
imprudencia, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de
1967, sobre Tránsito y Vehículos y sancionado en la letra (c)
del mencionado texto legal, con las penas de seis meses a dos
años de prisión y multa de RDS100.00 a RDS500.00 pesos,
cuando la enfermedad o la imposibilidad de la víctima para
dedicarse a su trabajo, durare 20 días o más, como sucedió en
la especie; que al condenar al prevenido recurrente, al pago
de una multa de RDS25.00 pesos, acogiendo circunstancias
atenuantes la Corte a-qua le aplicó una sanción ajustada a la
Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido, que el hecho del prevenido ocasionó a Teresa
Pérez de Figuereo y Pedro Figuereo, constituidos en parte ci-
vil, la primera por sí y por sus hijos menores Wenceslao, Ro-
berto Rafael, Alberto y Orlando, daños materiales y morales
que evaluó en las sumas que se consignan en el dispositivo de
la sentencia impugnada; que al condenar a Juana Calderón,
puesta en causa como civilmente responsable al pago de esas
sumas, más al de los intereses legales de las mismas a título
de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1384 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido recurrente, la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como intervinientes a
Teresa A. Pérez de Figuereo y Pedro Figuereo, en los
recursos de casación interpuestos por Cirilo Ramírez y Juana
Osorio de Calderón o Juana Calderón, contra la sentencia
dictada, en atribuciones correccionales el 1ro. de junio de
1977 por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Da acta a Teresa A. Pérez de Figuereo y Pedro
Figuereo, del desistimiento de su recurso de casación contra
la indicada sentencia; Tercero: Rechaza los recursos de Cfrilo
Ramírez y Juana Calderón contra la mencionada sentencia; y
Cuarto: Condena al prevenido recurrente al pago de las
costas penales y a Juana Calderón al pago de las costas ci-
viles, ordenando la distracción de las últimas en favor del Dr.
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Jacobo Guilliani Matos, abogado de los intervinientes, quienafirma haberlas avanzado en su totalidad.(FIRMADOS): Manuel D. Urges Chupani.- Darío Bal-cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte RafaelAlLurquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo 
H.Goic

ochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-ña.- 
Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo, 

SecretarioGenerar.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su 
encabezamiento, en laaudiencia pCblica, del día, mes y año, en 

él expresados, y fuefirmada, leída y p
ublicada por mí, Secretario General, quecertifico. ( FDO.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECH A 18 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 37.

Sentencia impugna da: Corte de Apelació n de San Fran-
cisco de Macorís, de fecha 28 de septiembre del 1979.

Materia: Civil.

Recurrente : (s): Mélida de León Vda. Olivier, Dania América
Olivier de León y Kenia Alivier de León.

Abogado : (s): Luis Ovidio Méndez.

Recurrido : (s): Filomen a Diep Vda. Acra y Compartes.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,

regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 18 del mes de Noviembre del año
1983, año 140' de la Independe ncia y 121' de la
dicta en audiencia pública, como Corte de Casación

Restauración,
,

siguiente sentencia:Sobre el recurso de casación interpuesto por Mélida de
León Vda. Olivier, Dania América Olivier de León y Kenia Oli-
vier de León, dominicanas, mayores de edad, soltera la
primera y casadas las demás, de oficios domésticos,
domiciliadas y residentes en la calle San Francisco No. 51, de
la ciudad de San Francisco de Macorís, cédulas Nos. 33696,
30764 y 36994, serie 56; contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, el 28 de
septiemb re de 1979, en sus atribucione s civiles, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Mariano Guzmán, en representación del Dr.
Luis Obvio Mercedes, cédula No. 19186, serie 56, abogado de
las recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;

Oido al Lic. D. Antonio Guzmán, cédula No. 237, serie 56,
en la lectura de sus conclusiones, como abogado de los
recurridos Filomena Diep Vda. Acta, de oficios domésticos,
Rafael Antonio Acra, médico, ambos domiciliados y resi-
dentes en la calle Pedro Henríquez Ureña de esta ciudad;
Teresa Acra Diep de Canó, de oficios domésticos, domiciliada
y residente en la calle 2 del Ensanche Evaristo Morales de esta

411	ciudad, y Wady de Jesús Acra Diep, médico, domiciliada y
residente en Norfolk, Virginia, Estados Unidos de Norte
América, todos con cédula Nos. 1254 y 19676, serie 56; 16555
serie 47 y 25480 serie 56;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del 4 de diciembre de 1979,
firmado por el abogado de las recurrentes, en el que se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, del 17 de enero de 1980, y el
escrito de ampliación, del 2 de octubre de 1980, firmados por
el abogado de los recurridos;

Visto el Auto de fecha 17 del mes de Noviembre del año
1983, dictado por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
Cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos, 15 de la Ley de Organización
Judicial, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella hace referencia consta: a) que con
motivo de una demanda en daños y perjuicios, la Cámara Ci-
vil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
de San Francisco de Macorís, dictó una sentencia, el 29 de
enero de 1969, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
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SENTENCIA DE FECH A 18 DEL MES DE NOVIEMBRE

DEL AÑO 1983 No. 37.

Sentencia impugnad a: Corte de Apelació n de San Fran-

cisco de Macorís, de fecha 28 de septiemb re del 1979.

Materia: Civil.

Recurrente: (s): Mélida de León Vda. Olivier, Dania América

Olivier de León y Kenia Alivier de León.

Abogado : (s): Luis Ovidio Méndez.

Recurrido : (s): Filomena Diep Vda. Acra y Compartes.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

Chupani , Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de

Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,

Distrito Naciona l , hoy día 18 del mes de Noviembre del año

1983, año 140' de la Independe ncia y 121' de la Restauración,

dicta en audienc i a pública, como Corte de Casación, •

siguiente sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por Mélida de

León Vda. Olivier, Dania América Olivier de León y Kenia Oli-
vier de León, dominicanas, mayores de edad, soltera la
primera y casadas las demás, de oficios domésticos,
domiciliadas y residentes en la calle San Francisco No. 51, de
la ciudad de San Francisco de Macorís, cédulas Nos. 33696.
30764 y 36994, serie 56; contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, el 28 de
>eptiembre de 1979, en sus atribuciones civiles, cuyo dis-

positivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído al Dr. Mariano Guzmán, en representación del Dr.
- Luis Olivio Mercedes, cédula No. 19186, serie 56, abogado de

las recurrentes, en la lectura de sus conclusiones;
Oído al Lic. D. Antonio Guzmán, cédula No. 237, serie 56,

en la lectura de sus conclusiones, como abogado de los
recurridos Filomena Diep Vda. Acra, de oficios domésticos,
Rafael Antonio Acra, médico, ambos domiciliados y resi-
dentes en la calle Pedro Henríquez Ureña de esta ciudad;
Teresa Acra Diep de Canó, de oficios domésticos, domiciliada
y residente en la calle 2 del Ensanche Evaristo Morales de esta
ciudad, y Wady de Jesús Acra Diep, médico, domiciliada y
residente en Norfolk, Virginia, Estados Unidos de No/te
América, todos con cédula Nos. 1254 y 19676, serie 56; 16555
serie 47 y 25480 serie 56;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del 4 de diciembre de 1979,
firmado por el abogado de las recurrentes, en el que se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa, del 17 de enero de 1980, y el
escrito de ampliación, del 2 de octubre de 1980, firmados por
el abogado de los recurridos;

Visto el Auto de fecha 17 del mes de Noviembre del año
1983, dictado por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual integra, en su indicada calidad dicha Corte, con-
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
Jueces de este Tribunal para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos, 15 de la Ley de Organización
Judicial, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella hace referencia consta: al que con
motivo de una demanda en daños y perjuicios, la Cámara Ci-
vil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia
de San Francisco de Macorís, dictó una sentencia, el 29 de
enero de 1969, cuyo dispositivo dice así: "FALLA:
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PRIMERO: Se ordena un informativo testimonial para que el
demandante pruebe: Que el señor Wady Acra pidió por me-
dio .del señor José Acra, quien actuó en calidad de
representante del primero, para fines de reparar o fabricar la
casa No. 43 de la calle San Francisco de esta ciudad al señor
Ramón E. Olivier, quien la ocupaba como inquilino por más
de 30 años seguidos; b) que los trabajos preliminares para la
construcción de la mencionada casa empesaron antes de que
el señor Olivier desocupara el inmueble; SEGUNDO: Que se
designa al Juez de esta Cámara Civil y Comercial del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, para
conocer el presente informativo; TERCERO: Se reservan las
costas para fallarlas conjuntamente con el fondo"; b) que so-
bre un recurso de oposición contra esta sentencia la referida
Cámara dictó una sentencia, el 6 de junio de 1969, con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el
defecto por falta de comparecer, de los señores sucesores del
señor Wady Acra (Fenecido); SEGUNDO: Se declara bueno
y válido en cuanto a la forma el recurso de oposición in-
tentado por los sucesores del señor Wady Acra, en contra de
la sentencia del 29 de enero del año 1969, y en cuanto al
fondo se rechaza por mal fundado; TERCERO: Se confirma
en todas sus partes la sentencia indicada de fecha 29 de
enero del año 1969, contra los señores Wady Acra, Dres. Ra-
fael Acra Diep y Dager Acra Diep y señores Filomena Diep
Vda. Acra, Teresa Acra Diep y Wady de Jesús Acra Diep;
CUARTO: Se comisiona al Alguacil de. Estrados de esta
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Duarte, para la notificación de esta
sentencia a los residentes en esta jurisdicción, y al ciudadano
Porfirio Díaz Moreno, Alguacil Ordinario de la Suprema Corte
de Justicia, para notificar a los residentes fuera de esta
Jurisdicción; QUINTO: Se condena a los herederos del señor
Wady Acra, al pago de las costas del procedimiento, dis-
trayéndolas a favor del Dr. Luis Ovidio Méndez, quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte"; c) que la antes citada
Cámara dictó sentencia sobre el fondo, el 4 de junio de 1970,
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se
pronuncia el defecto por falta de comparecer, de los señores
sucesores del señor Wady Acra (fenecido); SEGUNDO: Se
declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso rae
oposición intentado oor los sucesores del seña , Wadv 4cra

en contra de la sentencia del 29 de enero del año 1969, y en
cuanto al fondo se rechaza por mal fundado; TERCERO: Se
confirma en todas sus partes la sentencia indicada de fecha
29 de enero de 1969, contra los señores herederos del señor
Wady Acra, Dres. Rafael Acra Diep y Dager Acra Diep y Se-
ñores Filomena Diep Vda. Acra, Teresa Acra Diep, y Wady de
Jesús Acra Diep; CUARTO: Se comisiona al Alguacil de
Estrados de esta Cámara Civil y Comercial del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, para la no-
tificación de esta sentencia a los residentes en esta ciudad, y
al ciudadano Porfirio Díaz Moreno, Alguacil Ordinario de la
Suprema Corte de Justicia, para notificar a los que residen
fuera de esta jurisdicción; QUINTO: Se condena a los here-
deros del señor Wady Acra al pago de las costas del proce-
dimiento, distrayéndolas a favor del Dr. Luis Ovidio Méndez,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; di que
sobre recurso de apelación contra estas dos últimas sen-
tencias, intervino la sentencia ahora impugnada en casación,
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara
regulares y válidos en cuanto a la forma, los recursos de
apelación interpuestos por los continuadores jurídicos de
Wady Acra, contra la sentencia interlocutoria de fecha 6 de
junio de 1969, y contra la sentencia sobre el fondo de fecha 4
de junio de 1970, ambas dictadas por la Cámara Civil,
Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Duarte; SEGUNDO: Revoca en todas sus
partes la sentencia interlocutoria del 6 de junio de 1969, que
ordenó un informativo, porque los actos jurídicos a probar:
mandato y desahucio, no son susceptibles de ser probados
por testigos; TERCERO: Se revoca en todas sus partes la
sentencia sobre el fondo de fecha 4 de junio de 1970, dictada
por el mismo Tribunal, por no haber aportado los deman-
dantes originarios las pruebas de sus pretenciones, y en
consecuencia, se rechaza la demanda de los continuadores
jurídicos de Ramón Emilio Olivier, por improcedente e in-
fundada: CUARTO: Se condena a los intimados sucesores
de Ramón Emilio Olivier, al pago de las costas, ordenando su
distracción a favor del Lic. D. Antonio Guzmán López,
abogado que afirma haberlas avanzado en parte";

Considerando, que las recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Falsa interpretación y aplicación mi artículo 1341 del Código
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PRIMERO: Se ordena un informativo testimonial para que el
demandante pruebe: Que el señor Wady Acra pidió por me-
dio .del señor José Acra, 'quien actuó en calidad de
representante del primero, para fines de reparar o fabricar la
casa No. 43 de la calle San Francisco de esta ciudad al señor
Ramón E. Olivier, quien la ocupaba como inquilino por más
de 30 años seguidos; b) que los trabajos preliminares para la
construcción de la mencionada casa empesaron antes de que
el señor Olivier desocupara el inmueble; SEGUNDO: Que se
designa al Juez de esta Cámara Civil y Comercial del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, para
conocer el presente informativo; TERCERO: Se reservan las
costas para fallarlas conjuntamente con el fondo"; bl que so-
bre un recurso de oposición contra esta sentencia la referida
Cámara dictó una sentencia, el 6 de junio de 1969, con el
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se pronuncia el
defecto por falta de comparecer, de los señores sucesores del
señor Wady Acra (Fenecido); SEGUNDO: Se declara bueno
y válido en cuanto a la forma el recurso de oposición in-
tentado por los sucesores del señor Wady Acra, en contra de
la sentencia del 29 de enero del año 1969, y en cuanto al
fondo se rechaza por mal fundado; TERCERO: Se confirma
en todas sus partes la sentencia indicada de fecha 29 de
enero del año 1969, contra los señores Wady Acra, Dres. Ra-
fael Acra Diep y Dager Acra Diep y señores Filomena Diep
Vda. Acra, Teresa Acra Diep y Wady de Jesús Acra Diep;
CUARTO: Se comisiona al Alguacil de. Estrados de esta
Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Duarte, para la notificación de esta
sentencia a los residentes en esta jurisdicción, y al ciudadano
Porfirio Díaz Moreno, Alguacil Ordinario de la Suprema Corte
de Justicia, para notificar a los residentes fuera de esta
Jurisdicción; QUINTO: Se condena a los herederos del señor
Wady Acra, al pago de las costas del procedimiento, dis-
trayéndolas a favor del Dr. Luis Ovidio Méndez, quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte"; c) que la antes citada
Cámara dictó sentencia sobre el fondo, el 4 de junio de 1970,
cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se
pronuncia el defecto por falta do comparecer, de los señores
sucesores del señor Wady Acra (fenecido); SEGUNDO: Se
declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso Cle

oposición intentado oor los sucesores del seño' Wadv Acre
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en contra de la sentencia del 29 de enero del año 1969, y en
cuanto al fondo se rechaza por mal fundado; TERCERO: Se
confirma en todas sus partes la sentencia indicada de fecha
29 de enero de 1969, contra los señores herederos del señor
Wady Acra, Dres. Rafael Acra Diep y Dager Acra Diep y Se-
ñores Filomena Diep Vda. Acra, Teresa Acra Diep, y Wady de
Jesús Acra Diep; CUARTO: Se comisiona al Alguacil de
Estrados de esta Cámara Civil y Comercial del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, para la no-
tificación de esta sentencia a los residentes en esta ciudad, y
al ciudadano Porfirio Díaz Moreno, Alguacil Ordinario de la
Suprema Corte de Justicia, para notificar a los que residen
fuera de esta jurisdicción; QUINTO: Se condena a los here-
deros del señor Wady Acra al pago de las costas del proce-
dimiento, distrayéndolas a favor del Dr. Luis Ovidio Méndez,
quien afirma haberlas avanzado en su mayor parte"; d) que
sobro recurso de apelación contra estas dos últimas sen-
tencias, intervino la sentencia ahora impugnada en casación,
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara
regulares y válidos en cuanto a la forma, los recursos de
apelación interpuestos por los continuadores jurídicos de
Wady Acra, contra la sentencia interlocutoria de fecha 6 de
junio de 1969, y contra la sentencia sobre el fondo de fecha 4
de junio de 1970, ambas dictadas por la Cámara Civil,
Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Duarte; SEGUNDO: Revoca en todas sus
partes la sentencia interlocutoria del 6 de junio de 1969, que
ordenó un informativo, porque los actos jurídicos a probar:
mandato y desahucio, no son susceptibles de ser probados
por testigos; TERCERO: Se revoca en todas sus partes la
sentencia sobre el fondo de fecha 4 de junio de 1970, dictada
por el mismo Tribunal, por no haber aportado los deman-
dantes originarios las pruebas de sus pretenciones, y en
consecuencia, se rechaza la demanda de los continuadores
jurídicos de Ramón Emilio Olivier, por improcedente e in-
fundada: CUARTO: Se condena a los intimados sucesores
de Ramón Emilio Olivier, al pago de las costas, ordenando su
distracción a favor del Lic. D. Antonio Guzmán López,
abogado que afirma haberlas avanzado en parte";

Considerando. que Las recurrentes proponen en su
memorial los siguientes medios de casación: Primer Medio:
Falsa interpretación y aplicación del artículo 1341 del Código

in
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Civil; Segundo Medio: Falsa aplicación del artículo 1341 del

Código Civil, en otro aspecto; Tercer Medio: Falta de base

legal e insufienc i a de motivos;

Considerando , que los recurridos proponen dos medios de

inadmisión contra el presente recurso de casación, uno

fundado en que el emplazamie nto es nulo, por haberlo no

tificado las recurrentes en vacaciones judiciales, sin haber si

do autorizados por el Tribunal competente y el otro, en que la
sentencia impugnada había sido dictada a favor de los here-
deros de Wady Acra nominalmente designados y la esposa

superviviente, quienes sustituyero n dicho demandado, en

virtud de una renovació n de instancia, a causa de su muerte y
que al tratarse de un proceso indivisible, el recurso de

casacióh debió ser interpues to contra todos éstos, sin ex-
cepción ninguna, como ocurrió con el heredero Dager José
Acra Diep, quien fue omitido, por lo cual también el recurso

es nulo;
Considerando, que en cuanto al primer medio de inadi
misión, que si es verdad que el artículo 15 de la ley sobre

Organizació n Judicial prohibe hacer acto judicial o noti-
ficación alguna en los días de fiesta y vacaciones, sin au-

torización previa de Juez competente, excepto si hubiese
peligro en la demora o en asuntos criminales, el cual no es
sino una repetición del artículo 1037 del Código de Proce-
dimiento Civil, en lo referente a la prohibició n de hacer no-

tificación ni ejecución alguna los días de fiesta, sin permiso
del Juez, la notificación hecha uno de esos días no es nula,
aunque haya sido hecha sin autorizació n del Juez, toda vez

que ni uno ni otro de los citados textos prescriben su nulidad,
por lo que el medio de inadmisión que se examina debe ser

desestimado;
Considerand o, que en relación con el segundo medio de

inadmisión, aunque es de principio que las instancias tienen
un efecto relativo, esta regla procesal sufre una excepción
cuando el alegato de un litigio o alguna de las panes es inad-
misible, en cuyo caso cuando hay pluralidad de deman-
dados, como es en la especie, los actos deben ser notificados

a todas las personas que integran esa parte, en interés de
preservar los fines esenciales de la administración de la

justicia de la unidad de las decisiones judiciales, de manera
que, el litigio sólo sea susceptible de una sola desición, por lo
que, cuando un intimante emplaza en estas circunstancias
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una parte y no lo hace respecto de todos, el recurso es inad-
misible en relación a todos; que en la especie la sentencias
impugnada revela que, el finado Ramón Emilio Olivier,
demandó a Wady Acra, en reparación de daños y perjuicios,
pero al morir en el curso de la instancia, ésta fue renovada
continuándose contra sus herederos, Rafael Acra Diep,
Dager José Acra Diep, Teresa Acra Diep y Wady de Jesús
Acra Diep y la esposa superviviente Filomena Diep Vda. Acra,
contra quienes fue dictada la sentencia apelada y fueron la
parte gananciosa de la impugnada; por lo que se advierte que
el mismo litigio iniciado por los recurrentes contra Wady Acra
fue seguido contra sus herederos y que, por tanto, al sustituir
estos, en esa calidad, al primero, constituyen una parte in-
divisa junta con la esposa superviviente, en un proceso que
como se expresa tenía también un objeto indivisible; que, no
obstante, según consta en el acto del Alguacil Alejandro Félix
Ramírez, del 3 de enero de 1980, los recurrentes sólo em-
plazaron en el presente recurso de casación a .Filomena Diep
Vda. Acra, Rafael Acra Diep, Teresa Acra de Canó y Wady de
Jesús Acra Diep, omitiendo a Dager José Acra Diep, quien

. como se dice era también integrante de la indivisión que
constituia la parte demandada del proceso, en consecuencia,
el recurso de casación contra la sentencia impugnada es
inadmisible, por lo que no procede el examen de los medios
del mismo;

Por tales motivos: PRIMERO: Se declara inadmisible el
recurso de casación interpuesto por Mida de León Vda. Oli-
vier, Dania América Olivier de León, y Kenia Olivier de León,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, el día 28 del mes de Septiembre del
año 1979, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; SEGUNDO : Se condena a dichos recurrentes
al pago de las costas, las cuales distrae en favor del Lic. D.
Antonio Guzmán, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte.-

(FIRMADOS).- Manuel D. Bergés Chupani.— Dario
Balcácer.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Leonte R. Al-
burquerque Castillo.— Luis Víctor García de Peña.— Hugo H.
Goicochea S.— Máximo Fuello Renville.— Abelardo Herrera
Piña.— Gustavo Gómez Ceara.— Miguel Jacobo, Secretario
General.—
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Civil; Segundo Medio: Falsa aplicació n del artículo 1341 del

Código Civil, en otro aspecto; Tercer Medio: Falta de base
legal e insufiencia de motivos;

Considerando , que los recurridos proponen dos medios de

inadmisión contra el presente recurso de casación, uno

fundado en que el emplazamie nto es nulo, por haberlo no
tiritado las recurrentes en vacaciones judiciales, sin haber si

do autorizados por el Tribunal competente y el otro, en que la
sentencia impugnada había sido dictada a favor de los here-
deros de Wady Acra nominalmente designados y la esposa

superviviente, quienes sustituyeron dicho demandado, en

virtud de ura renovació n de instancia, a causa de su muerte y
que al tratarse de un proceso indivisible, el recurso de
Casacióh debió ser interpuesto contra todos éstos, sin ex-
cepción ninguna, como ocurrió con el heredero Dager José
Acra Diep, quien fue omitido, por lo cual también el recurso

es nulo;
Considerand o, que en cuanto al primer medio de inad-
misión, que si es verdad que el artículo 15 de la ley sobre

Organizació n Judicial prohibe hacer acto judicial o noti-

ficación alguna en los días de fiesta y vacaciones, sin au-
torización previa de Juez competente, excepto si hubiese
peligro en la demora o en asuntos criminales, el cual no es
sino una repetición del artículo 1037 del Código de Proce-
dimiento Civil, en lo referente a la prohibición de hacer no-

tificació n ni ejecución alguna los días de fiesta, sin permiso

del Juez, la notificació n hecha uno de esos días no es nula,

aunque haya sido hecha sin autorizació n del Juez, toda vez

que ni uno ni otro de los citados textos prescriben su nulidad,
por lo que el medio de inadmisión que se examina debe ser

desestimado;
Considerando, que en relación con el segundo medio de

inadmisión, aunque es de principio que las instancias tienen
un efecto relativo, esta regla procesal sufre una excepción
cuando el alegato de un litigio o alguna de las partes es inad-
misible, en cuyo caso cuando ha y pluralidad de deman-
dados, como es en la especie, los actos deben ser notificados
a todas las personas que integran esa parte, en interés de
preservar los fines esenciales de la administrac ión de la

justicia de la unidad de las decisiones judiciales, de manera
que, el litigio sólo sea susceptible de una sola desición, por lo
que, cuando un intimante emplaza en estas circunstancias
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una parte y no lo hace respecto de todos, el recurso es inad-
misible en relación a todos; que en la especie la sentencias
Impugnada revela que, el finado Ramón Emilio Olivier,
demandó a Wady Acra, en reparación de daños y perjuicios,
pero al morir en el curso de la instancia, ésta fue renovada
continuándose contra sus herederos, Rafael Acra Diep,
Dager José Acra Diep, Teresa Acra Diep y Wady de Jesús
Acra Diep y la esposa superviviente Filomena Diep Vda. Acra,
contra quienes fue dictada la sentencia apelada y fueron la
parte gananciosa de la impugnada; por lo que se advierte que
el mismo litigio iniciado por los recurrentes contra Wady Acra
fue seguido contra sus herederos y que, por tanto, al sustituir
estos, en esa calidad, al primero, constituyen una parte in-
divisa junta con la esposa superviviente, en un proceso que
como se expresa tenía también un objeto indivisible; que, no
obstante, según consta en el acto del Alguacil Alejandro Félix
Ramírez, del 3 de enero de 1980, los recurrentes sólo em-
plazaron en el presente recurso de casación a Filomena Diep
Vda. Acra, Rafael Acra Diep, Teresa Acra de Canó y Wady de
Jesús Acra Diep, omitiendo a Dager José Acra Diep, quien
como se dice era también integrante de la indivisión que
constituia la parte demandada del proceso, en consecuencia,
el recurso de casación contra la sentencia impugnada es
inadmisible, por lo que no procede el examen de los medios
del mismo:

Por tales motivos: PRIMERO: Se declara inadmisible el
recurso de casación interpuesto por Mélida de León Vda. Oli-
vier, Dania América Olivier de León, y Kenia Olivier de León,
contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación de San
Francisco de Macorís, el día 28 del mes de Septiembre del
año 1979, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; SEGUNDO : Se condena a dichos recurrentes
al pago de las costas, las cuales distrae en favor del Lic. D.
Antonio Guzmán, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte.-

( FI RMADOS).- Manuel D. Bergós Chupani.— Dario
Balcácer.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Leonte R. Al-
burquerque Castillo. — Luis Víctor García de Peña. — Hugo H.
Goicochea S.— Máximo Fuello Renville.— Abelardo Herrera
Piña.— Gustavo Gómez Ceara.— Miguel Jacobo, Secretario
General.—
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamie nto, en la

audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

certifico. — (FDO.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 38

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 30 de Oct. de 1980.

Materia: Correccional

Recurrente (si: Danilo Pichardo y Antonio Chabebe Acra.

Abogado (s): Dr. Luis Máximo Vidal Félix, y Lic. Fabio
-.áceres.

Dios, Patria y Libertad.

República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Darío Balcácer,
Primer Sustituto, en funciones de Presidente, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presidente;
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 21 de noviembre de 1983, años 140' de la
Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corto de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación- interpuestos por Danilo
Pichardo, dominicano, negociante, domiciliado en esta
ciudad, cédula No. 21196 serie 56 y Antonio Chabebe Acra,
dominicano, domiciliado en esta ciudad, cédula No. 10881
serie 56, contra sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación en Santo Domingo,
el 30 de Octubre de 1980, cuyo dis positivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oí'. en la lectura de sus conclusiones al Dr. Luis Máximo

Vidal Félix, por si, y por el Lic. Fabio Fiallo Cáceres, cédula
No. 104 serie 47, abogados de los recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;



La presen te sentenc ia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figura n en su encabezamiento, en la

audienc ia pública del día, mes y año, en él expresado s, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— IFD0.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 38

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 30 de Oct. de 1980.

Materia: Correccionai

Recurrente (s): Danilo Pichardo y Antonio Chabebe Acra.

Abogado (s): Dr. Luis Máximo Vidal Félix, y Lic. Fabio
:aceres.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Darío Balcácer,
Primer Sustituto, en funciones de Presidente, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de Presidente;
Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña,
Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera Piña, asistidos

,del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 21 de noviembre de 1983, años 140' de la
Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corto de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación'interpuestos por Danilo
Pichardo, dominicano, negociante, domiciliado en esta
ciudad, cédula No. 21196 serie 56 y Antonio Chabebe Acra,
dominicano, domiciliado en esta ciudad, cédula No. 10881
serie 56, contra sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación en Santo Domingo,

	

illt	

el 30 de Octubre de 1980, cuyo dis positivo se copia más

	

4	 adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oh, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Luis Máximo

Vidal Félix, por si, y por el Lic. Fabio Fiallo Cáceres, cédula
•	 No. 104 serie 47, abogados de los recurrentes;

	

.	 Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;
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Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 7 de nov. de 1980, a re-
querimiento de los letrados antes indicados, en represen-
tación de los recurrentes, en la cual no se propone contra la

sentenc i a impugnada, ningún medio de casación;
Visto el memorial de los recurrentes de fecha 4 de no

viembre de 1983, suscrito por sus abogados, en el cual se
proponen contra la sentencia impugnada los medios de
casación que luego se indican;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 1, 32, 62 y 65 de la ley Sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerand o, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se rifiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una querella por amenazas presentada por los
hoy recurrentes contra Mike Gómez y Sarah Hazin Antún de
Gómez, la Octava Cámara Penal del Juzgado de 1ra. Ins
tanda del Distrito Nacional, dictó en sus atribuciones

correccionales, el 17 de Agosto de 1977, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos contra ese fallo la indicada Cámara dictó una
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA.
PRIMERO: Se declara inadmisib l e el recurso de oposición
interpuesto por los prevenidos Mike Gómez y Sarah de
Gómez, contra la sentencia dictada por este Tribunal en fecha
14 de Septiembre del año 1977, por haber sido hecha fuera
del plazo establecido por la ley; SEGUNDO: Se confirma en
todas sus partes la sentenc ia recurrida, cuya parte dispositiva

dice así: "Primero: Se pronunc ia el defecto contra los pre-
venidos Mike Gómez y Sarah de Gómez, de generales ig.
noradas, pero residentes en la Avenida Prolongac i ón Bolívar

No. 522, por no haber comparecido a la audiencia no obs
tante estar legalmente citados; Segundo: Se declara a los
nombrados Mike Gómez y Sarah de Gómez, culpables de
delito de Amenazas, previsto en el artículo 307 del Código
Penal en perjucio de los señores Chabebe y Danilo Pichardo,

y en consecuenc ia, se condena a sufrir la pena de Seis (6)

Meses de prisión correcciona l , al pago de una multa de

RD5100 . 00 (Cien Pesos Oro) cada uno, y al pago de las costas
penales; Tercero: Se declara buena y válida, en cuanto a la

forma, la constitución en parte civil hecha por los señores
Antonio Chabebe Acra y Danilo Pichardo a través de su
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abogado Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, por haber sido
hecha de conformidad con la ley, en cuanto al fondo, se
condena a los prevenidos Mike Gómez y Sarah de Gómez, a
pagar solidariamente una indemnización de RDS10,000.00
(Diez Mil Pesos Oro) en favor de cada uno de los señores
Antonio Chabebe Acra y Danilo Pichardo; Cuarto: Se ordena
que la indemnización fijada por la presente sentencia, sea co-
brada en caso de insolvencia, por vía del apremio corporal; y
Quinto: Se condena a los prevenidos Mike Gómez y Sarah
de Gómez, al pago de las costas civiles con distracción de las

'mismas en provecho del Dr. Francisco A. Mendoza Castillo,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; c) que sobre
el recurso de apelación interpuesto contra ese último fallo,
intervino la sentencia ahora impugnada en casación cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Acoge la
instancia dirigida a esta Corte de Apelación en fecha 11 del
mes de Septiembre de 1980, por el Dr. Luis Gerónimo Pérez
Ulloa, mediante la cual solicita la reapertura de los debates a
los fines específicos en la referida Instancia; por ser de
derecho; SEGUNDO: Reenvia la presente causa seguida
contra el nombrado Mike Gómez y Sarah de Gómez, pre.
venidos de violación al artículo 307 del Código Penal, para el
día 9 de diciembre de 1980, a las nueve horas de la mañana;

. TERCERO: Se ordena la citación de las partes y testigos si
los hubiere; CUARTO: Reserva las costas para que sigan la
suerte de lo principal";

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada los siguientes Me-
dios de Casación: Primer Medio: Violación de las reglas
procesales que rigen la reapertura de debates; Segundo Me-
dio: Violación del derecho de defensa;

Considerando, que al tenor de lo prescrito por el artículo 32
de la ley Sobre Procedimiento de Casación no se puede
interponer recurso de casación contra las sentencias prepara-
torias sino después de la sentencia definitiva;

Considerando, que aún cuando la Corte a-qua se refiere
impropiamente a la reapertura de debates en una materia
como la correccional en que éstos no se cierran sino con el
fallo, es evidente que lo que en definitiva decidió la Corte a-
gua dentro de sus facultades discrecionales en la instrucción
del proceso penal, fue reenviar la copia para una fecha pos-
terior a fin de obtener una mejor sustanciación de la misma; -
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:togado Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, por haber sido
hecha de conformidad con la ley, en cuanto al fondo, se
condena a los prevenidos Mike Gómez y Sarah de Gómez, a
pagar solidariamente una indemnización de RDS10,000.00
(Diez Mil Pesos Oro) en favor de cada uno de los señores
Antonio Chabebe Acra y Danilo Pichardo; Cuarto: Se ordena
que la indemnización fijada por la presente sentencia, sea co-
brada en caso de insolvencia, por vía del apremio corporal; y
Quinto: Se condena a los prevenidos Mike Gómez y Sarah
de Gómez, al pago de las costas civiles con distracción de las

'mismas en provecho del Dr. Francisco A. Mendoza Castillo,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; c) que sobre
el recurso de apelación interpuesto contra ese último fallo,
intervino la sentencia ahora impugnada en casación cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Acoge la
instancia dirigida a esta Corte de Apelación en fecha 11 del
mes de Septiembre de 1980, por el Dr. Luis Gerónimo Pérez
Ulloa, mediante la cual solicita la reapertura de los debates a
los fines específicos en la referida Instancia; por ser de
derecho; SEGUNDO: Reenvía la presente causa seguida
contra el nombrado Mike Gómez y Sa rah de Gómez, pre-
venidos de violación al artículo 307 del Código Penal, para el
día 9 de diciembre de 1980, a las nueve horas de la mañana;

. TERCERO: Se ordena la citación de las partes y testigos si
los hubiere; CUARTO: Reserva las costas para que sigan la
suerte de lo principal";

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada los siguientes Me-
dios de Casación: Primer Medio: Violación de las reglas
procesales que rigen la reapertura de debates; Segundo Me-
dio: Violación del derecho de defensa;

Considerando, que al tenor de lo prescrito por el artículo 32
de la ley Sobre Procedimiento de Casación no se puede
interponer recurso de casación contra las sentencias prepara-
torias sino después de la sentencia definitiva;

Considerando, que aún cuando la Corte a-qua se refiere
impropiamente a la reapertura de debates en una materia
como la correccional en que éstos no se cierran sino con el
fallo, es evidente que lo que en definitiva decidió la Corte a-
gua dentro de sus facultades discrecionales en la instrucción
del proceso penal, fue reenviar la copia para una fecha pos-
terior a fin de obtener una mejor sustanciación de la misma;•
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Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el 7 de nov. de 1980, a re-

querimiento de los letrados antes indicados, en represen-
tación de los recurrentes, en la cual no se propone contra la
sentencia impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes de fecha 4 de no
viembre de 1983, suscrito por sus abogados, en el cual se
proponen contra la sentencia impugnada los medios de
casación que luego se indican;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 1, 32, 62 y 65 de la ley Sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se rifiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una querella por amenazas presentada por los

hoy recurrentes contra Mike Gómez y Sarah Hazin Antún de
Gómez, la Octava. Cámara Penal del Juzgado de Ira. Ins
tancia del Distrito Nacional, dictó en sus atribuciones

correcciona les, el 17 de Agosto de 1977, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos

interpuestos contra ese fallo la indicada Cámara dictó una
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA.
PRIMERO: Se declara inadmisible el recurso de oposición

interpuesto por los prevenidos Mike Gómez y Sarah de

Gómez, contra la sentenc ia dictada por este Tribunal en fecha
14 de Septiembre del año 1977, por haber sido hecha fuera

del plazo establec ido por la ley; SEGUNDO : Se confirma en

todas sus partes la sentencia recurrida, cuya parte dispositiva

dice así: "Primero : Se pronuncia el defecto contra los pre-
venidos Mike Gómez y Sarah de Gómez, de generales ig.
noradas, pero residentes en la Avenida Prolongació n Bolivar

No. 522, por no haber comparecido a la audienc ia no obs

tante estar legalmente citados; Segundo : Se declara a los

nombrados Mike Gómez y Sarah de Gómez, culpables de
delito de Amenazas, previsto en el artículo 307 del Código
Penal en perjucio de los señores Chabebe y Danilo Pichardo,

y en consecuencia , se condena a sufrir la pena de Seis (6)

Meses de prisión correccional , al pago de una multa de
RDS100.00 (Cien Pesos Oro) cada uno, y al pago de las costas
penales; Tercero: Se declara buena y válida, en cuanto a la

forma, la constitució n en parte civil hecha por los señores
Antonio Chabebe Acra y Danilo Pichardo a través de su

1
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que en esas condicione s es obvio, que dicha sentenc ia es

preparatoria y no podía ser impugnada en casación sino

después de la sentencia definitiva, según lo dispone el ar-
tículo 32 de la ley Sobre Procedimiento de casación antes

indicados y en consecuenc ia , no ha lugar a ponderar los

medios de casación propuestos;
Considerando, que en la especie no procede estatuir acerca

de las costas civiles en razón de que la parte adversa no ha
hecho pedimento alguno al respecto;

Por tales motivos: Único: Declara inadmisib les los

recursos de casación interpuestos por Danilo Pichardo Y
Antonio Chabebe Acra contra la sentencia dictada en sus

atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo el 30 de octubre de 1980, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo.

(FIRMADOS).— Darío Bacácer. — Fernando E. Ravelo de

la Fuente. — Leonte R. Alburquerque Castillo. — Luis Víctor

García de Peña.— Máximo Puello Renville.— Abelardo
Herrera Piña.— Miguel Jacobo, Secretario General. —

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que

certifico. — (FD0.). — Miguel Jacobo.
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SE NTENCIA DE FECHA 21 DEL MES DE NOVI EMBREDEL ANO 1983 No. 39

Sentencia im pugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 28 de octubre de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Gloria Peña Martínez de Padilla y
partes. Com-

Abogado (s): Dr. Angel Rafael Morón Auttant.

in teryiniente (s): Héctor B. Pichardo Fernández.

Abogado (s): Dr. A. Bienvenido Figuereo Méndez.

Dios, Patria y Libertaa

República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte ae Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente, Leonte R. Alburquerquer Castillo, Hugo
H. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera
Piña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde cele-
bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 del mes de Noviembre
del año 1983, año 140' de la Independencia y 121' de laRestauración, dicta en audiencia pública, como Cone de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación i nterpuestos por Gloria Pe .• ña Martínez de Padilla, dominicana, mayor de edad, casada,
cédula No. 258247 serie 1ra., domiciliada en esta ciudad;
el Instituto de Estabilización de Precios (INESPRE), con su
asiento principal en la Avenida Luperón, de esta ciudad; y le
Compañia de Seguros San Rafael, C. por A., con su domicilio
social en esta ciudad; contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San-
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que en esas condiciones es obvio, que dicha sentencia es
preparatoria y no podía ser impugnada en casación sino
después de la sentencia definitiva, según lo dispone el ar-
ticulo 32 de la ley Sobre Procedimiento de casación antes
indicados y en consecuencia, no ha lugar a ponderar los
medios de casación propuestos;

Considerando, que en la especie no procede estatuir acerca
de las costas civiles en razón de que la parte adversa no ha
hecho pedimento alguno al respecto;

Por tales motivos: Unico: Declara inadmisibles los
recursos de casación interpuestos por Danilo Pichardo y
Antonio Chabebe Acra contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo el 30 de octubre de 1980, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo.

(FIRMADOS) .— Darío Bacácer.— Fernando E. Ravelo de
la Fuente.— Leonte R. Alburquerque Castillo.— Luis Victo'
García de Peña.— Máximo Puello Renville.— Abelardo
Herrera Piña.— Miguel Jacobo, Secretario General. —

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (FD0.).— Miguel Joe , bo.
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NTENCIA DE FECHA 21 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 39

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de SantoDomingo, de fecha 28 de octubre de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente Is): Gloria Peña Martínez de Padilla y
partes.

Abogado (s): Dr. Angel Rafael Morón Auttant.

in terviniente (5): Héctor B. Pichardo Fernández.

Abogado 15): Dr. A. Bienvenido Figuereo Méndez.

Dios, Patria y Libertad

República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,regularmente constituida por los Jueces Manuel D. BergésChupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto dePresidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-tuto de Presidente, Leonte R. Alburquerquer Castillo, HugoH. Goicochea S., Máximo Puello Renville y Abelardo Herrera
Piña, asistidos del Secretario General, en la 

Sala donde cele-bra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 21 del mes de Noviembredel año 1983, año 140' de la Independencia y 121' de laR
estauración, dicta en audiencia pública, como Corte de

Casación, la siguiente sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuestos por Gloria Pe .ña Martínez de Padilla, dominicana, mayor de edad, casada,

cédula No. 258247 serie 1ra., domiciliada en esta ciudad;el Instituto de Estabilización de Precios ( I NESPRE), con suasiento principal en la Avenida Luperón, de esta ciudad; y 
la

Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con su domicilio
social en esta ciudad; contra la sentencia dictada en sus atri-buciones correccionales, por la Corte de A pelación de San-
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to Domingo, el 28 de octubre de 1981, cuyo dispositivo se

copia más adelante;
Oído al Alguac il de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. A. Bienvenido

Figuereo Méndez, cédula No. 12406, serie 12, abogado ael
interviniente Héctor B. Pichardo Fernández, dominicano,
mayor de edad, casado, domicilia do en esta ciudad, cédula

No. 61384, serie ira.;
Oído el dictame n del Magistrado Procurador Genera l de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 5 de noviemb
re de 1981, a re.

querimient o del abogado Dr. Miguel Angel Cedeño Jiménez,

ula No.	
17700, serie 28, en representanción de los

cédula
	 en la cual no se propone contra la sentencia

impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memoria l de los recurrentes de fecha 7 de

diciemb re
 de 1982, suscrito por su abogado Dr. Angel Rafael

Morón Auffant, en el cual se propone contra la sentencia
impugnada el medio de casació n que se indica más adelante;

Vistos los escritos del interviniente de fechas 13 y 16 de
diciembre de 1982, firmados por su abogado Dr. A. Bien-

venido Figuereo Méndez;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 49, 52 y 74 de la Ley No. 241, de

1967, sobre Tránsit o y Vehículos; 1383 del Código Civil, 1 y 10
de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de

Vehículos
 de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce

dimiento de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugna da y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo

de un accidente de tránsito en que una persona resultó con

lesiones corporales, la Octava Cámara Penal del Juzgado de

Primera Instanc i a del Distrito Nacional , dictó en sus atri-

buciones correccionales, el 20 de octubre de 1980, una

sentenc ia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que so-

bre los recursos interpuestos contra dicho fallo, intervino la

sentencia ahora impugna da en casación, cuyo disposit ivo es

el siguiente :
 "FALLA'. PRIMERO: Declara bueno y válido, en

cuanto a la forma, el recurso de apelación interpues
to por el

r. José Pérez Gómez, en fecha 7 de noviembre de 1980, a

nombre
D	y representación de Gloria Peña Martínez, Ing. Ama-

ble Padilla, Instituto de Estabilización de Precies ( I NESPREI y
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la
sentencia de fecha 20 de octubre de 1980, dictada por la
Octava Cámara Penal del Juzoado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se declara a la señora Gloria Peña Martínez, de generales que
consta, culpable de violación a los artículos 49 letra cl, 65 y 71
de la Ley No. 241, de 1967, sobre tránsito de vehículos de mo-
tor, en perjuicio de Héctor Pichardo López, y en
consecuencia, se le condena al pago de una multa de
RDS50.00 (cincuenta pesos oro) acogiendo circunstancias
atenuantes a su favor, y al pago de las costas penales;
Segundo: Se declara buena y válida en cuanto a la forma, la
constitución en parte- civil hecha por el señor Héctor B.
Pichardo Fernández, en su calidad de padre y tutor legal del
menor Héctor M. Pichardo López, contra Gloria Peña Fer-
nández, Ing. Amable Padilla y el Instituto de Estabilización de
Precios (INESPRE), por medio de sus abogados Dres. A
Bienvenido Figuereo Méndez y Rafael Acosta, por haber sido
hecha de conformidad con la Ley; Tercero: En cuanto al
fondo se condena a Gloria Peña Martínez, Mg. Amable Padilla
y el Institut de Estabilización de Precios (INESPRE) en sus
calidades de prevenido, persona civilmente responsable, y
entidad a nombre de la cual fue expedida la Póliza corres-
pondiente, respectivamente, al pago solidario de una in-

- demnización de RDS12,000.00 (doce mil pesos oro) como
justa reparación por los daños morales y materiales sufridos
por Héctor M. Pichardo López, en el accidente de que se tra-
ta; Cuarto: Se condena solidariamente a Gloria Peña Mar
tínez, Ing. Amable Padilla y el Instituto de Estabilización de
Precios (INESPRE), al pago de los intereses legales de la
suma acordada, a título de indemnización complementaria;
Quinto: Se condena solidariamente a Gloria Peña Martínez,
'no. Amable Padilla y el Instituto de Estabilización de Precios
(INESPRE), en sus expresadas calidades, al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho de
los Dres. A. Bienvenido Figuereo Méndez y Rafael Acosta,
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte;
Sexto: Se declara la presente sentencia común, oponible y
ejecutable en su aspecto civil, con todas sus consecuencias
legales y hasta el límite de la Póliza a la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo placa
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to Domingo, el 28 de octubre de 1981, cuyo dispositivo se

copia más adelante;
Oído al Alguaci l de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones, al Dr. A. Bienvenido

Figuereo Méndez, cédula No. 12406, serie 12, abogad o ael
interviniente Héctor B. Pichardo Fernández, dominicano,
mayor de edad, casado, domiciliado en esta ciudad, cédula

No. 61384, serie ira.;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera l de la

Vista el acta de los recurso s de casación, levantada en laRepública;

Secretaría de la Corte a-qua el 5 de noviem bre de 1981, a re-

querimiento del abogado Dr. Migu Angel
ngel Cedeño Jiménez,

cédula No. 17700, serie 28, en representanción de los
recurrentes, en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada, ningún medio de casación;

Visto el memoria l de los recurrentes de fecha 7 de

diciemb re de 1982, suscrito por su abogado Dr. Angel Rafael
Morón Auffant, en el cual se propon e contra la sentencia

impugnada el medio de casación que se indica más adelante;
Vistos los escritos del interviniente de fechas 13 y 16 de

diciembre de 1982, firmad os por su abogado Dr. A. Bien-

venido Figuereo Méndez;La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49, 52 y 74 de la Ley No. 241, de
1967, sobre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil, 1 y 10
de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligato rio de

Vehiculos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce.
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugna da y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con

lesiones corporales, la Octava Cámara Penal del Juzgado de

Primera Instanc ia del Distrito Nacional, dictó en sus atri-
buciones correccionales, el 20 de octubre de 1980, una
sentenc ia cuyo dispositivo se copia más adelante; ) que so-
bre los recursos interpuestos contra dicho fallo, intervino la
sentencia ahora impugnada en casació n, cuyo dispositivo enes

el siguiente : "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido, 
cuanto a la forma, el recurso de apelació n interpuesto por el
Dr. José Pérez Gómez, en fecha 7 de noviemb re de 1980, a
nombre y representación de Gloria Peña Martínez, Ing. Ama-

I3OLETIN JUDICIAL ble Padilla, Instituto de Estabilización de Precios ( I NESPREI y
la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra la
sentencia de fecha 20 de octubre de 1980, dictada por la
Octava Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero:
Se declara a la señora Gloria Peña Martínez, de generales que
consta, culpable de violación a los artículos 49 letra c), 65 y 71
de la Ley No. 241, de 1967, sobre tránsito de vehículos de mo-
tor, en perjuicio de Héctor Pichardo López, y en
consecuencia, se le condena al pago de una multa de
RDS50.00 (cincuenta pesos oro) acogiendo circunstancias
atenuantes a su favor, y al pago de las costas penales;
Segundo: Se declara buena y válida en cuanto a la forma, la
constitución en parte- civil hecha por el señor Héctor B.
Pichardo Fernández, en su calidad de padre y tutor legal del
menor Héctor M. Pichardo López, contra Gloria Peña Fer-
nández, Ing. Amable Padilla y el Instituto de Estabilización de
Precios (INESPRE), por medio de sus abogados Dres. A
Bienvenido Figuereo Méndez y Rafael Acosta, por haber sido
hecha de conformidad con la Ley; Tercero: En cuanto al
fondo se condena a Gloria Peña Martínez, Ing. Amable Padilla
y el Institut de Estabilización de Precios ( I NESPRE) en suscalidades de prevenido, persona civilmente responsable, y
entidad a nombre de la cual fue expedida la Póliza corres-
pondiente, respectivamente, al pago solidario de una in-
demnización de ROS12,000.00 (doce mil pesos oro) como
justa reparación por los daños morales y materiales sufridos
por Héctor M. Pichardo López, en el accidente de que se tra-
ta; Cuarto: Se condena solidariamente a Gloria Peña Mar
tínez, Ing. Amable Padilla y el Instituto de Estabilización de
Precios IINESPRE), al pago de los intereses legales de la
suma acordada, a título de indemnización complementaria;
Quinto: Se condena solidar iamente a Gloria Peña Martínez,
Ing. Amable Padilla y el Instituto de Estabilización de Precios
(INESPRE), en sus expresadas calidades, al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas en provecho de
los Dres. A. Bienvenido Figuereo Méndez y Rafael Acosta,
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte;
Sexto: Se declara la presente sentencia común, oponible y
ejecutable en su aspecto civil, con todas sus consecuencias
legales y hasta el límite de la Póliza a la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del vehículo placa
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No. 120-849, para el primer semestre del año 1978, "Peugeot"
modelo 504. registrado No. 185029, motor No. 173529, chasis
'dem. modelo del año 1974, color vino, mediante Póliza No. A
L-42195-9, a favor del Instituto de Estabilización de Precios
(INESPRE), vigente al momento del accidente, de con-
formidad con lo que dispone el articulo 10 modificado de la
Ley No. 4117, de fecha 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor'; por haber sido hecho conforme a las
formalidades legales; SEGUNDO: En cuanto al fondo, Mo-
difica la sentencia apelada en el sentido de rebajar la in-
demnización acordada por el Tribunal a-quo y la Corte por
autoridad propia y contrario imperio, fija en seis mil pesos oro
(RDS6,000.00) la indemnización a pagar al señor Héctor B.
Pichardo López Hernández en su calidad indicada y por los
conceptos especificados en la sentencia recurrida, por consi-
derar esta suma más de armonía y equidad con los daños
causados; TERCERO: Confirma en sus demás aspectos la
sentencia recurrida; CUARTO: Condena a la señora Gloria
Peña Martínez, en su condición de prevenida, al pago de las
costas penales de la alzada, y conjuntamente con el Ing.
Amable Padilla y el Instituto de Estabilización de Precios
(INESPRE), al pago de las costas civiles, con distracción de
las últimas en provecho de los Dres. A. Bienvenido Figuereo
Méndez y Rafael Acosta, abogados de la parte civil cons-
tituida, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Dispone la oponibilidad de la presente sentencia
contra la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en su
condición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente";

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada el siguiente medio
de casación: Derecho de Paso: Violación al Ordinal C) del
Artículo 74 de la Ley No. 241";

Considerando, que en su único medio de casación los
recurrentes alegan en síntesis, que por las declaraciones de
los conductores se advierte que el hecho se produjo mientras
la prevenida recurrente ascendía una pendiente y el ciclista la
bajaba; que de acuerdo con la letra C) del artículo 74 de la Ley
No. 241 de 1967, sobre Tránsito de Vehículos, correspondía
al ciclista que descendía la cuesta o pendiente ceder el paso al
vehículo que la subía: que si los Jueces del fondo hubieran
mecho una correcta aplicación del indicado texto lega,
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hubieran decidido que el accidente se debió a la imprudencia
del ciclista que no cedió el paso y que no conocía la Ley
porque no tenía licencia para conducir; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar a la pre-
venida recurrente Gloria Peña Martínez de Padilla, única
culpable del accidente, y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecidos mediante la ponderación de los elementos de juicioregularmente aportados en la instrucción de la causa los
siguientes hechos: a) que en horas de la tarde del 10 de
diciembre de 1978, mientras la prevenida recurrente Gloria
Peña Martínez de Padilla conducía el automóvil placa privada
No. 120-849 por la Avenida Circunvalación próximo a la calle"Manzana A", Urbanización Las Américas, de esta ciudad,donde existe una pendiente, atropelló al menor Héctor Miguel
Pichardo López que transitaba por esa misma vía en dirección
opuesta, conduciendo una bicicleta; b) que a consecuencia
de ese accidente al referido menor sufrió fracturas en los
brazos y en el muslo izquierdo que curaron en un año y seis
meses, y que le obligaron a permanecer durante ese lapso en
silla de ruedas; c) que el accidente se debió a la imprudencia
de la conductora del automóvil pues transitaba muy a su
izquierda y no disminuyó la marcha de su vehículo, ni advirtióla p

resencia del ciclista que venía en sentido contrario, y a su
derecha, bajando la pendiente;

Considerando, que como se advierte, los Jueces del fondoponderaron la conducta del ciclista y entendieron, dentro de
su poder soberano de apreciación de los hechos, lo que
escapa al control de la casación, que el referido menor no ha-
bía cometido la violación que señalan los recurrentes; que en
esas condiciones es claro que en la sentencia impugnada nose incurrió en ninguno de los vicios y violaciones denunciados
en el medio que se examina, el cual carece de fundamento ydebe ser desestimado;

Cons iderando, que los hechos así establecidos constitu-yen a cargo de la prevenida recurrente el delito previsto por el
artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y

1	 Vehículos, y sancionado por la letra c) de dicho texto legal
con prisión de 6 meses a 2 años y multa de cien a RD S500.00Pesos, si la enfermedad o imposibilidad Para el trabajo durare20 días o más, como ocurrió en la especie: que al condenar a'a prevenida recurrente 6 une multa de R DS50.00 peso
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No. 120-849, para el primer semestre del año 1978, "Peugeot"
modelo 504. registrado No. 185029, motor No 173529, chasis
'dem. modelo del año 1974, color vino, mediante Póliza No. A
L-42195-9, a favor del Instituto de Estabilización de Precios
(INESPRE), vigente al momento del accidente, de con-
formidad con lo que dispone el artículo 10 modificado de la
Ley No. 4117, de fecha 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor; por haber sido hecho conforme a las
formalidades legales; SEGUNDO : En cuanto al fondo, Mo-
difica la sentencia apelada en el sentido de rebajar la in-
demnización acordada por el Tribunal a-quo y la Corte por
autoridad propia y contrario imperio, fija en seis mil pesos oro
(RDS6,000.00) la indemnización a pagar al señor Héctor B.
Pichardo López Hernández, en su calidad indicada y por los
conceptos especificados en la sentencia recurrida, por consi-
derar esta suma más de armonía y equidad con los daños
causados; TERCERO: Confirma en sus demás aspectos la
sentencia recurrida; CUARTO: Condena a la señora Gloria
Peña Martínez, en su condición de prevenida, al pago de las
costas penales de la alzada, y conjuntamente con el Ing.
Amable Padilla y el Instituto de Estabilización de Precios
(INESPRE), al pago de las costas civiles, con distracción de
las últimas en provecho de los Dres. A. Bienvenido Figuereo
Méndez y Rafael Acosta, abogados de la parte civil cons-
tituida, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;
QUINTO: Dispone la oponibilidad de la presente sentencia
contra la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en su
condición de entidad aseguradora del vehículo que ocasionó
el accidente";

Considerando, que en su memorial los recurrentes
proponen contra la sentencia impugnada el siguiente medio
de casación: Derecho de Paso: Violación al Ordinal C) del
Artículo 74 de la Ley No. 241";

Considerando, que en su único medio de casación los
recurrentes alegan en síntesis, que por las declaraciones de
los conductores se advierte que el hecho se produjo mientras
la prevenida recurrente ascendía una pendiente y el ciclista la
bajaba; que de acuerdo con la / otra C) del artículo 74 de la Ley
No. 241 de 1967. sobre Tránsito de Vehículos, correspondía
al ciclista que descendia ta cuesta o pendiente ceder el paso al
vehículo que la subia: que si los Jueces del fondo hubieran
hecho una correcta aplicación del indicado texto legai
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hubieran decidido que el accidente se debió a la imp rudencia
del ciclista que no cedió el paso y que no conocía la Ley
porque no tenía licencia para conducir; pero,

Considerando, que el examen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que la Corte a-qua para declarar a la pre-
venida recurrente Gloria Peña Martínez de Padilla, única
culpable del accidente, y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecidos mediante la ponderación de los elementos de juicioregularmente a portados en la instrucción de la causa lossiguientes hechos: a) que en horas de la tarde del 10 de
d iciembre de 1978, mientras la prevenida recurrente Gloria
Peña Martínez de Padilla conducía el automóvil placa privada
No. 120-849 por la Avenida Circunvalación próximo a la calle
"Manzana A", Urbanización Las Américas, de esta ciudad,
donde existe una pendiente, atropelló al menor Héctor Miguel
Pichardo López que transitaba por esa misma vía en direcciónopuesta, conduciendo una bicicleta; b) que a consecuencia
de ese accidente al referido menor sufrió fracturas en los
brazos y en el muslo izquierdo que curaron en un año y seis
meses, y que le obligaron a permanecer durante ese lapso en
silla de ruedas; c) que el accidente se debió a la imprudenciade la conductora del automóvil pues transitaba muy a sui
zquierda y no disminuyó la marcha de su vehículo, ni advirtió
la presencia del ciclista que venía en sentido contrario, y a su
derecha, bajando la pendiente;

Considerando, que como se advierte, los Jueces del fondop
onderaron la conducta del ciclista y entendieron, dentro de

su poder soberano de a preciación de los hechos, lo que
escapa al control de la casación, que el referido menor no ha-bía cometido la violación que señalan los recurrentes; que en
esas condiciones es claro que en la sentencia i mpugnada no
se incurrió en ninguno de los vicios y violaciones denunciados
en el medio que se examina, el cual carece de fundamento ydebe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos constitu-yen a cargo de la prevenida recurrente el delito previsto por ela
rtículo 49 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito yVehículos, y sancionado por la letra c) de dicho texto legal

con prisión de 6 meses a 2 años y multa de cien a RD S500.00Pesos, si la enfermedad o imposibilidad para el trabajo durare20 días o más. como ocurrió en la especie: que al condenar a,a prevenida recurrente a uno multa de R DS50.00 Peso
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acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho de la prevenida había causado a
Héctor B. Pichardo Fernández, parte civil constituida en su
calidad de padre del menor agraviado, daños y perjuicios ma-
teriales y morales cuyo monto evaluó en las sumas que se
consignan en el dispositivo de la sentencia impugnada; que al
condenar a la prevenida, a su esposo Amable Padilla, y al
Instituto de Estabilización de Precios, al pago de esas sumas a
título de indemnización en favor de la persona constituida en
parte civil antes indicada, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y al
declarar oponibles tales condenaciones a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., puesta en causa como
Compañía Aseguradora, hizo también una adecuada
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al
interés de la prevenida recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como interviniente
a Héctor B. Pichardo Fernández, en los recursos de casación
interpuestos por Gloria Peña Martínez de Padilla, el Instituto
de Estabilización de Precios y la Cía. de Seguros San
Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, el día 28 del mes de octubre del año 1981, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
SEGUNDO: Rechaza los indicados recursos; TERCERO:
Condena a la prevenida recurrente Gloria Peña Martínez de
Padilla, al pago de las costas penales, y a ésta y a Amable Pa-
dilla y al Instituto de Estabilización de Precios, al pago de las
costas civiles, y las distrae en provecho del Dr. A. Bienvenido
Figuereo Méndez, abogado del interviniente, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad, y las declara oponibles a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.-

(FIRMADOS). — Manuel D. Bergés Chupani.-- Darío
Balcácer.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Leonte R. Al-
burquerque Castillo.— Hugo H. Goicochea S.— Abelardo
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Herrera Piña.— Máximo Puello Renville.— Miguel Jacobo,
Secretario General. —

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, quecertifico.— IFD0.1 Miguel Jacobo.
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acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho de la prevenida había causado a
Héctor B. Pichardo Fernández, parte civil constituida en su
calidad de padre del menor agraviado, daños y perjuicios ma-
teriales y morales cuyo monto evaluó en las sumas que se
consignan en el dispositivo de la sentencia impugnada; que al
condenar a la prevenida, a su esposo Amable Padilla, y al
Instituto de Estabilización de Precios, al pago de esas sumas a
título de indemnización en favor de la persona constituida en
parte civil antes indicada, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Civil, y al
declarar oponibles tales condenaciones a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., puesta en causa como
Compañía Aseguradora, hizo también una adecuada
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al
interés de la prevenida recurrente, vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como interviniente
a Héctor B. Pichardo Fernández, en los recursos de casación
interpuestos por Gloria Peña Martínez de Padilla, el Instituto
de Estabilización de Precios y la Cía. de Seguros San
Rafael, C. por A., contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, el día 28 del mes de octubre del año 1981, cuyo
dispositivo so ha copiado en parte anterior del presente fallo;
SEGUNDO: Rechaza los indicados recursos; TERCERO:
Condena a la prevenida recurrente Gloria Peña Martínez de
Padilla, al pago de las costas penales, y a ésta y a Amable Pa-
dilla y al Instituto de Estabilización de Precios, al pago de las
costas civiles, y las distrae en provecho del Dr. A. Bienvenido
Figuereo Méndez, abogado del interviniente, quien afirma ha-
berlas avanzado en su totalidad, y las declara oponibles a la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., dentro de los
términos de la Póliza.-

(FIRMADOS). — Manuel D. Bergés Chupani.-- Darío
Balcácer.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Leonte R. Al-
burquerque Castillo.— Hugo H. Goicochea S.— Abelardo
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Herrera Piña.— Máximo Puello Renville.— Miguel Jacobo,
Secretario General. —

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— CEDO.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECH A 21 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 40

Sentencia impugnada : Primera Cámara Penal del Juzgado

de Primera Instancia del Distrito Judicia l de Santiago, de

fecha 7 de marzo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Adolfo Cruz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,

regularmente constitu i da por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de

Presiden te; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-

tuto de Presidente ; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville S., Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,

asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 21 del mes de noviembre de 1983, •
año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de Casación la siguiente

sentencia:
Sobre el recurso de casació n interpuesto por Adolfo iadoCruz,

dominicano, mayor de edad, casado, agriculto r , domicily

residente en Las Lavas, Villa Gonzále z , cédula No. 7027, serie

31, contra la sentenc ia dictada por la Primera Cámara Penal

del Juzgado de Primera Instanc ia 'del Distrito Judicial de

Santiago, el 7 de marzo de 1979, cuyo dispositivo se copia

más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictame n del Magistrado Procurador General dela

República;
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de la

Cámara a-qua, el 19 de marzo de 1979, a requerimiento de
Lic. Jesús María Estrella S., en representación del recurrente!
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en la cual no se propone ningún medio de casación;
Visto el auto dictado en fecha 18 de noviembre del

corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad dicha Corte,
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos artículos 186 y 208 del Código de Proce-
dimiento Criminal y 1, 30 y 65 de la Ley Sobre Proced;miento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito, en la cual no hubo persona con
lesiones corporales, sino un vehículo con desperfecto, el
Juzgado de Paz de Villa González dictó una sentencia, el 14
de abril de 1979, cuyo dispositivo se copa más adelante; b)
que sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: FALLA:
PRIMERO: Pronuncia el Defecto, contra el nombrado
Adolfo Cruz, de generales ignoradas, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante estar legalmente citado;
SEGUNDO: Declara regular y válida, en cuanto a la forma el
recurso de Apelación, interpuesto por el Dr. Jesús I. Har
nández V., a nombre y representación del nombrado Adolfo
Cruz, en contra de la sentencia corre' cinnal. marcada con el
No. 64, rendida en fecha 14 de abr 	 arlo 1977, por el
Juzgado de Paz del Distrito Municipal de Villa González-Prov.
de Santiago, cuya parte dispositiva copiada a la letra dice así:
Primero: Que debe declarar como al efecto declara al
nombrado Adolfo Cruz, culpable de violación al artículo *84
inciso 1:31 de la Ley 241, en perjuicio de la señora Ramona
Blanco de Almonte; Segundo: que debe condenar como al
efecto condena al nombrado Adolfo Cruz, al pago de una
multa de 5.00 (Cinco Pesos Oro) acogiendo el Dictamen del
Ministerio Público; Tercero: Que debe declarar como al
efecto declara buena y válida la constitución en parte civil
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 40

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de

fecha 7 de marzo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Adolfo Cruz.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello
Renville S., Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara,
asistidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán,
Distrito Nacional, hoy día 21 del mes de noviembre de 1983, •
año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta
en audiencia pública como Corte de Casación la siguiente

sentencia:Sobre el recurso de casación interpuesto por Adolfo Cruz,
dominicano, mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado y
residente en Las Lavas, Villa González, cédula Nc. 7027, serie
31, contra la sentencia dictada por la Primera Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia 'del Distrito Judicial de
Santiago, el 7 de marzo de 1979, cuyo dispositivo se copia

más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General dela

República;
Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de la

Cámara a-qua, el 19 de marzo de 1979, a requerimiento del
Lic. Jesús María Estrella S., en representación del recurrente,

en la cual no se propone ningún medio de casación;
Visto el auto dictado en fecha 18 de noviembre del

corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad dicha Corte,
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Hugo H. Goicochea S., Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos artículos 186 y 208 del Código de Proce-
dimiento Criminal y 1, 30 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en lit
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito, en la cual no hubo persona con
lesiones corporales, sino un vehículo con desperfecto, el
Juzgado de Paz de Villa González dictó una sentencia, el 14
de abril de 1979, cuyo dispositivo se copa más adelante; b)
que sobre el recurso interpuesto intervino la sentencia ahora
impugnada en casación, con el siguiente dispositivo: FALLA:
PRIMERO: Pronuncia el Defecto, contra el nombrado
Adolfo Cruz, de generales ignoradas, por no haber com-
parecido a la audiencia, no obstante estar legalmente citado;
SEG U N DO: Declara regular y válida, en cuanto a la forma el
recurso de Apelación, interpuesto por el Dr. Jesús I. He.r
nández V., a nombre y representación del nombrado Adolfo
Cruz, en contra de la sentencia correr rinnal. marcada con el
No. 64, rendida en fecha 14 de abr oei año 1977, por el
Juzgado de Paz del Distrito Municipal de Villa González-Prov.
de Santiago, cuya parte dispositiva copiiida a la letra dice así:
Primero: Que debe declarar como al efecto declara al
nombrado Adolfo Cruz, culpable de violación al artículo 94
inciso 6) de la Ley 241, en perjuicio de la señora Ramona
Blanco de Almonte; Segundo: que debe condenar como al
efecto condena al nombrado Adolfo Cruz, al pago de una
multa de 5.00 (Cinco Pesos Oro) acogiendo el Díctamen del
Ministerio Público; Tercero: Que debe declarar como al
efecto declara buena y válida la constitución en parte civil
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hecha por la Señora Ramona Blanco de Almonte, contra el
prevenido Adolfo Cruz, persona civilmente responsable;
Cuarto: Que debe condenar y condena al efecto al nombrado
Adolfo Cruz, inculpado, a una indemnización de RDS400.00
(Cuatro Cientos Pesos Oro) a favor de la señora Ramona
Blanco de Almonte, como justa reparación por los daños
experimentados a su vehículo; Quinto: Que debe condenar y
condena al señor Adolfo Cruz, al pago de los intereses legales
de la suma acordada a partir de la fecha de la demanda, a tí-
tulo de indemnización suplementaria; Sexto: En cuanto a las
pretenciones del señor Adolfo Cruz, se rechazan, por im-
procedentes y mal fundadas; y Septimo: Condenan al señor
Adolfo Cruz, al pago de las costas, con distracción de las
mismas en favor del Lic. José Fermín Marte Díaz, quien
afirma estarlas avanzando en su mayor parte; TERCERO:
Que en cuanto al fondo sea Cbnfirmada, en todas sus partes
la sentencia recurrida; CUARTO: Se condena al nombrado
Adolfo Cruz, al pago de las costas penales y civiles con
distracción de éstas últimas, en favor del Lic. José Fermín
Marte Díaz, abogado de la Parte Civil Constituida, quien
afirma estarles avanándo en su mayor parte;

Considerando, que las sentencias en defecto en última
instancia no pueden ser impugnadas en casación mientras
esté abierto el plazo de la oposición; que en estos casos, por
aplicación del artículo 30 de la Ley Sobre Procedimiento de
Casación, el plazo de la casación comenzará a correr a partir
del vencimiento del plazo de la oposición y de ser interpuesto
al recurso, a partir del día en que intervenga sentencia sobre
el fondo;

Considerando, que por el examen de las sentencia im-
pugnada se advierte que, la misma fue dictada en defecto
contra el recurrente y no habiendo constancia en el ex-
pediente de que dicha sentencia le fuera notificada y el plazo
de la oposición previsto en el artículo 186 del Códigb de
Procedimiento Criminal esta abierto, por lo cual no ha podido
comenzar el plazo de la casación; que en estas condiciones el
presente recurso no puede ser admitido, por prematuro;

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el recurso
de casación interpuesto por Adolfo Cruz, contra la sentencia
dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago el 7 de marzo de
1979, cuyo dispositivo se cc.pia en pw-te anterior del presente
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fallo; Segundo: Se condena a dicho recurrente al pago de lascostas.

(FIRMADOS); Manuel D. Bergés Chupani.— Darío Sal-
cácer. — Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.— Luis Víctor García de Peña.— Hugo
H. Goicochea S.— Máximo Puello Renville.— Abelardo
Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara.— Miguel Jacobo,
Secretario General._.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (FD0.): Miguel Jacobo.—

BOLETÍN JUDICIAL



3644	 BOLETIN JUDICIAL
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Cuarto: Que debe condenar y condena al efecto al nombrado
Adolfo Cruz, inculpado, a una indemnización de RDS400.00
(Cuatro Cientos Pesos Oro) a favor de la señora Ramona
Blanco de Almonte, como justa reparación por los daños
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instancia no pueden ser impugnadas en casación mientras
esté abierto el plazo de la oposición; que en estos casos, por
aplicación del artículo 30 de la Ley Sobre Procedimiento de
Casación, el plazo de la casación comenzará a correr a partir
del vencimiento del plazo de la oposición y de ser interpuesto
al recurso, a partir del día en que intervenga sentencia sobre
el fondo;

Considerando, que por el examen de las sentencia im-
pugnada se advierte que, la misma fue dictada en defecto
contra el recurrente y no habiendo constancia en el ex-
pediente de que dicha sentencia le fuera notificada y el plazo
de la oposición previsto en el artículo 186 del Códigb de
Procedimiento Criminal esta abierto, por lo cual no ha podido
comenzar el plazo de la casación; que en estas condiciones el
presente recurso no puede ser admitido, por prematuro;

Por tales motivos: Primero: Declara inadmisible el recurso
de casación interpuesto por Adolfo Cruz, contra la sentencia
dictada por la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago el 7 de marzo de
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fallo; Segundo: Se condena a dicho recurrente al pago de lascostas.
(FIR MADOS); Manuel D. Bergés Ch upani.— Darío Bel-cácer. — Fe rnando E. Ravelo de la Fuente.— Leonte RafaelAlbu rquerque Castillo.— Luis Víctor García de Peña.— Hugo
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Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara.— Miguel Jacobo,
Secretario General. —

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (FDO.): Miguel Jacobo.—
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SENTENC IA DE FECHA 23 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 41

Sentencia impugnad a: Corte de Apelación de Santo

Domingo de fecha 1° de julio de 1982.
Materia: Comercial.
Recurrente (s): Corporación Dominicana de Electricidad y

San Rafael, C. por A.

Abogado (s): Dr. Juan Manuel Pellerano Gómez.

Recurrido (s): Boanergés A. Ripley L. y Compartas

Abogado (s): Dr. Raúl Reyes Vásquez.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,

regularmente constitu i da por los Jueces Manuel D. Bergés

Chupani, Presidente ; Darío Balcáce r , Primer Sustituto de

Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo,

Hugo H. Goicoc hea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audienc ias , en la ciudad

de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Naciona l , hoy día 23

de noviembre de 1983, años 140' de la Independencia y 121'

de la Restauración , dicta en audienc ia pública, como Corte de

Casación, la siguiente sentencia:
Sobre los recursos de casació n interpuestos por la Cor-

poración Dominicana de Electric idad y la San Ráfael,

C. por A., con sus dp;nicilios sociales en la avenida In-

dependencia No. 55 y calle Leopoldo Navarro Esq. San

Francisco de Mag., s, de esta ciudad, respectivamente,

contra la sentenci a dictada por la Corte de Apelació n de

Santo Domingo, el 1° de julio de 1982, en atribuciones

comerciales , cuyo disposit ivo se copia más adelante; -

Oído al Alguaci l de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. José de Jesús Bergés, en represenación del Dr.
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Juan Manuel Pellerano Gómez, abogado de los recurrentes,en la elctura de sus conclusiones;
Oído al Dr. Raúl Reyes Vásquez, en la lectura de sus

conclusiones, como abogado de los recurridos Dr. Boanergés
A. Ripley Lamarche, abogado, cédula No. 56746, serie 1ra. y
Claritsa B. Feliú de Ripley, cédula No. 105365, serie Ira.
ambos dominicanos, mayores de edad, domiciliados y resi-
dentes en la calle 4 esquina 1-I, del Ensanche San Gerónimo,
de esta ciudad, por sí y en representación de sus hijos
menores Ilba Hanoi, Francisco Alberto y Lourdes GinetteRipley Feliú;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del 19 de agosto de 1982,
suscrito por el abogado de las recurrentes, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa y el escrito de ampliación, del
2 de septiembre de 1982 y 25 de febrero de 1983, res-
pectivamente, suscritos por el abogado de los recurridos;

Visto el auto dictado en fecha 17 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara,
Juez de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos que se indican más adelante,
invocados por los recurrentes; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
una demanda en reparación de daños y perjuicios, la Cámara
Civil y Comercial de la Primera C i rcunscripción del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó una sentencia
el 22 de diciembre de 1981, cuyo dispositivo dice así:
"FALLA: PRIMERO: Rechaza las conclusiones de la parte
demandada, la Corporación Dominicana de Electricidad y la
San Rafael, C. por A., por las razones indicadas an-te r iormente; SEGUNDO: Acoge en parte las conclusiones
preSentadas en audiencia por los señores Dr. Boanergés A.
Ripley Lamarche v Claritsa B. Feliú de Ripley, parte  

pl            
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En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

Chupan i , Presidente ; Darío Balcácer, Primer Sustituto

Presidente ; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Su

de
sti-

tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Hugo H. Goicochea S., Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23

de noviembre de 1983, años 140' de la Independ encia y 121'

de la Restaurac ión , dicta en audienc ia pública, como Corte de

Casació n , la siguiente sentencia:
Sobre los recursos de casación interpuestos por la Cor-

poración Dominicana de Electricidad y la San Ráfael,
C. por A., con sus dPrnicitios sociales en la avenida In-

dependencia No. 55 1: calle Leopoldo Navarro E
ivament
sq. San
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Oído al Dr. Raúl Reyes Vásquez, en la lectura de susconclusiones, como abogado de los recurridos Dr. Boanergés
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dentes en la calle 4 esquina H, del Ensanche San Gerónimo,
de esta ciudad, por sí y en representación de sus hijos
menores Ilba Hanoi, Francisco Alberto y Lourdes Ginette
Ripley Feliú;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Visto el memorial de casación del 19 de agosto de 1982,
suscrito por el abogado de las recurrentes, en el cual se
proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa y el escrito de ampliación, del
2 de septiembre de 1982 y 25 de febrero de 1983, res-
pectivamente, suscritos por el abogado de los recurridos;

Visto el auto dictado en fecha 17 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara,
Juez de este Tribunal, para completar la mayoría en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos que se indican más adelante,
invocados por los recurrentes; y 1, 20 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
una demanda en reparación de daños y perjuicios, la Cámara
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó una sentencia
el 22 de diciembre de 1981, cuyo dispositivo dice así:
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demandada, la Corporación Dominicana de Electricidad y la
San Rafael, C. por A., por las razones indicadas an-teriormente; SE GUNDO: Acoge en parte las conclusionespresentadas en audiencia por los señores Dr. Boanergés A.
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demandante, y en consecuencia, condena la Corporación
Dominicana de Electricidad al pago de las siguientes can-
tidades: a) la suma de Cien Mil pesos oro (RDS100,000.00), en
favor del Dr. Bonergés 	 A. Ripley, Lamarche, a título de in-
demnización por los daños morales y materiales sufridos a
consecuencia de la muerte de su hijo menor de edad Alberto
lonah Ripley Feliú; b)	 la suma de Cien	 mil pesos oro

(RDS100,000.00) en favor de Claritsa B.	 Feliú de Ripley,
a título de reparación por los daños morales y materiales
experimentados en su condición de madre del occiso; c) la
suma de Treinta mil pesos oro (RDS30,000.00) en favor de
Ilba Hanoi Ripley Feliú; d) la suma de Treinta mil pesos oro
(RDS30,000.00) en favor de Francisco Alberto Ripley Feliú; e)
la suma de Treinta mil pesos oro (RDS30,000.00) en favor de
Lourdes Ginette Ripley Feliú, a título de indemnización por los
daños y perjuicios morales y materiales sufridos por ellos a
consecuencia de la muerte de su hermano ya indicado,
menores	 éstos por quienes actúan sus padres como
representante legales; TERCERO: Condena a la Corporación
Dominicana de Electricidad parte demandada, al pago de los
intereses legales de dichas sumas; CUARTO: Condena a la
Corporación Dominicana de Electricidad	 al pago de las
costas, ordenando su distracción en provecho de los aboga-
dos, Dres. Antonio Rosario y Raúl Reyes Vásquez, quienes

afirman	 haberlas avanzado en su totalidad; QUINTO:
Declara esta sentencia oponible común y ejecutoria contra la
Compañía de Seguros San Rafael, C. por A. "; b) que sobre

los	 recursos •	 interpuestos	 intervino	 la

sentencia ahora impugnada en casación, con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite por ser regular en
cuanto a la forma el recurso de apelación interpuesto por la
Corporación Dominicana de Electricidad, y la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., contra la sentencia de fecha
veintidos 122) de diciembre de 1981, dictada en sus atri-
buciones comerciales por la Cámara de lo Civil y Comercial de
la Primera Circunscripc ión del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones
formuladas por la parte recurrente Corporación Dominicana
de Electricidad y Cía. de Seguros, San Rafael, C. por A.,
por improcedentes e infundadas y según los motivos
precedenteme nte enunciados; TERCERO: Acoge par-
cialmente las conclusiones formuladas por la :arte intimada,
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odifica el Ordinal Segundo de la sentenciaapelada en el sentido de rebajar las indemnizaciones acor-dadas por el Tribunal a-quo, en consecuencia la Corteobrando por propia autoridad fija en las siguientes sumas laindemnización que debe pagar la Corporación Dominicana de

	

Electricidad: a) la suma de	 Cincuenta mil pesos oro

	

IRD$60,000.001 en favor del 	 Dr. Boanergés A. RipleyLamarche, en su calidad de padre del menor fa llecido Alberto!atril), Ripley Feliú; b) la suma de Cincuenta mil pesos oro(R 0150,000.00) en favor de la señora Claritsa B. Feliú deRipley, en su condición de madre de dicho menor fallecido; c)la suma de Quince mil pesos oro (RDS1 5,00000) en favor deIlba Hanoi Ripley Feliú; y finalmente e) la suma de Quince milpesos oro IRDS15,000.00), a favor de L ourdes Ginette Ri-pley Feliú, a	 título de indemnización por los daños y per-juicios morales y materiales sufridos por ellos a 
consecuen-cia de la pérdida de su hijo y hermano fallecido, éstos últi-mos representados legalmente por sus padres por ser todavíamenores de edad; CUARTO: Confirma en todos sus 

demásaspectos la sentencia recurrida; Q UINTO: Condena a laCorporación Dominicana de Electricidad, parte recurrenteque sucumbe al pago de las costas de la instancia, y disponela distracción de las mismas en provecho de los Dres. AntonioRosario y Raúl Reyes Vásquez, abogados que afirman ha-berlas avanzado en su totalidad";
Considerando, que las recurrentes proponen contra lasentencia impugnada el siguiente medio de casación: Unico:Desnaturalización de los hechos.-- violación del a rtículo 1384del Código Civil; falta de base legal;
Considerando, que las recurrentes en su único medio decasación alegan, en síntesis, lo siguiente: que la afirmación dela Corte a-qua de que los cables del fluido eléctrico fue lacausa eficiente	 del accidente,	 constituye una des-naturalización de los hechos, pues de la circu nstancia de quedicho accidente tuvo su origen en la colocación 

inadecuadade los alambres, porque estaban situados a una alturains u ficiente, sin la debida protección, ni avisos o advertenciasen el linar sobre la presencia de los mismos, no puede in-ferirse tal conclusión y que además los alambres estabaninmóviles, por lo cual esa afirmación, constituye también unaviolación al artículo 1384 del Código	 Civil; que este textodispone que una persona está obligada a reparar el daño que
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por lo que se modifica el Ordinal Segundo de la sentencia
apelada en el sentido de rebajar las indemnizaciones acor-dadas por el Tribunal a-quo, en consecuencia la Corte
obrando por propia autoridad fija en las siguientes sumas laind

emnización que debe pagar la Corporación Dominicana de
Electricidad: a) la suma de	 C incuenta mil pesos oro(RDS50,000.00) en favor del	 Dr. Boanergés A. Ripley
Larnarche, en su calidad de padre del menor fallecido Alberto
lor,t Ripley Feliú; b) la suma de Cincuenta mil pesos oro(R OS50,000.00) en favor de la señora Claritsa B. Feliú de
Ripley, en su condición de madre de dicho menor fallecido; c)
la suma de Quince mil pesos oro (RDS15,000.00) en favor deIlba Hanoi Ripley Feliú; y finalmente e) la suma de Quince milpesos oro (RD S 1 5,000.00), a favor de Lourdes Ginette Ri-pley Feliú, a	 título de indemnización por los daños y per-
juicios morales y materiales sufridos por ellos a consecuen-
cia de la pérdida de su hijo y hermano fallecido, éstos últi-
mos representados legalmente por sus padres por ser todavía
menores de edad; CUARTO: Confirma en todos sus demás
aspectos la sentencia recurrida; QUINTO: Condena a la
Corporación Dominicana de E lectricidad, parte recurrenteque sucumbe al pago de las costas de la instancia, y dispone
la distracción de las mismas en provecho de los Dres. Antonio
Rosario y Raúl Reyes Vásquez, abogados que afirman ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando, que las recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio de casación: Único:
Desnaturalización de los hechos.— violación del artículo 1384
del Código Civil; falta de base legal;

Considerando, que las recurrentes en su único medio de
casación alegan, en síntesis, lo siguiente: que la afirmación de
la Corte a-qua de que los cables del fluido eléctrico fue la
causa eficiente	 del accidente, constituye una des-naturalización de los hechos, pues de la circunstancia de que
dicho accidente tuvo su origen en la colocación inadecuada
de los alambres, porque estaban situados a una altura
insuficiente, sin la debida protección, ni avisos o advertencias
en el lugar sobre la presencia de los mismos, no puede in-
ferirse tal conclusión y que además los alambres estaban
inmóviles, por lo cual esa afirmación, constituye también una
violación al artículo 1384 del Código Civil; que este texto
dispone que una persona está obligada a reparar el daño que
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causa la cosa inanimada bajo su cuidado, pero para que
exista esa responsabilidad, es necesario que sea la causa
generadora, pués en muchos casos puede tener una par-
ticipación puramente pasiva; que en efecto los testigos
declararon que el occiso se había subido a un techo próximo
a los alambres del tendido eléctrico, los cuales tocó, y murió •
electrocutado, por lo que debe concluirse que esos alambres
jugaron un papel pasivo, de manera que, la causa generadora
del daño, fue la falta de la víctima; que la sentencia im-
pugnada es injusta porque no toma en consideración esta
falta de la víctima, que de haberlo hecho hubiera dado una
solución distinta al caso, pues por lo menos hubiera dividido
la responsabilidad, lo que demuestra que dicha sentencia
carece de base legal;

Considerando, que en el artículo 1384 primera parte del Có-
digo Civil, se establece una presunción de responsabilidad
contra el guardián de la cosa inanimada, que ocasiona un da-
ño a otro, la cual sólo puede ser destruida por la prueba de un
caso fortuito o de fuerza mayor, el hecho del tercero no
imputable o la falta de la víctima; que en el presente caso no
se discute la naturaleza y efectos de esta presunción, sino
que los recurrentes invocan, como hecho exoneratorio de su
responsabilidad, que la causa generadora del accidente fue la
falta de la víctima y que, por tanto, los alambres del fluido
electrico jugaron en el mismo un papel pasivo;

Considerando, que ciertamente la expresada presunción
está subordinada a que la cosa incriminada haya participado
de manera activa en la realización del daño, pero que una vez
esa intervención haya sido establecida por contacto directo o
por electo del comportamiento anormal de la causa, se
presume que la participación es activa o causal, o sea, que la
cosa inanimada es la causa generadora del daño, salvo que
esto haya jugado un papel puramente pasivo, en cuyo caso el
guardiá n quedaría exonerado de la presunción de res-
ponsabilidad que pesa sobre él;

Considerando, que no obstante todo lo alegado por los
recurrentes, la Corte a-qua para decidir que la Corporación
Dominicana de Electricidad era responsable de la muerte por
electrocutación del menor Alberto lonah Ripley Feliú y fallar
como lo hizo, dio por establecido, mediante el examen de los
elementos de juicio administrados regularmente en la ins-
trucción de la causa, lo siguiente; a) que dicho menor

41-
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"falleció a consecuencia de haber hecho contacto con los ca-bles eléctricos de alta tensión ubicados en la parte posterior
del edificio que aloja la Clínica Abreu de esta 

ci udad -; b)"que dichos alambres de alta tensión pasan desde un postedel tendido eléctrico existente en la acera norte de la calle
Beller de esta ciudad hasta unos transformadores ubicadosen la parte atrás de la mencionada Clínica"; c) "que dichoscables toman una posición descendente a medida que seacercan a los transf

ormadores; no existe ninguna señal queindique el peligro que ellos representan ni está provistos deaisladores para protección de las personas que even-tualmente puedan aproximarse a ellos, no obstante su na-turaleza altamente peligrosa por tratarse de alambres con-ductores de corriente eléctrica de alto voltaje"; d) "que losreferidos alambres eléctricos y los transformadores se en-contraban parcialmente cubiertos por ramas de una mata demango, lo que dificultaba su visibil idad"; e) "que el menorAlberto lonah Ripley Feliú cuando subió a la 
mencionada ma-ta de mangos hizo contacto con los alambres resultandoelectr

ocutado"; que al inferir la Corte a-qua de 
estosel

ementos de juicio, dentro de sus facultades soberanas, quelos alambres del fluido eléctrico fueron la causa generadora
de la muerte del mencionado menor, por la 

posición ina-decuada en que estaban colocados y que, en consecuencia,la Corporación Dominicana de Electricidad, como guardiánde los mismos, era la responsable de este accidente, in-terpretó en su verdadero sentido y alcance los hechos de lacausa, toda vez que la Corte demostró, por las circunstanciasseñaladas, que los alambres del tendido eléctrico habían teni-do una intervención activa en la realización del daño, queca racteriza la relación de causalidad y justifica, por tanto, laap l icación de la presunción de responsabilidad establecida enel artículo 1 384, Parte Primera, del Código Civil;Considerando, que, por otra parte, la relación de los hechosanteriormente descritos también -evela, que los aludidosalambres del tendido eléctrico sólo estaban parcialmenteinvisibles, por lo que era posible que el menor fallecidopudiera h
aberlos visto y que, por tanto, hubiese de tomar 

lasprecausiones indispensables para subir a la mata de mangos
que escaló, a fin de evitar el contacto con los mismos, lo quepodría constituir una imprudencia, con la Que contribuyera en
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causa la cosa inanimada bajo su cuidado, pero para que
exista esa responsabilidad, es necesario que sea la causa

generadora, pués en muchos casos puede tener una par-
ticipación puramente pasiva; que en efecto los testigos

declararo n que el occiso se había subido a un techo próximió
o

a los alambres del tendido eléctrico, los cuales tocó, y 	
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Considerando, que en el artículo 1384 primer a parte del Có-

digo Civil, se establece una presunción de

uardián de la cocontra el guardiá n de la cosa inanimada, que
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esa intervención haya sido establecida por contacto directo o
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cosa inanimada es la causa generadora del daño, salvo que

esto haya jugado un papel puramente pasivo, en cuyo caso el
guardián quedaría exonerado de la presunción de res-

ponsabilidad que pesa sobre él;
Considerando, que no obstante todo lo alegado por los
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"falleció a consecuencia de haber hecho contacto con los ca-
bles eléctricos de alta tensión ubicados en la parte posterior
del edificio que aloja la Clínica Abréu de esta ciudad"; b)
"que dichos alambres de alta tensión pasan desde un poste
del tendido eléctrico existente en la acera norte de la calle
Beller de esta ciudad hasta unos transformadores ubicados
en la parte atrás de la mencionada Clínica"; c) "que dichos
cables toman una posición descendente a medida que se
acercan a los t ransformadores; no existe ninguna señal que
indique el peligro que ellos representan ni está provistos de
aisladores para protección de las personas que even-
tualmente puedan a proximarse a ellos, no obstante su na-
turaleza altamente peligrosa por tratarse de alambres con-
ductores de corriente eléctrica de alto voltaje"; d) "que los
referidos alambres eléctricos y los transformadores se en-
contraban parcialmente cubiertos por ramas de una mata de
mango, lo que dificultaba su visibilidad"; e) "que el menor
Alberto lonah Ripley Feliú cuando subió a la mencionada ma-
ta de mangos hizo contacto con los alambres resultando
electrocutado"; que al inferir la Corte a-qua de estos
elementos de juicio, dentro de sus facultades soberanas, que
los alambres del fluido eléctrico fueron la causa generadora
de la muerte del mencionado menor, por la posición ina-
decuada en que estaban colocados y que, en consecuencia,
la Corporación Dominicana de Electricidad, como guardián
de los mismos, era la responsable de este accidente, in-
terpretó en su verdadero sentido y alcance los hechos de la
causa, toda vez que la Corte demostró, por las circunstancias
señaladas, que los alambres del tendido eléctrico habían teni-
do una intervención activa en la realización del daño, que
caracteriza la relación de causalidad y justifica, por tanto, la
aplicación de la presunción de responsabilidad establecida en
el artículo 1384, Parte Primera, del Código Civil;

Considerando, que, por otra parte, la relación de los hechos
anteriormente descritos también -evela, que los aludidos
alambres del tendido eléctrico sólo estaban parcialmente
invisibles, por lo que era posible que el menor fallecido
pudiera haberlos visto y que, por tanto, hubiese de tomar las
precausiones indispensables para subir a la mata de mangos
que escaló, a fin de evitar el contacto con los mismos, lo que
podría constituir una imprudencia, con la que contribuyera en
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parte en la causalidad del daño, como lo alega la Corporación
Dominicana de Electricidad; pero que la Corte a-qua no
ponderó estas circunstancias, que de haberlo hecho, como
era su deber, pudieron eventualmente haber incidido en el
monto de la indemnización, por lo que, en consecuencia, la
Corte a-qua violó en este aspecto el artículo 1384 primera
parte, del Código Civil, razón por la cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada en este punto, por falta de base

legal;
Considerando, que cuando las partes sucumben res-

pectivamente en algunos puntos, las costas pueden ser
compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada por
la Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 1° de julio
de 1982, en atribuciones comerciales, cuyo dispositivo se
copia en parte anterior del presente fallo, en cuanto de las
indemnizaciones y envía el asunto así limitado a la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís Segundo: Rechaza el
recurso interpuesto por la Corporación Dominicana de
Electricidad y la San Rafael, C. por A., contra la misma
sentencia en los demás aspectos; Tercero: Compensa las
costas.

(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.
Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo Secretario
General, que certifico.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezam iento, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (FD0.): Miguel Jacobo.

•
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SEN TENCIA DE FECHA 23 DE NOVIEMBRE DEL 1983No. 42

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
.

tóbal, de fecha 5 de diciembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (si: José Amparo Rodríguez, Diego de la Rosa yla Cía. de Seguros Pepín, S. A.,

Dios Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,regularmente constituida por los Jueces Manuel D. 
BergésChupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto dePr

esidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis VíctorGarcía de 
Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo 

GómezCeara, asistidos del Secretario General, en la Sala 
dondecelebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo deGuzmán, Distrito Nacional, hoy Día 23 de noviembre de 1983,.año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración, dicta

sentencia:
en a

udiencia pública, como Corte de Casación. la siguiente

Sobre los recursos de casación inte rpuestos por JoséAmparo Rodríguez, dominicano, mayor de edad, Soltero,Chofer, cédula No. 40514, serie 2, domiciliado en el Barrio La-vapiés de la ciudad de San ..; ristóbal; Diego de la RosaLorenzo, do
minicano, mayor de edad, cédula No. 40224, serie2, d

omiciliado en la casa No. 68 de la calle "27 de Febrero" de
la Ciudad de San Cristóbal y la Seguros Pepín, S.A.,domiciliada en la calle Mercedes Esquina Palo Hincado deesta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribucionescorreccionales por la Corte de Apelación de San Cristóbal el 5de diciembre de 1978, cuyo dispositivo se copia más adelante;Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

República;Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
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R epública Dominicana.

Recurrente Isl: José Amparo Rodríguez
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En Nombre de la República, la Suprema Cone de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy Día 23 de noviembre de 1983,año 140' de la Independencia y 121' de la R estauración, dicta
en audiencia pública, como Corte de Casación. la siguiente
sentencia:

Sobre los recursos de casación i nterpuestos por JoséAmparo Rodríguez, dominicano, mayor de edad, Soltero,
Chofer, cédula No. 40514, serie 2, domiciliado en el Barrio La-
vapiés de la ciudad de San C.ristóbal; Diego de la Rosa
Lorenzo, dominicano, mayor de edad, cédula No. 40224, serie
2, domiciliado en la casa No. 68 de la calle "27 de Febrero" de
la Ciudad de San Cristóbal y la Seguros Pepin, S.A.,
domiciliada en la calle Mercedes Esquina Palo Hincado de
esta ciudad, contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de San Cristóbal el 5
de diciembre de 1978, cuyo dis positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada 
en la
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parte en la causalidad del daño, como lo alega la Corporación
Dominicana de Electricidad; pero que la Corte a-qua no

ponderó estas circunstanc ias, que de haberlo hecho, como

era su deber, pudieron eventualme nte haber incidido en el

monto de la indemnización , por lo que, en consecuenc ia , la

Corte a-qua violó en este aspecto el artículo 1384 primera
parte, del Código Civil, razón por la cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada en este punto, por falta de base

legal;
Considerando, que cuando las partes sucumben res-

pectivamente en algunos puntos, las costas pueden ser

compensadas;
Por tales motivos, Primero: Casa la sentenc i a dictada por

la Corte de Apelació n de Santo Domingo, en fecha 1° de julio
de 1982, en atribuciones comerciales, cuyo dispositivo se
copia en parte anterior del presente fallo, en cuanto de las

indemnizaciones y envía el asunto así limitado a la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís Segundo : Rechaza el

recurso interpuest o por la Corporación Dominicana de

Electricidad y la San Rafael, C. por A., contra la misma
sentencia en los demás aspectos; Tercero: Compensa las

costas.
(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupan i. - Darío Bal-

cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Hugo H.

Goicochea S.- Máximo Puello Renville.- Abelardo Herrera Pi-
ña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo Secretario

General, que certifico.
La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audienc i a pública del día, mes y año en él expresados, y fue

firmada, leída y publicad a por mí, Secretario General, que

certifico. — (FDO.): Miguel Jacobo.
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Secretaría de la Corte a-qua, el 6 de diciembre de 1978 a re-
querimiento del abogado Dr. Adalberto Maldonado, cédula
No. 40939, serie 31, en representación de los recurrentes, en
la cual no se propone contra la sentencia impugnada ningún
medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 22 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra dicha Corte, juntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de Peña,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la ley No. 241 del 1967,
de Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, y 1, 37 y
35 de la ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de San Cristóbal dictó el 2 de noviembre de
1977, en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; y b) que sobre los recursos
interpuestos contra dicho fallo intervino la sentencia ahora
impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válidos los recursos
de apelación interpuestos por el doctor Adalberto Mal-
donado, a nombre Y represenanción del prevenido José
Amparo Rodríguez, Diego de la Rosa Florencio, persona ci-
vilmente responsable puesta en causa y de la Compañía
Seguros Pepín, S.A., y por la doctora María Luisa Arias de
Selman, a nombre y representación de la parte civil cons-
tituida, contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal en fecha 2 del
mes de noviembre del año 1977, cuyo dispositivo dice así:
'Falla: Primero: Se declara buena y válida la constitución en
parte civil hecha por el señor Manuel de los Santos, quien
actúa a nombre y representación de su hija menor Altagracia
de los Santos contra los señores José Amparo Rodríguez,

0°-
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3655Diego de la Rosa Lorenzo y la Compañía de Seguros PepínS . A., por ser justa y reposar en pru	 le egundo:Se declara al nombrado José Amebasparo Rodríguez,

ales;
 c u lpable deviolación a la ley 241, en perjuicio de la menor Altagracia delos Santos y en consecuencia, se le condena a RD$50.00(Cincuenta Pesos Oro) de multa, acogiendo a su favor cir-cunstancias atenuantes; Tercero: Se condena a las personascivilmente responsables a pagar una indemnización deRDS1,50000 (Mil Quinientos Pesos Oro) a favor de Manuel delos Santos, quien actúa a nombre y representación de su hija

menor Altagracia de los Santos, por los daños morales y ma-teriales recibidos; Cuarto: Se condenan los señores JoséAmparo Rodríguez, Diego de la Rosa Lorenzo y la Compañíade Seguros Pepín S.A., al pago de los in tereses de la sumaacordada, a título de indemnización supletoria; 
Quinto: Secondena a los s

eñores José Amparo Rodríguez, Diego de laRosa Lorenzo y la aseguradora, al pago de las costas civiles ypenales, las civiles a favor de 
la Dra. María Luisa AriasGuerrero de Selman, quien afirma haberlas avanzado en sutotalidad; Sexto: Se declara esta sentencia, común y oponi-ble en todas sus consecuencias a la Compañía de SegurosPepín S.A., por ser la entidad aseguradora del vehículocausante del accidente de que se trata"; por haberlos in-tentados en tiempo hábil y de acuerdo con las formalidadeslegales'; SEGUNDO: Declara al prevenido José Amparo Ro-dríguez, culpable del delito de golpes y heridas 

involuntarioscausados con vehículos de Motor, en peuicio de Altagraciade los Santos, curab/es dichas lesiones,rj después 
de veintedías (60 a 90), en consecuencia, le condena a pagar una multade Veinticinco Pesos Oro (RDS25.00), 

modificándose lasentencia apelada y acogiendo en su favor circunstanciasatenuantes; TERCERO: Declara regular la constitución enp
arte civil del señor Manuel de los Santos, en su calidad depadre de la agraviada Altagracia de los Santos, y, enconsecuencia, condena a las personas civilmente res-ponsables puestas en causa, a pagar la cantidad de Un MilQuinientos Pesos Oro (1 ,500.001 por concepto de daños yperjuicios morales / materiales que les han sido ocasionadoscon motivo del accidente. Más los intereses legales de dichaCa ntidad a título de indemnización suplementaria a partir de lafecha de la demanda; CUARTO: Condena al prevenido JoséAmparo Rodríguez, al pago de las costas penales; QU INTO:01
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Secretaría de la Corte a-qua, el 6 de diciembre de 1978 a re-

querimiento del abogado Dr. Adalberto Maldonado, cédula
No. 40939, serie 31, en representación de los recurrent es, en

la cual no se propone contra la sentencia impugna da ningún

medio de casación;
Visto el auto dictado en fecha 22 de noviemb re del

corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés

Chupani , Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra dicha Corte, juntamente con los

Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la

Fuente, Leonte R. Alburquer que C., Luis V. García de Peña,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberac ió n y

fallo del recurso de casación de que se trata, de conformidad
con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la ley No. 241 del 1967,
de Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, y 1, 37 y
65 de la ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugna da y en los

documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de

un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instanc

i a del

Distrito Judicial de San Cristóba l dictó el 2 de noviemb re de

1977, en sus atribuciones correccionales, una sentenc ia cuyo

dispositivo se copia más adelante; y b) que sobre los recursos
interpuestos contra dicho fallo intervino la sentencia ahora

impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente:

"FALLA : PRIMERO: Declara regular y válidos los recursos

de apelació n interpuestos por el doctor Adalber to Mal-

donado, a nombre Y represenanción del prevenido José
Amparo Rodríguez, Diego de la Rosa Florencio, persona ci-
vilmente responsable puesta en causa y de la Compañía
Seguros Pepín, S.A., y por la doctora María Luisa Arias de
Selman, a nombre y representación de la parte civil cons-

tituida, contra la sentenc ia dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal en fecha 2 del

mes de noviemb re del año 1977, cuyo dispositiv o dice así:

'Falla: Primero: Se declara buena y válida la constitución en

parte civil hecha por el señor Manuel de los Santos, quien
actúa a nombre y representación de su hija menor Altagracia
de los Santos contra los señores José Amparo Rodríguez,
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Diego de la Rosa Lorenzo y la Compañía de Seguros 
PepínS.A., por ser justa y reposar en pruebas legales; Segundo:Se declara al nombrado José Amparo Rodríguez, culpable deviolación a la ley 241, en perjuicio de la menor Altagracia 

delos Santos y en consecuencia, se le condena a RD$50.00(Cincuenta Pesos Oro) de multa, acogiendo a su favor cir-cunstancias atenuantes; Tercero: Se condena a las personascivilmente responsables a pagar una indemnización deRDS1
,500.00 (Mil Quinientos Pesos Oro) a favor de Manuel de

los Santos, quien actúa a nombre y representación de su hija
menor Altagracia de los Santos, por los daños morales y ma-
teriales recibidos; Cuarto: Se condenan los señores José
Amparo Rodríguez, Diego de la Rosa Lorenzo y la Compañíade Seguros Pepín S.A., al pago de los in tereses de la sumaacordada, a título de indemnización supletoria; Quinto: Secondena a los señores José Amparo Rodríguez, Diego de laRosa Lorenzo y la aseguradora, al pago de las costas civiles ypenales, las civiles a favor de la 

Dra. María Luisa Arias
Guerrero de Selman, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Sexto: Se declara esta sentencia, común y oponi-
ble en todas sus consecuencias a la Compañía de Seguros
Pepín S.A., por ser la entidad aseguradora del vehículo
causante del accidente de que se trata"; por haberlos in-
tentados en tiempo hábil y de acuerdo con 

las formalidadeslegales'; SEGUNDO: Declara al prevenido José Amparo Ro-dríguez, culpable del delito de golpes y heridas involuntarioscausados con vehículos de Motor, en perjuicio de Altagracia
de los Santos, curables dichas lesiones, después de veintedías (60 a 90), en consecuencia, le condena a pagar una multade Veinticinco Pesos Oro (RDS25.00), modificándose lasentencia apelada y acogiendo en su favor circunstanciasatenuantes; TERCERO: Declara regular la constitución en
parte civil del señor Manuel de los Santos, en su calidad dep
adre de la agraviada Altagracia de los Santos, y, encon

secuencia, condena a las personas civilmente res-ponsables puestas en causa, a pagar la cantidad de Un Mil
Quinientos Pesos Oro (1,500.00) por concepto de daños yperjuicios morales / materiales que les han sido ocasionadoscon motivo del accidente. Más los i ntereses legales de dichaCantidad a título de indemnización suplementaria a partir de lafecha de la demanda; CUARTO: Condena al prevenido JoséAmparo Rodríguez, al pago de las costas penales; QUINTO:
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Condena
 a José Amparo Rodríguez, y Diego de la Rosa

Lorenzo, en sus calidades de persona civilment e responsables

puestas en causa y sucumbientes en el proces o, al pago de

las costas civiles, con distracción de dichas costas, e n pro-

vecho de la doctora María Luisa Arias de Selman, quien ha •

afirmado que las ha avanzad o en su totalidad; SEXTO:

Declara la presente sentencia, oponible a la Compañ ía de

Seguros Pepín, S.A., por ser la entidad aseguradora del

vehículo que ocasionó el accidente";
Considerando en cuanto a los recursos de Diego de la

sa, p 
d
uesto en causa como civilmente responsa ble y la

Ro
Compañía

 de Seguros Pepín, S.A., que procede declarar la

nulidad de los mismos ya que ni en el moment o de declarar

sus recursos, ni posteriormente, han expuesto los medios en
que los fundamentan como lo exige, a pena de nulidad, el
artículo 37 de la ley Sobre Procedimiento de Casació

n por lo

que se procede a examina r el recurso del prevenido;
Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-

deración
 de los elementos de juicio regularmente ad-

ministrados en la instrucc i ón de la causa, dio por establecido

lo siguiente: a) que mientras el prevenido José Amparo Ro-

dríguez conducía el automó vil placa No. 213-533, 
pche ad

de Diego de la Rosa Lorenzo, por la carretera Sán, de

Oeste a Este, al llegar al kilómet ro 6 del tramo San Cristóba l—

Santo Domingo, atropel ló a la menor Altagracia de los

Santos, causándole lesiones que curaron después de 60 y

antes de 90 días; b) que el accidente se debió a la forma torpe

y atolondrada con que el prevenido condujo el vehículo, ya

que vio a la agravia da en el momento en que se disponia a
cruzar la vía y aunque se detuvo, luego inició de nuevo la
marcha sin antes cersiorarse de que la menor estaba fuera de

peligro;
Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte

a-qua constituyen el delito de golpes y heridas, por im-

prudenc ia,  causados con la conducció n de un vehículo de

motor, previsto en el artículo 49 de la ley No. 241 del 1967, de
Tránsito y Vehículo, y sancionad o la letra c) de dicho texto

legal, con las penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de

RDS100 . 00 a RDS500.00, si la enfermeda d o imposibilidad

para su trabajo durare 20 días o más, como sucedió en la

especie; qe al condenar al prevenido recurrente, después de

declararlo
u
 culpable, al pago de una multa de RDS50.00,

acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido causó a la parte civil
constituida, Manuel de los Santos, daños y perjuicios, ma-
teriales y morales, que evaluó en la suma de RD$1,500.00;
que al condenar a dicho prevenido, junto con Diego de la
Rosa Lorenzo, al pago de esa suma, más los intereses legales,
a partir de la demanda, a título de indemnización, dicha Corte
hizo una aplicación correcta de los artículos 1383 y 1384 del
Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspecto la
sentencia impugnada, en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Diego de la Rosa Lorenzo, y la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia dicta-
da por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus atri-
buciones correccionales, el 5 de diciembre de 1978, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto contra
dicha sentencia por José Amparo Rodríguez; Tercero:
Condena a este último al pago de las costas penales.-

(FIRMADOS).- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis V. García de Peña.- Abelardo
Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo.-
Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico - (F00 ) Miguel Jacobo
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acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido causó a la parte civil
constituida, Manuel de los Santos, daños y perjuicios, ma-
teriales y morales, que evaluó en la suma de RDS1,500.00;
que al condenar a dicho prevenido, junto con Diego de la
Rosa Lorenzo, al pago de esa suma, más los intereses legales,
a partir de la demanda, a título de indemnización, dicha Corte
hizo una aplicación correcta de los artículos 1383 y 1384 del
Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspecto la
sentencia impugnada, en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Declara nulos los recursos de
casación interpuestos por Diego de la Rosa Lorenzo, y la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia dicta-
da por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en sus atri-
buciones correccionales, el 5 de diciembre de 1978, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza el recurso de casación interpuesto contra
dicha sentencia por José Amparo Rodríguez; Tercero:
Condena a este último al pago de las costas penales.-

(FIRMADOS).- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis V. García de Peña.- Abelardo
Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel Jacobo.-
Secreta rio Genera I.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del dia, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico - (F00 ) Miguel Jacobo.
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Condena a José Amparo Rodríguez, y Diego de la Rosa
Lorenzo, en sus calidades de persona civilmente responsables
puestas en causa y sucumbientes en el proceso, al pago de

las costas civiles, con distracció n de dichas costas, en pro-

vecho de la doctora María Luisa Arias de Selman, quien ha •
afirmado que las ha avanzado en su totalidad; SEXTO:
Declara la presente sentencia, oponible a la Compañ

ía de

Seguros Pepín, S.A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente";

Considerando, en cuanto a los recurso s de Diego de la

Rosa, puesto en causa como civilmente responsa
ble y la

Compañ ía
 de Seguros Pepín, S.A., que procede declarar la

nulidad de los mismos ya que ni en el momento de declarar
sus recursos, ni posteriormente, han expuesto los medios en
que los fundamentan como lo exige, a pena de nulidad, el
articulo 37 de la ley Sobre Procedimiento de Casació

n por lo

que se procede a examina r el recurso del prevenido;
Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-

deración de los elementos de juicio regularmente ad-

ministrados en la instrucc ión de la causa, dio por establecido

lo siguiente : a) que mientras el prevenido José Amparo Ro-

dríguez conducía el automó vil placa No. 213-533, propiedad

de Diego de la Rosa Lorenzo, por la carretera Sánchez, de

Oeste a Este, al llegar al kilómet ro 6 del tramo San Cristóbal
los

Santo Domingo, atropelló a la menor Altagra
cia de 

Santos, causándole lesiones que curaron después de 60 y

antes de 90 días; b) que el accident e se debió a la forma torpe

y atolondrada con que el prevenid o condujo el vehículo, ya

que vio a la agraviada en el moment o en que se disponia a

cruzar la vía y aunque se detuvo, luego inició de nuevo la

marcha sin antes cersiora rse de que la menor estaba fuera de

Considerando, que los hechos así estableci dos por la Cortepeligro;

a•qua constituye n el delito de golpes y heridas, por im-

prudenc i a, causados con la conducció n de un vehículo de

motor, previsto en el artículo 49 de la ley No. 241 del 1967, de
Tránsito y Vehículo, y sancionado la letra c) de dicho texto
legal, con las penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de

RDS100.00 a RDS500.00, si la enfermeda d o imposibilidd

para su trabajo durare 20 días o más, como sucedió en

a
 la

especie; qe al condenar al prevenido recurrente, después de

declararlo
u
 culpable, al pago de una multa de RDS50.00,
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 43

Sentencia impugnada: 2da. Cámara Penal del J. de 1 ra.

Instanc ia del Dto. Naciona l , de fecha 15 de noviembre de

1978.

Materia : Correccional.

Recurrent e (s): Altagracia Peguero de Hernández.

Interviniente (s): Rubén Antonio Tapia Cessé.

Abogado (s): Dra. Clara Reid.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-

tuto de Presidente ; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor

García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional , hoy día 23 de

noviemb re del año 1983, años 140' de la Independ encia y 121'

de la Restaurac ión , dicta en audiencia pública, como Corte de

Casación, la siguiente sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagracia

Peguero de Hernández, dominicana, casada, mayor de edad,
domiciliada en la casa No. 31 de la calle Samaná del ensanche
María Auxiliadora de esta ciudad, cédula No. 91380, serie

1ra., contra la sentenc ia dictada en sus atribuciones

correcciona les y como Tribunal de Segundo Grado, por la
Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, el 15 de noviembre de 1978, cuyo dis-

positivo se copia más adelante;
Oído al Alguac il de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusio nes a la Lic. Clara Reid

en representación del Dr. Ramón Tapia Espinal, cédula No
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23550, serie 47, abogado del prevenido recurrido, Rubén Ant.
Tapia Cesse, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No.
22821, serie 47, domiciliado en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de la Cámara a-qua, el 15 de noviembre de 1978, a re-
querimiento de la recurrente, en ia cual no se propone contra
la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el escrito del prevenido recurrido de fecha 7 de marzo
de 1983, firmado por su abogado;
' Visto el auto dictado en fecha 23 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara,
Juez de este Tribunal, para integrar la Suprema Corte de
Justicia, en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 191 del Código de Procedimiento

y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una querella por violación a la Ley No. 2402 de
1950 sobre asistencia obligatoria de menores, presentada por
Altagracia Peguero de Hernández, contra Rubén Antonio
Tapia Cessé, por éste negarse a mantener a su hija de 12 años
de edad, procreada con ella, el Juzgado de Paz de la Tercera
C i rcunscripción del Distrito Nacional dictó, en sus atri-
buciones correccionales, el 29 de agosto de 1978 una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre el
recurso interpuesto por la madre querellante contra dicho
fallo, intervino la sentencia ahora impugnada en casación
cuyo dispositivo es el siguiente • " ::ALLA: PRIMERO: Se
confirma en todas sus partes la sentencia del Juzgado de Paz
de la Tercera C i rcunscripción del Distrito Nacional objeto de
esta causa; dictada en fecha 29-8-78, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla: de las versiones vertidas por las partes en
audiencia pública y contradictoria se desprende que: 1ro: Las
declaraciones venidas por la Sra. Altagracia Peguero de
Hernández se desprende que 1ro. el hecho de que ella alega
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 43

Sentencia impugnad a: 2da. Cámara Penal del J. de 1ra.

Instancia del Dto. Nacional, de fecha 15 de noviemb re de

1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Altagrac ia Peguero de Hernández.

Interviniente (s): Rubén Antonio Tapia Cessé.

Abogado (s): Dra. Clara Reid.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.
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de la Restauración , dicta en audienc i a pública, como Corte de

Casación, la siguiente sentencia:
Sobre el recurso de casación interpues to por Altagracia

Peguero de Hernández, dominicana, casada, mayor de edad,
domiciliada en la casa No. 31 de la calle Samaná del ensanche
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positivo se copia más adelante;
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23550, serie 47, abogado del prevenido recurrido, Rubén Ant.
Tapia Cesse, dominicano, mayor de edad, casado, cédula No.
22821, serie 47, domiciliado en esta ciudad;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de la Cámara a-qua, el 15 de noviembre de 1978, a re-
querimiento de la recurrente, en la cual no se propone contra
la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el escrito del prevenido recurrido de fecha 7 de marzo
de 1983, firmado por su abogado;
' Visto el auto dictado en fecha 23 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara,
Juez de este Tribunal, para integrar la Suprema Corte de
Justicia, en la deliberación y fallo del recurso de casación de
que se trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934
y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 191 del Código de Procedimiento
:ivil y 1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de una querella por violación a la Ley No. 2402 de
1950 sobre asistencia obligatoria de menores, presentada por
Altagracia Peguero de Hernández, contra Rubén Antonio
Tapia Cessé, por éste negarse a mantener a su hija de 12 años
de edad, procreada con ella, el Juzgado de Paz de la Tercera
Ci rcunscripción del Distrito Nacional dictó, en sus atri-
buciones correccionales, el 29 de agosto de 1978 una sen-
tencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre el
recurso i nterpuesto por la madre querellante contra dicho
fallo, intervino la sentencia ahora impugnada en casación
cuyo dispositivo es el siguiente • " :1ALLA: PRIMERO: Se
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Hernández se desprende que 'I ro. el hecho de que ella alega
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tuvo contacto físico en fecha 1-11-61, alegadamente una vez
con el nacimiento el día 7 de agosto del 1962, a la fecha 16

años de edad, alegando dicha señora que su hija tiene 15

años de edad con publicaciones en los periódicos de cir-

culación naciona l , de fecha 1ro. de agosto de 1978, donde
dice que cumple 15 años a pregunta de cuántos años tiene su
hija dice que 15 años y de esa fecha al 7 de agosto son 16
años de edad, en tal virtud haciendo una contradicc ión tan

marcada con respecto a la edad, se desprende que no hay
suficientes elementos de juicio serios para establece r la pa-

ternidad de dicho señor Tapia Cessé, en tal virtud sea

rechazada la demanda de pensión alimentic ia . Fdo. Milagros

Jiménez de Cochón, Juez de Paz y se descarga en

consecuencia al prevenido Rubén Antonio Tapia Cessé, de
los hechos puestos a su cargo; Violación a la Ley No. 2402, en
perjuicio de Altagracia Peguero de Hernández por

insuficienc ia de pruebas; Segundo : Se ordenan las costas de

oficio";
Considerando, que aunque la madre querellante no ha

apoyado su recurso con la presentac ión de ningún medio de

casación, procede el examen de dicho recurso por ser la ma-

dre una parte civil sui-gene ris en el proceso y actuar ella en el
caso en interés de una hija menor de edad en la época de la

querella;
Considerand o, que el examen de la sentencia impugnada

pone de manifiesto que la Cámara a-qua para descargar al
prevenido del delito que se le imputa por insuficienc ia de

prueba de que el fuera el padre de la menor cuya paternidad
se le atribuye, expresa en resumen, en dicho fallo, lo
siguiente: que "el Juez ordenó citar los testigos que la
querellante señaló y escuchó en audiencia, oral, pública y

contradictor ia , los que estimó aptos como tales. Que de esos
testigos resultó idóneo Pedro Pablo Abréu, el cual declaró: no
sé por qué esta señora se antoja de mi nombre, Bolívar Abréu
era el novio de ella, que él era mi empleado, ella me llamó para
informarme, pues Bolívar era mi sobrino, jamás la volví a ver,
y querer que yo fuera testigo para esta causa, yo no sé nada
de eso, no supe que Rubén tuvo relacione s con ella. Cuando

tenía amores con Bolívar fue que la conocl"; Que tomando en

cuenta esas declaraciones, del testigo presentado por ella al

Tribunal , y en razón de las grandes contradiccio nes por ella

cometidas en el recurso del conocim iento de este caso como
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son: decir que tenía 15 años la niña cuando la verdad era que
tenía 16, que su hija Indrad Mercedes, era hija de ella y del se-
ñor Guarionex Hernández y otras aseveraciones tan dignas dé
no ser creídas, como es la de que el Sr. Rubén Ant. Tapia
Cesé, siendo Jefe de la P.N. fue a sostener relacioes.sex

s

uales con ella, en un carro en un solar detrás del HospintalMoscoso Puello, todo esto hace pensar al 
Juez Presidente de

la Segunda Cámara Penal que esta querella es temeraria ycarece de seriedad y en ese orden de ideas se formó el Juez
su íntima convicción";

Considerando, que los Jueces del fondo son soberanos
para apreciar y para ponderar el valor probatorio de loselementos de juicio aportados al debate lo 

cual escapa a lacensura de la casación salvo desna turalización que no ha sidoestablecida ni aún alegada en el presente caso; que losJueces del fondo pudieron, como lo hicieron, formar suíntima convicción en el sentido de que en la especie no se ha-
bía aportado la prueba de la paternidad atribuida al prevenido
Rubén Antonio Tapia Cessé, criterio que se reafirma cuando
la propia madre querellante había afirmado cuando la menor
cumplió 15 ó 16 años que dicha menor era hija de G uarionexHernández; que en esas condiciones es evidente que en lasentencia i mpugnada no se ha incurrido en ninguna violación
de la Ley que la haga anulable;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso decasación i nterpuesto por Altagracia Peguero de Hernández,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
y como Tribunal de Segundo Grado, por la Segunda Cámara
Penal del Juzgado de Primera I nstancia del Distrito Nacional,el 15 de noviembre de 1978, cuyo dispositivo se ha copiado enparte anterior del presente fallo; Segundo: Declara las costasde oficio.

( FI
RMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-

cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo Puello
Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.
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tuvo contacto físico en fecha 1-11-61, 
alegadamente una vez

con el nacimiento el día 7 de agosto del 1962, a la fecha 16

años de edad, alegando dicha señora que su hija tiene 15
años de edad con publicaciones en los periódicos de cir-

culación nacional, de fecha 1ro. de agosto de 1978, 
donde

dice que cumple 15 años a pregunta de cuántos años tiene su
hija dice que 15 años y de esa fecha al 7 de agosto son 16

años de edad, en tal virtud haciendo una contradicc ión tan

marcada con respecto a la edad, se desprend e que no hay

suficientes elementos de juicio serios para establece r la pa-

ternidad de dicho señor Tapia Cessé, en tal virtud sea

rechazada la demanda de pensión aliment i c ia. Fdo. Milagros

Jiménez de Cochón, Juez de Paz y se descarga en

consecuencia al prevenido Rubén Antonio Tapia Cessé, de
los hechos puestos a su cargo; Violación a la Ley No. 2402, 

en

perjuicio de Altagrac ia Peguero de Hernández por

insuficien cia de pruebas; Segundo : Se ordenan las costas de

oficio•;
Considerando, que aunque la madre querellante no ha

apoyado su recurso con la presentació n de ningún medio de

casación, procede el examen de dicho recurso por ser la ma-

dre una parte civil sui-gene ris en el proceso y actuar ella en el
caso en interés de una hija menor de edad en la época de la

querella;
Considerand o, que el examen de la sentencia impugnada

pone de manifiesto que la Cámara a-qua para descargar al
prevenido del delito que se le imputa por insuficienc ia de

prueba de que el fuera el padre de la menor cuya paternidad

se le atribuye,	 expresa en resumen, en dicho fallo, lo
siguiente: que "el Juez ordenó citar los testigos que la
querellante señaló y escuchó en audiencia, oral, pública y

contradictor ia , los que estimó aptos como tales. Que de esos
testigos resultó idóneo Pedro Pablo Abréu, el cual declaró: no
sé por qué esta señora se antoja de mi nombre, Bolívar Abréu
era el novio de ella, que él era mi empleado, ella me llamó para
informarme, pues Bolívar era mi sobrino, jamás la volví a vei,
y querer que yo fuera testigo para esta causa, yo no sé nada
de eso, no supe que Rubén tuvo relacione s con ella. Cuando

tenía amores con Bolívar fue que la conocí • ; Que tomando en

cuenta esas declaraciones, del testigo presentado por ella al

Tribunal , y en razón de las grandes contradiccio nes por ella

cometidas en el recurso del conocim iento de este caso como

3661

son: decir que tenía 15 años la niña cuando la verdad era que
tenía 16, 

que su hija Indrad Mtrcedes, era hija de ella y del se-ñor G uarionex Hernández y otras aseveraciones tan dignas de
no ser creídas, como es la de que el Sr. Rubén Ant. 

TapiaCessé, siendo Jefe de la fue a sostener relacioes
sexuales con ella, en un carro en un solar detrás del Hospital
Moscoso Puello, todo esto hace pensar al 

Juez Presidente dela Segunda Cámara Penal que esta querella es temeraria y
carece de seriedad y en ese orden de ideas se formó el Juez
su íntima convicción":

Con
siderando, que los Jueces del fondo son soberanos

para apreciar y para ponderar el valor probatorio de lose lementos de juicio aportados al debate lo cual escapa a la
censura de la casación salvo desnaturalización que no ha sidoestablecida ni aún alegada en el presente caso; que losJueces del fondo pudieron, como lo hicieron, formar suíntima convicción en el sentido de que en la especie no se ha-
bía aportado la prueba de la paternidad atribuida al prevenido
Rubén Antonio Tapia Cessé, criterio que se reafirma cuando
la propia madre querellante había afirmado cuando la menorcumplió 15 ó 16 años que dicha menor era hija de G uarionexHernández; que en esas condiciones es evidente que en lasentencia impugnada no se ha incurrido en ninguna violación
de la Ley que la haga anulable;

Por tales motivos, Primero: Rechaza 
el recurso decasación in terpuesto por Altagracia Peguero de Hernández,• contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales

y como Tribunal de Segundo Grado, por la Segunda Cámara
Penal del Juzgado de Primera I nstancia del Distrito Nacional,el 15 de noviembre de 1978, cuyo d ispositivo se ha copiado enparte anterior del presente fallo; Segundo: Declara las costasde oficio.

( FI
RMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-

cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo Puello
Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública, del día, mes y año, en él expresados, y fuef irmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifica (FDO.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECH A 23 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 44

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-

tóbal de fecha 14 de octub re de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Sergio Beltré.

Dios, Patria y Libertan.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidedente; Darlo Balcáce r , Primer Sustituto de

Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-

tuto de Presidente ; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacidnal, hoy día 23 de no-
viembre del 1983, año 140' de la Independencia y 121' de la

Restauración, dicta en audienc ia pública, como Corte de

Casación, la siguiente sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuest o por Sergio Beltré,

dominicano mayor de edad, soltero, comerciante, cédula No.

3435, serie 82, domiciliado en la casa No. 133 de la calle
General Cabral, de la ciudad de San Cristóba l , contra la

sentencia dictada por la Corte de Apelació n de San Cristóbal

el 14 de octubre de 1978, en atribuciones correccionales,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictame n del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taria de la Corte a-qua el 14 de noviembre de 1978, a re-

querimiento de la Dra. María Luisa Arias de Selman, aboga-
da, cédula No. 19861, serie 2, en representación del

recurren te , en la oue no se propone ningún medio de

casación:

3663
Visto el auto dictado en fecha 22 de 

noviembre delcor
riente año 1983, por el Magistrado Manuel D. 

BergésChupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, pormedio del cual integra, en su i ndicada calidad dicha Corte,juntamente con los Magistrados Darío B alcácer, Luis VíctorGarcía de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo 
GómezCeara, Jueces de este tribunal para completar la mayoría en ladeliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, decon

formidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-berado y vistos los artículos 66 de la Ley No. 2859, de 1951,sobre Ch

eques; 405 del Código Penal; 1382 del Código Civil; 1y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;Considerando, que en la sentencia impugnada y en losdocumentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivode una querella pr
esentada por Luis Medina Montás, contra elrecurrente, el Juzgado de Primera Instancia del DistritoJudicial de San Cristóbal dictó el 15 de noviembre de 1977,la sentencia en atribuciones correccionales cuyo dispositivose copia más adelante; b) que sobre el recurso in terpuestointervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyodispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara nuloy sin valor el recurso de oposición interpuesto por eloponente Sergio Beltré (a) Luis contra sentencia dictada en

defecto por esta Corte, en fecha 14 de septiembre de 1978,cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Declararegulares y válidos los recursos de apelación interpuestos porel prev
enido Sergio Beltré y por el doctor Andrés Julio Rivera

García, actuando éste a nombre y 
representación de LuisMedina Montás, parte civil cons tituida, contra la sentenciadictada por el Juzgado de Primera Instancia del DistritoJudicial de San C ristóbal en fecha 21 del mes de diciembredel año 7977, cuyo dispositivo dice asé: 'Falla: Primero: Sedeclara bueno y válido el recurso de o posición, indicado porel nombrado Sergio Beltré, por haber sido i ndicado conformea la ley; Segundo: Se declara buena y válida la 

constituciónen parte civil hecha por el señor Luis Medina 
Montás, encontra del n

ombrado Sergio Beltré, a través de su abogado 
elDr. Andrés Julio Rivera García; Tercero: Se declara 
alnombrado Sergio Beltré, culpable del delito de violación a laLey 2859 y en consecuencia se le condena al pago de una•luna de RDS3, 000.00; Cuarto: Se condena al nombrado

ij
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 44

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal de fecha 14 de octubre de 1978. -

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Sergio Beltré.

Dios, Patria y Liberta°.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia.
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidedente; Darío Balcáce r , Primer Sustituto de

Presidente; Fernand o E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-

tuto de President e ; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Nacidna l , hoy día 23 de no-

viembre del 1983, año 140' de la Independencia y 121' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de

Casació n , la siguiente sentencia:
Sobre el recurso de casació n interpuesto por Sergio Beltré,

dominicano mayor de edad, soltero, comerciante, cédula No.

3435, serie 82, domicilia do en la casa No. 133 de la calle

General Cabral, de la ciudad de San Cristóba
l , contra la

sentencia dictada por la Corte de Apelació n de San Cristóbal

el 14 de octubre de 1978, en atribuciones correccionales,

cuyo disposit ivo se copia más adelante;

Oldo al Alguac il de turno e 
ist
n la lectura del rol;

Oído el dictame n del Magistrado 

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Corte a-qua el 14 de noviembre de 1978, a re-

querimien to de la Dra. María Luisa Arias de Selman, ab del
re-

da, cédula No. 19861, serie 2, en representación
recurrente, en la aue no se propon e ningún medio de

casación;
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Visto el auto dictado en fecha 22 de noviembre delcorriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. BergésChupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, pormedio del cual i ntegra, en su indicada calidad dicha Corte,juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Luis VíctorGarcía de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómz

Ceara, Jueces de este tribunal para completar la mayoría en l
e
adeli

beración y fallo del recurso de casación de que se trata, dec
onformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 66 de la Ley No. 2859, de 1951,
sobre Cheques; 405 del Código Penal; 1382 del Código Civil; 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;Considerando, que en la sentencia impugnada y en losd
ocumentos a que ella se refiere, consta: a) que con 

motivode una querella presentada por Luis Medina Montás, contra elrecurrente, el Juzgado de Primera I nstancia del DistritoJudicial de ^ San Cr istóbal dictó el 15 de noviembre de 1977,la sentencia en atribuciones correccionales cuyo dispositivose copia más adelante; b) que sobre el recurso interpuestointervino la sentencia ahora impugnada en casación, cuyodispositivo es el siguiente: "FALLA: PR IMERO: Declara nuloy sin valor el recurso de oposición interpuesto por el
oponente Sergio Beltré (a) Luis contra sentencia dictada en
defecto por esta Corte, en fecha 14 de septiembre de 

1978,cuyo dispositivo es el siguiente: 'Falla: Primero: Declararegulares y válidos los recursos de apelación interpuestos porel p
revenido Sergio Beltré y por el doctor Andrés Julio Rivera

García, actuando éste a nombre y representación de LuisMedina Montás, parte civil constituida, contra la sentenciadictada por el Juzgado de Primera Instancia del DistritoJudicial de San Cristóbal en fecha 21 dei mes de 
diciembredel año 1977, cuyo di spositivo dice asé: 'Falla: Primero: Sedeclara bueno y válido el recurso de oposición, indicado porel nombrado Sergio Beltré, por haber sido indicado conformea la ley; Segundo: Se declara buena y válida la constitución

en parte civil hecha por el señor Luis Medina Montás, en
contra del nombrado Sergio Beltré, a través de su abogado el
Dr. Andrés Julio Rivera García; Tercero: Se declara aln
ombrado Sergio Beltré, culpable del delito de violación a laLey 2859 y en consecuencia se le condena al pago de unaaulta de RDS3,000.00; Cuarto: Se condena al nombrado
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Sergio Beltré, a pagar una indemnización de RDS3,000.00
(tres mil pesos oro dominicanos), a favor del señor Luis Me-
dina Montás, como justa reparación por los daños morales y
materiales causados en ocasió n de su hecho personal;

Quinto: Se conden a al señor S
i

rgio Beltré, al pago de las
costas civiles y penales, las civiles a favor del Dr. Andrés

Julio	
García, quien afirma haberlas avanzado en su

mayor
Rivera
parte; Sexto: Se conde na al nombrado Sergio Beltré,

a cump lir un día de prisió n por cada peso dejado de pagar, sin
que exceda a los dos años de prisión': por haberlo s intentado

en tiempo hábil y de acuerdo con las 1 ormalidades legal
Sergio

es;

Segundo: Pronuncia 
el defecto contra el prevenido 

Beltré, por no haber comparecido a la audiencia
estando

legalmen te citado; Tercero: Declara que el preve ni	 Sergio

Beltré, es culpable de emitir un cheque sin provisión den
is-

ponible, en perjuicio de Luis Medina
consecuencia, lo condena a paga r una multa de tres mil pesos
(RDS3,000.001, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; Cuarto: Admite la constitución Beltré, aparte civil

pagar
del

señor Luis Medina Montás y condena a Sergio B 
la cantida d de tres mil pesos iRDS3,000.00 dena

) a favor del agidora-

viado Luis Medina Montás; Guintoron 	
preven

Sergio Beltré al pago de las costa penales y civildel
es,

doctor
con

distracción de las costas civiles en provecho 
Andrés Julio Rivera García, por afirma r haberlas avanzado en

su tatalidad';- SEGUNDO: Condena al oponente al pago de

las costas penales y civiles";Considerando, que, en la especie, el representante del
Ministerio Público dictaminó en el sentid o de que el recurso
de oposición interpuesto por el prevenido contra el fallo en
defecto dictado por la Corte a-qua el 14 de septiembre de
1978, se declaraba nulo, por no haber comparecido;

Considerando, que de acuerdo con el acto de Alguacil
marcado con el número 90, del 17 de octubre de 1978, anexo
al expediente, al prevenido no se le notificó el dispositivo de la
sentencia de la Corte e-qua que declaró nulo su recurso de
oposición contra el fallo en defecto de la misma Corte del 14

septiembre de 1978, sino el dispositivo de esta última, o
desea, la pronunciada en defecto, por lo que, su recurso de
casación, interpuesto el 14 de noviembre del citado año,

Considerando, que el recurso de casaciór	 interpuestoresulta admisible;
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contra una sentencia correccional que declara nula la opo-
sición por no haber comparecido el oponente, se extiende ne-
cesariamente a la sentencia por defecto que fue objeto de la
oposición, y, por tanto, procede examinar dicha sentencia;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpable
al prevenido del delito puesto a su cargo, y condenarlo como
lo hizo, dio por establecido, mediante la ponderación de loselementos de juicio regularmente administrados en la ins-trucción de la causa, lo siguiente: a) que el querellante, LuisMedina Montás, le prestó al prevenido un dinero para que
hiciera un pago en su condición de comerciante, y éste se lo
restituyó mediante un cheque por valor de tres mil pesos( R DS3,000.00), expedido contra el Banco de Reservas de laR epública Dominicana, sucursal de San Cristóbal, el 18 de
agosto de 1977, el cual le fue rehusado al querellante por falta
de provisión de fondos, el 31 de los citados mes y año;

Considerando, que para la existencia del delito de emisión
de cheques sin provisión no se requiere que p reviamente sehaga el protesto del cheque ya que la prueba de la falta de
provisión se puede hacer por todos los medios; que, en el
presente caso el recurrente no ha negado la falta de provisión
relacionada con el cheque a que se refiere la querella;

Considerando, que los hechos así establecidos en la
sentencia ahora impugnada en casación constituyen a cargo
del prevenido Sergio Beltré, el delito de expedición de che-
ques sin la provisión de los fondos correspondientes, provistoy sancionado por los artículos 66 de la Ley No. 2859, del 1951,
de cheques, y el 405 del Código Penal, combinados, con
prisión correccional de seis 16) meses a dos (2) años y multa
que no puede ser inferior al monto del cheque o de lai nsuficiencia de la p rovisión; que, al condenar la Corte a-quaal prevenido a una multa de tres mil pesos (RDS3,000.001,
acogiendo circunstancias atenuantes, hizo una correcta
aplicación de la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Luis Medina
Montás constituido por parte civil, daños materiales y
morales que evaluó en la suma que se consigna en el dis-
positivo del fallo impugnado, por lo que, hizo una correcta
aplicación del artículo 1382 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
q ue al interés del prevendio concierne, la sentencia im-
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contra una sentencia correccional que declara nula la opo-
sición por no haber comparecido el oponente, se extiende ne-
cesariamente a la sentencia por defecto que fue objeto de la
oposición, y, por tanto, procede examinar dicha sentencia;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpable
al prevenido del delito puesto a su cargo, y condenarlo como
lo hizo, dio por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio regularmente administrados en la ins-
trucción de la causa, lo s iguiente: a) que el querellante, LuisMedina Montás, le prestó al prevenido un dinero para que
hiciera un pago en su condición de comerciante, y éste se lo
restituyó mediante un cheque por valor de tres mil pesos
(RDS3,000.001, expedido contra el Banco de Reservas de laRepública Dominicana, sucursal de San Cristóbal, el 18 de
agosto de 1977, el cual le fue rehusado al querellante por falta
de provisión de fondos, el 31 de los citados mes y año;

Considerando, que para la existencia del delito de emisión
de cheques sin provisión no se requiere que previamente se
haga el protesto del cheque ya que la prueba de la falta de
provisión se puede hacer por todos los medios; que, en el
presente caso el recurrente no ha negado la falta de provisión
relacionada con el cheque a que se refiere la querella;

Considerando, que los hechos así establecidos en lasentencia ahora impugnada en casación constituyen a cargo
del prevenido Sergio Beltré, el delito de expedición de che-
ques sin la provisión de los fondos correspondientes, provisto
y sancionado por los artículos 66 de la Ley No. 2859, del 1951,
de cheques, y el 405 del Código Penal, combinados, con
prisión correccional de seis (6) meses a dos (21 años y multa
que no puede ser inferior al monto del cheque o de la
insuficiencia de la provisión; que, al condenar la Corte a-qua
al prevenido a una multa de tres mil pesos (RDS3,000.00),
acogiendo circunstancias atenuantes, hizo una correcta
aplicación de la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Luis Medina
Montás constituido por parte civil, daños materiales y
morales que evaluó en la suma que se consigna en el dis-
positivo del fallo impugnado, por lo que, hizo una correcta
aplicación del artículo 1382 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
aue al interés del prevendio concierne, la sentencia im-
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Sergio Beltré, a pagar una indemnización de RDS3,000.00
(tres mil pesos oro dominicanos), a favo r del señor Luis Me-

dina Monts, como j tareparació n por los daños morales y

materialesá causados
us

 en
r ocasión de su hecho personal;

Quinto: Se condena a so Sergio Beltré, al pago de las

costas civiles y penales
leñ r
, las civiles, a favor del Dr. Andrés

Julio Rivera García, quien afirma haberlas avanzado en su
mayor parte; Sexto: Se conde na al nombrado Sergio Beltré,

a cumplir un día de prisión por cada peso dejado de pntentado
agar, sin

que exceda a los dos años de prisión': por haber los i 
en tiempo hábil y de acuerdo con las formalidades legales:
Segundo: 

Pronuncia el defecto contra el prevenido Sergio

Belté, por no	
er comparecido a la audiencia, estando

legarlmente citado;
 haber

	 Declara que el prevenido Sergio

Beltré, es culpab le de emitir un cheque sin provisión dis-
ponible, en perjuicio de Luis Medina Montás, en
consecuencia, lo condena a pagar una multa de tres mil pesos
(RDS3,000.00), acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; Cuarto: 

Admite la constitución en parte civil del

señor Luis Medina Montás y conde na a Sergio Beltré, a pagar

la cantidad de tres mil pesos (DS3,000.00) a favoal r del agrio
viado Luis Medina Montás; Quintorodena preveni
Sergio Beltré al pago de las costa penale s y civiles, con
distracción de las costas civiles en provecho del doctor
Andrés Julio Rivera García, por afirma r haberles avanzad o en

su tatalidad';- SEGUNDO: Condena al oponente al pago de

las costas penales y civiles";
Considerando, que, en la especi e , el representante del

Ministerio Público dictaminó en el sentido de que el recurso
de oposición interpuesto por el prevenido contra el fallo en

defecto dictado por la Corte a-qua el 14 de septiembre de

1978, se declaraba nulo, por no haber comparedo;
Considerando, que de acuerdo con el acto de Alguacil

marcado con el número 90, del 17 de octubre de 1978, anexo
al expediente, al prevenido no se le notificó el dispositivo de la
sentencia de l 	 Corte a-qua que declaró nulo su
oposición contra el fallo en defecto de la misma Corte

recurso de
del 14

de septiembre de 1978, sino el dispositivo de estaecurso
última,

 do
sea,sea, la pronunciada en defecto, por lo que, su r 
casación, interpuesto el 14 de noviembre del citado año:
resulta admisible;

Considerando, que el recurs o de casaciór interpuesto
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pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de

casación del prevenido interpuesto contra las sentencias del
14 de septiembre de 1978, y el 14 de octubre del citado año,
en atribuciones correcciona les, cuyos dispositivos se han
copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo:
Condena al prevenido Sergio Beltré, al pago de las costas

penales.
(FIRMADOS).- Manuel D. Bergés Chupani. — Darío

Balcácer.— Fernando E. Ravelo de la Fuente. — Leonte Ra-

fael Alburquerque Castillo.— Luis Víctor García de Peña. —
Abelardo Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentenc i a ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces, que figuran en su encabezamie nto, en la

audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. IFD0.1 Miguel Jacobo.

áíf
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE N OVIEMBRE DEL 1983No. 45

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de
Espaillat, de fecha 5 de febrero de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Juana Pérez García; C. S. Orlando Baba Ba-
día	 -

Dios, Patria y Libertad.

República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
'Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en la sala
donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23 de noviembre de..
1983, año 140' de la Independencia y 121' de la Restauración,
dicta en audiencia pública como Corte de Casación la
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juana Pérez
García, dominicana, mayor de edad, soltera, domiciliada en la
calle Dr. Guerrero de la ciudad de Moca, contra la sentencia
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Espaillat, dictada el 5 de febrero de 1979, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría del Juzgado a-quo, el 13 de febrero de 1979, a re-
querimiento de Juana Pérez García, acta en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 22 de noviembre del,
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés

4$
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pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de

casación del prevenido interpues to contra las sentencias del
14 de septiembre de 1978, y el 14 de octubre del citado año,
en atribuciones correcciona les, cuyos dispositivos se han
copiado en parte anterior del presente fallo; y Segundo:
Condena al prevenido Sergio Beltré, al pago de las costas

penales.
(FIRMADOS).- Manuel D. Bergés Chupani. — Darío

Balcácer.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Leonte Ra-

fael Alburquerque Castillo.— Luis Victor García de Peña. —
Abelardo Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara.— Miguel
Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces, que figuran en su encabezamie n to, en la

audiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.) Miguel Jacobo.
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Materia: Correccional.

R
ecurrente (s): Juana Pérez García; C. S. Orlando Baba &a-
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Dios, Patria y Libertad.

República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en la sala
donde celebra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23 de noviembre dee.1983, año 140' de la Independencia y 121' de la R estauración,
dicta en audiencia pública como Corte de Casación la
siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juana Pérez
García, dominicana, mayor de edad, soltera, domiciliada en la
calle Dr. Guerrero de la ciudad de Moca, contra la sentencia
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Espaillat, dictada el 5 de febrero de 1979, en sus atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría del Juzgado a-quo, el 13 de febrero de 1979, a re-
q uerimiento de Juana Pérez García, acta en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 22 de noviembre del,corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
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desis t i
miento puro y simple de la parte civil 

constituida;Consid
erando, que el examen de la sentencia impugnadapone de ma

nifiesto que el Juzgado a-quo para fallar como lohizo expresó lo siguiente: - "que al realizar la prueba de la pa-ternidad se concluyó que el señor Orlando Baba quedabaexcluido como padre biológico de la niña Yanira A. Pérez, yaque según los grupos sanguíneos, padres "O" sólo puedenengendrar hijos "O", y la niña Yanira Pérez es del grupo A,
dre";
por lo que se descarta a Orlando Baba como presunto pa-

Considerando, que como se advierte por lo anteriormentetran
sitorio, el Juzgado a-quo para decidir que el prevenidoOrlando Baba no era el padre de la menor procreada por larecurrente, se basó esenc ialmente en el resultado del ex-perticio sanguíneo pr

acticado al efecto, que excluyó a dicho -prevenido; que al proceder en esa forma el Juzgado a-quoaplicó correc tamente las reglas de prueba que la rigen la ma-teria, por lo cual no ha incurrido, al dictar la sentencia im-pugnada, en ninguna violación a la Ley;Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso decasación interpuesto por Juana Pérez García contra la
Primera
sentencia dictada el 5 de febrero de 1979, por el Juzgado eInstancia del Distrito Judicial de E spaillat, en sus atrid-buciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido c opiado enparte anterior del presente fallo; Segundo: Declara las costasde oficio.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergós 
Chupani.- Darío Bal-cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte RafaelAlburquerque Castillo.- Luis Víctor García de 

Peña.- MáximoPuello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo GómezCeara.- Miguel Jacobo, Secretario 
General.-La presenten sentencia ha sido dada y firmada por los se-ñores Jueces que figuran en su 
encabezamiento, en laaudiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, quecertifico, ( PDO.): Miguel Jacobo.-
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Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por

medio del cual integra, en su indicad a calidad dicha Corte,

juntame nte con los Magistrados Darío Balcáce r , Fernando E.

Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para completa r la

mayoría en la deliberac ión y fallo del recurso de casació n de

que se trata, de conform idad con las Leyes No. 684 de 1934 y

926 de 1935;La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley Sobre Proce-

dimiento de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente : al que

	

con motivo	 de una querella presentad a por la actual

recurrente , Juana Pérez García, el 12 de julio de 1974, contra
Orlando Baba por violación de la Ley 2402 de 1980, el Juzgado
de Paz del Municipio de Moca dictó el 27 de abril de 1976 una

sentenc i a cuyo disposit ivo dice así: FALLA: PRIMER O: Se

revoca la sentencia anterior que ordenó el experticio Médico;

SEGUNDO: Se rechaza la demand a en paternida d intentada

por la señora Juana Pérez, en contra del señor Orlando Baba,
en favor de la menor Yesenia A. Pérez, por no haber aportado

demandante pruebas suficientes que demostrasen que el se-

ñor Orlando Baba, es el padre de la referida menor; TER-

CERO : Se declaran las costas de oficio; b) que sobre el
recurso interpuesto el Juzgado de Primera Instanc

ia del

Distrito Judicia l de Espaillat, dictó el 5 de Febrero de 1979, el

fallo ahora impugna do en casación, cuyo dispositivo dice así:

FALLA: PRIMERO: En cuanto a la forma se declara regular y

válido el recurso de apelació n interpuesto por la señora Juana

Pérez García, contra sentenc ia No. 511 de fecha 27 de abril de

1976, dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de Moca,
en sus atribuciones correccionales; SEGUNDO: Que debe
declarar como al efecto declara al nombrado Orlando Baba

	

Badíade	
nerales anotadas, no culpable de violar las dis-

posicion generales
 de la ley No. 2402, sobre asistenc ia obligato ria de

los hijos menores de dieciocho años013) del 10 de junio de
1950, y en consecuencia a se le descarga por no ser el padre
de la menor Yesenia A. Pérez, y en consecuen cia por no ha-

ber violado disposición vigente alguna; TERCERO: Se

declaran las costas penales de oficio; CUARTO : Se admite el
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Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
juntamente con los Magistrados Darío Balcáce r , Fernando E.
Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,
Luis Víctor García de Peña, Abelard o Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribuna l , para completa r la

mayoría en la deliberac ión y fallo del recurso de casació n de

que se trata, de conformidad con las Leyes No. 684 de 1934 y

926 de 1935;La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 65 de la Ley Sobre Proce-
dimient o de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnad a y en los

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente : al que
con motivo de una querella presentada por la 	 actual
recurrente. Juana Pérez García, el 12 de julio de 1974, contra
Orlando Baba por violación de la Ley 2402de 1980, el Juzgado
de Paz del Municip i o de Moca dictó el 27 de abril de 1976 una

sentenc i a cuyo dispositivo dice así: FALLA: PRIMER O: Se

revoca la sentenc ia anterio r que ordenó el experticio Médico;
SEGUNDO: Se rechaza la demanda en paternidad intentada
por la señora Juana Pérez, en contra del señor Orlando Baba,
en favor de la menor Yesenia A. Pérez, por no haber aportado
demandante pruebas suficien tes que demostrasen que el se-
ñor Orlando Baba, es el padre de la referida menor; TER-
CERO: Se declaran las costas de oficio; b) que sobre el
recurso interpuesto el Juzgado de Primera Instanc ia del
Distrito Judicial de Espaillat, dictó el 5 de Febrero de 1979, el
fallo ahora impugnado en casación, cuyo disposit ivo dice así:

FALLA: PRIMER O: En cuanto a la forma se declara regular y
válido el recurso de apelació n interpuesto por la señora Juana

Pérez García, contra sentencia No. 511 de fecha 27 	 abril de

1976, dictada por el Juzgado de Paz del Municipio
de
de Moca,

en sus atribuciones correccionales; SEGUNDO: Que debe
declarar como al efecto declara al nombrado Orlando Badba
Badía de generales anotadas, no culpable de violar las
posiciones de la ley No. 2402, sobre asistencia obligato ria de
los hijos menores de dieciocho años(18) del 10 de junio 	 de

1950, y en consecue ncia a se le descarga por no ser el padre
de la menor Yesenia A. Pérez, y en consecuencia por no ha-
ber violdo disposición vigente alguna; TERCERO:ad	

Se

declaran las costas penales de oficio; CUARTO Se mite el
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desistimiento puro y simple de la parte civil constituida;Consid

erando, que el examen de la sentencia impugnadapone de manifiesto que el Juzgado a-quo para fallar como lohizo expresó lo siguiente: - "que al realizar la prueba de la pa-ternidad se concluyó que el señor Orlando Baba quedabaexcluido como padre biológico de la niña Yanira A. Pérez, yaque según los grupos sanguíneos, padres "O" sólo puedenengendrar hijos "O" y la niña Yanira Pérez es del grupo A,
dre";
por lo que se descarta a Orlando Baba como presunto pa-

Considerando, que como se advierte por lo anteriormentetrans itorio, el Juzgado a-quo para decidir que el prevenidoOrlando Baba no era el padre de la menor 
procreada por larecurrente, se basó esencialmente en el resultado del ex-perticio sanguíneo practicado al efecto, que excluyó a dicho 'prevenido; que al proceder en esa forma el Juzgado a-quoaplicó correctamente las reglas de prueba que la rigen la ma-teria, por lo cual no ha incurrido, al dictar la sentencia im-pugnada, en ninguna violación a la Ley;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso decasación int
erpuesto por Juana Pérez García contra lasentencia dictada el 5 de febrero de 1 979, por el Juzgado dePrimera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, en sus atri-buciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en

de oficio.
parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara las costas

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte RafaelAlburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- MáximoPuerro Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo GómezCeara.- Miguel Jacobo, Secretario G eneral.-La presenten s en tencia ha sido dada y firmada por los se-ñores Jueces que figuran en su encabezamiento , en laaudiencia pública, del día, mes y año en él expresados y fuefirmada, leída y publicada por mí, Secretario General, quecertifico, (FD0.): Miguel Jacobo.-
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Secretaría de la Corte a-qua el 19 de noviembre de 1976 a re-q
uerimiento del abogado Dr. Fernando E. Ciccone Recio, cé-

dula No. 10022, serie 10, en representación de los recurrentesMarcos D iógenes Matos González y Julio César Cabrera, en
la cual no se propone contra la sentencia i mpugnada ningúnmedio de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-taría de la Corte a-qua, el 19 de noviembre de 1976, a re-querimiento del Dr. Fernando E. Ciccone Recio, cédula No.10022, serie 10, en representación de la recurrente, CompañíaAntillana, S.A.,;
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 46

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-

tóbal de fecha 25 de octubre de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): La Antillana S.A., y Marcos Diógenes Ma-

tos González y Julio César Cabrera.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manue

l D. Bergés

gundoChupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Se

	 Susti-

tuto de Presidente; Leonte Rafael AlHerrera
burquerque Casy tillo, Luis

Víctor García de Peña, Abelardo
	 Piña	 Gustavo

Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala

donde celebra
 sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo

de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23 del mes de no-
viembre del año 1983, año 140' de la Independencia y 121' de
la Restauración, dicta en audiencia pública como Corte de

Casación la siguiente sentencia:

Sobre
 los recursos de casación interpuestos por Marcos

Diógenes Matos González, dominicano, mayor de edad,
	 `1111

o,	
ula No. 20668, serie 3ra., de la sección

solter	 chofer, céd ao, Bani Julio César Cabrera, dominicano,

mayor de	
cédula No. 13513, serie 3ra., domiciliado en laSantana de Niz

calle Francisco del Rosario Sánchez No. 12,
	 Buil y la

Compañía de Seguros La Antillana, S.A., domiciliada en el

Conde N
	 sentencia dictada en

o. 87, de esta ciudad, contra la sen
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de

San Cristóbal, el 25 de octub re de 1975, cuyo dispositivo se

copia más adelante;	
a

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol; Genera l de la
Oído el dictamen del Magistrado Procurador 

Vista el acta de los recursos de casación levantada en laRepública;

Visto el auto dictado en fecha 22 de 
noviembre delcorriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. 

BergésChupani, P
residente de la Suprema Corte de Justicia, por

medio del cual integra en su indicada calidad, dicha Corte,juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fernando E.Ravelo de la 
Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,

Luis Víctor García de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal para 

completar lamayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
926 de 1935;
que se trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y

La Suprema Corte de Justicia, después de 
haber deliberado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 

1967,de Tránsito y Vehículos, 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-d imiento de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugnada y losd

ocumentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de

10
,	 un accidente de tránsito en que varias personas resultaroncon lesiones corporales, el Juzgado de Primera I nstancia delDistrito Judicial de Peravia, dictó el 4 de febrero de 1976, ensus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dis-p

ositivo se copia más adelante; y b) que sobre el recursointerpuesto, intervino la sentencia ahora impugnada en
casación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regulares y válidos km recursos de• apelación interpuesto por el Dr. Fernando E. Ciccone Recio, anombre y representación del prevenido Marcos Diógenes
González, Julio César Cabrera, persona civilmente res-•ponsable y de la Antitlene, S.A., contra la sentencia dictada
por el Juzgado de Primera Instancia de Peravia, en fecha 4 de
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SENTENCIA DE FECHA 23 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 46
Sentencia impugnada: Corte de Apelació n de San Cris-

tóba l de fecha 25 de octubre de 1975.

Materia: Correccional.

Recurrente lel: La Antillana S.A., y Marcos Diógenes Ma-

tos Gonzá lez y Julio Césa r Cabrera.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre
 de la República, la Suprema Corte de Justicia,

regularmente constituida por los Jueces Manue
l D. Bergés

Chupani, Presidente; Darlo Balcácer, Primer Sustituto deSusti-
Presidente; Fernando E. Rave lo de la Fuente,
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala

donde celeb ra sus audiencias en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23 del mes de no-de

viembre del año 1983, año ad de la pIndepe
ca como Corte de

ndencia y 121'

 iela Restauración, dicta In audiencia úbli 
Casación la siguiente sentencia:Sobre los recursos de casación interpuestos por Marcos
Diógenes Matos González, dominicano, mayor d sección

e edad,

soltero, chofer, cédula No. 20668, serie 3ra., de la 
Santana de Nizao, Baní Julio César Cabrera, dominicano,
mayor de edad, cédula No. 13513, serie 3ra., o

	 en la

calle Francisco del Rosario Sánchez No. 12,

d
 Niz

m
ao,

iado
 Banl y la

Compañía de Seguro s La Antillana, S.A., domiciliada en el
Conde No. 87, de esta ciudad, contra la sentencia dictada en
sus atribuciones correccionales por la Corte de Apelación de
San Cristóbal, el 25 de octubre de 1975, oco dispositivo se

copia más adelante;Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera

l de la

Vista el acta de los recursos de casación levantada en laRepública;
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Secretaría de la Corte a-qua el 19 de noviembre de 1976 a re-querimiento del abogado Dr. Fernando E. Ciccone Recio, cé-dula No. 10022, serie 10, en representación de los recurrentesMarcos D iógenes Matos González y Julio César Cabrera, en
la cual no se propone contra la sentencia impugnada ningúnmedio de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-taría de la Corte a-qua, el 19 de noviembre de 1976, a re-querimiento del Dr. Fernando E. Ciccone Recio, cédula No.10022, serie 10, en representación de la recurrente, CompañiaAntillana, S.A.,;

Visto el auto dictado en fecha 22 de noviembre delcorriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. 
BergésChupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, pormedio del cual integra en su indicada calidad, dicha Corre,juntamente con los Magistrados Darío B a lcácer, Fernando E.Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo,

Luis Víctor Garcia de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo
Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal para comp letar lamayoría en la deliberación y fallo del recurso de casación de
926 de 1935;
que se trata, de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y

la Suprema Corte de Justicia, después de haber deli
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,de Tránsito y Vehículos, 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y losdocumentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que varias personas resultaroncon lesiones corporales, el Juzgado de Primera I nstancia delDistrito Judicial de Peravia, dictó el 4 de febrero de 1976, ensus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dis-positivo se copia más adelante; y b) que sobre el recursointe rpuesto, intervino la sentencia ahora impugnada encasación, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:PRIMERO: Declara regular% y válidos los recursos deapelación interpuesto por el Dr. Fernando E. Ciccone Recio, anombre y representación del prevenido Marcos DiógenesGonzález, Julio César Cabrera, persona civilmente res-ponsable y de le Antillana, S.A., contra la sentencia dictada

por el Juzgado de Primera Instancia de Peravia, en fecha 4 de
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a partir de la fecha de la demanda y hasta la completa y total
ejecución de la presente sentencia; Quinto: Dbclarar al
nombrado Julio César Cabrera, al pago de las costas del
procedimiento en favor del Dr. Bolívar Ledesma S., quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte: Sexto: Declarar
la presene sentencia oponible con todas sus consecuencias
legales a la Cía. de Seguros La Antillana S. A., por ser
ésta entidad aseguradora del vehículo que causó los daños;
Séptimo: Condenar al nombrado Marcos Diógenes Matos
González, al pago de las costas judiciales y en cuanto al
nombrado Ramón Guarionex Lara, se declaran de oficio; por
haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las
formalidades legales'; SEGUNDO: Pronuncia al defecto
contra el prevenido Marcos Diógenes Matos González, pOr no
haber comparecido a la audiencia estando legálmente citádo;
TERCERO: Declara la caducidad de recurso de apelación
interpuesto por el Magistrado Procurador General de la Corte
de Apelación, por no haber sido notificado dicho recurso a las
partes interesadas; CUARTO: Declara que el prevenido
Marcos Diógenes Matos González, es culpable del delito de
golpes y heridas involuntario, en perjuicio de Ramón
Guarionex Lara, quien recibió lesiones curables después de
cuarenticinco días; Pirsilio Mejía Lara, quien recibió lesiones
curables antes de diez días: Manuel Antonio Custodio, quien
recibió lesiones curables después de diez días y antes de
veinte; Carlos Manuel Martínez, quien recibió lesiones' cura-
bles antes de los diez días; Juana Hada Alexandra y Eduardo
Fi anklin Martínez, quienes recibieron lesiones curables
durante treinta días, la primera después de veinte días o antes
de los treinta, el segundo en consecuencia; condena al
mencionado prevenido a pagar una multa de RDS25.00
acogiendo a su favor circunstancias atenuates; QUINTO:
Declara que el prevenido Ramón Guarionex Lara, no es
culpable del delito puesto a su cargo en consecuencia, se

scarga de responsabilidad penal; SEXTO: Declara re-
...lar y admite la constitución en parte civil de los señores
H. imán Guarionex Lara, Pirsilio Mejía Lara, Manuel Ant. Cus-
todio, Carlos Manuel Martínez y Rafael Emilio Pimentel, en
consecuencia, condena a las personas civilmente responsable
puesta en causa señor Julio César Cabrera, a pagar las
siguientes cantidades: Un Mil Pesos Oro (RDS1,000.00) a fa-
vor de Ramón Guarionex Lara; Quinientos Pesos Oro
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febrero de 1976, cuyo dispositivo dice asi:'Falla: Primero:
Declara buena y válida la constitutición en parte civil hecha
por los nombrados Rafael Emilio CarlPimeosntel, Ramón

Martínez

ña, Pirsilio Mejía Lara y Germán Emilio Martínez (este último
en su calidad de padre de los menores Juana

de Hilaa
abogado D

Alexandre

y Eduardo Franklin Martínez, por órganos
	 su	 r.

Bolívar Ledesma, en contra del nombrado Julio Césa
r Ca-

brera, persona civilmenteresponsable en su condición. deía

A	

-

propi
illana
etario del camión y en oponibilidad de la Compañ

S., como entidad	
del	 que

pro
ntdujo el accidente por haber sido hecha

aseguradora 
conforme a

vehicuio
 la ley;

Segundo: 
Declara al nombrado Marcos Diógenes Matos

González, de generales conocidas, culpable obre Tránsito 

Vehículo, en perjuicio de	
los nombrados Rafael Emilio

Pimentel, Ramón 
Guarionex Lara, Germánn Emilio Martín

oez,

Carlos Manuel Martínez Peña, 	
l A	 Gustav	 y

Pirsilio Mejía Lara y en consecuencia se condena al pago de
una multa de RS$25.00, acogiendo circunstancias atenuantes
a su favor; dicha multa será compensable a raz6

n de un día de

prisión por cada peso dejado de pagar, en caso de insol-

vencia; Tercero: 
Declarar al nombrado Ramón Guarionex

Lara, no culpable de violación a la Ley 241 sobrepor no
 Tránsito de

er

	

vehículo y en consecuencia se descarga
	 et

ninguna falta en el manejo de su vehículo de motor en el acci-

dente; Cuarto: 
Condenar al nombrado Julio César Cabrera,

en su calidad de persona civilmente responsable,
como

 propietario

del camión causante del accidente y en oponibilidad a la
a

	

Compañía de Seguros
 cho

la Antillana S.A.,	
•

Aseguradora de d	
vehículo a	 las	 siguientes in—

demnizaciones; e
en favor de Emilio Pimentel (Propietario del

carro) Tres Mil Pesos Oro (RDS3,000.00), en favo
r de Ramón

Guari
1,000.00) en
onex Lara, (

fav
Condu

or 
dct

e Mor anuel
de dicho	 ro),car

AntoniorGusMto) avo (Pasaje
il Pesos Oro

IRDSQuinientos Pesos Oro (RDS500.00) en favor de Carlos Manuel
Martínez Peña (Pro) Trescientos pesos oro (RDS300.00),
en favor de Germán Emilioo Martínez Peña, padre de los
-nenores Hilda Alexandre y Eduardo Franklin Martíne

z a Mil

Pesos Oro (RDS1,000.001 como justa reparación por los da-
ños morales y materiales sufridos por éstos a consecuencia
del accidente de que se trata y al pago de los intereses 1Pnales
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febrero de 1976, cuyo 
dispositivo dice así: 'Faltla: P

 civil 

por los nombrados Rafael Emilio Pimentel, Ramón Guarionex
Lara, Manuel Antonio Gustavo, Carlos Manuel Martínez Pe-
ña, Pirsilio Mejía Lara y Germán Emilio Martmez (este último
en su calidad de padre de los menores Juana Hilda Alexandra
y Eduardo Franklin Martínez, por órganos de su abogado Dr.
Bolívar Ledesma, en contra del nombrado Julio César Ca-

	

brera, persona civilmente responsable en su
	 condición. e-d

propietario del camión Y
en oponibilidad de la Compañía

Antillana S.A., como entidad aseguradora del vehículo que

produjo el	
entepor haber sido hecha conforme a la ley;

Segundo accidente p: Declara al nombrado Marcos Diógenes Matos

González, de generales conocidas, 241
culpable de violación a los

artículos 61 y 49 de la Ley No.
	

, sobre Tránsito de

Vehículo, en perjuicio	
de los nombrados	

Rafael Emilio

Pimentel, Ramón 
Guarionex Lara, Germán Emilio Martínez,

Carlos Manuel Martínez Peña, Manuel Antonio Gustavo y
Pirsijio Mejía Lara y en consecuencia se condena al pago de
una multa de RS$25.00, acogiendo circunstancias atenuantes

a su favor; dicha multa será c
	 en caso

compensable a razón de un ¡nade
 de

prisión por cada peso dejado de pagar,
	 de

vencia;Tercero: Declarar al nombrado Ramón Guarionex

Lara, no culpable de violación
	

241 sobre Tránsito de

vehículo y en consecuencia a la Ley
se descarga por no cometer

ninguna falta en el manejo de su vehículo de motor en el acci-
dente; Cuarto: Condenar al nombrado Julio César Cabrera,

civilmente
en su calidad de persona	

nte responsable, propie a la
tario.

del camión causante del accidente y en oponibilidad
Compañía de Seguros la Antil, como Compañía
Aseguradora de dicho vehículo a las siguientes in—
demnizaciones; en favor de Emilio Pimentel (Pro

	

carro) Tres Mil Pesos Oro (RDS3,000.00),
	

pietario del
en favor de Ramón

Guarionex Lata, Conductor de dicho carro) Mil Pesos Oro

~S1,00001 en

(
 favor

 de Manuel Antonio Gustavo (Pasa
je

ro

Quinientos
0.	 fPesos Oro (RD$500.00) en favor de Carlos Manuel

Martínez Peña (Pasajero) Trescientos pesos oro (RDS300.00

en favor 
de Germán Emilio Martínez Peña, padre de los

menores Hild	
Eduardo Franklin Ma

a Alexandra y	
rtínez a Mil

Pesos Oro (RDS1,000.001 como justa reparación por los da-

ñas morales
 y materiales sufridos por éstos a consecuencia

del accidente de que se trata y al pago de los intereses ler,elee
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a partir de la fecha de la demanda y hasta la completa y total
ejecución de la presente sentencia; Quinto: Declarar al
nombrado Julio César Cabrera, al pago de las costas del
procedimiento en favor del Dr. Bolívar Ledesma S., quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte: Sexto: Declarar
la presene sentencia oponible con todas sus consecuencias
legales a la Cía. de Seguros La Antillana S. A., por ser
ésta entidad aseguradora del vehículo que causó los daños;
Séptimo: Condenar al nombrado Marcos Diógenes Matos
González, al pago de las costas judiciales y en cuanto al
nombrado Ramón Guarionex Lara, se declaran de oficio; por

• haberlo intentado en tiempo hábil y de acuerdo con las
.• formalidades legales'; SEGUNDO: Pronuncia al defecto

contra el prevenido Marcos Diógenes Matos González, por no
haber comparecido a la audiencia estando legalmente citado;
TERCERO: Declara la caducidad de recurso de apelación
interpuesto por el Magistrado Procurador General de la Corte
de Apelación, por no haber sido notificado dicho recurso a las
partes interesadas; CUARTO: Declara que el prevenido
Marcos Diógenes Matos González, es culpable del delito de
golpes y heridas involuntario, en perjuicio de Ramón
Guarionex Lara, quien recibió lesiones curables después de
cuarenticinco días; Pirsilio Mejía Lara, quien recibió lesiones
curables antes de diez días: Manuel Antonio .Custodio, quien
recibió lesiones curables después de diez días y antes de
veinte; Carlos Manuel Martínez, quien recibió lesiones cura-
bles antes de los diez días; Juana Hilda Alexandre y Eduardo
rianklin Martínez, quienes recibieron lesiones curables
durante treinta días, la primera después de veinte días o antes
de los treinta, el segundo en consecuencia; condena al
mencionado prevenido a pagar una multa de RDS25.00
acogiendo a su favor circunstancias atenuates; QUINTO:
Declara que el prevenido Ramón Guarionex Lara, no es
culpable del delito puesto a su cargo en consecuencia, se

scarga de responsabilidad penal; SEXTO: Declara re-
...lar y admite la constitución en parte civil de los señores
P znión Guarionex Lara, Pirsilio Mejía Lara, Manuel Ant. Cus-
todio, Carlos Manuel Martínez y Rafael Emilio Pimentel, en
consecuencia, condena a las personas civilmente responsable
puesta en causa señor Julio César Cabrera, a pagar las
siguientes cantidades: Un Mil Pesos Oro (RDS1,000.00) a fa-
YO/. de Ramón Guarionex Lara; Quinientos Pesos Oro



3674
	 BOLETIN JUDICIAL

(RDS500.00) a favor de Manuel Antonio Custodio; Tres-

cientos Pesos Oro ORDS300.001 a favor de Carlos Manuel

Martínez Peña, todos por concepto de daños y eprjuicio

morales y materiales con motivo del accidente, más los in-

tereses legales a	 título de indemnización suplementaria;
SEPTIMO: Declara inadmisible el recurso de apelación en
cuanto se refiere a Jacinto Cabrera, por falta de calidad de
éste, por no ser parte del proceso; OCTAVO: Rechaza las

pretencio nes del señor Germán Emilio Martínez, parte civil

constituid a por no haber justificado que él recibiera lesiones
ni daños materiales y morales, ni haber demostrado mediante

docume nto fehaciente que era él padre de los menores Juana
Nilda Alexandra y Eduardo Franklin Martínez, condena al pre-

venido Marcos Diógenes Matos González, al pago de las
costas penales; NOVENO: Condena a Julio y Compañía
Antillana S.A., al pago de las costas civiles y ordena la dis-

tracción de dicha costa en provecho del Dr. Bolívar Ledesma,
quién afirmó haberlas avanzado en su totalidad; IDECIMO:
Declara regular y admite la constitució n en parte civil del se-

ñor Rafael Emilio Pimentel y en consecuencia, condena a
Julio César Cabrera, a pagar la cantidad de Dos Mil Pesos Oro

(RD$2,000 .00) a favor de dicha parte civil constituida por
concepto de los daños materiales y morales ocasionad os a su

vehículo; ONCENO: Declara la presente sentencia
oponible a la Compañía de Seguros la Antillana, S.A., por ser
la entidad aseguradora del vehículo que originó el accidente;

Considera ndo, en cuanto a los recursos de Julio César Ca-
brera persona puesta en causa como civilmente responsable
y la Compañía de Seguros La Antillana, S.A., que procede
declarar la nulidad de los mismos, ya que ni en el momento
de declarar sus recursos ni posteriorme nte han expuesto los

medios en que los fundamentan como lo exige, a pena de

nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimie nto de

Casación, por lo que se procede a examinar al recurso del

prevenido;
Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable y

condenar al prevenido Marcos Diógenes Matos González por
el delito puesto a su cargo y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido lo siguiente: a) que siendo las 2:40 p.m. del 16 de
agosto de 1975, mientras el prevenido conducia el camión de
volteo, placa No. 702-700, de norte a sur, por la carretera que
conduce de San José de Ocoa al Cruce, al llegar al Kilómecro
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26 chocó el automóvil, placa No. 215-807, conducido por
Ramón Guarionex Lara, quien transitaba de Sur a Norte por la
misma vía; b) que en el accidente resultaron con lesiones
Ramón Guarionex, curables dentro de 45 días, Juana Nilda
Alexandra Martínez, curables en 30 días, Manuel Antonio
Custodio, curables después de 10 y antes de 20 días, Pirsilio
Mejía Lara, curables antes de 10 días, Carlos Manuel Martínez
Peña, curables antes de 10 días, Manuel Antonio Custodio,
curables después de 10 y antes de20 días, y Eduardo Franklin
Martínez, después de 20 y antes de 30 días; cl que el ac-
cidente se debió a la imprudencia del prevenido quien no se
detuvo en presencia de unos burros que se presentaron
delante de él, y haciendo un viraje a su izquierda se introdujo
en el carril por donde tránsitaba el automóvil que venza en
sentido contrario;

Considerando, que los hechos así establecidos por /a Corte
a-qua constituyen el delito de golpes y heridas por im-
prudencia, causados con la conducción de un t ehículo de
motor, previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 del 1967, de
Tránsito y Vehículos, y sancionado en su le t ra c) con las
penas de 6 meses a 2 años de prisión y multa de RDS100.00
pesos, si la enfermedad o imposibilidad para su trabajo durare
20 días o más, como sucedió a varios de los lesionados; que,
por consiguiente, al condenar al prevenido Marcos Diógenes
Matos González al pago de una multa de RDS25.00,
acogiendo c ircunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una pena ajustada a la ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Ceclara nulos los recursos de
casación interpuestos por Julio César Cabrera y la Compañía
Antillana, S.A., contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, en sus atribuciones correc-
cionales el 25 de octubre de 1975, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por el prevenido
Marcos Diógenes Matos González, contra la misma sen-
tencia; Tercero: Condena a dicho prevenido al pago de las
costas penales.

( FI RMADOS): Manuel D. Bergés C hupani.— Darío Bal-
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IRDS500 .001 a favor de Manuel Antonio Custodio; Tres-

cientos Pesos Oro (RDS300.00) a favor de Carlos Manuel
Martínez Peña, todos por concepto de daños y perjuicio 	

•

morales y materiales con motivo del accidente, más los in- 	
'

tereses legales a título de indemnización suplementaria;
SEPTIMO: Declara inadmisib le el recurso de apelación en
cuanto se refiere a Jacinto Cabrera, por falta de calidad de
éste, por no ser parte del proceso; OCTAVO: Rechaza las

pretencio nes del señor Germán Emilio Martínez, parte civil
constituida por no haber justificado que él recibiera lesiones
ni daños materiales y morales, ni haber demostrado mediante

docume nto fehaciente que era él padre de los menores Juana
Hilda Alexandra y Eduardo Franklin Martínez, condena al pre-

venido Marcos Diógenes Matos González, al pago de las
costas penales; NOVENO: Condena a Julio y Compañía
Antillana S.A., al pago de las costas civiles y ordena la dis-

tracció n de dicha costa en provecho del Dr. Bolívar Ledesma,
quién afirmó haberlas avanzado en su totalidad; ,DECIMO:
Declara regular y admite la constitución en parte civil del se-
ñor Rafael Emilio Pimentel y en consecuencia, condena a
Julio César Cabrera, a pagar la cantidad de Dos Mil Pesos Oro

(RDS2,000 .00) a favor de dicha parte civil constituida por
concepto de los daños materiales y morales ocasionado s a su

vehículo; ONCENO: Declara la presente sentencia

oponible a la Compañ ía de Seguros la Antillana, S.A., por ser
la entidad aseguradora del vehículo que originó el accidente;

Considera ndo, en cuanto a los recursos de Julio César Ca-
brera persona puesta en causa como civilmente responsable
y la Compañía de Seguros La Antillana, S.A., que procede
declarar la nulidad de los mismos, ya que ni en el momento
de declarar sus recursos ni posteriorme nte han expuesto los

medios en que los fundamentan como lo exige, a pena de

nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimie nto de

Casación, por lo que se procede a examinar al recurso del

prevenido;
Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable y

condenar al prevenido Marcos Diógenes Matos González por
el delito puesto a su cargo y fallar como lo hizo, dio por es-	 -

tablecido lo siguiente: a) que siendo las 2:40 p.m. del 16 de
agosto de 1975, mientras el prevenido conducia el camión de
volteo, placa No. 702-700, de norte a sur, por la carretera que
conduce de San José de Ocoa al Cruce. al llegar al Kilómezro
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26 chocó el automóvil, placa No. 215-807, conducido por
Ramón Guarionex Lara, quien transitaba de Sur a Norte por la
misma vía; b) que en el accidente resultaron con lesiones
Ramón Guarionex, curables dentro de 45 días, Juana Hilda
Alexandra Martínez, curables en 30 días, Manuel Antonio
Custodio, curables después de 10 y antes de 20 días, Pirsilio
Mejía Lara, curables antes de 10 días, Carlos Manuel Martínez
Peña, curables antes de 10 días, Manuel Antonio Custodio,
curables después de 10 y antes de20 días, y Eduardo Franklin
Martínez, después de 20 y antes de 30 días; e) que el ac-
cidente se debió a la imprudencia del prevenido quien no se
detuvo en presencia de unos burros que se presentaron
delante de él, y haciendo un viraje a su izquierda se introdujo
en el carril por donde transitaba el automóvil que venia en
sentido contrario;

Considerando, que los hechos así establecidos por e Corte
a-qua constituyen el delito de golpes y heridas por im-
prudencia, causados con la conducción de un r ehículo de
motor, previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 del 1967, de
Tránsito y Vehículos, y sancionado en su le tra cl con las
penas de 6 meses a 2 años de prisión y multo de RD$100.00
pesos, si la enfermedad o imposibilidad para su trabajo durare
20 días o más, como sucedió a varios de los lesionados; que,
por consiguiente, al condenar al prevenido Marcos Diógenes
Matos González al pago de una multa de RDS25.00,
acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una pena ajustada a la ley;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada, en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Ceclara nulos los recursos de
casación interpuestos por Julio César Cabrera y la Compañía
Antillana, S.A., contra la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de San Cristóbal, en sus atribuciones correc-
cionales el 25 de octubre de 1975, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Rechaza el recurso de casación interpuesto por el prevenido
Marcos Diógenes Matos González, contra la misma sen-
tencia; Tercero: Condena a dicho prevenido al pago de las
costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani. — Dario Bal-
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cácer.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.-
Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel
!acobo, Secretario General.La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figurames  su encabezamiento, en la
audiencia pública del día,	

y año en él expresad os y fue

firmada , leida y publicada por mí, Secretario Genera l , que

:edifico. IFIDO.) Miguel Jacobo.

BOLETIN JUDICIAL	 3677

SENTENCIA DE FECHA 23 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 47.

Sentencia im pugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de
fecha 19 de diciembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Carlos J. Collado, Angel T. Jorge y la
Compañía Unión de Seguros, C. por A.,

BOLETIN JUDICIAL

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Surge:
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti.
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 23 del mes de Noviembre del año 1983, año 140' de la
Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Carlos J.
Collado, y Angel Jorge, dominicanos, mayores de edad,
domiciliados el primero en la casa No. 31 de la Avenida José
R., y el Segundo en la casa No. 30 de la calle Máximo Gómez,
de la ciudad de Santiago, cédula No. 60449, serie 31, y la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., con su domicilio
social y principal establecido en la calle Beller No. 98, de la

0111 ciudad de Santiago; contra la sentencia dictada en sus a-
tribuciones correccionales por la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia dei Distrito Judicial de San-
tiago, el día 19 de diciembre de 1978. cuyo dispositivo se
copia más adelante.

Oído al Alguacil de turno en la iectura de: rol,
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cácer.— Fernando E. Ravelo de la Fuente.— Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.-

Abelardo Herrera	
Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel

lacobo, Secretario General.
La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por los se-

en la
ñores Jueces que figura n en su encabezamiento, 

audienc ia pública del día, mes y año en él expresado
s y fue

firmada, leida y publicada por mí, Secretario 
tertilico. (FDO.) Miguel Jacobo.
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SE NTENCIA DE FECHA 23 DEL MES DE NOVIEMBREDEL AÑO 1983 No. 47.

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgadode Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, defecha 19 de diciembre de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente 
(si: Carlos J. Collado, Angel T. Jorge y laCompañía Unión de Seguros, C. por A.,

Dios, Patria y Libertad

República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Burge:
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto dePr

esidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti
.luto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, LuisVictor García de Peña, Máximo Puello 

Renville, A belardoHerrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en laciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoydía 23 del mes de Noviembre del año 1983, año 140' de laIndependencia y 121' de la Restauración, dicta en audienciapública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:Sobre los recursos de casación interpuestos por Carlos J.Collado, y Angel Jorge, dominicanos, mayores de edad,domiciliados el primero en la casa No. 31 
de la Avenida JoséR., y el Segundo en la casa No. 30 de la calle Máximo Gómez,

de la ciudad de Santiago, cédula No. 60449, serie 31, y laCompañía Unión de S eguros, C. por A., con su domiciliosocial y principal establecido en la calle Beller No. 98, de la
ciudad de Santiago; contra la sentencia dictada en sus a-tribuciones correcc!onales por la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia dei Distrito Judicial de San-
tiago, el día 19 de d iciembre de 1978. cuyo dispositivo secopia más adelante.

Oído al Alguacil de turno en la lectura de: rol,
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Oído el dictame n del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el día 6 de marzo de 1979, a
requerimiento del abogado Lic. José Gutiérrez, en

representac ión de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el Auto dictado en fecha 22 del mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,

conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-

nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de

este Tribuna l , para completa r la mayoría, en la deliberació n y

fallo de los recursos de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 del 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-

dimiento de Casación;
Considerando, que en la sentenc i a impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Paz de la Segunda Cir-

cunscripció n del Municipio de Santiago, dictó en fecha 28 de

julio de 1976, en sus atribucione s correccionales, una sen-

tencia cuyo dispositivo se copia más adelante; y b) que sobre
los recursos interpuestos contra dicho fallo, intervino la

sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe pronunciar

como en efecto pronunc ia el defecto contra Carlos J. Collado
Pichardo, Angel T. Jorge y la Compañía Unión de Seguros,
C. por A., por no haber comparec i do a la audiencia a pesar de

estar legalmente citados; SEGUNDO: Que debe declarar
como en efecto declara bueno y válido en cuanto a la forma,
el recurso de apelación interpues to por el Lic. Benigno R.

Sosa Díaz, a nombre y representación deJosé de los Angeles
Ramírez, en fecha 6 de Agosto de 1976, contra la sentencia

correccio nal No. 944, de fecha 28 de julio de 1976, dictada
por el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del
Municipio de Santiago, cuyo dispositivo copiado tex-
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tualmente dice así:. 'Falla; Primero: Que debe declarar y
declara al nombrado Carlos J. Collado Pichardo cu lpable de
violar los artículos 49 inciso (a), 74, inciso fa) y 75 de la Ley
No. 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en perjucio de
José de los Angeles Ramírez, en consecuencia, lo debe
condenar y condena al pago de una multa de RDS10.00 (diez
pesos oro); Segundo: Que debe descargar y descarga al
nombrado José de los Angeles Ramírez, por no haber violado
la Ley en el presente caso; Tercero: Que debe condenar y
condena al nombrado Carlos J. Collado Pichardo, al pago de
las costas penales del procedimiento; Cuarto: Que debe
declarar y declara buena y válida la constitución en parte civil,
hecha por el nombrado José de los Angeles Ramírez, en
contra del nombrado Angel T. Jorge, en cuanto a la forma; en
cuanto al fondo, debe condenar y condena al nombrado
Angel T. Jorge, en su calidad de comitente, al pago de una
indemnización de doscientos peros oro ( R DS200.00), a favor
del nombrado José de los Angeles, como justa reparación por
las lesiones recibidas por éste en el accidente de referencia;
Quinto: Que debe condenar y condena al nombrado Angel
T. Jorge, al pago de los intereses legales de la suma acordada
como i ndemnización principal y a título de indemnización
Suplementaria, a partir de la fecha de la demanda en justicia;
Sexto: Que debe declarar y declara común, oponible y e-

' jecutoria la presente sentencia a la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., en su calidad de aseguradora de la res-
ponsabilidad civil del nombrado Angel T. Jorge; Séptimo:
Que debe condenar y condena al nombrado Angel T. Jorge,
en su calidad de comitente del nombrado Carlos T. Collado
Pichardo y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en su
calidad de aseguradora de la responsabilidad civil del
nombrado Angel T. Jorge, solidariamente al pago de lascostas civiles del procedimiento, distrayéndolas a vafor del
Lic. Benigno Sosa Díaz, abogado que afirma haberlas a-
vanzado en su totalidad'; TERCERO: En cuanto al fondo, de-
be modificar como en efecto modifica el ordinar Cuarto de la
sentencia recurrida, en el sentido de aumentar la in-

.,..
demnización de doscientos pesos (RDS200.00) a 	 cta-
trocientos pesos oro (RDS400.00), en favor de José de los.
A ngeles  Ramírez, como justa reparación de las lesiones reci-
bidas por éste en el accidente; CUARTO: Que debe con-



tualmente dice así:. 'Falla; Primero: Que debe declarar ydeclara al nombrado Carlos J. Collado Pichardo cu lpable de
violar los artículos 49 inciso (a), 74, inciso (a) y 75 de la Ley
No. 241, sobre Tránsito de Vehículos de Motor, en perjucio de
José de los Angeles Ramírez, en consecuencia, lo debe
condenar y condena al pago de una multa de RDS10.00 (diez
pesos oro); Segundo: Que debe descargar y descarga al
nombrado José de los Angeles Ramírez, por no haber violado
la Ley en el presente caso; Tercero: Que debe condenar y
condena al nombrado Carlos J. Collado Pichardo, al pago de
las costas penales del procedimiento; Cuarto: Que debe
declarar y declara buena y válida la constitución en parte civil,
hecha por el nombrado José de los Angeles Ramírez, en
contra del nombrado Angel T. Jorge, en cuanto a la forma; en
cuanto al fondo, debe condenar y condena al nombrado
Angel T. Jorge, en su calidad de comitente, al pago de una
indemnización de doscientos peros oro ( R DS200.00), a favor
del nombrado José de los Angeles, como justa reparación por
las lesiones recibidas por éste en el accidente de referencia;
Quinto: Que debe condenar y condena al nombrado Angel
T. Jorge, al pago de los intereses legales de la suma acordada
como indemnización principal y a título de indemnización
suplementaria, a partir de la fecha de la demanda en justicia;
Sexto: Que debe declarar y declara común, oponible y e-
jecutoria la presente sentencia a la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., en su calidad de aseguradora de la res-..	 .p sa	 ad civil del nombrado Angel T. Jorge; Séptimo:
Que debe condenar y condena al nombrado Angel T. Jorge,
en su calidad de comitente del nombrado Carlos T. Collado
Pichardo y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en su•

calidad de aseguradora de la responsabilidad civil del
nombrado Angel T. Jorge, sol idariamente al pago de las
costas civiles del procedimiento, di st rayéndoles a vafor del

'	 Lic. Benigno Sosa Díaz, abogado que afirma haberlas a-
vanzado en su totalidad'; TERCERO: En cuanto al fondo, de-
be modificar como en efecto modifica el ordinar Cuarto de la
sentencia	 recurrida, en el sentido de aumentar la in-
demnización de doscientos pesos I R DS200.00) a cua-
trocientos pesos oro (RDS400.00), en favor de José de los
A ngeles  Ramírez, como justa reparación de las lesiones ieci-
bidas por éste en el accidente; CUARTO: Que debe con-
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Oído el dictame n del Magistrado Procurado r General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Cámara a-qua, el día 6 de marzo de 1979, a

requerimiento del abogado Lic. José Gutiérrez, en

representac ión de los recurrentes, en la cual no se propone

contra la sentenc ia impugnada ningún medio de casación;

Visto el Auto dictado en fecha 22 del mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de

este Tribunal , para completa r la mayoría, en la deliberació n y

fallo de los recursos de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 del 1934 y 926 del 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley sobre Proce-

dimiento de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con

lesiones corpora l es, el Juzgado de Paz de la Segunda Cir-

cunscripció n del Municipio de Santiago, dictó en fecha 28 de
julio de 1976, en sus atribuciones correcciona les, una sen-

tencia cuyo disposit ivo se copia más adelante; y b) que sobre

los recursos interpuestos contra dicho fallo, intervino la

sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispositivo es

el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe pronunciar

como en efecto pronuncia el defecto contra Carlos J. Collado
Pichardo, Angel T. Jorge y la Compañía Unión de Seguros,
C. por A., por no haber comparecido a la audienc i a a pesar de .

estar legalmente citados; SEGUNDO: Que debe declarar
como en efecto declara bueno y válido en cuanto a la forma,
el recurso de apelación interpuesto por el Lic. Benigno R.

Sosa Díaz, a nombre y representación deJosé de los Angeles
Ramírez, en fecha 6 de Agosto de 1976, contra la sentencia

correcciona l No. 944, de fecha 28 de julio de 1976, dictada
por el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción del
Municipio de Santiago, cuyo dispositi vo copiado tex-
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firmar en sus demás aspectos la citada sentencia; QUINTO:
Que debe condenar y condena a Angel T. Jorge y la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A., solidariamente, al pago de
las costas civiles del procedimiento, con distracción de las
mismas en provecho del Lic. Benigno R. Sosa Díaz, quien a-
firma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Que debe
condenar y condena a Carlos J. Collado Pichardo, al pago de
las costas penales del procedimiento";

Considerando, en cuanto a los recursos de Angel T. Jorge,
persona civilmente responsable y la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., entidad aseguradora, que procede
declarar la nulidad de los mismos, ya que ni en el momento de
declarar sus recursos ni posteriormente han expuesto los me-
dios en que los fundamentan, como lo exige a pena de nuli-
dad el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que el examen del expediente pone de
manifiesto que el prevenido recurrente Carlos J. Collado, no
recurrió en apelación contra la sentencia del Tribunal de
primer grado que lo condenó al pago de una multa de
RDS100.00 por' el hecho puesto a sy cargo, con lo cual dio
aceptación implícita a esa condenación; que como la sen-
tencia impugnada no le causó ningún nuevo agravio, ya que
se limitó a confirmar la multa impuesta. es obvio que dicho
prevenido carece de interés para recurrir en casación contra
la misma, por lo cual su recurso resulta inadmisible;

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas ci-
viles, por no haber hecho la parte adversa ningún pedimento
al respecto;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara inadmisible el
recurso de casación interpuesto por el prevenido Carlos J.
Collado, contra la sentencia dictada el 19 de diciembre de
1978, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en su atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; SEGUNDO: Declara nulos los
recursos de casación interpuestos por Angel T. Jorge y la
Compañia Unión de Seguros, C. por A., contra la referida
sentencia; TERCERO: Condena al prevenido recurrente al
pago de las costas penales.-

(FIRMADOS). — Manuel D. Bergés Chupani.— Darío
Balcácer.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Leonte R. Al-
burquerque Castillo — Luis Víctor García de Peña.— Máximo
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Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fuefirmada, leída y pu blicada por mi, Secretario General, quecertifico.— ( FD0.) Miguel Jacobo.
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firmar en sus demás aspectos la citada sentencia; QUINTO:
Que debe condenar y condena a Angel T. Jorge y la Com-
pañía Unión de Seguros, C. por A., solidariamente, al pago de
las costas civiles del procedimiento, con distracción de las
mismas en provecho del Lic. Benigno R. Sosa Díaz, quien a-
firma haberlas avanzado en su totalidad; SEXTO: Que debe
condenar y condena a Carlos J. Collado Pichardo, al pago de
las costas penales del procedimiento";

Considerando, en cuanto a los recursos de Angel T. Jorge,
persona civilmente responsable y la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., entidad aseguradora, que procede
declarar la nulidad de los mismos, ya que ni en el momento de
declarar sus recursos ni posteriormente han expuesto los me-
dios en que los fundamentan, como lo exige a pena de nuli-
dad el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que el examen del expediente pone de
manifiesto que el prevenido recurrente Carlos J. Collado, no
recurrió en apelación contra la sentencia del Tribunal de
primer grado que lo condenó al pago de una multa de
RDS100.00 por' el hecho puesto a sy cargo, con lo cual dio
aceptación implícita a esa condenación; que como la sen-
tencia impugnada no le causó ningún nuevo agravio, ya que
se limitó a confirmar la multa impuesta. es obvio que dicho
prevenido carece de interés para recurrir en casación contra
la misma, por lo cual su recurso resulta inadmisible;

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas ci-
viles, por no haber hecho la parte adversa ningún pedimento.
al respecto;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara inadmisible el
recurso de casación interpuesto por el prevenido Carlos J.
Collado, contra la sentencia dictada el 19 de diciembre de
1978, por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, en su atribuciones
correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte
anterior del presente fallo; SEGUNDO: Declara nulos los
recursos de casación interpuestos por Angel T. Jorge y la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la referida
sentencia; TERCERO: Condena al prevenido recurrente al
pago de las costas penales.-

(FIRMADOS). — Manuel D. Bergés Chupani.— Darío
Balcácer.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Leonte R. Al-
burquerque Castillo — Luis Víctor García de Peña.— Máximo
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Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo GómezCeara.- Miguel Jacobo, Secretario General.-La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fuefirmada, leída y pu blicada por mí, Secretario G eneral, quecertifico. — IFD0.1 Miguel Jacobo.
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SENTENCI A DE FECHA 23 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 48

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 3 de octubre de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Camilo Hernández y Compañía de Seguros
Pepín, S.A.

Abogado (s): Dr. Luis A. Bircann Rojas.

Dios, Patria y Libertad.

República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte RAfael Alburquerque Castilo; Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23
de noviembre de 1983, año 140' de la Independenc i a y 121' de

la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Camilo
Hernández, dominicano, mayor de edad, soltero, residente en
el Distrito Municipal de Los Hidalgos, cédula No. 7726, serie
40, y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., con su domicilio
en la calle Palo Hincado esquina a la calle Mercedes, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
de Santiago, en sus atribuciones correcciona les, el 3 de

octubre de 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;
Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Luis A.
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Bircann Rojas, cédula No. 43324, serie 31, abogado de los
recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Jesús
Hernández, cédula No. 2846, serie 31, en representanción de
los recurrentes, en la cual no se propone ningún medio de
casación;

Visto el memorial del 13 de septiembre de 1982, suscrito
por el abogado de los recurrentes, en el cual se proponen los
medíos de casación que se indican más adelante;

Visto el auto dictado en fecha 22 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama a los Magistrados Darío Balcácer y
Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 7934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que se mencionan más
adelante, invocados por los recurrentes en su memorial; y los
artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, de Tránsito y
Vehículos; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de
1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito, en que varias
personas resultaron con lesiones corporales, la Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Puerto Plata, dictó el 25 de febrero de 1977, una sentencia
cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los
recursos interpuestos intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo dice así: • "FALLA: PRIMERO:
Admite en la •forma el recurso de apelación interpuesto por e'
Dr. Heliópolis Chapauseaux Mejía, quien actúa a nombre y re
presentación de Camilo Hernández, prevenido y persona' ci
vilmene responsable y la Compañía de Seguros, Pepín, S.A.,
contra sentencia correccional dictada en fecha veinticinco
(25) del mes febrero del año Mil novecientos setenta y siete
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SENTENCI A DE FECHA 23 DE NOVIEMBR E DEL 1983

No. 48

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santiago, de

fecha 3 de octubre de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente ls): Camilo Hernández y Compañía de Seguros

Pepin, S.A.

Abogado (s): Dr. Luis A. Bircann Rojas.

Dios, Patria y Libertad.

República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte RAfael Alburquerque Castilo; Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23
de noviembre de 1983, año 140' de la Independenc ia y 121' de

la Restauració n , dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Camilo
Hernández, dominicano, mayor de edad, soltero, residente en
el Distrito Municipal de Los Hidalgos, cédula No. 7726, serie
40, y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., con su domicilio
en la calle Palo Hincado esquina a la calle Mercedes, de esta
ciudad, contra la sentencia dictada por la Corte de Apelación
de Santiago, en sus atribuciones correccionales, el 3 de
octubre de 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído, en la lectura de sus conclusiones al Dr. Luis A.

Bircann Rojas, cédula No. 43324 serie 31, abogado de los
recurrentes;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la
República;

Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Jesús
Hernández, cédula No. 2846, serie 31, en representanción de
los recurrentes, en la cual no se propone ningún medio de
casación;

Visto el memorial del 13 de septiembre de 1982, suscrito
por el abogado de los recurrentes, en el cual se proponen los
medíos de casación que se indican más adelante;

Visto el auto dictado en fecha 22 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama a los Magistrados Darío Balcácer y
Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que se mencionan más
adelante, invocados por los recurrentes en su memorial; y los
artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, de Tránsito y
Vehículos; 1383 del Código Civil; 1 y 10 de la Ley No. 4117, de
1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor; y 1 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito, en que varias
personas resultaron con lesiones corporales, la Cámara Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
Puerto Plata, dictó el 25 de febrero de 1977, una sentencia
cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los
recursos i nterpuestos intervino la sentencia ahora impugnada
en casación, cuyo dispositivo dice así: • "FALLA: PRIMERO:
Admite en la forma el recurso de apelación interpuesto por e'
Dr. Heliópolis Chapauseaux Mejía, quien actúa a nombre y re
p resentación de Camilo Hernández, prevenido y persona' ci.
vilmene responsable y la Compañía de Seguros, Pepín, S.A.,
contra sentencia correccional dictada en fecha veinticinco
125/ del mes febrero del año Mil novecientos setenta y siete
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(1977), por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo dispositivo copiado
textualmente dice así: 'Primero: Pronuncia el defecto contra
la Compañía de Seguros Pepín, S.A., por no haber com-
parecido a la audiencia no obstante estar legalmente citado y
emplazada; Segundo: Declara al nombrado Camilo Her-
nández, de generales anotadas culpable del delito de golpes
involuntarios ocasionados con el manejo de vehículos de mo-
tor, curable en una semana y en doce meses, en perjuicio de
Rafaela Reyes y Ana Reyes, y contusión y laceraciones cura-
bles en diez días en perjuicio del Raso P.N., Porfirio Rojas
Martínez; en consecuencia y acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes se condena al pago de una multa de
RDS30.00 (Treinta Pesos Oro) y al pago de las costas; Ter-
cero: Declara buena y válida en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil hecha por Rafaela Reyes y Ana Reyes,
por medio de sus abogados Licdos. Tobías Oscar Núñez
García, Rafael I-Salvador Ovalle y Dr. René Alfonso Franco,
contra Camilo Hernández, prevenido y persona civilmente
responsable y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., en
cuanto al fondo condena a Camilo Hernández, prevenido y
persona civilmente responsable al pago de una indemnización
de Un mil quinientos pesos oro (RDS1,500.00) en provecho de
Rafaela Reyes y RDS9,000.00 (Nueve mil pesos oro) en pro-
vecho de Ana Reyes, .:/o' los daños morales y materiales
sufridos por ellos; Cuarto: Condena a Camilo Hernández,
prevenido y persona civilmente responsable al pago de los
intereses legales de las sumas acordadas como in-
demnización a título de indemnizac i ón suplementarias a partir
de la demanda en justicia; Quinto: Condena a Camilo
Hernández, prevenido y persona civilmente responsable, al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas, en
provecho de los Licdos. Tobías Oscar Núñez García, Rafael
Salvador Ovalle y Dr. René Alfonso Franco, quienes afirman
estarlas avanzando en su mayor parte; Sexto: Se declara la
presente sentencia común y oponible a la Compañía de
Seguros, Pepín, S.A., por ser la aseguradora de la res-
ponsabilidad civil de Camilo Hernández"; SEGUNDO:
Pronuncia defecto contra el prevenido Camilo Hernández,
oor no haber comparecido a la audiencia, no obstante estar

∎ egaimente citado; TERCERO: Declara regular la in-

tervenció n en audiencia de la parte civil constituida;
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CUARTO: Modifica el Ordinal Tercero de la sentenciarecurrida en el sentido de I C(..cir las indemnizaciones acorda-das a las partes civiles constituidas de la siguiente manera: laacordada en favor de Rafaela Reyes a 
RDS800.00(Ochocientos pesos oro) y la acordada en provecho de AnaRosa Reyes a RIDS4,000.00 por considerar esta Corte que

estas son las sumas justas, adecuadas y suficientes parareparar los daños y perjuicios experimentados por dichaspar/es civiles constituidas a consecuencias del accidente deque se trata; QUINTO: Conforma la sentencia recurrida ensus demás aspectos; SEXTO: Condena a Camilo Hernández,en su doble calidad de prevenido y persona c ivilmente res-ponsable al pago de las costas penales y civiles ordenando ladistracción de las últimas en favor de los Licdos. Tobías Oscar
Núñez García, Rafael Salvador Ovalle y Dr. René AlfonsoFranco, quienes afirman estadas avanzando en su totalidad";Considerando, que los recurrentes proponen en sumemorial los s iguientes medios de casación: Primer Medio:
Falta de motivos sobre la causa del accidente; Segundo Me-
dio; Mala interpretación de las Leyes Nos. 4117, 369 y 126 aldeclarar la sentencia oponible a Seguros Pepín, S.A.;Con

siderando, que en el primer medio de su recurso losrecurrentes alegan, en s íntesis, lo s iguiente; que en la sen .tencia im p
ugnada no se dan motivos suficientes sobre la

causa del accidente; que en dicho fallo se expresa que se oyó
al testigo Juan Luis López y que por sus declaraciones se
probó que el vehículo se desvió a la derecha y sufrió un
vuelco, y luego se expresa nuevamente que, por esasdeclaraciones y por otros elementos y circunstancias delp
roceso, se probó que el vuelco se debió a que el vehículo

transitaba a exceso de velocidad por la carretera, sin expresar
si fue el testigo quien declaró acerca del exceso de velocidad
o si fue la Corte que lo fundó en otros elementos y cir-cunstancias del proceso; que, aún más, en la sentenciaimpugnada no existe ninguna consideración que de fun-damento al pretendido exceso de velocidad, ya que los
testigos no son peritos y no les bastaría con expresarlo; que.p
ara que así lo acepte el tribunal, era necesario :omprobar

otras circunstancias que b confirmen; pero,
Considerando, que la sentencia impugnada, mediante laponderación de los elementos de juicio regularmente ad .ministrados en la instrucción de la causa, dio por establecido
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(1977), por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Puerto Plata, cuyo dispositivo copiado
textualmente dice así: 'Primero: Pronuncia el defecto contra
la Compañía de Seguros Pepín, S.A., por no haber com-
parecido a la audiencia no obstante estar legalmente citado y
emplazada; Segundo: Declara al nombrado Camilo Her-
nández, de generales anotadas culpable del delito de golpes

involuntar ios ocasionados con el manejo de vehículos de mo-
tor, curable en una semana y en doce meses, en perjuicio de
Rafaela Reyes y Ana Reyes, y contusión y laceraciones cura-
bles en diez días en perjuicio del Raso P.N., Porfirio Rojas
Martínez; en consecuencia y acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes se condena al pago de una multa de
RDS30.00 (Treinta Pesos Oro) y al pago de las costas; Ter-
cero: Declara buena y válida en cuanto a la forma la cons-
titución en parte civil hecha por Rafaela Reyes y Ana Reyes,
por medio de sus abogados Licdos. Tobías Oscar Núñez
García, Rafael 'Salvador Ovalle y Dr. René Alfonso Franco,
contra Camilo Hernández, prevenido y persona civilmente
responsable y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., en
cuanto al fondo condena a Camilo Hernández, prevenido y
persona civilmente responsable al pago de una indemnización
de Un mil quinientos pesos oro (RDS1,500.00) en provecho de
Rafaela Reyes y RD$9,000.00 (Nueve mil pesos oro) en pro-
vecho de Ana Reyes, ',)u , los daños morales y materiales
sufridos por ellos; Cuarto: Condena a Camilo Hernández,
prevenido y persona civilmente responsable al pago de los
intereses legales de las sumas acordadas como in-
demnización a titulo de indemnizac i ón suplementarias a partir
de la demanda en justicia; Quinto: Condena a Camilo
Hernández, prevenido y persona civilmente responsable, al
pago de las costas civiles con distracción de las mismas, en
provecho de los Licdos. Tobías Oscar Núñez García, Rafael
Salvador Ovalle y Dr. René Alfonso Franco, quienes afirman
estarlas avanzando en su mayor parte; Sexto: Se declara la
presente sentencia común y oponible a la Compañía de
Seguros, Pepín, S.A., por ser la aseguradora de la res-
ponsabilidad civil de Camilo Hernandez'; SEGUNDO:
Pronuncia defecto contra el prevenido Camilo Hernández,
oor no haber comparecido a la audiencia, no obstante estar
.egaimente citado; TERCERO: Declara regular la in-

tervención en audiencia de la parte civil constituida;
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lo siguiente: a) que el día 17 de abril de 1974, mientras el pre-
venido Camilo Hernández conducía su automóvil, placa No.
214-020, de Este a Oeste, por la autopista que conduce de
Puerto Plata a Santiago, al llegar al kilómetro 15, sección de
Maimón, se desvió hacia la derecha y se volcó; b) que a
consecuencia de este accidente resultaron lesionados,
Porfirio Rojas Martínez con golpes y heridas que curaron
antes de los diez días, Carlos Hernández y Rafaela Reyes cor
golpes y heridas que curaron en una semana y Ana Rosa
Reyes con golpes y heridas que curaron en 12 meses; c) que
el accidente se debió a la imprudencia del prevenido Camilo
Hernández, quien transitaba en ese momento a exceso de
velocidad, por lo que perdió el control del vehículo precipi-
tándose en un hoyo contiguo a la referida vía;

Considerando, que lo expuesto precedentemente revela
que se trata de cuestiones de hecho de la soberana
apreciación de los jueces del fondo, los cuales, por tanto, nc
están sujetos al control de la casación; que dichos jueces
pudieron fundarse, para formar su convicción, en las decla-
raciones del testigo oído en audiencia, así como en otros
elementos y circunstancias del proceso, tal como se expresa
en dicho fallo, y dieron los motivos pertinentes y suficientes
que han permitido a la Suprema Corte verificar que en este
aspecto en dicho fallo se ha hecho una correcta aplicación de
la ley; que, por tanto, el primer medio del recurso carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de su recurso los
recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que la Seguros
Pepín, S.A., solicitó formalmente que se declarara inoponible
la sentencia a su respecto en razón de que los agraviados
reclamantes eran pasajeros no cubiertos por la póliza del
seguro, y se depositaron los comprobantes de que la póliza
no se extendía a los pasajeros; que la Corte a-qua rechazó el
referido pedimento argumentando que de acuerdo con el
artículo 68 de la Ley No. 126, cuando las exclusiones se re-
fieren al seguro obligatorio de vehículos de motor no son
oponibles a los terceros; que al fallar en esa forma se malin-
terpretó tanto la ley No. 126, como las Nos. 4117 y 329; que
para la Ley No. 4117 el pasajero no es un tercero y no se
encuentra cubierto por la Póliza; que es la misma ley la que
limita el ámbito del seguro obligatorio a las personas externas
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al vehículo asegurado; que es la ley la que excluye a los pasa-
jeros del seguro obligatorio; pero,

Considerando, que de acuerdo con el artículo 68 de la Ley
No. 126 del 1971, de Seguros Privados de la República
Dominicana, las exclusiones a que se refiere dicha Ley no son
oponibles a terceros cuando se trata de accidentes ocurridos
con la conducción de vehículos de motor; que, en la especie,
el hecho de que Rafaela Reyes, Ana Reyes y Porfirio Rojas
Martínez fueran pasajeros del vehículo que sufrió el accidente
no impide que la persona civilmente resporOsable pueda ser
condenada al pago de daños y perjuicios en su favor, y estas
condenaciones sean oponibles a la Compañía Aseguradora
de ese vehículo, siempre y cuando estas últimas hayan sido
puestas en causa para esos fines, como ha sucedido en la
especie; que, por tanto, el segundo medio del recurso carece
de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de golpes y heridas por im-
prudencia, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241, de
1967, de Tránsito y Vehículos, y sancionado en la letra c) de
dicho texto legal, con las penas de seis meses a dos años de
prisión y multa de RDS100.00 a RDS500.00, si la enfermedad o
imposibilidad para su trabajo durare 20 días o más, como
sucedió en la especie a la persona que recibió las lesiones más
graves; que, por consiguiente, al condenar la Corte a-qua al
prevenido Camilo Hernández al pago de una multa de
RDS30.00, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó
una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido ocasionó a Rafaela Reyes,
Ana Reyes y Porfirio Rojas Martínez, constituidos en parte ci-
vil, daños y perjuicios materiales y morales que evaluó en las
sumas indicadas en el dispositivo de la sentencia impugnada;
que al condenar al prevenido recurrente al pago de esas
sumas a título de indemnización en favor de las personas
constituidas en parte civil, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil; y el 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor al declarar oponibles dichas conclusiones a la enti
dad aseguradora;

Considerando, que, examinada en sus demás aspectos, la
sentencia im pugnada no contiene, en cuanto concierne al

•
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lo siguiente: a) que el día 17 de abril de 1974, mientras el pre-
venido Camilo Hernández conducía su automóvil, placa No.
214-020, de Este a Oeste, por la autopista que conduce de
Puerto Plata a Santiago, al llegar al kilómetro 15, sección de
Maimón, se desvió hacia la derecha y se volcó; b) que a
consecuencia de este accidente resultaron lesionados,
Porfirio Rojas Martínez con golpes y heridas que curaron
antes de los diez días, Carlos Hernández y Rafaela Reyes cor
golpes y heridas que curaron en una semana y Ana Rosa
Reyes con golpes y heridas que curaron en 12 meses; c) que
el accidente se debió a la imprudencia del prevenido Camilo
Hernández, quien transitaba en ese momento a exceso de
velocidad, por lo que perdió el control del vehículo precipi-
tándose en un hoyo contiguo a la referida vía;

Considerando, que lo expuesto precedentemente revela
que se trata de cuestiones de hecho de la soberana
apreciación de los jueces del fondo, los cuales, por tanto, nc
están sujetos al control de la casación; que dichos jueces
pudieron fundarse, para formar su convicción, en las decla-
raciones del testigo oído en audiencia, así como en otros
elementos y circunstancias del proceso, tal como se expresa
en dicho fallo, y dieron los motivos pertinentes y suficientes
que han permitido a la Suprema Corte verificar que en este
aspecto en dicho fallo se ha hecho una correcta aplicación de
la ley; que, por tanto, el primer medio del recurso carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el segundo medio de su recurso los
recurrentes alegan, en síntesis, lo siguiente: que la Seguros
Pepín, S.A., solicitó formalmente que se declarara inoponible
la sentencia a su respecto en razón de que los agraviados
reclamantes eran pasajeros no cubiertos por la póliza del
seguro, y se depositaron los comprobantes de que la póliza
no se extendía a los pasajeros; que la Corte a-qua rechazó el
referido pedimento argumentando que de acuerdo con el
artículo 68 de la Ley No. 126, cuando las exclusiones se re-
fieren al seguro obligatorio de vehículos de motor no son
oponibles a los terceros; que al fallar en esa forma se malin-
terpretó tanto la ley No. 126, como las Nos. 4117 y 329; que
para la Ley No. 4117 el pasajero no es un tercero y no se
encuentra cubierto por la Póliza; que es la misma ley la que
limita el ámbito del seguro obligatorio a las personas externas

al vehículo asegurado; que es la ley la que excluye a los pasa-
jeros del seguro obligatorio; pero,

Considerando, que de acuerdo con el artículo 68 de la ley
No. 126 del 1971, de Seguros Privados de la República
Dominicana, las exclusiones a que se refiere dicha Ley no son
oponibles a terceros cuando se trata de accidentes ocurridos
con la conducción de vehículos de motor; que, en la especie,
el hecho de que Rafaela Reyes, Ana Reyes y Porfirio Rojas
Martínez fueran pasajeros del vehículo que sufrió el accidente
no impide que la persona civilmente respoi$sable pueda ser
condenada al pago de daños y perjuicios en su favor, y estas
condenaciones sean oponibles a la Compañía Aseguradora
de ese vehículo, siempre y cuando estas últimas hayan sido
puestas en causa para esos fines, como ha sucedido en la
especie; que, por tanto, el segundo medio del recurso carece
de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de golpes y heridas por im-
prudencia, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241, de
1967, de Tránsito y Vehículos, y sancionado en la letra c) de
dicho texto legal, con las penas de seis meses a dos años de
prisión y multa de ROS100.00 a RDS500.00. si la enfermedad o
imposibilidad para su trabajo durare 20 días o más, como
sucedió en la especie a la persona que recibió las lesiones más
graves; que, por consiguiente, al condenar la Corte a-qua al
prevenido Camilo Hernández al pago de una multa de
RDS30.00, acogiendo circunstancias atenuantes, le aplicó
una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido ocasionó a Rafaela Reyes,
Ana Reyes y Porfirio Rojas Martínez, constituidos en parte ci-
vil, daños y perjuicios materiales y morales que evaluó en la.,
sumas indicadas en el dispositivo de la sentencia impugnada;
que al condenar al prevenido recurrente al pago de esas
sumas a título de indemnización en favor de las personas
constituidas en parte civil, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil; y el 1 y 10 de la
Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículos
de Motor al declarar oponibles dichas conclusiones a la enti
dad aseguradora;

Considerando, que, examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene. en cuanto concierne al
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interés del prevenido, vicio alguno que justifique su casación;
Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de

casación interpuestos por Camilo Hernández y la Compañía
de Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones
correccionales, el 3 de octubre de 1979, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al prevenido recurrente al pago de las costas
penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.— Darío Bal-
cácer.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Leonte R. Alburquerque
C.— Luis V. García de Peña.— Máximo Puello Renville. —
Abelardo Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara.— Miguel
Jacobo, Secretario General, que certifico.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.	 tED0.1: Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 23 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 49.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, de fecha 28 de febrero de 1977.

Materia: Correccional.•
Recurrente (s): Ramón Antonio Mercedes Gómez, Ramón
Milquíades Leroux Durán y la Cía. de Seguros Pepín, S.A.,

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23
del mes de noviembre del año 1983, años 140' de la In-
dependencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón
Antonio Mercedes Gómez, dominicano, mayor de edad,
casado, chofer, cédula No. 3631, serie 52, domiciliado en la
casa No. 20, de la calle Puerto Rico, de la ciudad de
Moca, Ramón Milquíades Leroux Durán, dominicano, mayor
de edad, cédula No. 17506, serie 55, domiciliado en la casa
No. 14-A, de la calle Buly Douse, de la ciudad de Salcedo, y la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., domiciliada en la calle
Palo Hincado esquina Mercedes, de esta ciudad; contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, el 28 de fe-
brero de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
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interés del prevenido, vicio alguno que justifique su casación;
Por tales motivos, Primero : Rechaza los recursos de

casación interpuestos por Camilo Hernández y la Compañía
de Seguros Pepín, S.A., contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones

correccionales, el 3 de octubre de 1979, cuyo dispositivo se
ha copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo:
Condena al prevenido recurrente al pago de las costas

penales.
(FIRMADOS) : Manuel D. Bergés Chupani.— Darío Bal-

cácer.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Leonte R. Alburquerque
C.— Luis V. García de Peña.— Máximo Puello Renville. —
Abelardo Herrera Piña.— Gustavo Gómez Ceara.— Miguel
Jacobo, Secretario General, que certifico.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamie nto, en la

audienc ia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. -• iFD0.1: Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 23 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 49.

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, de fecha 28 de febrero de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Ramón Antonio Mercedes Gómez, Ramón
Milquíades Leroux Durán y la Cía. de Seguros Pepín, S.A.,

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 23
del mes de noviembre del año 1983, años 140' de la In-
dependencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Ramón
Antonio Mercedes Gómez, dominicano, mayor de edad,
casado, chofer, cédula No. 3631, serie 52, domiciliado en la
casa No. 20, de la calle Puerto Rico, de la ciudad de
Moca, Ramón Milquíades Leroux Durán, dominicano, mayor
de edad, cédula No. 17506, serie 55, domiciliado en la casa
No. 14-A, de la calle Buly Douse, de la ciudad de Salcedo, y la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., domiciliada en la calle
Palo Hincado esquina Mercedes, de esta ciudad; contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, el 28 de fe-
brero de 1977, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;

y
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Vista el acta de los recursos de casación, levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua el día 20 de febrero de 1978, a
'requerimiento del Dr. Ezequiel González, en representación
de los recurrentes, en la cual no se propone contra la sen-
tencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el Auto dictado en fecha 22 del mes de noviembre de!
Corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justica, por me-
dio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo de los recursos de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967, de Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, y
1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo •
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Segunda Cámara Penal del Juzgado •
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, dictó el
14 de abril de 1975, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; y bl que
sobre los recursos interpuestos contra dicho fallo intervino la •
sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Ezequiel Antonio González
R., a nombre y representación del prevenido Ramón Antonio
Mercedes Gómez, la persona civilmente responsable Ramón
Milquiades Leroux Durán y la Compañía Aseguradora
Seguros Pepín, S.A., por ajustarse a las normas procesales,
contra sentencia No. 314, dictada en fecha 14 de abril de
1975, por la Segunda Cámara Penal de Duarte, cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla: Primero: Declarar y declara buena y
válida la constitución en parte civil hecha por la señora María
Ercilia Jeréz, por mediación de su abogado constituido Dr.
Manuel Tejada G., contra el prevenido Ramón Antonio
Mercedes Gómez, contra la persona civilmente responsable

señor Ramón Milquíades Leroux Durán, así como contra la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., en su calidad de com-
pañía aseguradora de la responsabilidad civil, por ser regular
en la forma y justa en el fondo y hecha de acuerdo a la Ley;
Segundo: Pronunciar y pronuncia el defecto contra el pre-
venido Ramón Antonio Mercedes Gómez, de generales ig-
noradas, por no comparecer a esta audiencia no obstante
estar legalmente citado; Tercero: Declarar y declara a dicho
prevenido Ramón Antonio Mercedes Gómez, culpable del
hecho puesto a su cargo, violación a la Ley No. 241, en
perjuicio de María Ercilia Jeréz, y en consecuencia se con-
dena a sufrir la pena de un (1) mes de prisión correccional y al
pago de las costas penales; Cuarto: Condenar y condena a
Ramón Antonio Mercedes Gómez, conjuntamente y soli-
dariamente con el señor Ramón Milquíades Leroux Durán, al
pago de una indemnización ascendente a la suma de
RDS1,500.00 (un mil quinientos pesos oro) en favor de la se-
ñora María Ercilia Jeréz, como justa reparación por los daños
morales y materiales sufridos por ella en el presente caso;
Quinto: Condenar y condena a Ramón Antonio Mercedes
Gómez conjuntamente y solidariamente con el señor Ramón
Milquíades Leroux Durán, al pago de los intereses legales de
la indemnización impuesta a partir de la demanda; Sexto:
Condenar y condena, además al señor Ramón Antonio
Mercedes Gómez, conjunta y solidariamente con el señor
Ramón Milquíades Leroux Durán, al pago de las costas civiles
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel
Tejada Guzmán, abogado que afirma haberlas avanzado en
su totalidad; Séptimo: Declarar y declara la presente sen-
tencia común, oponible y ejecutable a la Compañía de
Seguros Pepín, en su calidad de entidad aseguradora de la
responsabilidad civil'; SEGUNDO: Modifica el ordinal
Tercero de la sentencia apelada, en cuanto a la pena, y la
Corte obrando por propia autoridad condena al prevenido
Ramón Antonio Mercedes Gómez al pago de una multa de
quince pesos oro (RDS15.00) acogiendo circunstancias
atenuantes a su favor, por el hecho puesto a su cargo,
TERCERO: Confirma en sus demás aspectos la sentencia
recurrida; CUARTO: Condena al prevenido Ramón Antonio
Mercedes Gómez, al pago de las costas penales del presente
recurso y a éste solidariamente con la persona civilmente
responsable Ramón Milauíades Leroux Durán, al pago , de las
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Vista el acta de los recursos de casación, levantada en ia
Secretaría de la Corte a-qua el día 20 de febrero de 1978, a
'requerimiento del Dr. Ezequiel González, en representación
de los recurrentes, en la cual no se propone contra la sen-
tencia impugnada ningún medio de casación;

Visto el Auto dictado en fecha 22 del mes de noviembre de!
Corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Borges
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justica, por me-
dio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
tallo de los recursos de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del •
1967, de Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, y
1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo •
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, la Segunda Cámara Penal del Juzgado •
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, dictó el
14 de abril de 1975, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; y b) quo
sobre los recursos interpuestos contra dicho fallo intervino la •
sentencia ahora impugnada cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Ezequiel Antonio González
R., a nombre y representación del prevenido Ramón Antonio
Mercedes Gómez, la persona civilmente responsable Ramón
Milquíades Leroux Durán y la Compañia Aseguradora
Seguros Pepín, S.A„ por ajustarse a las normas procesales,
contra sentencia No. 314, dictada en fecha 14 de abril de
1975, por la Segunda Cámara Penal de Duarte, cuyo dis-
positivo dice así: 'Falla: Primero: Declarar y declara buena y
válida la constitución en parte civil hecha por la señora María
Ercilia Jeréz, por mediación de su abogado constituido Dr.
Manuel Tejada G., contra el prevenido Ramón Antonio
Mercedes Gómez, contra la persona civilmente responsable

•
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señor Ramón Milqufades Leroux Durán, así como contra la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., en su calidad de com-
pañía aseguradora de la responsabilidad civil, por ser regular
en la forma y justa en el fondo y hecha de acuerdo a la Ley;
Segundo: Pronunciar y pronuncia el defecto contra el pre-
venido Ramón Antonio Mercedes Gómez, de generales ig-
noradas, por no comparecer a esta audiencia no obstante
estar legalmente citado; Terceto: Declarar y declara a dicho
prevenido Ramón Antonio Mercedes Gómez, culpable del
hecho puesto a su cargo, violación a la Ley No. 241, en
perjuicio de María Ercilia Jeréz, y en consecuencia se con-
dena a sufrir la pena de un O ) mes de prisión correccional y al
pago de las costas penales; Cuarto: Condenar y condena a
Ramón Antonio Mercedes Gómez, conjuntamente y soli-
dariamente con el señor Ramón Milqufades Leroux Durán, al
pago de una indemnización ascendente a la suma de
RDS1,500.00 lun mil quinientos pesos oro) en favor de la se-
ñora Maria Ercilia Jeréz, como justa reparación por los daños
morales y materiales sufridos por ella en el presente caso;
Quinto: Condenar y condena a Ramón Antonio Mercedes
Gómez conjuntamente y solidariamente con el señor Ramón
Milqufades Leroux Durán, al pago de los intereses legales de
la indemnización impuesta a partir de la demanda; Sexto:
Condenar y condena, además al señor Ramón Antonio
Mercedes Gómez, conjunta y solidariamente con el señor
Ramón Milquíades Leroux Durán, al pago de las costas civiles
con distracción de las mismas en provecho del Dr. Manuel
Tejada Guzmán, abogado que afirma haberlas avanzado en
su totalidad; Séptimo: Declarar y declara la presente sen-
tencia común, oponible y ejecutable a la Compañía de
Seguros Pepín, en su calidad de entidad aseguradora de la
responsabilidad civil'; SEGUNDO: Modifica el ordinal
Tercero de la sentencia apelada, en cuanto a la pena, y la
Corte obrando por propia autoridad condena al prevenido
Ramón Antonio Mercedes Gómez al pago de una multa de
quince pesos oro IRDS15.00) acogiendo circunstancias
atenuantes a su favbr, por el hecho puesto a su cargo;
TERCERO: Confirma en sus demás aspectos la sentencia
recurrida; CUARTO: Condena al prevenido Ramón Antonio
Mercedes Gómez, al pago de las costas penales del presente
recurso y a éste solidariamente con la persona civilmente
responsable Ramón Milquíades Leroux Durán, al pago , de las
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costas civiles, ordenando su distracción en provecho del Dr.
Manuel Tejada Guzmán, abogado quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, en cuanto a los recursos interpuestos por
Ramón Milquíades Leroux Durán, puesto en causa como ci-
vilmente responsable y la Compañía de Seguros Pepin, S.A.,
que procede declarar la nulidad de los mismos ya que ni en el
momento de declarar sus recursos ni posteriormente han
expuesto los medios en que los fundamentan corno lo exige a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación, por lo que procede examinar el recurso del pre-
venido;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, se da por establecido, me-
diante la ponderación de los elementos de juicios regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, lo
siguiente: a) que, más o menos, a la una de la tarde del 17 de
julio de 1974, mientras Ramón Antonio Mercedes Gómez,
conducía el automóvil Placa No. 212-917 de Este a Oeste por
la Avenida Caonabo, de la ciudad de San Francisco de
Macorís, atropelló a María Ercilia Jeréz, quien caminando en
la misma dirección, fue golpeada por un andullo que so-
bresalía del baúl de dicho vehículo; b) que la referida María
Ercilia Jeréz sufrió en el accidente lesiones que curaron
después de diez y antes de veinte días; c) que el accidente se
debió a la falta del conductor al transitar en su automóvil lle-
vando los referidos andullos en forma que sobresalían del
baúl por el lado derecho;	 •

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de golpes y heridas, por im-
prudencia ocasionados con la conducción de un vehículo de
motor, previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 del 1967, de
Tránsito y Vehículos y sancionado en la letra b) de dicho
texto legal con las penas de tres meses a un año de prisión, y
multa de RDS50.00 a RDS300.00, si el lesionado resultare
enfermo o imposibilitado de dedicarse a su trabajo por diez
días o más, pero menos de veinte, como sucedió en la es-
pecie; que, por consiguiente, al condenar al prevenido Ramón
Antonio Mercedes, al pago de una multa de RDS15.00,
acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-ha dio por esta-
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blecido que el accidente causó a la parte civil constituida, da-
ños y perjuicios materiales y morales que evaluó en la suma
de RDS1,500.00; que al condenar al prevenido recurrente y
a la persona puesta en causa como civilmente responsable,
Milquíades Leroux Durán, al pago de esa suma, más los
intereses legales de la misma, a título de indemnización, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos 1383
y 1384 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo concerniente al interés del pre-
venido recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su
casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por Ramón Milquíades Leroux
Durán y la Compañía de Seguros Pepin, S.A., contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, el 28 de fe-
brero de 1978; SEGUNDO: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por Ramón Antonio Mercedes Gómez, contra
dicha sentencia; TERCERO: Condena a éste último al pago
de las costas penales.-

( FIRMADOS).- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo Puello Ren-
ville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel
Jacobo, Secretario General.-

lapresente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (EDO.) Miguel Jacobo.
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costas civiles, ordenando su distracción en provecho del Dr.
Manuel Tejada Guzmán, abogado quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad";

Considerando, en cuanto a los recursos interpuestos por
Ramón Milquíades Leroux Durán, puesto en causa como ci-
vilmente responsable y la Compañía de Seguros Pepin, S.A.,
que procede declarar la nulidad de los mismos ya que ni en el
momento de declarar sus recursos ni posteriormente han
expuesto los medios en que los fundamentan como lo exige a
pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación, por lo que procede examinar el recurso del pre-
venido;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, se da por establecido, me-
diante la ponderación de los elementos de juicios regular-
mente administrados en la instrucción de la causa, lo
siguiente: al que, más o menos, a la una de la tarde del 17 de
julio de 1974, mientras Ramón Antonio Mercedes Gómez,
conducía el automóvil Placa No. 212-917 de Este a Oeste por
la Avenida Caonabo, de la ciudad de San Francisco de
Macorís, atropelló a María Ercilia Jeréz, quien caminando en
la misma dirección, fue golpeada por un andullo que so-
bresalía del baúl de dicho vehículo; b) que la referida María
Ercilia Jeréz sufrió en el accidente lesiones que curaron
después de diez y antes de veinte días • c) que el accidente se
debió a la falta del conductor al transitar en su automóvil lle-
vando los referidos andullos en forma que sobresalían del
baúl por el lado derecho;	

•

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de golpes y heridas, por In-

' prudencia ocasionados con la conducción de un vehículo de
motor, previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241 del 1967, de
Tránsito y Vehículos y sancionado en la letra b) de dicho
texto legal con las penas de tres meses a un año de prisión, y
multa de RDS50.00 a RDS300.00, si el lesionado resultare
enfermo o imposibilitado de dedicarse a su trabajo por diez
días o más, pero menos de veinte, como sucedió en la• es-
pecie; que, por consiguiente, al condenar al prevenido Ramón
Antonio Mercedes, al pago de una multa de RDS15.00,
acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una pena ajustada a la Ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-
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blecido que el accidente causó a la parte civil constituida, da-
ños y perjuicios materiales y morales que evaluó en la suma
de R DS1,500.00; que al condenar al prevenido recurrente y
a la persona puesta en causa como civilmente responsable,
Milquíades Leroux Durán, al pago de esa suma, más los
intereses legales de la misma, a título de indemnización, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación de los artículos 1383
y 1384 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, en lo concerniente al interés del pre-
venido recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su
casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por Ramón Milquíades Leroux
Durán y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de San Francisco de Macorís, el 28 de fe-
brero de 1978; SEGUNDO: Rechaza el recurso de casación
interpuesto por Ramón Antonio Mercedes Gómez, contra
dicha sentencia; TERCERO: Condena a éste último al pago
de las costas penales.- 	 .	 •

( F IRMADOS).- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis Víctor García de Peña- Máximo Puello Ren-
ville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel
Jacobo, Secretario General.-

La . presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, aue
certifico.- CEDO.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 50

Sentencia impugnad a: Corte de Apelación de Santiago, de

fecha 14 de abril de 1978.

Materia: Correccional

Recurrente (si: Nélida A. Serrata de la Cruz.

Dios. Patria y Libertan.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés,

Presidente ; Darío Balcáce r , Primer Sustituto de Presidente
Frnando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Sustituto de

Pr
e
 sid
eente: Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor

García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencia en la ciudad de Santo
Domingo de Guzmán, Distrito Naciona l , hoy día 28 del mes

de noviembre del año 1983, año 140' de la Independencia y

121' de la Restauración, dicta en audienc ia pública como

Corte de Casació n la siguiente sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por Nelida Ar-

gentina Serrata de lá Cruz, dominicana, mayor de edad,•
soltera, modista, cédula No. 4256, serie 73, domiciliada en la
casa No. 16 de la calle Capotillo, de Loma de Cabrera, contrde

a

la sentenc i a dicta el 14 de abril de 1978, por la Corte 

Apelació n de Santiago, en atribuciones correccionales, cuyo

disposit ivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictame n del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantad a en la Secre-

taría de la Corte a-qua el 14 de julio de 1978, a requerimiento
de Nélida Argentina Serreta de la Cruz, en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 24 del mes de noviemb
re de

1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani, Presi-
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dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra su indicada calidad dicha Corte, juntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García

' de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y
Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1382 del Código Civil, y 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un sometimiento judicial de la hoy recurrente por el delito
de violación al artículo 379 del Código Penal, en perjuicio de

• Héctor Espinal, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Dajabón, dictó en atribuciones correccionales el
12 de mayo de 1978, la sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre el recurso interpuesto, intervino la
sentencia ahora impugnada en casación con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el
recurso de Oposición incoado por la señora Mélida Argentina
Serrata de la Cruz, contra sentencia No. 317, dictada por
esta Corte en fecha 18 del mes de octubre de 1977, que
confirmó la sentencia del Tribunal de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Dajabón, que la descargó por falta de
intención delictuosa de violación al artículo 379 del Código
Penal, en perjuicio de Héctor Espinal, pero retuvo una falta a
su cargo y la condenó al pago de RD$1.00 (Un Peso Oro)
como indemnización simbólica a favor de Héctor Espinal y
ordenó la devolución del cuerpo del delito (Una Novilla) a su
legítimo dueño Héctor Espinal; SEGUNDO: Pronuncia el de-
fecto contra Héctor Espinal, parte civil constituida en primer
grado, por falta de concluir; TERCERO: Confirma la sen-
tencia recurrida en Oposición en todas sus partes";

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dio por es-
tablecido lo siguiente: a) que al querellante se le extravió una
novilla de color "Joca", de su propiedad, la que apareció en
la finca de la prevenida, estampada con las iniciales de ésta
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 50

Sentencia impugnad a: Corte de Apelación de Santiago, de

fecha 14 de abril de 1978.

Materia: Correccional

Recurrente ls): Nélida A. Serrata de la Cruz.

Dios, Patria y Libertan.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,

regularmente constituid a por los Jueces Manuel D. Bergés,

Presidente; Darlo Balcáce r , Primer Sustituto de Presidente

Fernand o E. Ravelo de la Fuente, Segund o Sustituto de

Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor
García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General,

en la Sala donde celebra sus audienc ia en la ciudad de Santo

Domingo de Guzmán, Distrito Naciona l , hoy día 28 del mes

de noviemb re del año 1983, año 140' de la Independencia y
12V de la Restauración, dicta en audiencia pública como
Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casació n interpuesto por Nélida Ar-

gentina Serrata de la Cruz, dominicana, mayor de edad,•
soltera, modista, cédula No. 4256, serie 73, domiciliada en la
casa No. 16 de la calle Capotillo, de Loma de Cabrera, contra
la sentencia dicta el 14 de abril de 1978, por la Corte de

Apelació n de Santiago, en atribuciones correccionales, cuyo

disposit ivo se copia más adelante;

Oído al Alguac il de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casació n levantada en la Secre-

taría de la Corte a-qua el 14 de julio de 1978, a requerimiento
de Nélida Argentina Serrata de la Cruz, en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en lecha 24 del mes de noviemb
re de

1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupan
i, Presi-

dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra su indicada calidad dicha Corte, juntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la Fuen-
te, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis Víctor García

' de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y
Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1382 del Código Civil, y 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un sometimiento judicial de la hoy recurrente por el delito
de violación al artículo 379 del Código Penal, en perjuicio de
Héctor Espinal, el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Dajabón, dictó en atribuciones correccionales el
12 de mayo de 1978, la sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre el recurso interpuesto, intervino la
sentencia ahora impugnada en casación con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido el
recurso de Oposición incoado por la señora Mélida Argentina
Serrata de la Cruz, contra sentencia No. 317, dictada por
esta Corte en fecha 18 del mes de octubre de 1977, que
confirmó la sentencia del Tribunal de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Dajabón, que la descargó por falta de
intención delictuosa de violación al artículo 379 del Código
Penal, en perjuicio de Héctor Espinal, pero retuvo una falta a
su cargo y la condenó al pago de RD$1.00 (Un Peso Oro)
como indemnización simbólica a favor de Héctor Espinal y
ordenó la devolución del cuerpo del delito (Una Novilla) a su
legitimo dueño Héctor Espinal; SEGUNDO: Pronuncia el de-
fecto contra Héctor Espinal, parte civil constituida en primer -
grado, por falta de concluir; TERCERO: Confirma la sen-
tencia recurrida en Oposición en todas sus partes";

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dio por es-
tablecido lo siguiente: a) que al querellante se le extravió una
novilla de color "Joca", de su propiedad, la que apareció en
la finca de la prevenida, estampada con las iniciales de ésta
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porque la creyó suya, animal que antes habia sido marcada
con las iniciales del querellante; b) que la actuación señalada,
realizada por Mélida Argentina Serrata de la Cruz, "si no ha
bastado, tal como lo apreció el Juez del Primer Grado, para
poner a cargo de dicha señora la intención de apropiarse la
novilla de referencia de manera fraudulenta, es suficiente, sin
embargo, para retener a su cargo, una falta que comprometa
su responsabilidad, puesto que esta acción ha ocasionado
daños y perjuicios a la parte civil constituida, Héctor Espinal,
que el ha limitado a la simbólica indemnizació n de Un Peso;

Considerando, que al descargar a la prevenida por falta de
intención delictuosa y retener una falta a su cargo, como lo
fue el hecho de estampar con su hechizo una novilla que ya
estaba marcada con las iniciales H. E., que son las que
corresponden al nombre del querellante constituido en parte
civil, Héctor Espinal, y acordar a éste una indemnización de
un peso (RD$1.00) de acuerdo con sus conclusiones, como
reparación de los daños y perjuicios que la recurrente le
ocasionó con su hecho, la Corte a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1382 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en
cuanto al interés de la prevenida se refiere, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Recnaza el recurso de
casación interpuesto por Mélida Argentina Serrata de la Cruz,
contra la sentencia del 14 de abril de 1978, dictada por la
Corte de Apelación de Santiago en atribuciones correc-
cionales, y cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago
de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí Secretario General, que
certifico. (FDO.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 51.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 15 de agosto de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Manuel Montalvo, y la
Seguros Pepín, S.A.,

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. A l burquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 28 del mes de noviembre del año 1983, año 140' de la
Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Manuel
Montalvo, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cé-
dula No. 723459, serie Ira., domiciliado y residente en esta
ciudad, en la Avenida Las Américas No. 35, y la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., con su asiento social y principal es-
tablecimiento en la calle Mercedes esquina Palo Hincado, de
esta ciudad; contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fecha 15 de agosto de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

•

Sectetaría de la Corte a-qua en fecha 19 de agosto de 1977, a

Compañia de
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porque la creyó suya, animal que antes habla sido marcada
con las iniciales del querellante; b) que la actuación señalada,
realizada por Mélida Argentina Serrata de la Cruz, "si no ha
bastado, tal como lo apreció el Juez del Primer Grado, para
poner a cargo de dicha señora la intención de apropiarse la
novilla de referencia de manera fraudulenta, es suficiente, sin
embargo, para retener a su cargo, una falta que comprometa
su responsabilidad, puesto que esta acción ha ocasionado
daños y perjuicios a la parte civil constituida, Héctor Espinal,
que el ha limitado a la simbólica indemnización de Un Peso;

Considerando, que al descargar a la prevenida por falta de
intención delictuosa y retener una falta a su cargo, como lo
fue el hecho de estampar con su hechizo una novilla que ya
estaba marcada con las iniciales H. E., que son las que
corresponden al nombre del querellante constituido en parte
civil, Héctor Espinal, y acordar a éste una indemnización de
un peso (RDS1.00) de acuerdo con sus conclusiones, como
reparación de los daños y perjuicios que la recurrente le

ocasionó con su hecho, la Corte a-qua hizo una correcta

aplicación del artículo 1382 del Código Civil;
Considerando, que examinada en sus demás aspectos en

cuanto al interés de la prevenida se refiere, la sentencia
impugnada no contiene vicio algunb que justifique su

casación;
Por tales	

motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Mélida Argentina Serreta de la Cruz,
contra la sentencia del 14 de abril de 1978, dictada por la
Corte de Apelación de Santiago en atribuciones correc-
cionales, y cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior

del presente fallo; Segundo: Condena a la recurrente al pago

de las costas penales.
(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupaní.- Darío Bat-

cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leida y publicada por mí Secretario General, que

certifico. (FD0.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 51.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 15 de agosto de 1977.

Materia: Correccional.

Recurrente (s/: Manuel Montalvo, y la Compañia de
Seguros Pepín, S.A.,

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 28 del mes de noviembre del año 1983, año 140' de la
Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Manuel
Montalvo, dominicano, mayor de edad, soltero, chofer, cé-
dula No. 123459, serie ira., domiciliado y residente en esta
ciudad, en la Avenida Las Américas No. 35, y la Compañia de
Seguros Pepín, S.A., con su asiento social y principal es-
tablecimiento en la calle Mercedes esquina Palo Hincado, de
esta ciudad; contra la sentencia dictada en sus atribuciones
correccionales por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en fecha 15 de agosto de 1977, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Sectetaría de la Corte a-qua en fecha 19 de agosto de 1977, a
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requerimiento del Dr. Diógenes Amaro G., cédula No. 10655,
serie 55, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone contra la sentencia impugnada ningún medio de
casación;

Visto el Auto dictado en fecha 24 del mes de noviembre del -
cursante año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría, en la deliberación y
fallo de los recursos de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código de Proce-
dimiento Civil, y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta: al que con motivo
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales la Octava Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 24 de
junio de 1976, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; y bl que
sobre el recurso interpuesto contra dicho fallo intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispolitivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Diógenes Amaro, a nombre de Manuel
Montalvo hijo, y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., contra
la sentencia dictada por la Octava Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 24 de
junio de 1976, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se
pronuncia el defecto contra el nombrado Manuel Montalvo
hijo, por no haber comparecido a la audiencia a la cual fuera
legalmente citado; Segundo: Se declara al nombrado cul-
pable de violar la Ley No. 241, y en consecuencia se condena
a sufrir la pena de tres 131 meses de prisión correccional, y al
pago de las costas; Tercero: Se declara al nombrado Carlos
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Antonio Tavarez, de generales anotadas no culpable de violar
la Ley No. 241, en consecuencia se descarga, por no haber
violado dicha Ley y se declaran las costas de oficio; Cuarto:
Se rechaza la solicitud de reapertura de debates hecha por el
Dr. Diógenes Amaro G., de fecha 10 de junio de 1976, a
nombre del señor Manuel Montalvo hijo, por improcedente y
mal fundadas; Quinto: Se declara regular y válido la cons-
titución en parte civil hecha en audiencia por el señor Carlos
Antonio Tavarez, por mediación de su abogado Dr. Virgilio
Solano, contra el prevenido y persona civilmente responsable
al pago de una indemnización de cinco mil pesos oro
WIDS5,000.001 a favor de Carlos Antonio Tavarez, por los da-
ños morales y materiales sufridos por él en el accidente; más
al pago de los intereses legales de dicha suma a partir de la
fecha de la demanda a título de indemnización supletoria; y al
pago de las costas civiles, con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Virgilio Solano, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Sexto: Se declara la presente
sentencia común y oponible en su aspecto civil a la Cía.
de Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora del vehículo
causante del accidente, de conformidad con el artículo 10 de
la Ley No. 4117; por haber sido hecho dentro del plazo y
demás formalidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el de-
fecto contra el prevenido Manuel Montalvo hijo, por no haber.
comparecido a la audiencia a la cual fuera legalmente citado y
emplazado; TERCERO: Modifica la sentencia recurrida en su
ordinal Quinto, de la sentencia recurrida y la Corte por propia
autoridad la fija en la suma de mil doscientos pesos oro
(RDS1,200.001 reteniendo falta de la víctima; CUARTO:
Confirma la sentencia recurrida en sus demás aspectos;
QUINTO: Condena al prevenido Manuel Montalvo hijo, al
pago de las costas penales de la alzada; SEXTO: Condena al
prevenido al pago de las costas civiles, con distracción de las
mismas en provecho del Dr. Virgilio Solano, abogado que
afirma haberles avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Declara
esta sentencia común y oponible a la Compañía de Seguros
Pepín, S.A., por ser la entidad aseguradora del vehículo que
causó el accidente, por lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley
No. 4117";

Considerando, en cuanto al recurso de la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., que procede declarar la nulidad del
mismo, ya que ni en el momento de declarar su recurso ni
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requerimiento del Dr. Diógenes Amaro G., cédula No. 10655,
serie 55, en representación de los recurrentes, en la cual no se
propone contra la sentencia impugnada ningún medio de
casación;

Visto el Auto dictado en fecha 24 del mes de noviembre del -
cursante año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría, en la deliberación y
fallo de los recursos de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código de Proce-
dimiento Civil, y 1, 37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporaÍes la Octava Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó en fecha 24 de
junio de 1976, en sus atribuciones correccionales, una
sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; y bl que
sobre el recurso interpuesto contra dicho fallo intervino la
sentencia ahora impugnada en casación, cuyo dispolitivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite como regular y
válido en cuanto a la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por el Dr. Diógenes Amaro, a nombre de Manuel
Montalvo hijo, y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., contra
la sentencia dictada por la Octava Cámara Penal del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha 24 de
junio de 1976, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se
pronuncia el defecto contra el nombrado Manuel Montalvo
hijo, por no haber comparecido a la audiencia a la cual fuera
legalmente citado; Segundo: Se declara al nombrado cul-
pable de violar la Ley No. 241, y en consecuencia se condena
a sufrir la pena de tres (3) meses de prisión correccional, y al
pago de las costas; Tercero: Se declara al nombrado Carlos

Antonio Tavarez, de generales anotadas no culpable de violar
la Ley No. 241, en consecuencia se descarga, por no haber
violado dicha Ley y se declaran las costas de oficio; Cuarto:
Se rechaza la solicitud de reapertura de debates hecha por el
Dr. Diógenes Amaro G., de fecha 10 de junio de 1976, a
nombre del señor Manuel Montalvo hijo, por improcedente y
mal fundadas; Quinto: Se declara regular y válido la cons-
titución en parte civil hecha en audiencia por el señor Carlos
Antonio Tavarez, por mediación de su abogado Dr. Virgilio
Solano, contra el prevenido y persona civilmente responsable
al pago de una indemnización de cinco mil pesos oro
(RDS5,000.00) a favor de Carlos Antonio Tavarez, por los da-
ños morales y materiales sufridos por él en el accidente; más
al pago de los intereses legales de dicha suma a partir de la
fecha de la demanda a título de indemnización supletoria; y al
pago de las costas civiles, con distracción de las mismas en
provecho del Dr. Virgilio Solano, quien afirma haberlas
avanzado en su totalidad; Sexto: Se declara la presente
sentencia común y oponible en su aspecto civil a la Cía.
de Seguros Pepín, S.A., entidad aseguradora del vehículo
causante del accidente, de conformidad con el artículo 10 de
la Ley No. 4117; por haber sido hecho dentro del plazo y
demás formalidades legales; SEGUNDO: Pronuncia el de-
fecto contra el prevenido Manuel Montalvo hijo, por no haber.
comparecido a la audiencia a la cual fuera legalmente citado y
emplazado; TERCERO: Modifica la sentencia recurrida en su
ordinal Quinto, de la sentencia recurrida y la Corte por propia
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pago de las costas penales de la alzada; SEXTO: Condena al
prevenido al pago de las costas civiles, con distracción dé las
mismas en provecho del Dr. Virgilio Solano, abogado que
afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Declara
esta sentencia común y oponible a la Compañía de Seguros
Pepín, S.A., por ser la entidad aseguradora del vehículo que
causó el accidente, por lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley
No. 4117";

Considerando, en cuanto al recurso de la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., que procede declarar la nulidad del
mismo, ya que ni en el momento de declarar su recurso ni
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posteriormente ha expuesto los medios en que lo fun-
damenta, como lo exige a pena de nulidad, el artículo 37 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que procede
examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpable
al prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido, mediante la ponderación de los elementos de juicio
que fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa lo siguiente: al que el 21 de junio de 1976, mientras el
prevenido conducía el vehículo placa No. 80-050 de su
propiedad, asegurado con Póliza No. 3829 de la Compañia de
Seguros Pepín, S.A., transitando de Este a Oeste por la
Avenida San Cristóbal de esta ciudad, al llegar a la calle
Pepillo Salcedo' se produjo una colisión con la motocicleta
placa No. 20854, conducida por Carlos Antonio Tavarez,
propiedad de Conrado Sanquintín, que transitaba de sur a
norte por la calle Pepillo Salcedo, resultando Carlos Antonio
Tavarez, con lesiones curables después de 20 días; b) que el
accidente se debió a la imprudencia del prevenido recurrente,
por transitar a una velocidad que no le permitió detenerse al
llegar a la intersección y chocar a la Motoneta, conducida por
el agraviado que ya había ganado la misma;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo de Manuel Montalvo hijo, el delito de golpes y
heridas por imprudencia previsto por el artículo 49 de la Ley
No. 241, de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado en
la letra c) del mismo texto legal con las penas de seis (6)
meses a dos (2) años, y multa de RDS100.00 a RD$500.00
pesos, cuando la enfermedad o la imposibilidad de la víctima
para dedicarse a su trabajo durare 20 días o más, como suce-
dió en la especie; que al condenar al prevenido recurrente a
sufrir 3 meses de prisión correccional, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una sanción
ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Carlos
Antonio Tavarez, constituido en parte civil, daños materiales
y morales, que evaluó-en la suma de mil doscientos pesos oro
(RD$1,200.00), que al condenar a Manuel Montalvo hijo, en
su doble condición de prevenido y propietario del vehículo al
pago de esa suma más al pago de los intereses legales de la
misma, a partir de la demanda, la Corte a-qua hizo una

correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;
Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en

lo que concierne al interés del prevenido recurrente, la
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Declara nulo el recurso de
casación interpuesto por la Compañía de Seguros Pepín,
S.A., contra la sentencia dictada en atribuciones correc-
cionales, el 15 de agosto de 1977, por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, cuyo dispositivo se ha copiado en parte
anterior del presente fallo; SEGUNDO: Rechaza el recurso
del prevenido Manuel Montalvo, contra la misma sentencia y
lo condena al pago de las costas penales.-

(FIRMADOS).- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo Puello Ren-
ville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel
Jacolm, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- IFD0.1 Miguel Jacobo.
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SENTENC IA DE FECHA 28 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 52

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro
de Macorís, de fecha 24 de julio de 1980.

Materia: Correccional.

ecurrente (s): Julio E. García Acosta, Antonio Guzmán.

2 ña v la Com pañia Unión de Seguros, C. por A.,

Interviniente (s): Rafael Aristides Pérez Lara.

Abogado (s): Licdos. José B. Pérez Gómez. v Antonio Tueni

Brinz.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28
del mes de noviembre del año 1983, año 140' de la In-
dependencia, y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Julio E.
García Acosta, dominicano, mayor de edad, casado, chofer,
residente en el kilómetro 3 y medio, de la carretera Mella, de
San Pedro de Macorís, cédula No. 3392, serie 23, Antonia
Guzmán Peña, dominicana, mayor de edad, residente en la
calle Antonio Duvergós No. 10, cédula No. 88998, serie ira., y
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., con domicilio
social en la Avenida "27 de Febrero" No. 263, de esta ciudad;
contra la sentencia dictada en atribuciones correcciona l es por
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República;

de 1980, cuyo dispositivo se copia más adelante;

la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, el 24 de julio

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

Vista el acta de los recursos, levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua el 10 de se ptiembre de 1980, a requerimiento
del Dr. Mauricio E. Acevedo Salomón, cédula No. 114282,
serie Ira., en representación de los recurrentes, en la cual nose propone ningún medio de casación;

Visto el escrito de in tervención del 28 de abril de 1982,
suscrito por los Licdos. José B. Pérez Gómez, cédula No.
17380, serie 10 y Antonio Tueni Brinz, cédula No. 138763,
serie 1ra., abogados del i nterviniente Rafael Aristides PérezLora, dominicano, mayor de edad, casado, médico, residente
en la calle 5, casa No. 33, Barrio Miramar, San Pedro de
Macorís, cédula No. 27405, serie 23;

Visto el Auto dictado en fecha 25 del mes de noviembre del .
corriente año 1983, por el Magistrado Manuei D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual i ntegra, en su indicada calidad dicha Corte,conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, 	 Leonte R. Alburquerque
Castillo, Luis Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría, en la deliberación y
fallo de los recursos de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, y 1, 37 y 65
de la Ley sobre Procedimiento de Casación;Considerando, que en la sentencia impugnada y en losdocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente de tránsito ocurrido en la ciudad
de San Pedro de Macorís, en que una persona resultó
l esionada y los vehículos con desperfectos, el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de
Macorís, dictó el 9 de febrero de 1978, en sus atribuciones
correccionales, una sentencia cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Se declara culpable al co-inculpado
Julio E. García Acosta, de violación a los artículos 74, letra
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"A" y 75 oe la Ley NO. 241; SEGUNDO : Se le condena a
RD$5.00 de multa, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes; TERCERO : Se descarga del delito que se le
imputa, al co-inculpado, Rafael Aristides Pérez Lara, por no
haberlo cometido; CU ARTO: Se declaran las costas de oficio
en cuanto a éste; QUINTO: Se declara regular y válida la
constitución en parte civil realizada por el señor Rafael Aris-
tides Pérez Lara, en cuanto a la forma; SEXTO: En cuanto al
fondo, se condena a Julio E. Garcia Acosta, solida-
riamente con Antonio Guzmán Peña, en su calidad de
persona civilmente responsa ble , al pago de la suma de dos
mil pesos oro IRDS2,000 .00), en favor de Rafael Aristides
Pérez Lara, como justa reparac ió n de los daños y perjuicios	 ,

materiales sufridos en el accidente; SEPTIM O: Se condena	 .
solidariamente tanto a Julio E. García Acosta y Antonio
Guzmán Peña, al pago de los intereses legales de la suma to-
tal de la indemnizac ión , a título de indemnización com-

plementa ria , a favor de Rafael Aristides Pérez Lara; OC-
TAVO: Se condena al co-inculpad o, Julio E. García Acosta,
como al señor Antonio Guzmán Peña, al pago de las costas
penales y civiles, conjunta y solidariamente, distrayéndo las
últimas en provec ho del Dr. José B. Pérez Gómez, por ha-
berlas	

1/4

 avanzado en su totalidad; NOVENO : Se declara la
presente sentencia, común y oponible a la Compañ ía Unión
de Seguros, C. por A., por ser la entidad asegurado ra del
vehículo que ocasionó el daño, por aplicación del artículo 10,
modificado, de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligator i o de

Vehícu los de Motor"; b) que sobre los recursos interpuestos,
intervino la sentencia ahora impugnad a y cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO : Admite como regulares y
válidos, en cuanto a la forma, los recursos de apelación in-
terpuestos por Julio E. García Acosta, Antonio Guzmán Peña
y la Unión de Seguros, C. por A., inculpado, persona res-ci-

vilmente responsable y la entidad aseguradora,
pectivamente, contra la sentenc ia dictada en atribuciones

correcciona les y en fecha 9 de febrero de 1978, por el Juzga-
do de Primera Instanc ia del Distrito Judicial de San Pedro de
Macorís, que condenó al referido inculpado García Acosta, a
pagar una multa de cinco pesos oro (RDS5.00), acogiend o en
su favor circunstancias atenuantes, por el delito de violación
a la Ley No. 241, en perjuicio de Emilio Ortiz, condenó al
mismo prevenido García Acosta, solidariame nte con Antonio
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Guzmán Peña, a pagar una indemnización de dos mil pesos
oro IRDS2,00000) en beneficio de Rafael Aristides Pérez
Lara, parte civil constituida, como justa reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales experimentados por és-

*	 te, y los intereses legales a título de indemnización com-
plementaria, asi como las costas penales y civiles, con dis-
tracción de las últimas en provecho del Dr. José B. Pérez
Gómez, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad; y
declaró común y oponible la sentencia intervenida a la Unión
de Seguros, C. por A.; SEGUNDO: Ratifica el defecto
pronunciado en la audiencia celebrada en fecha 20 de mayo
de 1980, contra la persona civilmente responsable Antonio
Guzmán Peña y contra la Unión de Seguros, C. por A., en-
tidad aseguradora, por falta de comparecer, no obstante ha-
ber sido legalmente citados; TERCERO: Confirma en todas
sus partes la mencionada sentencia recurrida; CUARTO:
Condena al inculpado Julio E. García Acosta, conjuntamente
y solidariamente con la persona civilmente responsable
Antonio Guzmán Peña, al pago de las costas civiles, con
distracción de las mismas en provecho del Dr. José B. Pérez
Gómez, por afirmar haberlas avanzado en su mayor parte;
QUINTO: Condena al referido inculpado al pago de las
costas penales";

Considerando, que el interviniente Rafael Aristides Pérez
Lara, ha solicitado en su escrito que se declare la inad-
misibilidad del recurso de casación interpuesto por la
persona civilmente responsable Antonio Guzmán Peña, por
haber sido declarado tardíamente en la Secretaría de la Corte
a-qua, en razón de que la sentencia impugnada le fue no-
tificada el 28 de agosto de 1980, y el recurso fue declarado el
10 de septiembre de 1980;

Considerando, que de conformidad con lo que establece el
artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 'El
plazo para interponer el recurso de casación es de diez días,
contandos desde la fecha del pronunciamiento de la sen-
tencia, si el acusado estuvo presente en la audiencia en que
ésta fue pronunciada o si fue debidamente citado para la
misma. En todo otro caso, el plazo correrá a partir de la no-
tificación de la sentencia. Durante estos diez días, y si se
hubiere establecido el recurso mientras dure éste, se sus-
penderá la ejecución de la sentencia'; que el examen de la
sentencia revela que la misma fue dictada contra Antonio
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"A" y 75 oe ia Ley No. 241; SEGUNDO : Se le condena a
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persona civilmente responsable , al pago de la suma de dos

mil pesos oro IRD$2,000.00), en favor de Rafael Aristides
Pérez Lara, como justa reparació n de los daños y perjuicios

materiales sufridos en el accidente; SEPTIMO : Se condena .

solidariamente tanto a Julio E. García Acosta y Antonio
Guzmán Peña, al pago de los intereses legales de la suma to-

tal de la indemnizac ión , a título de indemnización com-

plementa ria , a favor de Rafael Aristides Pérez Lara; OC-

TAVO: Se condena al co-incul pado, Julio E. García Acosta,

como al señor Antonio Guzmán Peña, al pago de las costas
penales y civiles, conjunta y solidariamente, distrayénd o las

últimas en provecho del Dr. José B. Pérez Gómez, por ha-
berlas avanzado en su totalidad; NOVENO: Se declara la
presente sentencia, común y oponible a la Compañí a Unión

de Seguros, C. por A., por ser la entidad aseguradora del

vehículo que ocasionó el daño, por aplicación del artículo 10,
modificado, de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor"; bl que sobre los recursos interpuestos,

intervino la sentenc i a ahora impugnada y cuyo dispositivo es

el siguiente : "FALLA: PRIMERO : Admite como regulares y

válidos, en cuanto a la forma, los recursos de apelación in-

terpuestos por Julio E. García Acosta, Antonio Guzmán Peña
y la Unión de Seguros, C. por A., inculpado, persona ci-

vilmente responsab le y la entidad aseguradora, res-

pectivamente, contra la sentenc ia dictada en atribuciones

correcciona les y en fecha 9 de febrero de 1978, por el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de
Macorís, que condenó al referido inculpad o García Acosta, a

pagar una multa de cinco pesos oro (RD$5.00), acogiendo en

su favor circunstancias atenuantes, por el delito de violación
a la Ley No. 241, en perjuicio de Emilio Ortiz, condenó al

mismo preven ido García Acosta, solidariame nte con Antonio
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Guzmán Peña, a pagar una indemnización de dos mil pesos
oro I R DS2,000.00) en beneficio de Rafael Aristides Pérez
Lara, parte civil constituida, como j usta reparación por los da-
ños y perjuicios morales y materiales experimentados por és-
te, y los intereses legales a título de indemnización com-
plementaria, así como las costas penales y civiles, con dis-
tracción de las últimas en provecho del Dr. José B. Pérez
Gómez, por afirmar haberlas avanzado en su totalidad; y

	

•	 declaró común y oponible la sentencia intervenida a la Unión
de Seguros, C. por A.; SEGUNDO: Ratifica el defecto
pronunciado en la audiencia celebrada en fecha 20 de mayo
de 1980, contra la persona civilmente responsable Antonio
Guzmán Peña y contra la Unión de Seguros, C. por A., en-

	

:1	
tidad aseguradora, por falta de comparecer, no obstante ha-
ber sido legalmente citados; TERCERO: Confirma en todas
sus partes la mencionada sentencia recurrida; CUARTO:
Condena al inculpado Julio E. García Acosta, conjuntamente
y solidariamente con la persona civilmente responsable
Antonio Guzmán Peña, al pago de las costas civiles, con

	

I'	 distracción de las mismas en provecho del Dr. José B. Pérez
Gómez, por afirmar haberlas avanzado en su mayor parte;
QUINTO: Condena al referido inculpado al pago de las
costas penales";

Co nsi derando, que el interviniente Rafael Aristides Pérez
Lara, ha solicitado en su escrito que se declare la inad-
misibilidad del recurso de casación interpuesto por la
persona civilmente responsable Antonio Guzmán Peña, por
haber sido declarado tardíamente en la Secretaría de la Corte
a-qua, en razón de que la sentencia impugnada le fue no-
tificada el 28 de agosto de 1980, y el recurso fue declarado el
10 de septiembre de 1980;

Considerando, que de conformidad con lo que establece el
artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 'El
plazo para interponer el recurso de casación es de diez días,
contandos desde la fecha del pronunciamiento de la sen-
tencia, si el acusado estuvo presente en la audiencia en que
ésta fue pronunciada o si fue debidamente citado para la
misma. En todo otro caso, el plazo correrá a partir de la no-
tificación de la sentencia. Durante estos diez días, y si se
hubiere establecido el recurso mientras dure éste, se sus-
penderá la ejecución de la sentencia'; que el examen de la
sentencia revela que la misma fue dictada contra Antonio
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Guzmán Peñá el 24 de julio de 1980, y le fue notificada el 28
de agosto de 1980, que al interponer su recurso de casación
por ante la Corte a-qua el 10 de septiembre de 1980, es obvio
que dicho recurso fue interpuesto cuando había transcurrido
el plazo de 10 días mandado a observar por el citado artículo,
que aún cuando la sentencia fue dictada en defecto contra el
recurrente, en este caso no tiene aplicación el artículo 30 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, según el cual el plazo
para interponer el recurso de casación se empezará a contar
desde el día en que la oposición no fuere admisible, en razón
de que según lo prescribe el párrafo agregado por la Ley No.
432 de 1964 al artículo 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, cuando se trate
de una sentencia en defecto dictada con motivo de alguna de
las infracciones de golpes y heridas causadas con el manejo
de un vehículo de Motor o por daños a la propiedad y se haya
puesto en causa a la entidad aseguradora; la sentencia no
será susceptible de oposición ni en primera instancia ni en
grado de apelación, como sucedió en la especie, en lo que fue
puesta en causa la Compañia Aseguradora del Vehículo que
causó los daños, en consecuencia procede declarar inad-
misible el recurso interpuesto por Antonio Guzmán Peña,
por tardío;

Considerando, que la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
en el momento de interponer su recurso ni posteriormente
ha expuesto los medios en que lo fundamenta, como lo exige
a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación, por lo que se procederá a examinar el recurso
tel prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable al
prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio
regularmente administrados en la instrucción de la causa lo
siguiente: a) que el 5 de noviembre de 1977, e las 9:45 de la
mañana, mientras el prevenido Julio E. García Acosta, transi-
taba de Sur a Norte por la calle Duvergé, de la ciudad de San
Pedro de Macorís, conduciendo la camioneta placa No. 531-
209 propiedad de Antonio Guzmán Peña y asegurada con la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., con póliza No. SD-
34608, al llegar a la esquina Emilio A. Morel, se produjo un
accidente con el carro placa No. 150-194 conducido por su
propietario Rafael Aristides Pérez. aue transitaba de Oeste a

Este por esta última vía; b) que a consecuencia del accidente
resultó con lesiones corporales curables después de 10 y
antes de 20 días Emilio Ortiz; cl que el accidente se debió a la
imprudencia del prevenido por no detener su vehículo al
llegar a la intersección chocando al vehículo que conducía
Rafael Aristides Pérez Lara, cuando ya éste estaba saliendo
de la misma;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
por imprudencia ocasionados con la conducción de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241 del 1967, y sancionado en la letra 13) de dicho texto legal
con prisión de 3 meses a 1 año, y multa de RDS50.00 a
IRDS300.00 si el lesionado resultare enfermo o imposibilitado
por 10 días o más, pero menos de 20 dias, como sucedió en la
especie, que al condenar al prevenido recurrente a una multa
de RD$5.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-
gua le aplicó una sentencia ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Julio E. Garcia Acosta,
había causado a Rafael Aristides Pérez Lara, daños materiales
por los desperfectos causados al vehículo de su propiedad
que evaluó en la suma de RDS2,000.00; que al condenarlo
juntamente con Antonio Guzmán Peña, al pago de los in-
tereses legales a título de indemnización, la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lb
que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intemniente a
Rafael Aristides Pérez Lara, en los recursos de casación
interpuestos por Julio E. García Acosta, Antonio Guzmán Pe-
ña y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la
sentencia del 24 de julio de 1980, dictada por la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO:
Declara inadmisible el recurso de casación interpuesto por
Antonio Guzmán Peña; TERCERO: Declara nulo el recurso
de la Compañía Unión de Seguros, C. por A.; CUARTO:
Rechaza el recurso del prevenido Julio E. García Acosta, y lo
condena al pago de las costas penales, y a éste y a Antonio
Guzmán Peña, al pago de las costas civiles, y las distrae en
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Guzmán Peña el 24 de julio de 1980, y le fue notificada el 28
de agosto de 1980, que al interponer su recurso de casación
por ante la Corte a-qua el 10 de septiembre de 1980, es obvio
que dicho recurso fue interpuesto cuando había transcurrido
el plazo de 10 días mandado a observar por el citado artículo,
que aún cuando la sentencia fue dictada en defecto contra el
recurrente, en este caso no tiene aplicación el articulo 30 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación, según el cual el plazo
para interponer el recurso de casación se empezará a contar
desde el día en que la oposición no fuere admisible, en razón
de que según lo prescribe el párrafo agregado por la Ley No.
432 de 1964 al artículo 10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre
Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor, cuando se trate
de una sentencia en defecto dictada con motivo de alguna de
las infracciones de golpes y heridas causadas con el manejo
de un vehículo de Motor o por daños a la propiedad y se haya
puesto en causa a la entidad aseguradora; la sentencia no
será susceptible de oposición ni en primera instancia ni en
grado de apelación, como sucedió en la especie, en lo que fue
puesta en causa la Compañía Aseguradora del Vehículo que
causó los daños, en consecuencia procede declarar inad-
misible el recurso interpuesto por Antonio Guzmán Peña,
por tardío;

Considerando, que la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,
en el momento de interponer su recurso ni posteriormente
ha expuesto los medios en que lo fundamenta, como lo exige
a pena de nulidad el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación, por lo que se procederá a examinar el recurso
..del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable al
prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio
regularmente administrados en la instrucción de la causa lo
siguiente: a) que el 5 de noviembre de 1977, e las 9:45 de la
mañana, mientras el prevenido Julio E. García Acosta, transi-
taba de Sur a Norte por la calle Duvergé, de la ciudad de San
Pedro de Macorís, conduciendo la camioneta placa No. 531-
209 propiedad de Antonio Guzmán Peña y asegurada con la
Compañía Unión de Seguros. C. por A., con póliza No. SD-
34608, al llegar a la esquina Emilio A. Morel, se produjo un
accidente con el carro placa No. 150-194 conducido por su
propietario Rafael Aristides Pérez. que transitaba de Oeste a

Este por esta última vía; b) que a consecuencia del accidente
resultó con lesiones corporales curables después de 10 y
antes de 20 días Emilio Ortiz; cl que el accidente se debió a la
imprudencia del prevenido por no detener su vehículo al
llegar a la intersección chocando al vehículo que conducía
Rafael Aristides Pérez Lara, cuando ya éste estaba saliendo
cíe la misma;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes y heridas
por imprudencia ocasionados con la conducción de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241 del 1967, y sancionado en la letra B) de dicho texto legal
con prisión de 3 meses a 1 año, y multa de RDS50.00 a
RD$300.00 si el lesionado resultare enfermo o imposibilitado
por 10 días o más, pero menos de 20 días, como sucedió en la
especie, que al condenar al prevenido recurrente a una multa
da RDS5.00, acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-
gua le aplicó una sentencia ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Julio E. García Acosta,
había causado a Rafael Aristides Pérez Lara, daños materiales
por los desperfectos causados al vehículo de su propiedad
que evaluó en la suma de RDS2,000.00; que al condenarlo
juntamente con Antonio Guzmán Peña, al pago de los in-
tereses legales a título de-indemnización, la Corte a-qua hizo
una correcta aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en ro.
que concierne al interés del prevenido, la sentencia im-
pugnada no contiene vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como interviniente a
Rafael Aristides Pérez Lara, en los recursos de casación
interpuestos por Julio E. García Acosta, Antonio Guzmán Pe-
ña y la Compañía Unión de Seguros, C. por A., contra la
sentencia del 24 de julio de 1980, dictada por la Corte de
Apelación de San Pedro de Macorís, cuyo dispositivo se ha
copiado en parte anterior del presente fallo; SEGUNDO:
Declara inadmisible el recurso de casación interpuesto por
Antonio Guzmán Peña; TERCERO: Declara nulo el recurso
de la Compañía Unión de Seguros, C. por A.; CUARTO:
Rechaza el recurso del prevenido Julio E. García Acosta, y lo
condena al pago de las costas penales, y a éste y a Antonio
Guzmán Peña, al pago de las costas civiles, y las distrae en
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provecho de los Licenciados José B. Pérez Gómez y Antonio
Tueni Brinz, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad y las declara oponibles a la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.-

(FIRMADOS).- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo Puello Ren-
ville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel
Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamie nto, en la

audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (FD0.1 Miguel Jacobo.

' E 	 SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 53

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28 del mes de noviembre
del año 1983, año 140' de la Independencia y 121' de la
Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente Sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Arturo Pe-
ña, dominicano, mayor de edad, casado, empleado privado,
cédula No. 6061, serie 34, domiciliado en la casa No. 146 de la
calle Elvira de Mendoza del poblado de Haina, Dolores o Teo-
dosia de los Santos, dominicana, mayor de edad, soltera, de
quehaceres domésticos, cédula No. 4200, serie 93, domicilia-
da en la casa No. 64 de la calle Gastón F. Deligne del mismo
poblado y la Compañía de Seguros San Rafael C. por A.,
domiciliada en la calle Leopoldo Navarro, esquina a la calle
San Francisco de Macorís de la ciudad de Santo Domingo,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, el 16 de ma yo del
1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de fecha 16 de mayo de 1979

Materia. Correccional.

Recurrente (s): Dolores o Teodosia de los Santos, y la San
Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana
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provecho de los Licenciados José B. Pérez Gómez y Antonio
Tueni Brinz, quienes afirman haberlas avanzado en su to-
talidad y las declara oponibles a la Compañía Unión de
Seguros, C. por A., dentro de los términos de la Póliza.-

(FIRMADOS) . - Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bah
cacen- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo Puello Ren-
ville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel
Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezam i ento, en la

audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (F00.) Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 53

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, de fecha 16 de mayo de 1979

Materia: Correccional.

Recurrente Is): Dolores o Teodosia de los Santos, y la San
Rafael, C. por A.

•
Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío B a lcácer, Primer Sustituto dePresidente, Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, asistidos del Secretario General, en la Sala donde
celebra sus audipncias, en la ciudad de Santo Domingo de
Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28 del mes de noviembredel año 1983, año 140' de la Independencia y 121' de laRestauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente Sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Arturo Pe-ña, dominicano, mayor de edad, casado, empleado privado,
cédula No. 6061, serie 34, domiciliado en la casa No. 146 de la
calle Elvira de Mendoza del poblado de Reina, Dolores o Teo-
dosia de los Santos, dominicana, mayor de edad, soltera, de
quehaceres domésticos, cédula No. 4200, serie 93, domicilia-
da en la casa No. 64 de la calle Gastón E Deligne del mismo
poblado y la Compañía de Seguros San Rafael C. por A.,d
omiciliada en la calle Leopoldo Navarro, esquina a la calle

San Francisco de Macorís de la ciudad de Santo Domingo,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccionalespor la Corte de Apelación de San Cristóbal, el 16 de mayo del1979, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
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 Oído el dictame n del Magistrado Procurador General de la

Vista el acta de los recursos de casación levantada en laRepública;

Secretaría de la Corte a-qua, el 15 de junio de 1979 a re-

querimie nto del	 dabogado Dra. Maria el Carmen Barroso, cé-

dula No. 120429, serie 1ra., en 	
representación de los

recurrentes Arturo Peña y la San Rafael, C. por A., en la cual

no se propone contra la sentenc ia impugnada ningún medio

de casación;
Vista el acta del recurso de casació n levantada en la Secre-

taria de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Héctor Rosa
Vasallo, cédula No. 30793, serie 56, en representación de la

recurrente Dolors o Teodosia de los Santos, en la cual no se

propone contra
e
 la sentencia impugnada ningún medio de

casación;
Visto el auto dictado en fecha 28 de noviembre del

corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés

Chupani, President e de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad, dicha Corte,

juntame nte con los Magistrad os Darío Balcácer , Fernando E.

Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Victor
García de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez

Ceara, Jueces de este Tribuna l , para completar l a mayor ía en

la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,

de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de

La Suprema Corte de Justicia, después de haber 
deli-1935;

berado y vistos los artículos 1383 del Código Civil, y 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación, y 1, 37 y 65 de la Ley
•bre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugna da y en los

Docume ntos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de

un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instanc

ia del

Distrito Judicial de San Cristóba l dictó el 15 de diciemb re de

1977, en sus atribuciones correccionales, una sentenciarecurso
cuyo

dispositivo se copia más adelante; y b) que sobre el 
interpuesto contra dicho fallo intervino la sentenc i a ahora

impugnad a en casación cuyo dispositivo es el siguiente:

"FALLA :
 PRIMERO: Declara caduco el recurso de apelación

interpuesto por el Magistrado Procurado r Fiscal del Distrito

Judicia l de San Cristóba l , contra sentencia dictada por el

3711
Juzgado de Primera Instancia de dicho Distrito Judicial defecha 15 del mes de diciembre de 1977, cuyo dispositivoexpresa lo siguiente: 'Falla: Primero: Se declara buena yválida la constitución en parte civil hecha por Dolores o Teo-
dosia de los Santos o Dolores o Teodosia Granadorde los Santos a nombre y representación de su hija
menor Sobeida de los Santos, contra el señor Arturo
Peña, en calidad de persona civilmente responsable y laC

ompañía de Seguros San Rafael C. por A., en su calidad de
entidad aseguradora del vehículo que se trata, por ser justa yreposar en prueba legal, Segundo: Se declara al nombrado
Arturo Peña no culpable de violación a la Ley No. 241, y encon

secuencia se descarga por no haber violado ningunad isposición de la referida Ley; Tercero: Consecuentementese rechaza la constitución en parte civil por improcedente,Cuarto: Se declaran las costas de oficio a favor de Arturo
Peña; Quinto: Se declara la no o ponibilidad de esta sen-
tencia a la sCompañía de Seguros puesta en causa,
SE GUNDO: declara regular y válido el recurso 

de apelaciónde la 
parte civil constituida contra la referida sentencia porhaber sido interpuesta en cumplimiento de las formalidades yrequisitos legales; TERCERO: Declara regular y admite laconstitución en parte civil de la señora Dolores o Teodosia delos Santos ó Dolores o Teososia G ranado de los Santos, ensu calidad de m' adre de la menor agraviada Paulina o Sobeidade los Santos, en circunstancias, la Corte, ob rando porcontrario imperio y propia autoridad revoca en el aspecto civil

la indicada sentencia dictada por el tribunal de primer grado,
y condena a la persona civilmente responsable, señor ArturoPeña, a pagar la cantidad de Setecientos pesos (RDS700.00) afavor de la parte civil constituida, por concepto de daños yperjuicios morales y materiales, ocasionados a la referidaparte civil constituida con motivo del accidente en el cualresultó lesionada la mencionada menor Paulina o Sobeida de
los Santos, mientras, Arturo Peña, por su 

imprudencia,originó conju ntamente con imprudencia de la manor agra-viada, el accidente de que se trata. Además se condena a
Arturo Peña, al pago de los in tereses legales a partir de lademanda; CU ARTO: Condena a la persona civilmenteresp

onsable puesta en causa señor Arturo Peña, al pago de
las costas civiles y ordena que sean distraídas en 

provecho delos abogados doctores César Puiols D. y Héctor Rosa Vasallo
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 Oído el dictame n del Magistrado Procurador General de la

Vista el acta de los recursos de casación levantad
a en laRepública;

Secretaría de la Corte a-qua, el 15 de junio de 1979 a re-
querimiento del abogado Dra. Maria del Carmen Barroso, cé-
dula No. 120429, serie Ira., en representación de los
recurrentes Arturo Peña y la San Rafael, C. por A., en lamedio

cual

no se propone contra la sentenc ia impugnada ningún 

de casación;
Vista el acta del recurso de casació n levantada en la Secre-

taria de la Corte a-qua, a requerimiento del Dr. Héctor Rosa
Vasallo, cédula No. 30793, serie 56, en representación de la

recurrene Dolores o Teodos i a de los Santos, en la cual no se

proponer contra la sentencia impugnada ningún medio de

casación;
Visto el auto dictado en fecha 28 de noviemb

re del

corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés

Chupan i , Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra en su indicada calidad, dicha Corte,

juntame nte con los Magistrados Dario Balcácer , Fernando E.

Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis Victor
García de Peña, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez

Ceara, Jueces de este Tribuna l , para completa r la mayoría en

la deliberac ión y fallo del recurso de casació n de que se trata,

de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de

La Suprema Corte de Justicia, después de haber den-1935;

berado y vistos los artículos 1383 del Código Civil, y 1 y 65 de

la Ley sobre Procedimiento de Casación, y 1, 37 y 65 de la Ley

•Jobre Procedimiento de Casación;
Considerando, que en la sentenc i a impug nada y en los

docume ntos a que ella se refiere consta: al que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instanc

ia del

Distrito Judicial de San Cristóbal dictó el 15 de diciemb re de

1977, en sus atribuciones correccionales, una sentenc i a cuyo

dispositivo se copia más adelante; y bl que sobre el recurso
interpuesto contra dicho fallo intervino la sentenc i a ahora

impugnada en casación cuyo disposit ivo es el siguiente:

"FALLA : PRIMERO : Declara caduco el recurso de apelación

interpuesto por el Magistrado Procurado r Fiscal del Distrito

Judicia l de San Cristóba l, contra sentenc ia dictada por el

11
Juzgado de Primera Instancia de dicho Distrito Judicial defecha 15 del mes de diciembre de 1977, cuyo dispositivoexpresa lo s iguiente: 'Falla: Primero: Se declara buena yválida la constitución en parte civil hecha por Dolores o Teo-
dosia de los Santos o Dolores o Teodosia Granadosde los Santos a nombre y representación de su hija
menor Sobeida de los Santos, contra el señor Arturo
Peña, en calidad de persona civilmente responsable y laComp

añía de Seguros San Rafael C. por A., en su calidad deentidad a
seguradora del vehículo que se trata, por ser justa y

reposar en prueba legal, Segundo: Se declara al nombrado
Arturo Peña no culpable de violación a la Ley No. 241, y encon

secuencia se descarga por no haber violado ningunadisposición de la referida Ley; Tercero: Consecuentementese rechaza la const i tución en parte civil por improcedente,Cuarto: Se declaran las costas de oficio a favor de ArturoPeña; Quinto: Se declara la no o ponibilidad de esta sen-tencia a 
la fompañía de Seguros puesta en causa,S EGUNDO: übeclara regular y válido el recurso de apelaciónde la parte civil constituida contra la referida sentencia poshaber sido in terpuesta en cumplimiento de las formalidades yrequisitos legales; TERCERO: Declara regular y admite laconstitución en parte civil de la señora Dolores o Teodosia 

delos Santos ó Dolores o Teososia Granado de los Santos, ensu calidad de m• adre de la menor ag raviada Paulina o Sobeidade los Santos, en circunstancias, la Corte, obrando porcontrario i mperio y propia autoridad revoca en el aspecto civilla indicada sentencia dictada por el tribunal de primer grado,y condena a la persona civilmente responsable, señor ArturoPeña, a pagar la cantidad de Setecientos pesos (R DS700.00) afavor de la parte civil constituida, por concepto de daños yperjuicios morales y materiales, ocasionados a la referidaparte civil constituida con motivo del accidente en el cualresultó lesionada la mencionada menor Paulina o Sobeida delos Santos, mientras, Arturo Peña, por su imprudencia,originó conjuntamente con imprudencia de la manor agra-viada, el accidente de que se trata. Además se condena 
aArturo Peña, al pago de los i ntereses legales a partir de lad

emanda; CUARTO: Condena a la persona c ivilmenter
esponsable puesta en causa señor Arturo Peña, al pago de •

las costas civiles y ordena que sean distraídas en 
provecho delos abogados doctores César Puiols D. y Héctor Rosa Vasallo
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quienes han afirmado que las han avanzad o en su totalidad;

QUINTO: Declara la presente sentenc ia oponible a la

Compañía
 de Seguros San Rafael, C. por A., por ser la en-

tidad aseguradora del vehícu l o que originó el accidente";

Considerando, en cuanto a los recurso s de Dolores o Teo-

dosia de los Santos, parte civil constituida y la Compañ
ía de

Seguros San Rafael, C. por A., que procede declarar la nuli-
dad de los mismos ya que ni en el momento de declarar sus
recursos, ni posteriormente han expuesto los medios en que

los fundamenta n como lo exige a pena de nulidad, el artículo

27 de la Ley sobre Procedimiento de Casació n por lo que se

procede a examina r el recurso del prevenido;
Considerando, que como el prevenido recurrente, Arturo

Peña, fue descargado en primera instanc ia y el recurso de

apelación del Ministerio Público fue declarado caduco, es

obvio que su recurso de casació n se refiere únicame nte al

aspecto civil del proceso;
Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-

deració n
 de los elementos de juicio regularmente ad-

ministrados en la instrucc ión de la causa dio por establecido

lo siguiente : a) que a las 12:35 p.m. del 9 de julio de 1977,

mientras el prevenido Arturo Peña conduc ía el automóvil de

su propiedad, de Este a Oeste, por la calle "Central Río

Haina", atropel ló a la menor Sobeida de los Santos Novas,

causándole traumatismos que curaron después de 60 y antes
de 90 días; b) que el accidente se debió a la imprudenc

ia del

prevend i o, quien no tomó las precauciones necesarias para

maniobrar debidame nte su vehícu lo, en un lugar en donde

existe un gran movimien to de vehículos, y después de de-
tenerse inició de nuevo la marcha a pesar de haber visto a la

menor cuando intentaba cruzar la vía; c) que asimismo, la
Corte a-qua estimó que dicha menor también cometió una

imprudencia al cruzar una vía de mucho tránsito sin antes

cerciorarse de si la misma estaba libre;
Considerando, que, en la sentenc ia impugnada se da por

establec ido que los hechos del preven ido causaron a la pe dearte

civil constituida, Dolores o Teodosia de los Santos, madr 
la menor, Paulina o Sobeida de los Santos, quien resultó con
lesiones corporales antes señalada s en el accidente de tránsi-

to de que se trata, daños y perjuicios materiales y morales que

evaluó en la suma de RDS700.00; que al condena r al pre-

venido recurrente, en su calidad de propieta rio del vehículo
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que ocasionó el accidente, por haber admitido la falta come-
tida por él en dicho accidente, al pago de esa suma, en la
sentencia impugnada se hizo una correcta apl icación delartículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas en
vista de que no se ha presentado ped imento alguno al res-pecto;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos decasación interpuestos por Dolores o Teodosia de los Santos y
de la Compañía de Seguros, San Rafael, C. por A., contra la
sentencia dictada en sus a tribuciones correccionales por laCorte de Apelación de San Cristóbal el 16 de mayo de 1979,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presentefallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación i nterpuesto
contra la misma sentencia por Arturo Peña.

( F IRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Luis Víctor García
de Peña.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública, del día, mes y año, en él expresadas, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.1 Miguel Jacobo.
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quienes han afirmado que las han avanzado en su totalidad;
QUINTO: Declara la presente sentencia oponible a la

Compañía
 de Seguros San Rafael, C. por A., por ser la en-

tidad aseguradora del vehícu l o que originó el accidente";

Considerando, en cuanto a los recurso s de Dolores o Teo-

dosia de los Santos, parte civil constitu ida y la Compañia de

Seguros San Rafael, C. por A., que procede declara
r la nuli-

dad de los mismos ya que ni en el momento de declarar sus

recursos, ni posteriormente han expuesto los medios en que
los fundamentan como lo exige a pena de nulidad, el artículo
27 de la Ley sobre Procedimiento de Casació n por lo que se

procede a examina r el recurso del prevenido;
Considerando, que como el prevenido recurrente, Arturo

Peña, fue descargad o en primera instanc ia y el recurso de

apelaión del Ministerio Público f ue declarado caduco, es

obvio
c
 que su recurso de casació n se refiere únicame nte al

aspecto civil del proceso;	 •

Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-
deración de los elementos de juicio regularmente ad-

ministrados en la instrucció n de la cmausa
del 9

diodepor establecido

lo siguiente : a) que a las 12:35 p.. 	
julio de 1977,

mientras el prevenido Arturo Peña conducí a el automóvil de

su propieda d, de Este a Oeste, por la calle "Centra l Río

Haina", atropel ló a la menor Sobeida de los Santos Novas,

causándole traumatismos que curaron después de 60 y antes
de 90 días; b) que el accidente se debió a la imprudenc

ia del

prevend io , quien no tomó las precauciones necesarias para

maniobrar debidame nte su vehícu lo, en un lugar en donde

existe un gran movimiento de vehículos, y después de de-
tenerse inició de nuevo la marcha a pesar de haber visto a la
menor cuando intentaba cruzar la vía; c) que asimis mo, la

Corte a-qua estimó que dicha menor también cometió una

imprudenc ia al cruzar una vía de mucho tránsi to sin antes

cerciorarse de si la misma estaba libre;
Considerando, que, en la sentenc i a impugnada se da por

establec ido que los hechos del prevenid o causaron a la parte

civil constituida, Dolores o Teodosia de los Santos, madre de
la menor, Paulina o Sobeida de los Santos, quien resultó con

lesiones corpora les antes señaladas en el accidente de tránsi-

to de que se trata, daños y perjuicios materiales y morales que
evaluó en la suma de RDS700.00; que al condena r al pre-

venido recurrente. en su calidad de propieta rio del vehículo
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que ocasionó el accidente, por haber admitido la falta come-tida por él en dicho accidente, al pago de esa suma, en lasentencia i mpugnada se hizo una correcta apl icación delartículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que no procede estatuir sobre las costas en
vista de que no se ha presentado pedimento alguno al res-pecto;

Por tales motivos, Pri mero: Declara nulos los recursos decasación interpuestos por Dolores o Teodosia de los Santos y
de la Compañía de Seguros, San Rafael, C. por A., contra la
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de San Cristóbal el 16 de mayo de 1979,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presentefallo; Segundo: Rechaza el recurso de casación i nterpuestocontra la misma sentencia por Arturo Peña.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cacen- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Luis Victor García
de Peña.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresadas, y fuefirmada, leída y publicada por mf, Secretario General, que
certifico. IF00.1 Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 54

Sentencia impugnada: 7ma.
Instanc ia

 del Distrito Nacional, de fecha 24 de junio de 1979.

Cámara Penal del J. de ira.

Materia: Correccional.

Recurrente
 (s): Germán Reynoso, Estado Dominica no y/0

E.N. y San Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justici&,
regularmente constituida por los Jueces ManuelSustitu

D. Bergés

Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer 	
to de

Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencia s, en la ciudad de

Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28 del

mes de noviembre del año 1983, años 140' de
	 la In-

dependencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia

pública, como Corte de Casació n , la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Germán
Reynoso Reyes, dominicano, mayor de edad, militar, cédula
No. 124510, serie tra., domiciliado y resident e en esta ciudad

en el barrio para Alistados de la Primera BrigadaSa
, E.N.,

Rafael,
Estado Dominica no y/o Ejército Naciona l , y la	 n	

l

C. por A.. con su asiento social en esta ciudad, en la calle
Leopoldo Navarro, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Séptima Cámara Penal del

Juzgado de Primera Instanc ia del Distrito Naciona l , cuyo

disposit ivo se copia más adelante;

Oído al Alguaci l de turno en la lectura del rol;

Oído el dictame n del Magistrado Procurador Genera l de la

Vista el acta de los recurso s de casación levantada en laRepública;

Secreta ría
 de la Cámara a-qua de fecha 31 de julio de 1979 a

requerimiento del abogad o Dr. Porfirio Chahi n Tuma, por sí y
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por el Dr. Juan J. Chahín Tuma en representación de los
recurrentes, en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 28 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C.,
Luis Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 61 y 74 letra (a) de la Ley No. 241
de 1967 sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1,
37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en el que ninguna persona resultó
con lesiones corporales el Tribunal Especial de Tránsito del
Distrito Nacional, dictó en fecha 28 de noviembre de 1978 en
sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dis-
positivo se copia más adelante; y b) que sobre el recurso
interpuesto contra dicho fallo intervino la sentencia ahora
impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Se declara bueno y válido en cuanto a
la forma el recurso de apelación interpuesto por el prevenido
Germán Reynoso Reyes, portador de la cédula de iden-
tificación personal No. 121590, serie 1 ra., residente en la
Compañía Ira. Brigada, E.N., inculpado de violación a la Ley
No. 241, por haber sido hecho de acuerdo a la ley, contra la
sentencia No. 9249, dictada en fecha 29 de noviembre del año
1978, por el Tribunal Especial de Tránsito del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Primero: En el
aspecto penal, se declara culpable al raso Germán Reynoso
Reyes, de violar los arts. 61 y 74-a, de la Ley No. 241 y en
consecuencia se le condena a pagar una multa de RDS10.00 y
al pago de las costas, aplicando el no cúmulo de penas, así
como al pago de las costas; Segundo: En cuanto al nom-
brado Luis Surum, se le descarga de toda responsabilidad

3715



uourriN miniCIAL
3714

SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 54

Sentencia impugnada: 7ma. Cámara Penal del J. de Ira.
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 24 de junio de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente fs): Germán Reynoso, Estado Dominicano y/0

E.N. y San Rafael, C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Pi-
ña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario General,
en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad de
Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28 del
mes de noviembre del año 1983, años 140 de la In-
dependencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Germán
Fleynoso Reyes, dominicano, mayor de edad, militar, cédula
No. 124510, serie ira., domiciliado y residente en esta ciudad
en el barrio para Aristados de la Primera Brigada, EN., el
Estado Dominicano yio Ejército Nacional, y la San Rabel,
C. por A.. con su asiento social en esta ciudad, en la calle
Leopoldo Navarro, contra la sentencia dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Séptima Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo

dispositivo se copia más adelante;
Oido al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

Vista el acta de los recursos de casación levantada en la
República;

Secretaría de la Cámara a-qua de fecha 31 de julio de 1979 a

requerimiento del abogado Dr. Porfirio Chahín Turna, por sí y
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por el Dr. Juan J. Chahín Turna en representación de los
recurrentes, en la cual no se propone contra la sentencia
impugnada ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 28 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C.,
Luis Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 61 y 74 letra (a) de la Ley No. 241
de 1967 sobre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1,
37 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en el que ninguna persona resultó
con lesiones corporales el Tribunal Especial de Tránsito del
Distrito Nacional, dictó en fecha 28 de noviembre de 1978 en
sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dis-
positivo se copia más adelante; y b) que sobre el recurso
interpuesto contra dicho fallo intervino la sentencia ahora
impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Se declara bueno y válido en cuanto a
la forma el recurso de apelación interpuesto por el prevenido
Germán Reynoso Reyes, portador de la cédula de iden-
tificación personal No. 121590, serie ira,, residente en la
Compañia ira. Brigada, EN., inculpado de violación a la Ley
No. 241, por haber sido hecho de acuerdo a la ley, contra la
sentencia No. 9249, dictada en fecha 29 de noviembre del año
1978, por el Tribunal Especial de Tránsito del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo es el siguiente: 'Primero: En el
aspecto penal, se declara culpable al raso Germán Reynoso
Reyes, de violar los arts. 61 y 74-a, de la Ley No. 241 y en
consecuencia se le condena a pagar una multa de RDS10.00 y
al pago de las costas, aplicando el no cúmulo de penas, así
como al pago de las costas; Segundo: En cuanto al nom-
brado Luis Surum, se le descarga de toda responsabilidad
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penal por no haber violado la Ley No. 241 en ninguna de sus
partes, en cuanto a él se declaran las costas de oficio; 

Ter-

cero: En el aspecto civil se declara buena y válida la cons-
titución en parte civil hecha por Gregorio Morel por in-
termedio de su abogado apoderado especial Dr. Luis E.

Florentino Lorenzo por estar de acuerdo a la Ley; Cuarto: Se

condena de manera solidaria a Germán Reynoso Reyes y al
Estado Dominicano, al pago de una indemnización 

de

RDSI 
.000.70 (Mil Pesos Oro con Setenta) en favor de Grego-

rio Moret, como justa reparación dejos daños materiales su-
fridos por el vehículo de su propiedad a causa del ac¿idente,
incluyendo lucro cesante y daños emergentes, más al pago de
los intereses legales de la señalada suma a partir de la fecha
de la demanda introductiva de instancia; 

Quinto: Se con-

dena a Germán Reynoso Reyes, y al Estado Dominicano, al
pago de las costas civiles, ordenando su distracción en pro-
vecho del Dr. Luis E. Florentino Lorenzo, quien afirma be-

berlas avanzado en su totalidad; Sexto: Declara la presente

sentencia común, oponible y ejecutable contra la Compañía
de Seguros San Rafael, C. por A., en virtud de lo que dispone
el artículo 10 de la Ley No. 4117, por esta sentencia se
pronuncia, manda, ordena y firma': 

SEGUNDO: En cuanto al

fondo se confirma en todas sus partes la sentencia apelada; y

TERCERO: Condena solidariamente al señor Germán
Reynoso Reyes y al Estado Dominicano, al pago de las costas
civiles de la alzada distrayéndoles en favor del Dr. Luis E.
Florentino Lorenzo, abogado de la parte civil constituida,
quien afirma haberles avanzado en su totalidad";

Considerando, en cuanto a los recursos de casación del
Estado Dominicano y/o EN., y la San Rafael, C. por A., que
procede declarar la nulidad de los mismos ya que ni en el
momento de declarar sus recursos ni posteriormente han
expuesto los medios en que los fundamentan como lo exige,
a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación por lo que se procede a examinar el

recurso del prevenido;
Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable al

orevenido recurrente y fallar como lo hizo dio por establecido
mediante la ponderación de los elementos de juicio,
regularmente administrados en la instrucción de la causa, lo
siguiente: a) que el 26 de julio de 1977, mientras el vehículo
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placa No. 2095, propiedad del Ejército Nacional, conducido
por el raso E.N. Germán Reynoso Reyes, transitaba de Este a
Oeste por la calle Juan E. Jiménez, al llegar a la esquina de la
calle La Guardia se produjo una colisión con la camioneta
piada No. 103-425 conducida por Luis Surum, quien transi-
taba de Sur a Norte por la calle La Guardia, al llegar ambos a
la intersección de las vías, resultando ambos vehículos con
desperfectos; bl que el accidente se debió a la imprudencia
del prevenido recurrente, por conducir su vehículo a una
velocidad que no le permitió detenerse a tiempo al llegar a 

laintersección y chocar al otro vehículo que ha había ganado la
misma;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a 

cargo de Germán Reynoso Reyes, el delito de violación a los
artículos 61 y 74 de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito yVehículos y sancionados en su más alta expresión con las
penas de multa no menor de RD$2 5.00 ni mayor de
RD$300.00 o prisión por un término no menor de 5 dás ni
mayor de seis meses o ambas penas a la vez; que al condenar
al prevenido recurrente a una multa de diez pesos, sanción
inferior al mínimun establecido por la ley, la Cámara a-guaprocedió correctamente al confirmar la sentencia del Primer
Grado, en ausencia del recurso de apelación del MinistericPúblico;

Considerando, que asimismo la Cámara a-gua, dio por
establecido que el hecho del prevenido ocasionó al vehículo
propiedad de Gregorio Morel, constituido en parte civil, da-
ños que evaluó en la suma de RDS1,000.70; que al condenar
al prevenido recurrente conjuntamente con el Estado
Dominicano al pago de esa suma más al de los intereses
legales de la misma, a título de indemnización, la Cámara a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del CódigoCivil;

Considerando, que examinada en sus demás alegatos, en
lo que concierne al interés del prevenido recurrente, 

lasentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique
su casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo los recursos de
casación interpuestos por el Estado Dominicano ylo Ejército
Nacional y la San Rafael, C. por A., contra la sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales, el 24 de junio de 1979,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
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penal por no haber violado la Ley No. 241 en ninguna de sus
partes, en cuanto a él se declara n las costas de oficio; Ter-

cero: En el aspecto civil se declara buena y válida la cons-
titución en parte civil hecha por Gregorio Morel

	 por in-

termedio de su abogado apoderado espec i a l Dr. Luis E.

Florentin
o Lorenzo por estar de acuerdo a la Ley; Cuarto: Se

condena de manera solidaria a Germán Reynoso Reyes 
y al

Estado Dominicano, al pago de una indemnización de
RDS1 , 000.70 (Mil Pesos Oro con Setenta)en favo

r de Grego-

rio Morel. como justa reparación de los daño
	

ei
s materiales su-

tridos por el vehículo de su propiedad a causa del acdente,

incluyendo lucro cesante
 y daños emergentes, más al pago de

los intereses legales de la señalada suma a partir de la fecha
de la demanda introductiva de instancia; 

Qui
Domin

nto: 
icSano,

e con-

dena a Germá n Reynoso Reyes, y al Estado	
al

pago de las costas civiles, ordenando su distracción en pro-
vecho del Dr. Luis E. Florentino Lorenzo, quien afirma ha-

berlas avanzado en su totalidad; Sexto: Declara a la Compañia
presente

sentencia comú n, oponible y ejecutable con 
de Seguros San Rafael, C. por A., en virtud de lo que disponese
el artículo 10 de la Ley No. 4117, por esta senten 
pronuncia, manda, ordena y firma'; SEGUNDO: En cuanto al

fondo se confirma en todas sus partes la sentencia apelada; y

TERCERO: Condena solidariamente al señor las costas
Germán

Reynoso Reyes y al Estado Dominicano, al pago de 
civiles de la alzada distrayéndoles en favor del Dr. Luis E.
Florentino Lorenzo, abogado de la parte civil constituida,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando, en cuanto a los recurso s de casació n del

Estado Dominicano y/o E.N., y la San Rafael, C. por A., en
que

procede declarar la nulidad de los mismos ya que ni
	 el

momento de declara r sus recursos ni posteriormente han

expuesto
 los medios en que los fundamentan como lo exige,

a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Proce-

dimiento de Casac ión por lo que se procede a examinar el

recurso del prevenido;
Considerando, que la Corte a-qua para declara

r culpab le al

prevenido recurre nte y fallar como lo hizo dio por establecido

mediante la ponderación de los elementos de
	 juicio,

regularmente administrados en la instrucción de la causa, lo

siguiente :
 a) que el 26 de julio de 1977, mientras el vehículo
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Oeste por la calle Juan E. Jiménez, al llegar a la esquina de lacalle La Guardia se produjo una colisión con la camionetapiada No. 103-425 conducida por Luis Surum, quien transi-
taba de Sur a Norte por la calle La Guardia, al llegar ambos ala in tersección de las vías, resultando ambos vehículos condesperfectos; b) que el acc idente se debió a la imprudenciadel prevenido recurrente, por conducir su vehículo a una
velocidad que no le permitió detenerse a tiempo al llegar a lain

tersección y chocar al otro vehículo que ha había ganado 
lamisma;

C o nsiderando, que los hechos así establecidos constiuyen
a cargo de Germán Reynoso Reyes, el delito de violación

t 
a losartículos 61 y 74 de la Ley No. 241 de 1967 sobre Tránsito y

Vehículos y sa ncionados en su más alta ex presión con lasp
enas de multa no menor de RD$2 5.00 ni mayor de

RD
S300.00 o prisión por un término no menor de 5 dás ni

mayor de seis meses o ambas penas a la vez; que al condenaral prevenido recurrente a una multa de diez pesos, sanción
inferior al mínimun establecido por la ley, la Cámara a-qua
procedió correctamente al confirmar la sentencia del Primer
Grado, en ausencia del recurso de apelación del MinistericPúblico;

Con
siderando, que asimismo la Cámara a-qua, dio por

establecido que el hecho del prevenido ocasionó al vehículopropiedad de Gregorio Morel, constituido en ar-te civil, a-
ños que evaluó en la suma de RDS1,000.70; que

p
 al condenaral prevenido recurrente conjuntamente con el EstadoD

ominicano al pago de esa suma más al de los intereseslegales de la misma, a título de indem nización, la Cámara a-qua hizo una correcta ap licación del artículo 1383 del CódigoCivil;
Con

siderando, que examinada en sus demás alegatos, enlo que concierne al interés del prevenido recurrente, lasentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifiquesu casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo los recursos de
casación in terpuestos por el Estado Dominicano y to EjércitoNacional y la San Rafael, C. por A., contra la sentencia dicta-da en atribuciones correccionales, el 24 de junio de 1979,
cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente
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tallo; Segundo: Rechaza el recurso de Germán Reynoso
Reyes y lo condena al pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo Puello
Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresadas, y fue
firmada, leida y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. ( F DO.): Miguel Jacobo.

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 20 de mayo de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Pascual Soto Ruiz, Parroquia San Vicente
de Paúl y Seguros San Rafael, C. por A.

Abogado (s/: Dr. Angel Rafael Morón Auffant

Interviniente (s.': Wilson E. Medina Mercedes.

Abogado Is): Dr. Miguel A. Vásquez Fernández,

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, ia Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Dario Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, MáxImo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28
cie noviembre del 1983, años 140' de la Independencia y 121'
de !a Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestós por Pascual
Soto Ruiz, mayor de edad, español, sacerdote, cédula No.
196924, serie Ira., residente en la calle Puerto Rico No. 39 del
ensanche Ozarna, de esta ciudad, Parroquia San Vicente de
Paúl y Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con
asiento social en la calle Leopoldo Navarro esquina San
Francisco de Macorís, de esta ciudad, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales el 20 de mayo de
1982 por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se cooia más adelante;

3718



3718
	 801.ETTN JUDICIAI

fallo; Segundo: Rechaza ecurso e Germán Reynoso

Reyes y lo conden a al pago dl re
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Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 20 de mayo de 1982.

Materia: Correccional.

Recurrente (51: Pascual Soto Ruiz, Parroquia San Vicente
de Paúl y Seguros San Rafael, C. por A.

Abogado (s): Dr. Angel Rafael Morón Auffant

l nterviniente	 Wilson E. Medina Mercedes.

Abogado (s): Dr. Miguel A. Vásquez Fernández.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, Ja Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; bario Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28
ce noviembre del 1983, años 140' de la Independencia y 121'de !a Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación i nterpuestós por Pascual
Soto Ruiz, mayor de edad, español, sacerdote, cédula No.
196924, serie Ira., residente en la calle Puerto Rico No. 39 del
ensanche Ozama, de esta ciudad, Parroquia San Vicente de
Paúl y Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., con
asiento social en la calle Leopoldo Navarro esquina San
Francisco de Macorís, de esta ciudad, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales el 20 de mayo de
1982 por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo se cenia más adelante;
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Corte a-qua, el 28 de mayo de 1982, a re-
querimiento del Dr. Miguel Angel Cedeño Jiménez, cédula
No. 17700, serie 28, en representación de los recurrentes, en
la cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 27 de junio de
1983, firmado por el abogado, Dr. Angel Rafael Morón
Auf fent, en el que se propone el medio que se indica más
adelante;

Visto el escrito del interviniente del 27 de junio de 1983
firmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 25 de noviembre del-
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor; 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con mtivo de
un accidente de tránsito, en el que varias personas resultaron
con lesiones corporales, la Cuarta Cámara de lo Penal del
Juzgado le Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo
Domingo, Distrito Nacional, dictó el 9 de diciembre de 1981,
en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia en el de la ahora impugnada; b) que sobre
los recursos interpuestos intervino el fallo ahora impugnado
en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Declara bueno y válido, en cuanto a la forma, el
recurso destapelación interpuesto por el Dr. Néstor Díaz
Fernández, en fecha 21 de diciembre de 1981, a nombre y
representación de Pascual Soto Ruiz, Centro Vocacional San
Vicente de Paúl y/o Parroquia San Vicente de paúl y Com-

11•11,1",

HOLETIN JUDICIAL
3721

peala de Seguros San Rafael, C. por A., contra sentenciadictada en fecha 9 de diciembre de 1981, dictada en sus atri-buciones correccionales por la Cuarta Cámara Penal del
Juzgado de Primera I nstancia del Distrito Nacional, cuyodispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara a losnombrados Pascual Soto Ruiz, español, mayor de edad,por tador de la cédula de identificación personal No. 196924,serie ira., domiciliado y residente en la calle Puerto Rico No.

39, Ens. Ozama y Wilson E. Medina Mercedes, dominicano,mayor de edad, portador de la cédula de identificaciónpersonal No. 27013, serie 28, domiciliado y residente en lacalle Central No. 6, Herrera, culpables de viol. a los art. 49 le-tra C, 65 y 74 de la Ley No. 241 (yolpes y heridas causadas
involuntariamente con el manejo de vehículo de motor,manejo temerario y ceder el paso) golpes y heridas 

curablesen sesenta (60) días en perjuicio de Wilson E. Medina Mer-cedes en consecuencia se condenan a RDS50.00 (CincuentaPesos Oro Dominicanos), de multa y al pago de las costaspenales a cada uno; Segundo: Se declara regular y válida encuanto a la forma la constitución en parte civil hecha por
Wilson E. Medina Mercedes, en contra de Pascual Soto Ruizy el Centro Vocacional San Vicente de Paúl y/o ParroquiaSan Vicente de Paúl, en cuanto al fondo condena a PascualSoto Ruiz y,'o Parroquia San Vicente de Paúl, a pagar unaindemnización de RD $ 5 ,000.00 (Cinco Mil Pesos Oro Domi-nicanos), en favor de Wilson W. Medina M ercedes, comojusta reparación por los daños y pe r juicios morales y ma-ter iales y daños a la motocicleta y lucro cesante de la misma.

Se condena a los mismos al pago de los i ntereses legalesde dicha suma a partir de la fecha de la d :manda. Secondena a Pascua! Soto Ruiz y el Centro Vocacional SanVicente de Paúl y/o Parroquia San Vicente de Paúl, al pago
de las costas civiles en favor de los Dres. Gladys Lama deValentino y Miguel Arcángel Vásquez Fernández, quienesafirman haberlas avanzado en su totalidad; Tercero: Sedeclara dicha sentencia común y oponible a la Compañía deS
eguros San Rafael, C. por A., por ser ésta la 

entidadaseguradora del vehículo p laca No. 450-0853, autobús marcaVolkswagen, 204011, motor No. EIZL57865, chasis No.BH
573203, modelo 1979, póliza de seguros A22565-70,p

ropiedad de la Parroquia San Vicente de Paúl y guz el
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Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Corte a-qua, el 28 de mayo de 1982, a re-
querimiento del Dr. Miguel Angel Cedeño Jiménez, cédula
No. 17700, serie 28, en representación de los recurrentes, en
la cual no se propone ningún medio de casación;

Visto el memorial de los recurrentes, del 27 de junio de
1983, firmado por el abogado, Dr. Angel Rafael Morón
Auffant, en el que se propone el medio que se indica más
adelante;

Visto el escrito del interviniente del 27 de junio de 1983
firmado por su abogado;

Visto el auto dictado en fecha 25 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara,
para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor; 1, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: al que con mtivo de
un accidente de tránsito, en el que varias personas resultaron
con lesiones corporales, la Cuarta Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo
Domingo, Distrito Nacional, dictó el 9 de diciembre de 1981,
en sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia en el de la ahora impugnada; bl que sobre
los recursos interpuestos intervino el fallo ahora impugnado
en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Declara bueno y válido, en cuanto a la forma, el
recurso dea1/4apelación interpuesto por el Dr. Néstor Din
Fernández, en fecha 21 de diciembre de 1981, a nombre y
representación de Pascual Soto Ruiz, Centro Vocacional San
Vicente de Paúl y/o Parroquia San Vicente de paúl y Com-
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palia de Segu ros San Rafael, C. por A., contra sentenciadictada en fecha 9 de dic iembre de 1981, dictada en sus atri-
buciones correccionales por la Cuarta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyodispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se declara a losnombrados Pascual 

Soto Ruiz, español, mayor de edad,portador de la cédula de identificación personal No. 196924,serie Ira., domiciliado y residente en la calle Puerto Rico No.39, Ens. Ozama y Wilson E. Medina Mercedes, 
domin icano,mayor de edad, portador de la cédula de identificación -personal No. 27013, serie 28, domiciliado y residente en lacalle Central No. 6, Herrera, culpables de viol. a los art. 49 le-tra C, 65 y 74 de la Ley No. 241 (golpes y heridas causadasinvolun tariamente con el manejo de vehículo de motor,manejo temerario y ceder el paso) golpes y heridas curablesen sesenta 160) días en perjuicio de Wilson E. Medina Mer-cedes en consecuencia se condenan a RD$50.00 (CincuentaPesos Oro Domi n icanos), de multa y al pago de las costaspenales a cada uno; Segundo: 

Se declara regular y válida encuanto a la forma la constitución en parte civil hecha porWilson E. Medina Me rcedes, en contra de Pascual Soto Ruizy el Centro Vocacional San Vicente de Paúl y/o ParroquiaSan Vicente de Paúl, en cuanto al fondo condena a PascualSoto Ruiz y,'o Pa rroquia San Vicente de Paúl, a pagar unaindem nización de RD $5,000.00 (Cinco Mil Pesos Oro Domi-nicanos), en favor de Wilson W. Medina Mercedes, comojusta reparación por los daños y pe rjuicios morales y ma-l.	 !eriales y daños a la motocicleta y lucro cesante de la misma.
Se condena a los mismos al pago de los in tereses legalesde dicha suma a partir de la fecha de 

la O- manda. Secondena a Pascua l Soto Ruiz y el Centro Vocacional SanVicente de Paúl y/o Parroquia San Vicente de Paúl, al pagode las costas civiles en favor de los Dres. Gladys Lama deValentino y Miguel Arcángel Vásquez Fernández, quienesafirman haberlas avanzado en su totalidad; 
Tercero: Sedeclara dicha sentencia común y oponible a la Compañía deSeguros San R

afael, C. por A., por ser ésta la entidadaseguradora del vehículo placa No. 450 -0853, autobús marcaVolkswagen, 204011, motor No. BZL57865, chasis No.I3H
573203, modelo 1979, póliza de 

seguros A22565-70,propiedad de la Parroquia San Vicente de Paúl y que
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momento del accidente era conducido por Pascual Soto Ruiz,
en virtud del art. 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor'.- Por haber sido hecho de
acuerdo a las formalidades Legales; SEGU NDO: En cuanto al -
fondo, se modifica en los siguientes aspectos la sentencia
apelada: a) El Ordinal Primero en cuanto a la sanción penal
pronunciada contra el co-prevenido Pascual Soto Ruiz, y la
Corte Obrando por autoridad propia y contrario imperio
condena a dicho prevenido al pago de una multa de vein-
ticuatro pesos oro (RDS24.00) acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; b) el Ordinal 2do. en cuanto a la
indemnización acordada por el Tribunal a-quo, en favor del
nombrado Wilson E. Medina Mercedes, por consiguiente se
fija en dos mil pesos oro (RDS2,000.001 la indemnización a
pagar a dicha parte civil constituida, por los conceptos es-
pecificados en la decisión apelada, por considerarse esta
suma más ajustada a la magnitud de los daños causados;
TERCERO: Se confirma en sus demás aspectos la sentencia

recurrida; CUARTO: Condena al prevenido Pascual Soto
Ruiz al pago Je las costas penales, y conjuntamente con el
Centro Vocacional San Vicente de Paúl y/o Parroquia San
Vicente de Paúl al pago de las costas civiles de la presente
instancia con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Miguel Arcángel Vásquez Fernández, abogado de la parte ci-
vil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; QUINTO: Dispone la oponibilidad de la presente
sentencia a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en
su condición de entidad aseguradora del vehículo que
ocasionó el accidente";

Considerando, que en su medio de casación los recurrentes
proponen lo siguiente: Desnaturalización de los hechos y
circunstancias del accidente;

Considerando, que en su medio único de casación los
recurrentes alegan en síntesis, lo siguiente: que la Corte a-

qua, en su decisión, se limita a confirmar la sentencia del tri
bunal a-quo, la cual retiene falta a cargo de ambos co
prevenidos, ..;in tomar en cuenta las declaraciones del co-
prevenido Medina; y que el accidente ocurrió por im-
prudencia y torpeza únicas de este co-prevenido sin par-
ticipación sin salta alguna a cargo del co- prevenido Pascual
Soto Ruiz, por lo que la sentencia debe ser casada; Pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar único

culpable del accidente a Pascual Soto Ruiz, y fallar corno lo
hizo, dio por establecido, mediante la ponderación de los
elementos de juicio que fueron regularmente aportados a la
instrucción de la causa, lo siguiente: a) que el 1ro. de julio de
1981, en horas de la mañana, mientras Pascual Soto Ruiz,
transitaba de Sur a Norte por !a calle José Martí, con-
duciendo la guagua placa No. 450 . 853, propiedad del Centro
Vocacional San Vicente de Paúl y/o Parroquia San Vicente
de Paúl, asegurada con la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., ocurrió un choque con la motocicleta placa No.
93678, conducida por su propietario Wilson E. Medina
Mercedes, por la calle París de esta ciudad, en dirección
Oeste a Este; bl que con motivo del accidente resultaron con
lesiones corporales Wilson E. Medina Mercedes, curables
durante 60 días, Jorge López Rios y Raymundo Benzán,
curables antes de diez días; c) que el accidente se debió a la
imprudencia de Pascual Soto Ruiz, por transitar por la vía,
estando el semáforo en rojo, sin detener la marcha como le
correspondía y chocar la motocicleta cuando ésta penetró en
la intersección de las referidas calles;

Considerando, que los Jueces del fondo, para formar su
convicción y declarar único culpable del accidente a Pascual
Soto Ruiz, se basaron no sólo en las declaraciones del co-
prevenido Medina, sino también en las declaraciones del
testigo Manuel M. Soto, quien manifestó: "el semáforo de la
París, estaba rojo, el motorista tenía preferencia"; y del
testigo Ovidio Medina, quien declaró: "el motorista venía
como a 20 ó 25, el semáforo estaba en color verde, eso fue en
la París";

Considerando, que por lo expuesto precedentemente, se
advierte, que la sentencia impugnada, contiene una relación
de los hechos de la causa, y motivos suficientes y pertinentes
que justifican su dispositivo y han permitido a la Suprema
Corte de Justicia, verificar, que en el caso, se hizo una correc-
ta aplicación de la Ley; que en esa virtud, en el caso no ha
ocurrido desnaturalización alguna, como ha sido alegado y
por tanto, el medio que se examina, carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo del prevenido Pascual Soto Ruiz, el delito de
golpes y heridas por i mprudencia, causados con vehículo de
motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No. 241 de 1967
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culpable del accidente a Pascual Soto Ruiz, y fallar como lo
hizo, dio por establecido, mediante la ponderación de los
e lementos de juicio que fueron regularmente aportados a la
instrucción de la causa, lo siguiente: a) que el I ro. de julio de
1981, en horas de la mañana, mientras Pascual Soto Ruiz,
transitaba de Sur a Norte por !a calle José Marti, con-
duciendo la guagua placa No. 450 . 853, propiedad del Centro
Vocacional San Vicente de Paúl ylo Parroquia San Vicente
de Paúl, asegurada con la Compañía de Seguros San Rafael,
C. por A., ocurrió un choque con la motocicleta placa No.
93678, conducida por su propietario Wilson E. Medina
Mercedes, por la calle París de esta ciudad, en dirección
Oeste a Este; b) que con motivo del accidente resultaron con
lesiones corporales Wilson E. Medina Mercedes, curables
durante 60 días, Jorge López Rios y Raymundo 8 enzán,
curables antes de diez días; c) que el accidente se debió a la
imprudencia de Pascual Soto Ruiz, por transitar por la vía,
estando el semáforo en rojo, sin detener la marcha como le
correspondía y chocar la motocicleta cuando ésta penetró en
la intersección de las referidas calles;

Considerando, que los Jueces del fondo, para formar su
convicción y declarar único culpable del accidente a Pascual
Soto Ruiz, se basaron no sólo en las declaraciones del co-
prevenido Medina, sino también en las declaraciones del
testigo Manuel M. Soto, quien manifestó: "el semáforo de la
París, estaba rojo, el motorista tenía preferencia"; y del
testigo Ovidio Medina, quien declaró: "el motorista venia
corno a 20 ó 25. el semáforo estaba en color verde, eso fue en
la París";

Cmisiderando, que por !o expuesto precedente.nente, se
adviene, que la sentencia impugnada, contiene una relación
de los hechos de la causa, y motivos suficientes y pertinentes
que justifican su dispositivo y han permitido a la Suprema
Corte de Justicia, verificar, que en el caso. se  hizo una correc-
ta aplicación de la Ley: que en esa virtud, en el caso no ha
ocurrido desnaturalización alguna, como ha sido alegado y
por tanto, el medio que se examina, carece de fundamento y
debe ser desestimado;

Considerando, que los hechos así establecidos, cons-
tituyen a cargo del prevenido Pascual Soto Ruiz, el delito de
golpes y heridas por imprudencia, causados con vehículo de
motor, previsto por el articulo 49 de la Ley No. 241 de 1967
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momento del accidente era conducido por Pascual Soto Ruiz,
en virtud del art. 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro Obliga-
torio de Vehículos de Motor'.- Por haber sido hecho de
acuerdo a las formalidades le.gales; SEGUNDO: En cuanto al -
fondo, se modifica en los siguientes aspectos la sentencia
apelada: a) El Ordinal Primero en cuanto a la sanción penal
pronunciada contra el co-prevenido Pascual Soto Ruiz, y la
Corte Obrando por autoridad propia y contrario imperio
condena a dicho prevenido al pago de una multa de vein-
ticuatro pesos oro IRDS24.00) acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes; b) el Ordinal 2do. en cuanto a la
indemnización acordada por el Tribunal a-quo, en favor del
nombrado Wilson E. Medina Mercedes, por consiguiente se
fija en dos mil pesos oro IRDS2,000.00) la indemnización a
pagar a dicha parte civil constituida, por los conceptos es-
pecificados en la decisión apelada, por considerarse esta
suma más ajustada a la magnitud de los daños causados;
TERCERO: Se confirma en sus demás aspectos la sentencia
recurrida; CUARTO: Condena al prevenido Pascual Soto
Ruiz al pago Je las costas penales, y conjuntamente con el
Centro Vocacional San Vicente de Paúl y/o Parroquia San
Vicente de Paúl al pago de las costas civiles de la presente
instancia con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Miguel Arcángel Vásquez Fernández, abogado de la parte ci-
vil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; QUINTO: Dispone la oponibilidad de la presente
sentencia a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en
su condición de entidad aseguradora del vehículo que
ocasionó el accidente";

Considerando, que en su medio de casación los recurrentes
proponen lo siguiente: Desnaturalización de los hechos y
circunstancias del accidente;

Considerando, que en su medio único de casación los
recurrentes alegan en síntesis, lo siguiente: que la Corte a-
gua, en su decisión, se limita a confirmar la sentencia del tri
bunal a-quo, la cual retiene falta a cargo de ambos co
prevenidos, ::in tomar en cuenta las declaraciones del co•
prevenido Medina; y que el accidente ocurrió por im-
prudencia y torpeza únicas de este co-prevenido sin par-
ticipación sin taita alguna a cargo del co-prevenido Pascual
Soto Ruiz, por lo que la sentencia debe ser casada; Pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar tunco
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-sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado por el mismo texto
légral .en su letra (c) con las penas de seis (61 meses a un (1)
año. de prisión correccional y multa de cien IRDS100.00) a
quinientos IRD$500.00) pesos-cuando el lesionado resultare
con enfermedad o imposibilidad para el trabajo por veinte 120)
días o más, como sucedió en la especie; que al condenar la
Corte a-qua al prevenido recurrente a pagar una multa de
RD$25.00, acogiendo circunstancias atenuantes, aplicó una
sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua, dio por esta-
blecido, que el hecho del prevenido Pascual Soto Ruiz, habla
causado a Wilson E. Medina Mercedes, constituido en parte
chal, daños materiales y morales, que evaluó en la suma de
(RD$2,000.00) dos mil pesos; que al condenarlo, conjun-
tamente con el Centro Vocacional San Vicente de Paúl sik)
Parroquia San Vicente de Paúl, puesta en causa como
persona civilmente responsable, al pago de esa suma, más los
intereses legales a part i r de la demanda, y al hacer oponibles
esas condenaciones, a la entidad aseguradora, puesta en
causa, la Corte a-qua, hizo una correcta aplicación de los
artículos 1383 y 1334 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley
No 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de
Motor al hacer oponibles éstas condenaciones a la entidad
aseeuradora, Compañia de Seguros San Rafael, C. por A.:

Considerando, que examinado el fallo impugnado en sus
demás aspectos, en lo que concierne al interés del prevenido
recurrente, éste no contiene ningún vicio que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Wilson E Medina Mercedes, en los recursos de casación
interpuestos por Pascual Soto Ruiz, Parroquia San Vicente
de Paúl y Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo el 20 de mayo de
1982, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente tallo; Segundo: Rechaza !os referidos recursos;
Tercero: Condena a Pascual Soto Ruiz, al pago de las costas
penales y a éste y a la Parroquia San Vicente de Paúl, al pago
de las civiles y las dishae en provecho del Dr. Miguel Ar-
cángel Vásquez Fernández, abogado del inter iiniente, quien
afirma haberlas avanzad, en su totalidad. y las declara oponi-
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bles a la Compañía de Seguros San Rafael, C por A., centro
de los términos de la Póliza.

( FI RMADOS!: Manuel D. Bergés Chur,ani.- Darío EU-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fu finte.- Leonte RafaelAlburquerque Castillo.- Luis Victor García de Peña.- MáximoPuello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo GómezCeara.-- Miguel Jacobo, Secretario General.

I.a presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública, del día, mes y año, en él expresados y fuefirmada, leida y publicada por mí. Secretario General, que
certifico. IFD0.1: Miguel Jacoho.
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-sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado por el mismo texto
legal-en su letra (c) con las penas de seis (6) meses a un (1)
año. de prisión correccional y multa de cien (RD$100.00) a
quinientos (RD$500.00) pesos-cuando el lesionado resultare
con enfermedad o imposibilidad para el trabajo por veinte 1201
días o más, como sucedió en la especie; que al condenar la
Corte a-qua al prevenido recurrente a pagar una multa de
RDS25.00, acogiendo circunstancias atenuantes. aolicó una
sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-que, dio por esta-
blecido, que el hecho del prevenido Pascual Soto Ruiz, había
causado a Wilson E. Medina Mercedes, constituido en parte
dVi1, daños materiales y morales, que evaluó en la suma de
(RDS2,000.00) dos mil pesos; que al condenarlo, conjun-
tamente con el Centro Vocacional San Vicente de Paúl vio
Parroquia San Vicente de Paúl, puesta en causa como
persona civilmente responsable, al pago de esa suma, más los
intereses legales a part i r de la demanda, y al hacer oponibles
esas condenaciones, a la entidad aseguradora, puesta en
causa, la Corte a-qua, hizo una correcta aplicación de los
artículos 1383 y 1384 del Código Civil y del 1 y 10 de la Ley
No 4117 de 1955 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos do
Motor al hacer oponibles éstas condenaciones a la entidad
aseguradora, Compañia de Seguros San Rafael. C. por A.;

Considerando, que examinado el fallo impugnado en sea
demás aspectos, en lo que concierne al interés del prevenido
recurrente, éste no contiene ningún vicio que justifique su
casación;

POT tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Wilson E Medina Mercedes, en los recursos de casación
interpuestos por Pascual Soto Ruiz, Parroquia San Vicente
de Paúl y Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., contra
la sentencia dictada en sua atribuciones correccionales, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo el 20 de mayo de
1982, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Rechaza 'os referidos recursos;
Tercero: Condena a Pascual Soto Ruiz, al pago de las costas
penales y a éste y a la Parroquia San Vicente de Paúl, el pago
de las civiles y las distrae en provecho del Dr. Miguel Ar-
cángel Vásquez Fernández, abogado del inter iiniente, quien
afirma haberlas avanzad* en su totalidad. y las declara oponi-
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bles a la Compañía de Seguros San Rafael, C por A., centro
de los términos de la Póliza.

cace
(FIn-RM

 Fernando E. Ravelo de la Fu mte.
,
- Leonte RafaelAl

burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara:-- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública, del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.. (FD0.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 56

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 14 de junio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Francisco A. Santos Torres, José T. Torres
Recio y Compañía de Seguros Pepín , S.A.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28
de noviembre de 1983, años 140* de la Independenc i a y 121'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación; la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José Teó-
filo Torres Recio, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
ler, cédula No. 3421, serie 73, domiciliado en la sección de
Monte Grande, municipio de Loma de Cabrera, Francisco A.
Santos Torres, dominicano, mayor de edad, y la Compañía de
Seguros Pepin, S.A., domiciliada en la calle Mercedes es-
quina Palo Hincado de esta ciudad, contra la sentencia dicta-
da en sus atribuciones correccionales por la Corte de
Apetación de Santiago, el 14 de junio de 1978, cuyo dis-
positivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

Repúbl:ca;
Vista al acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, el 26 de junio de 1978 a re-
querimiento del abogado Dr. Ambiorix Díaz Estrella, en
representación de los recurrentes, José Teófilo Torres Recio
y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., en la cual no se
proponen ningún medio de casación;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
tarla de la Corte a-qua, el 22 de junio de 1978, a re-querimiento del recurrente Francisco Antonio Santos Torres,
en la cual no se propone contra la sentencia impugnada
ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 23 de noviembre del
corriente año, 1983 por el Magistrado Manuel D. 8ergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra dicha Corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, luis Víctor García
de Peña, Abelardo Herrera Piña, Máximo Puello Renville y
Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
cusación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los articulos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967, de Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1, 37 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Dajabón dictó el 3 de junio de 1977, en sus
atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dispositivo
se copia más adelante; b) que sobre el recurso interpuesto
contra dicho fallo intervino la sentencia ahora impugnada en
casación cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Admite en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por el Licdo. José Fermín Marte Diaz, quien actúa a
nombre y representación de José Teófilo Torres Recio, en su
calidad de persona civilmente responsable y de la Compañía
de Seguros Pepín, S.A., así como el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. Federico G. Juliao, quien actúa a
nombre y representación de Francisco Antonio Santos
Torres, parte civil constituida, contra sentencia No. 179, de
fecha tres (3) del mes de junio del año mil novecientos se-
tenta y siete (1977), dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Dajabón, cuyo dispositivo es
el siguiente: 'Falla: Primero: Que debe declarar al nombrado
José Teófilo Torres Recio, de generales anotadas, culpable



3726
	

JUDIGIAL

SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEM BRE DEL 1983

No. 56

Sentencia ímpug nada: Corte de Apelación de Santiago, de
fecha 14 de junio de 1978.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Francisco A. Santos Torres, José T. Torres
Recio y Compañia de Seguros Pepin, S.A.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, luis
Victor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28
de noviembre de 1983, años 140' de la Independenc i a y 121'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José Teó-
filo Torres Recio, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, cédula No. 3421, serie 73, domiciliado en la sección de
Monte Grande, municipio de Loma de Cabrera, Francisco A.
Santo:; Torres, dominicano, mayor de edad, y la Compañía de
Seguros Pepin, S.A., domiciliada en la calle Mercedes es-
quina Palo Hincado de esta ciudad, contra Ia sentencia dicta-
da en sus atribuciones correccionales por la Corte de
Apelación de Santiago, el 14 de junio de 1978, cuyo dis-
posi'ivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista al acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de Ia Corte a-qua, el 26 de junio de 1978 a re-
querimiento del abogado Dr. Ambiorix Díaz Estrella, en
representación de los recurrentes, José Teófilo Torres Recio
y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., en la cual no se
proponen ningún medio de casación;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-
taría de la Corte a-qua, el 22 de junio de 1978, a 	 re-
querimiento del recurrente Francisco Antonio Santos Torres,
en la cual no se propone contra la sentencia impugnada
ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 23 de noviembre del
corriente año, 1983 por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra dicha Corte, conjuntamente con los
Magistrados Darío Balcácer, Fernando E. Ravelo de 	 laFuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Victor García
de Peña, Abelardo Herrera Piña, Máximo Puello Renville y
Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
cusación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 del
1967, de Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil y 1, 37 y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó con
lesiones corporales, el Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Judicial de Dajabón dictó el 3 de junio de 1977, en sus
atribuciones cor reccionales, una sentencia cuyo dispositivo
se copia más adelante; b) que sobre el recurso interpuesto
contra dicho fallo intervino la sentencia ahora impugnada en
casación cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Admite en la forma el recurso de apelación in-
terpuesto por el Licdo. José Fermín Marte Diaz, quien actúa a
nombre y representación de José Teófilo Torres Recio, en su
calidad de persona civilmente responsable y de la Compañía
de Seguros Pepfn, S.A., así como el recurso de apelación
interpuesto por el Dr. Federico G. Juliao, quien actúa a
nombre y representación de Francisco Antonio Santos
Torres, parte civil constituida, contra sentencia No. 179, de
fecha tres (3) del mes de junio del año mil novecientos se-
tenta y siete (1977), dictada por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Dajabón, cuyo dispositivo es
el siguiente: 'Falla: Primero: Que debe declarar al nombrado
José Teófilo Torres Recio, de generales anotadas, culpable

1
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del debto de violación a la Ley No. 241, en perjuicio de
Francisco Antonio Santos Torres, y en consecuenc ia se

condena al pago de una multa de SETENTICINC O PESOS

ORO (RD$75.00) y al pago de las costas acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Seg undo: Que debe des-

cargar, como al efecto descarga al nombrado Francisco
Antonio Santos Torres del hecho a su cargo, por no haberlo

cometido; Tercero: Que debe declarar, como al efecto
declara buena y válida la constitución en parte civil hecha por
el señor Francisco Antonio Santos Torres contra el señor
José Teófilo Torres Recio y en consecuencia se condena al
pago de una indemnizació n de TRES MIL PESOS ORO
(RD$3,000.00) como justa reparación por los daños morales y
materiales sufridos por éste; Cuarto: Que debe condenar,
como al efecto condena a José Teófilo Torres Recio al pago
de la suma de CUATROCIE NTOS PESOS ORO (RD$400.00)
por los daños sufridos por el motor de su propiedad, marca

Honda -50; Quinto: Que debe condenar, como al efecto con
dena a José Teóf ilo Torres Recio al pago de los intereses lega
les de la suma acordada a partir de la lecha de la demanda:

Sexto: Que debe declarar, como al efecto declara, que la
presente sentencia le sea oporuble y ejecutable a la Cia de
Seguros Pepin, S.A., en su calidad de compañía aseguradora

de la responsabil idad civil de José Teófilo Torres Recio;

Séptimo: Que debe condena r, como al efecto condena a
José Teófilo Torres Recio y a la compañía aseguradora
Seguros Pepín, S.A., al pago de las costas civiles de la
presente demanda, distrayéndolas en favor del Dr. Federico
G. Julio G., por declarar haberlas avanzado en su totalidad';

SEGU NDO: Declara regular la intervenc ión en audiencia de

la parte civil constituida; TERCERO: Modifica el Ordinal

Tercero de la sentenc i a recurrida en el sentido de reducir la
indemnización acordada en favor de Francisco Antonio
Santos Torres, a la suma de Mil Setecientos Cincuenta Pesos
Oro (RDS1,750.00) por considerar esta Corte, que es ésta la
suma justa, adecuada y suficiente para reparar los daños
tanto morales como materiales experimentad os por la parte

civil constituida a consecuenc ia del acciaente de que se trata,

CU ARTO: Modifica el Ordinal Cuarto de dicha sentencia en

el sentido de condena r a José Teófilo 1 orres Recio, persona

civilmente responsable al pago de una indemnizac ión a justj
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ficar por estado en favor de Francisco Antonio Santos Torres,
por los daños materiales experimentados por el motor de su
propiedad marca Honda-50, en el accidente de que se trata;
QU INTO: Revoca el Ordinal Séptimo de dicha sentencia en
cuanto condenó a la compañía de Seguros Pepín, S.A., al
pago de las costas civiles; SEXTO: Confirma la sentencia-recurrida en sus demás aspectos; SEPTIMO: Condena aJosé Teófilo Torres Recio, persona civilmente responsable, alpago de las costas civiles del procedimiento, ordenando la
distracción de las mismas en provecho del Dr. Federico G.
Julio G., abogado que afirma estarlas avanzando en su to-
talidad";
_.Considerando, en cuanto a los recursos de Francisco A.
Santos Torres, parte civil constituida, y la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., que procede declarar la nulidad de los
mis-nos ya que, ni en el momento de declarar sus recursos, ni
posteriormente, han expuesto los medios en que los fun-
damentan, como lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 dela ley sobre Procedimiento de Casación, por lo que se proce-
de a examinar el recurso del prevenido;

Considerando, que la Corte a-qua para declarar culpable alprevenido José Teófilo Torres Recio, del delito puesto a su
cargo, y fallar como lo hizo, dio por establecido lo siguiente:
a) que el 2 de diciembre de 1976, aprox imadamente a las 4:00p.m. mientras el prevenido José Teófilo Torres Recio con-
ducía la camioneta, de su propiedad, placa No. 523-014, por
un carnino vecinal de Monte Grande, chocó la motocicleta
conducida por su propietario, Francisco Antonio Santos
Torres, quien transitaba en dirección contraria: b) que en el
accidente éste resultó con lesiones que curaron después de
30 y antes de 60 días; c) que el hecho se debió a la im-
prudencia del prevenido, al tomar una curva de la vía en
clbnde ocurrió el hecho a una velocidad mayor de • 35 kilóme-
tros por hora, a pesar de tratarse de un camino vecinal en el
cual, por' su estrechez, no se debe transitar a esa velocidad;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte
a-qua constituyen el delito de golpes y heridas, por im-
prudencia, previsto en el anículo 49 de la Ley No. 241 del
1976, de Tránsito y Vehículos, y sancionado en su letra lc)
con prisión de seis meses a dos años, y multa de RD$100.00 a
R D$500.00, si la enfermedad o i mposibilidad para su trabajodurare 20 días o más, como sucedió en la especie; que al
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del delito de violación a la Ley No. 241, en perjuicio de
Francisco Antonio Santos Torres, y en consecuenc i a se

condena al pago de una multa de SETENTICINC O PESOS

ORO (RDS75.00) y al pago de las costas acogiendo en su fa-

vor circunstanc ias atenuantes; Segundo: Que debe des-

cargar, como al efecto descarga al nombrado Francisco
Antonio Santos Torres del hecho a su cargo, por no haberio

cometido; Tercero: Que debe declarar, como al efecto
declara buena y válida la constitución en parte civil hecha por
el señor Francisco Antonio Santos Torres contra el señor
José Teófilo Torres Recio y en consecuencia se condena al
pago de una indemnizac i ón de TRES MIL PESOS ORO
(RDS3,000.00) como justa reparación por los daños morales y
materiales sufridos por éste; Cuarto: Que debe condenar,
como al efecto condena a José Teófilo Torres Recio al pago
de la suma de CUATROCIE NTOS PESOS ORO (RDS400.00)
por los daños sufridos por el motor de su propiedad, marca

Honda -50; Quinto: Que debe condenar, , como al efecto coh

dena a José Teófilo Torres Recio al pago de los intereses lega
les de la suma acordada a partir de la fecha de la demanda;

Sexto: Que debe declarar, como ál efecto declara, que la
presente sentencia le sea oporoble y ejecutable a ia Cía de
Seguros Pepín, S.A., en su calidad de compañía aseguradora

de la responsabil i dad civil de José Teófilo Torres Recio;

Séptimo: Que debe condena r, como al efecto condena a
José Teófilo Torres Recio y a la compañía aseguradora
Seguros Pepín, S.A., al pago de las costas civiles de la
presente demanda, distrayéndol a s en favor del Dr. Federico
G. Julio G., por declarar haberlas avanzado en su totalidacY;

SEGUNDO: Declara regular la intervenció n en audiencia de

la parte civil constituida; TERCERO: Modifica el Ordinal

Tercero de la sentenc i a recurrida en el sentido de reducir la
indemnización acordada en favor de Francisco Antonio
Santos Torres, a la suma de Mil Setecientos Cincuenta Pesos
Oro (RDS1,750.00) por considerar esta Cor-te, que es ésta la
suma justa, adecuada y suficiente para reparar los daños
tanto morales como maieriales experimentados por la parte

civil constituida a consecue ncia del accidente de que se trata,

CU ARTO: Modifica el Ordinal Cuarto de dicha sentencia en

el sentido de condena r a José Teófilo 1 orres Recio, persona

civilmente responsable al pago de una indemniza ción a justi

ficar por estado en favor de Francisco Antonio Santos Torres,
por los daños materiales experimentados por el motor de supr

opiedad marca Honda-50, en el accidente de que se trata;
QUINTO: Revoca el Ordinal Séptimo de dicha sentencia en
cuanto condenó a la compañía de Seguros Pepín, S.A., al
pago de las costas civiles; SEXTO: Confirma la sentencia-recurrida en sus demás aspectos; SEPTIMO: Condena a
José Teófilo Torres Recio, persona civilmente responsable, alpago de las costas civiles del procedimiento, ordenando la
distracción de las mismas en provecho del Dr. Federico G.
Julio G., abogado que afirma estarlas avanzando en su to-
talidad";
_ Considerando, en cuanto a los recursos de Francisco A.Santos Torres, parte civil constituida, y la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., que procede declarar la nulidad de los
mismos ya que, ni en el momento de declarar sus recursos, ni
posteriormente, han expuesto los medios en que los fun-
darhentan, como lo exige, a pena de nulidad, el artículo 37 deLey sobre Procedimiento de Casación, por lo que se proce-
de a examinar el recurso del prevenido;

Cons iderando, que la Corte a-qua para declarar culpable al
prevenido José Teófilo Torres Recio, del delito puesto a su
cargo, y fallar como lo hizo, dio por establecido lo siguiente:a) que el 2 de diciembre de 1976, aproximadamente a las 4:00p.m. mientras el prevenido José Teófilo Torres Recio con-
ducía la camioneta, de su propiedad, placa No. 523-014, por
un camino vecinal de Monte Grande, chocó la motocicleta
conducida por su propietario, Francisco Antonio Santos
Torres, quien transitaba en dirección contraria: b) que en el
accidente éste resultó con lesiones que curaron después de
30 y antes de 60 días; c) que el hecho se debió a la im-
prudencia del prevenido, al tomar una curva de 

la vía enclbncle ocurrió el hecho a una velocidad mayor de'35 kilóme-
tros por hora, a pesar de tratarse de un camino vecinal en el
cual, por su estrechez, no se debe transitar a esa velocidad;

Considerando, que los hechos así establecidos por la Cortea-qua constituyen el delito de golpes y heridas, por im-
prudencia, previsto en el anículo 49 de la Ley No. 241 del
1976, de Tránsito y Vehículos, y sancionado en su letra (c)
con prisión de seis meses a dos años, y multa de RDS100.00 a
RDS500.00, si la enfermedad o imposibilidad para su trabajo
durare 20 días o más, como sucedió en la especie; que al
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condena r al prevemdo recurrente a una muita de RDS75.00,
acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-
blecido que el hecho del prevenido causó a Francisco An-
tonio Santos Torres daños y perjuicios materiales y morales,
que evaluó en la suma de RDS1,750.00; y a liquida r por estado

los daños materiales ocasionados a su motocicleta, más los
intereses a partir de la demanda; que, por consiguiente, al

condena r la Corte a-qua al prevenido recurrente al pago de
esas indemnizaciones hizo una aplicación correcta del ar-
tículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada la sentenc i a impugnada en

sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su

casación;
Por tales motivos, Primero : Declara nulos los recursos de

casación interpuestos por Francisco Santos Torres y la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., contra la sentenc ia dicta-

da en sus atribuciones correccionales por la Corte de

Apelació n de Santiago, el 14 de junio de 1978, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;

Segundo : Rechaza el recurso de casació n interpuesto contra

dicha sentenc ia por José Teófilo Torres Recio; tercero:

Condena a éste al pago de las costas penales.
IFIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-

cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- leonte R. Al-

burquer que C.- Luis V. García de Peña.- Máximo Puello
Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audienc i a pública del día, mes y año, en él expresado s, y fue

firmada, leída y publicad a por mí, Secretario General, que

certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.
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S ENTENCIA DE FECHA 28 DE N OVIEMBRE DEL 1983No. 57

Sentencia impugnada: Corte ae Apelacion de Santo
Domingo, de fecha 6 de febrero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (sI: José E. M ichellen Stefan y Remy, C. por A.

Dios, Patria y Libertao.
República Dominicana.

En Nomore ae ía República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constjtuida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto cle Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renvine, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28
de noviembre de 1983, años 140' de la Independencia y 121'de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos . de casación i nterpuestos por José E.
Michellen Stefan, dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en la calle L. esquina H, Arroyo Hondo, de esta
ciudad; Remy, C. por A., con asiento social en la Privada de
Haina, A.O., S.A., Distrito Nacional, contra la sentencia
dictada en sus at ribuciones correccionales, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;

Vista el acta de los recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a-qua, en fecha 13 de marzo de 1980, a
requerimiento del abogado Dr. Bolívar Soto Montás, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de •casación 
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condena r al prevenid o recurrente a una multa de RDS75.00,

acogiendo circunstancias atenuante s , la Corte a-qua le aplicó

una sanción ajustada a la ley;

blecido que el hecho del prevenido causó a Francisco An-

tonio Santos Torres daños y perjuicios materiales y morales,

que evaluó en la suma de RDS1,750 . 00; y a liquida r por estado

los daños materiales ocasionados a su motocicleta, más los

intereses a partir de la demand a; que, por consiguiente, al

condena r la Corte a-qua al prevenido recurrente al pago de

esas indemnizaciones hizo una aplicació n correcta del ar-

tículo 1383 del Código Civil;

sus demás aspectos, en lo que concierne al interés del pre-

venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su

Considerando, que, asimismo, la Corte a-qua dio por esta-

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en

casación;
Por tales motivos, Primero : Declara nulos los recursos de

casació n
 interpuestos por Francisco Santos Torres y la

Compañía de Seguros Pepín, S.A., contra la sentenc ia dicta-

da en sus atribuciones correccionales por la Corte de

Apelació n
 de Santiago, el 14 de junio de 1978, cuyo dis-

positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Rechaza el recurso de casació n interpuesto contra

dicha sentenc ia por José Teófilo Torres Recio; tercero:

Condena a éste al pago de las costas penales.
IFIRMADOSI: Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-

cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Máximo Puello
Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
Miguel Jacobo F., Secretario General.

La presente sentenc i a ha sido dada y firmada por los se-
a

ñores Jueces que figuran en su encabe zamiento, eny la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, 

firmada, leída y publica da por mí, Secretario Genera l , que

certifico. 1FDO.): Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 57

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 6 de febrero de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente 1s): José E. Michellen Stefan y Remy, C. por A.

Dios, Patria y Libertan.
República Dominicana.

En Nombre ae ia Repübrica, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constjtuida por los Jueces Manuel D. Bergés

' Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 28
de noviembre de 1983, años 140' de la Independencia y 121'
de la R estauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por José E.
Michellen Stefan, dominicano, mayor de edad, domiciliado y
residente en la calle L. esquina 1-1, Arroyo Hondo, de esta
ciudad; Remy, C. por A., con asiento social en la Privada de
Haina, A.O., S.A., Distrito Nacional, contra la sentencia
dictada en sus atribuciones correccionales, por la Corte de
Apelación de Santo Domingo, cuyo dispositivo se copia más
adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recurso de casación levantada en la

Secretaria de la Corte a-qua, en fecha 13 de marzo de 1980, a
requerimiento del abogado Dr. Bolívar Soto Montás, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
contra la sentencia impugnada ningún medio de casación



Visto el auto dictado en fecha 25 de noviembre del co-
rriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chu-
pani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por me-
dio del cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte,
juntamente con los Magist rados Darío Balcácer, F. E. Ravelo
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y
Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil y 1, 37 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó muerta,
la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó en fecha 7 de febrero de 1979, una
sentencia en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; b) que sobre el recurso in-
terpuesto contra dicho fallo intervino la sentencia ahora
impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Rechaza por improcedente la solicitud
de reapertura de debates dirigida a esta Corte de Apelación
por los señores Rodolfo R. González Brown y María Natividad
Genao González, mediante instancia de fecha cinco (5) de
diciembre de 1979, suscrita por los Dres. Carlos P. Romero
Butten, Gustavo A. Valdéz Mena y Magaly Calderón García;
SEGUNDO: Declara buenos y válidos en cuanto a la forma
los recursos de apelación interpuestos en fecha siete (7) de
febrero y cinco (5) de marzo de 1979, por los Dres. J. 0. Viñas
Bonnelly a nombre y representación de José E. Michellen
Stefan, y de la Compañía La Real de Seguros, S.A., y el Dr.
Carlos P. Romero Butten, Dr. Gustavo A. Valdéz y Lic. Magali
Calderón G. a nombre y representanción de los señores Ro-
dolfo R. González y María N. Genao González, parte civil
constituida, contra sentencia de fecha Siete (7) de febrero de
1979, dictada por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla; Primero: Se rechaza la solicitud de reapertura de

HOLE:TIN JUDICIA I,
3733

los debates elevados por—José• E. Michellen Stefan Remy,
C. por A. y la Cía. La Real de Segu:os, S. A., por intermedio de su abogado Dr. J. O. Viñas Bonnelly, por im-procedente y mal fundada; Segundo: Se pronuncia el de-fecto en contra del nombrado-José E. Michellen Stefan, porno haber comparecido a la audiencia, no obstante haber sidolegalmente citado; Tercero: Se declara al nombrado José E.Michellen Stefan, culpable de violar la Ley 241, en perjucio deJhenny Violeta González Genao, y en consecuencia, secondena al pago de una multa de Trescientos pesos oroIRDS300.00) y sufrir la pena de Tres meses (3) meses deprisión correccional, acogiendo en su favor circunstanciasate

nuantes; Cuarto: Se ordena la cancelación de la licencia
No. 46728, para conducir vehículo de motor y expedida alnombrado José E. Michellen Stefan, por un período de Tres
años a partir de la fecha de la presente sentencia; Quinto: Sedeclara buena y válida la constitución en parte civil in tentadapor Rodolfo R. González Brown y María Natividad GenaoGonzález, en su calidad de padres y tutores legales de la
menor Jhenny Violeta González Genao, en contra de José E.
Michellen Stefan y la firma—Remy C. por A., por haberlahecho de acuerdo a las disposiciones legales, enconsecuencia se condena solidariamente a José E. MichelenStefan y a la Sociedad Comercial Remy, C. por A., al pago deuna indemnización de Doce mil pesos oro (RDS1 2,000.00) afavor de dicha parte civil constituida como justa reparaciónPor los daños morales y materiales ocasionándole con el acci-dente, más al pago de los intereses legales de la sumaacordadaa título de indemnización complementaria y a partir

de la fecha de la demanda en justicia, así como al pago de las
costas civiles con distracción de las mismas, en provecho delos Dres. Carlos P. Romero Butten, Gustavo A. Valdéz Mena
y Lic. Magali Calderón García, quienes afirman estarlasavanzando en su mayor parte; Sexto: Se declara la presentesentencia común y oponible a la Compañía La Real de
Seguros, C. por A., por ser la entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó dicho accidente; Séptimo: Se
condena al nombrado José E. Michellen Stefan al pago de las
costas'; Por haber sido hecho conforme a las formalidadeslegales;

TERCERO: En cuanto al fondo, modifica el ordinal Sto. de
la sentencia recurrida, y la Corte actuando por propia autori-

. 3732   
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Visto el auto dictado en fecha 25 de noviembre del co-
rriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chu-
pani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por me-
dio del cual integra, en su indicada calidad, dicha Corle,
juntamente con los Magistrados Darío Balcácer, F. E. Ravelo
de la Fuente, Leonte R. Alburquerque C., Luis V. García de
Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y
Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribunal, para
completar la mayoría en la deliberación y fallo del recurso de
casación de que se trata, de conformidad con las Leyes Nos.
684 de 1934 y 926 de 1935; •

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley 241 de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos; 1383 del Código Civil y 1, 37 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y los
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo de
un accidente de tránsito en que una persona resultó muerta,
la Sexta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, dictó en fecha 7 de febrero de 1979, una
sentencia en sus atribuciones correccionales, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; b) que sobre el recurso in-
terpuesto contra dicho fallo intervino la sentencia ahora
impugnada en casación cuyo dispositivo es el siguiente:
"FALLA: PRIMERO: Rechaza por improcedente la solicitud
de reapertura de debates dirigida a esta Corte de Apelación
por los señores Rodolfo R. González Brown y María Natividad
Genao González, mediante instancia de fecha cinco (5) de
diciembre de 1979, suscrita por los Dres. Carlos P. Romero
Butten, Gustavo A. Valdéz Mena y Magaly Calderón García;
SEGUNDO: Declara buenos y válidos en cuanto a la forma
los recursos de apelación interpuestos en fecha siete (7) de
febrero y cinco (5) de marzo de 1979, por los Dres. J. 0. Viñas
Bonnelly a nombre y representación de José E. Michellen
Stefan, y de la Compañía La Real de Seguros, S.A., y el Dr.
Carlos P. Romero Butten, Dr. Gustavo A. Valdéz y Lic. Magali
Calderón G. a nombre y representanción de los señores Ro-
dolfo R. González y María N. Genao González, parte civil
constituida, contra sentencia de fecha Siete (7) de febrero de
1979, dictada por la Sexta Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice
así: 'Falla; Primero: Se rechaza la solicitud de reapertura de
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legales;
costas'; Por haber sido hecho conforme a las formalidades

condena al nombrado José E. Michellen Stefan al pago de las
vehículo que ocasionó dicho accidente; Séptimo: Se
Seguros, C. por A., por ser la entidad aseguradora del

avanzando en su mayor parte; Sexto: Se declara la p resentesentencia común y oponible a la Compañía La Real de

y Lic. Magali Calderón García, quienes afirman estarlas
los Dres. Carlos P. Romero Butten, Gustavo A. Valdéz Mena
costas civiles con distracción de las mismas, en provecho de
de la fecha de la demanda en justicia, así como al pago de las
acordada a título de indemnización complementaria y a panio

dente, más al pago de los intereses legales de la suma
Por los daños morales y materiales ocasionándole con el acci-

favor de dicha parte civil constituida como justa reparación

una indemnización de Doce mil pesos oro (RDS1 2,000.00) a

Stefan y a la Sociedad Comercial Remy, C. por A., al pago de

hecho de acuerdo a las _disposiciones legales, en

menor Jhenny Violeta González Genao, en contra de José E.

consecuencia se condena sol idariamente a José E. Michelen

González, en su calidad de padres y tutores legales de la
por Rodolfo R. González Brown y María Natividad Genao
declara buena y válida la constitución en parte civil in tentada

Michellen Stefan y la firorra_Ftergy, C. por A., por haberla

años a partir de la fecha de la presente sentencia; Quinto: Se

-(RDS300.00) y sufrir la pena de Tres meses (3) meses de

No. 46728, para conducir vehículo de motor y expedida alnombrado José E. Michellen Stefan, por un período de Tres

atenuantes; Cuarto: Se ordena la cancelación de la licencia

condena al pago de una multa de Trescientos pesos oro
Jhenny Violeta González Genao, y en consecuencia, se

prisión correccional, acogiendo en su favor circunstancias

Michellen Stefan, culpable de violar la Ley 241, en perjucio de

no haber comparecido ala audiencia, no obstante haber sido
fecto en contra del nombrado-José E. Michellen Stefan, por

procedente y mal fundada; Segundo: Se pronuncia el de-

legalmente citado; Tercero: Se declara al nombrado José E.

C. por A. y la Cía. La Real de Seguros, S. A., por on
los debates elevados por José E. Michellen Stefan Remy,
termedio de su abogado Dr. J. O. Viñas Bonnelly, por im-

TERCERO: En cuanto al fondo, modifica el ordinal 5to. de	 ijlgUla sentencia recurrida, y la Corte actuando por propia autori-
•
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dad fija en la suma de Ocho mil pesos oro IRDS8,000.00), la

indemnización en provecho de los señores Rodolfo R.
González Brown y María Natividad Genao González, persona
civilmente constituida, por considerar dicha suma más en
armonía con los daños experimentado s al haberse de-
terminado en el caso de la especie, entre el prevenido y la
víctima una concurrenc i a de faltas generadoras del accidente;
CUARTO: Modifica el ordinal 3ro. de la sentencia recurrida
en cuanto a la pena aplicada al prevenido, y condena al señor
José E. Michellen Stefan únicamente a la multa pronunciada
en dicha sentencia; QUINTO: Confirma en sus demás as-
pectos la sentencia recurrida; SEXTO: Condena a José E.
Michellen Stefan y la sociedad comercial Remy, C. por A., al
pago de las costas de la alzada con distracción de las mismas
en provecho del Dr. Carlos P. Romero Butten, abogado que
afirma haberlas avanzado en su totalidad; SEPTIMO: Se da
acta del desistimiento hecho en audiencia por la parte civil
constituida en lo que concierne a la oponibilidad contra la
Compañía "La Real de Seguros, S.A.", de la sentencia
condenatoria que intervenga a su favor";

Considerando, en cuanto al recurso de la Remy, C. por A.,
que procede declarar !a nulidad del mismo ya que ni en el
momento de declarar su recurso ni posteriormente ha ex-

puesto el medio en que lo fundamenta como lo exige a pena
de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedim i ento de

Casación, por lo que procede examinar el recurso del pre-

venido;
Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpable

al prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido mediante la ponderación de los elementos de juicio
que fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 28 de noviembre de 1978,
mientras José E. Michellen Stefan conducía el carro placa
No. 141-705, propiedad de la Remy, C. por A., asegurado con
Póliza No. 60-1445 de la Real de Seguros, S.A., transitando
de Este a Oeste por la avenida 25 de febrero de esta ciudad,
al llegar detrás del Campamento Duarte atropel ló a la menor

Jhenny Violeta González, quien en ese momento intentaba
cruzar la vía, ocasionándo le lesiones que le produjeron la
muerte; b) que el accidente se debió además de la falta de la
menor, a la imprudencia del prevenido recurrente por con-
ducir su vehículo a una velocidad que no le permitió detenerlo
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a tiempo, no obstante haber visto antes del accidente a un
grupo de niños que jugaba cerca del lugar del hecho;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de José A. Michellen Stefan, el delito de homicidio
por i mprudencia previsto y sancionado en el inciso 1° del
artículo 49, de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos,
con las penas de dos a cinco años de prisión y multa de
RDS500.00 a RDS2,000.00, cuando las lesiones ocasionaren la
muerte de una persona como sucedió en la especie; que al
condenar al prevendio recurrente a una multa de RDS300.00,
acogiendo circunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido, que el hecho del prevenido ocasionó a Rodolfo
González Brown y María Natividad Genao, constituidos en
parte civil, en su calidad de padres de la menor muerta, daños
y perjuicios materiales y morales que evaluó en la suma de
R DS8,000.00, que al condenar al prevenido recurrente
juntamente con Remy, C. por A., puesta en causa como ci-
vilmente responsable, al pago de esa suma más al de los
intereses legales ae la misma a partir de la demanda a título
de indemnización, la Corte a-qua hizo una correcta
apl icación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de
casación i nterpuesto por Remy, C. por A., contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales el 6 de febrero de
1980, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo aparece copiado en parte anterior del presentefallo; Segundo: Rechaza al recuso del prevenido José E.
Michellen Stefan, contra la indicada sentencia y lo condena alpago de las costas penales.

( FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael Alburquer
que C.- Luis V. García de Peña.- Máximo Puello Renville.-
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dad fija en la suma de Ocho mil pesos oro IRD$8,000.00), la

indemnización en provecho de los señores Rodolfo R.
González Brown y María Natividad Genao González, persona
civilmente constituida, por considerar dicha suma más en
armonía con los daños experimentados al haberse de-
terminado en el caso de la especie, entre el prevenido y la
víctima una concurrencia de faltas generadoras del accidente;
CUARTO: Modifica el ordinal 3ro. de la sentencia recurrida
en cuanto a la pena aplicada al prevenido, y condena al señor
José E. Michellen Stefan únicamente a la multa pronunciada
en dicha sentencia; QUINTO: Confirma en sus demás as-
pectos la sentencia recurrida; SEXTO: Condena a José E.
Michellen Stefan y la sociedad comercial Remy, C. por A., al
pago de las costas de la alzada con distracción de las mismas
en provecho del Dr. Carlos P. Romero Butten, abogado que
afirma haberlas avanzado en su totalidad; SÉPTIMO: Se da
acta del desistimiento hecho en audiencia por la parte civil
constituida en lo que concierne a la oponibilidad contra la
Compañía "La Real de Seguros, S.A.", de la sentencia
condenatoria que intervenga a su favor";

Considerando, en cuanto al recurso de la Remy, C. por A.,
que procede declarar !a nulidad del mismo ya que ni en el
momento de declarar su recurso ni posteriormente ha ex-
puesto el medio en que lo fundamenta como lo exige a pena
de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Procedimie nto de

Casación, por lo que procede examinar el recurso del pre-

venido;
Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpable

al prevenido recurrente y fallar como lo hizo, dio por es-
tablecido mediante la ponderación de los elementos de juicio
que fueron regularmente administrados en la instrucción de la
causa, lo siguiente: a) que el 28 de noviembre de 1978,
mientras José E. Michellen Stefan conducía el carro placa
No. 141-705, propiedad de la Remy, C. por A., asegurado con
Póliza No. 60-1445 de la Real de Seguros, S.A., transitando
de Este a Oeste por la avenida 25 de febrero de esta ciudad,
al llegar detrás del Campamento Duarte atrope lló a la menor

Jhenny Violeta González, quien en ese momento intentaba
cruzar la vía, ocasionándol e lesiones que le produje ron la

muerte; b) que el accidente se debió además de la falta de la
menor, a la imprudencia del prevenido recurrente por con-
ducir su vehículo a una velocidad que no le permitió detenerlo
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a tiempo, no obstante haber visto antes del accidente a un
grupo de niños que jugaba cerca del lugar del hecho;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo de José A. Michellen Stefan, el delito de homicidio
por imprudencia previsto y sancionado en el inciso 1° del
artículo 49, de la Ley 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos,
con las penas de dos a cinco años de prisión y multa de
R 0$600.00 a R DS2,000.00, cuando las lesiones ocasionaren la
muerte de una persona como sucedió en la especie; que al
condenar al prevendio recurrente a una multa de RDS300.00,
acogiendo c i rcunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó
una sanción ajustada a la ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-
tablecido, que el hecho del prevenido ocasionó a Rodolfo
González Brown y María Natividad Genao, constituidos en
parte civil, en su calidad de padres de la menor muerta, daños
y perjuicios materiales y morales que evaluó en la suma de
RD S8,000.00, que al condenar al prevenido recurrentej untamente con Remy, C. por A., puesta en causa como ci-
vilmente responsable, al pago de esa suma más al de los
intereses legales ae la misma a partir de la demanda a titulo
de indemnización, la Corte	 a-qua hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos en lo
que concierne al interés del p revenido recurrente, la sentenciai mpugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos, Primero: Declara nulo  el recurso decasación i nterpuesto por Remy, C. por A., contra la sentencia
dictada en atribuciones correccionales el 6 de febrero de
1980, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo aparece copiado en parte anterior del presente.:)

fl  
fallo; Segundo: Rechaza al recuso del prevenido José E.
Michellen Stefan, contra la indicada sentencia y lo condena al
pago de las costas penales.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Dario Bal-
cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael Alburquer
que C.- Luis V. García de Peña.- Máximo Puello Renville.-
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Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel_.

Jacobo, Secretario General.-
presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

La Jueces que fi guran en su enbabezamiento, en la
ñoresaudiencia pública del dia, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída Y publicada por mi, Secretario Genera

l , que
_./
certifico.- (FD0.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 58

Sentencia im p ugnada: Corte de Apelación de Santo
Dormngo, de lecha 3 de agosto de 1981.

Materia: Correccional

Recurrente (s): Rafael Leonidas Castillo, Ramón E. Sánchez
y Seguros Pepín, S.A.

Abogado (s): Dr. Aaalberto G. Maldonado Ramírez.

Interviniente (s): Ramón Reyes Ramírez.

Abogado (s): Dr. Rafael Cornielle, y Dra. Yrlanda María Oli.
vero de Cornielle.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos de Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30
de noviembre de 1983, años 140' de la Independencia y 121'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Leonidas Castillo, domiciliado y residente en la calle No. 23,
Los Mina, de esta ciudad; Ramón E. Sánchez, dominicano,
mayor de edad, militar, cédula No. 21138, serie 10, residente
en la calle No. 25, casa No. 44, Los Mina, de esta ciudadt,
Seguros Pepín, S.A., con domicilio social en la calle Mercedes
No. 470 de esta ciudad, contra sentencia dictada en
atribuciones correccionales, por la Corte de Apelación de
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Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
	 Miguel_.

Jacobo. Secretario General.-
La presente sentencia ha sido dada y firmada por

ño	

los se-
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figuran en su entabezamiento, en la

audiencia pública
s que

del diada por mí, Secretario General, que
a, mes y ano en él expresados, y fue
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 58

Sentencia im p ugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 3 de agosto de 1981.

Materia: Correccional

Recurrente (s): Rafael Leonidas Castillo, Ramón E. Sánchez
y Seguros Pepín, S.A.
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Abogado (s): Dr. Adaiberto G. Maldonado Ramírez.

Interviniente (s): Ramón Reyes Ramírez.

Abogado (s): Dr. Rafael Cornielle, y Dra, Yrlanda María Oli-
vero de Cornielle.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bérgés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos de Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30
de noviembre de 1983, años 140' de la Independencia y 121'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Leonidas Castillo, domiciliado y residente en la calle No. 23,
Los Mina, de esta ciudad; Ramón E. Sánchez, dominicano,
mayor de edad, militar, cédula No. 21138, serie 10, residente
en la calle No. 25, casa No. 44, Los Mina, de esta ciudad;
Seguros Pepín, S.A., con domicilio social en la calle Mercedes
No. 470 de esta ciudad, contra sentencia dictada en
atriburiones correccionales, por la Corte de Apelación de
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Santo Domingo, de fecha 3 de agosto t.e 1981.  cuyo

dispositivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 19 de agosto de 1981,
a requerimiento del Dr. José Rafael Helena Rodríguez, cédula
No. 24603, serie 54, a nombre y representación de los
recurrentes, Ramón E. Sánchez, Rafael Leonidas Castillo y
Seguros Pepín, S.A., en la cual no se propone ningún medio
de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes de fecha
16 de septiembre de 1983, firmado por el Dr. Adalberto
Maldonado Hernández, cédula No. 40939, serie 31, en la que
se proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente Ramón Reyes Ramírez, cé-
dula No. 14274, serie 10, firmado por su abogado, Dra.
Yolanda María Olivero de Cornielle;

Visto el auto dictado en fecha 25 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual se llama a sí mismo para integrar la Corte, en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que se indican más adelante
y los arficulos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsi-
to y Vehículos de Motor, 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de
la Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de

Motor;
Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, en el que
una persona resultó con lesiones corporales, la Cuarta
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, dictó el 13 de agosto de 1980, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos, intervino el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente: FALLA: PRIMERO: Admite
como regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de
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ponsable y Compañía de Seguros Pepín, S.A., por no haber

al fondo pronuncia el defecto contra el prevenido Ramón E.
Sánchez; Josefina M. B. Reves, persona civilmente res-

acuerdo con las formalidades legales; SEGU NDO: En cuanto

Obligatorio de Vehículos de Motor.- Por haber sido hechos de
virtud del artículo 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro

chasis flo. BAFCL 76449, póliza No. A-16055/FJ, al momento
del accidente, era conducido por Ramón Emilio Sánchez, en

ésta la entidad aseguradora del vehículo placa No. 148-300,

y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., por ser

avanzaco en su totalidad; Se declara dicha sentencia común
Yolanda María Olivero de Cornielle, quien afirma haberlas

dicha suma a partir de la fecha de la demanda; condena a
Ramón Emilio Sánchez y Josefina Mercedes Bencosme
Reyes, al pago de las costas civiles en favor de la Dra.

Condena a los mismos al pago de los intereses legales de
morales y materiales sufridos por él en el presente accidente;

Ramírez, como justa reparación por los daños y perjuicios

Josefina Bencosme Reyes, al pago de una indemnización de

Ramón Reyes Ramírez, en contra de Ramón Emilio Sánchez y

cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha por

costas penales; CUARTO: Se declara regular y válida en

RDS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) en favor de Ramón Reyes

Pesos Oro) de multa; TERCERO: Se condena al pago de las

y heridas curables en 120 días, en perjuicio de Ramón Reyes
Ramírez, en consecuencia se condena a RD$100.00 (Cien

49 letra C de la Ley No. 241 (golpes y heridas causados in-
calle 25-D, No. 44 Los Mina, culpable de violación al artículo

mayor de edad, portador de la cédula de identificación

voluntariamente con el manejo de vehículo de motor) golpes

declara al nombrado Ramón Emilio Sánchez, dominicano,
no obstante haber sido citado legalmente; SEGUNDO: Se
Ramón Emilio Sánchez, por no haber asistido a la audiencia

personal No. 21138, serie 10, domiciliado y residente en la

sentencia de fecha 13 de agosto de 1980, dictada por la
Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: FALLA:

Rafael E. Sánchez, prevenido y Seguros Pepín, S.A., contra
de Rafael Leonidas Castillo, persona civilmente re sponsable;

fecha 16 de septiembre de 1980, a nombre y representación

PRIMERO: Se pronuncia el defecto en contra del nombrado

apelación interpuesto por el Dr. José R. Helena Rodríguez, en
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Santo Domingo, de fecha 3 oe agosto '.!e 1981.  cuyo

dispositivo se copia más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, de fecha 19 de agosto de 1981,
a requerimiento del Dr. José Rafael Helena Rodríguez, cédula
No. 24603, serie 54, a nombre y representació n de los
recurrentes, Ramón E. Sánchez, Rafael Leonidas Castillo y
Seguros Pepín, S.A., en la cual no se propone ningún medio
de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes de fecha
16 de septiembre de 1983, firmado por el Dr. Adalberto
Maldonado Hernández, cédula No. 40939, serie 31, en la que
se proponen los medios que se indican más adelante;

Visto el escrito del interviniente Ramón Reyes Ramírez, cé-
dula No. 14274, serie 10, firmado por su abogado, Dra.
Yolanda María Olivero de Cornielle;

Visto el auto dictado en fecha 25 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual se (lama a sí mismo para integrar la Corte, en la
deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los textos legales que se indican más adelante
y los art'culos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsi-
to y Vehículos de Motor, 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación; 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y 10 de
la Ley No. 4117 sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de

Motor;
Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta: al que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en esta ciudad, en el que
una persona resultó con lesiones corporales, la Cuarta
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, dictó el 13 de agosto de 1980, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) que sobre los recursos
interpuestos, intervino el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente: FALLA: PRIMERO: Admite
como regular y válido, en cuanto a la forma, el recurso de

Ii
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a pelación i nterpuesto por el Dr. José R. Helena Rodríguez, enfecha 16 de septiembre de 1980, a nombre y representación
de Rafael Leonidas Castillo, persona civilmente responsable;Rafael E. Sánchez, prevenido y Seguros Pepín, S.A., contra
sentencia de fecha 13 de agosto de 1980, dictada por la
Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia delDistrito Nacional, cuyo dispositivo dice así: FALLA:
PR IMERO: Se pronuncia el defecto en contra del nombrado
Ramón Emilio Sánchez, por no haber asistido a 

la audienciano obstante haber sido citado legalmente; SEGUNDO: Se
declara al nombrado Ramón Emilio Sánchez, dominicano,mayor de edad, portador de la cédula de identificación
personal No. 21138, serie 10, domiciliado y residente en la
calle 25-D, No. 44 Los Mina, culpable de violación al artículo
49 letra C de la Ley No. 241 (golpes y heridas causados in-
vol untariamente con el manejo de vehículo de motor) golpes
y heridas curables en 120 días, en perjuicio de Ramón Reyes
Ramírez, en consecuencia se condena a R DS100.00 (CienPesos Oro) de multa; TERCERO: Se condena al pago de lascostas penales; CUARTO: Se declara regular y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil hecha por
Ramón Reyes Ramírez, en contra de Ramón Emilio Sánchez y
Josefina Bencosme Reyes, al pago de una indemnización deR DS3,000.00 (Tres Mil Pesos Oro) en favor de Ramón Reyes
Ramírez, como justa reparación por los daños y perjuicios
morales y materiales sufridos por él en el presente accidente;
Condena a los mismos al pago de los intereses legales de
dicha suma a partir de la fecha de la demanda; condena a
Ramón Emilio Sánchez y Josefina Mercedes Bencosme
Reyes, al pago de las costas civiles en favor- de la Dra.
Yolanda María Olivero de Cornielle, quien afirma haberlas
avanzaco en su totalidad; Se declara dicha sentencia común
y oponible a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., po se
ésta la entidad aseguradora del vehículo placa No. 148-

r
 300,

r

chasis flo. BAFCL 76449, póliza No. A-16055/FJ, al momento
del accidente, era conducido por Ramón Emilio Sánchez, en
virtud del artículo 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro
Ob l igatorio de Vehículos de Motor.- Por haber sido hechos de
acuerdo con las formalidades legales; SEGUNDO: En cuanto
al fondo pronuncia el defecto contra el prevenido Ramón E.
Sánchez; Josefina M. B. Reves, persona civilmente res-
ponsable y Compañía de Seguros Pepín, S.A., por no haber
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comparecido no obstante haber sido legalmente citado;

TERCERO : Se confirma en todas sus partes la sentencia
apelada por ser justa en el fondo y reposar sobre base legal;
CUARTO: Condena al prevenido Ramón E. Sánchez, y a la
persona civilmente responsable Josefina M. Bencosme
Reyes, al pago de las costas civiles de la alzada, con dis-
tracción de las mismas en provecho de la Dra. Yolanda M.
Olivero de Cornielle, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; QUINTO: Declara la presente sentencia común,
oponible y ejecutable a la Compañía de Seguros Pepín, S.A.,

en su condición de entidad aseguradora del vehículo que

ocasionó el accidente";
Considerando, que en el caso, según se advierte, el

recurrente Rafael Leonidas Castillo, no resultó condenado
por la sentencia impugnada y en esa virtud, no recibió agra-
vios, por tanto, procede declarar inadmisible su recurso por

falta de interés;
Consideran do, que los recurrentes proponen contra la

sentencia impugnada los siguientes medios de casación:
Primer Medio: Falta de motivos e insuficiencia de los

mismos; Segundo Medio: Falta de base legal;

Considerand o, que en sus dos medios de casación reuni-
dos, los recurrentes alegan en síntesis lo siguiente: que el
agraviado no fue oído en ninguna de las instancias; y que la
instrucción del proceso se limita a la audición de un supuesto
testigo, que no aporta nada; que el prevenido, ignoró el

procedim i ento que se siguió en su contra; que para la fecha
en que se conoció el fondo en ambas instancias, no estuvo
presente el abogado representa nte de la compañía asegura-

dora, por no estar enterados de que el proceso se conocía en

las techas señaladas, pero,
Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpable

del accidente a Rafael E. Sánchez, y fallar como lo hizo, dio

por establecido, mediante la ponderació n de los elementos de

juicio aportados a la instrucció n de la causa, los siguientes
hechos: a) que en horas de la mañana del día 22 de febrero de
1980, mientra el prevenido Ramón Emilio Sánchez, conducía

el automóv il placa No. 148-300, propieda d de Josefina

Mercedes Bencosme Reyes, asegurado con la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., por la calle Nicolás de Ovando, en

direcció n Este a Oeste, próximo a la calle "41" del barrio
Cristo Rey, atropelló a Ramón Reyes Ramírez, que iba a
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cruzar la vía; b) que a consecuencia del accidente, el men-cionado agraviado resultó con lesiones corporales curablesdespués de 20 días; c) que el accidente se debió a la im-prudencia del pre

venido Ramón Emilio Sánchez, por conducir
a exceso de velocidad en una vía pública, sin tomar lasprecauciones necesarias ni reducir la marcha a un límitemínimo que le permitiera evitar at ropellar a la víctima;Consi

derando, que como se advierte, por lo anteriormenteexp
uesto, la sentencia impugnada contiene una 

exposiciónde los hechos de la causa y motivos suficientes y pertinentesque han permitido a la Suprema Corte de Justicia, 
verificar,que en el caso, se ha hecho una correcta a plicación de la Ley;que además, en el fallo impugnado consta, que el prevenidor

ecurrente, la persona civilmente responsable puesta en
causa, Josefina Mercedes B encosme Reyes y la compañíaaseguradora Pepín, S.A., fueron legalmente citados para laaudiencia quo conoció el fondo del proceso, según actos defechas 23 de junio de 1981, del Ministerial Rafael A. Chevalier,A lguacil de Estrados de la Corte de Apelación de SantoD
omingo, y en esa virtud, no se le privó a dichas partes que loalegan, la oportunidad de ser oídas en la ins trucción delproceso, por tanto, los medios propuestos por losrecurrentes, carecen de fundamentos y deben ser deses-timados;
Considerando, que los hechos así establecidos por la Corte

a-qua, constituyen el delito de golpes y heridas por im-prudencia, puesto a cargo de Ramón Emilio Sánchez, causa-dos con la conducción de un vehículo deocasionaron enfermedad curable después de veinte
motor,

días
que
enperjuicio de Ramón Reyes Ramírez, previsto por el artículo 49de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos ys

ancionado en el inciso (b) del mismo texto legal, con laspenas de seis (6) meses a dos (2) años de prisión 
correccionaly multa de RD S100.00 a RDS500.00 (Quinientos Pesos), si laenfermedad o imp

osibilidad para su trabajo durara, 20 días omás, como sucedió en la especie; que al condenar al pre-venido, a pagar una multa de cien pesos ( RD S100.00)acogiendo circunstancias atenuantes la Corte a-qua, le aplicóuna sanción ajustada a la Ley;
Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-tablecido, que el hecho del prevenido ocasionó daños yperjuicios ma teriales y morales a Ramón Reyes Medina,

ROLETIN JUDICIAL



3740

comparecido no obstante haber sido legalmente citado;

TERCERO: Se confirma en todas sus partes la sentencia
apelada por ser justa en el fondo y reposar sobre base legal;

CUARTO: Condena al prevenid o Ramón E. Sánchez, y a la

persona civilmente responsab l e Josefina M. Bencosme
Reyes, al pago de las costas civiles de la alzada, con dis-
tracción de las mismas en provecho de la Dra. Yolanda M.
Olivero de Cornielle, quien afirma haberlas avanzado en su

totalidad; QUINTO: Declara la presente sentencia común,

oponible y ejecutab le a la Compañía de Seguros Pepín, S.A.,

en su condición de entidad asegurado ra del vehículo que

ocasionó el accidente";
Considera ndo, que en el caso, según se advierte, el

recurrente Rafael Leonidas Castillo, no resultó condenado

por la sentenc i a impugnada y en esa virtud, no recibió agra-

vios, por tanto, procede declarar inadmisib le su recurso por

falta de interés;
Considerand o, que los recurrentes proponen contra la

sentencia impugnada los siguientes medios de casación:

Primer Medio: Falta de motivos e insuficiencia de los

mismos; Segundo Medio: Falta de base legal;

Considerando , que en sus dos medios de casación reuni-
dos, los recurrentes alegan en síntesis lo siguiente: que el
agraviado no fue oído en ninguna de las instancias; y que la

instrucció n del proceso se limita a la audición de un supuesto
testigo, que no aporta nada; que el prevenido, ignoró el

procedimie nto que se siguió en su contra; que para la fecha
en que se conoció el fondo en ambas instancias, no estuvo
presente el abogado representa nte de la compañía asegura-

dora, por no estar enterados de que el proceso se conocía en
las fechas señaladas, pero,

Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpable

del accidente a Rafael E. Sánchez, y fallar como lo hizo, dio
por establecido, mediante la ponderació n de los elementos de

juicio aportados a la instrucció n de la causa, los siguientes

hechos: a) que en horas de la mañana del día 22 de febrero de
1980, mientra el prevenid o Ramón Emilio Sánchez, conducía

el automóvi l placa No. 148-300, propiedad de Josefina

Mercedes Bencosme Reyes, asegurado con la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., por la calle Nicolás de Ovando, en
dirección Este a Oeste, próximo a la calle "41" del barrio
Cristo Rey, atropelló a Ramón Reyes Ramírez, que iba a
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cruzar la vía; b) que a consecuencia del accidente, el men-cionado agraviado resultó con lesiones corporales 

curablesdespués de 20 días; c) que el a ccidente se debió a la im-prudencia del pre
venido Ramón Emilio Sánchez, por conducira exceso de velocidad en una vía pública, sin tomar lasprecauciones necesarias ni reducir la marcha a un límitemínimo que le permitiera evitar a tropellar a la víctima;Consi

derando, que como se advierte, por lo anteriormenteexpuesto, la sentencia impugnada contiene una exposiciónde los hechos de la causa y motivos suficientes y pertinentesque han permitido a la Suprema Corte de J usticia, verificar,que en el caso, se ha hecho una correcta a plicación de la Ley;que además, en el fallo impugnado consta, que el prevenidore
currente, la persona civilmente responsable puesta en

causa, Josefina Mercedes Bencosme Reyes y la compañíaaseguradora Pepín, S.A., fueron legalmente citados para laaudiencia que conoció el fondo del proceso, según actos defechas 23 de junio de 1981, del Ministerial Rafael A. Chevalier,Alguacil de Estrados de la Corte de Apelación de SantoD
omingo, y en esa virtud, no se le privó a dichas partes que 

loalegan, la oportunidad de ser oídas en la instrucción delproceso, por tanto, los medios propuestos por losrecurrentes, carecen de fundamentos y deben ser deses-timados;
Cons iderando, que los hechos así establecidos por la Cortea-qua, 

constituyen el delito de golpes y heridas por im-prudencia, puesto a cargo de Ramón Emilio Sánchez, causa-dos con la conducción de un vehículo deocasionaron enfermedad curable después de veinte
motor,

días
que
enperjuicio de Ramón Reyes Ramírez, previsto por el artículo 49de la Ley No. 241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos ys

ancionado en el inciso (b) del mismo texto legal, con las
penas de seis 16) meses a dos (2) años de prisión 

correccionaly multa de RD S 1 00.00 a RD S500.00 (Quinientos Pesos), si laenfermedad o imposibilidad para su trabajo durara, 20 días o
más, como sucedió en la especie; que al condenar al pre-venido, a pagar una multa de cien pesos ( RDS100.00)acogiendo circunstancias atenuantes la Corte a-qua, le aplicóuna sanción ajustada a la Ley;

Cons iderando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-tablecido, que el hecho del prevenido ocasionó daños yperjuicios materiales y morales a Ramón Reyes Medina,
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constituido en parte civil, cuyo monto evaluó, en la suma de

RDS3,000 . 00; que al condena r al prevenido recurrente,

conjuntamente con Josefina Mercedes Bencosme Reyes, al
pago de esa suma, más los intereses legales a partir de la
fecha de la demanda a título de indemnizac ión y al hacerlas

oponibles a la Compañ ía de Seguros Pepín, S.A, hizo una
correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Ci-
vil y del 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro

Obligatorio de Vehículos de Motor;
Considerando, que examinada la sentenc i a impugnad a en

sus demás aspectos en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su

casación;
Por tales motivos: Primero : Admite como intervinien te a

Ramón Reyes Medina, en los recursos de casación in.
terpuestos por Rafael Leonidas Castillo, Ramón Emilio

Sánchez y Compañía de Seguros Pepín, S.A , contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelació n de Santo Domingo,

en sus atribuciones correcciona les, el 3 de agosto de 1981,

cuyo disposit ivo ha sido copiado en parte anterior del

presente fallo; Segundo : Declara inadmis i b le el recurso de

cisación interpuesto por Rafael Leonidas Castillo, contra

dicha sentencia; Tercero : Rechaza los recursos de Ramón

Emil i o Sánchez y Compañ ía de Seguros Pepín, S.A., y
condena al prevenido recurrente al pago de las costas penales
y civiles y distrae las últimas en provecho de la Dra. Yolanda
María Olivero de Cornielle por haber afirmado, que las ha
avanzaCo en su totalidad y las declara oponibles a Seguros
Pepin, S A., dentro de los términos de la póliza.

IFIRM ADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Victor García de Peña.- Máximo
Puello Rerville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretar i o General.

La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día- mes y año, en él expresados, y fue
9rmada, leída y publicada pot mí, Secretario General, que

tertilico. IFD0J: Miguel Jacobo
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SE NTENCIA DE FECHA 30 DE N OVIEMBRE DEL 1983No. 59

Sentencia i mpugnada: Consejo de Guerra de Apelación dela Fuerzas Armadas, de fecha 15 de marzo de 1979.

Materia: Criminal

Recurrente (s): Antonio Socorro.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del SecretarioGeneral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30
de noviembre de 1983, año 140' de la Independencia y 121' dela R estauración, dicta en audiencia pública, como Corte deCasació la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por AntonioSocorro, dominica no, mayor de edad, soltero, militar, cédula
No. 58697, serie 47, domiciliado accidentalmente en la "Base
Naval" 27 de Febrero, Marina de Guerra, de esta ciudad,
contra la sentencia del Consejo de Guerra de A pe lación de las
Fuerzas Armadas, dictada el 15 de marzo de 1979, en sus atri-
buciones criminales, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol:
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre

taría del Consejo a-quo, el 16 de Marzo de 1979, a re-
querimiento de Antonio Socorro, acta en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 29 de n oviembre del
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constituido en parte civil, cuyo monto evaluó, en la suma de
RD$3,000.00; que al condenar al prevenido recurrente,
conjuntamente con Josefina Mercedes Bencosme Reyes, al
pago de esa suma, más los intereses legales a partir de la
fecha de la demanda a título de indemnización y al hacerlas
oponibles a la Compañía de Seguros Pepín, S.A, hizo una
correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Ci-
vil y del 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955 sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada la sentencia impugnada en
sus demás aspectos en cuanto concierne al interés del pre-
venido recurrente, no contiene ningún vicio que justifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Admite como interviniente a
Ramón Reyes Medina, en los recursos de casación in-
terpuestos por Rafael Leonidas Castillo, Ramón Emilio
Sánchez y Compañía de Seguros Pepin, S.A , contra sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Santo Domingo,
en sus atribuciones correccionales, el 3 de agosto de 1981,
cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Declara inadmisible el recurso de
casación interpuesto por Rafael Leonidas Castillo, contra
dicha sentencia; Tercero: Rechaza los recursos de Ramón
Emil i o Sánchez y Compañía de Seguros Pepín, S.A., y
condena al prevenido recurrente al pago de las costas penales
y civiles y distrae las últimas en provecho de la Dra. Yolanda
Marta Olivero de Cornielle por haber afirmado, que las ha
avanzaco en su totalidad y las declara oponibles a Seguros
Pepin, S A., dentro de los términos de la póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
f irmada, leída y publicada pot mí, Secretario General, que
tertifico. (FD0.): Miguel Jacobo
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,regularmente constituida por los Jueces Manuel D. BergésChupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto dePr
esidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, LuisVíctor García de Peña, Máximo Puello 

Renville, A belardoHerrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del SecretarioGeneral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudadde Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30de noviembre de 1983, año 140' de la Independencia y 121' dela Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte deCasació la s iguiente sentencia:
Sobre el recurso de casación interpuesto por AntonioSocorro, dominica no, mayor de edad, soltero, militar, cédulaNo. 58697, serie 47, domiciliado accidentalmenté en la "BaseNaval" 27 de Febrero, Marina de Guerra, de esta 

ciudad,contra la sentencia del Consejo de Guerra de 
Ape lación de lasFuerzas Armadas, dictada el 15 de marzo de 1979, en sus 

atri-buciones crim inales, cuyo dispositivo se copia más adelante;Oído al A lguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

laRepública;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secretaría del Consejo a-quo, el 16 de Marzo de 1979, a 

re-querimiento 
de Antonio Socorro, acta en la cual no se

propone ningún medio de casación;
Visto el auto dictado en fecha 29 de noviembre del
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Sentencia impugnada: Consejo de Guerra de Apelación dela Fuerzas Armadas, de fecha 15 de marzo de 1979

Materia: Criminal

R ecurrente (s): Antonio Socorro.
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corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprdma Corte de Justicia, por
medio	 cual (lama a los Magistrados Darío Balcácer,

Fernando	 E Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 309, última parte, del Código Penal; 1, y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Que
con motivo de un sometimiento Criminal contra el hoy
recurrente, y después de realizada la Instrucción preparatoria
de lugar, el Consejo de Guerra de Primera Instancia de la
Marina de Guerra, apoderado del caso, dictó el 7 de diciembre
de 1978, en sus atribuciones Criminales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) Que sobre el recurso
interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada en
casación cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que
debe acoger y acoge como bueno y válido en cuanto a la
forma por haber sido intentado en tiempo hábil y conforme a
la ley, el recurso de apelación interpuesto por el Marinero
Antonio Socorro, M. de G., contra la sentencia dictada por el
Consejo de Guerra de Ira. Instancia de la Marina de Guerra,
de fecha 7-12-78, cuyo dispositivo dice así 'Primero: Se
declara al Marinero Antonio Socorro, M. de G., culpable de
haber violado el artículo 309 del Código Penal, (Golpes y heri-
das que ocasionaron la muerte) y en esa virtud se le condena
a sufrir la pena de (3) tres años de trabajos públicos y la
separación dehonrosa de las filas de la M. de G., SEGUNDO:
Que debe confirmar y confirma en todas sus panes la sen-
tencia apelada y que la misma sea cumplida en la cárcel
pública de la Penitenciaría Nacional de la Victoria, D.N.";

Considerando, que el exámen de la sentencia impugnada
pene de manifiesto que el Consejo de Guerra a-quo para
fal la como lo hizo, dio por establecidos mediante los
elementos de juicio regularmente administrados en la ins-
truccitn de la causa, los hechos siguientes: a) que siendo las
7:45 3.111. del 11 de iunio de 1978. mientras el marinero An-
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tonio Socorro, M. de G. prestaba servicio de centinera en una
de las puertas de una dependencia de la aduana de Puerto
Plata, dándole apoyo al celador de aduana de servicio, para
evitar que personas que no figuravan en las nóminas prepara-
das al erecto, entraran en la aduana, se presentó Jorge A.
Polanco Padilla, quien pretendió entrar sin haber sido
nombrado, alegando que lo estaban llamando desde dentro;
b) que el recurrente se opuso a que la víctima entrada dán-
dole alguncs golpes con la culata del fusil que portaba; c) que
al insistir el agraviado en entrar, el recurrente manipuló el fusil
y le hizo un disparo que alcanzó a la víctima por la fosa ilíaca
derecha, a consecuencia de lo cual fue llevado al hospital
Ricardo Limardo y luego, al día siguiente, trasladado al hospi-
tal José María Cabral y Báez, de la ciudad de Santiago, donde
falleció el día 13 a las 4 P.M.;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del acusado recurrente el crimen de heridas volun-
tarias que causaron la muerte, previsto y sancionado por la
última parte del artículo 309 del Código Penal con prisión de 3
a 20 años de trabajos públicos; que al condenarle a una pena
de tres años de trabajos públicos; el Consejo de Guerra a-quo
le impuso una pena ajustada a la ley y, asimismo, dio a los
hechos de la causa su verdadera calificación;

Considerando, que examinada en sus lemas aspectos, en
lo que concierne al interés del acusado recurrente, la sen-
tencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso ae
casación interpuesto por Antonio Socorro, contra la sen-
tencia dictada el 15 de marzo de 1979, por el Consejo de
Guerra de Apelación de las Fuerzas Armadas, en sus atri-
buciones criminales, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas.

(FIR MADOS).- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Máximo Puello
Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
Miguel Jacobo, Secretario General.-
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corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprdma Corte de Justicia, por
medio cwl cual llama a los Magistrados Darío Balcácer,
Fernando c. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la deliberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 309, última parte, del Código Penal; 1, y
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Que
con motivo de un sometimiento Criminal contra el hoy
recurrente, y después de realizada la Instrucción preparatoria
de lugar, el Consejo de Guerra de Primera Instancia de la
Marina de Guerra, apoderado del caso, dictó el 7 de diciembre
de 1978, en sus atribuciones Criminales, una sentencia cuyo
dispositivo se copia más adelante; b) Que sobre el recurso
interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada en
casación cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que
debe acoger y acoge como bueno y válido en cuanto a la
forma por haber sido intentado en tiempo hábil y conforme a
la ley, el recurso de apelación interpuesto por el Marinero
Antonio Socorro, M. de G., contra la sentencia dictada por el
Consejo de Guerra de 1 ra. Instancia de la Marina de Guerra,
de fecha 7-12-78, cuyo dispoSitivo dice así 'Primero: Se
declara al Marinero Antonio Socorro, M. de G., culpable de
haber violado el artículo 309 del Código Penal, (Golpes y heri-
das que ocasionaron la muerte) y en esa virtud se le condena
a sufrir la pena de (3) tres años de trabajos públicos y la
separación dehonrosa de las filas de la M. de G., SEGUNDO:
Que debe confirmar y confirma en todas sus partes la sen-
tencia apelada y que la misma sea cumplida en la cárcel
pública de la Penitenciaría Nacional de la Victoria, D.N.";

Considerando, que el exámen de la sentencia impugnada
pene de manifiesto que el Consejo de Guerra a-quo para
fal ler como lo hizo, dio por establecidos mediante los
elementos de juicio regularmente administrados en la ins-
truci:itn de la causa, los hechos siguientes: a) que siendo las
7:45 a.m. del 11 de iunio de 1978. mientras el marinero An-
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tonio Socorro, M. de G. prestaba servicio de centinela en una
de las puertas de una dependencia de la aduana de Puerto
Plata, dándole apoyo al celador de aduana de servicio, para
evitar que personas que no figuravan en las nóminas prepara-
das al efecto, entraran en la aduana, se presentó Jorge A.
Polanco Padilla, quien pretendió entrar sin haber sido
nombrado, alegando que lo estaban llamando desde dentro;
b) que el recurrente se opuso a que la víctima entrada dán-
dole alguncs golpes con la culata del fusil que portaba; c) que
al insistir el agraviado en entrar, el recurrente manipuló el fusil
y le hizo un disparo que alcanzó a la víctima por la fosa ilíaca
derecha, a consecuencia de lo cual fue llevado al hospital
Ricardo Limardo y luego, al día siguiente, trasladado al hospi-
tal José María Cabral y Báez, de la ciudad de Santiago, donde
falleció el día 13 a las 4 p.m.;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del acusado recurrente el crimen de heridas volun-
tarias que causaron la muerte, previsto y sancionado por la
última parte del artículo 309 del Código Penal con prisión de 3
a 20 años de trabajos públicos; que al condenarle a una pena
de tres años de trabajos públicos; el Consejo de Guerra a-quo
le impuso una pena ajustada a la ley y, asimismo, dio a los
hechos de la causa su verdadera calificación;

Considerando, que examinada en sus demas aspectos, en
lo que concierne al interés del acusado recurrente, la sen-
tencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Antonio Socorro, contra la sen-
tencia dictada el 15 de marzo de 1979, por el Consejo de
Guerra de Apelación de las Fuerzas Armadas, en sus atri-
buciones cr iminales, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena al
recurrente al pago de las costas.

IFIR MADOS).- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis V. García de Peña.- Máximo Puello
Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
Miguel Jacobo, Secretario General.-
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figura n en su encabezamiento, en la

audiencia pública del día, mes y año en él expresado
s , y fue

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

certifico.- (FD0.): Migue l Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No 60

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 28 de agosto de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Mario A. Polanco Pérez v Dominicana de
Aviación.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer; Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Abelardo Herrera Piña,' Máximo Puello
Renville y Gustavo Gómez Ceara asistidos del Secretario
General en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy dia 30
del mes de noviembre del año 1983, año 140' de la In-
dependencia y 121' de Ja Restauración, dIcta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Mario A.
Polanco Pérez, dominicano, mayor de edad, cédula No. 27353
serie 54, domiciliado y residente en esta ciudad, calle Presi-
dente Vásquez No. 184, Ensanche Alma Rosa y Compañía
Dominicana de Aviación, con domicilio en esta ciudad, contra
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo el 28 de agosto de
1981, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos, levantada en la Secretaria de

ta Corte a-qua, el 11 de septiembre de 1981, a requerimiento
del Dr. José A. Galán cédula No. 22347 serie 18, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
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La presente sentenc ia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audiencia pública del dia, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

certifico.- (FD0.): Miguel Jacobo.-

SENTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No 80

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 28 de agosto de 1981.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Mario A. Polanco Pérez v Dominicana de
Aviación.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer; Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque C., Luis Víctor
García de Peña, Abelardo Herrera I Piña, b Máximo Puello
Renville y Gustavo Gómez Ceara asistidos del Secretario
General en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30
del mes de noviembre del año 1983, año 140' de la In-
dependencia y 121' de Ja Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Mario A.
Polanco Pérez, dominicano, mayor de edad, cédula No. 27353
serie 54, domiciliado y residente en esta ciudad, calle Presi-
dente Vásquez No. 184, Ensanche Alma Rosa y Compañía
Dominicana de Aviación, con domicilio en esta ciudad, contra
sentencia dictada en sus atribuciones correccionales por la
Corte de Apelación de Santo Domingo el 28 de agosto de
1981, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;'
Vista el acta de los recursos, levantada en la Secretaria de

la Corte a-qua, el 11 de septiembre de 1981, a requerimiento
del Dr. José A. Galán cédula No. 22347 serie 18, en
representación de los recurrentes, en la cual no se propone
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contra la sentencia ningún medio de casación;
visto el escrito de los intervinientes de fecha 17 de enero de

1983, firmado por su abogado Dr. Bienvenido Montero de los
Santos cédula No. 63744 serie Ira.;

Visto el auto dictado en fecha 30 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia por me-
dio del cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez
de este Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia,
en la deliberación y fallo del recurso de casación de que se
trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926

de 1935;
La Suprema Corté de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor; y 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-

dimiento de Casación;
Considerando, que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere consta: a) Que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en la Avenida 27 de Fe-
brero de esta ciudad, en el cual resultó una persona con
lesiones corporales que le ocasionaron la muerte, la Séptima
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, dictó el 8 de agosto de 1980, en sus atribuciones
correccionales, una sentencia cuyo dispositivo se copia en el
de la ahora impugnada; b) Que sobre los recursos in-
terpuestos, intervino el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente:. "FALLA: PRIMERO: Ad-

mite como regular y válido en cuánto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Porfirio Chahín Tuma, en
fecha 13 de agosto de 1980, a nombre y representac ión de

Mario A. Polanco Pérez, Compañía Dominicana de Aviación y
San Rafael, C. por A., contra sentencia de fecha 8 de agosto
de 1980, dictada por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice

así: 'Falla: Primero: Se declara al prevenido Mario A.
Polanco Pérez portador de la cédula de identificación
personal No. 27253, serie 54, residente en la calle Presidente
Vásquez No. 184, Alma Rosa D.N., culpable de haber violado
los artículos 49 y 102 de la Ley No. 241, en perjuicio de quien
en vida respondía al nombre de Juan Merengue Rojas, en

consecuencia se condena a Cien Pesos Oro (R DS100.00) demulta y al pago de las costas penales, acogiendo cir-
cunstancias atenuantes, a quien se le suspende la licencia dr_
conducir vehículos de motor por el período de un año, a partir
de esta sentencia; Segundo: Se declara buena y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil incoada por los
señores Justo Eduardo, Rafael y Aurora A l tagracia ManriqueRojas, a través de su abogado Dr. B ienvenido Montero de losSantos, por haber sido hecha de acuerdo a la ley y en cuantoal fondo de dicha constitución condena al señor Mario A.
Polanco Pérez y Compañía Dominicana de Aviación,C. por A. (CDA), el primero por su hecho personal y la se-gunda persona civilmente responsable, al pago solidario deikgak	 una indemnización de Veinte y Cinco Mil Pesos Orohyw

(RDS25,000.00) más los i ntereses legales de dicha suma a
partir de la fecha de la demanda y hasta la ejecución de las
entencia, a título de indemnización supletoria, como justarep

aración por los daños morales y materiales sufridos porlos demandantes, por la muierte de su hermano que en vida
respondía al nombre de Juan Manrique Rojas, a
consecuencia de este accidente; Tercero: Condena a Mario
A. Polanco y Compañía Dominicana de Aviación, C. por A.,
(CDA), en sus calidades antes señaladas, al pago solidario de
las costas civiles del procedimiento, distrayéndolas en favor
del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, abogado de 

laparte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en sutotalidad; y Cuarto: Ordena que esta sentencia le sea común,
oponible y ejecutable en el aspecto civil a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente de conformidad con el
artículo modificado de la Ley 4117'; por haber sido hecho de
acuerdo con las formalidades legales; SEGUNDO: En cuantoal fondo pronuncia el defecto contra Mario A. Polanco Pérez,
por no haber comparecido no obstante haber sido legalmente
citado; TERCERO: Modifica el ordinal segundo de la
sentencia apelada, en cuanto al monto de la indemnización
a cordada por el Tribunal a-quo, y la Corte obrando por propiaautoridad y contrario i mperio, rebaja la misma a la suma de
Diez Mtl Pesos Oro (RD S10,000.00) por considerar esta Corte
que esta suma está más en armonía y equidad con la mag-nitud de los daños causados; CUARTO: Confirma en susdemás aspectos la sentencia renurrida; QUINTO: Condena a
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contra la sentencia ningún medio de casación;
Visto el escrito de los intervinientes de fecha 17 de enero de

1983, firmado por su abogado Dr. Bienvenido Montero de los
Santos cédula No. 63744 serie 1ra.;

Visto el auto dictado en fecha 30 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia por me-
dio del cual llama al Magistrado Gustavo Gómez Ceara, Juez
de este Tribunal, para integrar la Suprema Corte de Justicia,

en la deliberació n y fallo del recurso de casación de que se

trata, de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926

de 1935;
La Suprema Corté de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor; y 1, 37, 62 y 65 de la ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) Que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido en la Avenida 27 de Fe-
brero de esta ciudad, en el cual resultó una persona con
lesiones corporales que le ocasionaro n la muerte, la Séptima
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, dictó el 8 de agosto de 1980, en sus atribuciones

correccionales, una sentenc ia cuyo dispositivo se copia en el
de la ahora impugnada; b) Que sobre los recursos in-
terpuestos, intervino el fallo ahora impugnado en casación,
cuyo dispositivo es el siguiente:. "FALLA: PRIMERO: Ad-
mite como regular y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el Dr. Porfirio Chahín Tuma, en
fecha 13 de agosto de 1980, a nombre y representac ión de

Mario A. Polanco Pérez, Compañía Dominicana de Aviación y
San Rafael, C. por A., contra sentencia de fecha 8 de agosto
de 1980, dictada por la Séptima Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo dispositivo dice

así: 'Falla: Primero: Se declara al prevenido Mario A.
Polanco Pérez portador de la cédula de identificación
personal No. 27253, serie 54, residente en la calle Presidente
Vásquez No. 184, Alma Rosa D.N., culpable de haber violado
los artículos 49 y 102 de la Ley No. 241, en perjuicio de quien
en vida respondía al nombre de Juan Merengue Rojas, en

consecuencia se condena a Cien Pesos Oro (RD S100.00) demulta y al pago de las costas penales, acogiendo cir-cunstancias atenuantes, a quien se le suspende la licencia
conducir vehículos de motor por el período de un año, a partir .de esta sentencia; Segundo: Se declara buena y válida en
cuanto a la forma la constitución en parte civil incoada por los
señores Justo Eduardo, Rafael y Aurora Altagracia Manrique
Rojas, a través de su abogado Dr. Bienvenido Montero de los
Santos, por haber sido hecha de acuerdo a la ley y en cuanto
al fondo de dicha constitución condena al señor Mario A.
Polanco Pérez y Compañía Dominicana de Aviación,C. por A. (CDA), el primero por su hecho personal y la se-gunda persona civilmente responsable, al pago solidario deuna ind

emnización de Veinte y Cinco Mil Pesos Oro(RDS25,000.60) más los i ntereses legales de dicha suma a
partir de la fecha de la demanda y hasta la ejecución de la
sentencia, a título de indemnización supletoria, como justareparación por los daños morales y materiales sufridos porlos demandantes, por la muierte de su hermano que en vida
respondía al nombre de Juan Manrique Rojas, a
consecuencia de este accidente; Tercero: Condena a Mario
A. Polanco y Compañía Dominicana de Aviación, C. por A.,
(CDA), en sus calidades antes señaladas, al pago solidario de
las costas civiles del procedimiento, d istrayéndolas en favor
del Dr. Bienvenido Montero de los Santos, abogado de la
parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; y Cuarto: Ordena que esta sentencia le sea común,
oponible y ejecutable en el aspecto civil a la Compañía de
Seguros San Rafael, C. por A., entidad aseguradora del
vehículo que ocasionó el accidente de conformidad con el
artículo modificado de la Ley 4117'; por haber sido hecho de
acuerdo con las f ormalidades legales; SEGUNDO: En cuanto
al fondo pronuncia el defecto contra Mario A. Polanco Pérez,
por no haber comparecido no obstante haber sido legalmente
citado; TERCERO: Modifica el ordinal segundo de la
sentencia apelada, en cuanto al monto de la indemnización
acordada por el Tribunal a•quo, y la Corte obrando por propia
autoridad y contrario imperio, rebaja la misma a la suma de
Diez Mil Pesos Oro ( RD$10,00100) por considerar esta Corte
que esta suma está más en armonía y equidad con la mag-
nitud de los daños causados; CUARTO: Confirma en sus
demás aspectos la sentencia re rurrida; QUINTO: Condena a
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Mario A. Polanco Pérez, al pago de las costas penales de la
alzada y la Compañía Dominicana de Aviación, C. por A., y
Mario A. Polanco Pérez al pago de las costas civiles con

distracció n de las mismas en provecho del Dr. Bienvenido
Montero de los Santos, quien afirma hatabdas avanzado en su

totalidad; SEXTO: Declara la presente sentenc i a común y

oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en
su condición de entidad asegurado ra del vehículo que

ocasionó el accidenters:

Considerand o, que ni en el momento de interponer su

recurso ni posteriorme nte, la Compañía Dominicana de

Aviación, ha expuesto los fundamento s del mismo; que en

estas condiciones, dicho recurso resulta nulo, conforme lo
exige el artículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de

Casación;
Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpable

al prevenido recurrente del hecho, puesto a su cargo y fallar
como lo hizo, dio por establecido mediante la ponderación de
los elementos de juicio regularmente administrados en la
instrucción de la causa lo siguiente: a) Que el 12 de diciembre
de 1979 en horas de la noche, mientras el prevenido Mario A.
Polanco Pérez, conducía el vehículo placa Of. 15586 propie-
dad de la Compañía Dominicana de Aviación C. por A., por la
Avenida 27 de Febrero en dirección Oeste a Este, al pasar un
semáforo en la esquina con la Tunti Cáceres, atropelló a Juan
Manrique Rojas quien en ese momento cruzaba la vía; b) Que
la victima del accidente, murió a consecuencia de las lesiones
recibidas; c) Que el accidente se debió a la imprudencia del
prevenido recurrente, por no advertir la presencia del peatón,
que cruzaba la vía, en un lugar despejado y sin ningún
obstáculo que lo impidiera;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente Mario A. Polanco Pérez, el
delito de homicidio por imprudencia, previsto y sancionado
por el artículo 49 inciso 1, de la Ley No. 241, de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, con las penas de dos (2) años a cinco
(5) años de prisión y multa de quinientos IRDS500.00) a dos
mil IRDS2,000.00) pesos si el accidente le causare la muerte a
una o más persona, como sucedió en el caso; que en
consecuencia, la Corte a-qua al condenar al prevenido
recurrente, a pagar una multa de cien (RDS100.00) pesos de
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multa acogiendo circunstancias atenuanes, le aplicó una
sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-quo, dio por esta-
blecido, que el hecho del prevenido recurrente, habián
ocasionado a Eduardo Manrique Rojas, Rafael Manrique Ro-
jas y Aurora Manrique Rojas, constituidos en parte civil, da-
ños y perjuicios materiales y morales cuyo monto apreció en
la suma de R DS10,000.00 más los intereses legales de dicha
suma, a partir de la fecha de la demanda; que al condenar a
Mario A. Polanco Pérez y a la Compañía Dominicana de
Aviación, al pago de esa suma, y los intereses legales de la
misma, a título de indemnización hizo una correcta aplicación
del artículo 1383;

Por tales motivos, Primero: Admite como i ntervinientes a
Justo Manrique Rojas, Eduardo Manrique Rojas, Rafael
Manrique Rojas y Aurora Altagracia Manrique Rojas, en los
recursos de casación interpuestos por Mario A. Polanco
Pérez y Compañía Dominicana de Aviación, contra sentencia
dictada en atribuciones correccionales, el 28 de agosto de
1981, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza los referidos recursos; Tercero:Condena al prevenido recurrente al pago de las costas
penales; Cuarto: Condena a Mario A. Polanco Pérez yCompañía Dominicana de Aviación, al pago de las costas ci-
viles, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Bienvenido Montero de los Santos, abogado de los in-
tervinientes, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo Puello
Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresadas, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.1 Miguel Jacobn
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Mario A. Polanco Pérez, al pago de las costas penales de la
alzada y la Compañía Dominicana de Aviación, C. por A., y
Mario A. Polanco Pérez al pago de las costas civiles con

distracc ión de las mismas en provecho del Dr. Bienvenido
Montero de los Santos, quien afirma habeilas avanzado en su
totalidad; SEXTO: Declara la presente sentencia común y
oponible a la Compañía de Seguros San Rafael, C. por A., en
su condición de entidad aseguradora del vehículo que

ocasionó el accidente";

Considerand o, que ni en el momento de interponer su

recurso ni posteriorme nte, la Compañía Dominicana de
Aviación, ha expuesto los fundamentos del mismo; que en

estas condiciones, dicho recurso resulta nulo, conforme lo
exige el artículo 37 de la Ley sobre Procedimie nto de

Casación;
Considerando, que la Corte a-qua, para declarar culpable

al prevenido recurrente del hecho, puesto a su cargo y fallar
como lo hizo, dio por establecido mediante la ponderación de
los elementos de juicio regularmente administrados en la
instrucción de la causa lo siguiente: a) Que el 12 de diciembre
de 1979 en horas de la noche, mientras el prevenido Mario A.
Polanco Pérez, conducía el vehículo placa Of. 15586 propie-
dad de la Compañía Dominicana de Aviación C. por A., por la
Avenida 27 de Febrero en dirección Oeste a Este, al pasar un
semáforo en la esquina con la Tunti Cáceres, atropelló a Juan
Manrique Rojas quien en ese momento cruzaba la vía; b) Que
la víctima del accidente, murió a consecuenc i a de las lesiones
recibidas; cl Que el accidente se debió a la imprudencia del
prevenido recurrente, por no advertir la presencia del peatón,
que cruzaba la vía, en un lugar despejado y sin ningún
obstáculo que lo impidiera;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente Mario A. Polanco Pérez, el
delito de homicidio por imprudencia, previsto y sancionado
por el artículo 49 inciso 1, de la Ley No. 241, de 1967, sobre
Tránsito y Vehículos, con las penas de dos (2) años a cinco
(5) años de prisión y multa de quinientos IRD$500.00) a dos
mil IRDS2,000.00) pesos si el accidente le causare la muerte a
una o más persona, como sucedió en el caso; que en
consecuencia, la Corte a-qua al condenar al prevenido
recurrente, a pagar una multa de cien (RD$100.00) pesos de
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multa acogiendo circ unstancias atenuanes, le aplicó una
sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua, dio por esta-
blecido, que el hecho del prevenido recurrente, habián
ocasionado a Eduardo Manrique Rojas, Rafael Manrique Ro-
jas y Aurora Manrique Rojas, constituidos en parte civil, da-
ños y perjuicios materiales y morales cuyo monto apreció en
la suma de R D$10,000.00 más los intereses legales de dicha
suma, a partir de la fecha de la demanda; que al condenar a
Mario A. Polanco Pérez y a la Compañía Dominicana de
Aviación, al pago de esa suma, y los intereses legales de la
misma, a título de indemnización hizo una correcta aplicación
del artículo 1383;

Por tales motivos, Primero: Admite como i ntervinientes a
Justo Manrique Rojas, Eduardo Manrique Rojas, Rafael
Manrique Rojas y Aurora Altagracia Manrique Rojas, en los
recursos de casación i nterpuestos por Mario A. Polanco
Pérez y Compañía Dominicana de Aviación, contra sentencia
dictada en atribuciones correccionales, el 28 de agosto de
1981, por la Corte de Apelación de Santo Domingo, cuyo
dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo; Segundo: Rechaza los referidos recursos; Tercero:
Condena al prevenido recurrente al pago de las costas
penales; Cuarto: Condena a Mario A. Polanco Pérez y
Compañía Dominicana de Aviación, al pago de las costas ci-
viles, con distracción de las mismas en provecho del Dr.
Bienvenido Montero de los Santos, abogado de los in-
tervinientes, quien afirma haberlas avanzado en su totalidad.

( F IRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo Puello
Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del día, mes y año, en él expresadas, y fue
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que
certifico. (FD0.1 Miguel Jacobe
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Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual llama a los Magistrados Darío B a lcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Victor García de Peña, Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría enla de l iberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 y de la Ley No. 2402 de
1950, sobre asistencia obligatorio de los hijos menores de 18
años, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una querella presentada por la actual
recurrente, Andrea Vásquez, el 29 de agosto de 1978, contra
Tomás de los Santos Báez, por violación a la Ley No. 2402, el
Juzgado de Paz del municipio de Nagua dictó el 8 de no-
viembre del 1978, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
'Falla: Primero: Se declara al nombrado Tomás de los
Santos culpable de violar la Ley No. 2402, en sus artículos 1 y
2 en perjuicio de los menores: John, Jhonnolis y Hellpys,
procreados con la querellante Sra. Andrea Vásquez, en
c onsecuencia se le condena a cumplir dos años de prisión
correccional y costas; Segundo: Se le fija una pensión
alimenticia de RD$40.00 men suales para la manun tenciónde los referidos menores a partir de la fecha de la q uerella;Tercero: Se ordena la ejecución provisional de la sentencia
no obstante cualquier recurso'; b) que sobre el recurso in-
terpuesto el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de María Trinidad Sánchez, dictó el 6 de marzo de
1979 el fallo ahora impugnado en casación cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara regular los recursos
en cuanto a la forma. En cuanto al fondo, se modifica la
sentencia, rebajándose a RDS30.00 mensuales la pensión
alimenticia a favor de los menores; S EGUNDO: Se confirma
en todos sus demás aspectos; TERCERO: Se declaran lascostas de oficio";

Considerando, que como el prevenido Tomás de los
Santos Báez no ha recurrido en casación contra la sentencia
impugnada, que lo condenó a dos años de prisión correc-
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 61

Sentencia impugnadarJuzgado de 1ra. Instancia del D. J.
de María Trinidad Sánchez, de fecha 6 de marzo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Andrea Vásauez c.s. Tomás de los Santos.

Dios, Patria v Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presjdente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto- de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30
de noviembre de 1983, años 140' de la Independencia y 121'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrea
Vásquez, dominicana, mayor de edad, soltera, profesora, cé-
dula No. 8346, serie 71, domiciliada en la casa No.7dela calle
Armanda Benítez de la ciudad de Nagua, contra la sentencia
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
María Trinidad Sánchez, dictada el 5 de marzo de 1979, en
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el d irlarnen del Ma gistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría del Juzgado a-qua, el 6 de marzo de 1979, a rd-
querimiento de Andrea Vásquez, acta en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 29 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. 61

Sentencia impugnada: Juzgado de 1ra. Instancia del D. J.
de María Trinidad Sánchez, de fecha 6 de marzo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Andrea VáSauez c.s. Tomás de los Santos.

Dios, Patria v Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tutd de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30
de noviembre de 1983, años 140' de la Independenc i a y 121'
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrea
Vásquez, dominicana, mayor de edad, soltera, profesora, cé-
dula No. 8346, serie 71, domiciliada en la casa No.7de l a calle
Armanda Benítez de la ciudad de Nagua, contra la sentencia
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de
María Trinidad Sánchez, dictada el 5 de marzo de 1979, en
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo se copia
más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el d erra men del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría del Juzgado_ a-qua, el 6 de marzo de 1979, a ré-
querimiento de Andrea Vásquez, acta en la cual no se
propone ningún medio de casación;

Visto el auto dictado en fecha 29 de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
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Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual (lama a los Magistrados Darío Balcácer,
Fernando E. Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Al-
burquerque Castillo, Luis Víctor García de Peña, Máximo
Puello Renville, Abelardo Herrera Piña, y Gustavo Gómez
Ceara, Jueces de este Tribunal, para completar la mayoría en
la del iberación y fallo del recurso de casación de que se trata,
de conformidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 2 y de la Ley No. 2402 de
1950, sobre asistencia obligatorio de los hijos menores de 18
años, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;Considerando, que en la sentencia i mpugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una querella presentada por la actual
recurrente, Andrea Vásquez, el 29 de agosto de 1978, contra
Tomás de los Santos Báez, por violación a la Ley No. 2402, el
Juzgado de Paz del municipio de Nagua dictó el 8 de no-
viembre del 1978, una sentencia cuyo dispositivo dice así:
'Falla: Primero: Se declara al nombrado Tomás de los
Santos culpable de violar la Ley No. 2402, en sus artículos 1 y
2 en perjuicio de los menores: John, Jhonnolis y Hellpys,
procreados con la querellante Sra. Andrea Vásquez, en
consecuencia se le condena a cumplir dos años de prisión
correccional y costas; Segundo: Se le fija una pensión
alimenticia de RD $40.00 mensuales para la manuntenciónde los referidos menores a partir de la fecha de la querella;Tercero: Se ordena la ejecución provisional de la sentencia
no obstante cualquier recurso'; b) que sobre el recurso in-
terpuesto el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de María Trinidad Sánchez, dictó el 6 de marzo de
1979 el fallo ahora i mpugnado en casación cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Se declara regular los recursos
en cuanto a la forma. En cuanto al fondo, se modifica la
sentencia, rebajándose a RDS30.00 mensuales la pensión
al imenticia a favor de los menores; SEGUNDO: Se confirma
en todos sus demás aspectos; TERCERO: Se declaran lascostas de oficio";

Considerando, que como el prevenido Tomás de los
Santos Báez no ha recurrido en casación contra la sentencia
impugnada, que lo condenó a dos años de prisión correc-
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cional por el hecho que se le imputa, es obvio que en ese
aspecto el fallo impugnado es irrevocable, por lo cual el
recurso de la querellante Andrea Vásquez está
necesariamente limitado al aspecto que se retire al monto de
la pensión impuesta;

Considerando, que para fijar en la suma de RD$30.00 la
pensión mensual que el padre en falta debe pasar a la madre
querellante para la manutenció n de los tres menores procrea-
dos por ellos, el Juzgado a-quo ponderó, según consta en la
sentencia impugnada, las necesidades de dichos menores y
las posibilidades del padre, y en base a esa ponderación
formó su convicción en el sentido de que tal suma era
suficiente para subvenir a las necesidades de los menores en
cuestión; que al proceder de esa manera el Juzgado a-quo se
ajustó a las reglas legales que rigen la materia;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Andrea Vásquez contra la sentencia
dictada el 6 de marzo de 1979, por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de María Trinidad Sánchez, en
sus atribuciones correccionale s, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo.
Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo Puello
Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FDO.): Miguel Jacobo.
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SE NTENCIA DE FECHA 30 DEL MES DE NOVI EMBREDEL AÑO 1983 No. 62

Sentencia imp ugnada: Corte	 Apelación de Santiago, defecha 6 de junio de 1979.

Materia: Correccione

Recurrente (s): DOMINGO A. I NFANTE, JULIO DANIELHER
NANDEZ Y LACIA. UNION DE SEGUROS. C. POR A.

Interviniente (s): LINO ANDRES LEF.

Abogado	 Dr. Victor Manuel Pérez Perevra.

Dios. Patria y Libertad.
R epública Dominicana.

En Nomore de la República, la Suprema Corte de Justicia,re
gularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés

Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto dePre
sidente: Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis

Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrero Piña y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30
del mes de noviembre del año 1983, años 140' de la In-dependencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, ccmo Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación in terpuestos por DomingoA. I nfante, dominicano, mayor de edad, casado, chofer, cé-
du'a No. 42€57, serie 31, residente en la casa No. 129 de 

lacake Las Carreras, de la ciudad de Santiago; Julio 
DanielHernández, dominicano, mayor de edad, residente en la casa

No. 7, de la calle 3, de Altos de Virella, de la ciudad de
Sant iago, y la Compañía Unión de Seguros, C por A., con
domicilio social en la calle Beller No. 98, de la ciudad de
Santiago; contra	 la sentencia dictada por la Corte de
Apelación de Santiago, en sus atribuciones correccionales, el6 de junio de 1979, cuyo d ispositivo se copia más ade lante-Oído al Alguacil de turno en la lectura del rei•



cional por el hecho que se le imputa, es obvio que en ese
aspecto el fallo impugnado es irrevocable, por lo cual el
recurso de la querellante Andrea Vásquez está
necesariamente limitado al aspecto que se retire al monto de
la pensión impuesta;

Considerando, que para fijar en la suma de RDS30.00 la
pensión mensual que el padre en falta debe pasar a la madre
querellante para la manutención de los tres menores procrea-
dos por ellos, el Juzgado a-quo ponderó, según consta en la
sentencia impugnada, las necesidades de dichos menores y
las posibilidades del padre, y en base a esa ponderación
formó su convicción en el sentido de que tal suma era
suficiente para subvenir a las necesidades de los menores en
cuestión; que al proceder de esa manera el Juzgado a-quo se
ajustó a las reglas legales que rigen la materia;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Andrea Vásquez contra la sentencia
dictada el 6 de marzo de 1979, por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de María Trinidad Sánchez, en
sus atribuciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido
copiado en parte anterior del presente fallo; Segundo.
Declara las costas de oficio.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque C.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo Puello
Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.-
Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.1: Miguel Jacobo.
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SENTENCIA DE F ECHA 30 DEL MES DE NOVIEMBREDEL AÑO 1983 No. 62

Sentencia impugnada: Corte Apelación de Santiago, defecha 6 de junio de 19797

Materia: Correccion?.

Rec urrente (s): DOMINGO A. INFANTE, J ULIO DANIEL11E RNA NDEZ Y L A CIA. U NION DE SEG UROS. C. POR A.
Interviniente (sl: LINO ANDRES LEF.
Abo g ado (s). Dr. Víctor Manuel 

Pérez Perevra.
Dios. Patria y Libertad.
Reoública Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de 
Justicia,regularmente constituida por los Jueces Manuel D. BergésChupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sust;tuto dePresidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, LuisVíctor García de Peña, Máximo Puello Renville, AbelardoHerrera Piña y Gustavo G ómez Ceara, asistidos del SecretarioGeneral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudadde Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 30del mes de noviembre del año 1983, años 140' de la 

In-
depe

ndencia y 121' de la Restauración, dicta en audienciapú blica, ccmo Corte de Casación, la siguiente sentencia:Sobre	 recursos de casación interpuestos porDomingoA. Infante, dominicano, mayor de edad, casado, c hofer,
Domin

c-u No. 42€57, serie 31, res idente en la casa No. 129 de la
cale Las Carreras, de la ciudad de Santiago; Julio DanielHernández, dominicano, mayor de edad, residente en la casaNo. 7, de la calle 3, de Altos de Virella, de la ciudad deSan t iago, y la Compañía Unión de Seguros. C por A., condo

micilio social en la calle Beller No. 98, de la ciudad de
Santiago; contra la sentencia dictada por la Corte deApelación de Santiago, en sus atribuciones correccionales, el6 de junio de 1979, cuyo dispositivo se copia más adelante.Oído al A l guacil de turno en la lectura del rel•
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Oído el dictame n del Magistrado Procurado r General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casació n, levantada en la

Secretaría de la Corte a-que el 3 de julio de 1979, a re-

querimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, cédula No.
39720, serie 31, en representación de los recurren

tes , en la

que no e expone ningún medio determinado de casación;

Visto
s
 el escrito del interviniento Lino Andrés Lee,

dominica no, mayor de edad, soltero, fotógra fo, residente en

la calle Proyecto No. 4, ensanche Bolívar, de la ciudad de
Santiago, cédula No. 96067, serie 31, del 1ro. de marzo de
1982, suscrito por el Dr. Víctor Manuel Pérez Pereyra, su

abogado;
Visto el auto dictado en fecha 29 del mes de noviemb

re de

1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupan
i , Presi-

dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer , Fernando E. Ravelo de la

Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García
de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y
Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribuna l , para

completar la mayoría, en la deliberac ión y fallo de los recursos

de casació n de que se trata, de conformidad con las Leyes

Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, y 1, 37, 62 

y

65, de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
Considerando, que en la sentenc ia impugnada y en los

docume ntos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo

de un accidente
 de tránsito ocurrido en la ciudad de San-

tiago, el 15 de noviembre de 1976, en el que una persona

resultó con lesiones corporales. la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicia l de San-

tiago, dictó en sus atribuciones correccionales, el 26 de julio

de 1978, la sentenc ia cuyo dispositivo se copia más adelante;

b) que sobre los recursos interpuestos, intervino el fallo ahora

impugnado, del cual es el , dispositivo siguiente : "FALLA:

PRIMERO: Admite en la forma el recurso de apelació n in-

terpuesto por el Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, quien
actúa a nombre y representación de Julio Daniel Henríquez,

Domingo Antonio Infante y la Compañ ía Unión de Seguros,

3757
C. por A., contra sentencia No. 265-bis, de fecha veintiseis
(26) del mes de julio del año mil novecientos setenta y ocho
(1978), dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, cuyo
dispositivo es el s iguiente: 'Falla: Primero: que debepronunciar, como en efecto pronuncia, el defecto contra elnombrado Domingo Antonio Infante, de generales ignoradaspor no haber comparecido a la audiencia para la cuallegalmente citado; Segundo: Que debe declarar como

estaba
enefecto declara al nombrado Domingo Antonio Infante,

ble de violar la ley No. 241, en su artículo 49 sobre Tránsito
Terrestre de Vehículos de Motor, y en consecuencia, lo debecondenar y lo condena al pago de una multa de R DS15.00(quince pesos oro), por el hecho puesto a su cargo; Tercero:Oue debe declarar y declara al nombrado Lino Andrés Lee,
no culpable de violar la Ley No. 241, y en con secuencia lo de-be descargar y lo descarga de toda responsabilidad penal, por
no haber cometido el hecho puesto a su cargo; Cuarto: Que
debe declarar como en efecto declara buena y válida la
constitución en parte civil formulada por Lino Antonio Lee,
por haberla hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normasy ex igencias del procedimiento, en cuanto a la forma;Quinto: En cuanto al fondo, debe condenar y condena a
Domingo Antonio Infante y Julio Daniel H ernández N., soli-dar iamente, al pago de una indemnización de RD $1,000.00
(un mil pesos oro) en favor de Lino Andrés Lee, por los daños
y perjuicios que sufriá a causa del accidente de ue se trata:Sexto: Que debe condenar y condena a Domingo Antonio
Infante y Julio Daniel Hernández N., al pago de los intereses
legales de la suma acordada corno indemnización principal, apartir del día de la demanda en justicia, a título de in-demnización complementaria; Séptimo: Que debe declarar y
declara la presente sentencia común y oponible y ejecutoria a
la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en su calidad de
compañía aseguradora de la responsabilidad civil del propie-tario del carro placa No. 141-448; Octavo: Que debe con-
denar y condena a Domingo A. Infante y Julio Daniel Her-
nández N., al pago de las costas civiles del procedimiento
con distracción de las mismas en provecho del Lic. Víctor M.
Pérez Pereyra, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; Noveno: Que debe condenar y condena a Domingo
A. Infante, al pago de las costas penales del procedimiento:
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Oído el dictamen del Magistrado Procurado r Genera l de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación, levanta da en la

Secretaría de la Corte a-gua el 3 de julio de 1979, a re-
querimiento del Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, cédula No.
39720, serie 31, en representación de los recurrente s, en la
que no e expone ningún medio determinado de casación;

Visto
s el escrito del interviniente Lino Andrés Lee,

dominicano, mayor de edad, soltero, fotógrafo, residen te en

la calle Proyecto No. 4, ensanche Bolivar, de la 	 de
Santiago, cédula No. 96067, serie 31, del lro. deciudadmarzo de
1982, suscrito por el Dr. Víctor Manuel Pérez Pereyra, su
abogado;Visto el auto dictado en fecha 29 del mes de noviemb re de

1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupan i , Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, por medio del cual
integra, en su indicada calidad dicha Corte, conjuntamente
con los Magistrados Darío Balcácer, Fernand o E. Ravelo de la

Fuente, Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis Víctor García
de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo Herrera Piña y

Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tribuna l ,	 para

completar la mayoría, en la deliberación y fallo de los recursos

de casación de que se trata, de conformidad con las Leyes
Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, de 1967, so-
bre Tránsito y Vehículos, 1383 del Código Civil, y 1, 37, 62 y
65, de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentenc ia impugna da y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un acciden te de tránsito ocurrido en la ciudad de San-
tiago, el 15 de noviembre de 1976, en el que una persona
resultó con lesiones corporale s , la Tercera Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instanc ia del Distrito Judicial de San-
tiago, dictó en sus atribuciones correccionales, el 26 de julio
de 1978, la sentenc ia cuyo dispositivo se copia más adelante;
b) que sobre los recursos interpuestos, intervino el fallo ahora
impugnado, del cual es el dispositivo siguiente : "FALLA:
PRIMERO: Admite en la forma el recurso de apelac i ón in-

terpuesto por el Dr. Manuel de Jesús Disla Suárez, quien
actúa a nombre y representación de Julio Daniel Henríquez,
Domingo Antonio Infante y la Com pañ ía Unión de Seguros,

3757
C. por A., contra sentencia No. 265-bis, de fecha veintiseis(261 del mes de julio del año mil n ovecientos setenta y ocho
(1978), dictada por la Tercera Cámara Penal del Juzgado dePrimera I nstancia del D istrito Judicial de San tiago, cuyodispositivo es el sig uiente: 'Falla: Primero: que debepronunciar, como en efecto pronuncia, el defecto contra 

elnombrado Domingo Antonio Infante, de generales ignoradaspor no haber comparecido a la audiencia para la cual estaba
legalmente citado; Segundo: Que debe declarar como enefecto declara al nombrado Domingo Antonio I nfante, culpa-ble de violar la Ley No. 241, en su artículo 49 sobre Tránsito
Terrestre de Vehículos de Motor, y en consecuencia, lo debecondenar y lo condena al pago de una multa de R DS15.00(quince pesos oro), por el hecho puesto a su cargo; Tercero:
Oue debe declarar y declara al nombrado Lino Andrés Lee,no culpable de violar la Ley No. 241, y en consecuencia lo de-
be descargar y lo descarga de toda responsabilidad penal, por
no haber cometido el hecho puesto a su cargo; Cuarto: Que
debe declarar como en efecto declara buena y válida laconstitución en parte civil formulada por Lino Antonio Lee,por haberla hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las normasy exigencias del procedimiento, en cuanto a la 	 forma;Quinto: En cuanto al fondo, debe condenar y condena a
Domingo Antonio Infante y Julio Daniel Hernández N., soli-d a r iamente, al pago de una indemnización de RD S1.000.00(un mil pesos oro)en favor de Lino Andrés Lee, 

por los dañosy perjuicios que sufrió a causa del accidente de ue	 trata;Sexto: Que debe condenar y condena a Dominq se
go AntonioInfante y Julio Daniel Hernández N., al pago de los intereseslegales de la suma acordada como indemnización principal, apartir del día de la demanda en justicia, a título de in-demnización comp lementaria; Séptimo: Que debe declarar ydeclara la presente sentencia común y oponible y ejecutoria a

la Compañía Unión de Seguros, C. por A., en su calidad de
compañía aseguradora de la resp onsabilidad civil del propie-tario del carro placa No. 141-448; Octavo: Que debe con-denar y condena a Domingo A. Infante y Julio Daniel Her-
nández N., al pago de las costas civiles del procedimiento
con distracción de las mismas en provecho del Lic. Víctor M.
Pérez Pereyra, quien afirma haberlas avanzado en su to-
talidad; Noveno: Que debe condenar y condena a Domingo
A. Infante, al pago de las costas penales del procedimiento:
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Décimo: Que debe declarar como en efecto declara las
costas de oficio, en cuanto al nombrado Lino Andrés Leo;

SEGUNDO : Pronuncia defecto contra el prevenido Domingo
Antonio Infante, por no haber comparecido a la audiencia no
obstante estar legalmente citado; TERCERO : Declara regular

la intervenció n en audiencia de la parte civil constituida;
CUARTO: Modifica el Ordinal 5to. de la sentencia recurrida
en el sentido de reducir la indemnizac ión acordada en favor

de la parte civil constituida a RD$500.00 (quinientos pesos
oro), por considerar esta Corte que esta es la suma justa,
adecuada y suficiente para reparar los daños y perjuicios
tanto morales como materiales experimentad os por dicha

parte civil constituida a consecuenc ia del accidente de que se
trata; después de atender esta Corte que el agraviado Lino
Andrés Lee, cometió una falta proporciona lmente igual a la

cometida por el prevenido en la conducción de su vehículo,
en el referido accidente; QUINTO: Confirma la sentencia
recurrida en sus demás aspectos; SEXTO: Condena al pre-
venido al pago de las costas penales; SEPTIMO: Condena a
las personas civilmente responsab l es, al pago de las costas
civiles, ordenando su distracción en favor del Lic. Víctor
Pérez Pereyra, quien afirma estarlas avanzando en su to.

talidad";
Considerando, que	 julio Daniel Hernández, persona ci-

vilmente responsab le puesta en causa, ni la compañía Unión

de Seguros, C. por A	 compañía también puesta en causa

como entidad asegurado ra, ambas recurrentes, han ex-
puestos los medios en que fundan sus recursos, como lo
exige, a pena de nulidad, el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación, y se procederá al examen del recurso

del prevenido;
Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-

deración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dio por es-
tablecido lo siguiente:	 que el 15 de noviemb re de 1976, el

automóvil placa No. 141-848, propiedad de Julio Daniel
Hernández, y conduc i do por el prevenido Domingo Antonio
Infante, transitaba de Oelte a Este por la calle Doctor A.
Llenas, de la ciudadde Santiago, y al llegar a la intersección
con la avenida Enriquillo, tuvo una colisión con la motocicleta
placa No. 47860 que conducía de Norte a Sur por esta última
vía, Lino Andrés Lee, quien resultó con lesiones corporales
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que curaron después de 20 y antes de 30 días; b) que el ac-
cidente se debió a la imprudencia de ambos conductores,consistiendo la del prevenido recurrente, en transitar a unavelocidad excesiva, y no haberse detenido en la in tersección
con la avenida Enriquillo, por la que transitaba en upa mo-
tocicleta Lino Andrés Lee;

Considerando, que lOs hechos asf establecidos ccInstityyen
a cargo del prevenido Domingo Antonio Infante, el delito de
golpes y heridas por imprudencia, previsto en el artículo 49 de
la Ley No. 241, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado en
su letra (c) de seis (6) meses a dos (2) años de prisión y multa
de cien pesos ( R DS100.00)a quinientos pesos ( RD $ 500.00),si la enfermedad o imposibilidad para el trabajo durare veinte
(20) días o más, como sucedió en la especie;7que, al confirmaral prevenido la multa de quince pesos ( R D$15.00) que enviolación a los textos legales señalados antes le impuso el Tri
bunal del Primer Grado, ya que no acogió circunstancias
atenuantes, en ausencia de un recurso de apelación delRepresentante del Ministerio Público, la Corte a-qua proce-dió co rrectamente, porque frente a la sola apelación suya, susuerte no podía ser agravada;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Domingo Antonio
Infante, ocasionó a Lino Andrés Lee, constituido en parte civil
daños materiales y morales que evaluó en las sumas que se
indican en el dispositivo del fallo impugnado; que al con-
denarlo al pago de dichas sumas en favor de dicha persona, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del
Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido recurrente, lasentencia i mpugnada no-contiene vicio alguno que justifiquesu casación;

Lino
Por tales motivos: Primero: Admite como i nterviniente a

Andrés Lee, en los recursos de casación i nterpuestos
por Domingo Antonio Infante, Julio Daniel Hernández, y 

la
Compañía Unión de Segurps, C. por A., contra la sentencia
del 6 de junio de 1979, dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulos los recursos de Julio Daniel 

Her-nández y la Compañía Unión de Seguros, C. por A.; Tercero:
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Décimo: Que debe declarar como en efecto declara las
costas de oficio, en cuanto al nombrado Lino Andrés Lee;

SEGUNDO : Pronuncia defecto contra el prevenido Domingo
Antonio Infante, por no haber comparec i do a la audiencia no

obstante estar legalmente citado; TERCERO : Declara regular
la intervención en audiencia de la parte civil constituida;
CUARTO: Modifica el Ordinal 5to. de la sentencia recurrida
en el sentido de reducir la indemnizac ió n acordada en favor

de la parte civil constituida a RDS500.00 lquinientos pesos
oro), por considerar esta Corte que esta es la suma justa,
adecuada y suficiente para reparar los daños y perjuicios
tanto morales como materiales experimentad os por dicha

parte civil constituida a consecuencia del accidente de que se
trata; después de atender esta Corte que el agraviado Lino
Andrés Lee, cometió una falta proporciona lmente igual a la

cometida por el prevenido en la conducción de su vehículo,
en el referido accidente; QUINTO: Confirma la sentencia
recurrida en sus demás aspectos; SEXTO: Condena al pre-
venido al pago de las costas penales; SEPTIMO: Condena a
las personas civilmente responsab les, al pago de las costas
civiles, ordenando su distracción en favor del Lic. Víctor
Pérez Pereyra, quien afirma estarlas avanzando en su to-

talidad";
Considerando, que	 Julio Daniel Hernández, persona ci-

vilmente responsab le puesta en causa, ni la compañía Unión
de Seguros, C. por A , compañia también puesta en causa
como entidad asegurado ra, ambas recurrentes, han ex-
puestos los medios en que fundan sus recursos, como lo
exige, a pena de nulidad; el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación, y se procederá al examen del recurso

del prevenido;
Considerando, que la Corte a-qua, mediante la pon-

deración de los elementos de juicio que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, dio por es-
tablecido lo siguiente: al que el 15 de noviemb re de 1976, el

automóvil placa No. 141-848, propiedad de Julio Daniel
Hernández, y conduc ido por el prevenido Domingo Antonio
Infante, transitaba de Oelte a Este por la calle Doctor A.
Llenas, de la ciudad- de Santiago, y al llegar a la intersección
con la avenida Enriquillo, tuvo una colisión con la motocicleta
placa No. 47860 que conducía dé Norte a Sur por esta última
vía, Lino Andrés Lee, quien resultó con lesiones corporales
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que curaron después de 20 y antes de 30 días; b) que el ac-
cidente se debió a la imprudencia de ambos conductores,consistiendo la del prevenido recurrente, en transitar a una
velocidad excesiva, y no haberse detenido en la in tersección
con la avenida Enriquillo, por la que transitaba en una mo-
tocicleta Lino Andrés Lee;

Considerando, que los hechos así establecidos cónstityyen
a cargo del prevenido Domingo Antonio Infante, el delito de
golpes y heridas por imprudencia, previsto en el artículo 49 de
la Ley No. 241, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado en
su letra (c) de seis (6) meses a dos (2) años de prisión y multa
de cien pesos (RDS100.00)a q uinientos pesos (RDS 500.00),si la enfermedad o i mposibilidad para el trabajo durare veinte
(20) días o más, como sucedió en la es peciellque, al confirmaral prevenido la multa de quince pesos (RD$15.00) que enviolación a los textos legales señalados antes le impuso el Tri-
bunal del Primer Grado, ya que no acogió circunstancias
atenuantes, en ausencia de .un recurso de apelación delRepresentante del Ministerio Público, la Corte a-qua proce-dió correctamente, porque frente a la sola apelación suya, susuerte no podía ser agravada;

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por es-
tablecido que el hecho del prevenido Domingo Antonio
Infante, ocasionó a Lino Andrés Lee, constituido en parte civil
daños materiales y morales que evaluó en las sumas que se
indican en el dispositivo del fallo impugnado; que al con-
denarlo al pago de dichas sumas en favor de dicha persona, la
Corte a-qua hizo una correcta aplicación del artículo 1383 del
Código Civil;

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, en
lo que concierne al interés del prevenido recurrente, lasentencia i mpugnada no-contiene vicio alguno que justifiquesu casación;

Por tales motivos: PriMero: Admite como i nterviniente a
Lino Andrés Lee, en los recursos de casación interpuestos
por Domingo Antonio Infante, Julio Daniel Hernández, y la
Compañía Unión de Segurps, C. por A., contra la sentencia
del 6 de junio de 1979, dictada en sus atribuciones correc-
cionales por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dis-
positivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulos los recursos de Julio Daniel Her-nández y la Compañía Unión de Seguros, C. por A.; Tercero:
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Rechaza el recurso de Domingo Antonio Infante, y lo con-
dena al pago de las costas penales, y a éste y a Julio Daniel
Hernández, al pago de las costas civiles, ordenando su
distracción en provecho del Lic. Víctor Manuel Pérez Pereyra,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, y las hace
oponibles a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., dentro
de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS) Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo
Puello Renville.-. Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
Acres Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
-ertifico. (FD0.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 30 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 63

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 20 de noviembre de 1980.

Materia: Correccional

Recurrente Is1: Anibal J. Jáquez Vargas, La Asociación-
Nacional de Choferes Democráticos Inc., y la Compañía de
Seguros. Peoín. S. A.,

Abogado:	 Dr. Raúl Reyes Vászzrez.

intervinientes:	 César Pérez Pereyra y Nelsy de la Cruz
de Pérez.

Abogado Is): Dr. Mariano Germán.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelarcb
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 30 del mes de noviembre del año 1983, año 140' de la
Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Aníbal J.
Jáquez Vargas, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula
No. 11409, serie 46, domiciliado en la calle Peña BatIle No.
199, de esta ciudad, la Asociación Nacional de Choferes
Democráticos, con asiento social en esta ciudad, y la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., con domicilio social
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Rechaza cl recurso de Domingo Antonio Infante, y lo con-
dena al pago de las costas penales, y a éste y a Julio Daniel
Hernández, al pago de las costas civiles, ordenan do su

distracción en provecho del Lic. Víctor Manuel Pérez Pereyra,
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad, y las hace
oponibles a la Compañía Unión de Seguros, C. por A., dentro
de los términos de la Póliza.

(FIRMADOS)	 Manuel D. Bergés Chupan i. - Darío Bal-

cáccr.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. Al-
burquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo

Puello	
Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez

Ceara.- Miguel Jacobo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la

audienc i a pública del día, mes y año, en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretari o General, que

-ertifico. (FD0.): Miguel Jacobo.

SENTENCIA DE FECHA 30 DEL MES DE NOVIEMBRE
DEL AÑO 1983 No. 63

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo
Domingo, de fecha 20 de noviembre de 1980.

Materia: Correccional

Recurrente	 Aníbal J. Jáquez Vargas, La Asociación.
Nacional de Choferes Democráticos Inc., y la Compañía de
Seguros. Peoín. S. A.,

Abogado: (s): Dr. Raúl Reyes Vásr,uez

tntervinientes: (s): César Pérez Pereyra y Nelsy de la Cruzae Pérez.

Abogado	 Dr. Mariano Germán.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte R. Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardz
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 30 del mes de noviembre del año 1983, año 140' de la
Independencia y 121' de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Aníbal J.
Jáquez Vargas, dominicano, mayor de edad, chofer, cédula
No. 11409, serie 46, domiciliado en la calle Peña BatIle No.
199, de esta ciudad, la Asociación Nacional de Choferes
Democráticos, con asiento social en esta ciudad, y la
Compañía de Seguros Pepín, S.A., con domicilio social
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Cons iderando, que en la sentencia impugnada y en los

	

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:	 que
con motivo de un accidente de tránsito en que resultaron dos
personas con lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, apo-
derada del asunto dictó en sus atribuciones correccionales, el
7 de febrero de 1978, una sentencia cuyo dispositivo se copia
más adelante; b) que sobre los recursos interpuestos contraese fallo, intervino la sentencia ahora impugnada en casación,cuyo d i spositivo es el sigu iente: "FALLA: PRIMERO:
Declara buenos y válidos, en cuanto a la forma, los recursos
de apelación interpuestos: a) por el Dr. Raúl Reyes Vásquez, anombre y representación del prevenido Aníbal A. Jáquez •Vargas, de la persona civilmente responsable "la AsociaciónNacional de Choferes Democráticos", y de la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., en fecha 28 de junio de 1978; y 

b) que elDr. Mariano Germán, a nombre y representación de los se-
ñores César S. Pérez Pereyra y Nelsy de la Cruz Pérez, en
fecha 24 de julio de 1978, contra sentencia de fecha siete (7)
de febrero de 1978, dictada por la Sexta Cámara Penal 

delJuzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional cuyo
dispositivo dice así: 'Falla Primero: Se declara al nombrado
César S. Pérez Pereyra, no culpable de violar la Ley No. 241, yen consecuencia se descarga de toda responsabilidad por nohaber cometido ningunas de las disposiciones enumeradas endicha Ley; Se declaran de oficio las costas en cuanto a 

él serefiere; Segundo: Se pronuncia el defecto en contra deln
ombrado Aníbal Antonio Jáquez Vargas, por no haber

comparecido a la audiencia no obstante haber sido legal-
mente c itado; Tercero: Se pronuncia el defecto en contra del
nombrado Aníbal Antonio Jáquez, culpable de violación a la
Ley No. 241, en perjuicio de César S. Pérez Pereyra y Nelsy de
la Cruz de Pérez, y en consecuencia se condena al pago de
una multa de cincuenta pesos oro ( R DS50.00) y costas,acogiendo en su favor circunstancias a tenuantes; Cuarto: Se
declara buena y válida, la constitución en parte civil, 	 in-tentada por César S. Pérez Pereyra y Nelsy de la Cruz de
Pérez, en contra de Aníbal Antonio Jáquez Vargas y la
Asociación Nacional de Choferes Democráticos, Inc., por ha-
berla hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las dispicioneslegales; en consecuencia, se condena solidariamente aos Aníbal
Antonio Jáquez Vargas y la Asociación Nacional de Choferes
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también en esta ciudad; contra la sentenc i a dictada en sus

atribuciones correcciona les por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, el 20 de noviembre de 1980, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído en la lectura de sus conclusiones al Dr. Mariano

Germán, cédula No. 5885, serie 59, abogado de los in-
tervinientes César Pérez Pereyra y Nelsy de la Cruz de Pérez,
dominicanos, mayores de edad, casados, domiciliados en la
casa No. 55 de la calle Luis C. del Castillo, de esta ciudad, cé-
dula No. 57625 serie 1ra., y 5633 serie 65, respectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurado r General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua el 16 de febrero de 1981, a re-
querimiento del abogado Dr. Raúl Reyes Vásquez, cédula No.
6556, serie 5, en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone contra la sentencia impugnada, ningún medio
determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 17 do
marzo de 1983, suscrito por su abogado Dr. Raúl Reyes
Vásquez, en el cual se propone contra la sentencia im-
pugnada el medio de casación que se indica más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes del 11 de abril de 1983,
firmado por su abogado, Dr. Mariano Guzmán;

Visto el Auto dictado en fecha 29 del mes de noviembre del
,:orriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,

conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alquerquerque
Castillo, Luis Victor García de Peña, Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo de los recursos de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;
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también en esta ciudad; contra la sentencia dictada en sus
atribuciones correcciona l es por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, el 20 de noviembre de 1980, cuyo dispositivo
se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oido en la lectura de sus conclusiones al Dr. Mariana

Germán, cédula No. 5885, serie 59, abogado de los in-
tervinientes César Pérez Pereyra y Nelsy de la Cruz de Pérez,
dominicanos, mayores de edad, casados, domiciliados en la
casa No. 55 de la calle Luis C. del Castillo, de esta ciudad, cé-
dula No. 57625 serie 1ra., y 5633 serie 65, respectivamente;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la

República;
Vista el acta de los recursos de casación levantada en la

Secretaria de la Corte a-qua el 16 de febrero de 1981, a re-
querimiento del abogado Dr. Raúl Reyes Vásquez, cédula No.
6556, serie 5, en representación de los recurrentes, en la cual
no se propone contra la sentencia impugnada, ningún medio
determinado de casación;

Visto el memorial de casación de los recurrentes del 17 de
marzo de 1983, suscrito por su abogado Dr. Raúl Reyes
Vásquez, en el cual se propone contra la sentencia im-
pugnada el medio de casación que se indica más adelante;

Visto el escrito de los intervinientes del 11 de abril de 1983,
firmado por su abogado, Dr. Mariano Guzmán;

Visto el Auto dictado en fecha 29 del mes de noviembre del
corriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia, por
medio del cual integra, en su indicada calidad dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Fer-
nando E. Ravelo de la Fuente, Leonte R. Alquerquer que •

Castillo, Luis Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville,
Abelardo Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de
este Tribunal, para completar la mayoría en la deliberación y
fallo de los recursos de casación de que se trata, de con-
formidad con las Leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 y 52 de la Ley No. 241 de 1967,
sobre Tránsito y Vehículos, 1383 y 1384 del Código Civil, 1 y
10 de la Ley No. 4117 de 1955, sobre Seguro Obligatorio de
Vehículos de Motor, y 1, 62 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;
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Considerando, que en la sentencia i mpugnada y en losdocumentos a que ella se refiere, consta lo s iguiente: a) quecon motivo de un accidente de trárisito en que resultaron dospersonas con lesiones corporales, la Sexta Cámara Penal del

Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, apo-derada del asunto dictó en sus atribuciones correccionales, el7 de febrero de 1978, una sentencia cuyo dispositivo se copiamás adelante; b) que sobre los recursos in terpuestos contraese fallo, intervino la sentencia ahora i mpugnada en casación,cuyo dispositivo es el s iguiente: "FALLA: PRIMERO:
Declara buenos y válidos, en cuanto a la forma, los recursos
de apelación interpuestos: a) por el Dr. Raúl Reyes Vásquez, anombre y representación del prevenido Aníbal A. Jáquez •Vargas, de la persona civilmente responsable "la AsociaciónNacional de Choferes Democráticos", y de la Compañía de
Seguros Pepín, S.A., en fecha 28 de junio de 1978; y b) que el
Dr. Mariano Germán, a nombre y representación de los se-ñores César S. Pérez Pereyra y Nelsy de la Cruz Pérez, en
fecha 24 de julio de 1978, contra sentencia de fecha siet (7)
de febrero de 1978, dictada por la Sexta Cámara Penale del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional cuyo
dispositivo dice así: 'Falla Primero: Se declara al nombradoCésar S. Pérez Pereyra, no culpable de violar la Ley No. 241, yen consecuencia se descarga de toda responsabilidad por nohaber cometido ningunas de las disposiciones enumeradas en
dicha Ley; Se declaran de oficio las costas en cuanto a él se
refiere; Segundo: Se pronuncia el defecto en contra deln
ombrado Aníbal Antonio Jáquez Vargas, por no haber

comparecido a la audiencia no obstante haber sido legal-
mente citado; Tercero: Se pronuncia el defecto en contra deln
ombrado Aníbal Antonio Jáquez, culpable de violación a la

Ley No. 241, en perjuicio de César S. Pérez Pereyra y Nelsy deCruz de Pérez, y en consecuencia se condena al pago de
una multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00) y costas,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Cuarto: Sedeclara buena y válida, la constitución en parte civil, in-tentada por César S. Pérez Pereyra y Nelsy de la Cruz dePérez, en contra de. Aníbal Antonio Jáquez Vargas y la
Asociación Nacional de Choferes Democráticos, Inc., por ha-
berla hecho en tiempo hábil y de acuerdo a las d isposicioneslegales; en consecuencia, se condena so lidariamente a Aníbal
Antonio Jáquez Vargas y la Asociación Nacional de Choferes
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Democráticos, Inc., al pago de las siguientes in-
demnizaciones: a) la suma de mil pesos oro (RDS1,000.00) a
favor de César S. Pérez Pereyra, como justa reparación por
los deperfectos ocasionándole a su vehículo en el accidente;
y la suma de ochocientos pesos oro (RDS800.00) por los
daños físicos sufridos por éste con motivo del accidente; e) la
suma de un mil pesos oro (RDS1,000.00) a favor de Nelsy de
la Cruz de Pérez, como justa reparación por los daños
morales y materiales ocasionándole en el susodicho ac-
cidente, así como al pago de los intereses legales de las
sumas acordadas, a título de indemnización complementaria,
a partir de la fecha de la demanda en justicia, más al pago de
las costas civiles, con distracción de las mismas en provecho
del Dr. Marino Germán M., quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad; Quinto: Se declara que la presente sen Pepín,

tencia

le sea común y oponible a la Compañía de Seguros 
S.A., por ser la entidad aseguradora del vehículo que

ocasionó el accidente; Sexto: Se rechazan las conclusiones

del abogado de la defensa y la Compañía de SeguroshaberPesido
pin,

S.A., por ser improcedente y mal fundada'; por 
hecho conforme a las formalidades de Ley; 

SEGUNDO: En

cuanto al fondo, pronuncia el defecto contra el prevenido
Aníbal Antonio Jáquez Vargas y contra la Asociación
Nacional de Choferes Democráticos (ANCHODE), persona
civilmente responsable, por no haber comparecido a la
audiencia de esta Corte, estando regularmente citados;

TERCERO: Modifica el ordinal 4to. de la sentencia apelada, y
la Corte obrando por propia autoridad fija: A) en la suma de
dos mil quinientos pesos oro (RDS2,500.00) la indemnización
a pagar en favor del señor César S. Pérez Pereyra; y B) la
suma de mil pesos oro (RDS1,000.00) la indemnización a
pagar a favor de la señora Nelsy de la Cruz de Pérez, en sus
calidades indicadas y por los conceptos señalados en dicha
sentencia, por considerar esas sumas más en armonía con los
daños experimentados por dichos señores; 

CUARTO:
Condena asimismo al señor Aníbal Antonio Jáquez Vargas, y
a la Asociación Nacional de Choferes Democráticos, a pagar
en provecho de dicha parte civil, los intereses legales de
dichas sumas a partir de la fecha de la demanda; 

QUINTO:
Confirma en todos sus demás aspectos la sentencia recurrida;

SEXTO: Condena a Aníbal Antonio Jáquez Vargas y a la
Asociación Nacional de Choferes Democráticos Inc., al pago
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de las costas de la instancia, con distracción de las mismas
en provecho del Dr. Mariano Germán M., abogado que afirma
en sus conclusiones estarlas avanzando en su totalidad;
SEPTIMO: Dispone la oponibilidad de la presente sentencia
a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., en aplicación de las
disposiciones del artículo 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio de casación: Falsa
motivación y carencia de base legal;

Considerando, que en su único medio de casación los
recurrentes alegan en síntesis lo siguiente: a) que los Jueces
del fondo para declarar la culpabilidad del prevenido Jáquez,
y descargar al co-prevenido Pérez Pereyra, se basaron en las
declaraciones ofrecidas por las personas constitiudas en
parte civil, lo que es contrario a las reglas de la prueba que
prohiben que nadie puede procurarse su propia prueba; que
el co-prevenido Pérez, constituido en parte civil es quien a-
firma que el accidente se debió a la excesiva velocidad del
prevenido recurrente Jáquez; que los Jueces no pueden
fundar su decisiones, en las versiones de los hechos dadas
por las partes interesadas; que los Jueces del fondo no
comprobaron la velocidad excesiva a que se dice corría el
prevenido; que tampoco en la sentencia impugnada se ex-
presa que la calle Barahona por donde transitaba el co-
prevenido Pérez era de tránsito preferente en relación con la
calle Juan B. Vicini por donde corría el prevenido recurrente;
c) que la Corte a-qua aumentó la indemnización acordada a
las personas constituidas en parte civil, sin exponer los mo-
tivos especiales al respecto; que, por todo lo anteriormente
expuesto sostienen los recurrentes que la sentencia im-
pugnada debe ser casada por los vicios y violaciones
denunciadas; pero,

Considerando, en cuanto a los alegatos señalados con las
letras A) y B), que el examen de la sentencia impugnada pone
de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al prevenido
recurrente Aníbal J. Jáquez Vargas, único culpable del ac-
cidente, y fallar como lo hizo, dio por establecidos mediante
la ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente aportados en la instrucción de la causa, los
siguiente hechos: a) que siendo aproximadamente las 7:40 de
la mañana del día 16 de junio de 1977, mientras César Sal-
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Democráticos, Inc., al pago de las siguientes in
demnizaciones: a) la suma de mil pesos oro (RDS1,000.00) a
favor de César S. Pérez Pereyra, como justa reparació

n por

los deperfectos ocasionándole a su vehícu l o en el accidente;

y b) la suma de ochocientos pesos oro (RDS800.00) por los

daños físicos sufridos por éste con motivo del accidente; c) la
suma de un mil pesos oro (RDS1,000.00) a favor de Nelsy de
la Cruz de Pérez, como justa reparación por los daños

morales y materiales ocasionándole en el susodicho ac-
cidente, así como al pago de los intereses legales de las
sumas acordadas, a título de indemnización complementaria,
a partir de la fecha de la demanda en justicia, más al pago de

las costas civiles, con distracc ión de las mismas en provecho

del Dr. Marino Germán M., quien afirma haberlas avanzado
en su totalidad; Quinto: Se declara que la present

e sentencia

le sea comú n y oponible a la Compañ ía de Seguros Pepín,

S.A., por ser la entidad aseguradora del vehículo que
ocasionó el accidente; Sexto: Se rechazan las conclusiones

del abogado de la defensa y la Compañ ía de Seguros Pepín,

S.A., por ser improcede nte y mal fundada'; por haber sido

hecho conforme a las formalidades de Ley; 
SEGUNDO: En

cuanto al fondo, pronunc ia el defecto contra el prevenido
Aníbal AntonioJaChICZ Vargas y contra la Asociación

Naciona l de Choferes Democráticos (ANCHODE), persona
civilmente responsable, por no haber comparecid

o a la

audiencia de esta Corte, estando regularmente citados;
TERCERO: Modifica el ordinal 4to. de la sentenc ia apelada, y

la Corte obrando por propia autoridad fija: A) en la suma de

dos mil quinientos pesos oro (RDS2,500.00) la indemnización

a pagar en favor del señor César S. Pérez Pereyra; y B) la
suma de mil pesos oro (RDS1,000.00) la indemnización a
pagar a favor de la señora Nelsy de la Cruz de Pérez, en sus

calidades indicad as y por los conceptos señalados en dicha

sentencia, por considera r esas sumas más en armon la con los

daños experimentados por dichos señores; CUARTO:

Condena asimismo al seño r Aníbal Antonio Jáquez Vargas, y

a la Asociación Naciona l de Choferes Democráticos, a pagar

en provecho
 de dicha parte civil, los intereses legales de

dichas sumas a partir de la fecha de la demanda; QUINTO:
Confirma en todos sus demás aspectos la sentencia recurrida;

SEXTO: Condena a Aníbal Antonio Jáquez Vargas y a la

Asociación Nacional de Choferes Democráticos Inc., al pago

de las costas de la instancia, con distracción de las mismas
en provecho del Dr. Mariano Germán M., abogado que afirma
en sus conclusiones estarlas avanzando en su totalidad;
SEPTIMO: Dispone la oponibilidad de la presente sentencia
a la Compañía de Seguros Pepín, S.A., en aplicación de las
disposiciones del artículo 10 de la Ley No. 4117, sobre Seguro
Obligatorio de Vehículos";

Considerando, que los recurrentes proponen contra la
sentencia impugnada el siguiente medio de casación: Falsa
motivación y carencia de base legal;

Considerando, que en su único medio de casación los
recurrentes alegan en síntesis lo siguiente: a) que los Jueces
del fondo para declarar la culpabilidad del prevenido Jáquez,
y descargar al co-prevenido Pérez Pereyra, se basaron en las
declaraciones ofrecidas por las personas constitiudas en
parte civil, lo que es contrario a las reglas de la prueba que
prohiben que nadie puede procurarse su propia prueba; que
el co-prevenido Pérez, constituido en parte civil es quien a-
firma que el accidente se debió a la excesiva velocidad del
prevenido recurrente Jáquez; que los Jueces no pueden
fundar su decisiones, en las versiones de los hechos dadas
por las partes interesadas; que los Jueces del fondo no
comprobayon la velocidad excesiva a que se dice corría el
prevenido; que tampoco en la sentencia impugnada se ex-
presa que la calle Barahona por donde transitaba el co-
prevenido Pérez era de tránsito preferente en relación con la
calle Juan B. Vicini por donde corría el prevenido recurrente;
c) que la Corte a-qua aumentó la indemnización acordada a
las personas constituidas en parte civil, sin exponer los mo-
tivos especiales al respecto; que, por todo lo anteriormente
expuesto sostienen los recurrentes que la sentencia im-
pugnada debe ser casada por los vicios y violaciones
denunciadas; pero,

Considerando, en cuanto a los alegatos señalados con las
letras A) y B), que el examen de la sentencia impugnada pone
de manifiesto que la Corte a-qua para declarar al prevenido
recurrente Aníbal J. Jáquez Vargas, único culpable del ac-
cidente, y fallar como lo hizo, dio por establecidos mediante
la ponderación de los elementos de juicio que fueron
regularmente aportados en la instrucción de la causa, los
siguiente hechos: a) que siendo aproximadamente las 7:40 de
la mañana del día 16 de junio de 1977, mientras César Sal-
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3 oor Pérez Pereyra conducía su vehículo placa No. 102-102
en dirección Oeste Norte por la calle Barahona de esta ciu-
dad, fue chocado por el vehículo placa No. 92-881 conducido
por el prevenido Jáquez Vargas que transitaba en dirección

Norte-Su r por la calle Juan Bautista Vicini; b) que a

consecuenc ia de ese choque resultaron con lesiones cor-

porales que curaron después de 10 y antes de 20 días, César
Pérez Pereyra y Nelsy de la Cruz de Pérez, persona esta úl-
tima que ocupaba el automóv il de Pérez Pereyra; cl que a-
demás, el vehículo de Pérez resultó con graves desperfectos y
abolladuras en la parte lateral izquierda, y el automóvil
conducido por Jáquez Vargas, presentaba abolladuras en la
parte frontal del mismo; d) que el accidente se debió a la

imprudenc ia del prevenido recurrente quien se introdujo a la
calle Barahona sin adviertir que ya el automóv il de Pérez ha-

bía ganado la intersección con la calle Juan Bautista Vicini;
Considerando, que además, la Corte a-qua para formar su

convicción en el sentido en que lo hizo, expuso en el fallo

impugnado lo siguiente: "que mientras el carro conducido
por el señor César S. Pérez Pereyra, que transitaba por una
vía preferencial recibió los daños básicamente en la parte
central y guardalodo delantero izquierdo, el carro conducido
por el prevenido Aníbal Antonio Jáquez Varga, recibió los da-
ños en la parte frontal, parrilla, bonete y rotura del radiador,
situaciones que han sido claramente establecidas por esta
Corte por el examen de una fotografía que consta depositada
en el expediente y por el examen de las declaraciones vertidas
por el prevenido Aníbal Antonio Jáquez Vargas por ante el
Departamento de Tránsito de la Policía Nacional y que
figuran recogidas en el acta policial que sirvió de base a la

instrumentac ión del expediente de que se trata; lo que

confirma las declaracion es del conductor César S. Pérez
Pereyra, en el sentido de que cuando llegó a la esquina se
paró y que el otro vehículo fue culateando hasta encontrarlo y
chocarlo, y la declaración de la parte civil Nelsy de la Cruz de

Pérez de que 'el dijo que no pudo frenar porque había mucha

arena"';
Considerando, que como se advierte, la Corte a-qua para

fallar como lo hizo no se fundó exclusivame nte en las

declaraciones de la parte civil, sino en todos los elementos de
juicio que fueron aportados al debate; que además, en la
sentencia impugnada sí se hace constar que la calle Barahona
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Bautista Vicini;
os de transitopreterente en relación con la calle 

Juan
Consi

derando, en cuanto al alegato señalado con la letra c)que la Corte a-qua para aumentar el monto de las in-demnizaciones acordadas a las personas constituidas enparte civil sobre las apelaciones de dichas personas, expusoen la sentencia impugnada, lo siguiente: "que los hechospuestos a cargo de Aníbal A. Jáquez Vargas ocasionaronlesiones corporales que han provocado a la vez daños ma-
teriales y morales a César Pérez Pereyra y Nelsy de la Cruz 

dePérez, según se desprende de los certificados médicos ex-pedidos en el caso y que han sido descrito en otra parte deesta sentencia, así como que los mismos hechos provocarongraves y cuantiosos daños al vehículo propiedad de CésarSalvador Pérez Pereyra, consistente en abolladuras delguardalodo izquierdo delantero, puerta del mismo lado, farol,estribo izquierdo, torcedura del tren delantero, rotura del vi-drio de la puerta izquierda con su ce r radura y otros dañosmás, según se desprende de los diferentes documentos ydemás elementos de juicio aportados y examinados con-trad ictoriamente en el proceso, y daños y perjuicios que estaCorte aprecia soberanamente en: dos mil quinientos pesos .oro (RD S2,500.00) para César S. Pérez Pereyra, por los dañosimateriales sufridos, al serle destruido su vehículo, así comopor los daños morales y materiales sufridos a consecuenciade las lesiones corporales de que fue víctima en el hecho; y enla suma de mil pesos oro (RD S1,000.00) para Nelsy de la Cruz
de Pérez, por los daños materiales y morales sufridos acon

secuencia de las lesiones corporales de que fue víctima 
enel h

echo y por considerar esta Corte que estas in-dem
nizaciones son más acorde con los daños sufridos por

dichos agraviados conforme las descripciones que se hanhecho en otra parte de esta sentencia";
Con

siderando, que los Jueces del fondo son soberanos
para apreciar la magnitud de los daños y perjuicios sufridospor la víctima y fijar en consecuencia, las indem nizaciones, amenos que desnaturalicen los documentos a portados o quelas mismas sean irrazonables, lo que no ha ocurrido en laespecie;

Considerando, que como consecuencia de todo lo anteriormente expuesto se advierte que la sentencia impugnadacontiene motivos suficientes y pe rtinentes que justifican su

3766



irr
BOLETIN JUDICIALBOLETIN JUDICIAL.

Jactor Pérez Pereyra conducía su vehículo placa No. 102-102
en dirección Oeste Norte por la calle Barahona de esta ciu-
dad, fue chocado por el vehículo placa No. 92-881 conducido
por el prevenido Jáquez Vargas que transitaba en dirección
Norte-Sur por la calle Juan Bautista Vicini; b) que a

consecuenc ia de ese choque resultaron con lesiones cor-
porales que curaron después de 10 y antes de 20 días, César
Pérez Pereyra y Nelsy de la Cruz de Pérez, persona esta úl-
tima que ocupaba el automóv il de Pérez Pereyra; c) que a-
demás, el vehículo de Pérez resultó con graves desperfecto s y

abolladu ras en la parte lateral izquierda, y el automóvil
conducido por Jáquez Vargas, presentaba abolladuras en la
parte frontal del mismo; d) que el accidente se debió a la

imprudenc ia del prevenido recurrente quien se introdujo a la
calle Barahona sin adviertir que ya el automóvil de Pérez ha-
bla ganado la intersecc i ón con la calle Juan Bautista Vicini;

Considerando, que además, la Corte a-qua para formar su
convicción en el sentido en que lo hizo, expuso en el fallo
impugnado lo siguiente: "que mientras el carro conducido
por el señor César S. Pérez Pereyra, que transitaba por una
vía preferencial recibió los daños básicamente en la parte
central y guardalodo delantero izquierdo, el carro conducido
por el prevenido Aníbal Antonio Jáquez Varga, recibió los da-
ños en la parte frontal, parrilla, bonete y rotura del radiador,
situaciones que han sido claramente establecidas por esta
Corte por el examen de una fotografía que consta depositada
en el expediente y por el examen de las declarac i o nes vertidas

por el prevenido Aníbal Antonio Jáquez Vargas por ante el
Departamento de Tránsito de la Policía Nacional y que
figuran recogidas en el acta policial que sirvió de base a la

instrumentac ión del expediente de que se trata; lo que
confirma las declaraciones del conductor César S. Pérez
Pereyra, en el sentido de que cuando llegó a la esquina se
paró y que el otro vehículo fue culateando hasta encontrarlo y
chocarlo, y la declaración de la parte civil Nelsy de la Cruz de 	 .411

Pérez de que 'el dijo que no pudo frenar porque había mucha

arena"';
Considerando, que como se advierte, la Corte a-qua para

fallar como lo hizo no se fundó exclusivame nte en las

declaraciones de la parte civil, sino en todos los elemento s de

juicio que fueron aportados al debate; que además, en la
sentencia impugnada sí se hace constar que la calle Barahona
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es de transitopreterente en relación con la calle 

JuanBautista Vicini;
Con

siderando, en cuanto al alegato señalado con la letra c)
que la Corte a-qua para aumentar el monto de las in-demnizaciones acordadas a las personas constituidas enparte civil sobre las apelaciones de dichas personas, expusoen la sentencia impugnada, lo s iguiente: "que los hechospuestos a cargo de Aníbal A. Jáquez Vargas ocasionaronlesiones co rporales que han provocado a la vez daños ma-teriales y morales a César Pérez Pereyra y Nelsy de la Cruz de

Pérez, según se desprende de los certificados médicos ex-p
edidos en el caso y que han sido descrito en otra parte deesta sentencia, así como que los mismos hechos provocarongraves y cuantiosos daños al vehículo propiedad de CésarSalvador Pérez Pereyra, consistente en abolladuras delguardalodo izquierdo delantero, puerta del mismo lado, farol,estribo iz

quierdo, torcedura del tren delantero, rotura del vi-drio do la puerta izquierda con su cerradura y otros daños
más, según se desprende de los diferentes documentos ydemás elementos de juicio a portados y examinados con-tradictoriamente en el proceso, y daños y perjuicios que estaCorte aprecia soberanamente en: dos mil quinientos pesosoro (RDS2,500.00) para César S. Pérez Pereyra, por los daños-materiales sufridos, al serle destruido su vehículo, así comopor los daños morales y materiales sufridos a consecuenciade las l

esiones corporales de que fue víctima en el hecho; y enla suma de mil pesos oro (IR DS1 ,000.00) para Nelsy de la Cruz
de Pérez, por los daños materiales y morales sufridos acon

secuencia de las lesiones corporales de que fue víctima en
el hecho y por considerar esta Corte que estas in-dem

nizaciones son más acorde con los daños sufridos por
dichos agraviados conforme las descripciones que se hanhecho en otra parte de esta sentencia";

Cons i derando, que los Jueces del fondo son soberanospara apreciar la magnitud de los daños y perjuicios sufridospor la víctima y fijar en consecuencia, las indemnizaciones, amenos que desnaturalicen los documentos aportados o quelas mismas sean irrazonables, lo que no ha ocurrido en laespecie;
Considerando, que como consecuencia de todo lo ante r iormente expuesto se advierte que la sentencia impugnadacontiene motivos suficientes y pertinentes que justifican su
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dispositivo y una relación completa de los hechos y cir-

cunstancias de la litis que ha permitido a la Suprema Corte de
Justicia verificar dentro de sus facultades de casación, que en
la especie, y en los puntos examinados, se ha hecho una
correcta aplicación de la Ley; que por tanto los alegatos que
se examinan carecen de fundamento y deben ser deses-
timados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes por
imprudencia causados con el manejo o conducción de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado por la
letra b) de dicho texto legal con prisión de 3 meses a 1 año y
multa de RDS50.00 a RDS300.00; que al condenar al pre-
venido recurrente a pagar una multa de RDS60.00 pesos,
acogiendo circunstancias atenuates, la Corte a-qua le aplicó
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a las personas
constituidas en parte civil, daños y perjuicios materiales y
morales que evaluó en las sumas que se consignan en el
dispositivo de la sentencia impugnada; que la Corte a-qua al
condenar al prevenido recurrente y a la Asociación Nacional
de Choferes Democráticos Inc., ésta última en su calidad do
persona civilmente responsable, al pago de las referidas
sumas, en provecho de las personas constituidas en parte ci-
vil, a título de indemnización, la referida Corte hizo una
correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Ci-
vil, y al declarar oponibles tales condenaciones a la Compañía
de Seguros Pepín, S.A., hizo también una adecuada
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás as pectos la
sentencia impugnada en lo concerniente al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervinientes
a César S. Pérez Pereyra y Nelsy de la Cruz de Pérez, en los
recursos de casación interpuestos por Aníbal J. Jáquez
Vargas, la Asociación Nacional de Choferes Democráticos
Inc., y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte
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de Apelación de Santo Domingo, e120 de noviembre de 1980,cuyo disp

ositivo se ha copiado en parte anterior del 
presentefallo; SEGUNDO: Rechaza los indicados recursos; TER-CERO: Condena al prevenido recurrente Aníbal J. JáquezVargas, al pago de las costas penales, y a éste y a la

Asociación Nacional de Choferes Democráticos Inc., al pago
de las costas civiles, y las distrae en provecho del Dr. MarianoGermán, abogado de los intervinientes, quien afirma que lasha a

vanzado en su totalidad, y las declara oponibles alaCo
mpañía de Seguros Pepín, S.A., dentro de los 

términos defá
(FIRMA DOS).- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío 13.31-eácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. AlburquerqueLuis Víctor García de Peña.- Máximo Puello Ren-ville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- MiguelJacobo, Secretario General.-

La presente s
entencia ha sido dada y firmada por los se-

ñores Jueces que figuran en su 
encabezamiento, en laau diencia pública del día, mes y año, en 

él expresados, y fuefirmada, leída y p
ublicada por mí, Secretario General, quecertifico.- (FOO.) Miguel Jacobo.
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dispositivo y una relación completa de los hecnos y cir-
cunstancias de la litis que ha permitido a la Suprema Corte de
Justicia verificar dentro de sus facultades de casación, que en
la especie, y en los puntos examinados, se ha hecho una
correcta aplicación de la ley; que por tanto los alegatos que
se examinan carecen de fundamento y deben ser deses-
timados;

Considerando, que los hechos así establecidos constituyen
a cargo del prevenido recurrente el delito de golpes por
imprudencia causados con el manejo o conducción de un
vehículo de motor, previsto por el artículo 49 de la Ley No.
241 de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado por la
letra bl de dicho texto legal con prisión de 3 meses a 1 año y
multa de RDS50.00 a RDS300.00; que al condenar al pre-
venido recurrente a pagar una multa de RDS50.00 pesos,
acogiendo circunstancias atenuates, la Corte a-qua le aplicó
una sanción ajustada a la Ley;

Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es
tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a las personas
constituidas en parte civil, daños y perjuicios materiales y
morales que evaluó en las sumas que se consignan en el
dispositivo de la sentencia impugnada; que la Corte a-qua al
condenar al prevenido recurrente y a la Asociación Nacional
de Choferes Democráticos Inc., ésta última en su calidad de
persona civilmente responsable, al pago de las referidas
sumas, en provecho de las personas constituidas en parte ci-
vil, a título de indemnización, la referida Corte hizo una
correcta aplicación de los artículos 1383 y 1384 del Código Ci-
vil, y al declarar oponibles tales condenaciones a la Compañía
de Seguros Pepín, S.A., hizo también una adecuada
aplicación de los artículos 1 y 10 de la Ley No. 4117 de 1955
sobre Seguro Obligatorio de Vehículos de Motor;

Considerando, que examinada en sus demás as pectos la
sentencia impugnada en lo concerniente al interés del pre-
venido recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su
casación;

Por tales motivos: PRIMERO: Admite como intervinientes
a César S. Pérez Pereyra y Nelsy de la Cruz de Pérez, en los
recursos de casación interpuestos por Aníbal J. Jáquez
Vargas, la Asociación Nacional de Choferes Democráticos
Inc., y la Compañía de Seguros Pepín, S.A., contra la sen-
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte
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de Apelación de Santo Domingo, el 20 de noviembre de 1980,cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del presentefallo; SEGUNDO: Rechaza los indicados recursos; TER-CERO: Condena al prevenido recurrente Aníbal J. JáquezVargas, al pago de las costas penales, y a éste y a laAsociación Nacional de Choferes Democráticos Inc., al pagode las costas civiles, y las distrae en provecho del Dr. MarianoGermán, abogado de los intervinientes, quien afirma que lasha avanzado en su totalidad, y las declara o ponibles a la

Póliza.-
Co

mpañía de Seguros Pepín, S.A., dentro de los términos de

(FIRMA DOS t .- Manuel D. Bergés C hupani.- Darlo Bal-cácer.- F. E. Ravelo de la Fuente.- Leonte R. AlburquerqueCastillo.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo Puello Ren-ville.- Abelardo Herrera	
Gustavo Gómez Ceara.- MiguelJacobo, Secretario General.-

La presente sen
tencia ha sido dada y firmada por los se-ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año, en él expresados, y fuefilmada, leída y publicada por mí, Secretario General, quecertifico.- ( FD0.) Miguel Jacobo.
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SENTENC IA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 64

Sentenc i a impugnada : Corte de Apelación de Santiago, de

fecha 6 de julo de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Maximiliano Andrés Ventura y Unión de
Seguros, C. por A.

Intervinien te (s): Manuel Pérez o Manuel Jerez.

Abogado ts): Lic. Víctor Manuel Pérez Pereyra.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En NOrnilre de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcácer, Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo G6mez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciudad

de Santo Domingo de Guzmán, Distrito NaCiOnal, hoy día 30

de noviemb re del 1983, años 140' de la Independe ncia y 121'

de la Restaurac ió n , dicta en audiencia pública, como Corte de
Casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por

Maximiliano Andrés Ventura, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, cédula No. 192265, serie 1ra., residente en la

sece ión Jicome Arriba, y la Compa rtia Unión de Seguros,
C por A., con su domicilio social en la Av. Independencia
No 201-1. de esta ciudad, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santiago, en sus atribuciones

correccionales, el 6 de julio de 1980, cuyo dispositivo se copia

más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurado r General de Ia

República;

3771
Vista el acta de los recursos de casación, levantada rin laSecretaría de la Corte a-qua el 2 de agosto de 1 978, a re-querimienlo del Lic. José T. Gutiérrez, abogado, con cédulaNo. 67333, serie 3, en representación de Maximiliano AndrésVentura v de la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,contra la sentencia de la Corte de Apelación de San tiago,dictada el 6 de julio de 1978, en la que no se propone ningúnmedio de casación;

Visto el escrito del in terviniente Manuel Pérez o ManuetJerez, dominicano, mayor de edad, agricultor. domiciliado enEsperanza, con cédula No. 28, serie 73, suscrito por su a .Lugado, Lic. Víctor Manuel Pérez Pereyra, del 12 de febrerode 1982;
Visto el auto dictado en fecha 29 de noviembre delsorriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. BergésChupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia , pormedio del cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte.conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer. LuisVictor García de Peña, Máximo Puello R enville, Abelardo

Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri .bunal, para completar la mayoría en la deliberación y failo delreCurIO de casación de que se trata, de conformidad con tasleyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, del 1967,sobre Tránsito y Veh ículos; 1383, del Código Civ;I; 1 y 10 de laley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de 
Vehículosde Motor; 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento deCaración;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en losdocurnentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 3 de agosto de 1975,
en el cruce de la carretera Esperanza-Navarrete, en el que una
persona resultó con lesiones corporales, el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Valverde, en sus a-tribuciones correccionales clictó el 23 de se p tiembre de 1977,Una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) quesobre los recursos interpuestos intervino el fallo ahora im-

nugnado en casación, del cual es el dispositivo s iguiente."FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el recurso deapelación i nterpuesto por Fausto José Madera, quien actúa anombre y representación de Maximiliano Andrés Ventura en
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DEL 1983

No. 64

Sentencia impugnad a: Corte de Apelac ión de Santiago, de

fecha 6 de jullo de 1980.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Maximiliano Andrés Ventura y Uni6n de

Seguros. C. por A.

Interviniente (s): Manuel Pérez o Manuel Jerez.

Abogado (s): Lic. Víctor Manuel Pérez Pereyra.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nomure de la República, la Suprema Corte de Justicia,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente; Darío Balcáce r , Primer Sustituto de

Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Victor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo G6mez Ceara, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra su; audiencias, en la ciudad
de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Naciona l , hoy día 30

de noviembre del 1983, años 140' de la Independe ncia y 121"

de la Restauración, dicta en audiencia púbbca, como Corte de

Casación , la siguiente sentencia:
Sobre los	

recursos de casación interpuestos por
Maximiliano Andrés Ventura, dominicano, mayor de edad,
soltero, chofer, cédula No. 192265, serie 1ra., residen te en la

secr ión Jicome Arriba, y la Compa ñia Unión de Seguros.

C por A., 
con su domiciho social en la Av. Independencia

No 201-1. de esta ciudad, contra la sentenc ia dictada por la

Corte de Apelació n de Santiago, en sus atribuciones

correccionales, el 6 de julio de 1980, cuyo disposi tivo se copla

más adelante;
Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictame n del Magistrado Procurado r General de la

República;
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Vista el acta de los recursos de casación. levantada	 laSecretaría de la Corte a-qua el 2 de agosto de 1 978. a re-quer imientodel Lic. José T. Gutiérrez, abogado, con cédulaNo. 67333, serie 3, en representación de Maximiliano AndrésVentura y de la Compañía Unión de Seguros, C. por A.,
contra la sentencia de la Corte de Apelación de Sanuago,dictada el 6 de julio de 1978, en la que no se propone ningúnmedio de casación;

Visto el escrito ciel in terviniente Manuel Pérez o ManuelJerez, dominicano, mayor de edad, agricultor, domiciliado en
Esperanza, con cédula No. 28, serie 73, suscrito por su a-
bugado, Lic. Víctor Manuel Pérez Pereyra, del 12 de febrerode 1982;

Visto el auto dictado en fecha 29 de noviembre del
zorriente año 1983, por el Magistrado Manuel D. Bergés
Chupani, Presidente de la Suprema Corte de Justicia . por
medio del cual integra, en su indicada calidad, dicha Corte,
conjuntamente con los Magistrados Darío Balcácer, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de cste
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y failo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con lasLeyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 49 de la Ley No. 241, del 1967,
sobre Tránsito y Vehículos; 1383, del Código Civd; 1 y 70 de la
Ley No. 4117, de 1955, sobre Seguro Obligatorio de Vehículosde Motor; 1, 37, 62 y 65 de la Ley sobre Procedimiento deCanción;

C ons iderando, que en la sentencia i m pugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo
de un accidente de tránsito ocurrido el 3 de agosto de 1975,
en el cruce de la carretera Esperanza-Navarrete, en el que unapersona resultó con lesiones corporales, el Juzgado 

de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Valverde, en sus a-
tri buciones correccionales dictó el 23 de septiembre de 1977,
una sentencia cuyo dispositivo se copia más adelante; b) que
,sobre los recursos in terpuestos intervino el fallo ahora im-.
pugnado en casación, del cual es el dispositivo siguiente.
"FALLA: PRIMERO: Admite en la forma el recurso deapelación i nterpuesto por Fausto José Madera, quien actúa a
nombre y representación de Maximiliano Andrés Ventura en
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gumentadas por los abogados del Consejo de la Defensa porimprocedente y mal fundadas; y Sexto: Que debe declarar,como al efecto declara la p resente sentencia común, oponibley ejecutable contra la Compañía Nacional de Seguros, 'Unión
de Seguros', C. por A., aseguradora del vehículo placanúmero 214-208, propiedad de Maximiliano Andrés Ventura,envuelto en el referido accidente, asegurado con la referidaCompañía Unión de Seguros, C. por A., y respecto de Ia cualse condena con la a utoridad de cosa juzgada ; SEGUNDO:Modifica el párrafo Segundo de la sentencia recurrida en elsentido de reducir la indemnización acordada a Ia parte civ . .constituida a la suma de dos mil pesos oro (RDS2,000.00), porconsiderar esta Corte que es esta la suma justa, adecuada ysuficiente para reparar los daños y perjuicios tanto moralescomo materiales experimentados por la parte civil constituidaa consecuencia del accidente de que se trata; después de

considerar esta Corte que de no haber cometido falta lavíctima en proporción de un 50% a la cometida por el pre-venido dicha indemnización hubiese ascendido a cuatro milpesos (RDS4,000.00); Así mismo revoca dicho Ordinal 2do. encuanto condenó a la Compañía de Seguros Unión deSeguros, C. por A., al pago de la indemnización indicada eneste mismo Ordinal, por ser esta condena improcedente;TERCERO: Revoca los O rdinales Tercero y Cuarto de estamisma sen tencia en cuanto condenó solidariamente a laCompañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., al pagode los in
tereses legales y al pago de las costas civiles;

CUARTO: Confirma la sentencia recurrida en sus demásaspectos; QUINTO: Condena al	 prevenido MaximilianoAndrés Ventura al pago de las costas penales y civiles de estainstancia, ordenando la distracción de las últimas en pro-vecho del Lic. Victor M. Pérez Pereyra, quien afirma estarlasavanzando en su totalidad";
Con s i derando, que la Cia. Unión de Seguros. C. por A.,puesta en causa como aseguradora del vehículo que originóel accidente y produjo los daños, no ha expuesto los mediosen que funda su recurso de casación, como lo exige el ar-ticulo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación a penade nulidad, y se procederá a examinar el recurso del pre-venido;

Cons iderando, que la Corte a-qua mediante la ponderaciónde los elementos de iuicio aue fueron regularmente aportados
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su doble calidad de prevenido y persona civilmente res-
ponsable y la Cia de Seguros Unión de Seguros, C. por A.,
contra sentencia de fecha veintitrés (23) del mes de
septiembre del año mil noviecientos setenta y siete (1977),
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Valverde, cuyo dispositivo es el siguiente:
'Primero: Que debe declarar, como al efecto declara al
nombrado Maximihano Andrés Ventura, culpable deF delito
de violación a la Ley No. 241, en perjuicio del nombrado
Manuel Pérez o Jerez, y a la vez que establece la falta común
por parte del agraviado, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes condena a dicho prevenido al pago de una multa
de cincuenta pesos oro (RDS50.00) y al pago de las costas
penales; Segundo: Que debe declarar, como al efecto
declara buena y válida la constitución en parte civil hecha por
el agraviado señor Manuel Pérez oJerez, por mediación de su
abogado constituido y apoderado especial Licdo. Víctor
Pérez Pereyra, contra el nombrado Maxirniliano Andrés
Ventura, en su doble calidad de prevenido y persona ci-
vilmente responsable y puesta en causa, contra su asegura-
dcra la Compañía Nacional de Seguros 'Unión de Seguros',
C. por A., y en consecuencia les condena al pago solidario de
una indemnización por la suma de tres mil pesos oro
(RD$3,000.00) en favor del agraviado, parte civil constitui-
da, a título de daños y perjuicios, como justa reparación por
los daños morales y materiales experimentados por dich0
agraviado, parte civil constituida, con motivo de las lesiones
de que fue víctima en el referido accidente y que cura ron des-
pués de noventa (90) días y antes de los (120), conforme al
certificado médico; Tercero: Que debe condenar y condena
al prevenido en sus expresadas calidades y a su aseguradora
al pago solidario de los intereses legales de la suma acordada,
a contar cle la fecha de la demanda en justicia y a título de
indemnización suplementaria; Cuarto: Que debe condenar y
condera al señor Maximiliano Andrés Ventura en sus ex-
presadas calidades de prevenido y persona civilmente res-
ponsable, y a la cc,mpañía aseguradora la 'Unión de Seguros',
C. por A., al pago solidario de las costas del procedimiento,
con distracción de las civiles en provecho del abogado de la
parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Quinto: Que debe rechazar las conclusiones ar-,
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gumentadas por los abogados del Consejo de la Defensa porimprocedente y mal fundadas; y Sexto: Que debe declarar,como al efecto declara la presente sentencia común, oponibley ejecutable contra la Compañía Nacional de Seguros, 'Uniónde Seguros', C. por A., aseguradora del vehículo placanúmero 214-208, propiedad de Maximiliano Andrés Ventura,envuelto en el referido accidente, asegurado con la referida

Compañía Unión de Seguros, C. por A., y respecto de Ia cualse condena con la autoridad de cosa juzgada ; S EGUNDO:
Modifica el párrafo Segundo de la sentencia recurrida en el
sentido de reducir la indemnización acordada a la parte civiiconstituida a la suma de dos mil pesos oro DS2,000.00), por
considerar esta Corte que es esta la suma justa, adecuada y
suficiente para reparar los daños y pe rjuicios tanto moralescomo materiales experimentados por la parte civil constituidaa con

secuencia del accidente de que se trata; después dec
onsiderar esta Corte que de no haber cometido falta la

víctima en proporción de un 50% a Ia cometida por el pre-venido dicha indemnización hubiese ascendido a cuatro milpesos (R0S4,000.00); Así mismo revoca dicho Ordinal 2do. encuanto condenó a la Compañía de Seguros Unión deSeguros, C. por A., al pago de la indemnización indicada eneste mismo Ordinal, por ser esta condena 
improcedente;TERCERO: Revoca los Ordinales Tercero y Cuarto de 

estamisma sentencia en cuanto condenó solidariamente a laCompañía de Seguros Unión de Seguros, C. por A., al 
pagode los i

ntereses legales y al pago de las costas civiles;
CUARTO: Confirma la sentencia recurrida en sus demásaspectos; QUINTO: Condena al prevenido MaximilianoAndrés Ventura al pago de las costas penales y civiles de 

estainstancia, ordenando la distracción de las últimas en pro-
vecho del Lic. Víctor M. Pérez Pereyra, quien afirma estarlas
avanzando en su totalidad"•

Considerando, que la Cía. Unión de Seguros, C. por A.,puesta en causa como aseguradora del vehículo que originóel accidente y produjo los daños, no ha expuesto los 
mediosen que funda su recurso de casación, como lo exige el ar-

tículo 37 de la Ley sobre Procedimiento de Casación a penade nulidad, y se procederá a examinar el recurso del pre-venido;
Co nsiderando, que la Corte a-qua mediante la ponderaciónde los elementos de iuicio que fueron regularmente aportados

su doble calidad de prevenido y persona civilmente res-
ponsable y la Cía de Seguros Unión de Seguros, C. por A.,
contra sentencia de lecha veintitres (23) del mes de
septiembre del año mil noviecientos setenta y siete (1977),
dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Valverde, cuyo dispositivo es el siguiente:
'Primero: Que debe declarar, como al efecto declara al
nombrado Maximiliano Andrés Ventura, culpable der delito
de violación a la ley No. 241, en perjuicio del nombrado
Manuel Pérez o Jerez, y a la vez que establece la falta común
por parte del agraviado, acogiendo en su favor circunstancias
atenuantes condena a dicho prevenido al pago de una multa
de cincuenta pesos oro (RDS50.00) y al pago de las costas
penales; Segundo: Que debe declarar, como al efecto
declara buena y válida la constitución en parte civil hecha por
el agraviado señor Manuel Pérez oJerez, por mediación de su
abogado constituido y apoderado especial Licdo. Víctor
Pérez Pereyra, contra el nombrado Maximiliano Andrés
Ventura, en su doble calidad de prevenido y persona ci-
vilmente responsable y puesta en causa, contra su asegura-
dcra la Compañía Nacional de Seguros 'Unión de Seguros',
C. por A., y en consecuencia les condena al pago solidario de
una indemnización por la suma de tres mil pesos oro
(RD$3,000.00) en favor del agraviado, parte civil constitui-
da, a título de daños y perjuicios, como justa reparación por
los daflos morales y materiales experimentados por dicho
agraviado, parte civil constituida, con motivo de las lesiones
de que fue víctima en el referido accidente y que curaron des-
pués de noventa (90) días y antes de los (120), conforme al
certificado médico; Tercero: Que debe condenar y condena
al prevenido en sus expresadas calidades y a su aseguradora
al pago solidario de los intereses legales de la suma acordada,
a contar de la lecha de la demanda en justicia y a título de
:ndemnización suplementaria; Cuerto: Que debe condenar y
condera al señor Maximiliano Andres Ventura en sus ex-
presadas calidades de prevenido y persona civilmente res-
ponsable, y a la ccmpañía aseguradora la 'Unión de Seguros',
C. por A., al pago solidario de las costas del procedimiento,
con distraccien de tas civiles en provecho del abogado de la
parte civil constituida, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad; Quinto: Que debe rechazar las conclusiones ar-,
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terouestos por Maximiliano Andrés Ventura y la Compañía
un)ón de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por
1a Corte de Aoelación de Santiago, el 6 de julio de 1912 3, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulo el recurso de la Compañía Unión de
Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso interpuesto
por Maximiliano Andrés Ventura, contra la mencionada
sentencia; y Cuarto: Condena al prevenido recurrente al
pago de las costas penales y civiles, y distrae las últimas en
provecho del Lic. Victor Ml. Pérez Pereyra, quien afirma
estarlts aVanzando en su totalidad, y las hace oponibles a la
Compañía Unión de Seguros, C. por A., dentro de los tér-
minds de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupare.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor García de Peña.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobc, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñeres Jueces que f iguran en su encabezamiento, en la
audiencia pública, del dia, mes y año, en él expresados y fue
firmada, lefda y publicada por mf, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.

3774	 P.01.ETIN

en la instrucc ión de la causa, para declarar culpable al pre-

verudo Maximilia no Andrés Ventura, del delito puesto a su

catgo, y fallar como lo hizo, dio por establec ido lo siguiente:

que ei 3 de agosto de 1975, el automóvil placa No. 214-2081 billb

transitaba de Oeste a Este por el tramo de la carrete
r a Duarte,

cruce de Esperanza a Navarrete, y al Ilegar al kilóme tro siete

(7) atrope lló a Manuel Pérez o Jerez, produciéndole fracturas

oel pubis derecho y del tercio superio r del fémur izquierdo, y

traumatismos diversos, curables después de 90 y antes de 120

dias; b) que el acciden te se debió, tanto a la imprudenc ia del

prevenido quien no obstante haber visto al agraviad
o que

intentaba cruzar la vía después de desmonta rse de una

camioneta, no redujo la velocidad para evitar alcanzar
lo , asi

como a la falta de éste al no tomar las precaucio
nes de lugar

salir por detrás de la mencionada camioneta sin antes

asegura r se de que la vía estuviera libre;
Considerando, que los hechos así establecidos constituyen

a cargo del prevenido recurre nte , el delito de golpes y heridas

por imprudencia previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241,

de 
1967, sobre Tránsito y Vehfculos, y sancionado por dicho

texto legal en su letra (c), de seis meses a dos (2) años de
prisión y multa de cien Pesos (RDS100 .00) a quinientos pesos

(RDS500.00) si la enfermedad o imposibilidad para su trabajo

durare veinte (20) días o más, como sucedi6 en la especie;
que, al condenar al prevenido Maximiliano Andrés Ventura, a

una multa de cincuenta pesos (RDS50.00), acogiendo cir

cunstancias atenuantes, la Corte a-qua le aplicó una pena a

justada a la ley;
Considerando, que asimismo la Corte a-qua dio por es-

tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Manue'
Pérez o Jerez, constituido en parte civil, daños materiales y
morales que evaluó en las sumas que se indican en el dis-
positivo del fallo impugnado; que al condena

r a dicho pre-

venido al pago de dichas sumas, a título de indemnización en
favor de dicha parte civil constituida, hizo una correcta
aplicación del artículo 1383 del Código Civil;

Considerando, que examina da en sus demás aspectos en lo

. que concierne al interés del prevenido recurrente, la sentencia
impugnada no contiene vicio alguno que ¡ustifique su

casación;
Por tales motivos, Primero: Admite como intervinie

nte a

Manuel Pérez o Jerez, en los recursos de casació
n in-
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!ernuestos por Maximiliano Andrés Ventura y la Compañía
urirón de Seguros, C. por A., contra la sentencia dictada por

Corte de Aoelación de Santiago, el 6 de julio de 1910, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fallo;
Segundo: Declara nulo el recurso de la Compañía Unión de
Seguros, C. por A.; Tercero: Rechaza el recurso interpuesto
por Maximiliano Andrés Ventura, contra la mencionada
sentencia; y Cuarto: Condena al prevenido recurrente al
p3g0 de las costas penales y civiles, y distrae las últimas en
provecho del Lic. Víctor MI. Pérez Pereyra, quien afirma
estarlas aVanzando en su totalidad, y las hace oponibles a
Compañía Unión de Seguros, C. por A., dentro de los tér-
minds de la Póliza.

(FIRMADOS): Manuel D. Bergés Chupan:.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la Fuente.- Leonte Rafael
Alburquerque Castillo.- Luis Víctor Garcfa de Peña.- Máximo
Puello Renville.- Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez
Ceara.- Miguel Jacobc, Secretario General.

la presente sentencia ha sido dada y f irmada por los se-
ñcres Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
aucliencia pública, del día, mes y año, en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (FD0.): Miguel Jacobo.

3774	 HOLET1N

en la instrucción de la causa, para declarar culpab le al pre-

venido Maximiliano Andrés Ventura, del delito puesto a su

cargo. y fallar como lo hizo, dio por establec ido lo siguiente:

que et 3 de agosto de 1975, el automó vil placa No. 214-208•

transitaba cie Oeste a Este por el tramo de la carretera Duarte,
cruce de Esperanza a Navarrete, y al Ilegar al kilóme tro siete

(7) atropelló a Manuel Pérez o Jerez, produciéndole fracturas
del pubis derecho y del tercio superio r del fémur izquierdo, y

traumatismos diversos, curables después de 90 y antes cie 120

días: b) que el acciden te se debió, tanto a la imprudenc ia del

preven ido quien no obstante haber visto al agraviado que

intentaba cruzar la vía después de desmontarse de una
camioneta, no redujo la velocidad para evitar alcanzar

lo , asi

como a la falta de éste al no tomar las precauciones de lugar
at salir por detrás de la mencionada camioneta sin antes

asegurarse de que la vía estuvie ra libre;
Considerando, que los hechos así establecidos constituyen

a cargo del prevenido recurrente , el dellto de golpes y heridas

por imprudencia previsto en el artículo 49 de la Ley No. 241,
de 1967, sobre Tránsito y Vehículos, y sancionado por dicho
texto legal en su letra (c), de seis meses a dos (2) años de
prisión y multa de cien Pesos (RDS100.00) a quiniento

s pesos

(RDS500 .00) si la enfermedad o imposibilidad para su trabajo

durare veinte (20) días o más, como sucedió en la especie;

que, al condena r al prevenido Maximilian o Andrés Ventura, a

una multa de cincuent a pesos IRDS50.00), acogiendo cir

cunstancias atenuantes, la Corte a -qua le aplicó una pena a

justada a la Ley;
Considerando, que asimismo la Corte a - qua dio por es-

tablecido que el hecho del prevenido ocasionó a Manue'

Pérez o Jerez, constitu ido en parte civil, daños materiales

morales que evaluó en las sumas que se indican en el
positivo del fallo impugnado; que al condena

r a dicho pre

venido al pago de dichas surnas, a título de indemnización en
favor de dicha parte civil constituida, hizo una correcta

aplicación del artículo 1383 del Código Civil;
Considerando, que examina da en sus demás aspectos en lo

que concierne al interés del prevenido recurrente, la sentencia

impugnada
 no contiene vicio alguno que ¡ustifique su

casación;Por tales motivos, Primero: Admite como interviniente a
Manuel Pérez o Jerez, en los recursos de casación in-
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. E5

Sentencia impugnada: Juzgado de Ira. Instancia del D. J.
de Monte Plata de Fecha 23 de mayo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Miguelina Jerez C.s. Cesareo Moreno.

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicie,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani. Presidente; Darío Balcácer; Primer Sustituto de
Presidente; Fernando E. Ravelo de la Fuénte, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, Asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 30 de noviembre de 1983, año 140' de la Independencia y
121' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguelina
Jerez, dominicana, mayor de edad, domiciliada en la sección
La Guázuma, Paraje La Guardia de Yamasá, cédula No.
11871, serie 5, contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Plata, en sus
atribuciones correccionales, el 23 de mayo de 1979, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de Is

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Cámara a-qua, el 23 de mayo de 1979, a re-
querimiento de Miguelina Jerez, en el cual no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el auto dictado en fecha 28 de noviembre del

corriente año, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente, de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual Rama a los Maglatradas Darío Balcécer, Fernando E. no-
velo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 191 del Código de Procedimiento
Criminal y 1 de la Ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Oue
con motivo de una querella presentada por Miguelina Jerez
contra Cesareo Moreno por violación a la ley 2402, el Juzga-
do de Paz de Yamasá dictó el 10 de febrero de 1977 una
sentencia por medio de (a cual condenó a Cesareo Moreno de
una penlión alimenticia de RDS10 00 . b) Que sobre el recurso
interpuesto la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declara
regular y válido el presente recurso de apelación interpuesto
por el prevenido Cesareo Moreno, a sentencia emanada del
Juzgado de Paz de Yamasá, donde lo condena a una pensión
alimenticia de RDS10.00; SEGUNDO: Se modifica en todas
sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: Se le descarga
por no haberse comprobado ser el padre de la menor
procreada por la señora Miguelina Jerez; CUARTO: Se
declaran las costas de oficio";

Considerando, que el exámen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que el Juzgado a-quo para descargar al
prevenido del hecho puesto a su cargo, revocando así el fallo
del Tribunal de Primer Grado, se basó en que las pruebas
aportadas a la instrucción del proceso no son suficientes para
llevar al ánimo del Juez la convicción de que el recurrido sea
el padre de la menor procreada por la recurrente; que la
apreciación de la prueba es una cuestión de hecho que entra
dentro de los poderes soberanos de los Jueces del fondo y
escapa, por lo tanto, al control de la Corte de Casación, salvo
desnaturalización que no ha ocurrido en la especie;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Miguelina Jerez, contra la sentencia
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SENTENCIA DE FECHA 30 DE NOVIEMBRE DEL 1983
No. E5

Sentencia impugnada: Juzgádo de ira. Instancia del D. J.
de Monte Plata de Fecha 23 de mayo de 1979.

Materia: Correccional.

Recurrente (s): Miguelina Jerez c.s. Cesareo Moreno.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justicie,
regularmente constituida por los Jueces Manuel D. Bergés
Chupani. Presidente; Darío Balcácer; Primer Sustituto de
Presideme; Fernando E. Ravelo de la Fuente, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, Asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 30 de noviembre de 1983, año 140' de la Independencia y
121' de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
Corte de Casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Miguelina
Jerez, dominicana, mayor de edad, domiciliada en la sección
La Guázuma, Paraje La Guardia de Yamasá, cédula No.
11871, serie 5, contra la sentencia dictada por el Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Judicial de Monte Plata, en sus
atribuciones correccionales, el 23 de mayo de 1979, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Secre-

taría de la Cámara a-qua, el 23 de mayo de 1979, a re-
querimiento de Miguelina Jerez, en el cual no se propone
ningún medio determinado de casación;

Visto el auto dictado en fecha 28 de noviembre del

corriente año, por el Magistrado Manuel D. Bergés Chupani,
Presidente, de la Suprema Corte de Justicia, por medio del
cual llama a los Mag l ntrados Darío Balcácer, Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque Castillo, Luis
Víctor García de Peña, Máximo Puello Renville, Abelardo
Herrera Piña, y Gustavo Gómez Ceara, Jueces de este Tri-
bunal, para completar la mayoría en la deliberación y fallo del
recurso de casación de que se trata, de conformidad con las
leyes Nos. 684 de 1934 y 926 de 1935;

La Suprema Corte de Justicia después de haber deliberado
y vistos los artículos 191 del Código de Pi ocedimiento
Criminal y 1 de la ley Sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) Que
con motivo de una querella presentada por Miguelina Jerez
contra Cesareo Moreno por violación a la Ley 2402, el Juzga-
do de Paz de Yamasá dictó el 10 de febrero de 1977 una
sentencia por medio de (a cual condenó a Cesareo Moreno de
una penSión alimenticia de RDS10.00; b) Qua sobre el recurso
interpuesto la sentencia ahora impugnada en casación, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Se declara
regular y válido el presente recurso de apelación interpuesto
por el prevenido Cesareo Moreno, a sentencia emanada del
Juzgado de Paz de Ya:nasá, donde lo condena a una pensión
alimenticia de RDS10.00; SEGUNDO: Se modifica en todas
sus partes la sentencia recurrida; TERCERO: Se le descarga
por no haberse comprobado ser el padre de la menor
procreada por la señora Miguelina Jerez; CUARTO: Se
declaran las costas de oficio";

Considerando, que el exámen de la sentencia impugnada
pone de manifiesto que el Juzgado a-quo para descargar al
prevenido del hecho puesto a su cargo, revocando así el fallo
del Tribunal de Primer Grado, se basó en que las pruebas
aportadas a la instrucción del proceso no son suficientes para
llevar al ánimo del Juez la convicción de que el recurrido sea
el padre de la menor procreada por la recurrente; que la
apreciación de la prueba es una cuestión de hecho que entra
dentro de los poderes soberanos de los Jueces del fondo y
escapa, por lo tanto, al control de la Corte de Casación, salvo
desnaturalización que no ha ocurrido en la especie;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de
casación interpuesto por Miguelina Jerez, contra la sentencia
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dictada el 23 de mayo de 1979 por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Monte Plata, en sus atri-
buciones correccionales, cuyo dispositivo ha sido copiado en
parte anterior del presente fallo; Segundo: Declara las costas
de oficio.

(FIRMADOS).- Manuel D. Bergés Chupani.- Darío Bal-
cácer.- Fernando E. Ravelo de la F.- Leonte R. Alburquerque
Castillo.- Luis V. García de Peña.- Máximo Puello Renville.-
Abelardo Herrera Piña.- Gustavo Gómez Ceara.- Miguel
Jacobo, Secretario General.-

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.- (FDO.) Miguel Jacobo.-

BOLET1N JUDICIAL
	

1779

LABORDE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA,
DURANTE EL MES DE NOVIEMBRE DEL AÑO 1983

A SABER:

Recursos de casación civiles conocidos 	 15
Recursos de casación civiles fallados 	 13
Recursos de casación pena les conocidos 	 45
Recursos de casación penales fallados 	 52
Causas disciplinarias conocidas 	 1
Causas disciplinarias falladas 	 0
Suspensiones de ejecución de sentencias 	 10
Defectos 	 3
Exclusiones 	 3
Recursos declarados caducos 	
Recursosdeciarados perimidos 	
Declinatorias 	 7
Desistimientos 	 3
Juramentación de Abogados 	 5
Nombramientos de Notarios 	 9
Resolución administrativas 	 29
Autos autorizados emplazamientos 	 50
Autos pasando expedientes para dictamen 	 60
Autos fijando causas 	 51
Sentencia sobre apelación de libertad bajo fianza 2
Sentencia ordena libertad bajo fianza 	 0
Sentencia sobre solicitud de fianza 	 1
TOTAL 	 359

MIGUELJACOBO

Secretario General de
la Suprema Corte de Justicia.

Santo Domingo, D.N.
30 de Nov. de 1983

MJF/Paz.-
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